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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Rossi Ciocca, Fulvio

--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de la Secretaría General de la Presidencia, señora Ximena Rincón González; de Economía, Fomento y Turismo, señor Luis Felipe Céspedes Cifuentes; de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; de Obras Públicas, señor Alberto Undurraga Vicuña, y la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Claudia Pascual Grau.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 17 señores Senadores.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 66ª; 67ª; 68ª; y 69ª, especiales, en 25 de noviembre; 70ª, especial, y 71ª, ordinaria, ambas en 26 de noviembre, todas del presente año, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes


Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República, con los que da inicio a la tramitación de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de reforma constitucional que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (boletín N° 9.748-07) (Véase en los Anexos, documento 1).


2.- Proyecto que adecúa la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el Derecho Internacional respecto a los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (boletín N° 9.773-07) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De Su Excelencia el Vicepresidente de la República, con el que hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación del proyecto de acuerdo que aprueba el Convenio N° 189, sobre el Trabajo Decente para las Trabajadoras y los Trabajadores Domésticos, adoptado por la Organización Internacional del Trabajo el 16 de junio de 2011 (boletín N° 9.560-10).



--Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.
Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Comunica que aprobó las iniciativas que se especifican a continuación: 



Proyecto de ley que modifica el texto refundido de las disposiciones sobre nacionalización de extranjeros en materia de requisitos para obtener la carta de nacionalización (boletín N° 9.455-06) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Proyecto que modifica la ley N° 20.285 para garantizar el acceso universal a la información contenida en las páginas web de las instituciones públicas (boletín N° 9.629-19) (con urgencia calificada de “simple”) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Proyecto de ley que establece normas para el acceso de la población con discapacidad auditiva a la información proporcionada por la ONEMI (boletín N° 8.353-19) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Pasa a la Comisión de Salud.


Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo:



Responde solicitud de información, efectuada en nombre del Senador señor Navarro, acerca de la actividad económica del sector acuícola ligado a las algas, en los últimos diez años, en la Región del Biobío.


De la señora Ministra de Salud:



Contesta solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Chahuán, relativa a los hechos que afectan la situación profesional de la señora Andrea Oyarzo Franck y a su restitución en el cargo de Jefa de Control de Gestión de la Secretaría Regional Ministerial de Salud Metropolitana.



Del señor Ministro de Energía:



Responde acuerdo de la Cámara Alta, adoptado a proposición de los Senadores señores De Urresti, Girardi, Navarro, Quinteros, Rossi, Tuma y Patricio Walker, relativo a la evaluación de estudios científicos de diversos países sobre los masivos deshielos y el importante aumento del nivel del mar en la Antártica, para su incorporación en las políticas públicas sectoriales (boletines Nos. S 1.714-12 y S 1.722-12).



Del señor Subsecretario del Medio Ambiente:



Informa de la remisión a la Subsecretaría para las Fuerzas Armadas, por ser el órgano competente, de los antecedentes, solicitados en nombre del Senador señor Horvath, vinculados con el impacto de los trabajos que se  desarrollan en zonas del borde costero, como el área de Puertecillo, en la comuna de Navidad.



Atiende solicitud de información, remitida en nombre del Senador señor Navarro, acerca de las medidas adoptadas por esa Secretaría de Estado en cuanto a una deuda contraída por la Fundación Senderos de Chile por concepto de indemnización, en el marco de un acuerdo celebrado ante la Inspección del Trabajo.



Del señor Director General de Gendarmería de Chile:



Responde solicitud de información, formulada en nombre del Senador señor Navarro, relativa al funcionamiento del Programa de Infraestructura Penitenciaria Concesionada.



Del señor Superintendente de Seguridad Social:



Da respuesta a solicitud de información, enviada en nombre de la Senadora señora Allende, en materia de medidas susceptibles de dar término al proceso de revaluación de incapacidad permanente seguido de acuerdo con la ley N° 16.744 respecto a miembros de la Asociación de Personas con Silicosis, ex trabajadores de la empresa CODELCO, División El Salvador.



Del señor Presidente del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias:



Comunica, de conformidad a lo dispuesto por la letra f) del artículo 14 de su Reglamento, acuerdos de esa entidad relativos al reajuste de asignaciones parlamentarias a contar de la fecha que para cada caso se señala.



Del señor Director del Servicio de Salud Osorno:



Responde solicitud de información, cursada en nombre del Senador señor Quinteros, acerca de los planes y programas del Ministerio del ramo para resolver el problema de falta de personal calificado en la red pública de salud, especialmente en los establecimientos de la Región de Los Lagos.


--Quedan a disposición de Sus Señorías.
Informes



De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que efectúa aporte extraordinario al Fondo Común Municipal (boletín Nº 9.596-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Por acuerdo de Comités adoptado en sesión de 9 de diciembre, queda para la tabla de Fácil Despacho de la presente sesión.


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento recaído en el proyecto de reforma de la Carta, en primer trámite constitucional, que consagra el derecho a la protección de los datos personales (boletín N° 9.384-07) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Queda para tabla.
Declaración de inadmisibilidad



Moción del Senador señor Bianchi que propone modificar la Ley Orgánica del Servicio de Registro Civil e Identificación para ampliar las atribuciones del oficial civil en las circunscripciones donde no exista notaría.



--Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, conforme a lo dispuesto en el inciso cuarto, Nº 2°, del artículo 65 de la Constitución Política.
Proyectos de acuerdo



Del Senador señor Bianchi, con el que solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de un proyecto de ley que excluya la asignación por zona del concepto de renta bruta para efectos del cálculo de los bonos contemplados en la ley N° 20.799 (boletín Nº S 1.770-12) (Véase en los Anexos, documento 8).


De los Senadores señores Navarro, De Urresti, Guillier y Quinteros, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que el Ministerio de Educación disponga el aumento de las horas de educación física o de deportes en los establecimientos educacionales de enseñanza media y básica reconocidos por el Estado (boletín Nº S 1.771-12) (Véase en los Anexos, documento 9).


De los Senadores señores De Urresti, Araya, Montes, Navarro y Quinteros, con el que se pide a Su Excelencia la Presidenta de la República que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo valore la importancia de la participación ciudadana en la decisión de inversión de recursos regionales implementada por el Gobierno Regional de Los Ríos y que se replique esa experiencia en otras regiones mediante la aplicación de proyectos piloto (boletín Nº S 1.772-12) (Véase en los Anexos, documento 10).


De los Senadores señores De Urresti, Araya, Montes y Navarro, con el que solicitan a los señores Ministros de Agricultura y del Medio Ambiente incorporar en el diseño de sus políticas públicas los aspectos relevantes que fueron materia de consenso en la Cumbre Mundial de Parques 2014, celebrada en Sidney, Australia, en pro de la conservación de la biodiversidad, y que además se reconozca e incentive la aportación de las comunidades indígenas y de las entidades privadas de conservación en acciones orientadas al desarrollo sustentable del patrimonio terrestre y marino (boletín Nº S 1.773-12) (Véase en los Anexos, documento 11).


De los Senadores señores De Urresti, Navarro y Tuma, con el que piden a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya al señor Ministro de Relaciones Exteriores para que Chile apoye en forma decidida, especialmente en el Consejo de Seguridad, el reconocimiento de Palestina como miembro pleno de la Organización de las Naciones Unidas, el término de la ocupación de los territorios palestinos y el acatamiento de las resoluciones de la Asamblea General sobre esta materia (boletín Nº S 1.774-12) (Véase en los Anexos, documento 12).


De los Senadores señores De Urresti, Navarro y Tuma, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que se reglamente mediante decretos supremos expedidos por los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Agricultura, en sus ámbitos de competencia, los procedimientos para la suscripción de convenios o acuerdos de reparación que celebren los organismos del Estado y las entidades privadas nacionales que presten servicios públicos con gobiernos, embajadas o entidades públicas o privadas extranjeros para evitar que aquellos instrumentos generen efectos adversos en parques nacionales y en otras áreas protegidas (boletín Nº S 1.775-12) (Véase en los Anexos, documento 13).


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la Cuenta.
)--------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- En primer lugar, saludo a la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer -pronto Ministerio de la Mujer, pues esperamos aprobar esta tarde el proyecto pertinente-, señora Claudia Pascual.



--(Aplausos en tribunas).



En seguida, solicito autorización para que ingresen a la Sala la Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva, y la Subdirectora del SERNAM, doña Gloria Maira.

El señor COLOMA.- Todavía no, señora Presidenta. Lo vamos a conversar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Aún no hay una respuesta clara. Vamos a esperar.

)--------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Saludo al Colegio Hermano Eugenio Egraud y al Grupo Haka Matara, de Isla de Pascua, que están presentes en las tribunas.



¡Muy bienvenidos al Senado!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Saludo también a diversas asociaciones que nos acompañan en esta oportunidad.



¡Bienvenidos a esta Alta Corporación!

)---------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Solicito autorización de Sus Señorías para el siguiente efecto.



El proyecto que otorga una bonificación adicional por retiro a personal no académico de las universidades del Estado y faculta a estas para conceder otros beneficios transitorios se halla en la Comisión de Educación, y la idea es que pase a la de Hacienda, para poder despacharlo.



¿Le parece a la Sala?



--La iniciativa pasa a la Comisión de Hacienda.

V. FÁCIL DESPACHO

LEVANTAMIENTO DE SECRETO BANCARIO EN INVESTIGACIÓN DE LAVADO DE ACTIVOS. INFORME DE COMISIÓN MIXTA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Corresponde tratar el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que autoriza el levantamiento del secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (Véase en los Anexos, documento 14).


--Los antecedentes sobre el proyecto (4.426-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 37ª, en 4 de agosto de 2009.



En trámite de Comisión Mixta: sesión 44ª, en 3 de septiembre de 2014.



Informes de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, sesión 66ª, en 10 de noviembre de 2010.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): sesión 36ª, en 2 de julio de 2013.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (nuevo segundo): sesión 84ª, en 8 de enero de 2014.



Mixta: sesión 73ª, en 10 de diciembre de 2014.



Discusión:



Sesiones 66ª, en 10 de noviembre de 2010 (se aprueba en general); 53ª, en 4 de septiembre de 2013 (queda para segunda discusión); 59ª, en 2 de octubre de 2013 (vuelve a Comisión para un nuevo segundo informe); 5ª, en 2 de abril de 2014 (se aprueba en particular).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las divergencias suscitadas entre ambas Corporaciones derivan del rechazo por la Cámara de Diputados, en el tercer trámite constitucional, de la sustitución del literal a) del número 8 del artículo 1°.



La Cámara Baja, en el primer trámite, aprobó un literal a) que formaba parte del número 8) del artículo 1°. Mediante dicha disposición se modificaba el artículo 27 de la ley N° 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero, con el fin de precisar los delitos que sirven de base o precedente al de lavado de activos.



Por su parte, el Senado acordó sustituir el mencionado literal a) por otro que ampliaba el catálogo de delitos que pueden servir de base para el de lavado de activos. Esta modificación fue rechazada por la Cámara de Diputados.



El informe de la Comisión Mixta deja constancia de que para adoptar esa resolución la Cámara Baja tuvo en consideración que era necesario volver a analizar aquel catálogo al objeto de evaluar la posibilidad de incorporar en él uno o más de los delitos contemplados en el Código Tributario.



La Comisión Mixta, como forma de resolver la divergencia suscitada entre ambas Cámaras, efectúa una proposición consistente en aprobar el texto despachado por el Senado en el segundo trámite constitucional, al que se agrega el fraude tributario tipificado en el párrafo tercero del número 4° del artículo 97 del Código Tributario, esto es, la devolución de impuestos obtenida simulando una operación tributaria o mediante cualquier otra maniobra fraudulenta.



La Comisión Mixta acordó aprobar el texto del Senado por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín y Diputados señora Turres y señores Ceroni, Chahin, Cristián Monckeberg y Soto.



A la vez, aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Espina, Harboe y Larraín y Diputados señora Turres y señores Ceroni, Chahin, Cristián Monckeberg y Soto) la inclusión del ilícito del párrafo tercero del número 4° del artículo 97 del Código Tributario.



Corresponde informar que, en sesión de 25 de noviembre último, la Cámara de Diputados aprobó la propuesta de la Comisión Mixta.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios figuran la proposición de dicha Comisión y el texto como quedaría de aprobarse el informe respectivo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Tiene la palabra el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señora Presidenta, la discrepancia que motivó el informe de Comisión Mixta surgió de la determinación de los denominados “delitos base” del lavado de activos.



Finalmente, se alcanzó un acuerdo en el seno de dicho órgano, cuyo informe ya fue aprobado por la Cámara de Diputados y hoy se encuentra en el Senado, en la última etapa de su tramitación.



Es del caso señalar que los delitos tributarios incorporados en el articulado son aquellos que motivan el mayor número de querellas que presenta el Servicio de Impuestos Internos, los cuales se vinculan en esencia con la declaración de tributos maliciosamente incompleta o falsa, con el aumento doloso de créditos y con la figura de devolución improcedente de créditos tributarios.



En términos generales, este proyecto actualiza la normativa otorgando mejores herramientas de detección, prevención, control, investigación y juzgamiento del delito de lavado de activos, para lo que sigue estándares más modernos y normativas internacionales sobre la materia.


Estamos hablando de los delitos más graves en el ámbito tributario, señora Presidenta, ya que implican un actuar doloso con ánimo de defraudación fiscal.



En palabras sencillas, el delito de lavado de activos consiste en blanquear o hacer legales fondos obtenidos tras la comisión de los denominados “delitos base”.


Por ejemplo, si alguien se dedica a vender drogas y obtiene ingresos por ello, el Servicio de Impuestos Internos se puede preguntar de dónde sacó el dinero para comprar, por ejemplo, una vivienda.


Para solucionar su problema, los delincuentes blanquean capitales constituyendo empresas con gran movimiento (movimiento que es falso, pues no existe actividad alguna) y emitiendo boletas por servicios nunca prestados. De esta forma dan la sensación de que dichos dineros provienen de una actividad lícita derivada de una labor empresarial, aunque en el hecho las empresas formadas no tienen ningún movimiento.



La Comisión Mixta, acogiendo indicaciones del Diputado Chahin, incorporó entre los delitos base algunos delitos tributarios, de modo que, si se elude el pago de impuestos y luego se pretende blanquear el dinero para utilizarlo lícitamente en el mercado, se pueda configurar también el delito de lavado de activos.



Esa modificación obedece a estándares internacionales sobre la materia, los cuales exigen que se tengan entre los delitos base los llamados “delitos fiscales”, es decir, los cometidos contra el erario.


Si bien se pueden plantear objeciones en cuanto a la operatividad práctica de la norma (sobre todo teniendo presente que en nuestro país la facultad de denunciar delitos tributarios y querellarse es privativa y excluyente de Impuestos Internos, por lo que, en alguna medida, tales ilícitos siempre quedarán sometidos a una suerte de control por el referido Servicio), ello no obsta a la necesidad de incluir los delitos en comento -son de los más graves que establece el Código Tributario- entre aquellos que hagan procedentes la investigación y el juzgamiento por lavado de activos.



Adicionalmente, por coherencia interna de la norma, ya se habían comprendido dentro de los delitos base algunos de carácter aduanero y los fraudes en materia de subvenciones, que también forman parte de los denominados “delitos fiscales”. Entonces, carecía de toda lógica omitir del catálogo, como se había hecho originalmente, los delitos tributarios de la misma especie.



En la Comisión Mixta la referida propuesta contó con el respaldo de varias instituciones vinculadas a la investigación y persecución de los delitos en cuestión, como el Servicio de Impuestos Internos, el Ministerio Público y la Unidad de Análisis Financiero.



Votaré a favor de la proposición de la Comisión Mixta, señora Presidenta, pues permite dotar a nuestros entes persecutores de herramientas legales eficaces para combatir el lavado de activos, delito muchas veces muy difícil de probar.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ahora le daré la palabra al señor Presidente de la Comisión de Constitución.


Normalmente, siempre partimos por la rendición del informe pertinente. Pero ahora se me escapó la situación.


Le doy excusas a Su Señoría por ello.


En todo caso, el Senador señor Araya hizo una muy buena relación.



Tiene la palabra el Honorable señor Harboe.

El señor HARBOE.- Nada debo disculpar, Su Señoría. Al contrario, fue una gran intervención la del Senador Araya, quien ha sido un activo colaborador en este proyecto.



Señora Presidenta, me corresponde dar cuenta del informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto individualizado por el señor Secretario.



Como la Sala recordará, se trata de perfeccionar la legislación que sanciona el delito de lavado de activos y hacerla concordante con los numerosos acuerdos internacionales suscritos por nuestro país para la persecución del financiamiento del terrorismo y para el combate contra la utilización del sistema financiero internacional para actividades delictivas, en el marco de la actuación del Grupo de Acción Financiera Internacional (GAFI), del cual Chile es parte.



La Comisión Mixta nació del hecho de que la Cámara de Diputados, en sesión celebrada el 2 de septiembre del año en curso, rechazó, en el tercer trámite constitucional, la regla contenida en el literal a) del número 10 del artículo 1° del texto aprobado por el Senado.



Mediante esa disposición se modifica el artículo 27 de la ley N° 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero, con el fin de precisar los delitos que sirven de base o precedente al de lavado de activos.



El objetivo del reparo que formuló la Cámara de Diputados fue volver a examinar el listado en comento a fin de incorporarle los ilícitos consignados en los párrafos primero, segundo y tercero del numeral 4° del artículo 97 del Código Tributario.



Luego de un amplio debate en la Comisión Mixta, se acordó por unanimidad respaldar el texto aprobado por el Senado e incorporar el delito tributario contemplado en el párrafo tercero del número 4° del artículo 97 del Código Tributario, que sanciona a quien obtiene del Servicio de Impuestos Internos una devolución de impuestos que no le corresponde empleando para ello una operación tributaria simulada o mediante cualquiera otra maniobra fraudulenta.



Señora Presidenta, dicho consenso se logró en atención a que aquel es el ilícito tributario de mayor gravedad en nuestra legislación, pues considera la pena base más alta de todo el sistema.



Cabe recordar que tal decisión coincide con las recomendaciones internacionales del GAFI en cuanto a que en los listados de delitos base del lavado de activos de cada país deben considerarse los ilícitos más graves, entre los cuales se señalan de manera expresa los cometidos contra el erario fiscal.



Por su parte, la del párrafo tercero del número 4° del artículo 97 es la figura penal tributaria con la sanción más alta en nuestra legislación: presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado medio -es decir, tres años y un día a quince años-, más una multa de cien por ciento a cuatrocientos por ciento de lo defraudado.



De esta forma, si se aprueba la proposición de la Comisión Mixta, se podrá perseguir el lavado de activos que se funde en dicha tipificación y, sobre todo, ocupar los medios especiales de investigación que la ley N° 19.913 proporciona al Ministerio Público y a la Unidad de Análisis Financiero.



Es todo cuanto puedo expresar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, seré muy breve para simplemente complementar lo expresado por los Senadores señores Araya y Harboe.



Hemos adecuado nuestra legislación a los estándares internacionales por uno de los ilícitos más graves. Los delitos sobre lavado de activos constituyen una de las figuras penales más importantes.



Voy a leer textualmente lo que, respecto del artículo 27 de la ley que creó la Unidad de Análisis Financiero, dice la letra a) propuesta por el proyecto:



“El que de cualquier forma oculte o disimule el origen ilícito de determinados bienes, a sabiendas de que provienen, directa o indirectamente, de la perpetración de hechos constitutivos de alguno de los delitos”, y se enumeran.



Hay un delito base, entonces, y otro consistente -para que se transforme en lavado de activos- en ocultar a sabiendas el origen de determinados bienes. Lo que se hace es incorporar, como se ha señalado, una norma respecto de un ilícito tributario que antes no existía. En efecto, el que, “simulando una operación tributaria o mediante cualquiera otra maniobra fraudulenta, obtuviere devoluciones de impuesto que no le correspondan” recibirá una pena por el delito base, que es la de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado medio. Eso significa de tres años y un día a quince años de cárcel. Pero si luego realiza acciones tendientes a ocultar el origen de los dineros que obtenga, ya que obviamente son indebidos, ello se transforma en un lavado de activos.



Este último reviste mucha importancia, básicamente, en dos tipos de delitos. Uno de ellos es el de la ley que determina conductas terroristas, en la medida en que se obtengan recursos para efectuar acciones de esa índole o como resultado de estas. Imaginemos que alguien lleva a cabo un secuestro, formula exigencias a la autoridad y se le paga lo que exige. ¿Qué hace con la plata? O bien, la persona cuenta antes con recursos a fin de poder perpetrar un delito terrorista y realiza acciones destinadas a hacerlos aparecer como lícitos.



El otro caso, más usual y que es el origen de la normativa sobre lavado de activos, es el del tráfico de drogas, porque el delincuente que lo practica recibe dinero ilícito. La pregunta es cómo lo gasta, porque obviamente tiene que demostrar su origen.



Entonces, lo que busca la iniciativa, que incorpora muchas otras figuras y más facultades de investigación, es precisamente dejar a Chile acorde con los estándares internacionales, para el efecto de que este tipo de delitos pueda ser adecuadamente investigado. Por eso, el informe se aprobó en forma unánime en la Comisión Mixta. Fue un buen trabajo.


Había una discusión respecto de cuántos delitos tributarios se incorporaban. Se acogió la tesis del Senado, lo que nos alegra, y también la inquietud de algunos Diputados en el sentido de incluir un ilícito en la materia.



Cabe hacer constar, para la historia de la ley, que nuestro país ha quedado con la legislación respectiva absoluta y completamente actualizada, lo que es hoy día muy importante en un mundo globalizado en el que estos delitos pueden cometerse de un país a otro.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, seré muy breve.



Para complementar los informes y opiniones emitidas por quienes me han precedido en el uso de la palabra, solo quisiera dejar establecido que durante la tramitación de la iniciativa, que ya dura varios años, recibimos al GAFI, un organismo internacional que se preocupa de verificar los estándares pertinentes y que nos hizo presente que nuestro país no estaba cumpliendo con la normativa internacional y con sus compromisos.


Precisamente, el proyecto, que estuvo durmiendo durante un tiempo por distintas consideraciones de la época, fue reactivado para lograr satisfacer ese objetivo. El Senador que habla, por lo menos, quisiera consignarlo, porque no solo tendrá lugar una adecuación a los estándares internacionales, sino también específicamente a los del GAFI, es decir, a los de un organismo internacional al cual Chile se halla suscrito.


Con esta normativa, aprobada en la Comisión Mixta y espero que igualmente por la Sala del Senado y, en definitiva, por ambas Cámaras, se está terminando de satisfacer una obligación en la que el país se encontraba en mora. De esa forma, quedamos al día también con estos compromisos.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación el informe de la Comisión Mixta.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Por 26 votos a favor, se aprueba el informe de la Comisión Mixta.



Votaron las señoras Allende, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, Girardi, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma y Andrés Zaldívar.

APORTE EXTRAORDINARIO A FONDO COMÚN MUNICIPAL

La señora ALLENDE (Presidenta).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que efectúa un aporte extraordinario al Fondo Común Municipal, con informe de la Comisión de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (9.596-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 64ª, en 18 de noviembre de 2014.



Informe de Comisión:



Hacienda, sesión 73ª, en 10 de diciembre de 2014.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es efectuar un aporte extraordinario de doce mil millones de pesos al Fondo Común Municipal.



La Comisión discutió el proyecto solo en general y, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Coloma, García, Lagos y Montes, acogió la idea de legislar.


El texto que se propone aprobar se transcribe en el primer informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión general.


Tiene la palabra el Honorable señor Coloma, para que pueda informar como integrante de la Comisión de Hacienda.

El señor COLOMA.- Señora Presidenta, esta es una iniciativa largamente esperada por las municipalidades -y no tan original, porque también se ha planteado en otros momentos-, que dispone un aporte extraordinario, particularmente tratándose del final del período anual, de 12 mil millones de pesos, los que se distribuirán conforme a las normas del decreto supremo N° 1.293, de 2007.



Ello dice relación con la contabilidad, que se repite año tras año y tiene que ver con la naturaleza del municipio, con el grado de pobreza, con distintos indicadores objetivos, lo que genera una tabla que se acompaña y que define cuánto se recibirá en cada comuna.



Por si alguien lo pregunta, son recursos de libre disponibilidad del municipio, no del alcalde. Se requiere una modificación presupuestaria que es preciso realizar en estos últimos días del año, pero que tiene por objeto generar un espacio de una mayor descentralización y algo más de recursos para el ámbito local.



La Comisión se planteó la posibilidad de un sistema un poco más institucionalizado, no de que lleguen o no proyectos de ley, y de la conveniencia de revisar algunos indicadores que se toman de base respecto de los recursos que ingresan al Fondo Común Municipal.



Como lo expresé, este es un aporte extraordinario -más allá de todo lo comprometido, que se ha ido cumpliendo- y se ha efectuado en ocasiones anteriores. Tiene por objeto dar algo más de recursos a los distintos municipios antes de que termine el período anual.



Deseo dejar aclarado que en la Comisión se discutió bien a fondo la naturaleza de las indicaciones. Incluso quedamos con el Subsecretario de Desarrollo Regional de evaluar más a fondo lo que significa la actual estructura municipal en materia de recursos, de gastos, de control, de generación de un mejor destino de estos recursos públicos.



Hay situaciones muy distintas entre las municipalidades. Si Sus Señorías observan, no se aplica un criterio necesariamente proporcional. Se contemplan comunas en función de una vocación turística definida en su momento por SERNATUR; otras van sumando puntos, por así decirlo, en función de su grado de pobreza, respecto de la distribución global. Ello va a ser parte de una discusión más profunda que queremos sostener al menos en la Comisión de Hacienda.



Pero, en lo concerniente al proyecto mismo, nos parece que este apunta en la buena línea y, por eso, fue aprobado por unanimidad en dicho órgano técnico.



Gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señora Presidenta, al igual que mi Honorable colega Coloma, vamos a votar a favor del aporte extraordinario a las municipalidades que se hace a través del Fondo Común Municipal. Pero es preciso tener presente que este último refleja la autonomía de dichas entidades y que el debate que creo que está pendiente es cuál es el rol que tiene que jugar el Estado para fortalecerla.



Me parece que ello no se logra con un aporte de 12 mil millones de pesos. Los que fueron alcaldes de comunas tan importantes como Concepción, Puerto Montt, Puente Alto, etcétera, comprenderán que este es un esfuerzo mínimo por parte del Estado para tal efecto. A mi juicio, llegó el momento de que un aporte fiscal al fortalecimiento del Fondo sea relevante para la autonomía municipal y la acción de los jefes edilicios.



Me parece que si se analiza cualquier proyecto de ley con incidencia en la comuna es posible darse cuenta de que a las municipalidades les estamos entregando exigencias de carácter financiero y presupuestario quizás mucho mayores que los 12 mil millones de pesos que se colocan en el Fondo Común Municipal.



Por eso, el debate debiera decir relación con cuál es el rol del Estado para llevar adelante el proceso de fortalecimiento a que he hecho referencia.



He visto que estamos en el proceso de discusión de un proyecto que me parece de toda justicia, que es el de la titularidad de los profesores en el ámbito que nos ocupa, y eso les va a significar a los municipios, en el evento de que los docentes -me atrevería a decir que son 43 mil- se tengan que acoger a retiro, una cantidad de recursos muy superior a doce mil millones de pesos.



Si bien acogeremos la iniciativa en debate, la mejor demostración de que no estamos haciendo una contribución real, significativa, a la autonomía referida es que no media el entusiasmo de los municipios ni la presión de los alcaldes por la aprobación.



Por lo tanto, aprobado el proyecto, ojalá podamos llevar a cabo en los próximos meses una discusión mucho más profunda sobre la cuestión básica: cómo aporta el Estado a la autonomía municipal. En ello tenemos una labor pendiente, no estamos cumpliendo adecuadamente el rol que corresponde y las municipalidades van a seguir enfrentando profundas dificultades para llevar adelante su tarea.



Dichos organismos constituyen la primera puerta que al ciudadano se le aparece hacia el Estado y tienen que exhibir la capacidad de poder responder adecuadamente a los distintos anhelos de la persona. Pero cuando su capacidad financiera es precaria, la fortaleza del Estado no existe, sin duda, y la autonomía no es todo lo que quisiéramos.



Vamos a aprobar el proyecto, pero con el mensaje de que la participación del Estado en el Fondo Común Municipal tiene que ser mucho más potente que los 12 mil millones de pesos que estamos aprobando hoy.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación.



Por supuesto, los Senadores ya inscritos podrán fundamentar su pronunciamiento.



--(Durante la votación).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Seré muy breve, señora Presidenta, para no redundar en lo que ya se ha dicho.



Como es sabido, los municipios son la primera línea de respuesta a las crecientes demandas ciudadanas y han asumido en los últimos años un aumento considerable de funciones y atribuciones que no ha ido de la mano con la asignación de nuevos recursos a sus presupuestos.



Cuando el Estado central enfrenta nuevas demandas y gastos, propone una reforma tributaria, mas los municipios no tienen facultades para definir sus propias medidas.



En tal escenario, sin duda es un avance el aporte extraordinario al Fondo Común Municipal que se autoriza en el proyecto de ley, pero resulta insuficiente -es preciso decirlo- para abordar la crítica situación que afecta a muchas municipalidades.



Se anuncian nuevos estudios para el próximo año, pero la Comisión Asesora Presidencial para la Descentralización ya propuso algunas medidas, que no han sido consideradas hasta el momento.



Debo recordar que cuando se discutió la reforma tributaria se dijo que no se incorporaban impuestos regionales a la espera de las conclusiones del referido órgano técnico.



Por otro lado, en el mensaje del pasado 21 de mayo se anunció un aporte de 12 mil millones de pesos para 2014 y otro similar para 2015, pero la tardanza en la tramitación de la iniciativa en examen llevará a que dicha contribución no pueda materializarse en el año en curso, ya que operará solo en el mes siguiente a la entrada en vigencia de la ley en proyecto, de acuerdo con lo que establece el artículo 1º.



Espero que el aporte de 2015 sea tramitado con la oportunidad debida. 



El Senador que habla se pronunciará a favor, pero quiere llamar la atención acerca de la grave situación que afecta a muchos municipios y que requiere medidas de fondo que el Gobierno debe impulsar a la brevedad.



Por último, solicito que se vote en general y en particular, ya que el texto consta de dos artículos y no vale la pena que vaya nuevamente a Comisión.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Puede intervenir el Honorable señor Montes.

El señor MONTES.- Señora Presidenta, parto por adherir a este último planteamiento del Senador señor Quinteros, pues la iniciativa fue aprobada por unanimidad en el órgano técnico y, además, porque se trata, de hecho, de un solo artículo.



Deseo consignar que el proyecto, si bien no es tan original, como lo hizo presente el Honorable señor Coloma, constituye un aporte importante a los municipios para cerrar las finanzas del año. Y, en ese sentido, valoro que se esté cumpliendo lo que la Presidenta Bachelet comprometió con la Asociación de Municipalidades.



En seguida, me parece bien importante que quede claro que los recursos no son de decisión del alcalde, sino del municipio, por lo que tienen que serle sometidos, como modificación presupuestaria, al concejo. No se trata de una decisión unilateral del jefe municipal, sino del conjunto del concejo.



También es importante que el Congreso sepa a qué se destinarán estos aportes. Creo que sería interesante que por oficio se solicitara tal información a la SUBDERE, con el objeto de conocer qué se hace finalmente con los fondos, para qué sirven, entendiendo que son de total libre disposición. 



Lo planteo especialmente por lo que ocurrió con el FAGEM y el Fondo de Revitalización para los municipios. Se entregaron grandes sumas y no tenemos idea, ni siquiera el Ministerio de Educación, en qué fueron invertidas. Y sería bueno saberlo, para las iniciativas que se van emprendiendo en ese campo y en otros.



Pienso que hay que aprobar el proyecto. 



El Senador Pérez Varela señaló que sería conveniente discutir más globalmente el tema municipal, en lo cual estoy por completo de acuerdo. El problema es que tiene que surgir del Parlamento, porque, si no, se va a trabar. Hay que analizar, en primer lugar, la estructura del poder local, que presenta problemas; en segundo lugar, la capacidad para generar recursos, que es algo muy complicado, pues los municipios no generan medios suficientes, y en tercer lugar, al igual que en todas partes del mundo, la capacidad para crear empresas municipales con otros actores, de tal forma de tener corporaciones edilicias mucho más modernas.



Pero esa es una discusión -se lo digo al Senador Pérez Varela, señora Presidenta, por su intermedio- que hay que generar, para lo cual debemos ponernos de acuerdo, porque, al final, estamos con un municipio que requiere modernizarse, y eso exige iniciativa del Parlamento junto con el Gobierno. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señora Presidenta, quienes hemos sido alcaldes entendemos perfectamente bien lo que significa para un municipio el Fondo Común Municipal.



Sí, fui alcalde en el período del Gobierno militar y también lo fui en el período del Gobierno de don Patricio Aylwin.  

 
--(Manifestaciones en tribunas).

Estaba contestándole, por su intermedio, señora Presidenta, al Senador Carlos Montes. 


Solamente deseo plantear, de manera muy rápida, tres conceptos.


El primero es la necesidad para subsistir. 


En los municipios existe una verdadera necesidad para subsistir. No tienen capacidad presupuestaria. El Estado debe velar, entonces, por que cuenten con los recursos indispensables. El Estado les hace cada vez más exigencias a los municipios, que -reitero- no disponen de medios suficientes. Y si nosotros queremos que, a través de los gobiernos locales, las comunas crezcan, avancen y se desarrollen, es evidente que se requieren más de 12 mil millones de pesos.


El Senador Montes habló también de la modernización de los municipios. Pues bien, no habrá ninguna modernización si no existen los recursos suficientes.


Finalmente, señora Presidenta, me sumo a la petición efectuada por el mismo colega en orden a solicitar que se nos informe en qué se van a gastar los recursos. Es importante transparentar los datos para saber concretamente dónde se van a invertir.


Por eso y por mucho más, voy a votar a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señora Presidenta, con mucho agrado aprobaré esta iniciativa. Sin embargo, concuerdo en gran medida con lo que aquí se ha señalado.



Doce mil millones de pesos para el Fondo Común Municipal, para lo que son los presupuestos municipales, en verdad es bastante poco.



Lo que me llama sobremanera la atención es que en los distintos proyectos de ley que me ha tocado analizar, relacionados con los municipios, existe una cierta desconfianza y hasta cierto tutelaje por parte del Parlamento hacia las municipalidades.



Las municipalidades no son el alcalde. Las municipalidades no son el concejo. Son ambas cosas: son el alcalde con el cuerpo de concejales que deben decidir, en conjunto, luego de reuniones previas y mediante el sistema de votación, el destino no solo del presupuesto municipal, sino también de los planes comunales de desarrollo.



Se habla de regionalización y de descentralización, pero la mayor regionalización y la mayor descentralización consiste en entregarles poder a los gobiernos comunales y facultad de decisión a las municipalidades. La gente es la que elige a las autoridades comunales; por tanto, hay que confiar en ellas. 



A mí, sinceramente, me gustaría que el nivel de decisión de los municipios aumentara. Son muchísimos los que se hallan absolutamente desfinanciados y que, más que en gobiernos comunales, se han transformado en administraciones comunales, pues no tienen capacidad para decidir nada debido a que los aportes que les entregamos son muy escasos.



El Senador Montes señalaba que ellos generan muy pocos recursos. ¡Evidente! ¡Si hoy día la estructura tributaria está centralizada! Los municipios no tienen ninguna capacidad para fijar impuestos. Por lo tanto, la única posibilidad que tienen, sobre todo los más pequeños, es que el Fondo Común Municipal les entregue los recursos necesarios, no solo para pagar cuentas, sino también para sacar adelante el desarrollo de las distintas comunidades.



Voy a aprobar la iniciativa, pero me gustaría que los recursos destinados a los municipios fueran mucho mayores; que las decisiones sobre proyectos municipales no se tomaran ni en Santiago ni en las capitales regionales, sino en cada una de las comunas, y que, si se habla de descentralización y de democracia, se confíe más en la gente y en las autoridades que ella elige.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor García.

El señor GARCÍA.- Señora Presidenta, celebro que haya un aporte extraordinario para los municipios. 



Tal como se ha dicho aquí, la ciudadanía es cada vez más demandante de servicios municipales y más exigente respecto de la administración municipal. Y, para poder cumplir con las diversas tareas que los ciudadanos le exigen al ámbito municipal, se requieren mayores recursos.



Todos nosotros nos damos cuenta de la enorme cantidad de funciones y de atribuciones que tienen los municipios, y también, muchas veces, de la escasez de medios financieros que sufre la mayoría de ellos. 



Por lo tanto, estos 12 mil millones de pesos, de los cuales aproximadamente 1.100 millones van a las 32 comunas y municipios de la Región de La Araucanía, son a lo menos un alivio. Ojalá en varios casos sean además un respiro, en el sentido de que estos recursos puedan contribuir a financiar un proyecto de inversión. Eso sería aún mejor. En otros casos simplemente servirán para cubrir algún déficit. Pero, en todo caso, es muy importante que estén dirigidos al ámbito comunal y se pongan al servicio de la ciudadanía.



Respaldo la solicitud del Senador Carlos Montes en el sentido de pedir a los municipios que informen sobre el uso de estos fondos. Obviamente, ellos van a formar parte o van a incrementar los ingresos de los respectivos municipios, pero, a propuesta del alcalde y con la votación del concejo municipal, tendrán que verse reflejados en los distintos ítems de gasto. 



Esa es la información que necesitamos: que, al momento de que los recursos ingresen en arcas municipales, se nos diga a qué ítem de gasto, con acuerdo del concejo municipal, se van a incorporar. Desde el punto de vista de la información, desde el punto de vista de la transparencia, eso ayuda a saber cuáles son las necesidades más candentes de los municipios, dónde están sintiendo sus mayores dificultades. Porque los aportes, necesariamente, deben reflejar esa realidad e ir a parar allá. Recordemos que son de libre disposición y que no están amarrados a ninguna iniciativa concreta, por lo que todos suponemos que van a ser destinados a lo que cada municipio, cada alcalde, cada concejo municipal estime que son las necesidades más apremiantes de su comunidad.



Voto a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señora Presidenta, nadie puede desconocer la importancia que tienen las administraciones municipales. Son el primer lugar donde el ciudadano puede recibir ayuda, colaboraciones, donde se resuelven buena parte de sus inquietudes, etcétera.



El Estado les ha endosado muchas nuevas funciones a los municipios. Y, efectivamente, los presupuestos se hacen cada día más insuficientes para dar respuesta, de alguna forma, a todas las enormes tareas que los municipios tienen. 



Más allá de establecer si hay malas o buenas administraciones, en esta oportunidad quiero volver a hacer un enorme reconocimiento a los funcionarios municipales de todo Chile. Si hay una institución, una organización, donde uno ve cómo día a día se lleva a cabo la labor pública, sin duda que esa es el municipio, donde sus funcionarios son quienes dan solución a una enorme cantidad de situaciones y problemas que se viven en cada una de nuestras comunas.



Por lo tanto, feliz concurro con mi voto favorable para este aporte extraordinario de 12 mil millones de pesos. 



Ahora, es importante saber cómo van a ser gastados o cómo se van a rendir estos dineros. Obviamente, ya sabemos cómo se distribuye el Fondo Común Municipal, pero es absolutamente deseable conocer la forma en que se van a gastar los recursos y el impacto que estos tendrán en la ciudadanía.



Lo otro es que el próximo año debemos establecer una nueva ley que permita llevar adelante el fortalecimiento de una institución tan relevante como es la municipalidad, que necesita contar con una verdadera administración comunal, manteniendo su grado de autonomía. Conocemos la situación económica por la que muchas de ellas atraviesan: corporaciones endeudadas, etcétera. Por ello, es indispensable implementar una política, a través del Estado de Chile, que permita mirar con más optimismo las administraciones municipales.



Vamos a votar favorablemente, aunque pido que nos pronunciemos tanto en general como en particular sobre la iniciativa, por ser de apenas dos artículos.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En su momento la Mesa va a hacer ese planteamiento, señor Senador.

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Quiero saludar a los octavos y cuartos básicos del Colegio Hueluyen, de la comuna de Coinco, que han sido invitados por el Senador Alejandro García-Huidobro.



¡Bienvenidos al Senado!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).-  Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señora Presidenta, yo voy a votar a favor, por supuesto. 



Desgraciadamente, el Senador Montes no se halla en la Sala en este momento para -por su intermedio, señora Presidenta- haberle hecho un par de aclaraciones técnicas, porque veo que siempre hay mucha desconfianza hacia los municipios.



Primero, en un municipio el alcalde es el único que tiene iniciativa de gasto. O sea, no es que sea el malvado por hacerlo, sino que es su deber. 



Segundo, no se pueden ingresar dineros a un presupuesto municipal si no se hace mediante una modificación presupuestaria aprobada por el concejo.



Y tercero, la información que se está pidiendo es una forma de demostrar más desconfianza hacia las municipalidades, porque la mayoría, por no decir el 90 por ciento, usan el Fondo Común Municipal para vivir. Y estos recursos van a ingresar a sueldos, a honorarios, a cualquiera de esos ítems grandes, por lo que además nos van a mandar una información que no vamos a poder fiscalizar.



Una de las cosas que vamos a tener que debatir dice relación con la importancia de los municipios en una verdadera regionalización. Porque esta pasa, de una u otra manera, por darles autonomía y confiar en ellos, y normalmente se les dan atribuciones sin los recursos correspondientes. En teoría los tienen, pero al final terminan usando los propios.



A mi juicio, los municipios en Chile tienen además la gracia de ser democráticos. Son 365 en total y hay alcaldes y alcaldesas de todos los colores políticos. Asimismo, en los últimos años se ha demostrado que corresponden a la forma de democracia más perfecta, pues si un alcalde lo hace mal, siempre pierde en las siguientes elecciones. Y esto no pasa por el color político, sino porque la gente sabe perfectamente bien quién se la juega por ella.



Voy a votar a favor, pero es importante que perdamos el miedo político que ha existido siempre en torno a la figura del alcalde y el municipio.



La ley permite funcionar de esa manera. En el fondo, hay un órgano colegiado que dirige el alcalde, pero las iniciativas de gasto le corresponden a él.



Finalmente, creo que por transparencia se puede pedir la información, pero, en la práctica, no va a servir de nada, señora Presidenta, porque se trata de algo infiscalizable. Esos dineros no van a inversión, como algunos creen, sino que van a ir, como se dice en buen chileno, a “parar la olla”.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Gracias, señor Presidente.



¡Perdón: señora Presidenta!



--(Manifestaciones en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ruego a las tribunas no hacer ninguna manifestación, porque voy a hacer cumplir fielmente el Reglamento.



Es una advertencia.



Puede continuar, Su Señoría.

La señora VON BAER.- Gracias, señora Presidenta.



Solo quiero hacer un punto en este minuto en que estamos discutiendo el financiamiento para los municipios.



La verdad es que ya lo han dicho algunos Senadores y Senadoras que me antecedieron en el uso de la palabra. Hay municipios que, por distintas razones, se hallan desfinanciados y carecen de recursos suficientes para cumplir las funciones que se les asignan. Y lo que hoy día estamos aprobando viene a paliar en parte la problemática que ellos enfrentan. Una de las dificultades que se observan es que les asignamos funciones creyendo -se supone- en la descentralización, pero, paralelamente o en concordancia con ello, no les otorgamos los fondos necesarios para llevar a cabo dichas tareas.



Es lo que sucedió hoy en la mañana en la Comisión de Educación, cuando se votó la titularidad de los docentes de la educación municipal -en lo cual todos estamos de acuerdo-, sin fondos. O sea, desde el nivel central se entrega una regulación para los municipios, que estos deben cumplir -y todos queremos que la cumplan-, pero el Gobierno central, quitándose el problema de encima, no acompaña la legislación con el financiamiento necesario. 



Es lo que hacemos permanentemente con los municipios: les damos más tareas, pero no les asignamos financiamiento. Y es lo que está ocurriendo hoy con la titularidad docente.



Ese, señora Presidenta, creo que no es el camino que debemos seguir si es que realmente creemos en los municipios. Si creemos en ellos, tenemos que entregarles tareas, tenemos que entregarles los lineamientos, para que puedan definirlas descentralizadamente, pero, al mismo tiempo, tenemos que entregarles los fondos necesarios para que las puedan cumplir.



Desgraciadamente, ese no es el camino que estamos siguiendo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señora Presidenta, en primer lugar, señalo mi voto a favor de la iniciativa, pues creo que este aporte extraordinario, que por lo demás fue anunciado por la Presidenta de la República en el Mensaje del 21 de mayo, destinado a favorecer el Fondo Común Municipal, busca solventar en parte los déficits que presentan las municipalidades. 



No olvidemos que el año anterior hubo que enfrentar la movilización de los funcionarios municipales, quienes estuvieron  en paro durante largo tiempo y hubo que solucionar ese conflicto. Al efecto, se tuvo que trasvasijar recursos que, precisamente, iban destinados a las municipalidades a través del fondo que se menciona, aparte de otros dineros  destinados a estas instituciones para tratar de financiarlas y dar una solución al problema, cuya data es muy larga y que se mantiene como un gasto más en las municipalidades.



Estoy de acuerdo en que hay que cuidar los recursos de los municipios, pero también hay que reconocer la autonomía que estos tienen para realizar inversiones. Las platas que reciben a través del Fondo Común Municipal no están restringidas en cuanto al destino que hay que darles, porque es la propia gestión municipal la que las dirige a determinados gastos. Podría destinarlas, incluso, a cubrir sus déficits, pues, efectivamente, hay muchas municipalidades que carecen de recursos para cumplir con sus obligaciones mínimas.



Entonces, estoy de acuerdo en que hay que cuidar en qué se van a invertir estos dineros, pero la verdad es que, si van al Fondo Común Municipal, quedan entregados a la plena autonomía de inversión de los municipios. En ese sentido debe entenderse que se hacen los aportes. Distinto sería si se destinaran a un fondo con un fin específico, como ocurre con la Subvención Escolar Preferencial (SEP), donde los dineros que se entregan tienen un objetivo determinado y no se pueden orientar a otra cosa que no sea educación y a los temas que se indiquen. Pero, en este caso -y quiero dejarlo claro, para que después no haya objeciones-, los recursos son de libre disposición de las municipalidades de acuerdo con su propia autonomía.



Hecha esta aclaración, voto a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (33 votos a favor) y, por no haberse presentado indicaciones, se aprueba también en particular y queda despachado en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Antes de pasar al siguiente asunto, debo decir que los Honorables señores  Montes y García solicitaron que se oficiara a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo a fin de que esta informe en qué van a gastar los municipios el aporte extraordinario que se les entregará.



Debo decir que Sus Señorías están en su derecho a solicitarlo, pero no todos concuerdan en ello. Así que le consulto al Senador señor Montes si de todas maneras quiere enviar el oficio en su nombre.

El señor MONTES.- Si es así, mejor que no lo hagamos, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Se puede enviar a título individual.

El señor MONTES.- Podría consultarse qué Senadores quieren enviar el oficio, porque considero bueno disponer del antecedente en cuestión.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si le parece a la Sala, se remitirá el oficio pertinente en nombre de los Senadores señor Montes y señora Muñoz y señores Letelier, Allamand y García.



--Así se acuerda.
El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señora Presidenta, deseo hacer una aclaración.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- El aporte es de 35 millones de pesos en promedio -con suerte- por municipio. Y queda a su libre disposición. ¡Imagínese la magnitud de la información que se solicitará!



Creo que corresponde a una decisión que debe tomar cada municipio.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Por eso el oficio se enviará en nombre de los señores Senadores mencionados y no en el de la Corporación.

)---------------------(
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señora Presidenta, en una de las tantas votaciones registradas ayer sobre el proyecto relativo a la emisión de música chilena aparezco, por casualidad, como pareado. Pero yo estaba inhabilitado.



Debe haber sido un error, y ojalá se borre lo que acabo de descubrir.



No influye en nada, en todo caso.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Veremos cómo arreglarlo, Su Señoría, porque efectivamente usted se había inhabilitado.

CONDENA A ASESINATO DE MINISTRO DE ESTADO PALESTINO ZIAD ABU EIN POR AGENTES DE ISRAEL. PROYECTO DE ACUERDO
La señora ALLENDE (Presidenta).- Antes de entrar al Orden del Día, corresponde ocuparse en el proyecto de acuerdo que condena el asesinato del Ministro de Estado Palestino Ziad Abu Ein, cometido por agentes de Estado israelí, que fue aprobado por la Comisión de Régimen Interior de manera unánime y está firmado por todos los Comités (Véase en los Anexos, documento 15).


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.776-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 73ª, en 10 de diciembre de 2014.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El texto del proyecto de acuerdo es el siguiente:



“CONSIDERANDO:



“1.- Que la comunidad internacional se ha visto conmocionada por la noticia de que el Ministro del Gobierno Palestino Ziad Abu Ein falleció fruto de la golpiza que recibió por parte de agentes del Estado de Israel, que reprimían a un grupo de manifestantes pacíficos que trataban de sembrar en suelo palestino plantas de olivo en protesta por la continuidad de la política de asentamientos hebreos en suelo palestino.



“2.- Que esta situación por su violencia y significado merece ser condenada con toda energía por todos los hombres y mujeres de buena voluntad que aman y buscan la paz, sin importar su nacionalidad, rango o adscripción política.



“3.- Que este atentado al derecho a la vida de un alto dignatario del Estado de Palestina supone, en los hechos, una grave amenaza para la estabilidad política de la Región y un daño enorme a los esfuerzos desplegados por muchos estados para acercar posiciones y obtener un estado de convivencia pacífico en Oriente Medio.



“Los Senadores que suscribimos venimos en presentar el siguiente:

“PROYECTO DE ACUERDO



“EL SENADO ACUERDA:



“1.- Expresar su condena al asesinato del Ministro del Gobierno de Palestina, don Ziad Abu Ein, haciendo llegar sus sentidas condolencias al Gobierno palestino a través de su embajada en Chile.



“2.- Oficiar al señor Ministro de Relaciones Exteriores con la finalidad de que nuestro país condene de manera pública estos hechos como, asimismo, ante los organismos multilaterales de rigor y demande una investigación independiente de los hechos y la sanción de los responsables. Y, asimismo, promueva en el seno del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas la integración del Estado de Palestina como miembro permanente y con plenos derechos en dicho organismo, única manera de asegurar la legalidad internacional en la zona.”.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En votación.

El señor BIANCHI.- ¡Por unanimidad!

El señor DE URRESTI.- ¡Por unanimidad!



--Se aprueba el proyecto de acuerdo unánimemente.
)------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento han llegado a la Mesa un segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia y la Intendencia de Educación Parvularia y modifica diversos cuerpos legales (boletín N° 9.365-04) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 16 y 17).


--Por acuerdo de los Comités, queda para la tabla de esta sesión.
VI. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE MINISTERIO DE LA MUJER Y LA EQUIDAD DE GÉNERO
La señora ALLENDE (Presidenta).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, y modifica normas legales que indica, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.287-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 54ª, en 8 de octubre de 2014.



Informe de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización, sesión 71ª, en 26 de noviembre de 2014.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Su objetivo es crear el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género y transformar el Servicio Nacional de la Mujer en el Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género, modificando sus funciones.



Con tal fin, se separan las funciones vinculadas a la formulación y evaluación de las políticas relativas a la mujer y a la equidad de género, que se radican en el nuevo Ministerio, de las vinculadas a su ejecución que seguirán en el ahora denominado “Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género”.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Goic y señores Bianchi, Espina y Quinteros.



Cabe tener presente que el inciso primero del artículo 8° del proyecto tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que para su aprobación requiere 21 votos favorables.



El texto que se sugiere acordar se transcribe en la parte pertinente del primer informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

La señora ALLENDE (Presidenta).- En la discusión general, tiene la palabra el Senador señor Quinteros, Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

El señor QUINTEROS.- Señora Presidenta, el proyecto que hoy conoce la Sala propone crear el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género y constituirlo en la Cartera encargada de coordinar y evaluar las políticas, planes y programas destinados a promover la equidad de género, la igualdad de derechos y la eliminación de toda forma de discriminación contra la mujer.



La iniciativa del Ejecutivo ingresó en segundo trámite al Senado el 8 de octubre pasado y es parte de los proyectos prioritarios del Gobierno, que espera despacharlos a la brevedad.



Para su discusión en general, la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización contó con la presencia de la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón; la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Claudia Pascual; funcionarios de esas reparticiones. Y recibió las opiniones de la señora Claudia Maturana, de la Corporación Humanas; de Pablo Urquizar, de la  agrupación Comunidad y Justicia; de la señora Catalina Siles, del Instituto de Estudios de la Sociedad; de la señora Ismini Anastassiou, del Instituto de Investigación, Formación y Estudios sobre la Mujer; y de la señora Alejandra Sepúlveda, de Comunidad Mujer, entre otros.



Los invitados expresaron sus opiniones e hicieron presentes sus puntos de vista a veces divergentes, pero coincidieron en que la creación del referido Ministerio permitirá un avance respecto de la situación actual.



Contar con esta institucionalidad más potente facilitará permear a la administración y a la sociedad los conceptos de no discriminación, de igualdad de derechos y de respeto hacia la mujer.



Se rediseña y modifica el nombre del actual Servicio Nacional de la Mujer y se separan las atribuciones vinculadas a la formulación y evaluación de las políticas relativas a la mujer y a la equidad de género, que se radican en el Ministerio, del papel de ejecutor de aquellas, que permanece en el ahora denominado “Servicio Nacional de la Mujer y la Equidad de Género”.



Las funciones del nuevo Ministerio están en el artículo 3° del texto aprobado por la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. Entre ellas destacan la planificación de políticas, planes y programas destinados a la equidad de género; proponer iniciativas de ley, y promover la igualdad de derechos y obligaciones.



El debate en dicho órgano técnico no se centró en la creación del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, asunto que contaba con un acuerdo transversal, sino en la incorporación del concepto de género al nombre de la institución y a sus políticas.



Básicamente, los invitados que tenían mayor preocupación entienden que la denominación importaría la promoción de una ideología de género, esto es, una construcción en la que cada persona define su sexualidad.



Por otra parte, quienes estuvieron de acuerdo con la denominación del mensaje, sostuvieron que la equidad de género implica una noción de igualdad entre hombres y mujeres, pues ellas se encontrarían subrepresentadas en la sociedad, y para superarlo sería necesario implementar políticas de género.



La Comisión analizó el proyecto con celeridad e intensidad, pues coincide en la conveniencia de darle rápido trámite.



La iniciativa fue aprobada en general por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadoras señoras Goic y Von Baer y Honorables señores Espina, Bianchi y el que habla.



Señora Presidenta, solicito la aprobación en general de este proyecto, y que se defina un plazo acotado para las indicaciones, hasta el 15 de diciembre, de manera de asegurar junto con la Comisión de Hacienda su pronto despacho.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si les parece a Sus Señorías, abriremos la votación, manteniendo los tiempos.



Quiero hacer presente, además, que este proyecto tiene el carácter de norma orgánica constitucional.



En votación.



--(Durante la votación).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señora Presidenta, luego del informe rendido por el Senador Quinteros respecto de este proyecto, que crea el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, y de la discusión habida en la Comisión de Gobierno, no cabe duda de que él será respaldado unánimemente.



Espero que así lo ratifique la Sala.



Nuestro país ha avanzado enormemente en materia de incorporación, de reconocimiento de los derechos de las mujeres; ha avanzado considerablemente en que ellas tengan mayores autoridad y participación en nuestra sociedad.



Eso debemos alentarlo y ha de ser una política pública permanente.



No por casualidad Chile es gobernado hoy por una mujer, la primera Presidenta de la República en nuestra historia. Otro tanto ocurre en el Senado, donde en casi 200 años no habíamos tenido a una a la cabeza de esta Corporación.



Sin embargo, creo que hay que avanzar en una serie de materias que debieran permitir romper las barreras que impiden a las mujeres no solo participar más en política -como lo hacemos con la ley de cuotas en la reforma del sistema electoral binominal-, sino también tener por parte del Estado, del Gobierno y sus Ministerios la formación de valores que eviten la discriminación, que fortalezcan la identidad, que protejan y acompañen a la mujer en sus reivindicaciones y actividades.



Hoy existe una enorme cantidad de instituciones (prácticamente todas las juntas de vecinos, los comités de viviendas, los comités de adelanto, las agrupaciones de base) dirigidas por mujeres.



Eso demuestra la capacidad, la gran incorporación de la mujer.



Pero todavía tenemos brechas.



En materia laboral -lo revisamos-, la inclusión de la mujer no es la adecuada en un país como el nuestro, con el nivel de desarrollo que exhibe.



Existen brechas insalvables o de muy difícil superación en nuestra sociedad para que la mujer sea plenamente incorporada.



Tenemos instituciones anacrónicas, como la sociedad conyugal en materia patrimonial al momento de suscribir un matrimonio.



Hay una serie de limitaciones que impiden el total desarrollo de la mujer.



Por eso, valoro absolutamente la presentación de esta iniciativa.



Asimismo, felicito el trabajo hecho en la Comisión. Lo informó el Senador Quinteros: se recibió a distintas organizaciones, profesionales, académicos.



Sin embargo, considero imprescindible que haya un gran consenso en cuanto a la posibilidad de dotar al Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género.



Se trata de un Ministerio que no solo va a favorecer a las mujeres; creo que beneficiará grandemente a nuestra sociedad con mayor tolerancia, con mayor igualdad, con mayor inclusión.



Me parece que ese es el centro de la discusión.



Considero importante, señora Ministra -repito que estoy absolutamente de acuerdo con este proyecto, y lo voy a votar a favor-, reforzar la presencia de este Ministerio a nivel regional.



No quiero un Ministerio fuerte y sólido en Santiago, con seremías y direcciones regionales carentes de personal y hasta de medios materiales para cumplir su función.



Es enorme la cantidad de mujeres que necesitan capacitación, fomento de sus derechos, acompañamiento, centros de atención a víctimas de violencia y tantas otras cosas más.



Claramente, hay gran inequidad.



Además, en las regiones extensas existen realidades distintas entre la capital regional y las provincias, donde la mano del nuevo Ministerio que crearemos ha de estar suficientemente dotada.



Hago el punto, señora Presidenta, para que en la constitución y en el reforzamiento de esta nueva institucionalidad a nivel regional no se escatimen recursos ni capacidades para contar con los profesionales necesarios. Ello, al objeto de no aumentar la brecha entre Santiago y las Regiones.



Por último, considero fundamental -lo hemos dicho en todos los proyectos de ley que han creado Ministerios, como el del Deporte y el de Desarrollo Social- que haya absoluto respeto por los trabajadores que pasan del Servicio Nacional de la Mujer a la nueva institucionalidad.



Ello no puede significar desmedro alguno para los derechos laborales, para las conquistas de los funcionarios y las funcionarias producto de años de lucha de sus agrupaciones.



Eso es fundamental.



Muchas veces hemos vivido esta situación, en que el traspaso significa inestabilidad o disminución de algunos beneficios.



Entonces, pido que se ponga especial atención a esta materia.



Esperamos, pues, que durante el 2015 se encuentre plenamente desplegado este nuevo Ministerio, el cual, por lo demás, forma parte de los compromisos contraídos por la Presidenta Bachelet. De modo que me parece muy bien que lo estemos cumpliendo, y que sea un gran paso para una sociedad más justa, más igualitaria y sin discriminaciones.



Voto a favor.

El señor TUMA (Vicepresidente).- A continuación, tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, es increíble, pero hace tan solo diez años en nuestro país todavía la violencia intrafamiliar era considerada un asunto privativo de las familias. Y había numerosas personas, parlamentarios que se negaban a legislar sobre una situación de la que eran víctimas no solo mujeres, sino también hombres, aunque en una ínfima proporción, muchos niños y niñas, y adultos mayores.



Y sobre el particular hubo debates muy profundos, incluso, al interior de ciertos sectores políticos. De hecho, algunos siguieron votando en contra de la existencia de una ley que sancionara la violencia intrafamiliar.



¿Por qué traigo a colación ese caso? Porque uno de los logros del Servicio Nacional de la Mujer, en conjunto con un grupo de mujeres -estoy muy orgullosa de haber participado en ello como Diputada en ese momento, igual que algunas de las presentes- de manera muy transversal, fue darle visibilidad a dicho problema, el cual afecta no solo a la familia, sino a la sociedad chilena en general. 


Después legislamos en contra del femicidio.


Y así se han ido instalando numerosas temáticas que antes eran consideradas solo “asuntos de mujeres” y que hoy, sin duda, son materias importantes para nuestra sociedad.



Por esa razón, es muy relevante que el Servicio Nacional de la Mujer se convierta en Ministerio y tenga el rango legal y el estatus jurídico que le corresponde. 



Además, en términos de forma, me parece bien que el Ministerio se llame “de la Mujer y la Equidad de Género”, por cuanto las palabras poseen no solo significado semántico, sino también otros sentidos más de fondo. 



No es casualidad que en la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía estemos estudiando un proyecto sobre identidad de género. 



No es casualidad que en la Ley Antidiscriminación, que sacamos adelante después de muchos años, logramos incorporar como categoría la discriminación por identidad de género. Esta se produce cuando una persona tiene una vivencia emocional que difiere de su situación biológica y sexual. 



Por lo mismo, es muy importante que exista un Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género. 



A mi juicio, es un avance. 


Dicha Cartera deberá coordinar diferentes órganos públicos en cada región y en cada provincia. Las seremías que se crearán en este ámbito tendrán que trabajar mano a mano con las de otros Ministerios. Ya no serán los directores de servicios los que interactuarán, sino los seremis. 



Ello da cuenta de algo esencial para nuestra sociedad: de modo definitivo se instalan las temáticas de la mujer y la equidad de género con un rango superior, en términos de necesidad de legislación y de articulación y coordinación regional. 



Por ese motivo, señor Presidente, obviamente votaré a favor la iniciativa en general. 



Cabe reconocer que durante los últimos años -tanto en el Gobierno del Presidente Piñera como en la actual Administración y en la anterior de la Presidenta Bachelet, quien fue la primera mujer Presidenta- se han dado pasos significativos respecto a la inclusión de la mujer no solo en el ámbito público, sino también en el privado. ¡Pasos gigantes, pero no definitivos ni los últimos! 


Eso constituye un tremendo logro. 



Desde ese punto de vista, es relevante contar con un Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género. Este le dará mucho más contenido a la discusión en torno a la planificación de políticas públicas destinadas particularmente a promover la participación de la mujer y, también, posibilitará la educación en equidad de género, aspecto que beneficia a los seres humanos con respeto, tolerancia y dignidad. 



Dado que hoy se conmemora el Día Internacional de los Derechos Humanos, es muy importante recordar que la discusión sobre el respeto, la dignidad y la tolerancia guarda relación con garantías fundamentales de las personas, quienes deben ser tratadas en igualdad de derechos y respetando sus legítimas diferencias.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Van Rysselberghe.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, no puedo estar más de acuerdo con la idea de que exista un organismo encargado del estudio, la promoción y la generación de medidas conducentes a resguardar los derechos y las oportunidades de las mujeres.



Sin duda, cada uno de nosotros conoce la historia de más de alguna mujer que ha visto vulnerados sus derechos o cercenadas sus posibilidades de desarrollo en distintas áreas, por el simple hecho de ser mujer.


Por lo tanto, nadie estará en desacuerdo con una institucionalidad que se oriente a evitar tales situaciones. 



Sin embargo, me surgen varias preguntas. 


Esta futura Cartera, tal como dijo la Senadora Lily Pérez, no se llama “Ministerio de la Mujer”, sino “Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género”. Si el propósito es resguardar los derechos de la mujer, la equidad de género -o sea, la igualdad de derechos- debiera ser un objetivo de dicha institución y no parte de su nombre. 


Ante ello, uno tiene el legítimo derecho a preguntar: ¿por qué se agrega esa frase a la denominación? 


Revisando los antecedentes, la respuesta es bastante clara: porque no basta con la mujer; lo relevante es ampliar el espectro femenino hacia otros tipos de género. 


Me gustaría que las discusiones en este Hemiciclo fueran bastante más sinceras.



Si se pretende poner en la palestra la teoría de género, entonces propongamos una cartera que se llame “Ministerio de los Géneros”, y no disfracemos el asunto. Aquí se propone velar por los derechos de la mujer y se meten otras cosas por debajo, como si no nos diéramos cuenta. 



Una de las personas que respaldaron ese planteamiento fue doña Luna Folegatti, vocera del colectivo de feminismo libertario La Alzada, quien dijo -lo leo porque de alguna manera refleja claramente lo que he argumentado-: “Nosotras apostamos a una mirada de carácter integral donde no solamente se incluya a las mujeres, sino que también a las diversidades sexuales”. 



Entonces, no es tan efectivo que todo este ejercicio legislativo es para subir al Servicio Nacional de la Mujer a categoría de Ministerio. No es lo único que estamos haciendo; también se incorpora una serie de otras cosas, que no han sido discutidas a cabalidad.



Del mismo modo, Claudia Dides, directora de Miles Chile, señala que este proyecto de ley “instala la idea de la mujer, el empoderamiento y los derechos, y no la del binomio madre-hijo, o de la familia”. Por tanto, se pasa de la realidad de las relaciones de familia, en que hay madres y padres, hijas e hijos, esposas y esposos, a construcciones ideológicas que niegan cualquier diferencia. Es lo que ya ocurre en Europa. Por ejemplo, en España el Estado ya no habla de “madres” o “padres”, sino de “progenitor A” o “progenitor B”.



Me ocurre lo mismo que cuando se analizó la iniciativa sobre el AVP, entre otras materias. Si vamos a hablar de un Ministerio para los distintos géneros, debatámoslo sinceramente. Pero no encubramos tal discusión argumentando que esto es para empoderar a la mujer y resguardar solo y exclusivamente sus derechos.



La segunda cosa que me preocupa es que en este proyecto se entibia la preocupación del Estado por la maternidad. 


En la letra e) del artículo 2º de la Ley del SERNAM, se preceptúa la siguiente función: “Fomentar medidas concretas que destaquen el valor fundamental de la maternidad para la sociedad, velando por su efectiva protección”.



En una sociedad donde la tasa de natalidad es menor al 2 por ciento, tan baja que la población está envejeciendo a pasos agigantados, quitar la preocupación estatal por este aspecto propio, único y fundamental de la mujer me parece no solo un error, sino también -y disculpen la palabra- una tontería.



La iniciativa restablece precariamente tal función al plantear que el nuevo Ministerio protegerá a las mujeres que “desarrollen su proyecto de maternidad”. Imagino que tal frase se refiere a una maternidad planificada. 


En tal caso, ¿qué pasará con las maternidades no planificadas? Estas equivalen a más del 40 por ciento en este país. ¿Vamos a borrar de un plumazo esa realidad y a dejar desprotegidas a esas madres en el futuro Ministerio de la Mujer?



Me parece que tal disposición es absolutamente discriminatoria, arbitraria y errónea.



Por otro lado, también se elimina la preocupación especial que existía por las dueñas de casa. 



La Ley del SERNAM establece expresamente la función de impulsar y fomentar medidas tendientes a dignificar y valorar el trabajo al interior del hogar. Esta norma es necesaria porque las labores domésticas tienen poca visibilidad, son menos valoradas y las mujeres que las desarrollan, en muchos casos, se hallan muy desprotegidas.



El hecho de que el Estado invisibilice dicha realidad constituye más que un error: es algo que no corresponde y que retrocede respecto de lo que hemos logrado. 



Hay que generar las posibilidades para que las mujeres trabajen. Pero las que deben quedarse al cuidado de sus hijos, por cualquier razón, voluntaria o involuntariamente, también han de quedar protegidas y resguardadas por el Estado.



Quitar dicha función al nuevo Ministerio no me parece adecuado.



Por las razones expuestas, señor Presidente, espero que el proyecto que nos ocupa se perfeccione en el trámite posterior. 



En Chile, hay derechos de las mujeres que aún no están reconocidos y que muchas veces son vulnerados. A mi juicio, la presente iniciativa no mejorará sustancialmente tal situación. Estimo que su texto se halla sobreideologizado y que la intención que lo anima detrás es la pretensión de implantar una teoría de género, más que resguardar los derechos de la mujer.



En consecuencia, en este caso me voy a abstener.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, el avance respecto de los derechos de las personas en Chile y de la no discriminación se ha caracterizado siempre por un ritmo bastante cansino, lento. Lo que nos planteamos como toda una novedad en otras partes del mundo se ha resuelto hace décadas. Así, parece que estamos haciendo cambios sustanciales en esta materia, en circunstancias de que vamos bastante a la cola con relación al resto del orbe.



En mi opinión, el presente proyecto venció la tentación de transformarse en una ley miscelánea, en una especie de cajón de sastre. Porque cada vez que se debate acerca de la situación de la mujer aparecen temas relacionados con los hijos, el marido, el matrimonio, el sexo, y nunca se aborda a esta en su propio mérito.



--(Aplausos en tribunas).


Quizás, esa es la gran ventaja de la iniciativa en examen: supera la discusión sobre las otras responsabilidades y roles que la mujer asume. 



No olvidemos que estos se hallan definidos culturalmente en forma prejuiciosa, sobre la base de la costumbre y la tradición de una sociedad autoritaria, jerárquica y conservadora, que ha impedido a la mujer desarrollarse en muchos planos de la vida. Por algo existen carreras para mujeres y otras para hombres. Al hablar de derechos de la mujer, ¡ah!, se mencionan los hijos, el matrimonio.



En efecto, cada vez que se aborda el tema de la mujer, el debate se diluye y al final se analizan muchas materias colaterales, pero su situación específica sigue pendiente.



Precisamente, el valor de este proyecto -reitero- radica en que se supera la tentación de considerar a la mujer, finalmente, solo como reproductora, como parte de la fuerza de trabajo o de la población.



En segundo lugar, la creación de un Ministerio, sin duda, da mayor jerarquía al tratamiento de los asuntos vinculados con la mujer, en términos integrales. La iniciativa otorga atribuciones a dicha Cartera y, además, asigna recursos, cuestión donde se focaliza la mayor dificultad en Chile.



Desde el regreso a la democracia, en este Congreso se han hecho bastantes esfuerzos legislativos para avanzar en materias relacionadas con la mujer, aunque no necesariamente referidas a su situación específica.



Son pasos adelante. 



Sin embargo, el problema en nuestro país es la vigencia de costumbres, hábitos y formas de vida cotidianas -se expresa en la cultura de las propias instituciones, de las organizaciones y de las empresas- que han hecho imposible el avance de la mujer, pues el “éxito” pasa por adaptarse a las culturas y a las costumbres masculinas a fin de desempeñarse satisfactoriamente en el marco de nuestras leyes. 



Necesitamos un gran cambio cultural que reconozca a la mujer como diferente y complementaria con el hombre, poseedora de derechos y garantías para expresarse plenamente en tanto mujer.



Habrá espacio en otras propuestas legislativas -entiendo que aquí se dará algún germen de discusión al respecto- para debatir sobre la definición de género o para analizar los aspectos de la sexualidad y la complejidad que dicho asunto conlleva, lo que representa una aspiración de las minorías sexuales.



Ese elemento también queda incluido en esta iniciativa, pero en tanto la mujer se defina a sí misma, y representa un reconocimiento de que llegó la hora de poner al día nuestra legislación o, al menos, de avanzar en la línea de proteger legalmente a la mujer como tal y no solo en función de otras dimensiones de la vida colectiva, las cuales se rigen por sus propias leyes (protección de la infancia, normas laborales, etcétera), además del debate pendiente sobre la sexualidad y los géneros en nuestro país.



Por lo tanto, con entusiasmo votaré a favor de la idea de legislar.



--(Aplausos en tribunas).
El señor TUMA (Vicepresidente).- Les recuerdo a nuestras invitadas y a nuestros invitados en las tribunas que, según el Reglamento del Senado, no está permitido hacer ningún tipo de manifestación.



Por favor, ayúdenme en ese sentido.



Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, a los integrantes de la Comisión de Gobierno nos entusiasmó de manera especial la idea de tramitar este proyecto lo antes posible, pues entendemos la necesidad de contar con el Ministerio de la Mujer.



Me hace mucho sentido lo señalado por el Senador que me antecedió en el uso de la palabra. El objetivo de la iniciativa es, ni más ni menos, crear un Cartera que nos permita, como Estado, como país, como sociedad, avanzar en un sinnúmero de temas que han quedado pendientes desde siempre. 



Se requiere colocar a la mujer en el lugar que le corresponde, valorarla, respetarla, para lo cual se han de llevar adelante procesos que no son lo que vemos habitualmente. 



Nos damos cuenta de lo difícil que resulta para ellas tener igualdad en su condición laboral, en sus remuneraciones, en su jubilación. 



Por ejemplo, muchas veces las mujeres -por las razones que sean- se separan, y el Estado no les permite una opción para acceder a una nueva casa. 



Otro caso: cuando una madre trabajadora con un hijo en situación compleja de salud busca la manera de protegerlo y de curarlo, el sistema no le brinda apoyo. Si el niño tiene cáncer, la madre suele procurarse una licencia por enfermedad psiquiátrica. No dispone de otra alternativa para estar con él: el sistema no la protege, no la ayuda, no le colabora.



Por eso, cuando discutimos esta materia, yo manifesté que me habría encantado que se creara un Ministerio de la Familia. Considero que a Chile le hace falta una entidad que vaya más allá de las personas individuales.



Pero aquí avanzamos hacia el Ministerio de la Mujer, que también permitirá beneficiar a la sociedad y, por ende, a la familia.



Señor Presidente, son demasiados los asuntos pendientes; son demasiados los abusos que como Estado hemos cometido contra las mujeres. 



A partir de esta futura ley, existirá una Cartera que podrá corregir muchas de las situaciones que hoy reclaman nuestras mujeres con mucha justicia.



En consecuencia, votaré a favor del proyecto en general, entendiendo que será un lindo mensaje, un lindo regalo de fin de año para las mujeres chilenas.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).
El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, no estoy en la Comisión y no pensaba pedir la palabra, pero luego de escuchar algunas intervenciones me entusiasmé.



Me llama la atención cuando se habla de la mujer y se la asocia inmediatamente a los términos “familia” y “madre”. Y eso está en el origen de la discriminación hacia ella. La mujer, cuando quiere, se casa y forma familia; cuando quiere, se embaraza y es madre. Pero ante todo es mujer. Y este proyecto de ley, según entiendo, busca promover, no los derechos de las madres, no los derechos de la familia, sino los derechos de la mujer y la igualdad de género.



--(Aplausos en tribunas).


Por eso es tan importante entender la cuestión del género, que aquí a muchas personas les sorprende, pero que es una causa que ha movilizado a millones de mujeres a lo largo de la historia para ir eliminando barreras con miras a acceder al pleno ejercicio de sus derechos, de sus libertades, en democracia, con igualdad de oportunidades.



¿Por qué es necesario un Ministerio hoy en día? ¿Por qué se requiere una institucionalidad que busque promover la igualdad de género, los derechos de la mujer? Porque todavía persiste, a pesar de los avances  -¡y cómo no vamos a haber avanzado si tenemos una mujer Presidenta!-, una dominación masculina, dominación que cercena la autonomía y la autodeterminación de las mujeres.



Y discursos como los que hemos escuchado, que supeditan a la mujer al ámbito de la vida familiar, al cuidado de la casa y de los hijos, van en la dirección de la discriminación que existe hoy en la sociedad y que es justamente lo que queremos terminar.



Eso no quiere decir, desde ningún punto de vista, que uno no valore profundamente la maternidad. ¡Pero también valoro la paternidad! Cuando nos referimos al cuidado de los hijos hablamos de la mujer, pero también del hombre. Si queremos un Ministerio de Familia, hablaremos entonces de hombres y mujeres, asumiendo cada uno, responsablemente, lo que le corresponde, en igualdad de condiciones.



Ese es el desafío que tiene, por lo demás, un Ministerio como el que estamos generando. 



Fíjense ustedes que durante mucho tiempo se discutió en el Parlamento la posibilidad de avanzar en una ley de cuotas que permitiera legitimar la presencia femenina en la política. Porque, finalmente, la autonomía de la mujer y su libertad tienen que ver con el poder efectivo, con la inclusión desde abajo y la inclusión desde arriba, que es lo que más nos falta.



Muchos preguntaban cuántas mujeres son dirigentas sociales, cuántas son dirigentas poblacionales, cuántas son presidentas de clubes deportivos. Pero ¿cuántas mujeres son gerentas generales de grandes empresas, cuántas están en el Poder Judicial, cuántas han llegado al Parlamento?



Por eso es necesario contar con herramientas positivas, cuotas de género, por ejemplo, en la política. Y vamos a incorporarlas gracias al proyecto de ley que envía la Presidenta Bachelet. Porque es importante tener mujeres en la política, donde se toman decisiones. De ahí que a ratos molesten un poco las caricaturas que se hacen de la mujer.



Por otro lado, tenemos que avanzar respecto de la incorporación de la mujer al ámbito laboral en igualdad de condiciones, con igualdad de sueldo. 



Tenemos que avanzar también en el ámbito familiar y ver cómo garantizamos correctas compensaciones cuando haya divorcio vincular.



Tenemos que avanzar, además, desde el punto de vista de los derechos sexuales y reproductivos. No es entendible que en Chile no haya aborto terapéutico. No es entendible que una mujer no pueda interrumpir su embarazo y deba seguir con él, obligada por el Estado, contra su voluntad, incluso en caso de inviabilidad fetal o de violación.



Chile tiene una deuda profunda en materia de derechos sexuales y reproductivos, y por tanto en materia de derechos humanos, respecto de las mujeres. ¡Estamos incumpliendo tratados internacionales!



Por eso debemos contar con un Ministerio de la Mujer que visibilice la temática de género. 



¿Por qué molesta tanto hablar de “género”? ¡Si es tan importante! ¡Si dice relación con derechos esenciales! 



Porque los derechos de las minorías son tremendamente relevantes. Y hemos luchado por ellos. Y espero que tengamos pronto matrimonio igualitario, adopción por parte de las parejas gais. Pero hoy día estamos hablando de las mujeres, que son la mitad de la sociedad o incluso un poco más.



Y, como bien decía Engel, es muy importante la autonomía económica. Porque, efectivamente, la dependencia de la mujer en ese aspecto muchas veces la hace encontrarse en condiciones de vulnerabilidad desde el punto de vista de la violencia intrafamiliar. 



Destaco lo que señalaba la Senadora Lily Pérez. Años atrás, cuando se hablaba de la violencia intrafamiliar y de la posibilidad de que el Estado se metiese en el tema, se oía decir: “No. Si este es un asunto privado, de la familia”.



Igualmente, se hacían críticas respecto de la regulación del acoso laboral, del acoso sexual.



Por tanto, pienso que, si bien hemos avanzado, todavía persisten estructuras en la sociedad que impiden el pleno desarrollo de la mujer en todos los ámbitos del quehacer social, cultural, político, humano. Y por eso voy a apoyar con mucho entusiasmo la creación de este Ministerio, señor Presidente.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, hoy podríamos haber estado todos de acuerdo y haber votado a favor del Ministerio de la Mujer. Porque  no hay nadie en esta Sala que no crea en la necesidad de impulsar políticas públicas que les permitan a las mujeres, independientemente del nivel socioeconómico en el cual hayan nacido, cumplir con sus sueños, cualesquiera que sean. Y eso, hoy, no es una realidad en nuestro país. La verdad es que tenemos diferencias abismantes. Y es cosa de mirar esta Sala: somos solo seis. ¡Seis! 



Tenemos una Presidenta mujer. Hemos avanzado. Es verdad. Pero ¡por Dios que falta!



Y cuando miramos los directorios de las grandes empresas también nos encontramos con mayoría de hombres. Lo propio ocurre, en general, cuando miramos cualquier tipo de estructura social.



Por eso creo que esta es una iniciativa positiva. Y me habría encantado que hubiéramos tenido la oportunidad política, social, de estar todos de acuerdo. Habría sido una tremenda señal para el país.



Sin embargo, parece que el Gobierno no resiste la tentación de ideologizarlo todo. ¡Hasta al Ministerio de la Mujer lo ideologiza! Y una muestra de eso es que hoy, en una discusión que debiera ser de felicidad para todos, tenemos nuevamente graderías para un lado y graderías para el otro. 


Yo no me esperaba eso. Quizás nosotros tendríamos que haber traído nuestras propias graderías.



La verdad es que eso no me pone contenta. Me entristece. Porque creo que en este tema realmente podríamos haber estado todos de acuerdo. 



En la Comisión de Gobierno -soy miembro de ella- le pregunté varias veces a la Ministra: “Si este Ministerio se llama ‛Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género’, ¿qué se quiere decir con ‘equidad de género’?”. Porque para poder votar a favor de algo hay que entender qué se está votando.



Lo digo porque no hay una sola manera de entender el concepto “género”, sino muchas. Una de ellas es decir que es idéntico a “sexo”. O sea, estaríamos ante el Ministerio de la Mujer y de la igualdad entre el hombre y la mujer. Perfecto; ningún problema; fantástico. Yo creo que estaríamos todos de acuerdo con eso.



El problema es que también hay una teoría que entiende “género” como una cosa distinta: como una categoría puramente cultural, sin arraigo necesariamente en la naturaleza humana. 



¿De dónde viene este concepto? De una separación radical entre la naturaleza o sea lo dado, lo que somos- y la cultura, que vendría a ser aquello que tenemos como tarea.



Desde ahí se parte en esta diferenciación entre “la naturaleza” y “la cultura”. Desde este punto de vista, se estaría entendiendo que la construcción del género está completamente separada de la naturaleza, de lo que nosotros somos; es decir, de lo que está dado.



En tal sentido se vendría a construir esta teoría del género. ¿Y de dónde viene? Está influida por Sartre, quien postula que la libertad se halla completamente desvinculada de toda realidad previa -¡completamente desvinculada de toda realidad previa!-; o sea, de la naturaleza. Por lo tanto, el hombre y también la mujer no sería nada más que el resultado del puro ejercicio de su libertad, carente por entero de cualquier tipo de condicionamiento.



Ese pensamiento recibió también la influencia del marxismo y del neomarxismo,…



--(Manifestaciones en tribunas).


… que plantean la necesidad de trasladar las exigencias de la lucha de clases a la relación entre hombre y mujer. Por consiguiente, habría una lucha entre ambos. 



Pero yo no entiendo así la sociedad. Yo la veo como una vinculación profunda, de mutuo apoyo y de mutua compañía respecto de las diferencias que existen entre un hombre y una mujer. Y pienso que esa diversidad enriquece a nuestra sociedad. No se trata de la lucha entre un hombre y una mujer por llegar a ser iguales, sino de la posibilidad de que el hombre le dé los espacios a la mujer para poder desarrollarse y de que ella también se los brinde a él con igual propósito, de manera que puedan avanzar juntos.



Pero esto no es una lucha entre los hombres y las mujeres. No lo entiendo así.



La teoría del género se sustenta, también, en un modo de comprender al ser humano. Y hay una frase célebre que viene a propósito -yo no la conocía antes de estudiar el tema- y que dice: “La mujer no nace, sino que se hace”. En ese sentido, también…



--(Manifestaciones en tribunas).



¿Vio que estamos ideologizados, señor Presidente? 



¡Qué lamentable!



Yo ya dije que nunca más iba a aceptar una situación así. ¡Nunca más!

El señor COLOMA.- ¡Ya pues, señor Presidente!
El señor LARRAÍN.- ¡Que se ponga orden!

La señora VON BAER.- ¡Señor Presidente, quiero que se me descuente el tiempo perdido y que se me respete en la Sala del Senado!

El señor TUMA (Vicepresidente).- Se la va a respetar, señora Senadora.

La señora VON BAER.- Gracias, señor Presidente. Espero que sea así.
El señor TUMA (Vicepresidente).- Les reitero a las personas que nos acompañan que la Mesa no va a permitir manifestaciones de ningún tipo. Si continúan, me veré obligado a desalojar las tribunas.



Puede continuar, Su Señoría.

La señora VON BAER.- Muchas gracias, señor Presidente.



Entonces, el punto de fondo en esta discusión es que la teoría del género parte de la concepción de que la femineidad y la masculinidad son construcciones culturales absolutamente arbitrarias -y yo no creo que sean absolutamente arbitrarias-; de que tales construcciones vendrían a ser reforzadas por el patriarcado para oprimir a las mujeres, y de que estas últimas tendrían que romper las cadenas que las mantienen en estado de opresión.



Ahora bien, ¿estoy entonces completamente en contra del concepto de “género”? ¡No! ¡Para nada! Porque, de hecho, creo que él, entendido de una manera no radical, nos ayuda a separar el aspecto cultural que ha llevado a que la mujer, en determinados períodos de la historia de la humanidad, haya debido cumplir ciertos roles, no pudiéndose apartar de ellos.



Esa es la parte cultural. 



Pero yo no separo la cultura completamente de lo que es la naturaleza tanto del hombre como de la mujer.



En ese sentido, me parece muy importante que las mujeres, y también los hombres, puedan definir libremente qué sueño de vida quieren tener.



Por eso, considero que la categoría de “género” puede ser rescatada en cuanto identifique aspectos contingentes -por lo tanto, que cambian- y que son solo culturales. También nos puede ayudar a diferenciar aquellos elementos que sí vienen de la naturaleza distinta entre un hombre y una mujer.



De esa forma, el concepto de “género”, desde un punto de vista cultural, puede contribuir a superar la dominación patriarcal. Creo que es así y que debemos, como mamás y papás, educar a nuestros hijos y nietos en esa dirección. Sin embargo, ¡ojo!, no vayamos a caer de la dominación patriarcal a la dominación ideológica, en la cual a partir del Estado se comienza a definir lo que debemos entender por “mujer” y los roles que ella ha de cumplir para ser “libre”. 



A mi juicio, cada mujer debe tener siempre el derecho a definir el tipo de vida que desea llevar. 



A este respecto, la pregunta es si resulta pertinente caer en el extremo opuesto de la dominación del patriarcado, disociando absolutamente la cultura de la naturaleza y separando por entero la naturaleza del hombre y de la mujer del género, y, en consecuencia, hacer una construcción completamente cultural de qué estamos entendiendo por “género”, del todo desvinculada de la naturaleza.



A mí no se me aclaró el punto en la Comisión. Me habría encantado que la Ministra me hubiese dicho: “Senadora, este proyecto entiende por ‘género’ esto”. Nunca fue directa. Y lo lamento, por cuanto considero que esta iniciativa avanza en una dirección ideologizada. De otra manera no se entendería por qué costó tanto que en la Cámara de Diputados se reconocieran en el texto las diferentes opciones de vida de la mujer, que pueden incluir el desarrollo de la maternidad quedándose ella en la casa. 



¡Eso tiene que ser parte de la libertad de una mujer y no es posible entender que no sea un correcto proyecto de vida!



Y esa es la pregunta: ¿el ministerio que se está creando va a terminar impulsando un tipo de proyecto de vida que se va a entender como el “culturalmente correcto”? 



Yo creo que no podemos caer en la imposición de una mirada de lo que es ser mujer. Pero, desgraciadamente, el SERNAM en cierto modo está avanzando en esa línea. Sería fantástico que ello se pudiese revertir, repensar y consensuar.



¿Por qué digo eso? Porque, aparte de los guiños que este proyecto de ley hace en tal sentido, en cuanto a la construcción cultural del género, el SERNAM terminó con el fondo de apoyo a la maternidad, que ayudaba a mujeres de distintos niveles socioeconómicos a llevar adelante su maternidad.



¿Y por qué es importante esto? Porque resulta que el apoyo a la maternidad, a la adolescente sobre todo, es una de las mayores tareas que debemos tener como Estado. ¿Por qué? Porque el mayor motivo por el cual la mujeres no terminan el colegio es el embarazo.



¿Y qué tenemos que lograr nosotros? Que todas las mujeres finalicen su educación. Y si quedan embarazadas, debemos apoyarlas.



Por lo tanto, es una mala noticia que se haya puesto término a ese programa, que fue impulsado durante el Gobierno anterior bajo el nombre de “Acción de Apoyo a la Maternidad Adolescente”.



Ahora, ¿en qué línea espero yo que no avancemos? En separar el concepto de lo que son la mujer y el hombre por naturaleza para llevar a una construcción solo cultural de lo que se está comprendiendo.



En tal sentido, no sé -y vuelvo al principio de mi exposición- si cuando hablamos del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género estamos hablando del Ministerio de la Mujer y de la equidad entre hombre y mujer o del Ministerio de la Mujer y de la construcción cultural del concepto de mujer absolutamente separado de la naturaleza de esta.



Es en la línea expuesta, señor Presidente, que voy a votar a favor de la creación del Ministerio, pues creo que debemos avanzar en apoyar a la mujer. Pero ello, con dudas en cuanto a si en las indicaciones podremos entrar al fondo de la discusión y ojalá sacar la ideología de este proyecto, con el cual, si existiera voluntad, todos podríamos estar de acuerdo. 

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros. 

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, progresivamente, y fruto de una larga lucha -como lo ha reconocido la Senadora señora Lily Pérez- de líderes y organizaciones sociales, nuestro país ha ido tomando conciencia de las dificultades que debe enfrentar la mayoría de las mujeres para su plena realización.



Cualesquiera que sean el rol elegido, la vocación o las competencias con que cuenten, las mujeres comúnmente tienen que sortear barreras adicionales para el logro de sus objetivos. 



Pese al bono por hijo o al permiso posnatal parental, las mujeres que desean ser madres deben asumir personalmente un costo, el que no es compensado de manera íntegra por el sistema de protección a la maternidad.



Si desea desarrollarse laboral o profesionalmente, lo más probable es que solo pueda aspirar a responsabilidades y remuneraciones menores que las que obtienen los varones con las mismas capacidades.



La vulnerabilidad y la discriminación que afectan a la mujer se evidencian en los indicadores de pobreza; en los grados de participación política; en los niveles de violencia intrafamiliar; en el costo de los programas de salud, y en una multiplicidad de situaciones que se viven día a día.



Son pocos los indicadores en que las mujeres pueden demostrar ventajas. Uno de ellos es el promedio de vida, aspecto en el que superan a los hombres. Pero esto mismo es fuente de otra discriminación: en el valor de las pensiones que reciben.



En la abrumadora mayoría de los aspectos de la vida, la mujer corre con desventaja. Y por ello es necesario crear una institucionalidad capaz de enfrentar adecuadamente la situación y definir las políticas pertinentes. 



Si bien en su origen el problema es cultural, hay innumerables situaciones en las cuales se puede intervenir -con medidas legislativas o administrativas, con incentivos o desincentivos- para revertir la desventaja que hoy afecta a las mujeres en los diferentes planos de la vida. 



Por eso es necesario un Ministerio de la Mujer. Porque si bien Chile ha avanzado en la eliminación de las distintas formas de discriminación contra las mujeres y tenemos una Presidenta de la República que ha priorizado estos esfuerzos y encarna tal aspiración, aún persisten brechas importantes, que responden a un modelo estructural de nuestra sociedad.



Por eso se requiere una institucionalidad renovada, la que, a mi modo de ver, debe surgir robusta, participativa y descentralizada. 



Robusta: o sea, que tenga las facultades y recursos para abordar eficazmente las funciones que se le encomiendan tanto al propio Ministerio cuanto al ente continuador del actual SERNAM.



Participativa: porque la efectividad y la profundidad de las políticas que impulse la nueva estructura dependerán en gran medida del diálogo social que las preceda, teniendo presente que la principal barrera que hay que enfrentar es cultural.



Descentralizada: ello implica que habrá un órgano nacional, el Ministerio, que formulará las políticas en ese nivel, pero también existirán órganos regionales encargados de ejecutar los programas con las adaptaciones que requieran las realidades regional y local.



Me habría gustado que las direcciones regionales del SERNAM gozaran de mayor autonomía o estuviesen integradas al Gobierno Regional. Pero entiendo que la nueva estructura del poder regional será abordada en los proyectos de descentralización que surjan del estudio que está haciendo actualmente el Gobierno a partir de las conclusiones de la Comisión Presidencial.



La mayor parte de los programas que hoy lleva a cabo el SERNAM, enfocados al emprendimiento o a la violencia intrafamiliar, son ejecutados en convenio con municipios y entidades sin fines de lucro que muchas veces sufren dilaciones o trabas adicionales por ser un servicio nacional.



Ahora bien, el nuevo Ministerio es de la Mujer y la Equidad de Género.



A algunos no les gusta la referencia al género. Argumentan que con ella se desconocen las diferencias entre hombres y mujeres, y ven detrás una trampa ideológica.



¡Qué más ideologizado que lo que hemos escuchado hasta el momento!



En verdad, detrás de los discursos en cuanto a la esencia de la mujer o a la confusión de los conceptos de mujer y familia hay un profundo sesgo ideológico conservador que se niega a aceptar la diversidad actual, en la que no hay una sola forma de realizarse como mujer ni una sola forma de familia. 



La esencia a la que aluden tiene su base en una construcción social y cultural sustentada en la concepción de un mundo en el que existiría un orden natural inmutable, determinado por condiciones biológicas.



La esencia, entonces, no es más que un conjunto de imágenes mentales simplificadas que en pocos rasgos definen qué es ser hombre o ser mujer. 



Es precisamente para enfrentar esas simplificaciones, las cuales profundizan la brecha de la discriminación, que resulta necesario fortalecer la institucionalidad a través de un Ministerio que cuente con mayores facultades, recursos y presencia nacional para hacerse cargo de las desventajas que experimentan las mujeres y para construir, en consecuencia, una sociedad más justa e inclusiva para todas y todos. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, estimados colegas, como mencionó un Senador que me antecedió en el uso de la palabra, en nuestro país estamos unos 20 años atrasados en la creación de una institucionalidad como el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género. 



Este es un debate que, a nivel de la humanidad, está superado hace mucho tiempo. Y sorprende escuchar a algunas y algunos colegas (pero más a algunas) que, con una mentalidad algo decimonónica, hablan del concepto de género, del concepto de igualdad. Es como si no hubiesen comprendido algo que el resto de la humanidad ya comprendió: que en la sociedad existen estructuras de dominación que van más allá de la clase o de cierta estructura socioeconómica, y que hay algo que se llama “patriarcado”, cuya existencia nunca se ha puesto en discusión; al contrario, es un concepto antropológico y sociológico consignado, no hace décadas, sino hace más de un siglo y a raíz del cual el debate del último tiempo ha girado en torno a si debe haber políticas públicas para enfrentar las discriminaciones y desigualdades que generan las sociedades patriarcales contra las mujeres, quienes constituyen la mitad o más de la población.



La razón de existir de un instrumento público como un ministerio sin duda es para actuar contra la discriminación que sufren las mujeres en nuestra sociedad, que tiene rasgos no solo machistas sino también de una dominación que es excluyente, o que pone obstáculos, o que dificulta mucho el pleno desarrollo de aquellas en lo cultural, en lo social, en lo político, en sus derechos reproductivos.



La razón de ser de un ministerio como el propuesto es precisamente la conciencia adquirida por las sociedades en cuanto a que la discriminación, la violencia, la explotación y el abuso son malos y es necesario tener políticas públicas para revertir la situación.



Me sorprende que mis colegas mujeres no tengan internalizado aquello, que es de sentido común, como una necesidad y, en cambio, estén con un discurso tan ideológico. Porque sí hay un discurso ideológico -es lo que escuché de las bancas del frente-, en el cual hablan de un concepto de familia, de un rol de la mujer, de un concepto de género que parece espantarlas.



Señora Presidenta, el concepto de género es una construcción cultural, sin duda. Y precisamente por ello necesitamos avanzar hacia una nueva construcción cultural de equidad de género. Porque hoy en nuestro país no existe equidad, no hay igualdad de oportunidades entre hombres y mujeres, entre todas las personas.



Es cosa de ver la televisión, de observar los patrones culturales dominantes, en que para la actividad comercial la mujer es mujer objeto.



¿Por qué hemos debido legislar al punto de prohibir que en el currículum se ponga una foto? Porque con el tiempo, y tras mucho esfuerzo, se ha ido reconociendo que es necesario cambiar la construcción cultural existente para ir transformándola en un elemento que propicie la efectiva equidad de género.



Entiendo que este proyecto tiene que ver con la manera como avanzamos hacia una institucionalidad que promueva políticas públicas de mayor alcance y que nos permitan remplazar o fortalecer los instrumentos existentes.



Señora Presidenta, recuerdo que cuando creamos el Servicio Nacional de la Mujer -en ese tiempo yo era Diputado- planteé la importancia de tener una política de equidad de género.



Porque la sociedad patriarcal tampoco es la panacea para los hombres, aunque muchos no se dan cuenta de ello.


Está demostrado que todos los hombres tenemos un lado masculino y otro femenino. Y la sociedad patriarcal ha demolido y aplastado la dimensión femenina de los hombres, privándonos de un rol en la crianza de nuestros hijos, despojándonos de un papel en lo que es la familia y poniéndonos como meros proveedores.



A algunos eso les parece bien, pues por tal vía logran tener poder, dominación económica sobre la familia y las mujeres.



Empero, yo soy de aquellos que están convencidos de que ese rol es castrador para el desarrollo pleno de las personas. Y lo planteé en el momento en que creamos el Servicio Nacional de la Mujer.



Hoy el SERNAM impulsa políticas que considero tremendamente relevantes. Y será el instrumento ejecutor de parte de las políticas del Ministerio que se crea, en las que, sin duda, figurará entre los mejores el Programa Mujer Trabajadora y Jefa de Hogar, que está presente en más de 200 comunas de nuestro país.


Hay un programa importantísimo para enfrentar los problemas de violencia contra las mujeres: el de las casas de acogida. Sin embargo, es demasiado precario. En verdad, a ese respecto estamos muy muy rezagados.



Empero, digamos las cosas como son: estamos rezagados en reconocer que somos una sociedad violentadora contra la mujer y contra los niños.


Cuando el 70 por ciento de los delitos sexuales en Chile se cometen contra menores de edad; cuando el 70 por ciento de los hechores son personas conocidas, y cuando muchos de esos ilícitos afectan a mujeres, ello deja en evidencia que tenemos un problema en la construcción cultural existente, que algunos defienden con gran fuerza y otros queremos transformar.



Señora Presidenta, hay otros programas. Y, sobre la materia, quiero hacer una precisión a lo que dijo una Senadora que me antecedió en el uso de la palabra.



El Programa de Atención y Apoyo a Madres Adolescentes, inserto en el Área Mujer y Maternidad, tenía dos dimensiones durante el Gobierno anterior: una estaba dirigida a enfrentar el embarazo adolescente; la otra consistía en un call center, el que no revestía mayor significación y no funcionó.



Considero muy relevante, señora Presidenta, mantener una política para las menores de edad con embarazos no deseados.



Reconozcamos que en nuestro país sobre el 24 por ciento de los embarazos corresponde a menores de edad. Y la mayoría de los estudios demuestra que el porcentaje más elevado de ellos son embarazos no deseados y que se debieron prevenir.



Aquí tenemos un debate sobre los derechos reproductivos, que a algunos les incomoda.



La mujer no es la persona que debe casarse, formar familia y criar niños. Esa es una visión bastante absurda.



Quienes creemos en los derechos reproductivos de las mujeres (Chile es parte de la Convención sobre la materia) entendemos que ahí también tenemos una deuda.



Espero que el Ministerio de la Mujer impulse políticas que permitan que cada mujer, de acuerdo a su convicción religiosa, filosófica, en fin, decida qué va a hacer con su cuerpo. ¡Pero que unos pocos no traten de imponerles a las mujeres lo que deben hacer con sus cuerpos, porque eso es tremendamente violento!


Cuando leo sobre casos de niñas violadas, con un embarazo inconducente o que no quieren llevarlo a término, y escucho a otros que quieren imponer su lógica cultural, siento que ahí hay una visión poco respetuosa de los convenios internacionales atinentes a la materia y del derecho de autodeterminación de las personas, y particularmente de las mujeres, sobre su cuerpo.



Señora Presidenta, quiero dejar una inquietud para la discusión particular -me interesa precisar el punto-, que tiene que ver con el rol del nuevo Ministerio con relación al Servicio Nacional de la Mujer en cuanto a la definición de su presupuesto y sus procesos de contratación.



Existen unos seis ministerios que tienen un órgano que define políticas y otro que ejecuta. Pero en este caso la relación institucional entre ambos, que sin duda se ha mejorado durante la tramitación del proyecto, a algunos de nosotros aún nos parece débil.



Señora Presidenta, termino manifestando mi alegría por el hecho de que precisamente hoy, 10 de diciembre, cuando se celebra el Día Internacional de los Derechos Humanos, estemos discutiendo en el Senado la creación del Ministerio de la Mujer.


¡Esta es una deuda que tenemos con los derechos humanos de más de la mitad de la población de nuestro país!


Voy a votar que sí.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señora Presidenta, qué duda cabe de que la creación del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género representa un avance muy muy importante en el largo proceso que hemos venido viviendo, al menos en los últimos 24 años desde la recuperación de la democracia, en la búsqueda de la construcción de derechos y libertades para las mujeres.



La creación de ese Ministerio, por cierto, es una señal de Estado muy potente en el sentido de que desde las políticas públicas se va a intervenir decididamente para corregir una de las discriminaciones más vergonzosas que aún perduran en Chile y en el resto del mundo y que afecta a 50 por ciento de la población, pero también a 50 por ciento de la esencia del ser humano.



Ahora bien, cada vez que avanzamos y discutimos estas materias en el Parlamento surgen voces que buscan vincular o asociar el análisis, las propuestas, los caminos planteados para construir derechos que permitan lograr la igualdad de las mujeres, a un debate en el que se procura alertar en cuanto a que estamos yendo a un despeñadero de libertinaje y otras cosas por el estilo.



En tal sentido, me sorprende muchísimo que a esta altura del siglo XXI escuchemos sobre la construcción de género análisis muy alejados de lo que ella significa sociológica y antropológicamente.



Se hace una asociación con la ideología.



¡Bienvenida la ideología a los debates!



¿Por qué se trata peyorativamente a la ideología? Ella es el insumo central de los procesos de toma de decisiones en la humanidad.



Ahora, la asociación con el marxismo-leninismo ¡es lo más exótico que he escuchado en los últimos años...!


Señora Presidenta, este proyecto surge de todos los análisis que hemos venido haciendo las mujeres, no de varitas mágicas masculinas. 


La conquista de derechos en nuestra sociedad no emana de varitas mágicas, sino de las luchas organizadas de las mujeres, en Chile y en el resto del mundo.



El derecho a ir a la escuela surgió de un movimiento organizado por mujeres que lucharon para aprender a leer y escribir. Y no se trató de obreras proletarias marxistas-leninistas: surgió en los clubes de las señoras aristocráticas, quienes fueron tratadas en un editorial de El Mercurio, del año 1913, de “hienas salvajes” que marchaban en nuestras calles para pedir derechos poco menos que de un libertinaje inaceptable.



Ello, para aprender -repito- a leer y a escribir.



Entonces, todos estos procesos son ideológicos y culturales. Porque el ser femenino y el ser masculino se dan en la socialización y la vivencia societal, no en el vientre materno. Lo que se construye en este último son los sexos.



Cuando vivimos en sociedad -y nadie puede negar que esto es de la esencia de la convivencia humana-, no estamos materializando la ideología marxista-leninista: estamos compartiendo productos societales, transmitiendo identidades y construyendo lo que hemos denominado “géneros”, en cuanto a lo que hombres y mujeres hacemos en la sociedad.



No podemos determinar antropológicamente ni históricamente en qué momento el género masculino y el género femenino se asociaron a roles, pero se supone que en las tribus primarias, cuando era el hombre el que salía a cazar y la mujer se encargaba de la crianza, el primero se identificó con la producción, y la segunda, con la reproducción. Este es un constructo societal, un constructo cultural, que, a lo largo de los procesos y los años, ha ido transformando la diferencia entre producir y reproducir en una profunda desigualdad social y cultural.



Ahora, bienvenida sea la diferencia. Si nadie quiere que hombres y mujeres sean iguales en vocaciones, en físico, en psicología, etcétera. Son diferentes, pero no desiguales. Un constructo societal y cultural -repito- llevó a que al que salía a producir y a cazar y era el sostenedor se le asociara más poder que a la que reproducía la especie y se quedaba en la ruca o donde fuera.



En el reconocimiento de la desigualdad no fueron determinantes ni el marxismo-leninismo ni los grandes pensadores de las teorías liberales. Las mujeres fueron bregando por derechos y, además, avanzando en la reflexión teórica de cómo explicar su condición en la sociedad.



Así se construyó el concepto de género. Entonces, a mí me abisma que hoy día, en pleno siglo XXI, lo entendamos asociado al marxismo-leninismo.



Las mujeres de Izquierda -entre las cuales me cuento-, que luchamos desde hace muchos años en los movimientos sociales, enfrentamos conflictos fuertes en nuestros partidos, porque nadie quería explicar nunca, ni sobre la base del marxismo-leninismo ni de otras teorías, por qué había subordinación entre los sexos.



El machismo y el patriarcado son una construcción cultural -de Izquierda, de Derecha, de Centro, de donde sea-, y cuando generan nuestra oposición, ello se refiere a una idea reinante en toda la sociedad.



Entonces, es abismante que desde 1913…

La señora PÉREZ (doña Lily).- La situación no ha variado.

La señora MUÑOZ.- Así es. En verdad, El Mercurio no ha cambiado mucho…



Decía que es abismante aplicar el calificativo de “hienas salvajes” a mujeres que luchan por derechos. Esto último no tiene nada que ver con libertinaje ni con una ideología tendiente a instalar una noción rara, relativa a un proletariado nostálgico, a través del concepto de género.



A mi juicio, tenemos que ponernos al día en los debates mundiales sobre la materia. No es posible tratar de una manera tan vulgar, diría, tan maltratadora de lo que hemos ido avanzando como mujeres, un concepto tan serio y elemental en todo el desarrollo de la teoría sobre nuestros derechos.



Es preciso sacarse las vendas del mundo conservador que todavía se mantienen, por desgracia. Hemos adelantado muchísimo, pero de verdad duele un debate respecto de una mirada tan poco flexible para conocer lo que hoy día vivimos las mujeres, los triunfos que logramos y lo que todavía necesitamos seguir progresando, porque de esa manera construimos una sociedad mucho más sana.



No es posible que el patriarcado domine en la forma como lo hace hoy día. Las Senadoras somos seis, y ello no es producto de que en Chile haya mujeres incapaces, sino de dicho fenómeno. Y cuando decimos que se halla asociado directamente a establecer que el género masculino, por una visión cultural societal, es el que domina, cabe subrayar que eso es inaceptable.



Para extirpar la raíz de esa concepción necesitamos políticas públicas poderosas y un Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, porque se requiere una cirugía muy profunda. Los cambios culturales son mucho más resistentes incluso que los económicos.



En consecuencia, voto a favor con mucha alegría.



Ojalá que nos vayamos despojando de nociones tan atrasadas, tan arcaicas, en relación con los debates que en el futuro, y en pleno siglo XXI, tendremos que dar para construir más derechos y libertades para las mujeres.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, me tocó participar en la votación en general del proyecto en la Comisión de Gobierno.



Deseo consignar que me alegra muchísimo que contemos en el futuro con un Ministerio de la Mujer. Porque, por esas cosas paradójicas de la vida, tenemos hoy una Ministra del Servicio Nacional de la Mujer que forma parte del gabinete y aparece en todas partes en su calidad de tal, pero que en verdad no se halla a cargo de una Secretaría de Estado y solo es una jefa de servicio.



A esta altura del desarrollo del mundo, no disponer de un Ministerio que permita realizar buenas políticas públicas para el desarrollo integral de la mujer es un profundo error. ¿Por qué? Porque es evidente que ella ha sido objeto en la sociedad, por una cuestión cultural -lo expresó muy bien la señora Senadora que me antecedió en el uso de la palabra, a quien escuché atentamente-, de una discriminación en su contra, solo que le agregaría una palabra: arbitraria.



Porque, atención, las discriminaciones, por sí mismas -no una, sino muchísimas-, presentan un defecto cuando son arbitrarias, no en razón de que el legislador pueda establecer para una persona algún provecho distinto. De hecho, el Congreso dicta normas que discriminan permanentemente. Lo que se sanciona, de acuerdo con todas las convenciones internacionales sobre derechos humanos, son las discriminaciones de carácter arbitrario, como cuando se margina a mujeres de ciertos beneficios, por ejemplo, sin existir una justificación.



Eso ya lo veremos en la discusión particular. No quiero entrar en un tecnicismo jurídico.



En definitiva, me alegra mucho, como he dicho, una Ministra con un Ministerio, porque me parece que es la manera como corresponde que se aborden los aspectos relacionados con las mujeres, en todas sus dimensiones y para su desarrollo integral, con el aporte de buenas políticas públicas, sin ningún tipo de complejo y sobre la base de asumir que la sociedad chilena ha sido discriminadora culturalmente.



Quisiera recordar un hecho que se nos olvida: hasta hace poco tiempo, la legislación expresaba que la mujer le debía obediencia al marido. Entonces, sinceramente deseo exponer que ello, que de repente puede parecer algo sin importancia, se transforma en una carga cultural brutal. Porque es lo que legitimaba, por ejemplo -y todavía lo hace en nuestra sociedad-, que se le pueda pegar a una mujer.

La señora MUÑOZ.- ¡A nadie!

El señor ESPINA.- Terminamos por hacernos los lesos.



Y es posible que se llegue a matarla.



He visto en mi Región el calvario que muchas de ellas viven ante el razonamiento de que “Si denuncio a mi marido por golpearme, probablemente va a quedar de nuevo en libertad a los pocos días y lo va a seguir haciendo, y qué hago con los niños”.



O sea, nuestra sociedad no trata en igualdad de condiciones al hombre y a la mujer. Y esta es una cuestión cultural.



Entonces, ¿por qué se necesita un Ministerio? Para ir educando y poder contar con políticas públicas focalizadas en el desarrollo integral de la mujer.



Estamos votando en general el proyecto. Y ello me complace muchísimo, porque Chile, de esta manera, se pone a la vanguardia de los países latinoamericanos. Hoy día, contar con un Ministerio de la Mujer representa un valor. De acuerdo con los antecedentes proporcionados, Francia y Suiza, que se encuentran en este caso, se hallan en posiciones avanzadas en cuanto a cómo lograr igual trato, igual respeto e igual condición de dignidad para el hombre y la mujer.



Y hago referencia a un Ministerio de verdad, no al estilo “a la chilena” de no llamarlo así, pero tratar de “Ministro” al titular. Es nuestra típica solución de dejar todo a mitad de un camino hacia ninguna parte.



Por otro lado, me parece bien que la labor planificadora se separe de la ejecutora: el Ministerio cumplirá la primera, y el Servicio Nacional de la Mujer, la segunda. Tenemos que debatirlo a fondo. ¿Funcionará o no la fórmula? Porque lo peor sería un mecanismo burocrático en el que el Ministerio terminara planificando y el Servicio careciera de capacidad para ejecutar, y en definitiva uno planificara poco y otro no ejecutara bien. Estamos llenos de normas que hemos dictado con la mejor buena fe, pero que terminan entrampando en la práctica.



Aprovecho de agradecer a la señora Ministra, a quien no tenía el placer de conocer. Me parece que actuó en forma estupenda en la Comisión, donde se suscitó una disputa. Porque un sector de mujeres dirigentes, líderes, mantiene una visión, y otro, una diferente, ambas legítimas. Lo que me pareció bien es que en una sesión decidimos que se opinara sin complejos y que cada una diera a conocer su punto de vista. Y la señora Ministra, desde su perspectiva, tuvo la paciencia y la voluntad de contestar todas las preguntas, y, sobre todo, de elaborar un proyecto que obedeciera a una política de Estado.



Porque el parecer de uno puede ser distinto, pero estas son iniciativas que quedan. Les pido a todos los que nos van a acompañar en la discusión considerar que el proyecto regirá durante veinte o treinta años. Sobre esa base tenemos que considerar cómo dimensionamos el papel de la mujer en la sociedad.



Y cabe tener en cuenta también cómo hacen lo mismo las nuevas generaciones, tan distintas de las mayores. Hoy día, dos jóvenes -en pareja, casados o convivientes- no tienen nada que ver con lo que sucedía hace 30 años, porque la sociedad es más inclusiva, más tolerante, y ellos respetan mucho más las igualdades, sin la carga ideológica de que al hombre y la mujer les corresponden sendos roles determinados per se, lo que, a mi juicio, finalmente se transforma en una estigmatización tanto de uno como de la otra.



Sé que hay asuntos en debate. Por ejemplo, en la Comisión se discutió sobre la maternidad.



No estoy seguro de si fue el Senador señor Letelier quien manifestó algo al respecto. Si la normativa hace referencia al desarrollo de un proyecto de maternidad, ¿qué pasa con la mujer que no lo tiene? Es preciso recordar que, según leí en los antecedentes, un cuarenta y tantos por ciento de los embarazos corresponde a una maternidad no buscada. Por lo tanto, ¿cómo trabajamos con las muchachas embarazadas? ¿Cuáles son nuestras políticas públicas para ayudarlas a llevar su estado?



Gracias a Dios, el mundo ha cambiado hoy día radicalmente, pero aún quedan muchos aspectos relativos a que el embarazo, algo maravilloso, es una especie de indignidad.



Entonces, esta es una cuestión que se tiene que discutir con una visión de Estado.



Juzgo que la situación de la mujer indígena -la menciono por mi circunscripción- se debería abordar con carácter especial. Conozco bien a fondo esa realidad. Si hay desigualdad en la sociedad, donde más se puede expresar es en ese caso, porque Chile naturalmente discrimina en contra del mundo indígena. Ello, aunque aquí no se diga. Sé que el Senador señor Tuma, quien representa la misma Región, comparte lo que digo.



No conozco a ninguna persona de ese origen, incluidos aquellos a quienes les va muy bien en la vida -y son muchos, en el más amplio sentido de la palabra-, que no sienta en algún momento que la sociedad la mantiene discriminada en forma arbitraria.



Si no me equivoco, las mujeres indígenas son más de un millón, aproximadamente.



Entonces, se trata de un mundo que también requiere ayuda. ¡Es preciso entender que es un pueblo diferente! En Chile todavía creemos que no hay etnias originarias, con lo cual cometemos un enorme error, porque no velamos por el tratamiento de nuestras tradiciones, de nuestra cultura. Y pensamos que se quiere dividir al país. No es verdad. ¡Nadie quiere hacerlo!



Somos una nación que tiene que aprender de su multiculturalidad y comprender que no constituye una debilidad, sino una fortaleza. Es una característica que permite que personas de distinto origen y forma de mirar se integren a la vida en sociedad y no sean consideradas, por ser una minoría, una categoría inferior.



También se plantea la conveniencia de relevar el rol de las muchísimas mujeres que cumplen el papel -entre otros, por no ser el único- de dueñas de casa. La Presidenta Bachelet estableció normas en beneficio de ellas, en su momento, y otro tanto hizo el Presidente Piñera.



Son materias en las que debiéramos profundizar.



Pido que luego de apoyar el proyecto hagamos un esfuerzo para que el Senado se transforme, en asuntos como estos, en una Corporación capaz de generar una política de Estado, con relación a lo cual las más antagónicas posiciones entiendan que se pueden mantener distintas visiones, pero la institucionalidad tiene que conducir a un solo objetivo.



Al respecto, anoté lo que expresó la señora Senadora que me antecedió en el uso de la palabra: “Somos diferentes, pero no desiguales”. Considero que es una frase notable, por resumir lo que siente la inmensa mayoría de la gente. Podemos ser diferentes, pero el hecho de serlo no nos otorga más derechos a unos que a otros.



Por esa razón, en Renovación Nacional aprobaremos el proyecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Como el Honorable señor Larraín no se encuentra en la Sala en este momento, tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señora Presidenta, deseo ser muy breve en mi fundamentación.



Me pronunciaré a favor del proyecto de ley, porque estoy convencido de que es preciso crear el Ministerio de la Mujer para perfeccionar los derechos del sector.



Sin embargo, he ido reflexionando con mayor profundidad en algo que no se refiere al rol de la mujer o a cómo promover políticas en ese sentido, sino más bien a la cuestión del género, que es de carácter cultural. Algo expresé sobre el particular en la Comisión.



Básicamente, se trata de apuntar a la igualdad entre el hombre y la mujer. Ello se ha traducido en un conjunto de políticas públicas y de iniciativas legislativas destinadas a establecer cuotas en la política y asimismo, en la práctica, en el porcentaje societario que es preciso registrar en las cooperativas. Es decir, se ha contemplado una serie de normas de protección que aseguren ciertos espacios a la mujer.



A mi juicio, el cambio cultural respecto al género ha ido derivando a luchar por cierta igualdad y ciertas garantías o espacios garantizados a través de distintas normas legales. En lo personal, abrigo la profunda convicción de que eso definitivamente menoscaba a la mujer. Pienso que ellas no necesitan protecciones para poder ocupar distintos cargos, aspirar a diferentes funciones públicas y desempeñarse en las actividades de la vida nacional. Al revés, lo que necesitan es neutralidad.



Para mí, este último es el concepto más profundo. Es necesario considerar sin prejuicios a las mujeres en las distintas esferas. Puede haber una instancia en la que efectivamente sean solo ellas las de mayor mérito y que en otros casos suceda lo contrario.



Estimo que políticas de igualdad de género con carácter legislativo en orden a asegurar, como derecho, ciertos espacios, independientemente de otros factores, al final atentan contra la dignidad de la propia mujer.



Por eso, he llegado a una profunda convicción en el sentido de que, más que en la igualdad de género, desde un punto de vista conceptual, en lo que es necesario avanzar es en la neutralidad de género. Conviene, en definitiva, que sean los méritos de un hombre o de una mujer los que primen en el momento de abordar distintos aspectos de la vida nacional, tanto en el ámbito público como en el privado.



Quizás por ser el concepto más debatible, ya que reviste carácter cultural, toda la lucha, muchas veces reivindicacionista, respecto de la mujer apunta a establecer de pleno derecho ciertos espacios, ciertas cuotas que se van expresando en distintos ámbitos de la vida nacional. Y eso, personalmente, no lo comparto. Tal como lo decía, creo que termina menoscabando a la mujer.



Por eso, a mi juicio, el concepto de neutralidad de género es el que hay que profundizar, pues creo que en definitiva es el que hace justicia, el que genera equidad. Independientemente de la condición en el ámbito laboral o en el público, lo importante es que primen los méritos, las capacidades y no la cuota asignada a un género determinado.



Como es un tema cultural, se trata de un concepto en desarrollo, y eso tiene impacto en distintas políticas y legislaciones. Y como precisamente es algo cultural, he llegado a la convicción de que lo que hay que fomentar en definitiva es la neutralidad de género, porque es lo único que le asegura una dignidad intrínseca a la mujer para ocupar distintos espacios en la vida nacional en los ámbitos público y privado.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, hablar de la creación de un Ministerio de la Mujer obliga a hacer justicia y reconocer el trabajo que desde hace más de veinte años viene desarrollando el Servicio Nacional de la Mujer. Porque ha sido la labor consistente de una organización que nació en forma muy modesta, muy sencilla, pero con mucha fuerza, para promover políticas que favorecieran las igualdades para el desarrollo de la mujer, lo que ha hecho posible y a lo mejor necesario crear una institucionalidad, como el Ministerio que se propone, que responda de manera más estructurada a las necesidades de incorporar en plenitud a la mujer en nuestra vida cultural.



Y creo que el reconocimiento ciudadano al SERNAM es bastante consistente. En la última encuesta del CEP, la Ministra mejor evaluada del actual Gabinete es la titular de ese Servicio, Claudia Pascual, aquí presente. Y en la Administración del Presidente Piñera era Carolina Schmidt, quien muchas veces ocupaba el primer lugar en reconocimiento ciudadano. Pienso que eso no es casualidad. Se debe a que el SERNAM se ha ganado un espacio y un reconocimiento en la opinión pública.



Por eso, señalar que hoy estamos partiendo de cero no es justo, pues tenemos más de veinte años de historia que hacen posible dar un salto de maduración. Por tanto, es valioso dar ese paso y crear esta institucionalidad.



Ahora bien, como se ha manifestado aquí, me asisten algunas inquietudes respecto de la forma como se enfrenta este proyecto.



En primer lugar, se encuentra el hecho de que en la denominación del Ministerio se incorpora, además de “Ministerio de la Mujer”, la expresión “y la Equidad de Género”.



Me parece que, más allá de las diferencias producidas en cuanto al significado del concepto, hay un error en cuanto a confundir una política pública, un objetivo, con la naturaleza de una institución.



Por ejemplo, en Chile durante muchas décadas la Cartera de Defensa se llamó “Ministerio de Guerra”, porque efectivamente nació en un momento de conflicto. 
El señor HARBOE.- Ministerio de Guerra y Marina.

El señor LARRAÍN.- Así es.



En tal sentido, el cambio de nombre -a lo mejor tuvo significación histórica, coyuntural- por el de Ministerio de Defensa le dio el justo equilibrio en cuanto a lo que significa: preocupación por la defensa nacional, y en ocasiones, si existe un conflicto bélico, hacer de cabeza, junto con las instituciones armadas, para enfrentarlo. Pero su institucionalidad es otra.



Pensar, por ejemplo, que deberíamos denominar al Ministerio de Economía como “Ministerio de Economía y Superación de la Pobreza” también significaría confundir objetivos de política con la naturaleza permanente de una entidad.



¿Qué quiero decir? Que no corresponde incorporar, en el nombre de un Ministerio, algo que puede ser una política pública fundamental y que quizás hasta sea prevalente en las próximas décadas, pero que no responde a la naturaleza esencial, permanente de la institución. En ese sentido, creo que hay un error. Uno puede entender que haya programas u objetivos dentro de este Ministerio que cumplan esa finalidad, pero no me parece que se justifique incorporarlos en el nombre.



Entonces, hay ahí una primera mirada que yo por lo menos tengo muy presente. A través de las indicaciones -porque voy a aprobar la iniciativa- será importante dar el enfoque correspondiente.



Por otro lado, se ha planteado una discusión, que se ha tildado de ideológica, acerca del rol de este nuevo Ministerio.



Considero que las instituciones, como tales, no deben tener un sello ideológico en sí mismas. Este se lo da el que administra, el que gobierna. Porque en eso consiste la democracia. Hay un pronunciamiento ciudadano que dice: “Yo quiero este Gobierno”. En este caso se señaló: “Yo quiero que el Gobierno lo presida Michelle Bachelet”, con sus políticas, que serán impulsadas desde los Ministerios. Pero el día de mañana puede haber, como ya sucedió, una Administración que tenga otra mirada, otras políticas, razón por la cual los mismos Ministerios deberán dar curso al desarrollo de esas otras políticas.



Entonces, confundir la institucionalidad con las políticas públicas puede producir errores o equívocos importantes.



Por eso hay que tener cuidado en la definición de los objetivos y en la precisión de los alcances de la nueva Cartera, en el sentido de que estos no sean muy particularizados o muy definidos en una sola línea.



Efectivamente, lo que ha provocado esta discusión tiene que ver con una realidad. La situación de la mujer en nuestro país hace veinte años, para qué decir hace cincuenta, era, efectivamente, de mucha limitación, de mucha discriminación, de muchas subordinaciones. Probablemente varias de ellas todavía persisten, y eso justifica seguir trabajando a través de un Ministerio de la Mujer que se ocupe específicamente de esas tareas.



En los partidos políticos era común que hubiera un departamento de la mujer. Yo recuerdo la discusión en nuestro Partido, cuando un día las mujeres nos dijeron: “Nosotros no queremos estar en un departamento; queremos estar en todos los departamentos. No deseamos que haya un área especial, como si fuéramos alguien que necesita tener una pieza dentro de toda la casa. ¡No! Queremos estar en todas las habitaciones; queremos estar en la comisión política, en la directiva”. Por lo tanto, se suprimió el departamento de la mujer.



Algún día no será necesario contar con un Ministerio de la Mujer. Quizá eso se producirá dentro de muchas décadas. Pero por ahora, si vamos a establecer un Ministerio especial, generemos una institucionalidad que logre el objetivo de darle a la mujer la mayor igualdad, la mayor dignidad posible, que le permita desarrollar toda su potencialidad e ir removiendo todos los factores que hacen que su situación sea limitada.



En tal sentido, pienso que en la descripción de los objetivos se amplifican algunos aspectos y se minimizan otros.



Se amplifica mucho la equidad de género, pero se minimizan o se olvidan otros elementos. Por ejemplo -aquí ya se ha referido (se agregó en la discusión de la Cámara de Diputados)-, se incorpora lo siguiente: “el Ministerio” -como quien dice “ya que me obligan”- “promoverá la protección de aquellas que desarrollen su proyecto de maternidad”.



Me parece que eso no es una mera anécdota, una mera casualidad o circunstancia accesoria. Es una opción de vida que, dadas las circunstancias sociológicas de Chile -quienes trabajamos en sectores rurales y poblacionales conocemos el aumento de la maternidad infantil-, obliga a tener aquí una particular dedicación y compromiso.



Cuando uno se interioriza también de la situación de las mujeres jefas de hogar, que en los sectores socioeconómicos más bajos supera el 40 por ciento y que muchas veces por esta misma circunstancia no están en condiciones de desarrollarse laboralmente, dice: “Aquí tenemos un problema tremendo”. 



Ahora, si agregamos que la tasa de natalidad en Chile está bajo el porcentaje que permite la mantención de la población, entonces uno no puede afirmar que los temas de maternidad son secundarios, porque generan un espacio de problemas muy reales en la actualidad que no podemos olvidar.



Y de eso, sin embargo, hay prácticamente una mera mención al pasar, pese a que, en mi opinión, es un temazo en la realidad que me toca conocer en el mundo rural, en el mundo poblacional y en los sectores de menores ingresos. 



Ahí hay algo que hacer más potente todavía y que también debería estar considerado, como de hecho lo ha estado en las políticas que ha promovido el SERNAM, entre los objetivos del nuevo Ministerio. Pero, quizás por darles preeminencia a ciertos factores, se han minimizado aspectos que no deberían pasarse por alto.



En resumen, creo que hay que darle a la normativa un carácter de mayor institucionalidad, de menos confusión con políticas que tienen que ver más con situaciones coyunturales que con situaciones permanentes, que son lo propio de una institucionalidad. Como dije, este Ministerio puede durar 50 años, 100 años, y a lo mejor un día hasta no es necesario, pero entremedio tendrá políticas de distinto tipo. 



No podemos institucionalizar las políticas. Tenemos que abrir el espacio para que quepan todas, de modo que cada Gobierno, democráticamente, le vaya dando al nuevo Ministerio el énfasis que determine, según el apoyo ciudadano que exista para cada una de ellas.



Por todas estas consideraciones, señor Presidente, voy a votar favorablemente esta iniciativa, pero, sobre la base de las reflexiones que aquí se han hecho, incluidas las mías, voy a presentar indicaciones para introducirle los ajustes que me parecen necesarios.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Isabel Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, en primer lugar, me alegra que hoy vayamos a tener una amplia y mayoritaria votación para finalmente cumplir la palabra que empeñó nuestra Presidenta Michelle Bachelet durante su campaña en cuanto a la creación del Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género.



Creo que es una necesidad. Creo que este país se tiene que poner al día. Creo que debe entender que las sociedades modernas son, precisamente, sociedades mucho más igualitarias. Y creo que tenemos que cumplir con compromisos internacionales y con convenciones que hemos firmado que expresamente aluden a evitar toda forma de discriminación, lo que, obviamente, no se da en la realidad chilena.



Porque digamos la verdad: las mujeres seguimos siendo discriminadas en muchos sentidos. Somos discriminadas por ganar menos; somos discriminadas en cuanto a subrepresentación política; somos discriminadas por recibir menores pensiones. 



En cuanto hay un enfermo catastrófico o un adulto mayor no autovalente, la primera que deja el trabajo para dedicarse a su cuidado es la mujer. 



Nunca se valora el trabajo y el aporte económico que las mujeres hacen a la sociedad, con todo el rol que cumplen en ella. 



No existe, realmente, una verdadera corresponsabilidad equitativa, armónica frente a las tareas domésticas. Cargamos con doble jornada. 



No tenemos, de verdad, derechos sexuales reproductivos asegurados y garantizados. 



Todavía recuerdo que a quienes dimos en el Parlamento la batalla por el divorcio con disolución de vínculo, aprobado recién el 2004, se nos trató de todo: de que éramos antifamilia; de divorcistas, desde luego; de que íbamos a disolver la familia, etcétera, etcétera.  



Todavía recuerdo lo que tuvimos que luchar para que se realizaran unas jornadas de educación afectiva-sexual. Existe, evidentemente, una discriminación en materia de embarazos adolescentes o precoces. Si ustedes comparan comunas como las de La Pintana y Vitacura, se darán cuenta de que hay una tremenda diferencia.



Todavía somos discriminadas en otro aspecto, incluso después de la batalla que nos costó la píldora del día después. Aún tenemos que leer en la prensa situaciones como la de una niña violada de 12 años que debe llevar su embarazo a término incluso si el feto es inviable, porque no hemos sido capaces, como país, de legislar para la interrupción del embarazo con tres causales específicas, entre ellas, justamente, la de la violación. O sea, ni siquiera le damos a esa menor de edad la oportunidad para tomar, probablemente con su familia, una decisión responsable sobre la realidad que está viviendo.



Además, las mujeres no solo reciben menores pensiones y ganan menos, como ya dije, sino que incluso viven más.



He hecho una pequeña lista de situaciones, pero podría agregar otras, como el acoso y la violencia intrafamiliar, que es una lacra mundial, porque no solo se da en Chile. Países altamente desarrollados padecen también este tremendo problema. 



Acá hay un tema cultural de fondo muy importante. Por muchos años hemos vivido bajo un signo cultural de dominación. Nos ha costado décadas de lucha que las mujeres seamos reconocidas en nuestra plenitud de derechos, como seres humanos pensantes, con derechos propios, con opción de elegir. ¡Y caramba que han sido batallas difíciles!



Yo quiero hacer aquí un pequeño homenaje a todas las mujeres que nos antecedieron y que se la jugaron para que alguna vez no solo tuviéramos derecho a voto, comenzáramos a ser elegidas, sino también para hacer ver a la sociedad la necesidad de avanzar en estos aspectos, en una sociedad que discrimina, en que además existen lacras como la de la trata, la de las mujeres migrantes, que son las que más sufren, pues difícilmente van a hacer denuncias, dado que muchas de ellas están en condición de ilegales.



Y así, suma y sigue.



Hace un tiempo sacamos una ley -de lo cual me alegro- para las trabajadoras de casa particular. Y la cantidad de abusos que se pueden ver son enormes. Una parte importante de mujeres, desgraciadamente, todavía se emplea en servicios domésticos y de otra índole. Muchas hacen pequeños emprendimientos, pero no tienen protección social. De ahí la justicia de una política como la de la Presidenta cuando fue capaz de generar la pensión básica solidaria. Sin embargo, son avances insuficientes. 



Por eso es tan relevante que, para cuando termine el sistema binominal, después de veintitantos años, la Presidenta haya propuesto una norma que establece que no se podrá inscribir ninguna lista que tenga menos del 40 por ciento de un género o más del 60 por ciento del otro. ¿Por qué? Porque es necesario. 



¿Ustedes creen que le hace bien a la democracia que haya tan pocas mujeres en política? Aquí, en el Senado, somos apenas seis. Creo que fue la Senadora Muñoz la que preguntaba: “¿Piensan ustedes que las seis que estamos acá somos las más capaces, o que hemos dejado sin posibilidades a cientos de otras mujeres?”.



Hay falta de redes, falta de colaboración, falta de ingresos económicos propios. Y además se pretende separar el mundo privado del mundo público. El hombre, proveedor; la mujer, dedicada solo a los niños o a los adultos mayores.



Ya es hora de que entendamos que las mujeres no solo somos seres humanos, sujetos de derecho, sino que además queremos ser partícipes de la construcción de un mundo diferente. Y tenemos esperanzas de que las nuevas generaciones se comporten de otra manera, porque todavía vemos -desgraciadamente, casi en forma atávica- muchos rezagos culturales que siguen siendo parte de varias de las institucionalidades que tenemos.



Miren los partidos políticos. Miren las dificultades que deben enfrentar las mujeres para emprender desafíos electorales importantes, de modo de no seguir tan subrepresentadas. Miren incluso la escasez de mujeres en los directorios. En fin.



¡Hasta cuándo vamos a seguir pagando nosotras la responsabilidad por la maternidad! ¡Piensen en la salud! ¡Piensen en el descaro de una sociedad que trata la maternidad como responsabilidad de las mujeres y que, sin embargo, nos cobra 300 por ciento más en una isapre, simplemente porque somos peligrosas cuando estamos en edad reproductiva!



¡Cuánto más deberemos soportar que una sociedad libre, democrática, que cree en sí misma, tolere discriminaciones como esta en sus políticas públicas, al punto que el servicio privado de salud sea capaz de aumentar hasta en 300 por ciento una cuota por el solo hecho de ser mujer!



Cuando expongo estas situaciones, a modo de simple enumeración, me pregunto hasta dónde sería posible coincidir con las opiniones -por supuesto discrepo de ellas; lo digo con cariño- que vertió el Senador Orpis.



¿Cómo podemos hablar de neutralidad? ¡A qué neutralidad nos referimos cuando hablamos de una cancha completamente dispareja; cuando hablamos de la invisibilización; cuando hablamos de la discriminación; cuando hablamos de las menores oportunidades; cuando hablamos de la feminización de la pobreza!



¿Podemos hablar de neutralidad?



Cuando aquí se nos quiere hacer creer que el verdadero mérito radica solamente -y valga la redundancia- en el mérito, como si este fuera en abstracto, aislado del contexto donde las mujeres crecemos, nos desarrollamos, evolucionamos y nos realizamos, ello resulta incomprensible.



Me parece también que ha llegado la hora de entender que la equidad de género es absolutamente necesaria, indispensable. No se trata solo de que hayamos asumido por fin la existencia de una construcción cultural llamada “género”, sino de que debemos aspirar a la equidad de género para que alguna vez las mujeres podamos decir de verdad: “Ganamos lo mismo por igual trabajo; no tenemos por qué recibir menores pensiones”.


¡Alguna vez se medirá económicamente el aporte que hacemos las mujeres al hacernos cargo de los adultos mayores! ¡Cuánto le economizamos al Estado al asumir el cuidado de esos adultos mayores no autovalentes o de esos enfermos catastróficos que permanecen en sus casas!



¡Cuánto más nos falta para hacer más conciencia!



¿No es doloroso acaso que se produzcan treinta y tantas muertes de mujeres al año a manos de parejas o exparejas, que todavía obedecen a ese fenómeno cultural de la dominación, a esa lógica del “tú me perteneces”?



¡Cuánto más tendremos que seguir soportando las mujeres para  socializar en nuestros niños que los seres humanos debieran entenderse sin violencia para desarrollarse en plenitud!



Y también debemos asumir que las parejas evolucionan y sufren rupturas. Por eso recordaba cuánto nos costó sacar la Ley de Divorcio.



Asimismo, sé que vamos a dar la batalla por la interrupción del embarazo. Pero estamos dispuestas a hacerlo, pues creemos que llegó la hora de dar oportunidades y de hacernos respetar en ese sentido. Nadie obliga a otro a divorciarse por el hecho de que existe una ley. Si alguien lo hace es porque su matrimonio se terminó. Y, si el día de mañana una mujer interrumpe su embarazo será por alguna causal determinada, no por la existencia de una legislación sobre el particular.



En consecuencia, señor Presidente, me siento contenta esta tarde, pues al fin vamos a dar el primer paso de la aprobación general del proyecto. Sin embargo, llegó la hora de mirarnos y aprender a mirar a las mujeres como sujetos de derecho en igualdad.



¡No queremos una mirada paternalista!



¡No queremos una mirada protectora!



Aspiramos a ser plenamente capaces en nuestros derechos patrimoniales, en nuestros derechos políticos, en nuestros derechos sociales y, sobre todo, en nuestros derechos culturales.



No queremos que sigan rigiendo patrones culturales que identifican a la mujer solo con la maternidad. Porque cabe preguntar ¿y las mujeres que no desean ser madres no son mujeres acaso? ¿No existen acaso muchachas jóvenes que voluntariamente no aspiran a la maternidad? ¿O solo las vamos a definir por esa condición? ¡Bienvenida la maternidad! ¡Es maravillosa! ¿Y las mujeres que no quieren ser madres, no pueden o no tienen la oportunidad de serlo dejan de ser mujeres?



Por tales razones, pienso que llegó la hora de que tengamos un Ministerio de la Mujer.



Felicito a la Ministra del ramo por la batalla cultural que está dando y me congratulo por ese Servicio Nacional de la Mujer que creamos en 1991.



Me enorgullezco de que el Presidente Salvador Allende en el año 1972 -¡en 1972!- ya pensó en una Secretaría de la Mujer y habló de crear un Ministerio del ramo. Incluso consideraba que Carmen Gloria Aguayo, quien era una destacada dirigente, podía ser la primera mujer Ministra del país.



En tal sentido, me alegro y me enorgullezco de esa mirada vanguardista que tuvo el Presidente Allende en 1972, pues hemos tenido que llegar hasta el 2014 para que recién en esta Sala del Senado estemos aprobando la creación de un Ministerio de la Mujer.



Por todas esas razones, señor Presidente, con enorme orgullo y con mucho gusto, voto a favor de este proyecto  de ley.



--(Aplausos en tribunas).
El señor TUMA (Vicepresidente).- A continuación, tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, con gran alegría y con bastante satisfacción los Senadores democratacristianos votaremos a favor de este proyecto de ley.



Y, sobre el particular, quiero referirme brevemente al “acompañamiento” como una dimensión de este tema que no siempre emerge con suficiente claridad y de manera explícita. 



Seamos claros. Una de las características del proceso de modernización, con sus luces y sus sombras, pero también con sus enormes posibilidades, es la creciente incorporación y -como dispone el artículo 2º del proyecto- la plena participación de la mujer en la vida social, política, económica y cultural.



Ello requiere un acompañamiento de la sociedad en su conjunto, del Estado y sus instituciones, de los hombres, de las familias, de todos nosotros. ¿Por qué? Porque muchas veces la mujer transita muy sola por este camino de plena incorporación y participación en la vida social, política y económica. Y en ese tránsito, donde en algunas ocasiones se ve muy sola, acumula también frustraciones y surge, por tanto, la necesidad del acompañamiento.



Alguien me decía hace un tiempo que la mujer vive cierta tensión, un dilema en la sociedad moderna.



Por un lado, cuando la mujer no está en el mercado laboral y en el trabajo remunerado, puede sentir cierta frustración por estar básicamente recluida en el hogar. Sin embargo, cuando tiene trabajo remunerado y está en el mercado laboral, especialmente cuando es madre, siente alguna culpabilidad por no permanecer en el hogar con los niños, con la prole.



En consecuencia, esto requiere acompañamiento, requiere legislación, al igual como lo hicimos con el proyecto que amplió el prenatal y el posnatal, que dio lugar a gran debate en el Parlamento y constituyó un tremendo avance en estas materias.



En este proceso subyace una dimensión social y política. ¡Qué duda cabe! Pensemos solo en los cargos de representación popular, donde estamos más al debe que al haber. 



No obstante, también tiene una dimensión institucional. No hay que tenerle miedo, por lo tanto, a la creación de un Ministerio de la Mujer, pues se justifica.



Hemos contado, por cierto, con el SERNAM -ya lo destacaron acertadamente varios colegas Senadores- y en el futuro lo haremos con el Ministerio de la Mujer. ¡Claro! Pero separados entre sí.



Entonces, ahí surgen dudas, tensiones, interrogantes acerca del diseño institucional, como de alguna manera ya ocurre entre el Ministerio de Vivienda y el SERVIU o entre el Ministerio del Deporte y el Instituto Nacional del Deporte.



Ahora estarán el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, y el SERNAM.



Tal escenario puede plantear duplicidades, tensiones, interrogantes que debemos resolver y, por supuesto, durante la discusión particular tendremos que afinar de mejor forma el diseño institucional y tratar de evaluar en el camino la marcha de esta nueva institucionalidad.



A mí me gusta la intencionalidad con que nace el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género.



Me parece bien que, desde la partida y en el enunciado mismo del proyecto, se contemple la dimensión del Ministerio de la Mujer -como establece el artículo 1º- destinado “a promover la equidad de género, la igualdad de derechos y de procurar la eliminación de toda forma de discriminación en contra de las mujeres”. 



Cabe hacer notar que recién el año pasado aprobamos una legislación interesantísima contra la discriminación arbitraria.



Por lo tanto, aquí hay una institucionalidad. Y me parece original que desde su enunciado mismo se contemple la referida, en este caso, a la equidad de género.



No hay que tenerle miedo a la creación de un Ministerio ni a la palabra género. 



La mujer también es una construcción social. No se es menos mujer porque se haga referencia a los conceptos de género y de equidad de género. Se es mujer como realidad biológica, pero también como construcción social. Y de ahí surge, en consecuencia, el concepto de género.



Creo que se trata de una mirada más completa, más integral, que tiende a enriquecer y que no desmerece nada. Menos aún, como aquí se ha sugerido, a la maternidad, que es una de las dimensiones evidentemente importantes de la mujer y que no se opone ni entra en tensión con el criterio de género.



También me gusta hablar de igualdad en la diferencia. 



¿Por qué no?



Hombre y mujer son realidades complementarias a partir de su propia especificidad, en un plano, por cierto, de igualdad. Se trata de una igualdad en la diferencia, que se ve enriquecida cuando se asume esa especificidad.



Señora Presidenta, hemos recorrido un largo camino en estos 24 años, y muy fructífero para quienes estuvimos en la Cámara de Diputados y hoy nos encontramos en el Senado.



Hemos sido protagonistas y actores activos y no pasivos de ese camino, que empezó con el concepto de filiación. ¡Qué tema más controvertido en su momento! 



Después, siguió con la igualdad constitucional de hombres y mujeres.



Y para qué decir, con el proyecto de ley relativo al Matrimonio Civil -como usted misma mencionó, fui su coautor-, que incorporó la regulación de las rupturas matrimoniales en beneficio, principalmente, del cónyuge más débil en esta situación, que usualmente es la mujer.



Ya mencioné la ley contra la discriminación arbitraria. 



Y para qué hablar del acuerdo de vida en pareja. 



Es cierto, muchos de estos temas son ideológicos -no hay que tenerles miedo-, pero sobre todo culturales. 



Las sociedades evolucionan, y desde el punto de vista del legislador, corresponde entablar una conversación entre los principios y los valores que sustentamos y que no siempre compartimos con la realidad social. Este no es un ejercicio académico, o puramente intelectual, o básicamente ideológico. La esencia de la labor legislativa, a mi juicio, es producir esa conversación entre los principios y los valores que se postulan como verdaderos o deseables desde un punto de vista normativo y la realidad social.



Por eso, como Democracia Cristiana, votamos a favor de esta iniciativa.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Propongo a la Sala fijar plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 29 de diciembre, a las 12, y que el proyecto pase a las Comisiones unidas de Hacienda y de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 



--Así se acuerda.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señora Presidenta, hoy tenemos la posibilidad de disponer finalmente de una institucionalidad formal, como corresponde, con un proyecto de ley que crea el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género y que modifica otros cuerpos legales.



Desde el punto de vista de los tiempos -lo digo con bastante respeto- tal vez llegamos un poco tarde a hablar de un Ministerio propiamente tal. Tenemos el Servicio Nacional de la Mujer, que ha asumido esa categoría, se le ha homologado a un Ministerio; ya estaba instalado. 



Desde la perspectiva institucional, más vale tarde que nunca. Pero estamos atrasados con respecto a muchos otros países de igual grado de desarrollo relativo que Chile y otros con uno mayor, en donde los derechos de la mujer, donde los derechos de la igualdad de género están más enraizados. Así y todo, es bienvenido hacerlo y la forma en que se hace.



De acuerdo a las intervenciones, que, en general, apuntan en la dirección de apoyar esta iniciativa y de relevar ciertas dimensiones, la discusión que viene ahora tiene que ver  con el objetivo de un Ministerio de esta naturaleza y del contenido de las políticas públicas en torno al tema de la mujer chilena. Eso tenemos que abordar.



Creo que varios colegas lo mencionaron. 



El Senador Larraín hizo una intervención desde el punto de vista intelectual que me entretuvo, porque señaló: “Requerimos una institucionalidad que no debe confundirse con las visiones del momento, con las políticas que cada uno de nosotros quiera apoyar, o emprender, o empujar. Y, en consecuencia,  no hay que confundir una institucionalidad permanente, que estará con nosotros quince, veinte, treinta, cuarenta años, con las visiones que pueda haber en ciertos períodos de nuestra historia”.



Lo encontré entretenido, y pienso que es correcto hasta cierto punto. Porque quiero creer que luego del debate del contenido, de las visiones que uno pueda tener respecto de ciertas políticas públicas, algunas de ellas quedarán plasmadas permanentemente. Y la institucionalidad que vamos a generar tendrá que hacerse cargo de ella y de empujarla. De lo contrario, no entenderíamos el proceso que hemos tenido en Chile. 



Este Ministerio va a tener distintas atribuciones en materia de desarrollar políticas y planes para detener, prevenir y erradicar la violencia contra las mujeres y su sancionamiento; de promover la igualdad de derechos y obligaciones entre los hombres y las mujeres en las relaciones familiares; evaluar la incorporación de las perspectivas de género en las políticas y planes de los diversos ministerios; de ver la participación en el área pública.



Sin embargo, eso hay que discutirlo y debe ser objeto de consenso. Y ello no se ha dado en Chile desde hace setenta a ochenta años. La mujer no votaba en elecciones presidenciales. ¡Punto!



Asimismo, en nuestro país a fines del siglo XIX la gente sin recursos no tenía derecho a voto, y en su minuto se discutió si ello era correcto y razonable. Recién en 1870 los analfabetos, que no eran pocos, tuvieron derecho a sufragio universal. Y antes hubo un debate respecto a por qué podrían votar. Como si no tuvieran opinión respecto a la marcha del país. 



Y esos temas, que en su minuto fueron debatidos, hoy son parte del día a día y nadie los discute. 



Entonces, vamos a tener la institucionalidad: el SERNAM que va a ejecutar, el Ministerio que va a diseñar. Pero el desafío que vendrá será analizar el contenido, que hemos estado abordando, pero respecto al cual nos falta bastante.



Cuando hablamos, entonces, de una institucionalidad que debe operar en el tiempo y las políticas de turno, me alegro por lo que logramos avanzar en veinticinco años de democracia, considerando lo que antes nos demoramos en avanzar en reconocerle algunos derechos básicos a la mujer chilena.



Entiendo que recién en 1949 pudieron votar las mujeres en Chile. Y hoy ya estamos hablando de la violencia intrafamiliar, de la violencia contra las mujeres, como una suerte de delito específico. Hoy está tipificado. Pero antes esos temas quedaban en las páginas rosas, eran secundarios, propios del fuero interno de la familia. La denuncia en Carabineros se respondía con un “arréglese usted”. Ahora eso no ocurre. 



En cuanto a asuntos más profundos, aquí se hablaba de la maternidad infantil, del embarazo adolescente. A estas mujeres se las privaba de educación. Cuando una chica quedaba embarazada, se le pedía que, por favor, dejara el colegio, el establecimiento público. En la actualidad, eso no ocurre, no es aceptado así. No queremos que queden embarazadas tempranamente, pero hay una política al respecto. 



Hemos hablado sobre la filiación. Cuánto costó aprobar una Ley de Filiación en Chile que considerara iguales a los hijos nacidos dentro y fuera del matrimonio. Es una discusión. Es opinable. No obstante, ya se sancionó. Y ya no hablamos de los huachos, sino de que todos los hijos tienen igualdad de derechos. Eso obedeció a una discusión que tuvo que darse. ¿Es una opinión política? Sí. ¿Es ideológica? Seguramente. Pero la sociedad tiene que abordarlo. Y una vez que lo hace, debemos tener una institucionalidad que se haga cargo y empuje estos temas.



Hay un punto que se mencionó acá, a propósito de los derechos: ¿qué va a hacer este Ministerio en materia de contenidos respecto de los derechos reproductivos de la mujer? 



Acá hay dos vertientes. 



Una empuja la discusión sobre la interrupción del embarazo en casos acotados, que yo ciertamente apoyo. Y eso genera pasión, divisiones muy fuertes. 



Sin embargo, también hay una dimensión de los derechos reproductivos de la mujer que dice relación con el derecho a la maternidad. 



Estoy seguro de que hay parejas -en particular, mujeres- que quisieran tener más de uno o dos hijos, pero las condiciones para hacerlo no están dadas. El Estado no logra proveer todo lo necesario para que se lleve a cabo esa maternidad. 



Les recuerdo que el tema demográfico es muy importante para nuestro desarrollo futuro. La población chilena hoy muestra una tasa de crecimiento que raya en el límite de su tasa de reproducción. En ese escenario se deben generar espacios para desarrollarnos como país. No me gusta entrar en comparaciones, pero la población de Chile respecto de nuestros vecinos ha disminuido. 



Yo quiero un país fuerte, con más chilenos y chilenas que puedan elegir libremente y que cuenten con los apoyos necesarios para concretar eso que desean. 



Así como respaldo la posibilidad de interrumpir el embarazo, también soy partidario de las políticas que incentiven la maternidad. Pero me refiero a políticas serias, no a las que plantean un bono de 200 mil pesos por el quinto hijo. Hablo de asegurar una educación de calidad y gratuita, y una atención de salud adecuada. De este modo, una familia monoparental o una pareja podrá decir: “Quiero tener más hijos, y que estos cuenten con la oportunidad de desarrollarse a futuro”.



Cuesta explicar eso. Y espero que no se traduzca en que las mujeres deben solo dedicarse a dar a luz hijos.



Segundo tema asociado: ¿De quién debiera ser -tres veces entre comillas- el costo de una maternidad? Para mí, de la sociedad en su conjunto. 



Pero en este punto a veces reina la hipocresía, porque se precisa incurrir en gastos para proveer las condiciones que permitan a las parejas tener más hijos y que aseguren a las mujeres no ser discriminadas. 



Hoy hemos avanzado muchísimo. Por ejemplo, contamos con un permiso posnatal que dura seis meses. ¡Pero hay que financiarlo! 



Las empresas siguen prefiriendo no contratar mujeres, pues, aunque  el aspecto remuneracional de las que se van con dicha licencia ya está resuelto (lo pagan todos los chilenos), los reemplazos de estas trabajadoras continúa siendo un problema.



A mi juicio, todavía nos falta un sinceramiento respecto de esa materia. 



Por otro lado, están los derechos que en este ámbito debiéramos resguardar para los varones. 



Recientemente presenté una moción para conceder tres permisos al año al futuro padre, con el objeto de acompañar a la madre a los controles de embarazo. Alguien dirá: “Es para sacar la vuelta”. Si todo lo quieren ver con esa lógica, podrán asumir que así será. Pero aún hay padres que quieren acompañar a las mujeres en el proceso e involucrarse genuinamente desde el día uno, como lo hemos hecho quienes hemos tenido oportunidad, gracias a que nuestros trabajos nos lo permiten.



Por último, felicito a la Presidenta de la República por cumplir con la presentación de esta iniciativa, que crea el Ministerio de la Mujer. Eso era lo fácil. Después discutiremos los aspectos de fondo -muchos los mencionaron acá-, los que nos van a acompañar durante mucho tiempo. 



Tengo claro que el país ha avanzado de menos a más en esta materia. No he visto retroceso al respecto; solo se han dado avances sustantivos. 



A veces algunos esconden el debate detrás de ciertas confesiones o maneras de ver la vida. Me parece sano y legítimo que se opongan. 



Yo pretendo que haya un sistema donde cada mujer pueda elegir y no verse coartada en su libertad, en sus opciones, en la maternidad que le gustaría vivir, en el tipo de desarrollo que quiere alcanzar, en el ámbito laboral que desea para sí. 



Hoy sigue siendo profundamente discriminada. Nuestro país, con la tasa demográfica que exhibe y la cantidad de mujeres que no participa en el mercado laboral, está perdiendo una oportunidad importante de mayor crecimiento económico. Si ellas se desarrollaran, al final del día habría más chilenos y chilenas fuera de la pobreza y con mejores alternativas de futuro.



Voto favorablemente y con entusiasmo la idea de legislar.



Una sola pregunta, señora Presidenta: ¿vamos a tener Comisiones unidas funcionando en el mes de enero?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Sí. Van a ser las de Gobierno y de Hacienda, unidas.

El señor LAGOS.- Okay.



Muchas gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Así se había acordado. Entiendo que dirigirá quien preside la Comisión de Gobierno. 



Los integrantes de dichos órganos técnicos se reunirán el lunes 5 o martes 6 de enero. Ahí se pondrán de acuerdo sobre cómo funcionar.



El plazo para indicaciones es hasta el 29 de diciembre. Parece que usted no se encontraba en la Sala en el momento en que eso se acordó.

El señor LAGOS.- Sí estaba.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Perdón, señor Senador.

El señor LAGOS.- Señora Presidenta, lo que no tengo claro es qué dice el Reglamento respecto de la presidencia de las Comisiones unidas. Imagino que los Presidentes de ambos órganos lo definen.

La señora ALLENDE (Presidenta).- No. Hay una precedencia: dirige el Presidente de la primera Comisión que trató el proyecto. En este caso, le corresponde al de la Comisión de Gobierno.

El señor LAGOS.- Perfecto.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Así lo dicta el Reglamento.



Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señora Presidenta, voy a ser muy breve porque me asiste la convicción absoluta de que este proyecto debe ser aprobado, por cuanto responde a una deuda que debemos cumplir para avanzar en la lucha contra la discriminación a la mujer. 



Pero me dejaron preocupado las intervenciones de dos Senadoras, principalmente la de una que hizo una “gran reflexión filosófica”, profunda. Realmente me confundió, pues llegó a la conclusión de que esta iniciativa, al parecer, se basa en una concepción marxista. Ello, porque la colega sostuvo que nos podía llevar a la guerra de los sexos. 



Me preocupé y empecé a revisar la iniciativa en detalle. Creo que dicha Senadora solo leyó el título y no se involucró en el texto propuesto.



Si bien es efectivo que en el artículo 1° se habla del “Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género”, también se señala que este será una “Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente o Presidenta de la República en el diseño, coordinación y evaluación de las políticas, planes y programas destinados a promover la equidad de género, la igualdad de derechos y de procurar la eliminación de toda forma de discriminación en contra de las mujeres.”. O sea, se refiere a las mujeres cuando se menciona la equidad de género.



Después el artículo 2° dice: “Al Ministerio le corresponderá planificar y desarrollar políticas y medidas especiales con pertinencia cultural, destinadas a favorecer la igualdad de derechos y de oportunidades entre hombres y mujeres”.



En seguida, la letra a) del artículo 3° dispone: “Proponer al Presidente o Presidenta de la República políticas, normas, planes y programas orientados a la equidad de género, a la igualdad de derechos y a procurar eliminar toda forma de discriminación contra las mujeres”.



En la letra b) del mismo artículo se expresa: “Las proposiciones e implementaciones que efectúe el Ministerio tendrán pertinencia cultural, reconocerán la diversidad de las mujeres y deberán asegurar el pleno desarrollo y autonomía de las mujeres”.



La letra c) señala: “Desarrollar políticas, planes y programas destinados a atender, prevenir, erradicar y sancionar la violencia contra las mujeres”.



La letra d) indica: “Promover la igualdad de derechos y obligaciones entre los hombres y las mujeres”.



La letra f) dice: “Velar por la transformación de estereotipos, prejuicios y prácticas sociales y culturales que naturalizan y reproducen la discriminación contra las mujeres.”.



La letra g) dispone: “Velar por el cumplimiento de los tratados internacionales sobre derechos humanos de las mujeres y la equidad de género”.



La letra h) expresa: “Mantener vínculos de cooperación con organismos internacionales dedicados a los derechos humanos de las mujeres”.



Y la letra ñ) señala: “Elaborar anualmente informes sobre la situación de las mujeres, el ejercicio de sus derechos humanos”.



Después de esta lectura, señora Presidenta, no me cabe la menor duda de que no habrá guerra de sexos. Sí se producirá un reconocimiento de lo que les corresponde a las mujeres.



Voto a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Finalmente, tiene la palabra la señora Ministra.

La señora PASCUAL (Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer).- Muy buenas tardes a todas y a todos.



Señora Presidenta, quiero partir agradeciendo al Honorable Senado por el debate y la votación en general del proyecto de ley que crea el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género.



Doy gracias por el pronunciamiento y las argumentaciones que dieron no solo los Senadores y las Senadoras de la Nueva Mayoría, sino también la Senadora de Amplitud, los Senadores de Renovación Nacional, varios de los integrantes de la Unión Demócrata Independiente y los Senadores independientes, quienes han apoyado la idea de legislar.



El Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet está llevando adelante las reformas que el país demanda para que sus ciudadanas y ciudadanos puedan efectivamente ejercer sus derechos y desarrollarse como personas.



Uno de sus primeros compromisos fue crear una institucionalidad acorde con las necesidades de las mujeres, como es el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género. Porque -y en esto no caben las dudas- no podemos dejar de lado las realidades que viven las mujeres si queremos realmente construir un país más democrático, más integrado, más equitativo. No podemos dejar de lado las realidades de las mujeres si pensamos en construir un país que realmente entregue oportunidades a todas y a todos sus habitantes, sin discriminación.



Las mujeres, a pesar de que muchas veces se olvida, no somos una minoría. Somos más del 50 por ciento de la población en nuestro país y en el mundo. En Chile alcanzamos el 52 por ciento.



Se trata de una mitad de la humanidad, que hasta bien avanzado el siglo XX -ya varias Senadoras y Senadores lo han recordado- ha sido postergada, silenciada, invisibilizada y a la que, incluso, se le han negado derechos como el sufragio, la participación política o la administración de sus propios bienes, como sucede hoy a propósito de la sociedad conyugal.



La construcción de un sistema de derechos a lo largo del mundo, así como las luchas de miles de mujeres en distintos espacios han permitido avanzar en el reconocimiento constitucional y legal de los derechos de las mujeres.


Asimismo, las luchas desde las asociaciones de mujeres y las organizaciones sindicales, sociales y políticas han permitido romper prejuicios y prácticas culturales discriminatorias.


Sin embargo, a pesar de tener una Presidenta de la República, una Presidenta del Senado y otras grandes líderes en distintas organizaciones sociales y políticas, queda mucho por avanzar, porque en muchos ámbitos las mujeres siguen siendo ciudadanas sin plenos derechos.



No es una tarea fácil, pues se trata de ir destramando un orden social que se ha naturalizado y que ha permeado nuestras instituciones y nuestras relaciones sociales, una cultura que nos ha enseñado a hombres y mujeres roles tan diferenciados y estereotipados que muchas veces llegan a justificar la discriminación, la subordinación y la violencia.


Todavía existen altos índices de violencia contra las mujeres en el espacio privado, pero también en el ámbito público (por ejemplo, en lugares de estudio, en el trabajo, en las calles, por internet).


Las cifras hablan por sí mismas: al día de hoy, durante 2014, 39 mujeres han sido asesinadas por sus parejas o exparejas y 96 han logrado salvar sus vidas de un intento de femicidio por parte de su pareja o expareja.


Es evidente que, mientras las mujeres no cuenten con una verdadera autonomía, es más difícil que puedan dejar relaciones abusivas. Por ello, necesitamos que cada año más mujeres se incorporen a la fuerza laboral, pero a trabajos decentes, que les permitan efectivamente desarrollarse como personas.


Y si hablamos de trabajo, requerimos producir un cambio estructural. Nuestra sociedad no puede seguir reposando en la labor de las mujeres al interior de sus casas, al cuidado de los niños y las niñas, de los hijos y las hijas, de personas mayores o enfermas, postradas o adultos mayores no valentes.


Esta carga de trabajo, que es casi exclusiva y excluyente de las mujeres, muchas veces no es reconocida y ha significado que nuestro país no cuente con la contribución de muchas mujeres en diversos ámbitos de la vida y, en particular, en la fuerza laboral, o que su aporte, su creatividad, sus potencialidades no se desarrollen porque están abocadas a trabajos de menor calificación.


Ante ello, necesitamos con urgencia avanzar en la corresponsabilidad entre hombres y mujeres, mediante políticas públicas y  con los empleadores para tener una sociedad que se encamine hacia un Sistema Nacional de Cuidado. Esto concretará la corresponsabilidad en el cuidado de los hijos y las hijas y de los familiares que requieran atención, como también en las tareas del hogar.


Por otra parte, nuestra sociedad le pone trabas a la participación de las mujeres en la vida política. 


Por eso se incorporó en la reforma al sistema electoral binominal el criterio de paridad de género, dado que, por sí solo, dicho mecanismo no generó mayor equidad ni mayor proporcionalidad de mujeres en los distintos ámbitos de toma de decisión política.


La propuesta es que ni hombres ni mujeres tengan una representación inferior al 40 por ciento ni mayor al 60 por ciento. Si se acoge esta disposición, en el Congreso habrá una representación de mujeres que podrá asumir problemas y realidades que no son abordados en la actualidad y, por supuesto, debatir en conjunto con hombres para ir avanzando en un país más inclusivo, más equitativo y más igualitario. 



Además, ellas podrán dar nuevas perspectivas a la acción política.


Necesitamos avanzar en un cambio cultural, en abrir las mentes y los espacios para que las mujeres -la mitad del país- decidan sobre sus vidas y construyan su futuro como ellas lo deseen.


Y para todo eso se requiere una institución del más alto rango dentro del Estado, como es un Ministerio. En efecto, para que las problemáticas y las distintas visiones de las mujeres estén en el centro de las políticas públicas, se precisa una entidad con rango ministerial.



Por lo mismo, el 27 de marzo, a días de haber iniciado su mandato, el Gobierno envió este proyecto de ley al Congreso.


El Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género viene a reconocer el espacio que deben tener en el Estado las mujeres en toda su diversidad -aclaro que en nuestro país no existe “la mujer”, sino “las mujeres”-, con sus distintos proyectos de vida, con las condiciones específicas en las cuales se desarrollan y con pertinencia cultural, indudablemente.


Las mujeres que habitamos Chile somos muy diversas. 



No es lo mismo ser una mujer adolescente que una mujer en la madurez. 


No es lo mismo laborar por un sueldo que trabajar en la casa sin salario. 


No es lo mismo ser pobre que tener una posición más favorecida. 


Tampoco es lo mismo ser mujer en un entorno rural que serlo en la ciudad o en una gran ciudad. 


Asimismo, hay que considerar la orientación sexual, que marca una diferencia en la inserción en la sociedad de muchas mujeres.



No es lo mismo ser una mujer indígena que no serlo, o ser una mujer migrante. 


No es lo mismo ser una mujer que decidió ser madre, independiente de que lo tuviera planificado o no -a eso nos referimos con un proyecto de maternidad también-, que formar parte de aquellas que no tienen ese objetivo de vida.



No es lo mismo ser una mujer que profesa una fe que ser una no creyente. 



No es lo mismo una mujer con una discapacidad que sin ella. 



No es lo mismo ser una mujer que participa activamente en la organización de su comunidad que ser una que no se compromete en ello.



A toda esa diversidad, y mucho más, el Estado de Chile debe responder a través de la institucionalidad que estamos creando. 


Este Ministerio deberá diseñar, coordinar y evaluar “las políticas, planes y programas destinados a promover la equidad de género, la igualdad de derechos y de procurar la eliminación de toda forma de discriminación en contra de las mujeres”, tal como lo leyó el Senador señor Zaldívar.


Y lo que no es menor, a esta futura Cartera “le corresponderá planificar y desarrollar políticas y medidas especiales con pertinencia cultural” -esto es, relevar las diversas identidades étnicas, locales y culturales- “destinadas a favorecer la igualdad de derechos y de oportunidades entre hombres y mujeres”.


El Ministerio de la Mujer hará transversal la perspectiva de género en el conjunto de las políticas públicas. Eso sí, no podemos traernos todas las Secretarías de Estado a la Cartera que se crea. Esta no puede ocuparse de todos los problemas de salud, de educación, de trabajo que afectan a las mujeres. El resto de los Ministerios también deben pensar en perspectiva de género.


En el fondo, queremos que en los planes y programas se consideren las realidades de las mujeres y se trabaje en su incorporación en el espacio público.



Indudablemente, este Ministerio tendrá más atribuciones que el SERNAM y mayores recursos humanos y financieros disponibles.



A propósito de las inquietudes planteadas respecto al personal del Servicio Nacional de la Mujer, hago presente que el propio proyecto fija un marco mínimo de garantía a las funcionarias y a los funcionarios, al establecer que no habrá desmejoramiento respecto de sus condiciones laborales actuales. Hemos estado dialogando con todos en mesas de trabajo para asegurar una discusión lo más participativa posible con relación al decreto con fuerza de ley que determinará en detalle el resto de la estructura y las condiciones laborales de los trabajadores y las trabajadoras en la institución.



Con la reconstrucción de la democracia en la década del 90, hace 23 años, se impulsó la creación del Servicio Nacional de la Mujer. 


Pero este debate venía de antes. La preocupación por las mujeres y sus derechos es una realidad que tiene más de 50 años en nuestro país.



En el Gobierno del ex Presidente Frei Montalva se creó una institucionalidad para las mujeres. Y el Presidente Salvador Allende fue el primer mandatario que propuso la creación de un Ministerio de la Mujer.


Hace 23 años se comenzaron a cimentar las bases de un trabajo que ha permitido el reconocimiento social del aporte de las mujeres a nuestra cultura, a nuestra sociedad, a nuestra economía. La profundidad de la tarea y la celeridad con que se debe emprender para que las mujeres dejen de ser las más desiguales en nuestro país requieren de un paso cualitativo mayor.


Nadie puede desconocer los avances logrados en estas décadas en materia de resguardo a los derechos de las mujeres y nadie puede desconocer el papel que ha cumplido el SERNAM para ese fin.



Y ahora estamos a punto de dar un salto cualitativo relevante. 



El Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género es, por lo demás,…

La señora ALLENDE (Presidenta).- Concluyo el tiempo, señora Ministra.



Le doy tiempo adicional para que redondee su idea.

La señora PASCUAL (Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer).- Gracias, señora Presidenta.



Decía que el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género es una demanda histórica de las mujeres, de las que lucharon por entrar a los colegios y a las universidades; de las que lucharon por el derecho a voto; de las que lucharon por el derecho al trabajo remunerado fuera del hogar, por la sindicalización, por las juntas de vecinos y por los jardines infantiles; de las que lucharon por los grandes proyectos de transformación en las décadas de los 50, 60 y 70; de las que lucharon por la vida, por los derechos humanos y por la democracia durante los años de la dictadura; de las que reclamaron la democracia en el país y en la casa.


Hablo de todas las mujeres que siguen luchando hoy por más participación, más trabajo decente, igualdad salarial, mejor salud; por el respeto a la igualdad de proyectos y decisiones de vida; por el buen vivir de la sexualidad y la reproducción; por más mujeres en los directorios de las empresas; por mejores pensiones; por una educación de calidad y gratuita; por erradicar toda forma de discriminación y violencia contra las mujeres, entre otras tantas batallas.


Muchas gracias.


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto en general (33 votos a favor y una abstención) y se deja constancia de que se reunió el quórum constitucional requerido.



Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvo la señora Van Rysselberghe.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Se ha aprobado la idea de legislar y, como ya se acordó, el plazo para la presentación de indicaciones es el lunes 29. 



Las Comisiones de Gobierno y de Hacienda, unidas, podrán funcionar a partir del lunes 5 de enero.

)----------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento han llegado a la Mesa los siguientes asuntos:

Informes



De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que renueva la vigencia de la ley N° 19.648, de 1999, sobre acceso a la titularidad de los docentes a contrata en los establecimientos públicos subvencionados (boletín N° 8.784-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 18).


Segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología e informe de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (boletín N° 8.859-04) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véanse en los Anexos, documentos 19 y 20).


--Quedan para tabla.

)------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Quiero recordarles a Sus Señorías que la próxima semana tendremos sesiones extraordinarias el martes y el miércoles, de 11 a 14.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminado el Orden del Día.

El señor LETELIER.- Pido la palabra.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, como  indicó recién la señora Presidenta, se fijó una sesión extraordinaria para el próximo martes en la mañana.



La Comisión de Relaciones Exteriores y la de Defensa Nacional, por una cuestión de plazos, deben ocuparse en el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República con el que solicita el acuerdo del Senado para prorrogar la permanencia de tropas y medios militares en Bosnia y Herzegovina.



Por lo tanto, pido recabar la autorización necesaria para que podamos sesionar simultáneamente con la Sala hasta que despachemos dicho asunto.

El señor TUMA (Vicepresidente).- No hay quórum para adoptar acuerdos, señor Senador. Pero su solicitud la ratificaremos el próximo martes en la mañana.

VII. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS
El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas, pidiéndole informar sobre PROCESO DE SOLICITUD DE “CONCESIÓN MARÍTIMA” DE SECTOR FLAMENCO, REGIÓN DE ATACAMA.


Del señor HARBOE:



A la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social, planteándole la necesidad de HOMOLOGACIÓN DE FUNCIONARIOS DE CAPREDENA Y DIPRECA EN CUANTO A DESCUENTO DE 0,5 POR CIENTO DESTINADO A FONDO REVALORIZADOR DE PENSIONES.



Del señor PROKURICA:



Al señor Jefe de la División de Educación Superior del Ministerio de Educación, solicitándole informar sobre MOTIVOS PARA ASIGNACIÓN A UNIVERSIDAD DE ATACAMA DE UN SOLO PROYECTO PARA EJECUCIÓN EN “PLANES DE MEJORAMIENTO PARA CONVENIOS DE DESEMPEÑO”.


De la señora VON BAER:



Al señor Ministro de Justicia, requiriéndole exponer respecto de SITUACIÓN QUE AFECTA A FUNCIONARIOS DE LAS CORPORACIONES DE ASISTENCIA JUDICIAL DEL PAÍS, Y EN ESPECIAL, DE LA REGIÓN DE LOS RÍOS.
HOMENAJE A MOVIMIENTO APOSTÓLICO DE SCHOENSTATT EN CENTENARIO DE SU CREACIÓN. COMUNICACIÓN

El señor TUMA (Vicepresidente).- A continuación, corresponde rendir homenaje al Movimiento Apostólico de Schoenstatt con motivo de cumplirse el centenario de su creación.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Saludamos al padre Juan Pablo Rovegno, representante del superior provincial del Instituto Secular de los Padres de Schoenstatt en Chile; a la hermana María Paz Labreaux, representante de las comunidades religiosas de las Hermanas de María, del Movimiento de Schoenstatt; a la señora Verónica Ciudad, encargada de la pastoral del Santuario de Schoenstatt de Viña del Mar; a don Ernesto Aguirre y esposa, jefes de la rama de matrimonios del Movimiento de Schoenstatt en Viña del Mar.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente; Honorable Senado; padre Juan Pablo Rovegno, representante del superior provincial del Instituto Secular de los Padres de Schoenstatt; hermana María Paz Labreaux, representante de las Hermanas de María de Schoenstatt; señora Verónica Ciudad, encargada de la pastoral del Santuario de Schoenstatt de Viña del Mar; don Ernesto Aguirre y señora, jefes de la rama de matrimonios del Movimiento de Schoenstatt en Viña del Mar; miembros de las diversas comunidades de la familia de Schoenstatt; señoras y señores:



“Quisiera convertir este lugar en un lugar de peregrinación, en un lugar de gracia para nuestra casa y toda la Provincia alemana y quizás, más allá. (…) Todos los que acuden acá para orar deben experimentar la gloria de María”.



Con estas célebres palabras, pronunciadas el 18 de octubre de 1914, en el contexto de una plática dirigida a jóvenes del Seminario Menor de los Padres Palotinos, su director espiritual, el padre José Kentenich, daba origen al Movimiento Apostólico de Schoenstatt, nombre de un pequeño barrio del pueblo de Vallendar, cercano a la ciudad de Coblenza, Alemania.



Fue junto a una pequeña capilla dedicada a San Miguel Arcángel, que se encontraba abandonada, donde su fundador propone a los estudiantes su “secreta idea predilecta” y su “audaz pensamiento”, que constituyen los principios inspiradores de este movimiento eclesial.



Y esa modesta capilla pasó a convertirse en su santuario original, del cual actualmente hay alrededor de doscientas réplicas en muchas naciones.



Desde el inicio del Movimiento, su fundador lo ligó a una Madre, la Virgen María, reconocida como la Fundadora, Reina y Educadora, quien rige esta alianza de amor pactada ese 18 de octubre, hace ya un siglo.



Cuando el Movimiento cumplió veinticinco años de existencia, en la misma época en que estallaba la Segunda Guerra Mundial, el padre José Kentenich manifestó: “Todo lo grande y valioso que hemos recibido durante este tiempo, en este santo lugar, está íntimamente ligado con la Madre, Señora y Reina de Schoenstatt. Simplemente ella es el don que la sabiduría, bondad y omnipotencia divina ha querido regalar, de un modo especial, el 18 de octubre de 1914, a nuestra Familia, y por su intermedio, nuevamente al mundo entero”.



Porque precisamente se ha convertido en uno de los símbolos más importantes del Movimiento, sus integrantes la denominan “la Madre Tres Veces Admirable” o, simplemente, “la Mater”.



El padre Kentenich debió sufrir durante la guerra los rigores del cautiverio en el campo de concentración de Dachau, víctima de la persecución nazi, desde donde fue liberado en 1945. Y más tarde comienza el período de internacionalización del Movimiento, como era su deseo.



En 1943, en la ciudad de Helvecia, Uruguay, se funda el primer santuario filial. En la actualidad, la comunidad schoenstattiana se encuentra establecida en muchos países de América del Sur y del Norte, de Europa y también de África, y totaliza alrededor de un millón de miembros en sus diversas comunidades.



Es necesario destacar que durante su estadía en el campo de concentración de Dachau el padre Kentenich continuó desarrollando una intensa actividad apostólica, mediante prédicas y enseñanzas impartidas en medio de la clandestinidad, lo que hizo florecer con mayor fuerza a la familia de Schoenstatt.



A quienes hemos tenido la suerte de estar en Dachau nos ha impresionado la espiritualidad que genera el lugar donde el padre Kentenich fue injustamente retenido.



A partir de 1947, el fundador del Movimiento inicia una serie de viajes por Norteamérica, África y Sudamérica. Y nuestro país fue uno de los que tuvieron el privilegio de contar con su visita.



Sin embargo, como muchas veces ocurre con los fundadores de alguna obra, hubo de sufrir la intervención del Santo Oficio al Movimiento, pues no se comprendió bien el sistema pedagógico empleado por el padre Kentenich en la difusión de su labor, que se estimaba contrario al Magisterio Oficial de la Iglesia. Ello culminó con su separación de aquella por disposición de dicho dicasterio vaticano, y se vio obligado a trasladarse en 1951 a la ciudad de Milwaukee, Estados Unidos, donde soportó estoicamente la dura prueba a la que fue sometido, pero creyendo firmemente en el crecimiento de la obra.



Solo después de catorce años, en octubre de 1965, el Santo Padre Paulo VI lo rehabilitó en plenitud, y pudo regresar a su querida obra en la Nochebuena de ese mismo año.



Pese a contar en esa época con ochenta años de edad, a partir de su regreso tuvo un quehacer incansable a los efectos de revitalizar el Movimiento, mediante retiros espirituales, jornadas comunitarias y otras actividades similares. Con ello demostró que se trataba de una obra de iglesia preparada plenamente para la etapa posconciliar. Y eso concitó la comprensión de miles de adherentes que se fueron sumando.



Antes de fallecer el 15 de septiembre de 1968, pudo ver cómo su Movimiento había crecido significativamente, plasmándose en numerosas comunidades tanto religiosas como laicas. Entre ellas puede mencionarse al Instituto Secular de los Padres de Schoenstatt; al Instituto Secular de los Sacerdotes Diocesanos de Schoenstatt; al Instituto Secular de las Hermanas Marianas de Schoenstatt; al Instituto Secular Nuestra Señora de Schoenstatt; al Instituto Secular de los Hermanos Marianos de Schoenstatt; al Instituto Secular de las Familias de Schoenstatt, junto con las Federaciones Apostólicas de Sacerdotes, de Familias; las Ligas Apostólicas de Hombres, de Mujeres, de Familias, y las juventudes masculina y femenina de Schoenstatt.



Todas estas comunidades constituyen la gran familia de Schoenstatt.



A ello deben sumarse los miles de peregrinos que en todos los continentes visitan constantemente los santuarios de la Madre Tres Veces Admirable.



Como la gran mayoría de los movimientos eclesiales, Schoenstatt, a través de su carisma, aporta a la renovación de la Iglesia en total armonía con la misión evangelizadora manifestada en el Concilio Vaticano II, y con gran presencia laical, cuyos miembros llevan a cabo su misión renovadora.



Desde sus inicios, el padre José Kentenich imprimió un acento apostólico y evangelizador al Movimiento que fundó, dándole una impronta mariana, que debe ser el signo distintivo de todo schoenstattiano para llevar a cabo lo que él denominó “la misión salvífica de Occidente”, esto es, ir extendiendo la evangelización por todos los continentes, en una obra de renovación mariana.



En nuestro país, en la década del sesenta llegaron sacerdotes europeos integrantes del Movimiento, y paulatinamente se fueron incorporando clérigos chilenos que recibieron la espiritualidad schoenstattiana en sus noviciados y casas de formación.



Actualmente existen numerosas comunidades extendidas a lo largo de nuestra extensa geografía. La más conocida es el Instituto Secular de los Padres de Schoenstatt, constituido por una comunidad de sacerdotes de Derecho Pontificio que forma parte de la denominada “Provincia de Pentecostés”, que reúne a diversos países y cuya casa provincial en Chile se encuentra ubicada en la comuna de La Florida, junto al Santuario Nacional.



El Movimiento cuenta, asimismo, con más de treinta santuarios y ermitas en diversas ciudades del territorio nacional. Y tiene bajo su responsabilidad a seis colegios: Monte Tabor y Nazaret, Pablo Apóstol, en Santiago; San José de Chicureo, en Colina; José Kentenich, en Puente Alto; Sagrada Familia, en Reñaca Alto; Santísima Trinidad, en Concepción.



Entre sus religiosos más destacados figuran los sacerdotes Joaquín Alliende, Hernán Alessandri, Luis Ramírez, Carlos Cox; el Obispo Emérito Manuel Camilo Vial, y el Cardenal, Arzobispo Emérito de Santiago, Francisco Javier Errázuriz.



Un miembro laico consagrado de los Hermanos de María de Schoenstatt, el ingeniero civil Mario Hiriart, quien falleció a los treinta y tres años después de sufrir dolorosas enfermedades, se encuentra en proceso de beatificación desde el año 1994; sus restos descansan en un sector cercano al Santuario Nacional.



También es necesario destacar la existencia de la Corporación de Beneficencia María Ayuda, fundada por el Padre Hernán Alessandri en 1983, la cual, bajo la espiritualidad schoenstattiana, brinda a los niños desvalidos una experiencia positiva de acogida familiar que les permita reparar los daños causados por el maltrato y crecer como personas dignas, libres, felices, y con oportunidades para enfrentar la vida futura.


Aquellos que conocemos a María Ayuda podemos señalar que es, sin lugar a dudas, una gran labor, digna de destacar, y que constituye también un ejemplo de acogida a madres que optan por la vida y que han sufrido el maltrato.



En la audiencia otorgada el 25 de octubre del presente año por el Papa Francisco a más de siete mil peregrinos pertenecientes al Movimiento Apostólico de Schoenstatt, provenientes de más de cincuenta países, les manifestó que “la renovación de la Iglesia es algo que está presente desde su tradición”, poniendo énfasis en la necesidad de trabajar a base del encuentro, en contraposición al camino del desencuentro, tan transitado hoy. Finalmente, sostuvo que la “cultura del encuentro es una cultura de alianza, que crea solidaridad”.



Y en nuestra sociedad actual, en que el desencuentro se vive cotidianamente, resulta indudable que las palabras del Papa constituyen una inspiración muy importante para la vida de vuestro Movimiento, que debe continuar por muchos años más con la misión que les entregó vuestro fundador, persistiendo en esta obra de tanta necesidad para la Iglesia universal y para nuestro país en particular.



Por mi parte, los felicito por haber completado un siglo de esta alianza de amor, junto a la Madre Tres Veces Admirable, y espero que cumplan muchos años más de incansable misión, como familia de Schoenstatt, dado el valiosísimo aporte que representan tanto para la Iglesia universal como para la Iglesia en Chile.


Es importante también destacar que el padre Carlos Cox ha señalado que este es el año de la refundación de Schoenstatt, en la que el Santuario debe funcionar como eje, para que esta alianza efectivamente se fortalezca.



También deseo destacar que tres jóvenes schoenstattianos fueron a Cuba en 1999. Al año siguiente, el padre Carlos recibió a 35 jóvenes cubanos que hicieron su alianza, y en 2008 se ordenó el primer sacerdote diocesano entre sus filas. 



Por tanto, esta es una obra de amor. Y esperamos que cumpla muchos años más. 



También confiamos en que el proyecto que presentamos en su oportunidad para erigir un monumento al padre Hernán Alessandri en La Florida finalmente sea despachado por el Congreso Nacional, de manera de honrar a un hombre que, sin lugar a dudas, lleva en su corazón a esa Madre Tres Veces Admirable y que es un ejemplo a seguir. 


Señor Presidente, le solicito enviar copia de esta intervención al superior provincial del Instituto Secular de los Padres de Schoenstatt en nuestro país, Padre Mariano Irureta.



Muchas gracias.


--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
El señor TUMA (Vicepresidente).- De esta forma culmina el homenaje que el Senado ha rendido al Movimiento Apostólico de Schoenstatt con motivo de conmemorarse el centenario de su creación.




 )----------(

El señor TUMA (Vicepresidente).-
Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 20:15. 






Manuel Ocaña Vergara,






  Jefe de la Redacción 

ANEXOS

SECRETARÍA DEL SENADO

LEGISLATURA NÚMERO 362

ACTAS APROBADAS

SESIÓN 66ª, ESPECIAL, EN MARTES 25 DE NOVIEMBRE DE 2014


Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Tuma. 


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda y Secretaria General de la Presidencia, señor Alberto Arenas y señora Ximena Rincón, respectivamente.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 64ª y 65ª, ordinarias, de 18 y 19 de noviembre del presente año, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensaje


De S. E. la Presidenta de la República, con el que hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de reforma constitucional que crea el cargo de Fiscal Especial de Alta Complejidad en el Ministerio Público (Boletín N° 9.608-07).


- Se tiene presente la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios


Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados, 


Con el primero, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de ley de presupuestos para el Sector Público del año 2015 (Boletín  Nº 9.600-05).


- Queda para Tabla.


Con los otros tres, comunica que dio su aprobación a las iniciativas que se enuncian a continuación: 


1.- Proyecto de ley sobre asignaciones y modificaciones a la planta del Servicio Agrícola y Ganadero (Boletín Nº 9.690-01) (con urgencia calificada de “suma”).


- Pasa a la Comisión de Agricultura y a la de Hacienda, en su caso.


2.- Proyecto de ley que otorga una bonificación adicional por retiro al personal no académico que indica de las universidades del Estado y faculta a las mismas para conceder otros beneficios transitorios (Boletín          Nº 9.557-04) (con urgencia calificada de “simple”). 


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y a la de Hacienda, en su caso.


3.- Proyecto de ley que autoriza erigir un monumento en memoria del ex ministro, abogado y defensor de los Derechos Humanos señor Jaime Castillo Velasco, en la comuna de Santiago (Boletín Nº 9.099-24) (con urgencia calificada de “simple”).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada en el ejercicio del control de constitucionalidad respecto del proyecto de ley que crea un registro voluntario de contratos agrícolas (Boletín Nº 8.829-01). 


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Contesta solicitud de información, remitida en nombre de la Honorable Senadora señora Von Baer, sobre la posibilidad de implementar una solución definitiva de conectividad para la comuna de Los Lagos, atendido el colapso de las bases del puente Collilelfu.


Responde petición de antecedentes, hecha en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, respecto de medidas para mejorar el camino del sector Molco, en la comuna de Valdivia.


Responde cuatro solicitudes de información, cursadas en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativas a las situaciones que a continuación se indican:


1.- Adopción de medidas para reparar el camino vecinal que da acceso a la comunidad José María Toro y permite conectividad con las rutas principales que unen el sector rural con la ciudad de Lautaro.


2.- Reparación del camino vecinal que asegura la conectividad de los vecinos de la comunidad Antonio Quidel e incorporación de ésta en los planes especiales existentes en la Región de La Araucanía.


3.- Planteamiento de la Junta de Vecinos Los Colonos, de la reserva nacional Malleco, relativo al mejoramiento de los caminos que unen los sectores rurales de Menuco y Las Seis con la ciudad de Collipulli.


4.- Reparación de la calle Julio Saavedra, del sector Las Totoras, comuna de Angol, con el objeto de proporcionar a los vecinos un acceso seguro.


Responde solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor García, acerca del estado del proyecto de nuevo puente en Carahue, con una inversión anunciada de US$ 20 millones.


Atiende petición, cursada en nombre del Honorable Senador señor Horvath, con la adhesión del Honorable Senador señor Tuma, respecto de la factibilidad de atender a la solución de los problemas de conectividad en la zona austral.


Da contestación a solicitud de antecedentes, hecha en nombre del Honorable Senador señor Matta, acerca de los programas de conservación y mantenimiento de los caminos que llevan al cajón de Achibueno, y de la factibilidad de extender la referida red caminera en 62 kilómetros.


Atiende consulta, expedida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a presentación de solicitudes de enrolamiento del camino del sector Mela, en la comuna de Trehuaco y, asimismo, sobre la existencia de un plan global de mantenimiento de los caminos rurales de Ñuble.


Da respuesta a solicitudes de información, formuladas en nombre del Honorable Senador señor Quintana, respecto de los asuntos que se indican: 


1.- Posibilidad de realizar obras de mejoramiento en la ruta        D 730, que une Traiguén con Pichipellahuén, por Huiñilhue, en la Región de La Araucanía; petición a la que adhirió el Honorable Senador señor Tuma.


2.- Realización de estudios para verificar si el diseño y la ejecución de la obra que se registra en la avenida Recabarren, en la comuna de Temuco, cumple con los estándares de seguridad vial y de conectividad.

De la señora Ministra de Salud


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, relativa a la situación funcionaria que afecta al médico señor Roberto Sepúlveda Hermosilla, dependiente del Servicio de Salud Metropolitano Central.


Contesta acuerdo de la Corporación, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señor Matta, señora Goic y señores Araya, Horvath y Prokurica, relativo a la adopción de medidas administrativas de apoyo a las víctimas del terrorismo en materias de salud, laboral, previsional y el establecimiento de un fondo especial de responsabilidad por los daños ocasionados (Boletín Nº S 1.728-12).

De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social


Atiende consulta, recabada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre diversos aspectos relacionados con las cifras de accidentabilidad laboral registradas por esa Secretaría de Estado en los últimos cuatro años y sobre la posición del Ministerio en lo relativo a los siniestros que afectan a numerosos trabajadores y que no se contabilizan ni registran debido a que ellos están obligados a concurrir a la red pública de salud.

Del señor Ministro de Agricultura


Da respuesta a solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre la factibilidad de destinar recursos especiales para enfrentar la plaga de visones que afecta a la Región de Los Ríos.

Del señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones


Da respuesta al acuerdo adoptado por la Corporación, a proposición de los Honorables Senadores señores Ossandón, Allamand, Bianchi, García-Huidobro y Guillier, relativo a la incorporación de las normas que rigen a los ciclistas en los exámenes teóricos para la obtención de licencias de conducir clases B y C (Boletín Nº S 1.733-12).

De la señora Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes


Contesta acuerdo de la Corporación, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señores De Urresti, Guillier, Quinteros y Tuma, para poner de relieve la obra literaria y el legado humano del escritor argentino Julio Cortázar e incorporar la lectura de sus obras en el currículo escolar en el marco de la conmemoración del centenario de su nacimiento (Boletín Nº S 1.694-12).

Del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo


Atiende solicitud de información, formulada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, respecto del estado actual del Programa de Manejo Integral de Residuos Sólidos de la Región de Los Ríos.

Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas


Responde consulta, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del estado de tramitación de la solicitud de concesión marítima, formulada por la señora Guzmara Reyes, en su calidad de representante de la Asociación Gremial de Comerciantes de Talcahuano.

Del señor Director del Servicio Electoral


Da respuesta a solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre las condiciones de accesibilidad para que las personas con capacidades especiales o problemas de salud o movilidad reducida puedan ejercer, de manera expedita, su derecho a sufragio.


Contesta petición de antecedentes, hecha en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, relativa al número de rendiciones de gasto electoral efectivamente presentadas al Servicio, por candidatos a concejales, alcaldes, diputados y senadores, con ocasión de las últimas elecciones.

Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura


Atiende consulta, hecha en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a las cuotas de pesca y a las especies sin cuota extraídas en la Región del Bío Bío, en el último lustro, desglosando los datos según se trate de pesca industrial o artesanal.

Del señor Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Producción Limpia


Responde consulta, cursada el nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre participación de empresas en acuerdos de producción limpia en regiones, niveles de cumplimiento, procedimientos de fijación de metas, y sobre las prioridades temáticas y territoriales del Consejo para el período 2015-2018.

Del señor Director Nacional de Gendarmería de Chile


Contesta solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre las razones de un eventual traslado de reos desde centros penitenciarios de Santiago y Concepción hasta la ciudad de Valdivia, y si esa medida prevé un aumento en la dotación de gendarmes y mayores recursos para planes de rehabilitación y reinserción laboral de los internos.

Del señor Intendente Regional de la Región de Los Ríos


Atiende petición, formulada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, relativa al estado actual del Programa de Manejo Integral de Residuos Sólidos de esa Región.

Del señor Director (T y P) del Servicio de Vivienda y Urbanización,

Región de Atacama


Contesta solicitud de información, expedida en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, acerca del resultado de las demandas de restitución de subsidios interpuestas en contra de doce personas por infracción al reglamento habitacional al no ocupar las viviendas que les fueron entregadas en el conjunto habitacional “Los Olivos Primera Etapa”, de Huasco.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Navarro y Horvath, con la que inician un proyecto de ley modificatorio de la ley que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores para hacer obligatorio el sello SERNAC que regula el Título V del mismo cuerpo legal (Boletín           N° 9.733-03).


- Pasa a la Comisión de Economía.


De los Honorables Senadores señores Navarro y Lagos, con la que se da inicio a un proyecto de ley que modifica la ley N° 19.986 para regular el derecho al trato respetuoso que se debe a las partes, sus representantes, abogados y procuradores en los procesos que se tramiten en los Tribunales de Familia, y sanciona su infracción (Boletín N° 9.734-07).


- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.


De los Honorables Senadores señores Navarro, Horvath y Lagos, con la que dan inicio a un proyecto de ley que establece la obligación de contar con sistemas preferenciales en los lugares de atención de público para personas embarazadas, adultos mayores y con menoscabo de su salud o movilidad (Boletín N° 9.737-17).


- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Navarro, Guillier, Horvath y Lagos, mediante el cual solicitan a S. E. la Presidenta de la República el envío de un proyecto de ley que declare que las beneficiarias de pensiones por sobrevivencia del Instituto de Previsión Social que se hayan afiliado a una administradora de pensiones con el fin de acceder al bono por hijo, conservan su calidad de causante de la asignación por causa de muerte del antiguo sistema de pensiones (Boletín Nº S 1.754-12).


De los Honorables Senadores señores Navarro, Guillier, Horvath y Lagos, con el que se pide a S. E. la Presidenta de la República la creación de una comisión interministerial que elabore un proyecto de ley de salud mental y que en su funcionamiento se asegure la participación de las organizaciones de interés público relacionadas con la prevención y promoción de aquélla (Boletín Nº S 1.755-12).


De los Honorables Senadores señores Navarro, Guillier y Horvath, con el que solicitan al Consejo Directivo del Banco del Estado de Chile el término de los cobros de comisión por giro y consulta de saldo de las cuentas RUT, y la adopción de medidas para el fomento y expansión de las cajas vecinas (Boletín Nº S 1.756-12).


De los Honorables Senadores señores De Urresti, Horvath y Montes, con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República que otorgue urgencia a la tramitación del proyecto de acuerdo, presentado el año 2001, que aprueba el Protocolo facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer (Boletín Nº 2.667-10), actualmente en el Senado (Boletín Nº S 1.757-12).


De los Honorables Senadores señores De Urresti, Horvath, Montes y Walker, don Patricio, con el que solicitan a los señores Ministro de Agricultura y Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal que, en el marco de la ejecución de sus políticas públicas, se avance en la elaboración de una definición operativa de “bosque degradado” y se apoye los esfuerzos desplegados en regiones para recuperar el bosque nativo (Boletín Nº S 1.758-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

_________


Enseguida, el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio) solicita que, en su oportunidad, se reconsidere -por las razones que expone- la decisión adoptada durante la tramitación del proyecto de ley que fija porcentajes mínimos de emisión de música nacional y música de raíz folklórica oral, a la radio difusión chilena (Boletín N° 5491-24), en lo relativo a la cuestión de inadmisibilidad que se planteó respecto del inciso tercero del artículo 15 bis, que se propone agregar a la ley N° 19.928.

- - -

Luego, el Honorable Senador señor Prokurica pide recabar el acuerdo de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público correspondiente al año 2015 (Boletín N° 9.600-05).

Se resolverá en su oportunidad.

- - -


A continuación, la señora Presidenta, solicita la anuencia de la Sala para el ingreso del señor Director de Presupuestos.

No hay acuerdo.

- - -


Se suspende la sesión para efectuar una reunión de Comités.


Se reanuda la sesión.
- - -

ACUERDOS DE COMITÉS


El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión recién celebrada, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1.- Incluir en el primer lugar de la Tabla de la sesión ordinaria del próximo martes 9 de diciembre, el proyecto de ley que fija porcentajes mínimos de emisión de música nacional y música de raíz folklórica oral, a la radio difusión chilena (Boletín N° 5.491-24).

2.- En lo que dice relación con la discusión del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público correspondiente al año 2015 (Boletín        N° 9.600-05), se empalmarían, de ser necesario, mañana miércoles 26 del presente, la sesión especial citada a partir de las 10:00 horas con la sesión ordinaria de la tarde, y se continuará hasta su total despacho. 

En esa sesión, se incluirán, además, el proyecto de ley que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, y concede otros beneficios que indica (Boletín Nº 9.738-05), si ha llegado de la Cámara de Diputados y estuviere informado por la Comisión de Hacienda, y, enseguida, el proyecto de acuerdo que aprueba el Reglamento de los Registros de Agenda Pública y de Lobbistas y Gestores de Intereses Particulares del Senado (Boletín N° S 1.742-09).

- - -

Se adjunta a la presente acta un anexo que contiene el texto íntegro de las indicaciones formuladas al proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público correspondiente al año 2015 (Boletín N° 9.600-05).

- - -


Esta acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015, en segundo trámite constitucional, con informe de la Comisión Especial Mixta de

Presupuestos

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.

El señor Secretario General señala que el proyecto tiene el Boletín N° 9.600-05. 


Añade que la iniciativa cuenta con un informe de la Comisión Especial Mixta de Presupuestos la que, en mérito de los antecedentes pertinentes y del debate contemplado en su informe, aprobó el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015, efectuando, respecto de las diversas Partidas presupuestarias y del articulado de la iniciativa, la siguiente proposición:
PARTIDA 01

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA


Aprobarla, con la siguiente enmienda:

Capítulo 01; Programa 01 (Presidencia de la República).


- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

PARTIDA 02

CONGRESO NACIONAL


Aprobarla, con las siguientes modificaciones:

Capítulo 01; Programa 01 (Senado).


- Realizar la siguiente modificación:









“Miles de $ Subt. Ítem Asig.






   Reducir en
22
BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO

216.139









  Miles de $ Subt. Ítem Asig.





          Incrementar en

24
TRANSFERENCIAS CORRIENTES

216.139

         03
A otras Entidad Públicas



216.139

              007
Otras Transferencias

05


216.139

Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. 


- Sustituir, en la glosa 03, asociada al subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), la frase “Capacitación y perfeccionamiento, Ley        N° 18.575” por “Capacitación y perfeccionamiento.”. 


- Crear la glosa 05, nueva, asociada a la asignación 007, Otras Transferencias, del siguiente tenor:


“05 Incluye hasta $ 216.139 miles para contratar personal que se desempeñe en TV Senado, en la modalidad jurídica prevista en el artículo 3° A, de la Ley N° 18.918.”. 

Capítulo 02; Programa 01 (Cámara de Diputados).


- Sustituir, en la glosa 03, asociada al subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), la frase “Capacitación y perfeccionamiento, Ley        N° 18.575” por “Capacitación y perfeccionamiento.”. 

Capítulo 03; Programa 01 (Biblioteca del Congreso).


- Sustituir, en la glosa 03, asociada al subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), la frase “Capacitación y perfeccionamiento, Ley        N° 18.575” por “Capacitación y perfeccionamiento.”. 

Capítulo 04; Programa 01 (Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias).


- Sustituir, en la glosa 02, asociada al subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), la frase “Capacitación y perfeccionamiento, Ley        N° 18.575” por “Capacitación y perfeccionamiento.”. 


- Crear la siguiente glosa 03, nueva, asociada al Programa:


“03 Incluye $480.946 miles, para los gastos en personal, operación y funcionamiento del Comité de Auditoría Parlamentaria.”. 


- Agregar a la nueva glosa 03, asociada al Programa, después del punto aparte (.), el siguiente inciso, nuevo:


“En enero, el Comité informará a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, el desglose en los distintos conceptos de gasto de dichos recursos y, trimestralmente, remitirá un informe de su ejecución presupuestaria a la misma Comisión. Copia de ambos informes deberán enviarse a la Dirección de Presupuestos.”. 

PARTIDA 03

PODER JUDICIAL


Aprobarla, con la siguiente enmienda:

Partida 03, Poder Judicial.


- Incorporar la siguiente glosa 01, nueva, asociada a la Partida:


“01 La Corporación Administrativa del Poder Judicial deberá enviar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, el detalle de los gastos de los recursos destinados al proyecto Memoria Histórica de Derechos Humanos.”. 

PARTIDA 05

MINISTERIO DEL INTERIOR Y SEGURIDAD PÚBLICA


Aprobarla, con las siguientes modificaciones:

Capítulo 02; Programa 01 (Servicio de Gobierno Interior).


- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 


- Reemplazar, en la glosa 08, el punto seguido (.) que sucede a la palabra “programa”, por lo siguiente:


“, correspondiente a proyectos, acciones, actividades, programas o iniciativas para una o más provincias para la prevención, mitigación y manejo de los riesgos naturales, sociales y económicos. Estos recursos serán transferidos a las Gobernaciones Provinciales mediante resolución de la Subsecretaría del Interior, estableciéndose previamente los criterios, procedimientos y límite de los gastos para su asignación.”. 

Capítulo 03; Programa 01 (Servicio Electoral).


- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 04; Programa 01 (Oficina Nacional de Emergencia).


- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 


- Agregar, en la glosa 06, el siguiente inciso final, nuevo:


“Los equipos de la Red Sismológica Nacional, tanto los ya instalados como los que se instalarán durante el año 2015 en terrenos de privados, requerirán solamente de la autorización simple de los respectivos propietarios.”. 

Capítulo 05; Programa 01 (Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo).


- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 05; Programa 03 (Programas de Desarrollo Local).

Subt.
Ítem
Asig.
 




 Reducir
09



Aporte Fiscal


8.000.000


01


Libre



8.000.000

33



Transferencias de Capital
8.000.000


03


A Otras Entidades Públicas
8.000.000



005

Municipalidades (Programa de Mejoramiento 





Urbano y Equipamiento Comunal)
4.000.000



006

Municipalidades (Programa Mejoramiento de





Barrios)



4.000.000 


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. 


- Incorporar, en la glosa 02, el siguiente inciso final, nuevo:


“La Subsecretaría deberá informar trimestralmente, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, respecto de los convenios celebrados con municipios y con entidades públicas o privadas sin fines de lucro, para la ejecución de este programa. El informe del primer trimestre deberá incluir, además, la información de los municipios beneficiarios de este programa el año 2014.”. 

Capítulo 05; Programa 05 (Transferencias a Gobiernos Regionales).

Subt.
Ítem
Asig.



                       Reducir
09


Aporte Fiscal



7.000.000


01

Libre




7.000.000

33


Transferencias de Capital

7.000.000


03

A Otras Entidades Públicas

7.000.000



021
Provisión Puesta en Valor del Patrimonio
3.500.000



130
Provisión Saneamiento Sanitario

1.000.000



426
Provisión Energización


2.500.000 


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. 

Capítulo 07; Programa 01 (Agencia Nacional de Inteligencia).


- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 08; Programa 01 (Subsecretaría del Prevención del Delito). 


- Sustituir en la letra a) de la glosa 03 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 


- Intercalar en el inciso tercero de la glosa 06, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 015 (Programas de Prevención en Seguridad Ciudadana), entre el vocablo “tratamiento” y la expresión “de drogas”, lo siguiente:


“y/o prevención”. 

Capítulo 09; Programa 01 (Servicio Nacional para Prevención y Rehabilitación Consumo de Drogas y Alcohol).


- Sustituir en el subtítulo 24, ítem 02, Asignación 003, la denominación “Programa Barrios Críticos - Subsecretaría de Prevención del Delito”, por “Juntos Más Seguros - Subsecretaría de Prevención del Delito”.


- Sustituir en la letra a) de la glosa 03 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 


- Incorporar, en la glosa 05, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El Servicio deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos de la ejecución de estos recursos por parte de la Subsecretaría de Prevención del Delito.”. 

Capítulo 10; Programa 01 (Subsecretaría del Interior).


- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 


- Agregar, en la glosa 11, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Semestralmente los Delegados Presidenciales, a través de la Subsecretaría del Interior, remitirán un informe de su gestión a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.”. 

Glosas comunes para todos los Programas 01 de los Gobiernos Regionales


- Sustituir en la letra a) de la glosa 01 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Glosas comunes para todos los Programas 02 de los Gobiernos Regionales y para el Programa 03 del Gobierno Regional de Magallanes y Antártica Chilena.


Modificar la glosa 02, en el siguiente sentido:


- Intercalar, en el párrafo primero del numeral 2.1, entre el punto seguido (.) y la palabra “Asimismo”, la siguiente frase: 


“Las instituciones privadas sin fines de lucro podrán ser beneficiarias de estos recursos siempre que al momento de postular tengan una personalidad jurídica vigente no inferior a 2 años.”.


- Intercalar, en el párrafo tercero del numeral 2.1, entre el punto seguido (.) y la palabra “Quedarán”, la siguiente frase: 


“En cada Gobierno Regional se constituirá un comité resolutivo, para cada tipología de actividad que se someta a concurso, que resolverá a partir de la evaluación efectuada por el Gobierno Regional a las postulaciones recibidas. Estos comités resolutivos estarán integrados por funcionarios públicos, donde se deberá incluir al menos uno de otra institución pública relacionada con la tipología específica de que trate el comité, designados por acuerdo del Consejo Regional respectivo.”.


- Reemplazar, en el párrafo tercero del numeral 2.1, la segunda oración “Quedarán excluidos de estos procedimientos los recursos que se destinen al funcionamiento de los teatros regionales o municipales.”, por la siguiente: 


“Quedarán excluidos de estos procedimientos los recursos que se destinen al funcionamiento de los teatros regionales o municipales, a las actividades de carácter social que se aprueben a instituciones privadas sin fines de lucro y a aquellas actividades culturales de carácter regional que haya decidido ejecutar directamente el Gobierno Regional.”. 


- Incorporar en el numeral 2.4, un párrafo segundo, nuevo, del siguiente tenor: 


“Respecto de los recursos transferidos a las instituciones señaladas, los Gobiernos Regionales deberán informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y en las páginas web de la institución y del correspondiente Gobierno Regional, lo siguiente: planificación anual; requerimientos de personal y sus perfiles; número de cargos; los concursos para la contratación de personal y sus resultados; número de profesionales contratados con descripción de funciones y remuneraciones asociadas; transferencias y ejecución presupuestaria, y licitaciones e indicadores de gestión.”. 


- En el párrafo primero del numeral 3.5, reemplazar el primer punto seguido (.) por la siguiente frase: “, o para comunidades beneficiarias de predios acogidos a los artículos 20, letras a) y b), y 21 de la ley N° 19.253.”.


- En el párrafo primero del numeral 5.1, reemplazar la frase entre paréntesis () “incluso los destinados a concursos de riego” por la frase “incluso los destinados a concursos de riego y aquellos que se ejecuten en los recintos indicados en el numeral 4.2.7 de esta glosa”.


- En el párrafo primero del numeral 5.9, intercalar entre los términos “infraestructura pública” y la coma (,) que le sigue, la frase: “(incluso aquellas de carácter social o deportivo que se ejecuten en los recintos indicados en el numeral 4.2.7 de esta glosa)”. 


Modificar en el inciso primero de la glosa 10, lo siguiente:


- Sustituir la frase “Hasta un total que no supere el 5% de su presupuesto consultado en la presente Ley aprobada por el Congreso Nacional podrá ser destinado por cada Gobierno Regional a” por la expresión “Los Gobiernos Regionales podrán financiar”.


- Reemplazar la expresión “vecinales y casetas sanitarias.” por “vecinales, casetas sanitarias, agua potable rural, ya sea a través de sistemas de agua potable y/o de abastos de agua y compra de derechos de agua para abastecimiento doméstico. Los planes podrán contemplar recursos para otorgar la certidumbre jurídica de la propiedad indígena (goces) a los beneficiarios de los planes, así como para tramitar y otorgar las servidumbres necesarias para los proyectos.”. 

PARTIDA 06

MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES


Aprobarla, con la siguiente modificación:

Capítulo 01; Programa 01 (Secretaría y Administración General y Servicio Exterior).


- Agregar un inciso segundo a la glosa 02, del siguiente tenor: 


“En el mes de enero se informará a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Hacienda de la Cámara de Diputados y del Senado y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos la programación de las actividades financiadas con los recursos del Programa Comunidades de Chilenos en el Exterior, y semestralmente sobre la ejecución de dichos recursos.”. 


- Sustituir en la letra a) de la glosa 03 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 02; Programa 01 (Dirección General de Relaciones Económicas Internacionales).


- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 02; Programa 02 (Promoción de Exportaciones).


- Sustituir en la letra a) de la glosa 03 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 03; Programa 01 (Dirección de Fronteras y Límites del Estado).


- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 04; Programa 01 (Instituto Antártico Chileno).


- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

PARTIDA 07

MINISTERIO DE ECONOMIA, FOMENTO Y TURISMO


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Glosa 01 asociada a la Partida


- Sustituir en la glosa 01 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Economía y Empresas de Menor Tamaño). 


- Reducir los siguientes rubros de gastos en los montos que se señala: 

Subt.
Item Asig. 





Miles de $

22


Bienes y Servicios de Consumo
   50.000


- Incorporar la siguiente nueva asignación 010 con el monto que se indica:

Subt.
Item
Asig. 





Miles de $

24


Transferencias Corrientes

   50.000


01

Al Sector Privado


   50.000



010
Programa Asociatividad y Economía




Social




   50.000 


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. 


- Incorporar a la glosa 07 un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:


“Mediante decreto supremo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, dictado a más tardar el 1 de enero de 2015, se establecerán, entre otros, los objetivos, funciones, conformación, procedimientos de operación, y cualquier otra definición necesaria para su correcto funcionamiento. Por igual mecanismo podrá modificarse de ser necesario. Adicionalmente, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo deberá enviar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.”. 


- Agregar en la glosa 08, asociada a la asignación 478, Secretaria del Fondo de Inversión Estratégica, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Antes del 31 de enero de 2015, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas, objetivos y el mecanismo de evaluación de este programa. Adicionalmente, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo deberá enviar trimestralmente a dicha Comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.”. 


- Incorporar en la glosa 09 asociada a la asignación 479, Agenda Digital, el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Antes del 31 de enero de 2015, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas, objetivos y el mecanismo de evaluación de este programa. Adicionalmente, el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo deberá enviar trimestralmente a dicha Comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.”. 

Capítulo 02; Programa 01 (Servicio Nacional del Consumidor). 


- Agregar en la glosa 06, asociada a la asignación 002, Programa Educación Financiera, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Antes del 31 de enero de 2015, el Servicio Nacional del Consumidor, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas, objetivos y el mecanismo de evaluación de este programa, así como un informe sobre la coordinación con los otros Programas que se realizan sobre esta materia en los distintos Ministerios. Adicionalmente, deberá enviar trimestralmente a dicha Comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.”. 


- Incorporar una glosa 08, nueva, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 600, Proyecto de Modernización del Estado-BID, del siguiente tenor:


“08 Antes del 31 de enero de 2015, el Servicio Nacional del Consumidor, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas y objetivos de este programa. Adicionalmente, deberá enviar trimestralmente a dicha Comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.”. 

Capítulo 06; Programa 01 (Corporación de Fomento de la Producción). 


- Reducir los siguientes rubros de gastos en los montos que se señala:

Subt.
Item 
Asig. 





Miles de $
22


Bienes y Servicios de Consumo
   200.000

24


Transferencias Corrientes

8.084.682


01

Al Sector Privado


4.300.000



090
Programas de Fomento

3.550.000



118
Emprendimiento


   750.000


02

Al Gobierno Central


3.784.682



001
SERCOTEC



1.659.682



009
Comité INNOVA CHILE

2.125.000


- Incorporar la siguiente asignación, nueva, con el monto que se indica:

Subt.
Item
Asig. 





Miles de $
24


Transferencias Corrientes

8.284.682


03

A Otras Entidades Públicas

8.284.682



404
Comités Regionales de 




Innovación CORFO


8.284.682


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación.


- Asociar a esta nueva asignación 404 las glosas 05, 06 y 13, del Programa.


- Reemplazar la glosa 12 por la siguiente:


“12 Con cargo a esta asignación se podrán transferir a los Intermediarios Financieros que hubieren otorgado créditos para cursar Estudios de Pregrado, en virtud de los Programas de Líneas Financiamiento y/o Cobertura o Subsidio Contingente de CORFO (Créditos CORFO), los recursos necesarios para financiar la rebaja en la tasa de interés a un 2% real anual que éstos aprueben a favor de dichos créditos, así como los recursos por concepto de subsidio a la renta en los casos en que la cuota mensual por el o los créditos de pregrado sea mayor al 10% de la renta bruta del deudor en el mismo período. Para lo anterior, los deudores deberán cumplir con los demás requisitos y condiciones exigidos en la normativa que CORFO dicte al efecto. 


Asimismo, con cargo a estos recursos, se les podrá transferir a los Intermediarios Financieros que hubieren otorgado créditos para financiar Estudios de Pregrado con recursos propios, las sumas necesarias para financiar, a título de subsidio a la renta, en los casos en que la cuota mensual por el o los créditos de pregrado sea mayor al 10% de la renta bruta del deudor en el mismo período, siempre que estos últimos cumplan con los requisitos y condiciones exigidos en la normativa que CORFO dicte con este objeto.


También podrán ser financiados con cargo a esta asignación, los gastos operacionales en que incurran los Intermediarios Financieros para el otorgamiento de los beneficios mencionados en los dos párrafos anteriores a los deudores.


Incluye hasta $360.500 miles para gastos en personal, y hasta $1.843.775 miles para bienes y servicios de consumo. Estos recursos deberán destinarse a la operación y seguimiento de los programas relacionados con créditos para estudios de Pregrado, incluyendo los recursos que deban ser transferidos a la Comisión Administradora del Sistema de Créditos para Estudios Superiores (Comisión Ingresa), conforme a las condiciones que se establezcan en el respectivo convenio de colaboración, montos que no ingresarán al presupuesto de la entidad receptora.”. 


- Crear la siguiente glosa 28, nueva, asociada a la asignación 404: 


“28 CORFO transferirá estos recursos a los Comités Regionales de Innovación y Desarrollo Productivo que se creen en las regiones de Antofagasta, de Bío Bío y de Los Ríos, para el financiamiento de proyectos de fomento e innovación postulados en dichas regiones y que sean de conocimiento y decisión de dichos órganos colegiados.


CORFO podrá designar en comisión de servicios a los funcionarios que se desempeñen en las Direcciones Regionales de la Corporación correspondientes a las regiones antes mencionadas, para cuyos efectos no se aplicarán las limitaciones establecidas en el artículo 70 de la ley N° 18.834.


Con cargo a esta asignación se podrá destinar un máximo de $200.000 miles para gastos en bienes y servicios de consumo.”. 

Capítulo 07, Programa 01 (Instituto Nacional de Estadísticas).


- Incorporar una glosa 05, nueva, asociada al subtítulo 24, ítem 03, A Otras Entidades Públicas, del siguiente tenor:


“Antes del 31 de marzo de 2015, el INE deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, las metas, objetivos y mecanismos de evaluación de cada una de las nuevas encuestas.”. 

Capítulo 09; Programa 01 (Servicio Nacional de Turismo). 


- Agregar en la glosa 07, asociada a la asignación 135, Programa Turismo Familiar, el siguiente inciso final, nuevo:


“Antes del 31 de enero de 2015, el Servicio Nacional de Turismo, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas y objetivos de este programa. Adicionalmente, deberá enviar semestralmente a dicha Comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas, el estado de ejecución de sus recursos, personas contratadas, recursos asignados y finalidades de las transferencias.”. 


- Agregar una glosa 09, nueva, asociada a la asignación 135, Programa Turismo Familiar, del siguiente tenor:


“09 Antes del 31 de marzo de 2015, SERNATUR deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, las metas, objetivos y mecanismos de evaluación de este nuevo programa.”. 

Capítulo 16; Programa 01 (Servicio de Cooperación Técnica). 


- Reducir los siguientes rubros de gastos en los montos que se señala: 

Subt.
Item
Asig.





Miles de $

05


Transferencias Corrientes

1.659.682


02

Del Gobierno Central


1.659.682



004
Corporación de Fomento de la




Producción



1.659.682

24


Transferencias Corrientes



01

Al Sector Privado


1.659.682



131
Programa Mejoramiento Competiti-



vidad de la MIPE



1.456.687



133
Programa Dirigido a Grupos de Em-



presas Asociatividad 


   202.995


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación.


- Reemplazar, en la glosa 04, la expresión “$16.800.512 miles” por “$15.970.670 miles”. 


- Incorporar una glosa 07, nueva, asociada a las asignaciones 131 (Programa Mejoramiento Competitividad de la MIPE), 132 (Programa Emprendedores), 133 (Programa Dirigido a Grupos de Empresas Asociatividad) y 134 (Programa Desarrollo Empresarial en los Territorios):


“Antes del 31 de enero de 2015, el Servicio de Cooperación Técnica, remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas, objetivos y el mecanismo de evaluación de este programa. Adicionalmente, deberá enviar trimestralmente a dicha Comisión, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.”. 


- Agregar la siguiente glosa 08, nueva, asociada a la asignación 133, Programa Dirigido a Grupos de Empresas Asociatividad: 


“Con cargo a esta asignación se podrán financiar el apoyo y fortalecimiento de Cooperativas. El Servicio de Cooperación Técnica remitirá trimestralmente, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe que contenga la individualización de los proyectos beneficiados con estos recursos, las cooperativas beneficiarias y los montos asignados, desagregados regionalmente.”.”. 

Capítulo 19; Programa 01 (Comité INNOVA CHILE). 


- Reducir los siguientes rubros de gastos en los montos que se señala: 

Subt.
Item
Asig.





Miles de $
05


Transferencias Corrientes

2.125.000


02

Del Gobierno Central


2.125.000

003
De CORFO



2.125.000

24


Transferencias Corrientes



01

Al Sector Privado


2.125.000



004
Innovación Empresarial

2.125.000 


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. 

PARTIDA 08

MINISTERIO DE HACIENDA


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Glosa 01 asociada a la Partida


- Sustituir en la glosa 01 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 01; Programa 07 (Sistema Integrado de Comercio Exterior, SICEX).


- Reemplazar la glosa 02, por la siguiente:


“02  Se informará a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, semestralmente, sobre el avance del proyecto y respecto de los usuarios y volumen de operación de este sistema.”. 

Capítulo 02; Programa 01 (Dirección de Presupuestos).


- Sustituir en la glosa 02, letra a), Dotación máxima de personal, el guarismo “328” por “369”. 

Capítulo 03; Programa 01 (Servicio de Impuestos Internos).


- Incorporar la siguiente glosa 05, nueva:


“05 Antes del 31 de Enero de 2015, el Servicio de Impuestos Internos deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, sobre el plan de difusión y seguimiento de la Reforma Tributaria, incluyendo los recursos destinados a este concepto. Adicionalmente, y de manera trimestral, se deberá informar sobre el estado de avance del plan de difusión y seguimiento de la Reforma Tributaria.”. 

Capítulo 11; Programa 01 (Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras).


- Reemplazar en la glosa 02, letra a), Dotación máxima de personal, el guarismo “253” por “257”. 

PARTIDA 09

MINISTERIO DE EDUCACION


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Glosa 01 asociada a la Partida


- Sustituir en la glosa 01 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Educación). 

Subt.
Ítem
Asig.





Reducir

09


Aporte Fiscal



1.743.823


01

Libre




1.743.823

29


Adquisición de Activos no Financieros 
   743.823


06

Equipos Informáticos


   743.823

33


Transferencias de Capital

1.000.000


01

Al Sector Privado


1.000.000



024
Convenio INTEGRA


1.000.000 


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. 


- Sustituir, en la glosa 01, el guarismo “12” por “32”.”. 


- Incorporar en la glosa 09, asociada al subtítulo 24; ítem 01; asignación 136, Desarrollo de Capacidades para el Estudio e Investigaciones Pedagógicas, el siguiente inciso final, nuevo:


“El Ministerio de Educación deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos.”. 

Capítulo 01; Programa 02 (Programa de Infraestructura Educacional). 


- Agregar en el inciso final de la glosa 03, asociada a la asignación 002 (Aporte Establecimientos DFL (Ed.) N°2, de 1998), a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración:


“Asimismo, el Ministerio de Educación, a más tardar el 31 de enero, deberá enviar a dicha Comisión el listado de arriendos que con cargo a esta asignación se han ejecutado en años anteriores o se encuentran en ejecución.”. 


- Intercalar, en la glosa 07, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser incisos tercero y cuarto, respectivamente: 


“El Ministerio de Educación podrá, mediante acto administrativo fundado, licitar directamente, contratar la ejecución de obras y de todas las demás acciones señaladas en el párrafo precedente.”.”. 

Capítulo 01; Programa 03 (Mejoramiento de la Calidad de la Educación).


- Incrementar, en el subtítulo 09, ítem 01, Aporte Fiscal Libre, los recursos que se consideran en $1.625.901 miles.


- Incrementar, en el subtítulo 24, ítem 03, A Otras Entidades Públicas, los recursos que se consideran en $1.625.901 miles. 


- Intercalar, en la glosa 07, los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos, pasando el actual inciso cuarto a ser inciso sexto:


 “Asimismo, considera el financiamiento de todo tipo de acciones para el fortalecimiento de la educación pública de adultos. 


Incluye el pago de compensación a los monitores para realizar acciones en el marco del Plan Nacional de Alfabetización, por un monto mensual que no exceda las 3 U.T.M. por monitor.”. 


- Crear, en el subtítulo 24, ítem 03, A Otras Entidades Públicas, las siguientes asignaciones 904 y 905, con sus glosas asociadas 09 y 10, respectivamente:


“904 Transporte Escolar Rural $1.418.901 miles


Glosa 09 “09 Recursos destinados a financiar proyectos en zonas rurales, que permitan el transporte de alumnos entre el hogar y el establecimiento educacional donde se encuentran matriculados, los que se ejecutarán de acuerdo al decreto N°0118, del Ministerio de Educación, del año 2011, y sus modificaciones.”.


905 Programa de Acceso a la Educación Superior $207.000 miles, con las siguientes glosas:


Glosa 10 “10 El financiamiento de los proyectos será a través de convenios directos con instituciones de educación superior señaladas en el artículo 52 del decreto con fuerza de ley (Ed.) N° 2, de 2010, que hayan obtenido la acreditación institucional en conformidad a lo establecido en la ley N° 20.129.”.”. 

Capítulo 01; Programa 04 (Desarrollo Curricular y Evaluación). 


- Incorporar a la glosa 14, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 612, Centro de Liderazgo Educativo, un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor:


“El Ministerio de Educación deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos y los resultados de los respectivos proyectos.”. 

Capítulo 01; Programa 12 (Fortalecimiento de la Educación Escolar Pública). 


- Reducir el subtítulo 09, ítem 01, Aporte Fiscal Libre, en $1.625.901 miles. Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación.


- Disminuir la asignación 052, Programa de Acceso a la Educación Superior, en $207.000 miles. Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación.


- Reducir la asignación 057, Transporte Escolar Rural, en $1.418.901 miles. Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación.


- Modificar la glosa 02 del siguiente modo:


Intercalar, en el inciso tercero, entre la palabra “desempeño” y la conjunción “y”, la expresión “aprobado por resolución exenta”, y agregar, luego del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración:


“Estos convenios incorporarán, entre otros, el compromiso del sostenedor de llevar un registro de las actividades implementadas, así como de los ingresos y gastos por establecimiento educacional, e informar al Ministerio de Educación, del estado de avance de los compromisos establecidos en los convenios, con la periodicidad que allí se establezca.”. 


Incorporar el siguiente inciso final:


“El Ministerio de Educación deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos, y los avances de los mencionados convenios de desempeño.”. 


- Modificar la glosa 03 en el siguiente sentido:


Reemplazar la expresión “de colaboración” por la palabra “directos”. 


Agregar un inciso final, nuevo:


“El Ministerio de Educación deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos y los avances de los mencionados convenios.”. 


- Intercalar en el inciso final de la glosa 04, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 053, Asesoría y Apoyo a la Educación Escolar, entre las expresiones “Mixta de Presupuestos,” y “el total” la frase “sobre la utilización de estos recursos y”. 

Capítulo 01; Programa 30 (Educación Superior). 









Miles de $

Subt.
Ítem
Asig.





Incrementar

09


Aporte Fiscal



5.743.823


01

Libre




5.743.823

24


Transferencias Corrientes

5.743.823


03

A Otras Entidades Públicas

5.743.823



218
Basal por Desempeño Universidades




Art. 1° DFL. (Ed.) N° 4 de 1981

5.743.823


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. 


- Incorporar un inciso segundo, nuevo, a la glosa 02, asociada al subtítulo 24; ítem 02; asignación 003, A Corfo, del siguiente tenor:


“El Ministerio de Educación, a más tardar el 31 de enero del 2015, deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de la distribución de los recursos, las metas, objetivos y un mecanismos de evaluación de este Programa.”. 


- Modificar la glosa 04 en los siguientes términos:


Sustituir, en el inciso primero, la primera oración “El Programa de Becas de Educación Superior se ejecutará de acuerdo al Decreto N° 116 de 2012 del Ministerio de Educación, o la norma que lo reemplace.”, por:


“El Programa de Becas de Educación Superior se ejecutará de acuerdo al decreto N° 97, de 2013, del Ministerio de Educación y sus modificaciones.”. 


Incorporar, en la letra c) del inciso segundo, el siguiente numeral iii), nuevo:


“iii. Que se trate de centros de formación técnica o institutos profesionales sujetos al sistema de licenciamiento. Adicionalmente en el caso de las instituciones que se encuentren sujetas al sistema de licenciamiento ante el Consejo Nacional de Educación, se requerirá un informe favorable de dicho organismo”. 


- Reemplazar, en su glosa 06, las expresiones “$290.390 miles” por “$299.102 miles”, y “$2.394.094 miles” por “$2.465.917 miles”. 


- Sustituir la glosa 12 por la siguiente:


“12 Estos recursos se asignarán a las universidades privadas incluidas en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley (Ed.) N° 4, de 1981, y a lo menos el 75% de ellos se asignarán a las instituciones cuya casa central esté localizada fuera de la Región Metropolitana de Santiago. Mediante decreto del Ministerio de Educación, suscrito por el Ministerio de Hacienda se establecerá la forma y condiciones bajo las que se asignan estos recursos.”. 


- Agregar un inciso segundo, nuevo, en la glosa 15, asociada a los subtítulos 24 y 33; asignaciones 807 y 410, respectivamente, Convenio Marco Universidades Estatales, del siguiente tenor:


“El Ministerio de Educación deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos y los avances de los mencionados convenios.”. 


- Incorporar un inciso segundo, nuevo, en la glosa 16, asociada a los subtítulos 24 y 33; asignaciones 812 y 412, respectivamente, Internacionalización de Universidades, del siguiente tenor:


“El Ministerio de Educación deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos y los avances de los mencionados convenios.”. 

Capítulo 03; Programa 01 (Agencia de Calidad de la Educación).








Miles de $ 

Subt.
Item
Asig.
 


Reducir        Incrementar
24

        Transferencias Corrientes

03 

A Otras Entidades Públicas


01
Evaluación de Logros de 




Aprendizaje

4.002.266



02
Evaluación de Desempeño, 




Párrafo 2° del Título II




de la Ley N° 20.529


4.002.266 


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. 

Capítulo 05; Programa 01 (Dirección de Bibliotecas Archivos y Museos).


- Incrementar la asignación 210, Instituciones Colaboradoras, en $206.527 miles.


- Reemplazar, en la glosa 05, el guarismo $240.733 miles por $447.260 miles. Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. 

Capítulo 09; Programa 01 (Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas).


- Incrementar el subtítulo 09, ítem 01, Aporte fiscal Libre, en $15.188.000 miles. Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. 


- Crear la siguiente asignación asociada al subtítulo 24, ítem 01, Al Sector Privado:


“290 Bono manipuladoras de alimentos $15.188.000 miles”.


- Reemplazar, en la glosa 04, el inciso tercero y final, por el siguiente:


“El Programa de Alimentación Escolar tendrá las especificaciones que a continuación se señalan, en las asignaciones presupuestarias que se indican:


a) Asignación 231, Programa de Alimentación para Educación Básica:

Servicio

Calorías 


Nº Máximo de 



Por Alumno

        
raciones diarias 

Desayuno

    250



     1.300.000

Almuerzo

    450



     1.300.000

Hogar Desayuno
    450




6.200

Hogar Almuerzo
    650/850



6.200

Hogar Once

    250




6.200

Hogar Cena

    650/850



6.200

Tercer servicio
    250



       396.700

(Ley Nº 20.595 y Sistema Chile Solidario)


b) Asignación 242, Programa de Alimentación para Kinder:


Considera la atención de hasta 135.000 preescolares diarios, los cuales incluyen hasta 35.000 niños con una ración adicional por efecto de extensión de la jornada escolar.


Incluye el servicio de alimentación para 25.760 preescolares de la ley Nº 20.595 y Chile Solidario, incluyendo a los egresados de este último programa.


c) Asignación 243, Programa de Alimentación Enseñanza Media:

Servicio


Calorías 


Nº Máximo de 




Por Alumno

       raciones diarias 

Desayuno


350



 525.000

Almuerzo


650



 525.000

Tercer servicio

300



 139.100

(Ley Nº 20.595 y Sistema Chile Solidario)


d) Asignación 246, Programa de Alimentación para Prekinder:


Considera la atención de hasta 135.000 preescolares diarios, los cuales incluyen hasta 35.000 niños con una ración adicional por efecto de extensión de la jornada escolar.


Incluye servicios de alimentación para 18.040 preescolares de la ley Nº 20.595 y Chile Solidario, incluyendo a los egresados de este último programa.”.


- Crear la siguiente glosa 11, nueva, asociada a la asignación 290:


“Con cargo a estos recursos, a contar del mes de marzo del año 2015, la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas podrá efectuar transferencias a las empresas de prestación de servicios alimenticios para establecimientos escolares y preescolares derivados de las licitaciones denominadas ID 85-35-LP11 e ID 85.16-LP12, a fin de que éstas paguen un bono mensual a sus trabajadoras manipuladoras de alimentos con contrato vigente de jornada completa de $67.500. Este bono asimismo se pagará al resto de dichas trabajadoras con contrato parcial, en proporción a las horas de contrato. Mediante resolución de JUNAEB se regulará la forma y modalidad en que se efectuará dicha transferencia”. 

Capítulo 11; Programa 01 (Junta Nacional de Jardines Infantiles). 

Subt.
Ítem 
Asig.




  Reducir
09


Aporte Fiscal


1.000.000


01

Libre



1.000.000

31


Iniciativas de Inversión
1.000.000


02

Proyectos


1.000.000 


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. 


- Agregar un inciso final, nuevo, a la glosa 05, asociada al subtítulo 24; ítem 03; asignación 170, Convenios con Municipalidades y otras Instituciones, del siguiente tenor:


“La Junta Nacional de Jardines Infantiles deberá informar, antes del 30 de abril, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, sobre la situación salarial del personal dependiente de las instituciones con que se haya suscrito convenios.”. 

Capítulo 16; Programa 01 (Consejo Nacional de la Cultura y las Artes). 


- Incorporar un inciso final, nuevo, a la glosa 07, asociada al subtítulo 24; ítem 01; asignación 290, Otras Instituciones Colaboradoras, del siguiente tenor:


“El Consejo Nacional de la Cultura y las Artes deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos.”. 


- Agregar un inciso final, nuevo, a la glosa 21, asociada al subtítulo 33, ítem 03, asignación 002, Programa de Financiamiento de Infraestructura Cultural Pública y/o Privada, del siguiente tenor:


“El Consejo Nacional de la Cultura y las Artes deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la asignación de estos recursos.”. 


- Agregar la siguiente glosa 23, nueva, asociada al subtítulo 24, ítem 01, Al Sector Privado: 


“Las instituciones receptoras de los recursos de este ítem, deberán considerar en la ejecución de sus proyectos la realización de acciones en los establecimientos escolares de educación pública y en las comunidades próximas a ellos.”. 

Capítulo 16; Programa 02 (Fondos Culturales y Artísticos).


- Incorporar la glosa 09, nueva, asociada al subtítulo 24, ítem 03, A Otras Entidades Públicas, del siguiente tenor:


“Los receptores de los recursos de estos Fondos, considerarán la realización de actividades de difusión de los proyectos, programas y acciones financiadas con ellos, en los establecimientos escolares de educación pública y en las comunidades próximas a ellos.”. 

PARTIDA 10

MINISTERIO DE JUSTICIA


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01; Programa 01 (Secretaría y Administración General).


- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 02; Programa 01 (Secretaría y Administración General).


- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 03; Programa 01 (Servicio Médico Legal).


- Reemplazar, en la glosa 01, el número “60” por “65”. 


- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 


- Sustituir, en la glosa 04, la palabra “Anualmente” por la expresión “Antes del 31 de marzo de cada año,”. 

Capítulo 04; Programa 01 (Gendarmería de Chile).


- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 04; Programa 02 (Programas de Rehabilitación y Reinserción Social).


- Sustituir en la letra a) de la glosa 01 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 07; Programa 01 (Servicio Nacional de Menores).


- Reemplazar, en la glosa 01, el número “27” por “18”. 


- Sustituir, en la letra a) de la glosa 02, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”, y el número “290” por “299”. 

Capítulo 07; Programa 02 (Programa de Administración Directa y Proyectos Nacionales).


- Reemplazar, en la glosa 01, el número “48” por “49”. 

Capítulo 09; Programa 01 (Defensoría Penal Pública).


- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

PARTIDA 11

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 21; Programa 01 (Dirección General de Aeronáutica Civil).


- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 23; Programa 01 (Subsecretaría para las Fuerzas Armadas).


- Sustituir en la letra a) de la glosa 03 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 24; Programa 01 (Subsecretaría de Defensa).


- Sustituir en la letra a) de la glosa 03 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

PARTIDA 12

MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS

Glosa 02 asociada a la Partida


- Sustituir en la glosa 02 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 02; Programa 03 (Dirección de Obras Hidráulicas).


- Incorporar en la glosa 05, antes del punto final (.), asociada al subtítulo 31, Iniciativas de Inversión, la frase siguiente: “y en lo relativo al manejo integrado de cuencas”. 

Capítulo 02; Programa 04 (Dirección de Vialidad). 


- Intercalar en la glosa 07, el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando el actual inciso sexto a ser séptimo:


“Con cargo a estos recursos la Dirección de Vialidad podrá ejecutar obras de construcción, mejoramiento y conservación en aquellas zonas urbanas que sean imprescindibles para conectar o dar continuidad al camino público.”. 


- Incorporar a la glosa 07, el siguiente inciso octavo y final, nuevo:


“La Dirección de Vialidad informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, y de manera regionalizada, el avance de las obras señaladas en esta glosa.”. 


- Agregar en la glosa 08, antes del punto final (.), la siguiente frase: “, detallando los sectores en que se reducirán los actuales transbordos por sistemas bimodales.”. 

Capítulo 02; Programa 12 (Agua Potable Rural).


- Agregar al final de la glosa 07, asociada al subtítulo 31, Iniciativas de Inversión, a continuación de la expresión “derechos de aprovechamiento de aguas”, la siguiente oración, precedida de una coma (,): “y podrán inscribir a su favor hasta doce litros por segundo, por el solo ministerio de la ley”. 


- Insertar una glosa 08, nueva, asociada al subtítulo 31, Iniciativas de Inversión, del siguiente tenor:


“08 Los terrenos donde estén ubicados los pozos de captación y las copas de los sistemas de Agua Potable Rural serán considerados de interés público.”. 

Capítulo 04; Programa 01 (Dirección General de Aguas).


- Incrementar el subtítulo 21, Gastos en Personal, en $669.000.000, y reducir igual cifra en el subtítulo 31, Iniciativas de Inversión, ítem 01, Estudios Básicos. Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación.


- Reemplazar en la letra a) de la glosa 03, asociada al subtítulo 21, Gastos en Personal, el guarismo “461” por “489” y agregarle el siguiente párrafo, nuevo:


“Incluye la contratación de 28 nuevos profesionales destinados a reforzar labores de Fiscalización del Código de Aguas.”.


- Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, a la glosa 07, asociada al subtítulo 31, Iniciativas de Inversión:


“Se informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de la participación de la Dirección General de Aguas en lo relativo al manejo integrado de cuencas.”. 

PARTIDA 13

MINISTERIO DE AGRICULTURA


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Glosa 01 asociada a la Partida


- Sustituir en la glosa 01 la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Glosa 04 asociada a la Partida


- Agregar la siguiente glosa 04, nueva:


“04 Será de acceso público a través de medios digitales toda información de interés público, tal como la relativa a la red agroclimática y la referida a los resultados de estudios, proyectos pilotos e investigación con fondos públicos. Se exceptúa de esta norma aquella información que revista carácter reservado por exigirlo la ley o que deba respetar el principio de confidencialidad contractual, o cuya publicidad pudiere afectar los intereses comerciales o derechos a percibir un ingreso por su concepto del organismo público encargado de producir esa información al colocarla a disposición de particulares.”. 

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Agricultura).


- Incorporar en la glosa 08, a continuación del punto seguido (.), la siguiente oración:


“Se deberá publicar el nombre de las instituciones mencionadas en el sitio web del Ministerio de Agricultura.”. 


- Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo, a la glosa 12:


“Se informará trimestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de la producción de semilla y ensayos transgénicos sometidos a la normativa vigente que regula la internación e introducción al medio ambiente de semilla transgénica. Esta información incluirá la ubicación geográfica de los predios y proyectos que trabajen con transgénicos.”. 

Capítulo 01; Programa 02 (Investigación e Innovación Tecnológica Silvoagropecuaria).


- Incorporar la siguiente glosa 04, nueva, asociada a las asignaciones 371, 372, 374 y 376:


“04 Los estudios e investigaciones serán de acceso público a través de medios digitales. Se informará semestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de la implementación de estudios y proyectos que ejecuten estas instituciones. Se exceptúa de esta norma aquella información que revista carácter reservado según define la ley, o que deba respetar el principio de confidencialidad contractual, o cuya difusión gratuita pudiere afectar los intereses comerciales o derechos a percibir un ingreso por su concepto de la institución encargada de producir esa información al colocarla a disposición de particulares, a juicio de ésta.”.


- Agregar la siguiente glosa 05, nueva, asociada a la asignación 374, Centro de Información de Recursos Naturales:


“05 Se informará trimestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de todos los programas de información territorial que existan y que se estén realizando por parte del CIREN.”. 

Capítulo 03; Programa 01 (Instituto de Desarrollo Agropecuario). 


- Agregar, en la glosa 10, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Se deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, la ejecución de recursos y el número de convenios suscritos, su contenido y el número de personas profesionales, técnicos y administrativos contratados.”. 


- Incorporar, en la glosa 11, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Se deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, la ejecución de recursos y el número de convenios suscritos, su contenido y el número de personas profesionales, técnicos y administrativos contratados. Adicionalmente, deberá enviarse el contenido de los Programas a ejecutarse antes del 31 de enero del año 2015.”. 

Capítulo 05; Programa 04 (Áreas Silvestres Protegidas). 


- Agregar, en la glosa 04, asociada al subtítulo 21 (Gastos en Personal), el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Se deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos el número de Jornales Transitorios, individualizados por su RUT y el tipo de labores que realizan.”. 


- Incorporar la siguiente glosa 06, nueva, asociada a la asignación 532, Proyectos de Desarrollo Sustentable:


“06 Se deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos la ejecución de los recursos, las acciones a desarrollar, metas y plazos de dicho proyecto. Adicionalmente, se enviará el contenido del programa a ejecutarse antes del 31 de enero del año 2015.”. 

Capítulo 05; Programa 05 (Gestión Forestal). 


- Agregar en la glosa 02, asociada al subtítulo 21 Gastos en Personal, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Se deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos el número de Jornales Transitorios, individualizados por su RUT y el tipo de labores que realizan.”. 


- Incorporar una glosa 04, nueva, asociada a la asignación 370, Proyecto Bosque Modelo, del siguiente tenor:


“Se deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos la ejecución de los recursos, las acciones a desarrollar, metas y plazos de dicho proyecto. Adicionalmente, se enviará el contenido del programa a ejecutarse antes del 31 de enero del año 2015.”. 

PARTIDA 14

MINISTERIO DE BIENES NACIONALES


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01; Programa 04 (Administración de Bienes).


- Intercalar en la glosa 03 asociada al Programa, entre “ley        N° 20.257” y el punto final (“.”), la siguiente frase: “, indicando aquellos que correspondan a peticiones de cooperativas y comunidades”. 


- Incorporar en la glosa 05 asociada al Subtítulo 10, ítem 01 (Terrenos), el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Del mismo modo, deberá remitir, antes del 31 de enero de 2015, a las Comisiones señaladas en el inciso precedente y a los Servicios de Vivienda y Urbanismo respectivos, un listado de los terrenos de que disponga ubicados en el radio urbano, desagregados por comuna.”. 


- Agregar en la glosa 09 asociada al Subtítulo 33 (Transferencias de Capital), el siguiente inciso segundo, nuevo:


“El Ministerio de Bienes Nacionales informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos respecto de la licitación de terrenos para el establecimiento de la Zona Franca, y sobre los casos pendientes de aplicación de la ley N° 19.776.”. 

PARTIDA 15

MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL


Aprobarla, con la siguiente enmienda:

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría del Trabajo).


- Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 


- Asociar la siguiente glosa 11, nueva, al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 261 (Comisión del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales):


“La Comisión del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales deberá publicar en su página web e informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, acerca de las actividades realizadas, recursos invertidos y personas beneficiadas en virtud de esta asignación.”. 

Capítulo 01; Programa 03 (Proempleo).


Incorporar un inciso final, nuevo, a la glosa 07 asociada al Subtítulo, Ítem 03, Asignación 264 (Programa Inversión en la Comunidad), del siguiente tenor:


“El Ministerio del Trabajo y Previsión Social deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto acerca de las actividades realizadas, recursos invertidos, personas beneficiadas y convenios celebrados en virtud de este Programa.”. 

Capítulo 02; Programa 01 (Dirección del Trabajo).


Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 03; Programa 01 (Subsecretaría de Previsión Social).


- Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 


- Asociar la siguiente glosa 05, nueva, al Subtítulo 24, Ítem 01, Asignación 002 (Fondo para la Educación Previsional):


“El Ministerio del Trabajo y Previsión Social deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto acerca de las actividades realizadas, recursos invertidos, personas beneficiadas y convenios celebrados en virtud de este Fondo.”. 

Capítulo 04; Programa 01 (Dirección General de Crédito Prendario).


Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 05; Programa 01 (Servicio Nacional de Capacitación y Empleo).


- Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 


- Agregar, en el inciso primero de la glosa 19 asociada al Subtítulo 24, Ítem 01, Asignación 007 (Programa Más Capaz), la siguiente oración final: “Dicho decreto deberá ser dictado a más tardar el 31 de enero de 2015.”. 

Capítulo 06; Programa 01 (Superintendencia de Seguridad Social).


Sustituir, en la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 07; Programa 01 (Superintendencia de Pensiones).


Sustituir, en la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 09; Programa 01 (Instituto de Previsión Social).


- Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 04 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 10; Programa 01 (Instituto de Seguridad Laboral).


Sustituir, en la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. (Unanimidad 21x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Capítulo 13; Programa 01 (Caja de Previsión de la Defensa Nacional).


Sustituir, en la letra a) de la glosa 03 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 14; Programa 01 (Dirección de Previsión de Carabineros de Chile)


Asociar  la siguiente glosa 06, nueva, al Subtítulo 23, Ítem 03, Asignación 002 (Beneficios Médicos)


“06 Semestralmente se informará a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos respecto del estado de pago a los proveedores de bienes y servicios.”. 

PARTIDA 16

MINISTERIO DE SALUD


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Glosas comunes a la Partida.


Sustituir, en la glosa 01, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Resumen presupuestario de Instituciones.


Incorporar en la glosa 02 asociada al Subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), en la letra d) sobre Convenios DFL N°36, (S), de 1980, el siguiente párrafo final:


“El Ministerio de Salud deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto, dentro de los treinta días siguientes al término del trimestre respectivo, sobre los convenios celebrados, el estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”. 

Capítulo 02; Programa 01 (Fondo Nacional de Salud).
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Capítulo 02; Programa 02 (Programa de Atención Primaria).
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Glosa 02 asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes):


- Sustituir, en el inciso primero, el guarismo “1.048.775.313” por “1.062.775.313”. 


- Sustituir, en el inciso segundo, el número “56” por “57”. 


- Incorporar la siguiente glosa 03, nueva, asociada a todo el Programa:


“03 Antes del 31 de marzo de 2015, el Fondo Nacional de Salud deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe en el que se contendrá una explicación pormenorizada y desglosada de los montos y formas de cálculo del aporte llamado “per cápita” y la cantidad de población sobre la cual se calculó, junto con la explicación precisa de cómo dicha información está reflejada en la ley de presupuestos.”. 

Capítulo 05; Programa 01 (Central de Abastecimiento del Sistema Nacional de Servicios de Salud).


Agregar la siguiente glosa 06, nueva, asociada a todo el Programa:


“06 La Central de Abastecimiento deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre el detalle de la deuda a proveedores con más de 30 días de facturación.”.

Capítulo 09; Programa 01 (Subsecretaría de Salud Pública).


Reemplazar, en la glosa 02 asociada al Subtítulo 21 (Gastos en Personal), la letra a) por la siguiente:

“a) Dotación máxima de personal

a1) Dotación máxima de personal Ley N°18.834.

-N° de cargos 








3.885

a2) Dotación Máxima de personal Ley N° 19.664.

-N° de horas semanales





          2.563”. 


- Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo, en la glosa 06 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 299 (Programas Especiales, Atención Primaria):


“Del mismo modo, la Subsecretaría de Salud Pública deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto sobre el estado de ejecución de los recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas en virtud de esta asignación.”. 


- Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo, en la glosa 07 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 421 (Fondo Nacional de Investigación y Desarrollo en Salud):


“La Subsecretaría de Salud Pública deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto sobre el estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas en virtud de esta asignación.”. 


- Agregar la siguiente glosa 11, nueva, asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes):


“11 Antes del 31 de enero de 2015, la Subsecretaría de Salud Pública deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto sobre el cronograma de inversiones, metas y objetivos asociados a los siguientes programas: Tenencia Responsable de Mascotas, Programa Nacional de Prevención del Suicidio, y Vigilancia y Control del Consumo de Tabaco en la Salud de la Población. Deberá, además, informar trimestralmente a la misma Comisión sobre el estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”. 

Capítulo 10; Programa 01 (Subsecretaría de Redes Asistenciales).


- Agregar la siguiente glosa 11, nueva, asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 400 (Atención Primaria, ley N° 20.645 Trato Usuario).


“11 La Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre los fondos asignados y el estado de ejecución de estos recursos, los procedimientos de información y evaluación y las demás condiciones y modalidades de ejecución, así como las instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”. 


- Agregar las siguientes glosas 12, 13 y 14, nuevas, asociadas a todo el Programa:


“12 Antes del 31 de marzo de 2015, la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe detallado del Programa de Centros de Salud de Excelencia, en el que se expliciten los criterios de selección de los Centros y los mecanismos con los cuales se entregarán los recursos, especificando cómo se medirá la satisfacción de los usuarios. Además,  deberá informar acerca de todos los establecimientos de salud que, habiendo postulado a dicho Programa, no fueron seleccionados, señalando las razones específicas para ello en cada caso.”. 


“13 Antes del 31 de enero de 2015, la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe detallado sobre el cronograma de inversiones, metas y objetivos comprometidos, asociado a los siguientes programas: Camas Sociosanitarias; Centro Diurno de Apoyo a Personas con Demencia; Fondo de Farmacia para Enfermedades No Transmisibles en Atención Primaria; Mas Adultos Mayores Autovalentes; Mejoramiento de Acceso a la Atención Odontológica; Tamizaje Auditivo Universal y Rehabilitación Integral para Disminuir la Discapacidad Auditiva; Programa Odontológico Integral; Programa Preventivo en Salud Bucal – Sembrando Sonrisas; Refuerzo Atención de Urgencia Hospitalaria y Prehospitalaria; Servicio de Atención Primaria de Urgencia de Alta Resolución (SAR); Vida Sana Intervención en Factores de Riesgo de Enfermedades Crónicas en Niños, Adolescentes, Adultos y Mujeres Post Parto; Programa de Fortalecimiento de la Medicina Familiar en APS; Hospitalización Domiciliaria; AUGE Expansión en Atención Secundaria y Terciaria; Rehabilitación; Aumento de la Resolutividad de la Atención de Especialidad en Salud Mental en COSAM; Coordinación Nacional de Procuramiento y Trasplante de Órganos; Recursos de Expansión en Programa Atención Primaria de Salud; y Centros Comunitarios de Salud Familiar CECOSF.


Deberá, además, informar trimestralmente a la misma Comisión, dentro de los treinta días siguientes al término del período respectivo, sobre el estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”. 


“14 Antes del 31 de enero de 2015, la Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá enviar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un informe detallado sobre los recursos, metas y objetivos comprometidos para las siguientes inversiones: Recursos de Expansión en Programa Atención Primaria de Salud; 30 Nuevas Camas UPC; Selector de Demanda; Plan Contratación de 33.000 Horas de Especialistas; 5.000 Nuevos Especialistas en Formación y Destinación; y Fortalecimiento de la Incorporación y Retención de Especialistas en la Red Asistencial.


Deberá, además, informar trimestralmente a la misma Comisión, dentro de los treinta días siguientes al término del período respectivo, sobre el estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”. 

Capítulo 10; Programa 02 (Inversión Sectorial de Salud).
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Iniciativas de Inversión 

14.000.000


02

Proyectos



14.000.000

Glosa 01 asociada al Subtítulo 31 (Iniciativas de Inversión)


- Sustituir el inciso primero por el siguiente:


“01 Antes del 31 de enero de 2015, el Ministerio de Salud deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos el listado de obras de inversión presupuestado por región, a nivel consolidado y por Servicios de Salud, y el cronograma de dichas inversiones para ejecutar en el 2015, especificando si son obras nuevas o de arrastre, identificando si corresponden a obras de Atención Primaria, inversiones de reconstrucción post terremoto/maremoto de febrero de 2010, y otras, indicando además si existe retardo o retraso en las fechas de comienzo o entrega de obras, si serán concesionadas o no, y el costo de cada obra.”.


- Reemplazar el inciso tercero por el siguiente:


“Para el Subtítulo 31, tanto la información a presentar el 31 de enero de 2015 sobre listado de proyectos y cronograma de inversión comprometido, como la información trimestral sobre el estado de avance y ejecución de estos recursos, debe ser presentada a nivel regional, identificando cada obra y su respectivo estado de avance, tanto físico como en términos de recursos financieros devengados, separando entre proyectos de Atención Primaria y otros.”. 


- En el inciso final, sustituir la coma (“,”) que sigue a las palabras “cada proyecto” por lo siguiente: “y su término, retraso o retardo, según corresponda, los”, y reemplazar las expresiones “así como” por “y acerca de”. 


- Agregar la siguiente glosa 02, nueva, asociada a todo el Programa:


“02 La Subsecretaría de Redes Asistenciales deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre el detalle del avance presupuestario y físico del Hospital de Pitrufquén.”. 

Capítulo 49; Programa 01 (Programa de Contingencias Operacionales).
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PARTIDA 17

MINISTERIO DE MINERÍA


Aprobarla, con la siguiente enmienda:

Glosas comunes a la Partida.


Sustituir, en la glosa 01 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”.

PARTIDA 18

MINISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Glosas comunes a la Partida.


- Sustituir, en la glosa 03, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 


- Incorporar, en el inciso segundo de la glosa 04, la siguiente oración final: “Además, deberá informar de otras soluciones que sean necesarias o que se adopten.”. 


- Agregar la siguiente glosa 05, nueva:


“El Ministerio de Vivienda y Urbanismo informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, en forma regionalizada, acerca de la realización de programas de eficiencia energética, como aislación térmica o instalación de sistemas termosolares y fotovoltaicos.”. 

Glosas comunes a los SERVIU.


- Incorporar en la glosa 02 asociada a Subtítulo 31, Ítem 02, apartado Condominios de Vivienda Social, los siguientes párrafos segundo y tercero, nuevos:


“Los conjuntos de viviendas sociales en extensión preexistentes a la fecha de vigencia de la Ley N° 19.537, calificados como viviendas sociales de acuerdo a los decretos leyes N° 1.988, de 1975, y N° 2.552, de 1979, y los construidos por los Servicios de Vivienda y Urbanización y sus antecesores legales, podrán, en casos calificados por la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo, postular al Programa de Protección del Patrimonio Familiar, en sus tres Títulos conjuntamente, o a otros recursos públicos. Los bienes nacionales de uso público que en ellos existieren se entenderán como bienes comunes para efectos de la postulación a dicho Programa.”. 


“El Ministerio de Vivienda y Urbanismo informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre el estado de avance en el mejoramiento de condominios sociales y su entorno, especificando separadamente los recursos invertidos en el mejoramiento de conjuntos habitacionales y de espacios públicos, y el detalle del gasto en personal. Adicionalmente, en caso de erradicar o demoler condominios sociales, deberá informar acerca de la cantidad de subsidios otorgados, tanto en número de unidades como respecto a las familias beneficiadas, indicando además el nuevo uso de esos terrenos.”. 


- Sustituir la letra h) de la glosa 03 asociada al Subtítulo 33, Ítem 01, por la siguiente:


“h) El Ministerio de Vivienda y Urbanismo elaborará un informe respecto de la gestión habitacional y los avances asociados a las catástrofes del 27F de 2010, erupción en Chaitén, terremoto de 1 y 2 de abril en incendio de Valparaíso 2014, que incluirá catastro actualizado, instrumentos disponibles y estado de avance de soluciones habitacionales y de urbanismo. Dicho informe será actualizado y remitido trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, y publicado en la página web del mismo Ministerio.”.


- Incorporar la siguiente glosa 06, nueva:


“06 El Ministerio de Vivienda y Urbanismo deberá enviar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un cronograma de los llamados a postulación de los distintos subsidios habitacionales, con indicación del número total de cupos por programa y del número de beneficiarios.”. 

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Vivienda y Urbanismo).


Agregar el siguiente inciso final, nuevo, a la glosa 13 asociada al Subtítulo 33, Ítem 03, Asignación 001 (Otras Transferencias a SERVIU):


“El Ministerio de Vivienda y Urbanismo deberá enviar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, el estado de gasto de estos fondos, detallando montos, instituciones beneficiadas y destino de los recursos.”. 

Capítulo 01; Programa 02 (Campamentos).


- Agregar la siguiente glosa 05, nueva, asociada al Subtítulo 33, Ítem 03, Asignación 003 (Municipalidades para el Programa Aldeas y Campamentos):


“05 La transferencia de estos recursos se efectuará sobre la base de los convenios que suscriban el Ministerio de Vivienda y Urbanismo y los Municipios, en los que se establecerá la identificación de él o los campamentos a intervenir, las acciones a desarrollar, metas, plazos, modalidades de ejecución y evaluación. Dichos convenios deberán contar con la aprobación del Concejo Municipal, toda vez que por su monto requieran toma de razón por parte de la Contraloría General de la República.


Los recursos transferidos no ingresarán en los presupuestos de los organismos receptores, debiendo cada Municipio informar mensualmente al Ministerio y al Concejo Municipal sobre el gasto efectivo y el avance físico de los convenios, en los casos en que corresponda.


Con cargo a estos recursos también se podrán celebrar convenios con organismos del Gobierno Central, los que no se incorporarán en sus respectivos presupuestos, e instituciones privadas sin fines de lucro.


La Subsecretaría de Vivienda y Urbanismo deberá informar trimestralmente a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados, y a la Comisión Mixta de Presupuestos, sobre la nómina de municipalidades beneficiadas, la cantidad de recursos entregados a cada una de ellas y las actividades realizadas con dichos recursos.


En caso de imposibilidad de generar nuevos convenios con Municipios debido a rendiciones pendientes de recursos ante el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, el Programa podrá ejecutar los recursos directamente a través de los SERVIU.”. 


- Agregar la siguiente glosa 06, nueva, asociada a todo el Programa: 


“El Ministerio de Vivienda y Urbanismo deberá entregar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y a las Comisiones de Vivienda y Urbanismo de la Cámara de Diputados y del Senado, un catastro actualizado que detalle el estado de avance en el cierre de campamentos.”.

PARTIDA 19

MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01; Programa 01 (Secretaría y Administración General de Transportes).


Sustituir, en la letra a) de la glosa 03 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 01; Programa 03 (Transantiago).


Incorporar la siguiente glosa 06, nueva, asociada al Subtítulo 31, Ítem 02 (Proyectos):


“06 El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones enviará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de los proyectos propuestos y de la ejecución y destino de los recursos.”. 

Capítulo 01; Programa 05 (Fiscalización y Control).


Incorporar la siguiente glosa 07, nueva, asociada al Subtítulo 31, Ítem 02 (Proyectos):


“07 El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones enviará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de los proyectos propuestos y de la ejecución y destino de los recursos.”. 

Capítulo 01; Programa 06 (Subsidio Nacional al Transporte Público).


Incorporar la siguiente glosa 07, nueva, asociada al Subtítulo 31, Ítem 02 (Proyectos):


“El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones enviará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de los proyectos propuestos y de la ejecución y destino de los recursos.”. 

Capítulo 02; Programa 01 (Subsecretaría de Telecomunicaciones).


- Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 03 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Glosa 08 asociada al Subtítulo 33, Ítem 01, Asignación 039 (Fondo de Desarrollo de Telecomunicaciones).


- Sustituir el ilativo “y” que sucede a las palabras “Fibra Óptica”, por lo siguiente: “de la Zona Austral, entre Puerto Montt y Punta Arenas,”.


- Intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente.


“En la licitación de los respectivos proyectos, el Estado deberá considerar, entre otras condiciones, aquellos requerimientos de capacidad de infraestructura para el servicio y uso exclusivo de los organismos públicos que determine.”. 


- Incorporar la siguiente glosa 09, nueva, asociada al Subtítulo 24, Ítem 02, Asignación 518 (Programa Fortalecimiento Regional):


“09 El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones enviará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe detallado sobre la ejecución y destino de estos recursos.”. 

Capítulo 03; Programa 01 (Junta de Aeronáutica Civil).


- Sustituir, en la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 


- Agregar la siguiente glosa 06, nueva, asociada al Subtítulo 24, Ítem 02, Asignación 001 (Convenio de Atención de Usuarios):


“06 El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones enviará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, un informe detallado sobre la ejecución y destino de estos recursos.”. 

PARTIDA 20

MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE GOBIERNO


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01; Programa 01 (Secretaría General de Gobierno).


- Reducir la Asignación 313 (División de Organizaciones Sociales), asociada al Ítem 03 del Subtítulo 24, en $156.784 miles. 


- Incrementar la Asignación 316 (Fondo de Fomento de Medios de Comunicación Regionales, Provinciales y Comunales), asociada al Ítem 03 del Subtítulo 24, en $156.784 miles. 


- Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 


- Reemplazar, en el primer inciso de la glosa 05 asociada a la asignación 313, el guarismo “452.065” por “295.281”.


- Reemplazar, en el inciso tercero de la glosa 06 asociada a las asignaciones 313, 315, 316 y 318, la frase “destinará el 50%” por “destinará a lo menos el 75%”. 

Capítulo 02; Programa 01 (Consejo Nacional de Televisión).


Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

PARTIDA 21

MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Servicios Sociales).


- Sustituir, en la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 


- Incorporar, en la glosa 11 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignaciones 348 (Programa Piloto de Mediadores Sociales Interculturales), 350 (Programa Comunidades Saludables) y 351 (Sistema Nacional de Cuidado), el siguiente inciso segundo, nuevo:


“La Subsecretaría de Servicios Sociales deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto, dentro de los treinta días siguientes al término del período respectivo, sobre la implementación, avances y resultados de estos nuevos Programas, así como del estado de ejecución de estos recursos, instituciones receptoras y nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”. 


- Incorporar la siguiente glosa 15, nueva, asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 341 (Sistema de apoyo a la selección de Beneficios Sociales):


“La Subsecretaría de Servicios Sociales deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, dentro de los treinta días siguientes al término del período respectivo, sobre el avance del proceso de encuestaje.”. 

Capítulo 02; Programa 01 (Fondo de Solidaridad e Inversión Social).


- Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 


- Agregar, en la glosa 17 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 003 (Intervención en Territorios), el siguiente inciso final:


“El Fondo de Solidaridad e Inversión Social deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, dentro de los treinta días siguientes al término del período respectivo, sobre los convenios celebrados, el estado de ejecución de estos recursos, las instituciones receptoras y el nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”. 


- Agregar en la glosa 18 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignaciones 004 (Huertos Comunitarios) y 006 (Habitabilidad en Comunidades), el siguiente inciso final:


“El Fondo de Solidaridad e Inversión Social deberá informar trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuesto, dentro de los treinta días siguientes al término del período respectivo, sobre los convenios celebrados, el estado de ejecución de estos recursos, las instituciones receptoras y el nivel de cumplimiento de metas comprometidas.”. 

Capítulo 04; Programa 01 (Servicio Nacional de la Mujer).


Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 05; Programa 01 (Instituto Nacional de la Juventud).


Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 06; Programa 01 (Corporación Nacional de Desarrollo Indígena).


Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 08; Programa 01 (Servicio Nacional del Adulto Mayor).


Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 09; Programa 01 (Subsecretaría de Evaluación Social).


- Sustituir en la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 


- Reemplazar, en la glosa 04 asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes), el inciso segundo por el siguiente: 


“Asimismo, esta Subsecretaría deberá remitir trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos copias actualizadas de evaluaciones de los programas que realice, y que guarden relación con el objeto de su creación.”. 

PARTIDA 22

MINISTERIO SECRETARIA GENERAL DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA


Aprobarla, con la siguiente enmienda:

Capítulo 01; Programa 01 (Secretaría General de la Presidencia de la República).


Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 03 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

PARTIDA 24

MINISTERIO DE ENERGÍA


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Glosas comunes a la Partida.


- Sustituir, en la glosa 01 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 


- Agregar el siguiente inciso segundo en la glosa 02 asociada al Subtítulo 24 (Transferencias Corrientes):


“La información se entregará detallada por Región y localidad.”. 

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría de Energía).


- Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo, en la glosa 06 asociada al Subtítulo 24, ítem 02, asignación 001 (Comisión Nacional de Investigación Científica y Tecnológica), del siguiente tenor:


“Antes del 31 de enero de 2015, el Ministerio de Energía remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas, objetivos y el mecanismo de evaluación de este programa. Adicionalmente,  deberá enviar trimestralmente a dicha comisión un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.”. 


- Agregar la siguiente letra d), nueva, en la glosa 07 asociada al Subtítulo 24, ítem 03, asignación 009 (Empresa Nacional del Petróleo):


“d) Se informará trimestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de los proyectos de eficiencia energética y del uso del gas en Magallanes.”. 


- Incorporar las siguientes glosas 11 y 12, nuevas, asociadas a todo el Programa:


“11 Se informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos respecto de los avances en materia de estudios sobre cuencas.”. 


“12 Anualmente se informarán a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos los estudios realizados para buscar alternativas de solución al problema energético de la Región de Magallanes y Antártica Chilena.”. 

Capítulo 01; Programa 03 (Apoyo al Desarrollo de Energías Renovables No Convencionales).


- Incorporar el siguiente inciso final, nuevo, en las glosas 02 y 03 asociadas al Subtítulo 24, ítem 03, asignaciones 003 (Apoyo al Desarrollo de Energías Renovables no Convencionales) y 008 (Proyectos Energías Renovables no Convencionales), respectivamente:


“Se informará trimestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de los proyectos comunitarios y de cooperativas eléctricas, si los hubiere.”. 


- Incorporar el siguiente inciso segundo, nuevo, en la glosa 04 asociada al Subtítulo 33, ítem 02, asignación 001 (Subsecretaría de Vivienda y Urbanismo):


“El Ministerio de Energía remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos un cronograma con la implementación y puesta en marcha de la instalación de dichos Sistemas, así como el  mecanismo de evaluación de los señalados Programas. Adicionalmente, deberá enviar trimestralmente a dicha comisión un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.”. 


- Agregar la siguiente glosa 05, nueva, asociada a todo el Programa:


“05 Se informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos respecto de los avances en materia de participación ciudadana y de ordenamiento territorial.”. 

Capítulo 01; Programa 04 (Energización Rural y Social).


- Agregar el siguiente inciso final en la glosa 02 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 004 (Aplicación Programa Energización Rural y Social):


“Se informará trimestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de los proyectos comunitarios y de cooperativas eléctricas, si los hubiere.”.


- Agregar los siguientes incisos finales en la glosa 03 asociada al Subtítulo 33, Ítem 03, Asignación 002 (Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo-Programa 05):


“Antes del 31 de enero de 2015, el Ministerio de Energía remitirá a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos las metas, objetivos y el mecanismo de evaluación de este Programa. Adicionalmente,  deberá enviar trimestralmente a dicha comisión un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas y el estado de ejecución de sus recursos.


Asimismo, se informará trimestralmente a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de los proyectos comunitarios y de cooperativas eléctricas, si los hubiere.”. 

Capítulo 01; Programa 05 (Plan de Acción de Eficiencia Energética).


- Reducir el monto de la Asignación 006 (Agencia Chilena de Eficiencia Energética), asociada al Ítem 01 del Subtítulo 24, en 5.716.500 miles de $.


- Crear la siguiente Asignación, con el monto que se señala:


“Subtítulo 33, Transferencias de Capital, Ítem 01, Al Sector Privado, Asignación 001, Agencia Chilena de Eficiencia Energética, 5.716.500 miles de $.”.


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación.


- Asociar la glosa 04 a la nueva asignación 001 correspondiente al Ítem 01 del Subtítulo 33.

PARTIDA 25

MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE


Aprobarla, con la siguiente enmienda:

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría del Medio Ambiente).


- Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 


- Agregar, en el literal b) de la glosa 04 asociada al Subtítulo 22 (Bienes y Servicios de Consumo), la siguiente oración final:


“La Subsecretaría del Medio Ambiente deberá informar semestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre la utilización de estos recursos y los avances de dichos planes de descontaminación.”. 


- Sustituir la oración final del inciso segundo de la glosa 06 asociada al Subtítulo 24, Ítem 01, Asignación 003 (Programa Recambio de Artefactos de Combustión a Leña y de Secado de Leña), por lo siguiente:


“Asimismo, la Subsecretaría del Medio Ambiente deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar el 30 de enero, acerca de las metas, objetivos y el mecanismo de evaluación de este Programa. Adicionalmente, deberá enviar trimestralmente a dicha Comisión un informe detallado sobre el grado de cumplimiento de las metas propuestas, el estado de ejecución y la distribución regional de sus recursos, el listado de las comunas beneficiadas y los criterios de priorización utilizados.


Del mismo modo, la Subsecretaría informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de las empresas que postulen al recambio de artefactos. Con la misma periodicidad, además, le informará sobre el número de artefactos que hayan sido recambiados, reciclados y chatarrizados, según corresponda.”.  


- Agregar la siguiente glosa 11, nueva, asociada al Subtítulo 31 (Iniciativas de Inversión):


“11 La Subsecretaría del Medio Ambiente deberá informar a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar el 30 de enero, acerca de la distribución de los recursos, las metas, objetivos y el mecanismo de evaluación aplicable.”. 

Capítulo 02; Programa 01 (Servicio de Evaluación Ambiental).


Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 03; Programa 01 (Superintendencia del Medio Ambiente).


- Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 


- Agregar, en el inciso final de la glosa 04 asociada al Subtítulo 24, Ítem 03, Asignación 001 (Programas de Fiscalización Ambiental), la siguiente oración final: 


“Asimismo, deberá informar a dicha Comisión, a más tardar el 30 de enero, acerca de las metas, objetivos y el mecanismo de evaluación de estos Programas.”. 

PARTIDA 26

MINISTERIO DEL DEPORTE

Capítulo 01; Programa 01 (Subsecretaría del Deporte).


Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 02 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 02; Programa 01 (Instituto Nacional de Deportes).


- Incrementar el Subtítulo 09, Ítem 01 (Aporte Fiscal Libre) y el Subtítulo 24, Ítem 01, Asignación 337 (Liderazgo Deportivo Nacional), en $2.100.000 miles.


Consecuencialmente, deben entenderse ajustados los rubros superiores de agregación. 


- Sustituir, en el párrafo primero de la letra a) de la glosa 04 asociada al Subtítulo 21, la expresión “artículo 10” por “artículo 9°”. 

Capítulo 02; Programa 02 (Fondo Nacional para el Fomento del Deporte).


Agregar, en el inciso segundo de la glosa 03 asociada a los Subtítulos 24 (Transferencias Corrientes) y 33 (Transferencias de Capital), la siguiente oración final:


“La información sobre los recursos asignados mediante esta última modalidad deberá ser remitida trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos.”.

PARTIDA 50

TESORO PÚBLICO


Aprobarla, con las siguientes enmiendas:

Capítulo 01; Programa 02 (Subsidios).


Sustituir la glosa 10 asociada al Subtítulo 33, Ítem 01, Asignación 003 (Bonificación Forestal D.L. N° 701, de 1974), por la siguiente:


“Con cargo a esta asignación podrá pagar durante el año 2015 bonificaciones otorgadas en años anteriores, en los términos señalados en el D.L. N° 701, de 1974. 


La Corporación Nacional Forestal informará trimestralmente a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos acerca de la aplicación y rendimiento en hectáreas forestadas por la Bonificación Forestal D.L. N° 701, de 1974.


Trimestralmente, el Ministerio de Agricultura informará a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos sobre  la utilización de estos recursos, indicando las personas beneficiarias, montos asignados y metas cumplidas.”. 

Capítulo 01; Programa 03 (Operaciones Complementarias).









Miles de $

Subt.
Item
Asig.





  Reducir

24


Transferencias Corrientes

3.000.000


03

A Otras Entidades Públicas

3.000.000



104
Provisión para Financiamientos 




Comprometidos



3.000.000


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. 









Miles de $

Subt.
Ítem
Asig.





  Reducir

24


Transferencias Corrientes

206.527


03

A Otras Entidades Públicas

206.527



104
Provisión para Financiamientos



 Comprometidos



206.527


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. 

 







Miles de $

Subt.
Ítem
Asig.





  Reducir

24


Transferencias Corrientes

15.188.000


03

A Otras Entidades Públicas

15.188.000



104
Provisión para Financiamientos



 Comprometidos



15.188.000


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. 

                                                                                                          Miles de $

Subt.    Item     Asig.                                                                           Incrementar
24                               Transferencias Corrientes                               15.000.000

            03                   A Otras Entidades Públicas                             15.000.000

                                                                                                            Reducir

                        104     Provisión para Financiamientos 



  Comprometidos                                                  15.000.000

                                                                                                             Crear

                        251    Aporte para el pago de la asignación de



 mejoramiento de gestión



 municipal Ley N° 20.723.

                         30.000.000


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación.


Agregar la siguiente glosa asociada a la Asignación 251 que se crea:


“29 La Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, mediante resolución que será visada por la Dirección de Presupuestos, determinará los montos que a cada municipalidad le corresponda. Para estos efectos, las municipalidades deberán acreditar, mediante certificación del respectivo secretario municipal, la dotación efectiva de personal considerando los funcionarios de planta y contrata, el costo involucrado en función de los incrementos dispuestos para los años 2014 y 2015, y los otros antecedentes que dicha Subsecretaría requiera, en los plazos que disponga.”. 


- Reducir, en el Subtítulo 24, Ítem 03, la Asignación 104 (Provisión para Financiamientos Comprometidos), en $2.100.000 miles. 


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. 

Capítulo 01; Programa 05 (Aporte Fiscal Libre).

                                                                                                       Miles de $

Subt.    Item     Asig.                                                                          Reducir

27                              Aporte Fiscal Libre                                             15.000.000

            05                    Ministerio del Interior y Seguridad 

                                   Pública                                                               15.000.000

                        005      Subsecretaría de Desarrollo Regional y 

                                                 Administrativo                                                   15.000.000


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. 









 Miles de $

Subt.    Item
Asig.
 



Reducir
Incrementar
27

Aporte Fiscal Libre



3.000.000

             09

Ministerio de Educación


3.000.000


001
Subsecretaría de Educación


4.000.000


011
Junta Nacional de Jardines



Infantiles


1.000.000


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación.









 Miles de $

Subt.
Ítem
Asig.





Incrementar

27


Aporte Fiscal Libre


   206.527


09

Ministerio de Educación

   206.527



005
Dirección de Bibliotecas, Archivos



 y Museos  



   206.527


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. 

            







Miles de $

Subt.
Ítem
Asig.




         Incrementar

27


Aporte Fiscal Libre


15.188.000


09

Ministerio de Educación

15.188.000



009
Junta Nacional de Auxilio Escolar



 y Becas




15.188.000


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. 

            







Miles de $
Subt.
Ítem
Asig.





Incrementar

27


Aporte Fiscal Libre


14.000.000


16

MINISTERIO DE SALUD

14.000.000



002
Fondo Nacional de Salud

14.000.000









 Reducir

27


Aporte Fiscal Libre


14.000.000


16

MINISTERIO DE SALUD

14.000.000



010
Subsecretaría de Redes Asistenciales

14.000.000


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. 


- Incrementar, en el Subtítulo 27, Ítem 26, la Asignación 002 (Instituto Nacional de Deportes), en $2.100.000 miles.


Consecuencialmente, cabe entender modificados los rubros superiores de agregación. 

RESUMEN TESORO PÚBLICO

Capítulo 01; Programa 03 (Operaciones Complementarias).


- Reducir Asignación 104 (Provisión para Financiamientos Comprometidos), asociada al Ítem 03 del Subtítulo 24, en $35.494.527 miles.


- Crear Asignación 251 (Aporte para el pago de la asignación de mejoramiento de gestión municipal Ley N° 20.723), con un monto de $30.000.000 miles.


TOTAL: Reducir en $5.494.527 miles.

Capítulo 01; Programa 05 (Aporte Fiscal Libre).


Incrementar en $5.494.527 miles.

ARTICULADO


Aprobarlo, con las siguientes enmiendas:

Artículo 14.


- Agregar, en el inciso primero, el siguiente número 15, nuevo:


“15. Informe, antes del 31 de marzo de 2015, acerca del presupuesto de la Nación desagregado a nivel regional, cuando corresponda, por Partida. Trimestralmente, además, se informará respecto de la ejecución de los recursos contemplados en cada Partida, incorporando indicadores de ejecución del gasto regionalizado, cuando corresponda.”. 


- Sustituir, en el inciso cuarto, la frase “; en el caso de la Cámara de Diputados, al departamento de Evaluación de la Ley y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos”, por la siguiente: “, además, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y al Departamento de Evaluación de la Ley de la Cámara de Diputados”. 


- Incorporar el siguiente inciso final, nuevo:


“Asimismo, toda información que de acuerdo a lo establecido en la presente ley deba ser remitida a las Comisiones del Senado y de la Cámara de Diputados, será proporcionada en formato digital susceptible de ser analizado utilizando software de manejo de base de datos.”. 

Artículo 21


Sustituir, en el número 4, el guarismo “2014” por “2015”. 

- - -


El señor Secretario General destaca que los artículos 3° y 16 del proyecto son normas de quórum calificado. 


Añade que la Glosa 04, que se asocia al Programa 01 del Capítulo 01 de la Partida 23, correspondiente al Ministerio Público, también tiene el carácter de norma de quórum calificado.

Señala que hay nueve Partidas que no tienen indicaciones: Partida 01 Presidencia de la República; Partida 02 Congreso Nacional; Partida 03 Poder Judicial; Partida 04 Contraloría General de la República; Partida 06 Ministerio de Relaciones Exteriores; Partida 10 Ministerio de Justicia; Partida 17 Ministerio de Minería; Partida 20 Ministerio Secretaría General de Gobierno, y Partida 22 Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Agrega que al iniciarse el estudio de cada Partida se informará, en el orden de la misma, las indicaciones presentadas y las peticiones de votación separada que se hayan formulado en atención a los acuerdos que tomaron los Comités en su oportunidad.
- - -


De conformidad con lo dispuesto en el inciso primero del artículo 211 del Reglamento del Senado, la señora Presidenta da por aprobado el cálculo de ingresos, consignado en el proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015.

- - -


Luego, la señora Presidenta pone en discusión las siguientes Partidas:


- Partida 01 Presidencia de la República.


- Partida 02 Congreso Nacional.


- Partida 03 Poder Judicial.


- Partida 04 Contraloría General de la República.


- Partida 06 Ministerio de Relaciones Exteriores.

- Partida 10 Ministerio de Justicia.


- Partida 17 Ministerio de Minería.


- Partida 20 Ministerio Secretaría General de Gobierno.

- Partida 22 Ministerio Secretaría General de la Presidencia

Enseguida, ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Navarro, Larraín, Zaldívar, Bianchi, Lagos, Coloma, Moreira, Prokurica, Montes y García, señora Von Baer, señores Horvath, Letelier, Allamand y Harboe, señora Van Rysselberghe y señor Tuma.


Cerrado el debate, son aprobadas las Partidas señaladas.


Quedan despachadas estas Partidas.

- - -


Posteriormente, la señora Presidenta anuncia que ha concluido el Orden del Día -quedando pendiente el tratamiento de este tema- y levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 67ª, ESPECIAL, EN MARTES 25 DE NOVIEMBRE DE 2014


Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Tuma. 


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda; Secretaria General de la Presidencia, y de Economía, Fomento y Turismo, señor Alberto Arenas, señora Ximena Rincón y señor Luis Felipe Céspedes, respectivamente.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________



Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

_________
CUENTA

Mensajes



Dos de S. E. la Presidenta de la República:



Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley N° 17.798, de Control de Armas, y el Código Procesal Penal (Boletín    N° 6.201-02).



Con el segundo, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “suma”, respecto del proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, la Intendencia de Educación Parvularia y modifica diversos cuerpos legales (Boletín N° 9.365-04).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados



Con el primero, informa que aprobó la proposición de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que autoriza el levantamiento de secreto bancario en investigaciones de lavado de activos (Boletín N° 4.426-07).



- Queda para Tabla.  



Con el segundo, informa que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto de ley que protege la libre elección en los servicios de cable, internet o telefonía (Boletín N° 9.007-03).



- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.
_________

ACUERDOS DE COMITÉS


El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión recién celebrada, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1.- Dejar sin efecto el acuerdo de los Comités, de fecha 4 de noviembre pasado, en cuanto a colocar en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de hoy, martes 25, el proyecto de reforma constitucional que establece que el Estado debe eliminar los obstáculos que, de hecho, impidan el pleno desarrollo de las personas (Boletín N° 8.871-07).

_________


Se adjunta a la presente acta un anexo que contiene el texto íntegro de las indicaciones formuladas al proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público correspondiente al año 2015 (Boletín N° 9.600-05).

_________


Esta acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015, en segundo trámite constitucional, con informe de la Comisión

Especial Mixta de Presupuestos

La Mesa anuncia que corresponde proseguir con el tratamiento de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015, en segundo trámite constitucional, y que tiene el Boletín Nº 9.600-05.

- - -

Partida 05

Ministerio del Interior y Seguridad Pública

La señora Presidenta declara inadmisible la indicación número 108.

- - -


Luego, se declara inadmisible la indicación número 109.


Intervienen al respecto, los Honorables Senadores señores De Urresti, Letelier y Pérez Varela y el señor Ministro de Hacienda.

- - -


La indicación número 137 es declarada inadmisible.


Hace uso de la palabra, el Honorable Senador señor Prokurica.

- - -


La señora Presidenta pone en discusión la indicación número 123 y ofrece la palabra al Honorable Senador señor Montes y al señor Ministro de Hacienda.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación, es aprobada por 20 votos a favor, 5 en contra y 3 abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, De Urresti, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Montes, Navarro, Pizarro, Prokurica, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Prokurica, Montes, Harboe, García y Lagos.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Coloma, Moreira, Orpis, Ossandón y Pérez Varela.


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Coloma, Pérez Varela y Ossandón.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores García-Huidobro y Matta.
- - -


La señora Presidenta señala que, a juicio de la Mesa, la indicación número 95 es inadmisible. 


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Bianchi, García y Navarro.


Cerrado el debate, se pone en votación la admisibilidad de la indicación señalada, que es rechazada por 12 votos en contra, 9 a favor y una abstención.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Van Rysselberghe y señores Allamand, Coloma, Espina, Guillier, Pérez Varela, Pizarro, Quinteros, Tuma y Zaldívar.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Muñoz y Pérez San Martín y señores Bianchi, García, García-Huidobro, Horvath, Montes, Navarro y Prokurica.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Orpis.

- - -


La indicación número 121 es declarada inadmisible.


Interviene, el Honorable Senador señor Montes.

- - -


La indicación número 122 es declarada inadmisible.


Hace uso de la palabra, el Honorable Senador señor Montes.

- - -


La indicación número 75 es declarada inadmisible.


Intervienen, los Honorables Senadores señores Harboe, Pérez Varela y Navarro.

- - -


La señora Presidenta señala que, a juicio de la Mesa, las indicaciones números 3 y 43 son inadmisibles y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Harboe, Navarro, Larraín, Coloma y Pizarro.


Luego, se pone en votación la admisibilidad de las mencionadas indicaciones, que es aprobada por 18 votos a favor, 8 en contra y una abstención.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Lagos, Larraín, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, Harboe, Matta, Navarro y Tuma.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Guillier. 

- - -


Puestas en votación las indicaciones números 3 y 43, son aprobadas por 16 votos a favor, 9 en contra y 2 abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Larraín, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Goic y señores Araya, Guillier, Lagos, Matta, Navarro, Tuma y Walker (don Patricio).


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Muñoz y señor Harboe.

- - -


Las indicaciones números 4 y 42 son retiradas.

- - -


La señora Presidenta pone en votación las indicaciones números 5 y 41, que son rechazadas por 25 votos en contra y 10 a favor.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Montes, Pizarro, Zaldívar y Chahuán y señora Pérez San Martín. 


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Larraín, Pérez Varela y Prokurica.


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señoras Von Baer y Van Rysselberghe y señor Coloma.

- - -


Durante la votación, intervienen, también, los Honorables Senadores señores Navarro y Orpis.

- - -


La indicación número 74 es declarada inadmisible.

- - -


Puesta en votación el resto de la Partida 05, es aprobada por 34 votos a favor. 


Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamenta su voto favorable, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe.

- - -


Queda despachada la Partida 05.

_________

Partida 07

Ministerio de Economía, Fomento y Turismo.

La señora Presidenta declara inadmisible la indicación número 1.


Intervienen al respecto, los Honorables Senadores señor Navarro y señoras Van Rysselberghe y Muñoz, y el señor Ministro de Hacienda.

- - -


Las indicaciones números 33, 34, 39 y 40 son declaradas inadmisibles.


Hace uso de la palabra, el Honorable Senador señor Coloma.

- - -


La indicación número 140 es retirada.

- - -


La señora Presidenta pone en discusión las indicaciones números 32 y 38 y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Coloma y Zaldívar y al señor Ministro de Hacienda.


Las indicaciones son retiradas.

- - -


Sobre la Partida, intervienen los Honorables Senadores señores Montes y Prokurica.

- - -


Se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 07.

_________

Partida 08

Ministerio de Hacienda


La señora Presidenta pone en discusión el Capítulo 15, Programa 01 Dirección Nacional del Servicio Civil, y ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Coloma, Letelier, Zaldívar, Montes, García-Huidobro, Navarro, Larraín, De Urresti y Moreira. Interviene, también, el señor Ministro de Hacienda.


Cerrado el debate y puesto en votación el mencionado Programa 01, es aprobado por 20 votos a favor, 8 en contra y 2 pareos.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y señores Araya, De Urresti, Espina, García, Guillier, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Coloma, García-Huidobro, Larraín, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Moreira y Walker (don Ignacio).

- - -

Las indicaciones números 31 y 37 son declaradas inadmisibles.

- - -


Se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 08.

_________

Partida 11

Ministerio de Defensa Nacional


La señora Presidenta pone en discusión la indicación número 115, y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores De Urresti y Prokurica y al señor Ministro de Hacienda.


Cerrado el debate, la indicación es aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


Se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 11.

_________

Partida 12

Ministerio de Obras Públicas


La señora Presidenta pone en discusión la indicación número 101 y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señor Navarro.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación señalada, es aprobada, con modificaciones, por 26 votos a favor.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Araya, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


La indicación número 106 es declarada inadmisible.

- - -


Luego, se pone en discusión el Capítulo 02 Programa 04 Dirección de Vialidad, y se ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Coloma, García y De Urresti, señora Pérez San Martín, señores García-Huidobro, Prokurica y Letelier, señora Muñoz, señor Pérez Varela, señora Goic y señores Horvath y Harboe.

- - -


La respectiva petición de votación separada del Programa 04 es retirada.

- - -


Posteriormente, la señora Presidenta anuncia que ha terminado el Orden del Día, quedando pendiente la discusión de este asunto.


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 68ª, ESPECIAL, EN MARTES 25 DE NOVIEMBRE DE 2014


Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Tuma. 


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda, y de Economía, Fomento y Turismo, señores Alberto Arenas y Luis Felipe Céspedes, respectivamente.


Actúa de Secretario General, el titular del Senado señor Mario Labbé Araneda.
_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -


Se adjunta a la presente acta un anexo que contiene el texto íntegro de las indicaciones formuladas al proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público correspondiente al año 2015 (Boletín N° 9.600-05).

- - -


Esta acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015, en segundo trámite constitucional, con informe de la Comisión Especial Mixta de

Presupuestos

La Mesa anuncia que corresponde proseguir con el tratamiento de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015, en segundo trámite constitucional, y que tiene el Boletín Nº 9.600-05.

- - -

Partida 12

Ministerio de Obras Públicas


La señora Presidenta señala que corresponde proseguir con la discusión de la Partida 12, cuya consideración ha quedado pendiente, y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana. Interviene, también, el señor Ministro de Hacienda.

- - -


Las indicaciones números 28 y 45 son retiradas.

- - -


Se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 12.

_________

Partida 13

Ministerio de Agricultura.

La señora Presidenta pone en votación la indicación número 139 que es rechazada por la unanimidad de los Honorables Senadores presentes.

- - -


Luego, se ponen en discusión las indicaciones números 6 y 66 y se ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Coloma, Letelier y Moreira. Interviene, también, el señor Ministro de Hacienda.


Las indicaciones antedichas son retiradas.

- - -


La señora Presidenta declara inadmisible la indicación número 116.

- - -


Acerca de la Partida, intervienen los Honorables Senadores señores De Urresti y Moreira.


Se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 13.

_________

Partida 14

Ministerio de Bienes Nacionales


La señora Presidenta manifiesta que, en opinión de la Mesa, la indicación número 132 es inadmisible, y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Montes, Prokurica, Tuma, Chahuán y García.


Puesta en votación la inadmisibilidad de la indicación se produce el siguiente resultado: 12 votos en contra, 11 a favor, 2 abstenciones y un pareo.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Chahuán, De Urresti, Harboe, Letelier, Montes, Navarro, Pérez Varela, Quinteros y Tuma. 

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Allende y señores Araya, Coloma, García, García-Huidobro, Lagos, Matta, Orpis, Pizarro, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Se abstienen, los Honorables Senadores señores Horvath y Prokurica.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Moreira.


A continuación, el señor Secretario General precisa que, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 178 del Reglamento de la Corporación, corresponde repetir la votación.
- - -


Repetida la votación, se aprueba la inadmisibilidad de la indicación número 132 por 18 votos a favor, 8 en contra y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Van Rysselberghe y señores Araya, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Harboe, Horvath, Lagos, Matta, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Muñoz y Pérez San Martín y señores Chahuán, De Urresti, Montes, Navarro, Quinteros y Tuma.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Moreira.

- - -


Terminada la votación, el Honorable Senador señor Espina manifiesta que su voto se consignó a favor de la inadmisibilidad en circunstancias que su intención era hacerlo en contra.

- - -


Enseguida, hace uso de la palabra el señor Ministro de Hacienda.

- - -


Se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 14.

_________

Partida 15

Ministerio del Trabajo y Previsión Social


La señora Presidenta pone en discusión las indicaciones números 27 y 47 y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señor Coloma y señora Goic.

- - -


Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha terminado el Orden del Día, quedando pendiente la discusión de este asunto.


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 69ª, ESPECIAL, EN MARTES 25 DE NOVIEMBRE DE 2014


Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Tuma. 


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda, y del Trabajo y Previsión Social, señor Alberto Arenas y señora Javiera Blanco, respectivamente.

Actúa de Secretario General, el titular del Senado señor Mario Labbé Araneda.
_________



Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -


Se adjunta a la presente acta un anexo que contiene el texto íntegro de las indicaciones formuladas al proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público correspondiente al año 2015 (Boletín N° 9.600-05).

- - -


Esta acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015, en segundo trámite constitucional, con informe de la Comisión Especial Mixta de

Presupuestos

La Mesa anuncia que corresponde proseguir con el tratamiento de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015, en segundo trámite constitucional, y que tiene el Boletín Nº 9.600-05.

- - -

Partida 15

Ministerio del Trabajo y Previsión Social


La señora Presidenta señala que corresponde proseguir con la discusión de las indicaciones números 27 y 47, cuya consideración ha quedado pendiente, y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Harboe y Navarro. Interviene, también, el señor Ministro de Hacienda.

Las indicaciones son retiradas.

- - -


También las indicaciones números 26 y 46 son retiradas.

- - -


Se pone en discusión la indicación número 70, y se ofrece la palabra al señor Ministro de Hacienda y a los Honorables Senadores señores García y Navarro, señora Goic y señor Orpis.


Cerrado el debate, la indicación es aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los presentes.

- - -


Luego, se pone en discusión la indicación número 96, y se ofrece la palabra a los Honorables Senadores señor Letelier y señora Pérez San Martín.


Cerrado el debate y puesta en votación la indicación señalada, es aprobada por 22 votos a favor, 2 abstenciones y un pareo.


Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Harboe, Lagos, Matta, Montes, Navarro, Orpis, Pérez Varela, Quinteros, Tuma y Walker (don Patricio). 


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Pizarro y Zaldívar.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Moreira.

- - -


La señora Presidenta declara inadmisible la indicación número 117.


Hace uso de la palabra, el Honorable Senador señor De Urresti.

- - -


Se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 15.

_________


La Mesa informa que, en su concepto, las siguientes indicaciones son inadmisibles: números 2, 9, 11, 12, 13, 14, 16, 17, 22, 23, 24, 35, 48, 50, 51, 56, 57, 59, 60, 61, 62, 63, 64, 71, 73, 76, 77, 78, 79, 80, 81, 82, 83, 84, 85, 86, 87, 88, 89, 97, 102, 103, 107, 110, 111, 112, 113, 114, 120, 125, 126, 127, 129, 130, 131, 133, 134, 135, 136, 138 y 142.

- - -



Luego, el Honorable Senador señor García pide reconsiderar la declaración de inadmisibilidad de la indicación número 71 (que incorpora un artículo nuevo en el proyecto de ley). Hacen uso de la palabra, además, los Honorables Senadores señores Prokurica y Montes. Interviene, también, el señor Ministro de Hacienda.


Cerrado el debate y puesta en votación la admisibilidad de la indicación número 71, es rechazada por 15 votos en contra, 11 a favor y 2 pareos.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, De Urresti, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Pizarro, Quinteros, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.

Fundamenta su voto positivo, el Honorable Senador señor Coloma.


No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Larraín y Moreira.

- - -


La Honorable Senadora señora Pérez San Martín solicita reconsideración de la declaración de inadmisibilidad de la indicación número 97 -que incide en la Partida 25 Ministerio del Medio Ambiente-.


Puesta en discusión la admisibilidad de la indicación referida, hacen uso de la palabra, además, los Honorables Senadores señores Espina y Pizarro y el señor Ministro de Hacienda.


Cerrado el debate y puesta en votación la admisibilidad es rechazada por 13 votos en contra, 8 a favor, 3 abstenciones y un pareo.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Goic y señores Araya, De Urresti, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Pizarro, Quinteros, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Lagos y Letelier.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Bianchi, Chahuán, Espina, García, García-Huidobro, Horvath y Orpis.


Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores García y Chahuán.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Montes y Prokurica.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Moreira.

- - -


En su oportunidad, la Sala acuerda que los Senadores autores de las indicaciones declaradas inadmisibles, podrán pedir la reconsideración de esta declaración, lo que se materializará en el momento de la discusión de la Partida correspondiente.


Los Honorables Senadores señores Harboe, Montes, Araya, Coloma y García-Huidobro y señora Pérez San Martín, anuncian que solicitarán reconsideración de la declaración de inadmisibilidad de las siguientes indicaciones: números 9, 11, 24, 48, 59, 73, 80, 97, 103, 107, 127, 138 y 142.


Posteriormente, la Honorable Senadora señora Von Baer señala que, por encontrarse sesionando en la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, no pudo solicitar tal reconsideración, por lo que pide hacerlo cuando se discuta la Partida 09. 


Al respecto, intervienen los Honorables Senadores señores Pizarro, Orpis y Navarro.

- - -


Se suspende la sesión para realizar una sesión de Comités.


Se reanuda la sesión.

- - -

ACUERDOS DE COMITÉS


El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión recién celebrada, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:


1) Prorrogar esta sesión hasta las 24:00 horas de hoy.


2) Permitir que los miembros de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología puedan señalar, al inicio de la sesión especial de mañana, las indicaciones respecto de las cuales piden reconsideración de su inadmisibilidad, en el entendido de que estaban sesionando en forma paralela con autorización de la Sala.

_________


La Sala -a instancias del Honorable Senador señor García-Huidobro- acuerda dar por aprobadas todas aquellas indicaciones relativas sólo a entrega de información.

- - -

Partida 16

Ministerio de Salud


La señora Presidenta pone en discusión la admisibilidad de las indicaciones números 24 y 48, y ofrece la palabra a la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe.


Cerrado el debate y puesta en votación la admisibilidad de las citadas indicaciones, es rechazada por 17 votos en contra, 12 a favor y un pareo.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quinteros, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Horvath, Orpis, Pérez Varela y Prokurica.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Moreira.

- - -


Se pone en votación la indicación número 143, que es aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


La señora Presidenta pone en votación la indicación número 119, que es aprobada por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


Con idéntica unanimidad es aprobada la indicación número 118.

- - -


Luego, se señala que se ha pedido discusión separada de la Glosa 01, ítem 02, subtítulo 31, Programa 02, Capítulo 10, y se ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Harboe, Montes, Quinteros, Moreira, Chahuán, Prokurica y Coloma. Interviene, también, el señor Ministro de Hacienda.



La respectiva petición de votación separada de la Glosa 01 es retirada.

- - -


Se aprueba la indicación número 141 por la unanimidad de los presentes.

- - -


La señora Presidenta declara inadmisible la indicación número 142.


Interviene, a este respecto, el Honorable Senador señor Araya.

- - -


Luego, se advierte que la indicación número 120 -para la cual se ha pedido votación- está incluida en el listado de aquellas que la Mesa considera inadmisibles.


Hace uso de la palabra, el Honorable Senador señor De Urresti.


La indicación número 120 es retirada.

- - -


Se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 16.

_________

Partida 18

Ministerio de Vivienda y Urbanismo


La señora Presidenta declara inadmisible la indicación número 103.


Intervienen, a su respecto, los Honorables Senadores señor Letelier y señora Pérez San Martín.

- - -


Las indicaciones números 104 y 105 son aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los Senadores presentes.


Sobre el particular, interviene el señor Ministro de Hacienda.

- - -


La señora Presidenta declara inadmisibles las indicaciones números 22 y 50.

- - -


Se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 18.

_________

Partida 24

Ministerio de Energía


Se ha solicitado votación separada de la Asignación 009, Empresa Nacional del Petróleo, ítem 03, Subtítulo 24; Programa 01, Capítulo 01.

Hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores García-Huidobro, Orpis, Harboe, Walker (don Patricio) y Navarro.


Se retira la petición de votación separada.

- - -

Se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 24.

_________


Posteriormente, la señora Presidenta anuncia que ha terminado el Orden del Día, quedando pendiente la discusión de este proyecto.

Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 70ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 26 DE NOVIEMBRE DE 2014


Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Tuma. 


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda, y del Trabajo y Previsión Social, señor Alberto Arenas y señora Javiera Blanco, respectivamente.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________



Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

CUENTA

Oficio

De la Honorable Cámara de Diputados


Con el que informa que dio su aprobación al proyecto de ley que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, y concede otros beneficios que indica (Boletín N° 9.738-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Pasa a la Comisión de Hacienda.

Informe


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Orgánico de Tribunales en materia de distribución de causas y asuntos de jurisdicción voluntaria (Boletín N° 9.679-07).


- Queda para Tabla. 

Declaración de inadmisibilidad


Moción de los Honorables Senadores señor Moreira, señora Allende y señores Chahuán, Harboe y Walker, don Patricio, que propone un proyecto de ley que otorga beneficios a las personas jurídicas que reporten índices de sustentabilidad y prorroga beneficios que indica. 


- Se declara inadmisible por corresponder a una materia de la iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto N°s 1° y 2° del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señores Ossandón, Allamand, García-Huidobro, Girardi y Guillier, con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República que instruya a los señores Ministros de Transportes y Telecomunicaciones, Medio Ambiente, Energía, Obras Públicas y Hacienda, para que se creen incentivos y se desarrollen planes de fomento para la utilización de vehículos eléctricos e híbridos en el país (Boletín N° S 1.759-12).


De los Honorables Senadores señor De Urresti, señoras Goic y Muñoz y señores Araya y Horvath, con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República que instruya a los señores Ministro del Medio Ambiente y Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, para adecuar el marco institucional e impulsar una línea de trabajo que reconozca la importancia de la aportación que las municipalidades pueden y deben hacer frente a los efectos del cambio climático (Boletín N° S 1.760-12).


De los Honorables Senadores señor De Urresti, señoras Goic y Muñoz y señores Araya y Quinteros, con el que piden a S. E. la Presidenta de la República que encomiende a la señora Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer y a la señora Directora del Servicio Nacional de Menores, la elaboración de iniciativas de ley y el desarrollo de políticas públicas destinadas a proteger a los menores víctimas de violencia intrafamiliar, especialmente en los casos de orfandad por femicidio (Boletín N° S 1.761-12).


De los Honorables Senadores señor Chahuán y señora Van Rysselberghe, con el que se pide a S. E. la Presidenta de la República la inclusión de la vasculitis en el régimen de garantías explícitas, mediante la dictación del decreto supremo correspondiente expedido por el Ministerio de Salud (Boletín N° S 1.762-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

- - -


Durante el curso de la sesión, llega a la Mesa el siguiente documento:

Informe


Segundo informe de la Comisión de Ética y Transparencia, recaído en el proyecto de acuerdo que aprueba el Reglamento de los Registros de Agenda Pública y de Lobbistas y Gestores de Intereses Particulares del Senado (Boletín        N° S 1.742-09).


- Queda para Tabla.
_________


Se adjunta a la presente acta un anexo que contiene el texto íntegro de las indicaciones formuladas al proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público correspondiente al año 2015 (Boletín N° 9.600-05).

- - -


Esta acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015, en segundo trámite constitucional, con informe de la Comisión Especial Mixta de

Presupuestos

La Mesa anuncia que corresponde proseguir con el tratamiento de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015, en segundo trámite constitucional, y que tiene el Boletín Nº 9.600-05.

- - -

Partida 25

Ministerio del Medio Ambiente


La indicación número 99 es aprobada por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


Con igual unanimidad, se aprueba la indicación número 98.

- - -


Se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 25.

_________

Partida 26

Ministerio del Deporte


Se pone en discusión la admisibilidad de la petición de votación separada para la Glosa 08 asociada a la Asignación 337, Ítem 01, Subtítulo 24, Programa 01, Capítulo 02, y se ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores Coloma, Guillier, Harboe, Tuma, Montes, Bianchi, Pizarro, De Urresti, Orpis, Zaldívar y García-Huidobro. Interviene, también, el señor Ministro de Hacienda.


Se retira la solicitud de votación separada en comento.

- - -


Se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 26.

_________
Partida 23

Ministerio Público


Las indicaciones 7, 8, 67 y 68 son aprobadas por la unanimidad de los presentes.

- - -


Puesto en votación el resto de la Partida, es aprobado por 24 votos a favor y un pareo, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de la Glosa 04 asociada al Programa 01, Capítulo 01 de la Partida.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Montes, Orpis, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Matta.

- - -


Queda despachada la Partida 23.

_________
Partida 21

Ministerio de Desarrollo Social


Sobre la Partida, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Bianchi.

- - -


Se pone en discusión la petición de votación separada para el Programa 01, Capítulo 06, y se ofrece la palabra a los Honorables Senadores  señora Von Baer y señores Tuma, García, Prokurica y Espina. Interviene, también, el señor Ministro de Hacienda.


Se retira la petición de votación separada.

- - -


Se pone en discusión la petición de votación separada para las Glosas 07, 08, 09 y 10 asociadas a la Asignación 341, Ítem 03, Subtítulo 24, Programa 01, Capítulo 01, y se ofrece la palabra al Honorable Senador señor Coloma y al señor Ministro de Hacienda.


La solicitud de votación separada es retirada.

- - -.

La indicación número 59 es retirada.

- - -


Se ha pedido votación separada para la Asignación 330, Ítem 03, Subtítulo 24, Programa 01 Capítulo 09, y, sobre el particular, se ofrece la palabra al Honorable Senador señor Coloma y al señor Ministro de Hacienda.


La petición de votación separada es retirada.
- - -


Se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 21.

_________

Partida 19

Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones


La indicación número 100 es aprobada con modificaciones.

- - -


Se pone en discusión el Capítulo 01, Programa, 03 -para el que se ha pedido votación separada-, y se ofrece la palabra a los Honorables Senadores señores García-Huidobro y Quinteros, señora Pérez San Martín, señores Prokurica, De Urresti, Larraín, Moreira, Quintana, Coloma, Bianchi, Ossandón, Lagos, Pizarro, Letelier, Navarro y Montes.


Cerrado el debate y puesto en votación el Programa, es aprobado por 24 votos a favor, 7 en contra, una abstención y 3 pareos.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Goic y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Espina, García, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto favorable, los Honorables Senadores señores Chahuán, Pizarro, Bianchi, Navarro, Ossandón, Quinteros, Girardi, Letelier y Espina.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Coloma, García-Huidobro, Orpis y Prokurica.

Fundamentan su voto en contra, los Honorables Senadores señores Orpis, Coloma y García-Huidobro y señora Pérez San Martín.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Larraín.

No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Matta, Moreira y Walker (don Ignacio).

- - -


Con la misma votación, se aprueba el Programa 06, Capítulo 01, para el cual también se pidió votación separada.

- - -


Terminada la votación, hace uso de la palabra el señor Ministro de Hacienda.

- - -


La indicación número 72 es aprobada por la unanimidad de los Senadores presentes.

- - -


La indicación número 138 es retirada.

- - -


Se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 19.

_________

Posteriormente, la señora Presidenta anuncia que ha terminado el Orden del Día, quedando pendiente la discusión de este proyecto.

Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 71ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 26 DE NOVIEMBRE DE 2014


Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende; del Vicepresidente, Honorable Senador señor Tuma, y, accidentalmente, del Honorable Senador señor Zaldívar.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda; Secretaria General de la Presidencia, y del Trabajo y Previsión Social, señor Alberto Arenas y señoras Ximena Rincón y Javiera Blanco, respectivamente.

Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 38 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 64ª y 65ª, ordinarias, de 18 y 19 de noviembre del presente año, respectivamente, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Mensajes


Veintiuno de S. E. la Presidenta de la República:


Con los nueve primeros, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las iniciativas que a continuación se señalan:


1.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, y modifica normas legales que indica (Boletín N° 9.287-06).


2.- Proyecto de ley que efectúa aporte extraordinario al Fondo Común Municipal (Boletín Nº 9.596-06).


3.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, fortaleciendo los consejos regionales (Boletín Nº 9.691-06).


4.- Proyecto de ley que establece ley interpretativa que adecua la legislación penal chilena a los tratados internacionales en materia de derechos humanos (Boletín N° 6.422-07).


5.- Proyecto de ley respecto de comunicación de órdenes de apremio en juicios de alimentos (Boletín N° 7.765-07).


6.- Proyecto de ley que sustituye el sistema electoral binominal por uno de carácter proporcional inclusivo y fortalece la representatividad del Congreso Nacional (Boletín Nº 9.326-07).


7.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.718, que crea la Defensoría Penal Pública, con el objeto de crear cargos para la defensa penal especializada en adolescentes (Boletín N° 9.529-07).


8.- Proyecto de ley que introduce modificaciones a la Ley General de Servicios Eléctricos, perfeccionando el sistema de licitaciones de suministro eléctrico para clientes sometidos a regulaciones de precios (Boletín Nº 9.515-08).


9.- Proyecto de ley que establece excepción para la pesca artesanal con línea de mano de la especie jurel y que modifica regulación para establecimiento de ampliación de régimen de áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos (Boletín Nº 9.097-21).


Con los otros doce, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, respecto de los asuntos que se enuncian a continuación:


1.- Proyecto de ley que regula el alzamiento de hipotecas que caucionen créditos hipotecarios (Boletín Nº 8.069-14).


2.- Proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas (Boletín Nº 8.132-26).


3.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.046, para exigir que en las sociedades anónimas abiertas los aportes de capital no consistentes en dinero sean aprobados por la mayoría de los accionistas minoritarios (Boletín N° 8.480-03).


4.- Proyecto de ley que regula la exhibición y ejecución artística en los bienes nacionales de uso público (Boletín N° 8.335-24).


5.- Proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (Boletín Nº 8.859-04).


6.- Proyecto de ley que reconoce como deporte nacional a los juegos deportivos ancestrales de los pueblos originarios (Boletín Nº 9.057-04).


7.- Proyecto de ley que modifica el régimen de probidad aplicable al Consejo Nacional de Televisión (Boletín N° 9.398-04).


8.- Proyecto de acuerdo que aprueba la Enmienda al artículo 8 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, de 10 de junio de 2010, y las Enmiendas al Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional relativas al crimen de agresión, de 11 de junio de 2010, ambas adoptadas en la Conferencia de Revisión del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, celebrada en Kampala, Uganda (Boletín N° 8.182-10).


9.- Proyecto de ley sobre tenencia responsable de mascotas y animales de compañía (Boletín N° 6.499-11).


10.- Proyecto de ley que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco (Boletín N° 8.886-11).


11.- Proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (Boletín N° 9.404-12).


12.- Proyecto de ley que incorpora en el Código del Trabajo el contrato de teleoperadores (Boletín N° 8.263-13).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia de la resolución dictada por esa Magistratura en el requerimiento de inconstitucionalidad interpuesto por un grupo de Honorables señores Diputados, que representan más de la cuarta parte de los miembros en ejercicio de esa Cámara, respecto del proyecto de ley que crea el Administrador Provisional y Administrador de Cierre de Instituciones de Educación Superior y establece regulaciones en materia de administración provisional de sostenedores educacionales (Boletín Nº 9.333-04).


- Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social


Contesta acuerdo de la Corporación, adoptado a proposición de la Honorable Senadora señora Goic, relativo al envío de una iniciativa que modifique la ley orgánica constitucional del Ministerio Público, con el objeto de permitir que los fiscales se puedan organizar con arreglo a las normativas de la ley N° 19.296, sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado (Boletín       N° S 1.706-12).

De la señora Ministra de Salud


Atiende solicitud de información, efectuada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, acerca de una eventual transferencia indebida de información confidencial entre organismos de salud y empresas privadas sobre el estado de salud de don Manuel Víctor Mansilla Rojel y respecto de la existencia de denuncias de características similares.


Remite antecedentes, solicitados en nombre del Honorable Senador señor Chahuán, acerca del estado actual de la ejecución presupuestaria de los hospitales públicos de la Región de Valparaíso.

De la señora Ministra de Desarrollo Social


Remite copia informativa, en respuesta a solicitud cursada en nombre del Honorable Senador señor Ossandón, de la petición que esa Secretaría de Estado ha hecho a la señora Superintendente de Pensiones para que entregue antecedentes sobre los recursos presupuestarios anuales destinados al bono por hijo, número de bonos entregados y su monto, por ser el órgano competente.

Del señor Vicepresidente Ejecutivo de la Empresa Nacional de Minería


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, acerca del monto que la empresa ha desembolsado por concepto de desahucio y despidos de 40 ex funcionarios cesados por necesidades de la empresa, y la suma total de remuneraciones pagadas, derivadas de contrataciones efectuadas con posterioridad al 11 de marzo de 2014.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Proyectos de acuerdo


De los Honorables Senadores señora Allende y señores García, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier y Pizarro, con el que solicitan la expresión de solidaridad del Senado al Gobierno Federal y al pueblo de México en el momento de dura prueba que enfrentan y, asimismo, de apoyo al Congreso de la Unión en su llamado a la paz social, a la promoción de buenas prácticas y a la defensa del sistema democrático (Boletín N° S 1.763-12).


De los Honorables Senadores señor Navarro, señoras Goic, Muñoz y Van Rysselberghe y señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Quinteros y Walker, don Patricio, con el que piden a S. E. la Presidenta de la República la incorporación en los servicios de atención primaria de urgencia de alta resolución de profesionales e internos de la carrera de Tecnología Médica para asegurar una atención de calidad a la demanda específica de dichos servicios (Boletín Nº S 1.764-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Walker, don Patricio, para ausentarse del territorio de la República a contar del día 29 del mes en curso y, con posterioridad, para hacerlo a contar del día 6 de diciembre próximo.


- Se accede a lo solicitado.

- - -


Durante el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Informe


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de la Mujer y la Equidad de Género, y modifica normas legales que indica (Boletín N° 9.287-06) (con urgencia calificada de “suma”).



- Queda para Tabla.

Certificado


De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga un reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, y concede otros beneficios que indica (Boletín N° 9.738-05) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Queda para la Tabla de esta sesión.

- - -


Enseguida, se pide recabar la anuencia de la Sala para fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que prohíbe discriminación laboral frente a análisis genéticos (Boletín N° 7.709-13), hasta las 12:00 horas del 9 de diciembre próximo.


Así se acuerda. 

- - -


Se adjunta a la presente acta un anexo que contiene el texto íntegro de las indicaciones formuladas al proyecto de Ley de Presupuestos para el Sector Público correspondiente al año 2015 (Boletín N° 9.600-05).

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015, en segundo trámite constitucional, con informe de la Comisión Especial Mixta de

Presupuestos

La Mesa anuncia que corresponde proseguir con el tratamiento de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de Ley de Presupuestos del Sector Público para el año 2015, en segundo trámite constitucional, y que tiene el Boletín Nº 9.600-05.
- - -

Partida 09

Ministerio de Educación


La señora Presidenta pone en discusión la admisibilidad de la indicación número 80, y ofrece la palabra a los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Letelier, Pérez Varela, Bianchi, Montes, García, Chahuán, Orpis, Moreira y Navarro.


Cerrado el debate y puesta en votación la admisibilidad de la indicación mencionada, es rechazada por 21 votos en contra, 11 a favor y un pareo.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Larraín, Orpis, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.


Fundamenta su voto a favor, el Honorable Senador señor Larraín.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Moreira. 

- - -


La señora Presidenta pone en discusión la admisibilidad de la letra b) de la indicación número 76, y ofrece la palabra a la Honorable Senadora señora Von Baer, al señor Ministro de Hacienda y a los Honorables Senadores señores Zaldívar, Montes, Prokurica y Coloma.


Cerrado el debate y puesta en votación la admisibilidad de la letra b) señalada, es aprobada por 15 votos a favor, 13 en contra, una abstención y 2 pareos.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Bianchi, Chahuán, Coloma, García, García-Huidobro, Horvath, Letelier, Montes, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores García-Huidobro, Montes, García y Navarro.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Goic y señores Araya, De Urresti, Guillier, Harboe, Lagos, Matta, Pizarro, Quinteros, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamenta su voto en contra, el Honorable Senador señor Lagos.


Se abstiene, la Honorable Senadora señora Muñoz.

No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Moreira y Walker (don Ignacio).

- - -


Luego, se pone en votación la indicación número 76, en su letra b), que es rechazada por 16 votos en contra, 9 a favor y 2 pareos.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señoras Allende y Muñoz y señores Araya, De Urresti, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quinteros, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores Coloma, García, García-Huidobro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.

No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Moreira y Walker (don Ignacio).

- - -


Las indicaciones números 124 y 127 son retiradas.


Interviene, a este respecto, el Honorable Senador señor Montes.

- - -


Se pone en discusión la indicación número 107 y se ofrece el uso de la palabra a los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín y Von Baer y señores García, Lagos, Montes, Navarro y De Urresti.


La indicación es retirada.

- - -


Se pone en discusión el Programa 12, Capítulo 01 -para el cual se ha pedido votación separada-, y se ofrece la palabra a los Honorables Senadores señor Zaldívar y señora Von Baer.


Cerrado el debate y puesto en votación el Programa, es aprobado por 23 votos a favor, 6 abstenciones y 2 pareos.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, De Urresti, Espina, García, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Se abstienen, los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Coloma, García-Huidobro, Larraín, Orpis y Pérez Varela.

No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Girardi y Moreira.

- - -


Las indicaciones números 91 y 94 son retiradas.

- - -


Se ponen en discusión el Programa 30, Capítulo 01 y el Programa 01, Capítulo 03 -para los cuales se ha pedido votación separada-, y se ofrece la palabra a la Honorable Senadora señora Von Baer. Interviene, también, el señor Ministro de Hacienda.


Cerrado el debate y puestos en votación los referidos Programas, son aprobados por 23 votos a favor, 2 en contra, 4 abstenciones y 2 pareos.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Espina, García, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Coloma.

Se abstienen, los Honorables Senadores señores García-Huidobro, Guillier, Navarro y Orpis.

No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores Girardi y Moreira.

- - -


Se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 09.

_________

Partida 50

Tesoro Público


La indicación número 73 se declara inadmisible.

- - -


Sobre la Partida, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores García, Larraín, Montes, Coloma, Navarro, Letelier y Lagos y señora Von Baer. Interviene, también, el señor Ministro de Hacienda.

- - -


Se da por aprobado el resto de la Partida.

- - -


Queda despachada la Partida 50.

_________
ARTICULADO


En primer lugar, la señora Presidenta pone en discusión la admisibilidad de la indicación número 11, y ofrece el uso de la palabra al Honorable Senador señor Coloma.


Se retira la indicación.

- - -


Sobre el articulado, hacen uso de la palabra los Honorables Senadores señores Guillier, García, Bianchi, Lagos, Montes, Zaldívar, Prokurica, Navarro y Larraín. Interviene, también, el señor Ministro de Hacienda.

Cerrado el debate y puesto en votación el articulado, es aprobado por 29 votos a favor, de un total de 38 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de los artículos 3° y 16 del proyecto.


Votan afirmativamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Orpis, Ossandón, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

- - -


Concluida la votación, hace uso de la palabra el señor Ministro de Hacienda.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:
ESTIMACIÓN DE INGRESOS Y CÁLCULO DE GASTOS

Artículo 1°.- Apruébase el Presupuesto de ingresos y gastos del sector público, para el año 2015, según el detalle que se indica:

A.- En Moneda Nacional:

En Miles de $

	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
Deducciones de Transferencias    
Total
  INGRESOS
40.303.359.771
1.360.844.842
38.942.514.929
  IMPUESTOS
27.611.156.193
27.611.156.193
  IMPOSICIONES PREVISIONALES
2.194.104.082
2.194.104.082
  TRANSFERENCIAS CORRIENTES
558.403.012
506.673.525
51.729.487
  RENTAS DE LA PROPIEDAD
404.779.672
30.767.062
374.012.610
  INGRESOS DE OPERACIÓN
732.847.281
732.847.281
  OTROS INGRESOS CORRIENTES
732.964.615
732.964.615
  VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
48.190.955
48.190.955
  VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS
2.462.376.020
2.462.376.020
  RECUPERACIÓN DE PRÉSTAMOS
246.052.918
246.052.918
  TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
858.037.255
823.404.255
34.633.000
  ENDEUDAMIENTO
4.417.647.844
4.417.647.844
  SALDO INICIAL DE CAJA
36.799.924
36.799.924
  GASTOS
40.303.359.771
1.360.844.842
38.942.514.929
  GASTOS EN PERSONAL
6.389.792.214
6.389.792.214
  BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
2.603.387.179
2.603.387.179
  PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
6.810.396.401
6.810.396.401
  TRANSFERENCIAS CORRIENTES
13.432.116.757
486.860.019
12.945.256.738
  INTEGROS AL FISCO
69.010.787
50.580.568
18.430.219
  OTROS GASTOS CORRIENTES
5.996.912
5.996.912
  ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
250.358.252
250.358.252
  ADQUISICIÓN DE ACTIVOS FINANCIEROS
791.103.625
791.103.625
  INICIATIVAS DE INVERSIÓN
3.649.241.868
3.649.241.868
  PRÉSTAMOS
302.038.060
302.038.060
  TRANSFERENCIAS DE CAPITAL
3.870.689.013
823.404.255
3.047.284.758
  SERVICIO DE LA DEUDA
2.076.438.784
2.076.438.784
  SALDO FINAL DE CAJA
52.789.919
52.789.919



B.- En Moneda Extranjera convertida a dólares

En Miles de US$
	
	Resumen de los Presupuestos de las Partidas
Deducciones de Transferencias    
Total
  INGRESOS
1.719.945
0
1.719.945
  IMPUESTOS
542.000
542.000
  RENTAS DE LA PROPIEDAD
880.854
880.854
  INGRESOS DE OPERACIÓN
6.662
6.662
  OTROS INGRESOS CORRIENTES
44.085
44.085
  VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
102
102
  VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS
203.068
203.068
  RECUPERACIÓN DE PRÉSTAMOS
3.166
3.166
  ENDEUDAMIENTO
38.008
38.008
  SALDO INICIAL DE CAJA
2.000
2.000
  GASTOS
1.719.945
0
1.719.945
  GASTOS EN PERSONAL
171.279
171.279
  BIENES Y SERVICIOS DE CONSUMO
255.931
255.931
  PRESTACIONES DE SEGURIDAD SOCIAL
154
154
  TRANSFERENCIAS CORRIENTES
84.090
84.090
  OTROS GASTOS CORRIENTES
610
610
  ADQUISICIÓN DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
7.283
7.283
  ADQUISICIÓN DE ACTIVOS FINANCIEROS
1.041.565
1.041.565
  INICIATIVAS DE INVERSIÓN
2.078
2.078
  PRÉSTAMOS
3.166
3.166
  TRANSFERENCIAS DE CAPITAL
300
300
  SERVICIO DE LA DEUDA
151.489
151.489
  SALDO FINAL DE CAJA
2.000
2.000



Artículo 2°.- Apruébanse los Ingresos Generales de la Nación y los Aportes Fiscales en moneda nacional y en moneda extranjera convertida a dólares, para el año 2015, a las Partidas que se indican:

	
	Miles de $
	Miles de US$

	INGRESOS GENERALES DE LA NACIÓN:
	
	

	IMPUESTOS
	27.611.156.193
	542.000

	TRANSFERENCIAS CORRIENTES
	29.162.682
	272.318

	RENTAS DE LA PROPIEDAD
	229.954.210
	880.854

	INGRESOS DE OPERACIÓN
	11.141.341
	6.662

	OTROS INGRESOS CORRIENTES
	218.501.921
	31.655

	VENTA DE ACTIVOS NO FINANCIEROS
	429.056
	

	VENTA DE ACTIVOS FINANCIEROS
	2.050.773.800
	198.871

	RECUPERACIÓN DE PRÉSTAMOS
	10
	

	TRANSFERENCIAS PARA GASTOS DE CAPITAL
	244.443.348
	501.509

	ENDEUDAMIENTO
	4.387.500.000
	38.008

	SALDO INICIAL DE CAJA
	5.000.000
	2.000

	TOTAL INGRESOS
	34.788.062.561
	2.473.877

	APORTE FISCAL:
	
	

	PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
	16.815.182
	

	CONGRESO NACIONAL
	112.143.699
	

	PODER JUDICIAL
	415.167.016
	

	CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA
	65.214.774
	

	MINISTERIO DEL INTERIOR Y SEGURIDAD PÚBLICA
	2.316.339.904
	44.149

	MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES
	71.833.303
	209.589

	MINISTERIO DE ECONOMÍA, FOMENTO Y TURISMO
	316.170.459
	

	MINISTERIO DE HACIENDA
	345.399.155
	

	MINISTERIO DE EDUCACIÓN
	7.756.058.389
	

	MINISTERIO DE JUSTICIA
	867.074.620
	

	MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL
	1.029.840.242
	229.331

	MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS
	1.825.031.654
	

	MINISTERIO DE AGRICULTURA
	391.061.214
	

	MINISTERIO DE BIENES NACIONALES
	10.282.844
	

	MINISTERIO DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL
	6.034.355.415
	

	MINISTERIO DE SALUD
	3.770.921.033
	

	MINISTERIO DE MINERÍA
	41.018.738
	

	MINISTERIO DE VIVIENDA Y URBANISMO
	1.626.839.155
	

	MINISTERIO DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES
	824.923.701
	

	MINISTERIO SECRETARÍA GENERAL DE GOBIERNO
	24.226.880
	

	MINISTERIO DE DESARROLLO SOCIAL
	591.958.915
	

	MINISTERIO SECRETARÍA GENERAL DE LA PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
	13.715.667
	

	MINISTERIO PÚBLICO
	144.334.418
	

	MINISTERIO DE ENERGÍA
	124.570.115
	

	MINISTERIO DEL MEDIO AMBIENTE
	44.176.677
	

	MINISTERIO DEL DEPORTE
	113.543.014
	

	Programas Especiales del Tesoro Público:
	
	

	SUBSIDIOS
	941.128.138
	

	OPERACIONES COMPLEMENTARIAS
	2.613.033.316
	518.136

	SERVICIO DE LA DEUDA PÚBLICA
	2.065.161.235
	151.489

	FONDO DE RESERVA DE PENSIONES
	
	729.459

	FONDO DE ESTABILIZACIÓN ECONÓMICA Y SOCIAL
	
	263.906

	FONDO PARA LA  EDUCACIÓN
	30
	327.818

	FONDO DE APOYO REGIONAL
	275.723.659
	

	TOTAL APORTES
	34.788.062.561
	2.473.877


Artículo 3°.- Autorízase a la Presidenta de la República para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, en moneda nacional o en monedas extranjeras, hasta por la cantidad de US$ 7.500.000 miles que, por concepto de endeudamiento, se incluye en los Ingresos Generales de la Nación.

Autorízasele, además, para contraer obligaciones, en el país o en el exterior, hasta por la cantidad de US$ 500.000 miles o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.

Para los fines de este artículo, se podrá emitir y colocar bonos y otros documentos en moneda nacional o extranjera, los cuales podrán llevar impresa la firma del Tesorero General de la República.

La parte de las obligaciones contraídas en virtud de esta autorización que sea amortizada dentro del ejercicio presupuestario 2015 y aquéllas que se contraigan para efectuar pago anticipado total o parcial de deudas constituidas en ejercicios anteriores, deducidas las amortizaciones incluidas en esta ley para el año 2015, no serán consideradas en el cómputo del margen de endeudamiento fijado en los incisos anteriores.

No se imputarán a la suma de las cantidades señaladas en los incisos primero y segundo de este artículo, las obligaciones que se contraigan para solventar el pago de bonos de reconocimiento a que alude el artículo tercero transitorio del decreto ley Nº3.500, de 1980, hasta por un monto del equivalente a US$ 1.000.000 miles.

La autorización que se otorga a la Presidenta de la República será ejercida mediante decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones que se contraigan, indicando las fuentes de recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda. Copia de estos decretos serán enviados a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.

Artículo 4°.- En conformidad con lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 26 del decreto ley N°1.263, de 1975, sólo en virtud de autorización otorgada por ley podrá incrementarse la suma del valor neto de los montos para los Gastos en personal, Bienes y servicios de consumo, Prestaciones de seguridad social, Transferencias corrientes, Integros al Fisco y Otros gastos corrientes incluidos en el artículo 1° de esta ley, en moneda nacional y moneda extranjera convertida a dólares.

No regirá lo dispuesto en el inciso precedente respecto de los mayores egresos que se produzcan en los ítem de los referidos subtítulos que sean legalmente excedibles de acuerdo al artículo 28 del decreto ley N°1.263, de 1975, y a la glosa 01, Programa Operaciones Complementarias de esta ley ni a los incrementos originados en la asignación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, en venta de activos financieros, en ingresos propios asignables a prestaciones o gastos, en recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o en virtud de lo dispuesto en el artículo 21 del decreto ley N°1.263, de 1975. Los mayores gastos efectivos o incrementos que se dispongan por tales conceptos, en la cantidad que excedan lo presupuestado, incrementarán los montos máximos señalados en el inciso precedente, según corresponda.

Igual autorización legal se requerirá para aumentar la suma de las cantidades aprobadas en el citado artículo 1°, de los subtítulos de Adquisición de activos no financieros, Iniciativas de inversión y Transferencias de capital a organismos o empresas no incluidas en esta ley, en un monto superior al 10% de dicha suma, salvo que los incrementos se financien con reasignaciones presupuestarias provenientes del monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo o por incorporación de mayores saldos iniciales de caja, excepto el correspondiente a la Partida Tesoro Público, del producto de venta de activos, de recursos obtenidos de fondos concursables de entes públicos o de recuperación de anticipos. Los incrementos que provengan de las referidas reasignaciones disminuirán en igual cantidad el monto máximo establecido en el inciso primero de este artículo. Los aportes a cada una de las empresas incluidas en esta ley podrán elevarse hasta en el 10%.

Artículo 5°.- Suspéndese, durante el año 2015, la aplicación de la letra d) del artículo 81 de la ley Nº18.834, respecto de la compatibilidad en el desempeño de cargos de planta regidos por dicha ley con la designación en cargos a contrata en el mismo servicio. Esta suspensión no regirá respecto de la renovación de los contratos que gozaron de compatibilidad en el año 2014. 

Artículo 6°.- La propuesta o licitación pública será obligatoria respecto de los proyectos y programas de inversión y de los estudios básicos a realizar en el año 2015, cuando el monto total de éstos, contenido en el decreto o resolución de identificación, sea superior al equivalente en pesos de mil unidades tributarias mensuales respecto de los proyectos y programas de inversión, y de quinientas unidades tributarias mensuales en el caso de los estudios básicos, salvo las excepciones por situaciones de emergencia contempladas en la legislación correspondiente. Tratándose de los incluidos en las partidas Ministerio de Obras Públicas y Ministerio de Vivienda y Urbanismo, las referidas cantidades serán de diez mil unidades tributarias mensuales para los proyectos y programas de inversión y de tres mil unidades tributarias mensuales en los estudios básicos.

Cuando el monto respectivo fuere inferior a los señalados en el inciso precedente, la adjudicación será efectuada conforme al procedimiento establecido en el decreto supremo N°151, de 2003, del Ministerio de Hacienda.

Las empresas contratistas y subcontratistas que ejecuten obras o presten servicios financiados con recursos fiscales, que incurran en incumplimientos de las leyes laborales y previsionales durante el desarrollo de tales contratos, y sin perjuicio de las sanciones administrativas existentes, serán calificadas con nota deficiente en el área de administración del contrato. Tal calificación pasará a formar parte de los registros respectivos y se considerará en futuras licitaciones y adjudicaciones de contratos.

Las instituciones privadas, cualquiera sea su naturaleza, en el momento de contratar con el Estado deberán acompañar un certificado de cumplimiento de obligaciones laborales y de remuneración. En el evento de que la institución privada se encuentre incorporada en algún registro por incumplimientos laborales o de remuneraciones, o bien, no acompañe los referidos certificados en el momento correspondiente, no podrá contratar con el Estado mientras no subsane el incumplimiento que la afecte.

Artículo 7°.- En los decretos que contengan transferencias, hayan sido dispuestas en esta ley o se creen en virtud del artículo 26 del decreto ley N°1.263, de 1975, con imputación a los ítems 01, 02 y 03, de los subtítulos 24, Transferencias Corrientes, y 33, Transferencias de Capital, de este presupuesto para los órganos y servicios públicos, se podrá indicar el uso o destino que la institución receptora deberá dar a los recursos, las condiciones o modalidades de reintegro de los mismos y la información que respecto de su aplicación deberá remitirse al organismo que se determine.

Aquellas transferencias, incluidas en el subtítulo 24, que constituyan asignaciones globales a unidades de un Servicio o a programas ejecutados total o parcialmente por éste, deberán desglosarse en forma previa a la ejecución presupuestaria en los distintos conceptos de gasto, con visación de la Dirección de Presupuestos. Mensualmente deberá remitirse a esta Dirección un informe sobre avance de actividades, conjuntamente con la información de ejecución presupuestaria. Dicho desglose constituirá la autorización máxima de gasto en los respectivos conceptos, sin perjuicio de las modificaciones que se le introduzcan mediante igual procedimiento. La visación podrá efectuarse a contar de la fecha de publicación de esta ley. Con todo, en los conceptos de gastos antes señalados no podrán incluirse recursos para gastos en personal y bienes y servicios de consumo, salvo que estén autorizados por norma expresa en el respectivo presupuesto.

Artículo 8°.- Prohíbese a los órganos y servicios públicos, la adquisición, construcción o arrendamiento de edificios para destinarlos a casas habitación de su personal. No regirá esta prohibición respecto de los programas sobre esta materia incorporados en los presupuestos del Poder Judicial, del Ministerio de Defensa Nacional, de Carabineros de Chile, de la Policía de Investigaciones de Chile y en los de inversión regional de los gobiernos regionales en lo que respecta a viviendas para personal de educación y de la salud en zonas apartadas y localidades rurales.

Artículo 9°.- No obstante la dotación máxima de personal o de horas semanales fijadas en este presupuesto a los servicios públicos, por decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio del ramo, el que deberá llevar también la firma del Ministro de Hacienda, podrá aumentarse la dotación u horas semanales de alguno o algunos de ellos con cargo a la disminución de otro u otros, sin que pueda, en ningún caso, aumentarse la dotación máxima o número de horas semanales del conjunto de los servicios del Ministerio respectivo. En el mismo decreto supremo podrá disponerse la transferencia, desde el o los presupuestos de los servicios en que disminuya la dotación, al o a los servicios en que se aumente, de los recursos necesarios para afrontar en éste o éstos el gasto correspondiente al aumento de dotación, o efectuar las reasignaciones presupuestarias que procedan con igual objeto.

Artículo 10.- Los órganos y servicios públicos podrán contratar personal que reemplace a funcionarios contratados que, por cualquier razón, se encuentren imposibilitados para desempeñar sus cargos por un período superior a treinta días corridos. Dichas contrataciones no se imputarán a la respectiva dotación máxima de personal y sólo podrán efectuarse si la entidad cuenta con disponibilidad de recursos para tal efecto, lo que deberá ser certificado por la autoridad superior de la institución, sobre la base del informe de su unidad de finanzas. Tal certificación se acompañará al respectivo acto administrativo.

Artículo 11.- Para los efectos de proveer durante el año 2015 las vacantes de los cargos a que se refiere el artículo cuadragésimo octavo de la ley N°19.882, se convocará a los procesos de selección a través de los sitios web institucionales u otros que se creen, donde se dará información suficiente, entre otras materias, respecto de las funciones del cargo, el perfil profesional, las competencias y aptitudes requeridas para desempeñarlo, el nivel referencial de remuneraciones, el plazo para la postulación y la forma en que deberán acreditarse los requisitos. Adicionalmente, se publicarán en diarios de circulación nacional avisos de la convocatoria del proceso de selección, los que deberán hacer referencia a los correspondientes sitios web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados.

Artículo 12.- Los órganos y servicios públicos de la administración civil del Estado incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio de Hacienda para adquirir, a cualquier título, toda clase de vehículos motorizados destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, cuyo precio supere los que fije dicho Ministerio.

Igual autorización previa requerirán los órganos y servicios que tengan fijada dotación máxima de vehículos motorizados, para tomar en arrendamiento tales vehículos o para convenir, en cualquier tipo de contratos, que éstos les sean proporcionados por la otra parte, para su utilización en funciones inherentes al servicio.

Las adquisiciones a título gratuito que sean autorizadas incrementarán la dotación máxima de vehículos motorizados a que se refiere el siguiente inciso, hasta en la cantidad que se consigne en la autorización y se fije mediante decreto supremo del Ministerio de Hacienda.

La dotación máxima de vehículos motorizados fijada en las Partidas de esta ley para los servicios públicos, comprende a todos los destinados al transporte terrestre de pasajeros y de carga, incluidos los adquiridos directamente con cargo a proyectos de inversión. La dotación podrá ser aumentada respecto de alguno o algunos de éstos, mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio correspondiente, dictado bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, el cual deberá ser visado por el Ministerio de Hacienda, con cargo a la disminución de la dotación máxima de otros de dichos servicios, sin que pueda ser aumentada, en ningún caso, la dotación máxima del Ministerio de que se trate.

En el decreto supremo respectivo podrá disponerse el traspaso del o de los vehículos correspondientes desde el servicio en que se disminuye a aquel en que se aumenta. Al efecto, los vehículos deberán ser debidamente identificados y el decreto servirá de suficiente título para transferir el dominio de ellos, debiendo inscribirse en el Registro de Vehículos Motorizados.

Artículo 13.- El producto de las ventas de bienes inmuebles fiscales que no estén destinados por aplicación de lo dispuesto en el artículo 56 del decreto ley N°1.939, de 1977, que efectúe durante el año 2015 el Ministerio de Bienes Nacionales, y las cuotas que se reciban en dicho año por ventas efectuadas desde 1986 a 2014, se incorporarán transitoriamente como ingreso presupuestario de dicho Ministerio. Esos recursos se destinarán a los siguientes objetivos:

- 65% al Gobierno Regional de la Región en la cual está ubicado el inmueble enajenado, para su programa de inversión;

- 10% al Ministerio de Bienes Nacionales, y

- 25% a beneficio fiscal, que ingresará a rentas generales de la Nación.

La norma establecida en este artículo no regirá respecto de las ventas que efectúe dicho Ministerio a órganos y servicios públicos, o a empresas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al 50%, destinadas a satisfacer necesidades propias del adquirente.

No obstante lo anterior, si las empresas a que se refiere el inciso precedente enajenaren todo o parte de los bienes inmuebles adquiridos al Ministerio de Bienes Nacionales dentro del plazo de un año contado desde la fecha de inscripción del dominio a su nombre, el Fisco aportará al gobierno regional respectivo el 65% del precio pagado al referido Ministerio, o la proporción correspondiente si la venta fuere parcial.

Artículo 14.- La Dirección de Presupuestos proporcionará a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos los informes y documentos que se señalan, en la forma y oportunidades que a continuación se indican:

1. Informe de ejecución presupuestaria mensual de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo mes.

2. Informe de ejecución presupuestaria trimestral de ingresos y gastos del Gobierno Central, a nivel de Subtítulos, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre, incluyendo en anexos un desglose de los ingresos tributarios del período, otras fuentes de financiamiento y saldo de la deuda bruta del Gobierno Central.

Del mismo modo, se deberá incluir en anexos información del gasto devengado en el Gobierno Central en el del Subtítulo 22 ítem 07, Publicidad y Difusión, desagregado por asignación, detallando el gasto por partida y su variación real respecto de igual trimestre del año anterior, y de las asignaciones comprendidas en los subtítulos 24 y 33, para cada uno de los programas de esta ley.

3. Informe de la ejecución trimestral del presupuesto de ingresos y de gastos de las partidas de esta ley, al nivel de partidas, capítulos y programas aprobados respecto de cada una de ellas, estructurado en presupuesto inicial, presupuesto vigente y monto ejecutado a la fecha respectiva, incluido el gasto de todas las glosas de esta ley, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.

4. Informe semestral de los montos devengados en el subtítulo 31, Iniciativas de Inversión, para las distintas partidas presupuestarias, con clasificación regional de ese gasto, incluyendo la categoría “interregional”, a más tardar, sesenta días después de terminado el semestre respectivo.

5. Copia de los decretos de modificaciones presupuestarias totalmente tramitados durante cada trimestre, dentro de los treinta días siguientes al término del mismo, y un informe consolidado de las modificaciones presupuestarias efectuadas en dicho trimestre, especificando los montos incrementados o disminuidos por subtítulo y partida.

6. Nómina mensual de los decretos que dispongan transferencias con cargo a la asignación Provisión para Financiamientos Comprometidos, de la Partida Tesoro Público, totalmente tramitados en el período, dentro de los quince días siguientes al término del mes respectivo.

7. Informe financiero trimestral de las empresas del Estado y de aquéllas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, que comprenderá un balance consolidado por empresa y estado de resultados a nivel consolidado y por empresa. Dicho informe será elaborado por el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción o quien lo suceda o reemplace, y será remitido dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros.

8. Copia de los balances anuales y estados financieros semestrales de las empresas del Estado, Televisión Nacional de Chile, el Banco del Estado de Chile, la Corporación del Cobre de Chile, de todas aquellas en que el Estado, sus instituciones o empresas tengan aporte de capital igual o superior al cincuenta por ciento, realizados y auditados de acuerdo a las normas establecidas para las sociedades anónimas abiertas, y de las entidades a que se refiere la ley N°19.701. Dichas copias serán remitidas dentro de los quince días siguientes a la fecha de vencimiento del respectivo plazo de presentación fijado por la Superintendencia de Valores y Seguros.

9. Informe semestral de la deuda pública bruta y neta del Gobierno Central y de la deuda bruta y neta del Banco Central, con sus notas explicativas y antecedentes complementarios, dentro de los sesenta días y noventa días siguientes al término del correspondiente semestre, respectivamente.

10. Copia de los contratos de préstamo que se suscriban con organismos multilaterales en uso de la autorización otorgada en el artículo 3° de esta ley, dentro de los quince días siguientes al de su total tramitación.

11. Informe trimestral sobre los Activos Financieros del Tesoro Público, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre. 

12. Informe trimestral sobre el Fondo de Reserva de Pensiones y el Fondo de Estabilización Económica y Social, dentro de los noventa días siguientes al término del respectivo trimestre.

13. Informe trimestral de las operaciones de cobertura de riesgo de activos y pasivos autorizados en el artículo 5° de la ley N°19.908, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre.

14. Informe, antes del 31 de diciembre de 2014, de los gastos considerados para el año 2015 en iniciativas de inversión en las zonas comprendidas en el decreto supremo N°150, de 2010, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, especificando el tipo de obra, región y comuna de ubicación, costo y plazo de ejecución. Asimismo, estado de avance trimestral, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre, de cada una de las obras especificadas.

15. Informe, antes del 31 de marzo de 2015, acerca del presupuesto de la Nación desagregado a nivel regional, cuando corresponda, por Partida. Trimestralmente, además, se informará respecto de la ejecución de los recursos contemplados en cada Partida, incorporando indicadores de ejecución del gasto regionalizado, cuando corresponda.

Para dar cumplimiento a lo señalado en los numerales anteriores, la información indicada deberá ser entregada por los organismos correspondientes de conformidad a las instrucciones impartidas para tal efecto por la Dirección de Presupuestos. Además, ésta deberá ser publicada en los mismos plazos en los respectivos sitios web de los organismos obligados a proporcionarla.

El reglamento a que se refiere el inciso tercero del artículo 7° de la ley N°19.862 deberá establecer que la inscripción de cada operación de transferencia señalará el procedimiento de asignación utilizado, indicando al efecto si éste ha sido concurso u otro. Trimestralmente, la Subsecretaría de Hacienda enviará un informe sobre la base de la información proporcionada por el Registro Central de Colaboradores del Estado, identificando el total de asignaciones directas ejecutadas en el período a nivel de programa.

Toda información que en virtud de otras disposiciones de esta ley deba ser remitida a las Comisiones del Senado y de la Cámara de Diputados, será proporcionada por los respectivos organismos, además, a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos y al Departamento de Evaluación de la Ley de la Cámara de Diputados, para su trabajo y remisión a quien lo solicite.

La información deberá incluir las advertencias de porcentajes de cumplimientos de objetivos o indicadores.

Asimismo, toda información que de acuerdo a lo establecido en la presente ley deba ser remitida a las Comisiones del Senado y de la Cámara de Diputados, será proporcionada en formato digital susceptible de ser analizado utilizando software de manejo de base de datos.

Artículo 15.- Durante el año 2015, la suma de los montos involucrados en operaciones de cobertura de riesgos financieros que celebren las entidades autorizadas en el artículo 5° de la ley N°19.908, no podrá exceder de US$1.500.000 miles o su equivalente en moneda nacional. Tales operaciones se deberán efectuar con sujeción a lo dispuesto en la citada norma legal.

Artículo 16.- Durante el año 2015, la Presidenta de la República podrá otorgar la garantía del Estado a los créditos que contraigan o a los bonos que emitan las empresas del sector público y universidades estatales, hasta por la cantidad de US$300.000.000 (trescientos millones de dólares de los Estados Unidos de América) o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.

La autorización que se otorga a la Presidenta de la República será ejercida mediante uno o más decretos supremos expedidos a través del Ministerio de Hacienda, en los cuales se identificará el destino específico de las obligaciones por contraer, indicando las fuentes de los recursos con cargo a los cuales debe hacerse el servicio de la deuda.

Las garantías que otorgue el Estado en conformidad con este artículo se extenderán al capital, reajustes e intereses que devenguen los créditos y los bonos mencionados precedentemente, comisiones, contratos de canje de monedas y demás gastos que irroguen, cualquiera sea su denominación presente o futura, hasta el pago efectivo de dichas obligaciones.

Para obtener la garantía estatal señalada, las empresas señaladas en el inciso primero deberán suscribir previamente un convenio de programación con el Comité Sistema de Empresas de la Corporación de Fomento de la Producción, en el que se especificarán los objetivos y los resultados esperados de su operación y programa de inversiones, en la forma que se establezca mediante instrucciones del Ministerio de Hacienda. A estos convenios les será aplicable la disposición del inciso segundo del artículo 2° de la ley N°19.847.

Autorízase a las universidades estatales para contratar, durante el año 2015, empréstitos por períodos de hasta veinte años, de forma que, con los montos que se contraten, el nivel de endeudamiento total en cada una de ellas no exceda del setenta por ciento (70%) de sus patrimonios. El servicio de la deuda se realizará con cargo al patrimonio de las mismas universidades estatales que las contraigan. Estos empréstitos deberán contar con la visación previa del Ministerio de Hacienda. Con todo, los empréstitos no comprometerán de manera directa ni indirecta el crédito y la responsabilidad financiera del Estado.

La contratación de los empréstitos que se autorizan a las universidades estatales no estará sujeta a las normas de la ley Nº19.886 y su reglamento. En todo caso, las universidades deberán llamar a propuesta pública para seleccionar la o las entidades financieras que les concederán el o los empréstitos.

Copia de los antedichos empréstitos, indicando el monto y las condiciones bajo las cuales fueron suscritos, además de un informe que especifique los objetivos y los resultados esperados de cada operación y su programa de inversiones asociado, serán enviados al Ministerio de Educación y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, dentro de los treinta días siguientes al de su contratación.

Artículo 17.- Los órganos y servicios públicos incluidos en esta ley necesitarán autorización previa del Ministerio del ramo, visada por el Ministerio de Relaciones Exteriores y el Ministerio de Hacienda, para afiliarse o asociarse a organismos internacionales, renovar las afiliaciones existentes o convenir aumento de sus cuotas. En el evento de que la incorporación o renovación les demande efectuar contribuciones o aportes o aumentos de éstos y si los convenios consisten en aumentos del monto de cuotas, su visación quedará condicionada a la disponibilidad de recursos fiscales.

Artículo 18.- Los decretos supremos del Ministerio de Hacienda que deban dictarse en cumplimiento de lo dispuesto en los diferentes artículos de esta ley y los que correspondan para la ejecución presupuestaria, se ajustarán a lo establecido en el artículo 70 del decreto ley N°1.263, de 1975.

Las aprobaciones y autorizaciones del Ministerio de Hacienda establecidas en esta ley, para cuyo otorgamiento no se exija expresamente que se efectúen por decreto supremo, las autorizaciones que prescriben los artículos 22 y 24 del decreto ley N°3.001, de 1979, el párrafo final del inciso segundo del artículo 8° del decreto ley N°1.056, de 1975, y el artículo 4° de la ley N°19.896, la excepción a que se refiere el inciso final del artículo 9° de la ley N°19.104 y el artículo 14 de la ley N°20.128, se cumplirán mediante oficio o visación del Subsecretario de Hacienda, quien podrá delegar tales facultades, total o parcialmente, en el Director de Presupuestos.

Las visaciones dispuestas en el artículo 5° de la ley N°19.896 serán efectuadas por el Subsecretario respectivo, quien podrá delegar tal facultad en el Secretario Regional Ministerial correspondiente y, en el caso de los gobiernos regionales, en el propio Intendente.

Artículo 19.- Los encargados de los programas presupuestarios previstos en esta ley que se encuentren contratados a honorarios tendrán la calidad de agentes públicos, con la consecuente responsabilidad penal y administrativa, y sin perjuicio de la responsabilidad correspondiente de su superior jerárquico.

Artículo 20.- Los órganos y servicios públicos, cuando realicen avisaje y publicaciones en medios de comunicación social, deberán efectuarlos, al menos en el 20%, en medios de comunicación con clara identificación local. Los mismos se distribuirán territorialmente de manera equitativa. Los órganos y servicios a que se refiere este artículo deberán dar cumplimiento a lo establecido, por medio de sus respectivos sitios web.

Artículo 21.- Será de cargo de las respectivas entidades públicas el siguiente deber de información:

1. Informe trimestral sobre el estado de ejecución de los compromisos adquiridos con la Mesa Social de la Región de Aysén.

2. Remisión a la Biblioteca del Congreso Nacional, en soporte electrónico, de una copia de los informes derivados de estudios e investigaciones contratados en virtud de la asignación 22.11.001, dentro de los ciento ochenta días siguientes a la recepción de su informe final.

3. En caso de contar con asignaciones comprendidas en los subtítulos 24 y 33, los organismos responsables de dichos programas deberán publicar Informe trimestral, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo trimestre en su sitio web institucional la individualización de los proyectos beneficiados, nómina de beneficiarios, metodología de elección de éstos, las personas o entidades ejecutoras de los recursos, los montos asignados y la modalidad de asignación.

Si las asignaciones a las que hace mención el párrafo precedente corresponden a transferencias a municipios, el informe respectivo también deberá contener una copia de los convenios firmados con los alcaldes, el desglose por municipio de los montos transferidos y el criterio bajo el cual éstos fueron distribuidos.

4. En caso de contar con asignaciones correspondientes al subtítulo 31, la entidad responsable de la ejecución de los recursos deberá informar a las Comisiones de Hacienda del Senado y de la Cámara de Diputados y a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, a más tardar el 31 de marzo de 2015, la nómina de los proyectos y programas financiados con cargo a los recursos señalados, su calendario de ejecución y también, en caso de ser pertinente, su calendario de licitación.

5. Mensualmente, el Gobierno Regional correspondiente, los estudios básicos, proyectos y programas de inversión que realizarán en la región y que hayan identificado conforme a lo dispuesto en el artículo 19 bis del decreto ley N°1.263, de 1975. Tal información comprenderá el nombre del estudio, proyecto o programa, su monto y demás características, y se remitirá dentro de los treinta días siguientes al término del mes de total tramitación de los respectivos decretos.

6. Publicar en sus respectivos portales de transparencia activa las actas de evaluación emitidas por las comisiones evaluadoras de licitaciones y compras públicas de bienes y servicios que realicen en el marco de la ley N° 19.886, dentro de los treinta días siguientes al término del respectivo proceso.

Artículo 22.- Las actividades de publicidad y difusión que corresponda realizar por los Ministerios, las Intendencias, las Gobernaciones y los órganos y servicios públicos que integran la Administración del Estado, se sujetarán a lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N°19.896. En caso alguno podrán efectuarse campañas publicitarias que tengan por objeto único enumerar los logros de una autoridad específica o del Gobierno en general, con excepción de las cuentas públicas que los organismos señalados en el citado artículo realicen.

Para estos efectos, se entenderá que son gastos de publicidad y difusión, para el cumplimiento de las funciones de los referidos organismos, aquellos necesarios para el adecuado desarrollo de procesos de contratación; de acceso, comunicación o concursabilidad de beneficios o prestaciones sociales, tales como ejercicio de derechos o acceso a becas, subsidios, créditos, bonos, transferencias monetarias u otros programas o servicios; de orientación y educación de la población para situaciones de emergencia o alarma pública y, en general, aquellos gastos que, debido a su naturaleza, resulten impostergables para la gestión eficaz de los mismos organismos.

El incumplimiento de lo dispuesto en este artículo por parte de las autoridades de los organismos señalados contraviene lo establecido en el artículo 52 del decreto con fuerza de ley N°1/19.653, del año 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, que hace referencia al principio de probidad administrativa.

Artículo 23.- Las disposiciones de esta ley regirán a contar del 1 de enero del año 2015, sin perjuicio de que puedan dictarse a contar de la fecha de su publicación los decretos a que se refiere el artículo 3°, y los decretos y resoluciones que en virtud de esta ley sean necesarios para posibilitar la ejecución presupuestaria.”.

_________

Se suspende la sesión para celebrar una reunión de Comités.


Se reanuda la sesión.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS


El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión recién celebrada, han adoptado el siguiente acuerdo, que la Sala, unánimemente, ratifica:

- Que en la discusión del proyecto Boletín N° 9.738-05, intervengan los Senadores por el tiempo que corresponde a cada Comité en la Hora de Incidentes, es decir, en forma proporcional al número de Senadores que lo conforman.
_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, y concede otros beneficios que indica,

con certificado de la Comisión de Hacienda

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.738-05 y urgencia calificada de “discusión inmediata”. 


Añade que la Comisión de Hacienda discutió el proyecto de ley en general y en particular en virtud de lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, aprobándolo por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados.
- - -


La señora Presidenta pone en discusión el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Coloma, Zaldívar, Chahuán, Tuma, Bianchi, Navarro, Prokurica y Larraín, señora Goic, señores García-Huidobro, Guillier y Ossandón, señora Pérez San Martín y señores Quinteros y Horvath.

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 26 votos a favor y 5 en contra.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Orpis, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.


Votan por la negativa, los Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Navarro, Ossandón y Prokurica.

- - -

Luego, el señor Secretario General anuncia que se han presentado dos indicaciones.


La indicación número 1, de los Honorables Senadores señor Bianchi, señora Pérez San Martín y señores Chahuán, Horvath y Prokurica, al artículo 1°, para agregar en su inciso segundo, tras la palabra “empleadora” y a continuación del punto aparte, que pasa a ser seguido, la frase “Este reajuste tampoco regirá para los trabajadores que estén ubicados en los grados A, B y C de la Escala Única de Sueldos establecida en el decreto de ley N° 249, de 1973.”.


La señora Presidenta la declara inadmisible.


Al respecto, intervienen los Honorables Senadores señores Bianchi y Prokurica.

- - -


Se suspende la sesión.


Se reanuda la sesión.

- - -


Enseguida, se otorga la palabra al Honorable Senador señor Harboe.

- - -


La indicación número 2 del Honorable Senador señor Bianchi, al artículo 19 del proyecto, es para reemplazar por una coma (,) la letra “o” que antecede a la palabra “institucional”, y agregar -a continuación de ésta- la expresión “o de zona”.


Se declara inadmisible.
- - -


Luego, la señora Presidenta declara el proyecto también aprobado en particular.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1º.- Otórgase, a contar del 1 de diciembre de 2014, un reajuste de 6.0% a las remuneraciones, asignaciones, beneficios y demás retribuciones en dinero, imponibles para salud y pensiones, o no imponibles, de los trabajadores del sector público, incluidos los profesionales regidos por la ley Nº15.076 y el personal del acuerdo complementario de la ley Nº19.297. 


El reajuste establecido en el inciso anterior no regirá, sin embargo, para los trabajadores del mismo sector cuyas remuneraciones sean fijadas de acuerdo con las disposiciones sobre negociación colectiva establecidas en el Código del Trabajo y sus normas complementarias, ni para aquellos cuyas remuneraciones sean determinadas, convenidas o pagadas en moneda extranjera. No regirá, tampoco, para las asignaciones del decreto con fuerza de ley Nº150, de 1982, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, ni respecto de los trabajadores del sector público cuyas remuneraciones sean fijadas por la entidad empleadora. 


Las remuneraciones adicionales a que se refiere el inciso primero, establecidas en porcentajes de los sueldos, no se reajustarán directamente, pero se calcularán sobre éstos, reajustados en conformidad con lo establecido en este artículo, a contar del 1 de diciembre de 2014.


Artículo 2º.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Navidad, a los trabajadores que, a la fecha de publicación de esta ley, desempeñen cargos de planta o a contrata de las entidades actualmente regidas por el artículo 1º del decreto ley Nº249, de 1974; el decreto ley Nº3.058, de 1979; los Títulos I, II y IV del decreto ley Nº3.551, de 1981; el decreto con fuerza de ley Nº 1 (G), de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional; el decreto con fuerza de ley Nº2 (I), de 1968, del Ministerio del Interior; el decreto con fuerza de ley Nº1 (Investigaciones), de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional; a los trabajadores de Astilleros y Maestranzas de la Armada, de Fábricas y Maestranzas del Ejército y de la Empresa Nacional de Aeronáutica de Chile; a los trabajadores cuyas remuneraciones se rigen por las leyes Nº18.460 y Nº18.593; a los señalados en el artículo 35 de la ley Nº18.962; a los trabajadores del acuerdo complementario de la ley Nº19.297, al personal remunerado de conformidad al párrafo 3º del Título VI de la ley Nº19.640 y a los trabajadores de empresas y entidades del Estado que no negocien colectivamente y cuyas remuneraciones se fijen de acuerdo con el artículo 9º del decreto ley Nº1.953, de 1977, o en conformidad con sus leyes orgánicas o por decretos o resoluciones de determinadas autoridades. 


El monto del aguinaldo será de $49.396.- para los trabajadores cuya remuneración líquida percibida en el mes de noviembre de 2014 sea igual o inferior a $660.000.- y de $26.129.- para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá por remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondiente a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.


Artículo 3º.- El aguinaldo que otorga el artículo anterior corresponderá, asimismo, en los términos que establece dicha disposición, a los trabajadores de las universidades que reciben aporte fiscal directo de acuerdo con el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº4, de 1981, del Ministerio de Educación, y a los trabajadores de sectores de la Administración del Estado que hayan sido  traspasados a las municipalidades, siempre que tengan alguna de dichas calidades a la fecha de publicación de esta ley. 


Artículo 4º.- Los aguinaldos concedidos por los artículos 2º y 3º de esta ley, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, serán de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, serán de cargo de la propia entidad empleadora.


Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.


Artículo 5º.- Los trabajadores de los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado conforme al decreto con fuerza de ley Nº2, de 1998, del Ministerio de Educación, y de los establecimientos de Educación Técnico Profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº3.166, de 1980, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que establece dicha disposición.   


El Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.


Artículo 6º.- Los trabajadores de las instituciones reconocidas como colaboradoras del Servicio Nacional de Menores, de acuerdo con el decreto ley Nº2.465, de 1979, que reciban las subvenciones establecidas en el artículo 30 de la ley Nº20.032, de las Corporaciones de Asistencia Judicial y de la Fundación de Asistencia Legal a la Familia, tendrán derecho, de cargo fiscal, al aguinaldo que concede el artículo 2º de esta ley, en los mismos términos que determina dicha disposición. 


El Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio a que se refiere el presente artículo.


Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.  


Artículo 7º.- En los casos a que se refieren los artículos 3º, 5º y 6º de la presente ley, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda.


Artículo 8º.- Concédese, por una sola vez, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2015 a los trabajadores que, al 31 de agosto del año 2015, desempeñen cargos de planta o a contrata en las entidades a que se refiere el artículo 2º, y para los trabajadores a que se refieren los artículos 3º, 5º y 6º de esta ley. 


El monto del aguinaldo será de $63.600.- para los trabajadores cuya remuneración líquida, que les corresponda percibir en el mes de agosto del año 2015, sea igual o inferior a $660.000.-, y de $44.149.-, para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad. Para estos efectos, se entenderá como remuneración líquida el total de las de carácter permanente correspondientes a dicho mes, excluidas las bonificaciones, asignaciones y bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional; con la sola deducción de los impuestos y de las cotizaciones previsionales de carácter obligatorio.


El aguinaldo de Fiestas Patrias concedido por este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco, y respecto de los servicios  descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º, y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, será de cargo de la propia entidad empleadora. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.


Respecto de los trabajadores de los establecimientos de enseñanza a que se refiere el artículo 5º de esta ley, el Ministerio de Educación fijará internamente los procedimientos de pago y entrega de los recursos a los sostenedores o representantes legales de los referidos establecimientos y de resguardo de su aplicación al pago del aguinaldo que otorga este artículo. Dichos recursos se transferirán a través de la Subsecretaría de Educación.  Tratándose de los trabajadores de las instituciones a que se refiere el artículo 6º de esta ley, el Ministerio de Justicia fijará internamente los procedimientos de entrega de los recursos a las referidas instituciones y de resguardo de su aplicación al pago del beneficio que otorga el presente artículo. Dichos recursos se transferirán a través del Servicio Nacional de Menores o de la Secretaría y Administración General del Ministerio de Justicia, según corresponda.


En los casos a que se refieren los artículos 5º y 6º, el pago del aguinaldo se efectuará por el respectivo empleador, el que recibirá los fondos pertinentes del ministerio que corresponda, cuando procediere.


Artículo 9º.- Los aguinaldos establecidos en los artículos precedentes no corresponderán a los trabajadores cuyas remuneraciones sean pagadas en moneda extranjera.


Artículo 10.- Los aguinaldos a que se refiere esta ley no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia, no estarán afectos a descuento alguno.


Artículo 11.- Los trabajadores a que se refiere esta ley, que se encuentren en goce de subsidio por incapacidad laboral, tendrán derecho al aguinaldo respectivo de acuerdo al monto de la última  remuneración mensual que hubieren percibido.


Los trabajadores que en virtud de esta ley puedan impetrar el correspondiente aguinaldo de dos o más entidades diferentes, sólo tendrán derecho al que determine la remuneración de mayor monto; y los  que, a su vez, sean pensionados de algún régimen de previsión, sólo tendrán derecho a la parte del aguinaldo que otorga el artículo 2º que exceda a la cantidad que les corresponda percibir por concepto de aguinaldo, en su calidad de pensionado. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y su pensión, líquidas.


Cuando, por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en los artículos anteriores, correspondiere el pago de aguinaldo de Navidad o de Fiestas  Patrias, éstos serán imputables al monto establecido en esta ley y podrán acogerse al financiamiento que ésta señala.


La diferencia a favor del trabajador que de ello resulte será de cargo de la respectiva entidad empleadora.


Artículo 12.- Quienes perciban maliciosamente los aguinaldos que otorga esta ley deberán restituir quintuplicada la cantidad recibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que  pudieren corresponderles.


Artículo 13.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores a que se refiere el artículo 1º de esta ley; a los de los servicios traspasados a las municipalidades en virtud de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior; a los trabajadores a que se refiere el Título IV de la ley Nº19.070, que se desempeñen en los establecimientos educacionales regidos por el decreto con fuerza de ley Nº2, de 1998, del Ministerio de Educación; por el decreto ley Nº3.166, de 1980, y los de las Corporaciones de Asistencia Judicial, un bono de escolaridad no imponible ni tributable, por cada hijo de entre cuatro y veinticuatro años de edad, que sea carga familiar reconocida para los efectos del decreto con fuerza de ley Nº150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. Este beneficio se otorgará aun cuando no perciban el beneficio de asignación familiar por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº18.987, y siempre que se encuentren cursando estudios regulares en los niveles de enseñanza pre básica del 1º nivel de transición, 2º nivel de transición, educación básica o media, educación superior o educación especial, en establecimientos educacionales del Estado o reconocidos por éste. El monto del bono ascenderá a la suma de $61.852.- el que será pagado en 2 cuotas iguales de $30.926.- cada una, la primera en marzo y la segunda en junio del año 2015. Para su pago, podrá estarse a lo que dispone el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº150, de 1981, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. 


Cuando, por efectos de contratos o convenios entre empleadores y los trabajadores de entidades contempladas en el inciso anterior, correspondiere el pago del bono de escolaridad, éste será imputable al monto establecido en este artículo y podrán acogerse al financiamiento que esta ley señala.


En los casos de jornadas parciales, concurrirán al pago las entidades en que preste sus servicios el trabajador, en la proporción que corresponda. 


Quienes perciban maliciosamente este bono deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Artículo 14.- Concédese a los trabajadores a que se refiere el artículo anterior, durante el año 2015, una bonificación adicional al bono de escolaridad de $26.129.- por cada hijo que cause este derecho, cuando a la fecha de pago del bono, los funcionarios tengan una remuneración líquida igual o inferior a $660.000.-, la que se pagará con la primera cuota del bono de escolaridad respectivo y se someterá en lo demás a las reglas que rigen dicho beneficio.


Los valores señalados en el inciso anterior se aplicarán, también, para conceder la bonificación adicional establecida en el artículo 12 de la ley Nº19.553. Esta bonificación adicional es incompatible con la referida en el inciso precedente. 


Artículo 15.- Concédese durante el año 2015, al personal asistente de la educación que se desempeñe en sectores de la Administración del Estado que hayan sido traspasados a las municipalidades, y siempre que tengan alguna de las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº19.464, el bono de escolaridad que otorga el artículo 13 y la bonificación adicional del artículo 14 de esta ley, en los mismos términos señalados en ambas disposiciones.


Iguales beneficios tendrá el personal de la educación que tenga las calidades señaladas en el artículo 2º de la ley Nº19.464, que se desempeñe en los establecimientos particulares de enseñanza subvencionados por el Estado, conforme al decreto con fuerza de ley Nº2, de 1998, del Ministerio de Educación, y en los establecimientos de educación técnico-profesional traspasados en administración de acuerdo al decreto ley Nº3.166, de 1980.


Artículo 16.- Durante el año 2015 el aporte máximo a que se refiere el artículo 23 del decreto ley Nº249, 1974, tendrá un monto de $107.749.-. 


El aporte extraordinario a que se refiere el artículo 13 de la ley Nº19.553 se calculará sobre dicho monto. 


Artículo 17.- Increméntase en $3.739.680.- miles, el aporte que establece el artículo 2º del decreto con fuerza de ley Nº4, de 1981, del Ministerio de Educación, para el año 2014. Dicho aporte incluye los recursos para otorgar los beneficios a que se refieren los artículos 13 y 14, al personal académico y no académico de las universidades estatales.


La distribución de estos recursos entre las universidades estatales se efectuará, en primer término, en función de las necesidades acreditadas para el pago de los beneficios referidos en el inciso anterior, y el remanente se hará en la misma proporción que corresponda al aporte inicial correspondiente al año 2014.


Artículo 18.- Sustitúyese, a partir del 1 de enero del año 2015, los montos de “$ 260.285”, “$ 295.181” y “$ 317.506”, a que se refiere el artículo 21 de la ley Nº 19.429, por “$310.000.-“, “$345.000.-“ y “$367.000”, respectivamente. 


Artículo 19.- Sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 2º, 8º y 13 los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente, en los meses que en cada caso corresponda, sean iguales o inferiores a $2.185.574.-, excluidas las bonificaciones, asignaciones o bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional.


Artículo 20.- Concédese por una sola vez en el año 2015, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº16.744, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; a los pensionados del sistema establecido en el referido decreto ley  que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario de vejez, cuyas pensiones sean de un monto inferior o igual al valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio; y a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias de vejez, un bono de invierno de $55.094.-.


El bono a que se refiere el inciso anterior se pagará en el mes de mayo del año 2015, a todos los pensionados antes señalados que al primer día de dicho mes tengan 65 o más años de edad. Será de cargo fiscal, no constituirá remuneración o renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable y no estará afecto a descuento alguno. 


No tendrán derecho a dicho bono quienes sean titulares de más de una pensión de cualquier tipo, incluido el seguro social de la ley Nº16.744, o de pensiones de gracia, salvo cuando éstas no excedan, en su conjunto, del valor de la pensión mínima de vejez del artículo 26 de la ley Nº15.386, para pensionados de 75 o más años de edad, a la fecha de pago del beneficio.


Para efectos de lo dispuesto en el presente artículo, no se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario de vejez. 


Artículo 21.- Concédese, por una sola vez, a los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº16.744, que tengan algunas de estas calidades al 31 de agosto del año 2015, un aguinaldo de Fiestas Patrias del año 2015, de $17.140.-. Este aguinaldo se incrementará en $8.793.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban dichos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº18.987. 

En los casos en que las asignaciones familiares las reciba una persona distinta del pensionado, o las habría recibido de no mediar la disposición citada en el inciso precedente, el o los incrementos del aguinaldo deberán pagarse a la persona que perciba o habría percibido las asignaciones.


Asimismo, los beneficiarios de pensiones de sobrevivencia no podrán originar, a la vez, el derecho al aguinaldo a favor de las personas que perciban asignación familiar causada por ellos. Estas últimas sólo tendrán derecho al aguinaldo en calidad de pensionadas, como si no percibieren asignación familiar.


Al mismo aguinaldo, con el incremento cuando corresponda, que concede el inciso primero de este artículo, tendrán derecho quienes al 31 de agosto del año 2015 tengan la calidad de beneficiarios de las pensiones básicas solidarias; de la ley Nº19.123; del artículo 1º de la ley Nº19.992; del decreto ley Nº3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal; del referido decreto ley que se encuentren percibiendo un aporte previsional solidario; de las indemnizaciones del artículo 11 de la ley Nº19.129, y del subsidio para las personas con discapacidad mental a que se refiere el artículo 35 de la ley Nº20.255.


Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización. En el caso que pueda impetrar el beneficio en su calidad de trabajador afecto al artículo 8º de la presente ley, sólo podrá percibir en dicha calidad la cantidad que exceda a la que le corresponda como pensionado, beneficiario del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley Nº20.255 o de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº19.129. Al efecto, deberá considerarse el total que represente la suma de su remuneración y pensión, subsidio o indemnización, líquidos. En todo caso, se considerará como parte de la respectiva pensión el monto que el pensionado perciba por concepto de aporte previsional solidario.


Concédese, asimismo, por una sola vez, a los pensionados a que se refiere este artículo, que tengan algunas de las calidades que en él se señalan al 30 de noviembre del año 2015 y a los beneficiarios del subsidio a que se refiere el artículo 35 de la ley Nº20.255 y de la indemnización establecida en el artículo 11 de la ley Nº19.129 que tengan dicha calidad en la misma fecha, un aguinaldo de Navidad del año 2015 de $19.700.-. Dicho aguinaldo se incrementará en $11.130.- por cada persona que, a la misma fecha, tengan acreditadas como causantes de asignación familiar o maternal, aun cuando no perciban esos beneficios por aplicación de lo dispuesto en el artículo 1º de la ley Nº18.987.


Cada beneficiario tendrá derecho sólo a un aguinaldo, aun cuando goce de más de una pensión, subsidio o indemnización.


En lo que corresponda, se aplicarán a este aguinaldo las normas establecidas en los incisos segundo, tercero y séptimo de este artículo.


Los aguinaldos a que se refiere este artículo no serán imponibles ni tributables y, en consecuencia, no estarán afectos a descuento alguno.


Quienes perciban maliciosamente estos aguinaldos o el bono que otorga el artículo anterior, respectivamente, deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Artículo 22.- Los aguinaldos que concede el artículo anterior, en lo que se refiere a los beneficiarios de pensiones básicas solidarias, del subsidio para las personas con discapacidad mental a que se refiere el artículo 35 de la ley Nº20.255 y a los pensionados del sistema establecido en el decreto ley Nº3.500, de 1980, que se encuentren percibiendo pensiones mínimas con garantía estatal, conforme al Título VII de dicho cuerpo legal, o un aporte previsional solidario, serán de cargo del Fisco y, respecto de los pensionados del Instituto de Previsión Social, del Instituto de Seguridad Laboral, de las Cajas de Previsión y de las Mutualidades de Empleadores de la ley Nº16.744, serán de cargo de la institución o mutualidad correspondiente. Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a dichas entidades de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pudieren financiarlos en todo o en parte con sus recursos o excedentes.


Artículo 23.- Concédese, por el período de un año, a contar del 1 de enero del año 2015, la bonificación extraordinaria trimestral que otorga la ley Nº19.536, la que será pagada en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de ese año. El monto de esta bonificación será de $227.002.- trimestrales.


Tendrán derecho a este beneficio los profesionales señalados en el artículo 1º de la ley Nº19.536 y los demás profesionales de colaboración médica de los servicios de salud remunerados según el sistema del decreto ley Nº249, de 1973, que se desempeñen en las mismas condiciones, modalidades y unidades establecidas en el mencionado precepto, o bien en laboratorios y bancos de sangre, radiología y medicina física y rehabilitación.


La cantidad máxima de profesionales que tendrán derecho a esta bonificación será de 5.635 personas.


En lo no previsto por este artículo, la concesión de la citada bonificación se regirá por lo dispuesto en la ley Nº19.536, en lo que fuere procedente.  


Artículo 24.- Modifícase la ley Nº19.464, en la siguiente forma: 

a) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 7º, la frase “y enero del año 2014” por “y enero del año 2015,”. 

b) Sustitúyese, en el artículo 9º, el guarismo “2015” por “2016”. 


Artículo 25.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos 2º, 3º, 5º y 6º de la presente ley, un bono especial no imponible, que no constituirá renta para ningún efecto legal, que se pagará en el curso del mes de diciembre de 2014 y cuyo monto será de $250.000.- para los trabajadores cuya remuneración bruta que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2014 sea igual o inferior a $716.580.-, y de $125.000.- para aquellos cuya remuneración bruta supere tal cantidad y no exceda de $2.185.574.-. Para estos efectos, se entenderá por remuneración bruta la referida en el artículo 19 de la presente ley.


Artículo 26.- Concédese, por una sola vez, a los trabajadores de las instituciones mencionadas en los artículos 2º, 3º, 5º y 6º de la presente ley, un bono de vacaciones no imponible, que no constituirá renta para ningún efecto legal, que se pagará en el curso del mes de enero de 2015, y cuyo monto será de $100.000.- para los trabajadores cuya remuneración líquida que les corresponda percibir en el mes de noviembre de 2014 sea igual o inferior a $660.000.-, y de $70.000.- para aquellos cuya remuneración líquida supere tal cantidad y no exceda de una remuneración bruta de $2.185.574.-. Para estos efectos, se entenderá por remuneración bruta la referida en el artículo 19 de la presente ley.


El bono de vacaciones que concede este artículo, en lo que se refiere a los órganos y servicios públicos centralizados, será de cargo del Fisco y, respecto de los servicios descentralizados, de las empresas señaladas expresamente en el artículo 2º y de las entidades a que se refiere el artículo 3º, será de cargo de la propia entidad empleadora.


Con todo, el Ministro de Hacienda dispondrá la entrega a las entidades con patrimonio propio de las cantidades necesarias para pagarlos, si no pueden financiarlos en todo o en parte con sus recursos propios, siempre que dichos recursos le sean requeridos, como máximo, dentro de los dos meses posteriores al del pago del beneficio.


Artículo 27.- El reajuste previsto en el artículo 1º de la presente ley se aplicará a las remuneraciones que los funcionarios perciban por concepto de planilla suplementaria, en la medida que ésta se haya originado con ocasión de traspasos de personal entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldos base o por modificación del sistema de remuneraciones de la institución a la cual pertenece el funcionario.  


Artículo 28.- La cantidad de $660.000.- establecida en el inciso segundo de los artículos 2º y 8º y en el inciso primero de los artículos 14 y 26, todos de la presente ley, se incrementará en $32.400.- para el solo efecto de calcular los montos diferenciados de los aguinaldos de Navidad y Fiestas Patrias, de la bonificación adicional al bono de escolaridad y del bono de vacaciones no imponible que les corresponda percibir a los funcionarios beneficiarios de la asignación de zona a que se refiere el artículo 7º del decreto ley Nº249, de 1973, aumentada conforme lo prescrito en los artículos 1º, 2º y 3º de la ley Nº19.354, cuando corresponda. Igualmente, la cantidad señalada en el artículo 19 se incrementará en $32.400.- para los mismos efectos antes indicados.


Del mismo modo, las cantidades de $716.580.-y de $2.185.574.- señaladas en el artículo 25 de la presente ley, se incrementarán en $32.400.- para el solo efecto de la determinación del monto del bono especial no imponible establecido por dicho artículo, respecto de los funcionarios beneficiarios de la asignación de zona en los términos indicados en el inciso anterior.


Artículo 29.- El mayor gasto que represente en el año 2014 a los órganos y servicios la aplicación de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, en lo que faltare, con reasignaciones presupuestarias y,o transferencias de la Partida Presupuestaria Tesoro Público. Para el pago de los aguinaldos se podrá poner fondos a disposición con imputación directa del ítem 50-01-03-24-03.104 de la Partida Presupuestaria Tesoro Público.


El gasto que irrogue durante el año 2015 a los órganos y servicios públicos incluidos en la ley de Presupuestos para dicho año, la aplicación de lo dispuesto en los artículos 1º, 8º, 13, 14 y 16 de esta ley, se financiará con los recursos contemplados en el subtítulo 21 de sus respectivos presupuestos y, si correspondiere, con reasignaciones presupuestarias y,o con transferencias del ítem señalado en el inciso precedente del presupuesto para el año 2015 y en lo que faltare, mediante aumento del aporte fiscal con cargo a mayores ingresos, en cuyo caso se entenderá incrementada en el equivalente a la aplicación de dichos mayores ingresos la suma global de gastos respectiva que se apruebe en la ley de Presupuestos para 2015. Todo lo anterior podrá ser dispuesto por el Ministro de Hacienda, mediante uno o más decretos expedidos en la forma establecida en el artículo 70 del decreto ley Nº1.263, de 1975, dictados a contar de la fecha de publicación de esta ley.


Artículo 30.- Concédese, por una sola vez, un bono extraordinario denominado “Bono de Desempeño Laboral”, destinado al personal asistente de la educación que se desempeñaba, al 31 de agosto del año 2013, en establecimientos educacionales administrados directamente por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas para administrar la educación municipal, o en los establecimientos regidos por el decreto ley Nº3.166, de 1980.


Para los efectos de determinar el valor que percibirán por este beneficio, el Ministerio de Educación establecerá un indicador de carácter general denominado “indicador general de evaluación”, el cual estará compuesto por la sumatoria de cuatro variables, a las cuales se les asignará un porcentaje de cumplimiento. Las mencionadas variables y sus respectivos porcentajes de cumplimiento serán los siguientes:


a) Años de servicio en el sistema: esta variable representará el 30% del total del indicador general de evaluación. Accederán a dicho porcentaje los asistentes de la educación que tengan diez años o más de servicio en el sistema. Quienes posean una antigüedad menor a la mencionada, sólo percibirán el 15% del total del indicador general de evaluación por esta variable.


b) Escolaridad: esta variable representará el 20% del valor total del indicador general de evaluación. Accederán a dicho porcentaje quienes hayan obtenido su licenciatura en educación media. Quienes no cumplan el mencionado requisito sólo podrán acceder al 10% del total del indicador general de evaluación por esta variable.


c) Asistencia promedio anual del establecimiento: esta variable representará, en su valor máximo, el 30% del total del indicador general de evaluación. Accederán a dicho porcentaje quienes tengan una asistencia promedio anual al establecimiento en donde se desempeñan del 90% o más. Si el porcentaje de asistencia fuere menor al mencionado, se asignará por esta variable sólo el 15% del valor total del indicador general de evaluación.


d) Resultados controlados, por índice de vulnerabilidad escolar, del Sistema de Medición de la Calidad de la Educación (SIMCE) por establecimiento, considerando el último nivel medido entre los años 2012 y 2013: esta variable representará el 20% del valor del indicador general de evaluación. Accederán al mencionado porcentaje aquellos asistentes de la educación que se encuentren dentro del 30% de mejor desempeño en los resultados del SIMCE. A los asistentes que se desempeñen en establecimientos que se encuentren fuera de aquel rango, solo se les asignará el 10% del valor total del indicador general de evaluación. 


El valor del Bono de Desempeño Laboral será de $243.800.- para los asistentes de la educación que, por la sumatoria de las 4 variables indicadas, obtengan el 80% o más del valor del indicador general de evaluación. En el caso de aquellos asistentes de la educación que obtengan un resultado menor al 80% pero superior al 55% por la sumatoria de las 4 variables, el bono que percibirán será de $186.560.-. Cuando el resultado del índice general de evaluación sea igual o inferior al 55%, el bono será de $143.100.-.


Los valores mencionados en el inciso anterior están establecidos sobre la base de una jornada laboral de 44 ó 45 horas semanales. Los asistentes de la educación que se desempeñen en jornadas parciales percibirán el Bono de Desempeño Laboral en forma proporcional, de acuerdo a las horas establecidas en sus respectivos contratos de trabajo.


El pago del Bono de Desempeño Laboral se realizará en dos cuotas, en los meses de diciembre del año 2014 y enero del año 2015. Este beneficio no constituirá remuneración ni renta para ningún efecto legal y, en consecuencia, no será imponible ni tributable, no estará afecto a descuento alguno y no será considerado subsidio periódico para efectos de lo dispuesto en el artículo 12 de la ley Nº20.595. Será de cargo fiscal y administrado por el Ministerio de Educación, al que le corresponderá especialmente concederlo y resolver los reclamos a que haya lugar con ocasión de su implementación, los que podrán ser notificados a los reclamantes a través de las Secretarías Regionales o los Departamentos Provinciales del Ministerio.


Sin perjuicio de lo establecido en otros cuerpos legales, para los efectos del presente bono, los dirigentes de las distintas asociaciones de asistentes de la educación deberán ser evaluados bajo los mismos criterios fijados anteriormente. En el caso de las variables señaladas en las letras c y d, a los dirigentes se les considerará el promedio de la entidad sostenedora que corresponda.  

Quienes perciban maliciosamente este bono deberán restituir quintuplicada la cantidad percibida en exceso, sin perjuicio de las correspondientes sanciones administrativas y penales que pudieren corresponderles.


Artículo 31.- A contar del 1 de enero del año 2015, la Remuneración Total Mínima establecida en el artículo 4° de la ley N°19.933, será de $636.000.-

Para aquellos profesionales de la educación que tengan una designación o contrato inferior a 44 horas cronológicas semanales, lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará en proporción a las horas establecidas en las respectivas designaciones o contratos.


Artículo 32.- La Beca de reubicación alumnos Universidad del Mar establecida en el literal j), de la Glosa 03, del Programa 30, del Capítulo 01, Partida 09 de la Ley Nº20.713, podrá también asignarse, durante el año 2014, a los estudiantes matriculados en la Universidad del Mar al 31 de diciembre de 2012 que, durante el año 2014, se hayan matriculado en programas regulares de continuidad de estudios de pregrado en instituciones de educación superior acreditadas institucionalmente al 30 de junio de 2013, conforme a la ley N°20.129. Este beneficio se asignará a las Instituciones de Educación Superior receptoras de estudiantes provenientes de la Universidad del Mar, mediante resolución exenta del Ministerio de Educación, previo envío de planillas certificadas por el representante legal de la respectiva institución, que contengan la nómina de alumnos titulares, con indicación del nombre, número de cédula de identidad, semestre académico y carrera. En este caso no procederá el recurso de reposición establecido en el artículo 23 del decreto N°97, de 2013, modificado por el decreto N°167, de 2014, ambos del Ministerio de Educación, que reglamenta el Programa de Becas de Educación Superior, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 59 de la ley N° 19.880.


Artículo 33.- En los establecimientos educacionales pertenecientes a la región de Tarapacá, para efectos del cálculo de la subvención del mes de mayo del año escolar 2014, se considerará el mayor valor de la asistencia media registrada por curso entre la asistencia del mes de marzo y la asistencia media registrada en el mes de abril de dicho año escolar. 


En cuanto a los establecimientos educacionales pertenecientes a la comuna de Valparaíso, para efectos del cálculo de la subvención del mes de mayo del año escolar 2014, se considerará el promedio entre la asistencia media registrada por curso en el mes de marzo y la asistencia media registrada en los primeros 11 días del mes de abril del año en curso.


Previa resolución exenta de la Subsecretaría de Educación, la subvención fiscal mensual percibida por los establecimientos educacionales pertenecientes a la región de Tarapacá y de la comuna de Valparaíso, durante los meses de marzo, abril y mayo de 2014, será reliquidada conjuntamente con el pago de la subvención correspondiente al mes de enero de 2015, utilizando para su cálculo definitivo la mayor asistencia media registrada por curso en los meses de marzo, abril o mayo de 2014. 


La subvención del mes de junio de 2014 para los establecimientos educacionales a que se refiere el inciso precedente, se determinará sobre la mayor asistencia media registrada por curso en los meses de marzo, abril y mayo de 2014. 


La subvención del mes de julio de 2014 para los establecimientos educacionales referidos en el inciso tercero del presente artículo, se determinará sobre la mayor asistencia media registrada por curso en los meses de abril o mayo de 2014, promediada con la asistencia media registrada por curso en el mes de junio de dicho año.

Las diferencias de subvención que se produjeren del ajuste señalado serán pagadas o descontadas sin cargo alguno en el mes siguiente a la entrada en vigencia de esta ley.


Lo establecido en este artículo, por los meses que corresponda, sustituye las normas del artículo 13, del decreto con fuerza de ley Nº2, de 1998, del Ministerio de Educación, y se aplicará a todas las subvenciones que utilizan la forma de cálculo de la subvención mensual indicada en dicho artículo.


Artículo 34.- El Ministerio de Educación podrá exceptuar durante el año escolar 2014, por resolución exenta de la Subsecretaría de Educación, a los establecimientos educacionales que tuvieren reconocimiento oficial y hubieren estado en funcionamiento a marzo de 2014, incorporados al régimen de Jornada Escolar Completa diurna, pertenecientes a la región de Tarapacá y a la comuna de Valparaíso, del cumplimiento de los requisitos prescritos en las letras g), h) e i) del artículo 6°, del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, en los casos en que como consecuencia de las catástrofes ocurridas con fechas 1 y 12 de abril de 2014, según corresponda, les resulte imposible su observancia para impetrar el beneficio de la subvención.


En dicha resolución se determinará el número mínimo de horas semanales de trabajo escolar, según corresponda a los distintos niveles, el que no podrá ser inferior a los tiempos de trabajo mínimo semanal a los que deben ajustarse los establecimientos educacionales que no se encuentren acogidos al Régimen de Jornada Escolar Completa diurna establecido en los decretos supremos N° 40, de 1996, y N° 220, de 1998, y sus modificaciones, ambos del Ministerio de Educación.


Con todo, en casos excepcionales, un establecimiento podrá operar con tres jornadas, situación que será establecida en la resolución.


Durante el año escolar 2015, y por los meses que sea necesario, aquellos establecimientos educacionales a que se refiere el inciso primero del presente artículo, que continúen sin poder cumplir con los requisitos prescritos en las letras g), h) e i) del artículo 6°, del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, podrán ser autorizados mediante resolución exenta de la Subsecretaría de Educación, previo informe técnico favorable del secretario regional ministerial de Educación respectivo, para seguir funcionando sin cumplir dichos requisitos e impetrar el beneficio de la subvención educacional.


En los períodos de excepción, los establecimientos educacionales beneficiados con la medida señalada en los incisos primero y cuarto, no podrán cobrar subvención de jornada escolar completa por nuevos alumnos matriculados en comparación con la matrícula promedio del mes de marzo del año escolar 2014.


Artículo 35.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo septuagésimo tercero de la ley N°19.882:


a) En el inciso tercero, reemplázase la expresión “subsecretario del ramo” por “jefe superior del respectivo servicio”.


b) En el inciso séptimo, suprímese la expresión “visada por la Dirección de Presupuestos,”.


Artículo 36.- Los establecimientos de salud dependientes de los Servicios de Salud podrán proporcionar y financiar alimentación a los funcionarios de planta y a contrata que se desempeñen en ellos, con excepción de aquellos que laboren en dependencias administrativas de los Servicios de Salud, de conformidad a lo que establezca el reglamento.


Los establecimientos de salud a que se refiere el inciso anterior deberán informar a la Dirección del Servicio de Salud correspondiente, a lo menos, el número de beneficiarios de la alimentación, la cantidad  de raciones entregadas y el gasto en que se incurra en el otorgamiento de dicho beneficio, de conformidad a lo que determine el reglamento.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Salud y que, además, deberá ser suscrito por el Ministro de Hacienda, determinará las raciones alimenticias que podrá recibir el funcionario, la forma y periodicidad en que deberá informarse a la Dirección de los Servicios de Salud de conformidad al inciso anterior, y las demás normas necesarias para la aplicación del presente artículo.

El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de este artículo durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia se financiará con cargo a los presupuestos de los Servicios de Salud. No obstante lo anterior, el Ministerio de Hacienda, con cargo a la Partida Presupuestaria del Tesoro Público, podrá suplementar dichos presupuestos en la parte del gasto que no se pudiere financiar con esos recursos. En los siguientes años se financiará con los recursos que contemplen las respectivas leyes de Presupuestos.


Artículo 37.- Modifícase la ley N°20.708 en el siguiente sentido:
1.- En su artículo 3°:


a) Reemplázase en su inciso primero, la frase “dentro de los noventas días siguientes a la publicación de esta ley” por “hasta el 28 de febrero de 2015”.

b) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo pasando el actual a ser tercero y así sucesivamente:

“Los funcionarios señalados en el artículo 1° que hayan cumplido o cumplan 60 años de edad, si son mujeres, y 65 años de edad si son hombres, entre el 2 de julio de 2014 y el 30 de junio de 2015, podrán acceder a las bonificaciones de los artículo 1° y 5°, siempre que reúnan los años de servicios señalados en el inciso anterior y cumplan los demás requisitos para acceder a ellas. En este caso, podrán  comunicar su decisión de renunciar voluntariamente a sus cargos  entre el 1 de abril y 31 de septiembre de 2015, fijando la fecha en que harán dejación del mismo, la que no podrá exceder del 31 de marzo de 2016. No obstante lo anterior, si alguno de los funcionarios a que se refiere  este inciso fijara su fecha de renuncia antes del 1 de junio de 2015, deberá comunicar su renuncia voluntaria hasta el 28 de febrero de 2015.”.


c) Reemplázase en su inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, la frase “2013 y 2014” por la siguiente: “2013, 2014 y 2015”.


2.- En el inciso segundo de su artículo 6°, reemplázase la frase “1 de julio de 2014” por “30 de junio de 2015”.


Artículo 38.- A contar del 1 de enero de 2015, modifícase el artículo 12 de la ley N° 20.374 de la siguiente forma:


1.- En su inciso primero reemplázase la expresión “no imponible” por “imponible”.


2.- En su inciso segundo reemplázase la tabla por la siguiente:

	
	Miles    de    $

	Universidad
	Año 2015 
	Incremento adicional

Año 2016 

	Arturo Prat
	613.591
	55.780

	De Antofagasta
	615.588
	55.963

	De Magallanes
	615.588
	55.963

	De Tarapacá
	626.132
	56.921



3.- Sustitúyese su inciso tercero por el siguiente:


“El 1 de enero de 2016, los montos establecidos para el año 2015 se incrementarán en las cantidades indicadas en la columna “incremento adicional Año 2016” del inciso anterior, según corresponda. A contar del año 2016, el monto que resulte de la operatoria anterior para cada Universidad se incrementará cada año en el mismo porcentaje en que se hayan reajustado las remuneraciones del sector público en el año inmediatamente anterior.”.


4.- Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Durante el año 2015, los funcionarios señalados en este artículo deberán cotizar para efectos de salud y pensiones acorde con el sistema o régimen de afiliación previsional aplicado sobre un monto equivalente al 50% del valor de la respectiva bonificación especial a que se refiere este artículo. A contar del 1 de enero de 2016, la cotización se aplicará sobre el valor total de la bonificación especial que proceda.”.


Artículo 39.- Concédese, para los años 2015 y 2016, una asignación por desempeño en condiciones difíciles al personal asistente de la educación que ejerza sus funciones en establecimientos educacionales que se encuentren calificados como de desempeño difícil, conforme a lo establecido en los artículos 50 y 84 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 1997, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº19.070 que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, y de las leyes que la complementan y modifican.


La determinación del monto mensual de la asignación por desempeño en condiciones difíciles del inciso precedente se sujetará a las siguientes reglas:


1.- Se determinará el 20% del valor mínimo de la hora cronológica vigente para los profesionales de la Educación correspondiente a la Educación Básica.


2.- Al monto resultante de la operatoria que trata el numeral anterior, se aplicará el porcentaje que le corresponda al establecimiento educacional donde ejerza funciones el asistente de la educación, por concepto de asignación de los artículos 50 y 84 del decreto con fuerza de ley Nº1, de 1997, del Ministerio de Educación. 


3.- El monto que se obtenga del numeral anterior se multiplicará  por el número de horas semanales de la jornada de trabajo del asistente de la educación, con un límite de cuarenta y cuatro horas o cuarenta y cinco horas, según corresponda.


Para el año 2016, el porcentaje a que se refiere el numeral 1 anterior será el 35%.


La asignación por desempeño en condiciones difíciles de este artículo se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable, y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. Dicha asignación será de cargo fiscal y administrada por el Ministerio de Educación, el cual, a través de sus organismos competentes, realizará el control de los recursos asignados.


El mayor gasto fiscal que represente el otorgamiento de esta asignación durante el año 2015 se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación y en lo que faltare con traspasos provenientes del Presupuesto del Tesoro Público. 


Artículo 40.- A contar del 1 de enero de 2015, la bonificación especial establecida en el artículo 30 de la ley N°20.313, respecto de la Provincia de Chiloé, será de un monto trimestral de $196.300.-.”.

_________
Proyecto de acuerdo que aprueba el Reglamento de los Registros de Agenda Pública y de Lobbistas y Gestores de Intereses Particulares del Senado, con segundo informe de la Comisión de Ética y

Transparencia

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo que tiene el Boletín N° S 1.742-09.

Añade que el referido proyecto de acuerdo fue aprobado en general en sesión de fecha 22 de octubre pasado, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Ética y Transparencia, que deja constancia, para los efectos reglamentarios, que los artículos 1°, 8° y 18 del proyecto no fueron objeto de indicaciones o de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, salvo que algún Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.
- - -


Seguidamente, y de conformidad a lo establecido en el artículo 124 del Reglamento del Senado, la señora Presidenta da por aprobados los referidos preceptos.

- - -

Destaca que la Comisión de Ética y Transparencia efectuó diversas enmiendas al proyecto aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que algún Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas.

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Ética y Transparencia, en su segundo informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de acuerdo aprobado en general:

Artículo 2°


Agregar el siguiente inciso final:


“Contará con el apoyo de una unidad administrativa dependiente del Secretario de la Comisión.”.

Artículo 3°


Reemplazar el inciso primero por el que sigue:


“Artículo 3°.- Publicidad de los registros. Los registros se llevarán por medio de sistemas informáticos actualizados, cuya información se publicará en el sitio institucional en internet tan pronto sea ingresada al sistema respectivo. Esta información también deberá ser enviada al sitio electrónico especial que llevará el Consejo para la Transparencia, sin perjuicio de los enlaces con el Portal de Transparencia del Estado, el sitio de transparencia del Congreso Nacional y los sitios electrónicos de los senadores.”.

Artículo 4°


Eliminar la letra c), pasando las actuales d) y e) a ser c) y d), respectivamente.

Artículo 5°


Sustituir la letra e) por la que se señala a continuación:


“e) Los asesores legislativos que indique cada Senador y comité en el mes de mayo de cada año, en la forma y con el procedimiento que determine la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria. Para estos efectos, son asesores legislativos los contratados directamente para el Senador o comité o por una persona jurídica contratada para el Senador o comité, cualquiera que sea su forma de contratación.”.


Reemplazar la letra g) por la siguiente:


“g) Las personas nombradas o contratadas por el Senado que la Comisión de Ética y Transparencia someta a esta normativa, a solicitud de cualquier persona que lo considere necesario para efectos de transparencia,  debido a su función o cargo y por tener atribuciones decisorias relevantes o por influir decisivamente en las personas que tienen dichas atribuciones. La solicitud deberá presentarse por escrito, identificar al solicitante y a la persona que se propone incorporar como sujeto pasivo y contener los fundamentos que constituyan las causales legales para considerarla en esa calidad. La Comisión deberá pronunciarse dentro del plazo de diez días hábiles, en única instancia. La resolución que rechace la solicitud deberá ser fundada.”.


Sustituir los incisos tercero y cuarto por los que siguen:


“La Comisión de Ética y Transparencia determinará, en su oportunidad, las personas, de aquellas que ha declarado como sujetos pasivos de la ley N° 20.730, que han dejado de serlo por haber cesado en sus funciones por cualquier causa o haber desaparecido las razones que motivaron tal calificación, e incorporará a las nuevas personas que se ajusten a la descripción legal de sujeto pasivo.


Los acuerdos de la Comisión se notificarán a los interesados y se publicarán en el sitio en internet del Senado a más tardar a partir del día siguiente al de su notificación. La publicación será permanente, sin perjuicio de la actualización de la nómina de sujetos pasivos cuando proceda.”.

Artículo 7°


Reemplazar sus incisos segundo y tercero por los que se señala enseguida:


“Para este efecto, los sujetos pasivos podrán consultar a la Comisión de Ética y Transparencia, en forma escrita y reservada, la calificación de la actividad en forma previa a su realización. Una vez efectuada ésta, procederán a su registro, o a rendir cuenta en forma reservada, de acuerdo a la resolución adoptada por la Comisión. 


En el evento de que un sujeto pasivo no hubiere recabado la calificación previa de la Comisión, la solicitará una vez efectuado el viaje o la audiencia o reunión, acompañando todos los antecedentes necesarios para rendir cuenta, a fin de que la Comisión evalúe si concurren las circunstancias que justifican su exclusión del Registro y, de resolverlo así, se pronuncie de inmediato sobre la cuenta. La solicitud de calificación y rendición de cuenta eventual deberá presentarse dentro de los diez primeros días hábiles del mes siguiente al de realización de la audiencia o reunión, o de finalización del viaje o a aquel en que reasuman sus funciones, si esto último ocurriera con posterioridad.


La cuenta se rendirá, en forma escrita y reservada, a la Comisión de Ética y Transparencia, dentro del plazo señalado en el inciso anterior, consignando los mismos datos que exige la ley para cada caso. Si, por cualquier motivo, un sujeto pasivo cesa en sus funciones con anterioridad al vencimiento de la fecha en que debía efectuar la rendición de cuenta conforme a las reglas anteriores, deberá entregarla, en todo caso, dentro de los veinte días hábiles siguientes.”.


Sustituir el inciso final por el que sigue:


“Si la Comisión estima que la publicidad de las reuniones, audiencias o viajes no compromete el interés general de la Nación o la seguridad nacional, requerirá al sujeto pasivo para que incorpore en el registro de audiencias y reuniones o en el de viajes la información que corresponda, dentro del plazo de veinte días hábiles contados desde la fecha de notificación de su resolución.”.

Artículo 9°


Sustituirlo por el que se indica a continuación:


“Artículo 9°.- Obligación de registro. El Registro de audiencias y reuniones consignará aquellas cuyo objetivo fue efectuar lobby o gestión de intereses particulares respecto de los sujetos pasivos que se señalan a continuación, para influir sobre las decisiones que en cada caso se mencionan:


1.- En relación con los Senadores y los asesores legislativos que fueren sujetos pasivos de la ley N° 20.730, el Registro deberá consignar las audiencias o reuniones relativas a las siguientes decisiones:


a) La elaboración, modificación, derogación o rechazo de proyectos de ley y leyes.


b) La elaboración, tramitación, aprobación, modificación, derogación o rechazo de acuerdos, declaraciones o decisiones del Congreso Nacional, alguna de sus cámaras, o sus miembros, incluidas sus comisiones.


c) El diseño, implementación y evaluación de políticas, planes y programas efectuados por los sujetos pasivos de la ley, a quienes correspondan estas funciones.


d) Las actividades destinadas a que no se adopten las decisiones y actos señalados en las letras precedentes, o a que en ellos se incluyan o excluyan determinados casos o categorías.


2.- En relación con el Secretario General, el Prosecretario y los otros funcionarios del Senado que fueren sujetos pasivos de la ley N° 20.730, el Registro deberá consignar las audiencias o reuniones relativas a las siguientes decisiones:


a) La elaboración, dictación, modificación, derogación o rechazo de actos relativos a la organización administrativa del Senado.


b) La elaboración de tablas, minutas, informes y otros antecedentes en relación con proyectos de ley y otras decisiones que adopten los sujetos pasivos del Senado.


c) La celebración, modificación o terminación a cualquier título, de contratos que realicen los sujetos pasivos de la ley N° 20.730 y que sean necesarios para su funcionamiento.


d) El diseño, implementación y evaluación de políticas, planes y programas efectuados por los sujetos pasivos de la ley, a quienes correspondan estas funciones.


e) Las actividades destinadas a que no se adopten las decisiones y actos señalados en las letras precedentes, o  a que en ellos se incluyan o excluyan determinados casos o categorías.”.

Artículo 10


Suprimirlo.

Artículo 11


Pasa a ser artículo 10.


Reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo 10.- Solicitud de audiencia o reunión. Toda persona, organización o entidad interesada en sostener una audiencia o reunión con un sujeto pasivo, con fines de lobby o de gestión de intereses particulares, deberá presentar una solicitud que contendrá:


1° La individualización de las personas que solicitan la audiencia o reunión y la de las que asistirán a ella, mediante su nombre completo y número de cédula nacional de identidad o número de pasaporte, en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena. Deberá indicarse un correo electrónico, teléfono u otro medio de contacto.


2° La individualización de la persona, organización o entidad a quienes representan, mediante los siguientes datos:


a) En el caso de personas naturales: nombre completo y número de cédula nacional de identidad, o número de pasaporte en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena.


b) En el caso de personas jurídicas: razón social y nombre de fantasía, si lo tuviere; su RUT, o la indicación de tratarse de una persona extranjera sin RUT; descripción del giro o actividades que desarrolla, y su domicilio.


c) En el caso de entidades sin personalidad jurídica: su nombre, RUT y giro o descripción de actividades, si los tuviere, y su domicilio. 


3° La naturaleza de la representación invocada.


4° La indicación de si recibe o no una remuneración u otro beneficio pecuniario  por las gestiones.


5° La materia específica a tratar, pudiendo acompañar la documentación que estime pertinente. 


La Comisión de Ética y Transparencia aprobará un formulario para dicha solicitud, que estará a disposición de los interesados en el sitio institucional en internet  y las dependencias del Senado que indique.”.

Artículo 12


Pasa a ser artículo 11.


Reemplazar el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 11.- Decisiones sobre la solicitud. En el caso de que advierta que falta parte de la información requerida, o que es necesario aclarar puntos de ella, el sujeto pasivo indicará al interesado que debe subsanar las circunstancias que precisará y que, mientras no lo haga, la solicitud se tendrá por no presentada. Todo ello, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 8° y 12 de la ley N° 20.730.”.


Sustituir el inciso tercero por el que se señala a continuación:


“Si concede la audiencia o reunión, el sujeto pasivo fijará lugar, día y hora para ella, y podrá efectuarla en forma conjunta cuando sean varios los solicitantes en relación con una misma materia, lo que les informará en su respuesta. Las audiencias o reuniones que se concedan serán presenciales, salvo que los sujetos activo y pasivo convengan en forma expresa realizarla por medio de una conferencia audiovisual a distancia.”.

Artículo 13


Pasa a ser artículo 12.


Reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo 12.- Igualdad de trato. Los sujetos pasivos deberán mantener igualdad de trato respecto de las personas, organizaciones y entidades que soliciten audiencias sobre una misma materia. En consecuencia, resolverán las solicitudes considerando siempre la necesidad de informarse de modo equilibrado sobre los diversos puntos de vista relacionados con la materia específica de que se trate.


Los sujetos pasivos deberán negar audiencia a quienes no proporcionen la información señalada en el artículo 10 o mientras no subsanen las deficiencias que tuviese la solicitud. También podrán decidir no otorgar audiencias o reuniones en relación a una o más materias determinadas o suspender el otorgamiento de las mismas cuando ya se hubiesen formado opinión al respecto, cuando no lo permitiese su agenda o medien otras razones que no afecten el principio de igualdad de trato. De esta resolución informará a los solicitantes. 


No se afecta la igualdad de trato si:


a) el sujeto pasivo encomienda a otro sujeto  pasivo del Senado, que se desempeñe bajo su dependencia,  asistir a las audiencias o reuniones relativas a una materia determinada, informando de tal hecho al o los solicitantes de la audiencia o reunión. En este caso, aquellas deberán consignarse en el registro de audiencias y reuniones de ambos, con la mención de haber sido encargadas.


b) la audiencia o reunión se fija en forma simultánea para varias personas, organizaciones o entidades que, de acuerdo a sus solicitudes, desean tratar una misma materia y pretenden obtener una decisión similar, quienes podrán nombrar un vocero común.”.


Intercalar, entre el nuevo artículo 12 y el artículo 14, el siguiente, nuevo:


“Artículo 13.- Ingreso y permanencia en las dependencias institucionales. El acceso, circulación y permanencia en dependencias institucionales de los sujetos activos de la ley N° 20.730 se regirá por las resoluciones internas que regulan esas materias.”.

Artículo 14


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 14.- Incorporación al Registro. Una vez que la audiencia o reunión se hubiere celebrado, el sujeto pasivo deberá incorporarla en el Registro, junto a la siguiente información:


1° La individualización de las personas con las cuales se sostuvo la audiencia o reunión, mediante su nombre completo y número de cédula nacional de identidad, o número de pasaporte en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena.


2° La individualización de la persona, organización o entidad a quienes representaron, mediante los siguientes datos:


a) En el caso de personas naturales: nombre completo y número de cédula nacional de identidad, o número de pasaporte en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena.


b) En el caso de personas jurídicas: razón social y nombre de fantasía, si lo tuviere; su RUT  o la indicación de tratarse de una persona extranjera sin RUT; descripción del giro o actividades que desarrolla, y su domicilio.


c) En el caso de entidades sin personalidad jurídica: su nombre; RUT y giro o descripción de actividades si los tuviere, y su domicilio.


3° La naturaleza de la representación invocada.


4° La indicación de si recibe o no una remuneración u otro beneficio pecuniario por las gestiones, según la información del sujeto activo.


5° Materia que se trató en la audiencia o reunión.


6° Fecha, hora, duración y lugar de realización de la audiencia o reunión. Si la audiencia no hubiere sido presencial, el medio por el que llevó a cabo y los lugares donde se encontraban los partícipes.


Dichos datos deberán incorporarse al registro a más tardar el décimo día hábil siguiente a la celebración de la audiencia o reunión.


Con todo, en el caso de las personas naturales no se publicará la información relativa al RUT, cédula nacional de identidad ni pasaporte en la página web institucional ni en los otros portales de transparencia a los cuales se envíe dicha información.”.


Intercalar, a continuación del artículo 14, el que se señala enseguida, nuevo:


“Artículo 15.- Incorporación al Registro de actividades no programadas de lobby o gestión de intereses particulares. Si se hicieren a un Senador planteamientos que estime constitutivos de lobby o de gestión de intereses particulares sin previa solicitud de audiencia o reunión, incorporará en el Registro de audiencia y reuniones el encuentro en que su interlocutor se los efectuó, con los datos que obren en su poder, e informará al interesado, dentro de los diez días hábiles siguientes.”.

Artículo 15


Pasa a ser artículo 16.


Sustituirlo por el que sigue:


“Artículo 16.- Información a ser incluida en el Registro. Los sujetos pasivos deberán incorporar en el Registro de agenda pública la siguiente información, en relación a cada viaje que realicen en el ejercicio de sus funciones y que sea financiado por uno o más sujetos activos, o cuya invitación sea cursada o gestionada por éstos:


1° Su destino.


2° Su objeto.


3° El costo total estimado en moneda nacional, desagregado en pasaje, alojamiento u otros, si contare con la información.


4° La individualización de la persona natural, jurídica o entidad sin personalidad jurídica, chilena o extranjera, que financió el viaje y de quien cursó o gestionó la invitación respectiva, si fueran distintas, mediante sus nombres o razón social.


Los sujetos pasivos podrán agregar la información adicional que estimen conveniente.


Dicha información deberá consignarse en el plazo máximo de diez días hábiles, contados desde el término del viaje o desde la fecha en que el sujeto pasivo reasuma sus funciones, si esto último ocurriera con posterioridad, de lo cual se dejará constancia.


Con todo, en el caso de las personas naturales no se publicará la información relativa al RUT, cédula nacional de identidad ni pasaporte en la página web institucional ni en los otros portales de transparencia a los cuales se envíe dicha información.


Los demás viajes que los sujetos pasivos realicen en el ejercicio de sus funciones se publicarán en la página en internet del Senado de acuerdo a la reglamentación institucional.”.

Artículo 16


Pasa a ser artículo 17.


Reemplazarlo por el que continúa:


“Artículo 17.- Información a ser incluida en el Registro. Los sujetos pasivos deberán incorporar los siguientes datos en el Registro, en relación con los donativos que reciban cuyo valor exceda de una unidad tributaria mensual, estimado por el precio de mercado que tenga el bien: 


1° Una singularización del donativo recibido.


2° La fecha y la ocasión en que se produjo su recepción.


3° La individualización de la persona, organización o entidad a nombre de quien se hace entrega del donativo. 


Los sujetos pasivos podrán añadir la información adicional que estimen conveniente.


La información deberá incorporarse en el Registro en el plazo máximo de diez días  hábiles, desde la recepción del donativo o desde la fecha en que el sujeto pasivo reasuma sus funciones, si fuera posterior, por haberlo recibido fuera del lugar de su desempeño habitual, de lo cual se dejará constancia.


En el caso de las personas naturales no se publicará la información relativa al RUT, cédula nacional de identidad ni pasaporte en la página web institucional ni en los otros portales de transparencia a los cuales se envíe dicha información.


Con todo, los donativos que no se incorporen al patrimonio de los  Senadores también se incluirán en el Registro cuando hayan sido gestionados o aceptado por éstos, conocida o públicamente, con el solo propósito de ser entregados a terceros, a fin de colaborar en una emergencia, contribuir como ayuda social u otros motivos relacionados con su función de representación.”.

Artículo 17


Eliminarlo.

Artículo 18


Cambiar el vocablo “lobistas” por “lobbistas”.

Artículo 19


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 19.- Incorporación voluntaria al Registro. Las personas que deseen desempeñar actividades de lobby o de gestión de intereses particulares ante los sujetos pasivos deberán solicitar su inscripción en el Registro ante la Comisión de Comisión de Ética y Transparencia, proporcionando la siguiente información básica:


1° La individualización de la persona, organización o entidad solicitante, mediante los siguientes datos:


a) En el caso de personas naturales: nombre completo y número de cédula nacional de identidad, o número de pasaporte en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena; domicilio; dirección de correo electrónico y teléfono u otro medio de contacto.


b) En el caso de personas jurídicas: razón social y nombre de fantasía, si lo tuviere; su RUT, o la indicación de tratarse de una empresa extranjera sin RUT; descripción del giro o actividades que desarrolla; información respecto de su estructura y conformación, que no tenga carácter confidencial o estratégico; domicilio; dirección de correo electrónico y teléfono u otro medio de contacto.


Se entenderá que tiene carácter confidencial o estratégico la información que, en caso de ser revelada, podría influir claramente en su posicionamiento en el mercado o afectar negativamente su competitividad.


c) En el caso de entidades sin personalidad jurídica: su nombre; RUT y giro o descripción de actividades si los tuviere; domicilio; dirección de correo electrónico y teléfono u otro medio de contacto.


2° La indicación de si solicita la inscripción en calidad de lobbista o de gestor de intereses particulares.


3° Las materias o áreas en que desarrolla actividades de lobby o gestión de intereses particulares.


4°  La individualización de las personas que forman parte de su equipo de trabajo y que desempeñarán actividades en dependencias de la Corporación o ante sujetos pasivos de la misma.


5° Los documentos que acompaña para acreditar la información precedente.


6° La individualización y firma de la persona natural que comparece, con mención de la fecha en que hace entrega de la presentación. 


La Comisión aprobará un formulario que estará a disposición de los interesados en el sitio en internet institucional y en las dependencias del Senado que determine.


Encontrándose la solicitud en forma, la Comisión, dentro del plazo de diez días hábiles, ordenará inscribir en el Registro al interesado, a quien le comunicará la decisión por medio del correo electrónico que señale en su presentación.


Las actuaciones a que dé lugar este procedimiento quedarán asentadas en el sitio del Senado en internet, sin perjuicio de las notificaciones que se efectúen a los solicitantes por medio del correo electrónico.


Con todo, en el caso de las personas naturales no se publicará la información relativa al RUT, cédula nacional de identidad ni pasaporte en la página web institucional ni en los otros portales de transparencia a los cuales se envíe dicha información.”.

Artículo 20


Reemplazarlo por el que se indica a continuación:


“Artículo 20.- Incorporación automática o de oficio al Registro. La Comisión de Ética y Transparencia incorporará en el Registro de lobbistas y de gestores de intereses particulares a las personas que hayan sido incluidas en el Registro de agenda pública por los sujetos pasivos, como sujetos activos de lobby o de gestión de intereses particulares, por haber desarrollado  esas actividades en las audiencias o reuniones efectuadas con ellos. 


Dicha Comisión podrá recabar los antecedentes necesarios para completar la información señalada en el formulario, si no fuere suficiente la consignada en el o los registros de agenda pública de los sujetos pasivos correspondientes.”.

Artículo 21


Sustituir el inciso segundo por los siguientes:


“Sin perjuicio de ello, la Comisión podrá adoptar de oficio las medidas necesarias para asegurar la actualización de la información contenida en el Registro, recabando periódicamente los datos que estime pertinente y verificando la continuidad de su actividad por parte de los inscritos. Cuando en el Registro de agenda pública no hubiere constancia de actividades, en relación a una persona, organización o entidad inscrita en forma automática en el Registro de lobbistas y de gestores de intereses particulares, dentro del período de un año, la Comisión la eliminará del Registro, a menos que manifieste su voluntad de permanecer en él.  


En todo caso, la Comisión acordará la eliminación del Registro cuando conste el fallecimiento de la persona natural o la cancelación, disolución o término, por cualquier motivo, de la persona jurídica o de la entidad sin personalidad jurídica inscrita. La Comisión también acordará la eliminación del Registro cuando así lo pida la inscrita respecto de la cual no hubiera constancia de actividad en el Registro de agenda pública, dentro del año inmediatamente anterior a dicha solicitud.”.


Considerar, como nuevo artículo 22, el artículo 25, redactado como sigue:


“Artículo 22.- Denuncia al Ministerio Público. El Presidente de la Comisión de Ética y Transparencia, previo acuerdo de la Comisión, deberá denunciar:


a) Los delitos cometidos por los sujetos activos con motivo o con ocasión del desarrollo de actividades de lobby o de gestión de intereses particulares ante cualquier sujeto pasivo del Senado, y


b) Los demás delitos de los cuales la Comisión tome conocimiento en el ejercicio de sus funciones.”.

Artículo 22


Pasa a ser artículo 23.


Intercalar, en el inciso segundo, a continuación de la frase “inexacta o falsa,”, la siguiente: “por parte de un sujeto pasivo,”.

Artículo 23


Pasa a ser artículo 24.


Reemplazarlo por el que sigue:


“Artículo 24.- Procedimiento. La Comisión de Ética y Transparencia conocerá y resolverá acerca de la aplicación de las sanciones indicadas en el artículo anterior. 


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por la Comisión o por denuncia de cualquier interesado. La denuncia deberá presentarse mediante escrito firmado por persona debidamente identificada, y acompañará los antecedentes que configuren el incumplimiento que se invoca. Para estos efectos, la Comisión de Ética y Transparencia podrá aprobar un formulario, que estará a disposición de los interesados. Resuelto de oficio el inicio del procedimiento o acogida a tramitación la denuncia, se comunicará al afectado, por medio de una resolución que describa los hechos que se estime constitutivos de la infracción e indique la norma infringida o que adjunte una copia de la denuncia, según corresponda. 


El afectado tendrá derecho a contestar en el plazo de veinte días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, los que serán apreciados en conciencia. 


La Comisión deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. 


Las sanciones aplicadas por la Comisión serán reclamables ante la Mesa, dentro de quinto día hábil de su notificación. La Mesa podrá pedir informe a la Comisión, la que deberá evacuarlo dentro de los diez días hábiles siguientes a dicho requerimiento. La interposición de esta reclamación suspenderá la aplicación de la resolución recurrida. Para acoger la reclamación deducida, se requerirá la unanimidad de los integrantes de la Mesa.


Las multas que se apliquen se descontarán directamente de las remuneraciones, honorarios o dieta, en su caso, del sujeto pasivo sancionado.


En lo demás, se aplicará el procedimiento general que rige las actuaciones de la Comisión.”.

Artículo 24


Pasa a ser artículo 25.


Sustituirlo por el que se señala enseguida:


“Artículo 25.- Publicidad de las sanciones aplicadas. Las resoluciones definitivas y los nombres de las personas sancionadas se publicarán en el sitio en internet del Senado, asociadas al Registro de agenda pública, por el plazo de un mes, contado desde la fecha en que la resolución que aplica la sanción esté firme.”.

Artículo 25


Consultarlo como nuevo artículo 22, en la forma que se expresó.

Artículo transitorio


Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo transitorio.- Este reglamento comenzará a regir el 29 de noviembre de 2014.


Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión de Ética y Transparencia adoptará, desde luego, todos los acuerdos que sean necesarios para la adecuada aplicación de esta normativa. 


El primer acuerdo de la Comisión de Ética y Transparencia que indique las  personas que se incorporan a la categoría de sujeto pasivo de la ley N° 20.730 en virtud de lo dispuesto en las letras e) y f) del artículo 5° de este reglamento, regirá treinta días hábiles después de su notificación y hasta el mes de mayo de 2015 inclusive.”.

- - -


Luego, el señor Presidente pone en discusión las aludidas enmiendas, y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín y Espina y a la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia.


Cerrado el debate y puestas en votación tales enmiendas, son aprobadas por 28 votos a favor, una abstención y un pareo.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Orpis, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señores Zaldívar, Prokurica, Harboe, García, Larraín y Tuma.


Se abstiene, el Honorable Senador señor Navarro.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Espina.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“REGLAMENTO DE LOS REGISTROS DE AGENDA PÚBLICA Y DE LOBBISTAS Y GESTORES DE INTERESES PARTICULARES DEL SENADO

TÍTULO I

Disposiciones generales


Artículo 1°.- Objeto. El presente reglamento tiene por objeto regular el Registro de Agenda Pública y el Registro de Lobbistas y de Gestores de Intereses Particulares del Senado, y establecer las demás normas destinadas a dar aplicación a la ley N° 20.730, que Regula el Lobby y las Gestiones que Representen Intereses Particulares ante las Autoridades y Funcionarios.


Artículo 2°.- Competencia de la Comisión de Ética y Transparencia. La Comisión de Ética y Transparencia del Senado tendrá a su cargo la administración del Registro de Agenda Pública y del Registro de Lobbistas y de Gestores de Intereses Particulares de la Corporación.


Para estos efectos, la Comisión podrá, en especial:


1° Impartir instrucciones para la aplicación de las normas de la ley N° 20.730 y las de este reglamento,


2° Absolver consultas y requerimientos,


3° Fiscalizar y controlar el cumplimiento de las disposiciones aplicables, y


4° Aplicar las sanciones que corresponda.


Contará con el apoyo de una unidad administrativa dependiente del Secretario de la Comisión.


Artículo 3°.- Publicidad de los registros. Los registros se llevarán por medio de sistemas informáticos actualizados, cuya información se publicará en el sitio institucional en internet tan pronto sea ingresada al sistema respectivo. Esta información también deberá ser enviada al sitio electrónico especial que llevará el Consejo para la Transparencia, sin perjuicio de los enlaces con el Portal de Transparencia del Estado, el sitio de transparencia del Congreso Nacional y los sitios electrónicos de los senadores.


La Comisión de Ética y Transparencia deberá velar porque el público disponga de un acceso fácil y expedito a dichos registros; procurar que los datos se ingresen en formatos abiertos que permitan su reutilización y procesamiento; y proponer y gestionar los convenios que el Senado pudiere celebrar con tal finalidad, para lo cual podrá encomendar a la Secretaría General las tareas respectivas.


Artículo 4°.- Definiciones. Para efectos de este reglamento, se entenderá por:


a) sujetos activos: los lobbistas y gestores de intereses particulares.


b) audiencia o reunión: el encuentro programado, efectuado previa solicitud formal, cualquiera sea el día, la hora o el lugar en que se produzca, en el cual uno o más sujetos pasivos reciben los argumentos y antecedentes que les proporcionan uno o más sujetos activos que desarrollan actividades de lobby o gestión de intereses particulares y las peticiones que les formulen en relación con alguna de las decisiones señaladas en el artículo 9° de este reglamento.


Este encuentro puede realizarse en forma presencial o por medio de conferencias audiovisuales a distancia, que permitan que los interlocutores se vean, escuchen e interactúen de modo equivalente a la entrevista personal.


c) donativos: los obsequios oficiales, protocolares y aquellos que autoriza la costumbre como manifestaciones de cortesía y buena educación, que reciban los sujetos pasivos, con ocasión del ejercicio de sus funciones, de parte de personas ajenas al Senado.


d) días hábiles: los días laborales de lunes a viernes que no correspondan a períodos de receso legislativo.

TITULO II

Registro de agenda pública


Artículo 5°.- Sujetos pasivos. Son sujetos pasivos de la ley            N° 20.730 y están obligados a incorporar al registro de agenda pública la información pertinente:


a) Los Senadores.


b) El Secretario General.


c) El Prosecretario y Tesorero.


d) Los integrantes de las Comisiones Evaluadoras de las licitaciones a que convoque el Senado, sólo en lo que respecta al ejercicio de sus funciones en ellas y mientras las integren.


e) Los asesores legislativos que indique cada Senador y comité en el mes de mayo de cada año, en la forma y con el procedimiento que determine la Comisión de Ética y Transparencia Parlamentaria. Para estos efectos, son asesores legislativos los contratados directamente para el Senador o comité o por una persona jurídica contratada para el Senador o comité, cualquiera que sea su forma de contratación.


f) Los funcionarios del Senado que la Comisión de Ética y Transparencia determine en el mes de mayo de cada año, cuando sea necesario someterlos a esta normativa para efectos de transparencia, en razón de su función o cargo  y por tener atribuciones decisorias relevantes o por influir decisivamente en las personas que tienen dichas atribuciones.


g) Las personas nombradas o contratadas por el Senado que la Comisión de Ética y Transparencia someta a esta normativa, a solicitud de cualquier persona que lo considere necesario para efectos de transparencia,  debido a su función o cargo y por tener atribuciones decisorias relevantes o por influir decisivamente en las personas que tienen dichas atribuciones. La solicitud deberá presentarse por escrito, identificar al solicitante y  a la persona que se propone incorporar como sujeto pasivo y contener los fundamentos que constituyan las causales legales para considerarla en esa calidad. La Comisión deberá pronunciarse dentro del plazo de diez días hábiles, en única instancia. La resolución que rechace la solicitud deberá ser fundada. 


Los acuerdos de la Comisión que indiquen las personas que quedarán afectas a las obligaciones de la ley N° 20.730 regirán desde el mes de junio de cada año o desde la fecha que indique la resolución que acoge la solicitud de reconocer el carácter de sujeto pasivo a una o más personas nombradas o contratadas por el Senado, según corresponda. Dichos acuerdos señalarán la forma de dar cumplimiento a la ley N° 20.730, si fuera preciso.


La Comisión de Ética y Transparencia determinará, en su oportunidad, las personas, de aquellas que ha declarado como sujetos pasivos de la ley N° 20.730, que han dejado de serlo por haber cesado en sus funciones por cualquier causa o haber desaparecido las razones que motivaron tal calificación, e incorporará a las nuevas personas que se ajusten a la descripción legal de sujeto pasivo.


Los acuerdos de la Comisión se notificarán a los interesados y se publicarán en el sitio en internet del Senado a más tardar a partir del día siguiente al de su notificación. La publicación será permanente, sin perjuicio de la actualización de la nómina de sujetos pasivos cuando proceda. 


Artículo 6°.- Actividades no reguladas. No deben incorporarse en el Registro de agenda pública las siguientes actuaciones:


a) Los planteamientos o las peticiones realizados con ocasión de una reunión, actividad o asamblea de carácter público y aquellos que tengan estricta relación con el trabajo en terreno propio de las tareas de representación realizadas por un Senador en el ejercicio de sus funciones.


b) Toda declaración, actuación o comunicación hecha por los sujetos pasivos en el ejercicio de sus funciones.


c) Toda petición, verbal o escrita, realizada para conocer el estado de tramitación de un determinado procedimiento administrativo.


d) La información entregada a una autoridad pública, que la haya solicitado expresamente para efectos de realizar una actividad o adoptar una decisión, dentro del ámbito de su competencia.


e) Las presentaciones hechas formalmente en un procedimiento administrativo, por una persona, su cónyuge o pariente hasta el tercer grado por consanguinidad y segundo de afinidad en la línea recta y hasta el segundo grado por consanguinidad o afinidad en la colateral, siempre que no se solicite la adopción, modificación o derogación de normas legales o reglamentarias, ni el cambio de resultados de procesos administrativos o de selección.


f) Las asesorías contratadas por órganos públicos y por parlamentarios, realizadas por profesionales e investigadores de asociaciones sin fines de lucro, corporaciones, fundaciones, universidades, centros de estudios y de cualquier otra entidad análoga, así como las invitaciones que dichas instituciones extiendan a cualquier funcionario de un órgano del Estado.


g) Las declaraciones efectuadas o las informaciones entregadas ante una comisión del Senado, así como la presencia y participación verbal o escrita en alguna de ellas de profesionales de asociaciones sin fines de lucro, corporaciones, fundaciones, universidades, centros de estudios y de cualquier otra entidad análoga, lo que, sin embargo, deberá ser registrado por dicha comisión.


h) Las invitaciones por parte de funcionarios del Estado y de parlamentarios, para participar en reuniones de carácter técnico, a profesionales de asociaciones sin fines de lucro, corporaciones, fundaciones, universidades, centros de estudios y de cualquier otra entidad análoga.


i) La defensa en juicio, el patrocinio de causas judiciales o administrativas o la participación en calidad de amicus curiae, cuando ello se permita, pero sólo respecto de aquellas actuaciones propias del procedimiento judicial o administrativo.


j) Las declaraciones o comunicaciones realizadas por el directamente afectado o por sus representantes en el marco de un procedimiento o investigación administrativos. 


k) Las presentaciones escritas agregadas a un expediente o intervenciones orales registradas en audiencia pública en un procedimiento administrativo que admita la participación de los interesados o de terceros.


Artículo 7°.- Exclusiones relativas al interés general de la Nación o la seguridad nacional.  Tampoco deben incorporarse en el Registro las audiencias, las reuniones y los viajes cuya publicidad comprometa el interés general de la Nación o la seguridad nacional.


Para este efecto, los sujetos pasivos podrán consultar a la Comisión de Ética y Transparencia, en forma escrita y reservada, la calificación de la actividad en forma previa a su realización. Una vez efectuada ésta, procederán a su registro, o a rendir cuenta en forma reservada, de acuerdo a la resolución adoptada por la Comisión. 


En el evento de que un sujeto pasivo no hubiere recabado la calificación previa de la Comisión, la solicitará una vez efectuado el viaje o la audiencia o reunión, acompañando todos los antecedentes necesarios para rendir cuenta, a fin de que la Comisión evalúe si concurren las circunstancias que justifican su exclusión del Registro y, de resolverlo así, se pronuncie de inmediato sobre la cuenta. La solicitud de calificación y rendición de cuenta eventual deberá presentarse dentro de los diez primeros días hábiles del mes siguiente al de realización de la audiencia o reunión, o de finalización del viaje o a aquel en que reasuman sus funciones, si esto último ocurriera con posterioridad.


La cuenta se rendirá, en forma escrita y reservada, a la Comisión de Ética y Transparencia, dentro del plazo señalado en el inciso anterior, consignando los mismos datos que exige la ley para cada caso. Si, por cualquier motivo, un sujeto pasivo cesa en sus funciones con anterioridad al vencimiento de la fecha en que debía efectuar la rendición de cuenta conforme a las reglas anteriores, deberá entregarla, en todo caso, dentro de los veinte días hábiles siguientes.


En la rendición de cuenta, se informará acerca de las reuniones, audiencias y viajes que no hayan sido consignados en el registro de agenda pública, con las menciones indicadas en este reglamento, según corresponda, debiendo expresarse, además, las razones por las cuales se estima que su publicidad compromete el interés general de la Nación o la seguridad nacional. Lo anterior podrá efectuarse mediante un formulario que estará disponible para tales efectos en la secretaría de la Comisión de Ética y Transparencia y en la página web del Senado.


La rendición de cuenta deberá entregarse en un sobre cerrado, con la expresión “Reservado de conformidad con la ley N° 20.730”, dirigido al Presidente de la Comisión, pudiendo acompañarse, al efecto, toda otra documentación que justifique dicho carácter. La Comisión revisará la rendición de cuenta y, en el caso que considere que se ajusta a los términos de la ley, así lo informará al sujeto pasivo remisor, devolviendo los antecedentes.


Si la Comisión estima que la publicidad de las reuniones, audiencias o viajes no compromete el interés general de la Nación o la seguridad nacional, requerirá al sujeto pasivo para que incorpore en el registro de audiencias y reuniones o en el de viajes la información que corresponda, dentro del plazo de veinte días hábiles contados desde la fecha de notificación de su resolución. 


Artículo 8°.- Contenido del Registro. El Registro de agenda pública constará de un registro de audiencias y reuniones, uno de donativos y uno de viajes.

Registro de audiencias y reuniones


Artículo 9°.- Obligación de registro. El Registro de audiencias y reuniones consignará aquellas cuyo objetivo fue efectuar lobby o gestión de intereses particulares respecto de los sujetos pasivos que se señalan a continuación, para influir sobre las decisiones que en cada caso se mencionan:


1.- En relación con los Senadores y los asesores legislativos que fueren sujetos pasivos de la ley N° 20.730, el Registro deberá consignar las audiencias o reuniones relativas a las siguientes decisiones:


a) La elaboración, modificación, derogación o rechazo de proyectos de ley y leyes.


b) La elaboración, tramitación, aprobación, modificación, derogación o rechazo de acuerdos, declaraciones o decisiones del Congreso Nacional, alguna de sus cámaras, o sus miembros, incluidas sus comisiones.

c) El diseño, implementación y evaluación de políticas, planes y programas efectuados por los sujetos pasivos de la ley, a quienes correspondan estas funciones.


d) Las actividades destinadas a que no se adopten las decisiones y actos señalados en las letras precedentes, o a que en ellos se incluyan o excluyan determinados casos o categorías.


2.- En relación con el Secretario General, el Prosecretario y los otros funcionarios del Senado que fueren sujetos pasivos de la ley N° 20.730, el Registro deberá consignar las audiencias o reuniones relativas a las siguientes decisiones:


a) La elaboración, dictación, modificación, derogación o rechazo de actos relativos a la organización administrativa del Senado.


b) La elaboración de tablas, minutas, informes y otros antecedentes en relación con proyectos de ley y otras decisiones que adopten los sujetos pasivos del Senado.


c) La celebración, modificación o terminación a cualquier título, de contratos que realicen los sujetos pasivos de la ley N° 20.730 y que sean necesarios para su funcionamiento.


d) El diseño, implementación y evaluación de políticas, planes y programas efectuados por los sujetos pasivos de la ley, a quienes correspondan estas funciones.


e) Las actividades destinadas a que no se adopten las decisiones y actos señalados en las letras precedentes, o  a que en ellos se incluyan o excluyan determinados casos o categorías.


Artículo 10.- Solicitud de audiencia o reunión. Toda persona, organización o entidad interesada en sostener una audiencia o reunión con un sujeto pasivo, con fines de lobby o de gestión de intereses particulares, deberá presentar una solicitud que contendrá:


1° La individualización de las personas que solicitan la audiencia o reunión y la de las que asistirán a ella, mediante su nombre completo y número de cédula nacional de identidad o número de pasaporte, en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena. Deberá indicarse un correo electrónico, teléfono u otro medio de contacto.


2° La individualización de la persona, organización o entidad a quienes representan, mediante los siguientes datos:


a) En el caso de personas naturales: nombre completo y número de cédula nacional de identidad, o número de pasaporte en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena.


b) En el caso de personas jurídicas: razón social y nombre de fantasía, si lo tuviere; su RUT, o la indicación de tratarse de una persona extranjera sin RUT; descripción del giro o actividades que desarrolla, y su domicilio.


c) En el caso de entidades sin personalidad jurídica: su nombre, RUT y giro o descripción de actividades, si los tuviere, y su domicilio. 


3° La naturaleza de la representación invocada.


4° La indicación de si recibe o no una remuneración u otro beneficio pecuniario  por las gestiones.


5° La materia específica a tratar, pudiendo acompañar la documentación que estime pertinente. 


La Comisión de Ética y Transparencia aprobará un formulario para dicha solicitud, que estará a disposición de los interesados en el sitio institucional en internet  y las dependencias del Senado que indique.


Artículo 11.- Decisiones sobre la solicitud. En el caso de que advierta que falta parte de la información requerida, o que es necesario aclarar puntos de ella, el sujeto pasivo indicará al interesado que debe subsanar las circunstancias que precisará y que, mientras no lo haga, la solicitud se tendrá por no presentada. Todo ello, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 8° y 12 de la ley N° 20.730. 


Si la solicitud cumple los requisitos, el sujeto pasivo requerido deberá responderla  dentro de los diez días hábiles siguientes, ya sea concediendo o denegando la audiencia o reunión, decisión que se comunicará al domicilio, dirección de correo electrónico u otro medio de contacto que el peticionario haya indicado en su solicitud. 


Si concede la audiencia o reunión, el sujeto pasivo fijará lugar, día y hora para ella, y podrá efectuarla en forma conjunta cuando sean varios los solicitantes en relación con una misma materia, lo que les informará en su respuesta. Las audiencias o reuniones que se concedan serán presenciales, salvo que los sujetos activo y pasivo convengan en forma expresa realizarla por medio de una conferencia audiovisual a distancia.


Para todos los efectos, se entenderá que la fecha de la solicitud es la de recepción de la misma por el sujeto pasivo, si cumpliera con los requisitos, o aquella en que se complete la información, en caso contrario.


Artículo 12.- Igualdad de trato. Los sujetos pasivos deberán mantener igualdad de trato respecto de las personas, organizaciones y entidades que soliciten audiencias sobre una misma materia. En consecuencia, resolverán las solicitudes considerando siempre la necesidad de informarse de modo equilibrado sobre los diversos puntos de vista relacionados con la materia específica de que se trate.


Los sujetos pasivos deberán negar audiencia a quienes no proporcionen la información señalada en el artículo 10 o mientras no subsanen las deficiencias que tuviese la solicitud. También podrán decidir no otorgar audiencias o reuniones en relación a una o más materias determinadas o suspender el otorgamiento de las mismas cuando ya se hubiesen formado opinión al respecto, cuando no lo permitiese su agenda o medien otras razones que no afecten el principio de igualdad de trato. De esta resolución informará a los solicitantes. 


No se afecta la igualdad de trato si:


a) el sujeto pasivo encomienda a otro sujeto  pasivo del Senado, que se desempeñe bajo su dependencia,  asistir a las audiencias o reuniones relativas a una materia determinada, informando de tal hecho al o los solicitantes de la audiencia o reunión. En este caso, aquellas deberán consignarse en el registro de audiencias y reuniones de ambos, con la mención de haber sido encargadas.


b) la audiencia o reunión se fija en forma simultánea para varias personas, organizaciones o entidades que, de acuerdo a sus solicitudes, desean tratar una misma materia y pretenden obtener una decisión similar, quienes podrán nombrar un vocero común. 


Artículo 13.- Ingreso y permanencia en las dependencias institucionales. El acceso, circulación y permanencia en dependencias institucionales de los sujetos activos de la ley N° 20.730 se regirá por las resoluciones internas que regulan esas materias. 


Artículo 14.- Incorporación al Registro. Una vez que la audiencia o reunión se hubiere celebrado, el sujeto pasivo deberá incorporarla en el Registro, junto a la siguiente información:


1° La individualización de las personas con las cuales se sostuvo la audiencia o reunión, mediante su nombre completo y número de cédula nacional de identidad, o número de pasaporte en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena.


2° La individualización de la persona, organización o entidad a quienes representaron, mediante los siguientes datos:


a) En el caso de personas naturales: nombre completo y número de cédula nacional de identidad, o número de pasaporte en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena.


b) En el caso de personas jurídicas: razón social y nombre de fantasía, si lo tuviere; su RUT o la indicación de tratarse de una persona extranjera sin RUT; descripción del giro o actividades que desarrolla, y su domicilio.


c) En el caso de entidades sin personalidad jurídica: su nombre; RUT y giro o descripción de actividades si los tuviere, y su domicilio.


3° La naturaleza de la representación invocada.


4° La indicación de si recibe o no una remuneración u otro beneficio pecuniario por las gestiones, según la información del sujeto activo.


5° Materia que se trató en la audiencia o reunión.


6° Fecha, hora, duración y lugar de realización de la audiencia o reunión. Si la audiencia no hubiere sido presencial, el medio por el que llevó a cabo y los lugares donde se encontraban los partícipes.


Dichos datos deberán incorporarse al registro a más tardar el décimo día hábil siguiente a la celebración de la audiencia o reunión.


Con todo, en el caso de las personas naturales no se publicará la información relativa al RUT, cédula nacional de identidad ni pasaporte en la página web institucional ni en los otros portales de transparencia a los cuales se envíe dicha información.


Artículo 15.- Incorporación al Registro de actividades no programadas de lobby o gestión de intereses particulares. Si se hicieren a un Senador planteamientos que estime constitutivos de lobby o de gestión de intereses particulares sin previa solicitud de audiencia o reunión, incorporará en el Registro de audiencia y reuniones el encuentro en que su interlocutor se los efectuó, con los datos que obren en su poder, e informará al interesado, dentro de los diez días hábiles siguientes.

Registro de viajes


Artículo 16.- Información a ser incluida en el Registro. Los sujetos pasivos deberán incorporar en el Registro de agenda pública la siguiente información, en relación a cada viaje que realicen en el ejercicio de sus funciones y que sea financiado por uno o más sujetos activos, o cuya invitación sea cursada o gestionada por éstos:


1° Su destino.


2° Su objeto.


3° El costo total estimado en moneda nacional, desagregado en pasaje, alojamiento u otros, si contare con la información.


4° La individualización de la persona natural, jurídica o entidad sin personalidad jurídica, chilena o extranjera, que financió el viaje y de quien cursó o gestionó la invitación respectiva, si fueran distintas, mediante sus nombres o razón social.


Los sujetos pasivos podrán agregar la información adicional que estimen conveniente.


Dicha información deberá consignarse en el plazo máximo de diez días hábiles, contados desde el término del viaje o desde la fecha en que el sujeto pasivo reasuma sus funciones, si esto último ocurriera con posterioridad, de lo cual se dejará constancia.


Con todo, en el caso de las personas naturales no se publicará la información relativa al RUT, cédula nacional de identidad ni pasaporte en la página web institucional ni en los otros portales de transparencia a los cuales se envíe dicha información.


Los demás viajes que los sujetos pasivos realicen en el ejercicio de sus funciones se publicarán en la página en internet del Senado de acuerdo a la reglamentación institucional.

Registro de donativos


Artículo 17.- Información a ser incluida en el Registro. Los sujetos pasivos deberán incorporar los siguientes datos en el Registro, en relación con los donativos que reciban cuyo valor exceda de una unidad tributaria mensual, estimado por el precio de mercado que tenga el bien: 


1° Una singularización del donativo recibido.


2° La fecha y la ocasión en que se produjo su recepción.


3° La individualización de la persona, organización o entidad a nombre de quien se hace entrega del donativo. 


Los sujetos pasivos podrán añadir la información adicional que estimen conveniente.


La información deberá incorporarse en el Registro en el plazo máximo de diez días  hábiles, desde la recepción del donativo o desde la fecha en que el sujeto pasivo reasuma sus funciones, si fuera posterior, por haberlo recibido fuera del lugar de su desempeño habitual, de lo cual se dejará constancia.


En el caso de las personas naturales no se publicará la información relativa al RUT, cédula nacional de identidad ni pasaporte en la página web institucional ni en los otros portales de transparencia a los cuales se envíe dicha información.


Con todo, los donativos que no se incorporen al patrimonio de los  Senadores también se incluirán en el Registro cuando hayan sido gestionados o aceptado por éstos, conocida o públicamente, con el solo propósito de ser entregados a terceros, a fin de colaborar en una emergencia, contribuir como ayuda social u otros motivos relacionados con su función de representación.

TÍTULO III

Registro de lobbistas y de gestores de intereses particulares


Artículo 18.- Modalidades de incorporación al Registro. Las personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que desempeñen actividades de lobby o de gestión de intereses particulares ante los sujetos pasivos deberán estar incorporadas en el Registro de lobbistas y de gestores de intereses particulares del Senado. Tal incorporación podrá ser previa y voluntaria, o automática.


Artículo 19.- Incorporación voluntaria al Registro. Las personas que deseen desempeñar actividades de lobby o de gestión de intereses particulares ante los sujetos pasivos deberán solicitar su inscripción en el Registro ante la Comisión de Comisión de Ética y Transparencia, proporcionando la siguiente información básica:


1° La individualización de la persona, organización o entidad solicitante, mediante los siguientes datos:


a) En el caso de personas naturales: nombre completo y número de cédula nacional de identidad, o número de pasaporte en el caso de extranjeros que no cuenten con cédula chilena; domicilio; dirección de correo electrónico y teléfono u otro medio de contacto.


b) En el caso de personas jurídicas: razón social y nombre de fantasía, si lo tuviere; su RUT, o la indicación de tratarse de una empresa extranjera sin RUT; descripción del giro o actividades que desarrolla; información respecto de su estructura y conformación, que no tenga carácter confidencial o estratégico; domicilio; dirección de correo electrónico y teléfono u otro medio de contacto.


Se entenderá que tiene carácter confidencial o estratégico la información que, en caso de ser revelada, podría influir claramente en su posicionamiento en el mercado o afectar negativamente su competitividad.


c) En el caso de entidades sin personalidad jurídica: su nombre; RUT y giro o descripción de actividades si los tuviere; domicilio; dirección de correo electrónico y teléfono u otro medio de contacto.


2° La indicación de si solicita la inscripción en calidad de lobbista o de gestor de intereses particulares.

3° Las materias o áreas en que desarrolla actividades de lobby o gestión de intereses particulares.


4°  La individualización de las personas que forman parte de su equipo de trabajo y que desempeñarán actividades en dependencias de la Corporación o ante sujetos pasivos de la misma.


5° Los documentos que acompaña para acreditar la información precedente.


6°  La individualización y firma de la persona natural que comparece, con mención de la fecha en que hace entrega de la presentación. 


La Comisión aprobará un formulario que estará a disposición de los interesados en el sitio en internet institucional y en las dependencias del Senado que determine.


Encontrándose la solicitud en forma, la Comisión, dentro del plazo de diez días hábiles, ordenará inscribir en el Registro al interesado, a quien le comunicará la decisión por medio del correo electrónico que señale en su presentación.


Las actuaciones a que dé lugar este procedimiento quedarán asentadas en el sitio del Senado en internet, sin perjuicio de las notificaciones que se efectúen a los solicitantes por medio del correo electrónico.


Con todo, en el caso de las personas naturales no se publicará la información relativa al RUT, cédula nacional de identidad ni pasaporte en la página web institucional ni en los otros portales de transparencia a los cuales se envíe dicha información.


Artículo 20.- Incorporación automática o de oficio al Registro.  La Comisión de Ética y Transparencia incorporará en el Registro de lobbistas y de gestores de intereses particulares a las personas que hayan sido incluidas en el Registro de agenda pública por los sujetos pasivos, como sujetos activos de lobby o de gestión de intereses particulares, por haber desarrollado  esas actividades en las audiencias o reuniones efectuadas con ellos. 


Dicha Comisión podrá recabar los antecedentes necesarios para completar la información señalada en el formulario, si no fuere suficiente la consignada en el o los registros de agenda pública de los sujetos pasivos correspondientes.


Artículo 21.- Actualización de antecedentes. La inscripción en el Registro no está sujeta a caducidad, pero la persona inscrita estará obligada a actualizar sus antecedentes cada vez que ocurra un hecho relevante que los modifique. 


Sin perjuicio de ello, la Comisión podrá adoptar de oficio las medidas necesarias para asegurar la actualización de la información contenida en el Registro, recabando periódicamente los datos que estime pertinente y verificando la continuidad de su actividad por parte de los inscritos. Cuando en el Registro de agenda pública no hubiere constancia de actividades, en relación a una persona, organización o entidad inscrita en forma automática en el Registro de lobbistas y de gestores de intereses particulares, dentro del período de un año, la Comisión la eliminará del Registro, a menos que manifieste su voluntad de permanecer en él.  


En todo caso, la Comisión acordará la eliminación del Registro cuando conste el fallecimiento de la persona natural o la cancelación, disolución o término, por cualquier motivo, de la persona jurídica o de la entidad sin personalidad jurídica inscrita. La Comisión también acordará la eliminación del Registro cuando así lo pida la inscrita respecto de la cual no hubiera constancia de actividad en el Registro de agenda pública, dentro del año inmediatamente anterior a dicha solicitud.

TÍTULO IV

Infracciones y sanciones


Artículo 22.- Denuncia al Ministerio Público. El Presidente de la Comisión de Ética y Transparencia, previo acuerdo de la Comisión, deberá denunciar:


a) Los delitos cometidos por los sujetos activos con motivo o con ocasión del desarrollo de actividades de lobby o de gestión de intereses particulares ante cualquier sujeto pasivo del Senado, y


b) Los demás delitos de los cuales la Comisión tome conocimiento en el ejercicio de sus funciones.


Artículo 23.-  Sanciones. A los sujetos pasivos que no informen o incorporen los datos requeridos para el Registro de agenda pública dentro del plazo establecido, se les aplicará una multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales.


La omisión inexcusable de información que deba incorporarse en dicho registro, o la inclusión en él, a sabiendas, de información inexacta o falsa, por parte de un sujeto pasivo, se sancionará con multa de veinte a cincuenta unidades tributarias mensuales.


Artículo 24.-  Procedimiento. La Comisión de Ética y Transparencia conocerá y resolverá acerca de la aplicación de las sanciones indicadas en el artículo anterior. 


El procedimiento podrá iniciarse de oficio por la Comisión o por denuncia de cualquier interesado. La denuncia deberá presentarse mediante escrito firmado por persona debidamente identificada, y acompañará los antecedentes que configuren el incumplimiento que se invoca. Para estos efectos, la Comisión de Ética y Transparencia podrá aprobar un formulario, que estará a disposición de los interesados. Resuelto de oficio el inicio del procedimiento o acogida a tramitación la denuncia, se comunicará al afectado, por medio de una resolución que describa los hechos que se estime constitutivos de la infracción e indique la norma infringida o que adjunte una copia de la denuncia, según corresponda. 


El afectado tendrá derecho a contestar en el plazo de veinte días hábiles. En caso de ser necesario, el período probatorio será de ocho días hábiles. Podrán utilizarse todos los medios de prueba, los que serán apreciados en conciencia. 


La Comisión deberá dictar la resolución final dentro de los diez días hábiles siguientes a aquél en que se evacuó la última diligencia. 


Las sanciones aplicadas por la Comisión serán reclamables ante la Mesa, dentro de quinto día hábil de su notificación. La Mesa podrá pedir informe a la Comisión, la que deberá evacuarlo dentro de los diez días hábiles siguientes a dicho requerimiento. La interposición de esta reclamación suspenderá la aplicación de la resolución recurrida. Para acoger la reclamación deducida, se requerirá la unanimidad de los integrantes de la Mesa.


Las multas que se apliquen se descontarán directamente de las remuneraciones, honorarios o dieta, en su caso, del sujeto pasivo sancionado.


En lo demás, se aplicará el procedimiento general que rige las actuaciones de la Comisión.


Artículo 25.- Publicidad de las sanciones aplicadas. Las resoluciones definitivas y los nombres de las personas sancionadas se publicarán en el sitio en internet del Senado, asociadas al Registro de agenda pública, por el plazo de un mes, contado desde la fecha en que la resolución que aplica la sanción esté firme.


Artículo transitorio.- Este reglamento comenzará a regir el 29 de noviembre de 2014.


Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión de Ética y Transparencia adoptará, desde luego, todos los acuerdos que sean necesarios para la adecuada aplicación de esta normativa. 


El primer acuerdo de la Comisión de Ética y Transparencia que indique las  personas que se incorporan a la categoría de sujeto pasivo de la ley   N° 20.730 en virtud de lo dispuesto en las letras e) y f) del artículo 5° de este reglamento, regirá treinta días hábiles después de su notificación y hasta el mes de mayo de 2015 inclusive.”.
- - -


Enseguida, la señora Presidenta señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________

PETICIONES DE OFICIOS

El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Goic y señores Bianchi, Horvath, Guillier y Matta, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


La señora Presidenta anuncia el envío de los oficios solicitados en conformidad con el Reglamento del Senado.
- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE ESTABLECE QUE LOS CRÍMENES Y DELITOS DE GUERRA, LESA HUMANIDAD Y GENOCIDIO NO PUEDEN PRESCRIBIR NI SER AMNISTIADOS

(9.748-07)

Mensaje Nº 968-362/

Honorable Senado:
Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de reforma constitucional para establecer la imprescriptibilidad e inamnistiabilidad de los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio.
ANTECEDENTES
Transcurridos ya cuarenta y un años desde que la institucionalidad chilena sufriera un doloroso quiebre que acabó con el sistema democrático imperante e implantó un régimen facto en el que, de forma sistemática y planificada, se produjo por agentes estatales la comisión de crímenes que afectaron la vida, la integridad física y psíquica y la dignidad de un número importante de habitantes de nuestro país, es necesario  replantear el mérito e importancia que nuestra Carta Fundamental otorga a la protección de los Derechos Humanos y a las víctimas de vulneraciones sistemáticas o generalizadas de éstos. Para ello es pertinente consagrar de forma explícita en la Constitución un elemento que refuerce su rol garantizador frente a ilícitos en que existe un amplio consenso sobre su necesaria persecución, juzgamiento y sanción.
El objetivo fundamental de la transición y posterior reconstrucción de las sociedades que han sorteado conflictos democráticos como el chileno, entre los años 1973 y 1990, es el mantenimiento de la paz social y la sana convivencia a futuro, extrayendo experiencias de lo sucedido. En este sentido, es menester que nuestro ordenamiento jurídico reconozca a la justicia su rol capital en la generación y mantenimiento de la democracia. Sólo mediante la consecución de justicia es posible la  cohesión social y la prevención de nuevos ilícitos. 
Fundamentos del proyecto 
Este proyecto de reforma constitucional se fundamenta en la necesidad de fortalecer una cultura de paz y justicia. En ese sentido, resultan orientadoras las palabras del Secretario General de la Organización de Naciones Unidas ha señalado, cuando indica que "la justicia es parte importante del establecimiento y mantenimiento de la paz. [De esta manera] una cultura de impunidad y un legado de crímenes del pasado que no se sancionan sólo pueden erosionar la paz". (Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Instrumentos del Estado de Derecho para sociedades que han salido de un conflicto. Amnistías. Nueva York y Ginebra, 2009, p. 3).
En el mismo sentido, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos ha señalado que "por su naturaleza la impunidad invita a la comisión de nuevos abusos, y el derecho internacional ha reconocido este hecho desde hace largo tiempo exigiendo que los Estados investiguen las violaciones graves de derechos humanos y los crímenes de guerra, que inicien juicios penales contra los participantes en las violaciones, que impongan una pena apropiada a los responsables, y que proporcionen remedio apropiado y efectivo a las personas cuyos derechos hayan violado." (Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Ob. Cit., p. 1).
Lo propio ha hecho la Corte Interamericana de Derechos Humanos que, a través de su jurisprudencia ha intentado configurar una prohibición de aplicar amnistías y prescripciones de las acciones, sobre la base de la obligación que el derecho internacional general impone a los Estados en orden a penalizar los crímenes de lesa humanidad, pues se sujetan sobre disposiciones de ius cogens.
La materia ha sido ampliamente tratada en el derecho internacional de los Derechos Humanos de post guerras mundiales, existiendo a la fecha Tratados generales y específicos, como el Estatuto de Roma, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la Declaración Interamericana de Derechos Humanos, la Convención para la prevención y la sanción del delito de Genocidio, la Convención Interamericana para prevenir y sancionar la tortura, la Convención sobre Desaparición Forzada de Personas y la Convención sobre imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad, este último aún pendiente de ratificación por el Estado de Chile.
Por otro lado, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha reconocido, en el caso Almonacid Arellano, la imprescriptibilidad e inamnistiabilidad de dichos crímenes, por considerar que la institución emana de las normas de Derecho Internacional General -el ius cogens-, situación que el referido Tratado se limita a plasmar de manera específica.
Desde hace ya algunos años, el legislador chileno, a la luz de los tratados internacionales en la materia, ha avanzado en la consagración de ciertas herramientas normativas que permiten configurar un sistema de protección a las personas, en el contexto del aseguramiento de los derechos humanos.
En esa senda se inscribe el paso dado por nuestra normativa interna, el 12 de octubre de 2000, con la publicación del Código Procesal Penal, que en el inciso final de su artículo 250, fijó el impedimento del juez penal para dictar el sobreseimiento definitivo cuando se trata de delitos que, de acuerdo a los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, son impres-criptibles o no puedan ser amnistiados. Según es dable observar, la norma citada no sólo permite continuar el juzgamiento de crímenes cuya relevancia exige su persecución sin consideración al tiempo transcurrido ni a la condonación del ilícito que hubiere operado por el derecho interno, sino además remite directamente a las normas internacionales vigentes en nuestro ordenamiento que gobiernan la materia.
En igual sentido se enmarca la ley N° 20.357, publicada en el Diario Oficial el 18 de julio de 2009, que tipifica los crímenes de lesa humanidad y genocidio y crímenes y delitos de guerra, introduciendo en el sistema jurídico un marco conceptual que permite enmarcar y prevenir la ocurrencia, en el futuro, de su comisión dentro del territorio chileno.
Sin embargo, tales avances resultan insuficientes. Se precisa de un esfuerzo normativo que consagre, en un texto positivo y de la mayor jerarquía, de una disposición que impida en cualquier caso la utilización de la figura de amnistía,  prescripción o media prescripción de aquellos crímenes de la relevancia anotada en procesos judiciales nuevos o pendientes.
Al efecto, la reforma constitucional que someto a vuestro conocimiento determina la imprescriptibilidad e inamnistiabilidad de los crímenes de lesa humanidad, genocidio y de guerra, promoviendo por esta vía el establecimiento del equilibrio entre la paz y la justicia.
CONTENIDO DEL PROYECTO
La presente iniciativa dispone, mediante la incorporación de un nuevo inciso final al numeral 3° del artículo 19 de la Constitución, que los crímenes y delitos que conforme al derecho nacional o internacional sean calificables de genocidio, lesa humanidad o guerra, no serán susceptibles de amnistía o prescripción –total o parcial- , con independencia de la fecha en que ellas se hubieren cometido, adaptando con ello la legislación chilena a las exigencias del Derecho Internacional sobre la materia.
Tal disposición impide, por una parte, acotar en lo sucesivo la facultad del legislador de conceder alguno de los beneficios de prescripción o amnistía, sólo a aquellos ilícitos que no correspondan al concepto de delitos de lesa humanidad y genocidio o crímenes de guerra, y por otra, evita la aplicación de cualquier normativa formalmente vigente que prevea el uso de tales herramientas en ese tipo de delitos.
En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración el siguiente

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:

“ARTICULO ÚNICO.-
Incorpórase la siguiente modificación a la Constitución Política de la República, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, se encuentra en el decreto supremo N° 100, de 2005, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia:
- Agrégase, en el numeral 3° de su artículo 19, el siguiente inciso final, nuevo:

“Son imprescriptibles e inamnistiables los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio, cualquiera sea la fecha en que se hayan cometido. Asimismo, no se podrá conceder indulto o cualquier otro beneficio alternativo, penitenciario o de cualquier naturaleza, que importe reducción o sustitución de las condenas privativas de libertad que se puedan imponer a los autores de estos crímenes y delitos.”.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- Rodrigo Peñailillo Briceño, Ministro de Interior y Seguridad Pública.- Ximena Rincón González, Ministra General de la Presidencia.- José Antonio Gómez Urrutia, Ministro de Justicia. 
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MENSAJE DE SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE ADECUA LA LEY PENAL EN MATERIA DE AMNISTÍA, INDULTO Y PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN PENAL Y LA PENA A LO QUE DISPONE EL DERECHO INTERNACIONAL RESPECTO DE LOS DELITOS DE GENOCIDIO,  DE LESA HUMANIDAD O DE GUERRA

(9.773-07)

Mensaje Nº 967-362/

Honorable Senado:
Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que adecúa la legislación penal chilena a los Tratados Internacionales en materia de derechos humanos.

ANTECEDENTES

Las violaciones a los derechos humanos, tales como torturas, ejecuciones políticas y desapariciones forzadas ocurridas en Chile, entre el 11 de septiembre de 1973 y marzo de 1990, generaron un herida en nuestra historia que sólo la justicia y la memoria han sido capaces de ayudar a consolar. Así, desde el retorno a la democracia, en 1990, la búsqueda de verdad y justicia respecto de estos crímenes y delitos ha sido una prioridad para los gobiernos democráticos. 

Con este fin se crearon las comisiones para conocer la verdad y obtener justicia. Entre ellas, la Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, creada por el decreto supremo N°355 en abril de 1990; la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, creada  por la ley N°19.123 de 1992; la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, creada por el Decreto N° 1.040; la Comisión Asesora Presidencial para la Calificación de Detenidos Desaparecidos, Ejecutados Políticos y Víctimas de Prisión Política y Tortura, contemplada en la ley Nº 20.405 de 2009; creada mediante el decreto supremo Nº 43, de febrero de 2010; y se dio origen en 2009 al Museo de la Memoria y los derechos humanos. 

Los tribunales de justicia, por su parte, han cumplido un rol fundamental en la obtención de verdad y justicia para las víctimas de violaciones a los derechos humanos. 

Pero aún quedan pasos por dar. Uno de los pasos fundamentales en este sentido, es adecuar nuestro ordenamiento jurídico de modo de impedir que normas que permiten la impunidad sean aplicadas a violadores de derechos humanos.

Con este fin han habido numerosas iniciativas para eliminar las normas que establecen extinción de la responsabilidad penal, tales como la amnistía y la prescripción, de los delitos de lesa humanidad cometidos durante la dictadura (Boletines N°s 3.345-07, 3.959-07, 5918-07, y 6422-07). Asimismo, ha habido iniciativas para anular la denominada “ley de amnistía” (Boletín N°4162-07). 

Por lo anterior debemos reconocer el trabajo realizado por diversos parlamentarios que presentaron ideas en proyectos anteriores que fueron considerados y recogidos en el actual proyecto que hoy presentamos, entre ellos, cabe destacar a los Diputados Sergio Aguiló y Alberto Robles, junto con los ex diputados  Juan Bustos, Enrique Accorsi, Alejandro Navarro, Fulvio Rossi, Boris Tapia, Eduardo Saffirio, Gabriel Ascensio, y Edgardo Riveros, quienes, en septiembre de 2003, presentaron un proyecto de ley interpretativa que adecúa la legislación penal chilena a los tratados internacionales en materia de derechos humanos. En similares términos, cabe destacar a los H. Diputados Sergio Aguiló, Ramón Farías y Tucapel Jiménez, junto con los ex diputados Jorge Burgos, Alfonso De Urresti, Álvaro Escobar, Laura Soto, Patricio Hales, Juan Carlos Latorre, y Raúl Sunico, quienes, en marzo de 2009 presentaron el proyecto de ley que establece ley interpretativa que adecúa la legislación penal chilena a los tratados internacionales en materia de derechos humanos.

Todas estas iniciativas tienen como meta en común buscar adecuar el ordenamiento jurídico a los principios del derecho internacional y cumplir con lo prescrito por la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Caso Almonacid, Corte IDH 2006; recientemente Caso García Lucero, Corte IDH 2013). 

Por ello, este Mensaje de ley busca recoger todas estas iniciativas, armonizarlas e instar por su aprobación. 

Fundamentos del proyecto
Por medio de este Mensaje estamos cumpliendo un compromiso. En efecto, adecuar nuestro ordenamiento al Derecho Internacional de los Derechos Humanos es una deuda para el Estado de Chile cuyo cumplimiento fue enfatizado en el programa de Gobierno cuando señalamos que “Impulsaremos medidas legislativas y administrativas que impidan la impunidad en materia de Derechos Humanos, tales como impedir toda aplicación en los juicios sobre Crímenes de Lesa Humanidad del D.L. N°2.191, de Amnistía de 1978, y de las normas que regulan la prescripción en materia de delitos comunes o de la prescripción en materia de responsabilidades civiles” (p. 164). A continuación se expresan los fundamentos para impulsar esta medida.

1. El proyecto persigue dar cumplimiento a principios del derecho internacional

El establecimiento de una ley interpretativa que adecúa la legislación penal chilena a los principios y normas  internacionales en materia de derechos humanos encuentra su base en la necesidad de respetar y garantizar el ordenamiento internacional sobre derechos humanos.

En el caso Almonacid Arellano, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, con fecha 26 de septiembre de 2006, condenó al Estado chileno a adecuar su legislación en esta materia y es deber del Estado darle cumplimiento al fallo. El presente proyecto responde a esa necesidad. Entre sus consideraciones, la Corte sostuvo que los delitos de lesa humanidad son inamnistiables e imprescriptibles. En tal oportunidad la Corte señaló: “Este Tribunal ya había señalado en el Caso Barrios Altos que son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las disposiciones de prescripción y el establecimiento de excluyentes de responsabilidad que pretendan impedir la investigación y sanción de los responsables de las violaciones graves de los derechos humanos tales como la tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas ellas prohibidas por contravenir derechos inderogables reconocidos por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos”  (párr. 112).

De forma similar argumentó la Corte en un caso más reciente resuelto en 2013 (prr. 150 y ss, Caso García Lucero, Corte IDH). 

Asimismo, la calidad de inamnistiable e imprescriptible de estos delitos emana de diversos tratados, tales como el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional; los Convenios de Ginebra; la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio.

Además, la obligación internacional de un Estado de juzgar y castigar a los responsables de crímenes contra la humanidad se considera una norma imperativa del derecho internacional que pertenece al ius cogens.
2. No se busca innovar, sino dar certezas

Con el presente proyecto de ley no se busca innovar. Los tribunales de justicia en una sólida jurisprudencia han entendido que el decreto ley N° 2.191 no puede ser aplicado, pues carece de valor jurídico y compromete la responsabilidad internacional del Estado. Entre otras, cabe destacar las sentencias roles N°s 921-09, 4378-08, 5847-08, 8113-08, 3378-09, 7235-08, 2335-09, 2596-09 de la Corte Suprema.

Lo mismo han sostenido respecto de la prescripción prevista en el artículo 93 del Código Penal. “El DL N° 2191 sobre Amnistía, en una interpretación conforme con los convenios de Ginebra, no puede ser aplicado a las contravenciones graves contra los derechos esenciales determinados en aquel derecho convencional internacional cometidos en nuestro país durante su vigencia (C. 26); Asimismo, esta Corte antes ya ha sostenido que la prohibición de auto exoneración, que emana de los Convenios de Ginebra, no sólo alcanza aquellas en que los detentadores del poder, aprovechando las ventajas que su situación les ofrece, conceden extinciones de responsabilidad como amnistías auto concedidas, sino que incluye también la suspensión de la vigencia de instituciones preexistentes como la prescripción de la acción penal, toda vez que la misma aparece concebida para operar en un estado de paz social, y no en situaciones de vulneración de todas las instituciones sobre las cuales dicho estado se funda, y menos en beneficio de aquellos que precisamente provocaron ese quebrantamiento, en términos que el delito resulta imprescriptible” (C. 27) (SCS Rol N° 6188-2006). 

Tales fundamentos que impiden la impunidad son extensibles a la denominada “media prescripción” o prescripción gradual. Al respecto se afirma que “por aplicación de las normas del Derecho Internacional y dado que tanto la media prescripción como la causal de extinción de la responsabilidad penal se fundan en el transcurso del tiempo como elemento justificante para su aplicación, la improcedencia de aplicar la prescripción total alcanza necesariamente a la parcial, pues no se advierte razón para reconocer al tiempo el efecto de reducir la  sanción, dado que una y otra institución se fundamentan en el mismo elemento que es rechazado por el ordenamiento penal humanitario internacional, de manera que ninguno de tales institutos resulta procedente en ilícitos como el de la especie, por lo que esta sección del recurso también ha de ser desestimada”. (SCS Roles N°s 1813-14, 5831-13, 6318-13, 10.665-11).

Sin perjuicio de lo anterior, en relación a la posibilidad de aplicar la prescripción –total o parcial- y la amnistía respecto de delitos de lesa humanidad, aún existe una disputa interpretativa a nivel judicial; que podría generar una jurisprudencia oscilante. Frente a esto es deber del legislador resolver, mediante una interpretación auténtica que fije el verdadero sentido de la ley, para dar cumplimiento a sus obligaciones internacionales.  

3. Se pretende resolver posibles antinomias

La amnistía, prescripción e indulto constituyen causales de extinción de la responsabilidad penal. Todas ellas operan después de cometido el delito, a diferencia de las causales de exención de responsabilidad penal. Por tanto, en razón de diversos fundamentos, constituyen una renuncia del Estado, o de la sociedad, al ius puniendi, su potestad de castigar ciertos actos que normalmente y legalmente deberían ser castigados. 

Tales normas generan impunidad cuando se trata de violaciones a los derechos humanos, lo que vulnera normas y principios del derecho internacional humanitario y de los derechos humanos. Diversas normas de derecho internacional impiden la aplicación de tales causales de extinción de responsabilidad respecto de hechos constitutivos de violaciones a derechos humanos. 

Así, es posible constatar una aparente antinomia entre las causales de extinción de responsabilidad genéricas establecidas en los artículos 93 y 103 del Código Penal y las normas de derecho internacional respecto de hechos cometidos durante la dictadura. Lo mismo ocurre respecto del D.L. Nº 2.191, del año 1978, que señala: "Concédase amnistía a todas las personas que, en calidad de autores, cómplices o encubridores hayan incurrido en hechos delictuosos, durante la vigencia de la situación de Estado de Sitio, comprendida entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1978, siempre que no se encuentren actualmente sometidas a proceso o condenadas". Dicho decreto ley se dictó por la Junta Militar, quien detentaba el poder legislativo de la época. No fue dictada, en consecuencia, por un Parlamento elegido democráticamente y tuvo por fin consagrar una autoamnistía e impunidad.

Tal antinomia es la que el presente proyecto pretende enfrentar. 

CONTENIDO DEL PROYECTO

El proyecto interpreta las normas sobre extinción de responsabilidad penal, fijando el sentido de las reglas de extinción de responsabilidad y de la pena. 

4. Se establece una norma interpretativa

Se propone fijar el verdadero sentido y alcance de ciertas causales de extinción de la responsabilidad contenidas en los artículos 93 y 103 del Código Penal. 

Mediante la norma interpretativa que se propone no se establece una norma retroactiva, en la medida que fija el sentido oficial de la norma, de entre varios posibles. No se trata de una norma modificatoria, pues no pretende resolver un problema de vigencia, sino de ámbito de aplicación, dando certeza sobre el verdadero sentido que debe darse a las normas en nuestro ordenamiento jurídico para que estas se adecuen a la Constitución y los principios del Derecho Internacional. 

Ya en 1970 existían en Chile normas ius cogens que impedían la aplicación de determinadas causales de extinción de responsabilidad penal respecto de los delitos de genocidio, lesa humanidad, y crímenes de guerra, ello favorece la opción interpretativa que adopta el proyecto.

Como ley interpretativa, se entiende incorporada a la norma interpretada, ello porque siempre existió la posibilidad de que se efectuara dicha interpretación. No se sorprende al ciudadano con la afirmación de la punibilidad en ese caso, y, por lo tanto, no vulnera el principio nulla poena sine lege.

En rigor, el presente proyecto, que al ser una norma interpretativa no crea nada, sino que fija el verdadero sentido de la ley, por lo que, se aplica respecto de casos anteriores a su vigencia. 

5. Se recogen criterios sustentados por los tribunales chilenos
El presente proyecto busca establecer claramente la interpretación de las leyes penales, referidas a un especial grupo de conductas delictivas, estos son, los delitos de lesa humanidad cometidos en nuestro país durante el período de la dictadura militar. Lo anterior, en el contexto de la protección Internacional en materia de Derechos Humanos y sobre la base del principio de universalidad 

Asimismo, se propone acotar la aplicación de la denominada prescripción gradual o media prescripción, establecida en el artículo 103 del Código Penal, en el entendido de que en el contexto de los delitos de lesa humanidad, la prescripción, sea ésta total o parcial, favorece la impunidad y rechaza la idea de justicia.

6. Adecúa la legislación penal chilena a los Tratados Internacionales en materia de derechos humanos
Conforme al derecho internacional de los derechos humanos el Estado no puede invocar normas de derecho interno para no sancionar a los culpables de estos delitos. No puede permitirse la impunidad. Es así como se propone fijar el sentido y alcance de las causales de extinción de la responsabilidad penal que se establecen en el artículo 93 y 103 del Código Penal, en orden a que deberá entenderse que la amnistía, el indulto y la prescripción, o media prescripción, de la acción penal y de la pena no serán aplicables a los crímenes y simples delitos que, en conformidad a las normas y principios del Derecho Internacional, constituyen genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes o delitos de guerra.

7. Se establece un límite temporal 
Además, se establecen límites temporales para la aplicación de la ley, indicándose que se aplica para delitos perpetrados por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actuaron con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, durante el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.

En mérito de lo expuesto, someto a vuestra consideración el siguiente
PROYECTO DE LEY:
“ARTÍCULO ÚNICO.-
Fíjase el sentido y alcance de las causales de extinción de la responsabilidad penal y la pena que se establecen en los artículos 93 y 103 del Código Penal, en orden a que deberá entenderse que la amnistía, el indulto y la prescripción, o media prescripción, de la acción penal y de la pena no serán aplicables a los crímenes y simples delitos que, en conformidad al Derecho Internacional, constituyan genocidio, crímenes de lesa humanidad o crímenes o delitos de guerra, perpetrados por agentes del Estado o por personas o grupos de personas que actuaron con la autorización, el apoyo o la aquiescencia del Estado, durante el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.”.
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Michelle Bachelet Jeria, Presidenta de la República.- Rodrigo Peñailillo Briceño, Ministro de Interior y Seguridad Pública.- Ximena Rincón González, Ministra General de la Presidencia.- José Antonio Gómez Urrutia, Ministro de Justicia. 
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PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL TEXTO REFUNDIDO DE LAS DISPOSICIONES SOBRE NACIONALIZACIÓN DE EXTRANJEROS, EN LOS REQUISITOS PARA OBTENER LA CARTA DE NACIONALIZACIÓN

(9.455-06)


Oficio Nº 11.616


VALPARAÍSO, 9 de diciembre de 2014

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley, originado en moción de los diputados señores Jaime Pilowsky Greene, Claudio Arriagada Macaya, Fuad Chahin Valenzuela, Marcelo Chávez Velásquez, Sergio Espejo Yaksic, Ramón Farías Ponce, Tucapel Jiménez Fuentes, Sergio Ojeda Uribe, Osvaldo Urrutia Soto y Matías Walker Prieto, que modifica el texto refundido de las disposiciones sobre nacionalización de extranjeros, en los requisitos para obtener la carta de nacionalización, correspondiente al boletín N° 9455-06, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N°747, de 15 de diciembre de 1925, cuyo texto refundido fue fijado por decreto supremo N° 5.142, de 13 de octubre de 1960, del Ministerio del Interior:

1.- En el artículo 2°:

a) Sustitúyese, en su inciso primero, el guarismo “21” por “18”, y suprímese en el mismo la palabra “continuada”.
b) Reemplázase el inciso final, que pasa a ser penúltimo, por el siguiente:

“Con todo, también podrán solicitar carta de nacionalización los hijos de extranjeros que hayan cumplido 14 años de edad, tengan más de cinco años de residencia en el territorio de la República, cuenten para ello con la autorización de quienes estén a cargo de su cuidado personal y hayan obtenido permiso de permanencia definitiva.”.
c) Agrégase el siguiente inciso final:

“Los menores de 18 años, cuyo padre o madre tenga la calidad de refugiados reconocidos por Chile, podrán nacionalizarse chilenos desde el momento en que, al menos, uno de sus padres haya obtenido la carta de nacionalización, sin necesidad de cumplir cualquier otro requisito legal.”.

2.- Reemplázase en el artículo 10 la expresión “veintiún” por el guarismo “18”.”.
*****

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Aldo Cornejo González, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.285, PARA GARANTIZAR EL ACCESO UNIVERSAL A LA INFORMACIÓN CONTENIDA EN LAS PÁGINAS WEB DE LAS 
INSTITUCIONES PÚBLICAS

(9.629-19)


Oficio Nº 11.618


VALPARAÍSO, 9 de diciembre de 2014

Con motivo de la moción, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley que modifica la ley N°20.285, para garantizar el acceso universal a la información contenida en las páginas web de las instituciones públicas, correspondiente al boletín N°9629-19, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Introdúcense, en el artículo primero de la ley N°20.285, sobre acceso a la información pública, las modificaciones siguientes:

1) Modifícase el artículo 6° de la siguiente manera:

a) Intercálase, entre la palabra “público” y la conjunción “y”, la frase “con formato accesible”.

b) Intercálase, entre la frase “servicio respectivo” y la oración “el que deberá llevar un registro”, lo siguiente: “de acuerdo a las recomendaciones de pauta de accesibilidad de contenido web que emanan de los órganos con competencia a nivel nacional,”.
2) Incorpórase, en el inciso segundo del artículo 7°, luego de las palabras “que permita su fácil identificación y un acceso expedito” la frase “a toda la población, incluidas las personas en situación de discapacidad.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Aldo Cornejo González, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE NORMAS PARA EL ACCESO DE LA POBLACIÓN CON DISCAPACIDAD AUDITIVA A LA INFORMACIÓN PROPORCIONADA POR LA ONEMI

(8.353-19)


Oficio Nº 11.617


VALPARAÍSO, 9 de diciembre de 2014

Con motivo de la moción, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al proyecto de ley, originado en moción del exdiputado señor Iván Moreira Barros, los diputados señores Pedro Browne Urrejola, Gustavo Hasbún Selume, Alberto Robles Pantoja, David Sandoval Plaza, y la diputada señora Alejandra Sepúlveda Orbenes, y de los exdiputados señores Juan Carlos Latorre Carmona, Carlos Montes Cisternas, Manuel Rojas Molina y señora Mónica Zalaquett Said, que establece normas para el acceso de la población con discapacidad auditiva a la información proporcionada por la ONEMI, correspondiente al boletín N° 8353-19, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Modifícase el inciso segundo del artículo 25 de la ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, en el siguiente sentido:

a) Intercálase, entre las frases “cadenas nacionales” y “que se difundan”, la frase “informativos de la Oficina Nacional de Emergencia del Ministerio del Interior y Seguridad Pública –ONEMI-, y bloques noticiosos transmitidos por situaciones de emergencia o calamidad pública”, y reemplázase la conjunción “y” que antecede a la palabra “cadenas” por una coma.

b) Incorpórase, a continuación del vocablo “subtitulado”, la palabra “abierto”.”.
*****

Hago presente a Vuestra Excelencia que el artículo único del proyecto de ley fue aprobado, en general y en particular, con el voto favorable de 95 diputados, de un total de 117 en ejercicio.

De esta manera, se ha dado cumplimiento a lo prescrito en el artículo 66, inciso segundo, de la Constitución Política de la República.
*****

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Aldo Cornejo González, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE EFECTÚA APORTE EXTRAORDINARIO AL FONDO COMÚN MUNICIPAL

(9.596-06)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje del Vicepresidente de la República, señor Rodrigo Peñailillo, con urgencia calificada de “suma”.

A la sesión en que la Comisión se ocupó de este asunto asistieron, además de sus integrantes, de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, el Subsecretario, señor Ricardo Cifuentes; el Jefe de Gabinete, señor Eduardo Jara; el Jefe de la División de Municipalidades, señor Nemesio Arancibia; el asesor, señor Víctor Hugo Miranda, y el asesor legislativo, señor Álvaro Villanueva. También asistió el asesor legislativo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo González.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Giovanni Semería.

De la Dirección de Presupuestos, la abogada, señora María Soledad Torrents.

Del Instituto Igualdad, la asesora, señorita Lía Arroyo.

El asesor del Honorable Senador García, señor Tomás Zamora.

El asesor del Honorable Senador Montes, señor Gabriel Galaz.
- - -

Cabe señalar que la iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.
- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

Efectuar un aporte extraordinario de $12.000.000 miles al Fondo Común Municipal.

- - -

ANTECEDENTES

Para una adecuada comprensión de la iniciativa en informe deben tenerse presente los siguientes antecedentes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

- El artículo 14 de la de ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior.

- El decreto supremo Nº 1.293, de 2007, del Ministerio del Interior, que establece el reglamento para la aplicación del artículo 38 del decreto ley Nº 3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje señala que el número de exigencias de los ciudadanos y las necesidades de las comunidades locales han aumentado, lo que trae aparejado que frecuentemente los recursos que poseen las municipalidades son insuficientes para satisfacerlas, por lo que el Gobierno estima indispensable que las municipalidades puedan contar con más recursos para atender los requerimientos más inmediatos. 
Tales consideraciones, explica, lo llevan a aumentar en doce mil millones los recursos del Fondo Común Municipal, previstos para el año 2014, los que se adicionarán a los recursos permanentes que son aportados a las municipalidades conforme al artículo 14 de la Ley Orgánica Constitucional que las rige.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

Al iniciarse la discusión, el Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, señor Ricardo Cifuentes, señaló que la iniciativa legal consiste en un aporte extraordinario que Su Excelencia la Presidenta de la República, anunció el 21 de mayo recién pasado, y que se repetirá en el año 2015 –recursos que se encuentran incluidos en el presupuesto respectivo-, y a partir del año 2016 pretenden incorporarlo en un acuerdo que se está trabajando con la Asociación Chilena de Municipalidades y los representantes de los funcionarios del sector municipal, que busca lograr un aumento significativo de las remuneraciones de los funcionarios y un mejoramiento de la gestión municipal.

A continuación, el Jefe de la División de Municipalidades de la Subsecretaría, señor Nemesio Arancibia, efectuó una exposición, en formato power point, del siguiente tenor:

Fondo Común Municipal

Antecedentes

- El Fondo Común Municipal está definido por la Constitución Política de la República (artículo 122) como un “mecanismo de redistribución solidaria de los ingresos propios entre las municipalidades del país”. 
- La Ley Orgánica Constitucional de Municipalidades (artículo 14) le confiere la función de “garantizar el cumplimiento de los fines de las municipalidades y su adecuado funcionamiento”.
- Opera desde el año 1980 (decreto ley Nº 3.063 de 1979).
- Los recursos se entregan dos veces por mes:
ANTICIPO: se deposita a inicios de cada mes y equivale al menos al 80% de la recaudación.
SALDO: se deposita a fines de cada mes. Monto depende de la recaudación efectiva del mes.
- La Ley de Rentas Municipales asigna a nuestra Subsecretaría y al Servicio de Tesorerías la responsabilidad de estimar la recaudación de este Fondo. SUBDERE debe informar los montos por comuna en el mes de diciembre de cada año.
- La estimación anual se efectúa en base a la información del año anteprecedente (Ejemplo: cálculo del año 2014 utilizó base 2012). 
Originadores de Información

- Instituto Nacional de Estadísticas (INE): Población comunal.
- Servicio de Impuestos Internos (SII): Número de predios por comuna. Avalúos de predios por comuna.
- Servicio Nacional de Turismo (SERNATUR): Comunas balneario u otras que reciben flujos significativos de población. Población flotante.
- Ministerio de Desarrollo Social (MDS): Pobreza comunal.
- Municipalidades: Balances de Ejecución Presupuestaria (BEP).
- Servicio de Tesorerías: Detalle de recaudaciones por componente. Detalle de aportes a municipios por componente.
¿Cómo se recauda?

- Impuesto Territorial: 
* Santiago, Providencia, Vitacura y Las Condes: 65%
* Comunas restantes: 60%
- Patentes Comerciales: 
* Providencia, Vitacura y Las Condes: 65%
* Santiago: 55%
* Comunas restantes: 0%
- Permisos de Circulación: * Todas las Comunas: 62,5% 
- Transferencias de Vehículos: * 50% del impuesto
- Multas Equipos Electrónicos: * 50% del monto de la multa
- Aporte Fiscal:
* 218.000 UTM anuales
* Recaudación inmuebles fiscales afectos

¿Cómo se distribuye?
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¿Cómo se informa?
www.sinim.gov.cl
Fondo Común Municipal
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 Formulario de Ingreso de recaudación y pagos  realizados mensualmente al Fondo Común  Municipal   a partir del año 2009 (FCM).  
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El Honorable Senador señor Coloma consultó qué incluye el concepto de “multa equipos electrónicos” dentro de la recaudación.

El Jefe de la División de Municipalidades, señor Arancibia, indicó que se refiere a multas por no pago de deudas relacionadas con dispositivos electrónicos como el TAG.

El Honorable Senador señor Coloma preguntó, respecto del mecanismo de estabilización mencionado en la presentación, cómo se produce la referida compensación.

El Jefe de la División de Municipalidades, señor Arancibia, explicó que si se produce una reducción de los ingresos del municipio respecto del año anterior, la diferencia es compensada con cargo al Fondo Común Municipal.

El asesor de la Subsecretaría, señor Víctor Hugo Miranda, expuso que la ley establece que los municipios no recibirán un monto menor al que recibieron el año anterior, por lo que si se produce una diferencia negativa, se procede a compensar al respectivo municipio. Acotó que la compensación se hace usando fondos de municipios que hayan logrado aumentar sus ingresos propios, de modo que corresponda un menor aporte del Fondo Común.

El Subsecretario, señor Cifuentes, explicó que la distribución del aporte se hace en base a un patrón determinado por una ecuación, lo que asegura que se haga en forma objetiva. Agregó que esperan efectuar la distribución antes de finalizar el presente año.

El Honorable Senador señor Montes expresó estar de acuerdo con que se complemente los recursos que reciben los municipios, aunque no se entiende la razón de no haberlo hecho antes.
Consultó cómo se procede y procesan estos nuevos ingresos para los municipios, en el sentido de cuál será el destino de los recursos y si dependerá de la pura decisión del alcalde respectivo, o no. 

Agregó que sería deseable que la Subsecretaría entregara una orientación sobre el objetivo de los aportes. Respecto de ello, preguntó si los aportes se consideran como complemento de ingresos, por lo que se trataría de una modificación presupuestaria, o no.

El Honorable Senador señor García consultó hasta qué punto los aportes son de libre disponibilidad para los municipios, en relación a compromisos anteriormente asumidos, como el pago a los recolectores de basura o los fondos correspondientes a la homologación del sueldo base de los funcionarios municipales respecto del resto de los funcionarios públicos.
Asimismo, solicitó información respecto de los fondos transferidos a los municipios durante el año, por concepto del Programa de Fortalecimiento de la Educación Escolar Pública. En caso que la información sólo la tenga el Ministerio de Educación, pidió que se oficie a dicha cartera en el mismo sentido indicado.

En otro ámbito, observó que existen municipios con una buena gestión, sin despilfarro de recursos, pero enfrentan problemas financieros, como, por ejemplo, la comuna de Villarrica. En relación a ello, consultó si existen estudios o información respecto de la posibilidad de que el Fondo Común Municipal esté mal calculado o que existan otros problemas asociados a población no residente que reciban las comunas con habitualidad.

Además, consultó cuál es la situación de los municipios considerados como turísticos y los aportes adicionales que puedan recibir.

El Honorable Senador señor Coloma sugirió que, a comienzos del próximo año, se realice una sesión en que el señor Subsecretario exponga y explique lo que ocurre con los municipios y la administración de sus recursos.
Acotó que se pueden producir situaciones contradictorias, como ocurrió en Pelarco, en que por perseguir y eliminar irregularidades, el municipio termina perjudicándose porque las personas evitan obtener su permiso de circulación en esa comuna.

Manifestó que los alcaldes y los concejos municipales conocen el contenido del proyecto de ley y la distribución del aporte.

El Honorable Senador señor Lagos expresó su acuerdo respecto de la realización de una sesión de la Comisión en los términos planteados por el Honorable Senador señor Coloma.
Respecto de la iniciativa legal, consultó cuál es la situación desde el punto de vista presupuestario para los municipios si es que el aporte es aprobado en este momento del año, en el sentido de si deben gastarse dentro de este año o se mantienen para el siguiente.

Asimismo, compartió la consulta respecto de quién y cómo se decide en qué gastar estos recursos extraordinarios, dado que hubiera preferido que se indicara cuáles eran los destinos preferentes para los respectivos aportes.

El Subsecretario, señor Cifuentes, manifestó que agradecerían poder exponer en una sesión especial como la precedentemente señalada, dado que existe un plan -con un protocolo de trabajo- de la Subsecretaría con los municipios y los representantes de los funcionarios, que buscan, fundamentalmente, revisar la ley de rentas municipales y la distribución del Fondo Común Municipal, dado que consideran que se encuentra desajustado y no responde a la realidad de los municipios hoy. Acotó que se verifican problemas de mecanismos que actúan como desincentivos para una mejor gestión como, por ejemplo, el caso en que un municipio aumenta sus ingresos propios pero, por otro lado, al año siguiente verá disminuir el aporte que recibe del Fondo Común Municipal por ese hecho.

Otro aspecto que se está trabajando, indicó, es el de los funcionarios y el mejoramiento de sus remuneraciones, reencasillamiento y rediseño de las plantas.

Observó que la Subsecretaría contó con un mecanismo que posteriormente fue eliminado, como fue el de asignar libremente el 10% del Fondo Común Municipal, lo que permitía enfrentar casos de municipios con problemas extraordinarios.

Señaló que el aporte constituye una transferencia directa al municipio, por lo que implica una modificación presupuestaria y requiere acuerdo del respectivo Concejo para la destinación de los recursos.

Respecto del pago comprometido a los trabajadores que recolectan la basura, planteó que la información con la que cuentan es que todos los municipios pagaron de acuerdo a lo acordado. Agregó que el diagnóstico de la Subsecretaría es que la ley correspondiente está mal diseñada, en el sentido que a algunos municipios les sobraron fondos para el pago y a otros les faltaron recursos para lo mismo. Por ello, en el año 2015 los aportes se harán de acuerdo a las solicitudes fundadas que haga cada municipio sobre la materia.

Respecto del aporte extraordinario del proyecto de ley, indicó que son de libre disposición para el municipio, lo que se hace en razón de que la Subsecretaría entrega más de $250.000 millones que se destinan a objetivos específicos, por lo que se acordó que estos recursos adicionales cuenten con mayor flexibilidad.

Sobre el Programa de Fortalecimiento de la Educación Escolar Pública, explicó que es un fondo que depende del Ministerio de Educación, y la Subsecretaría sólo administra una parte del mismo, correspondiente al mejoramiento de infraestructura, en base a los criterios que el Ministerio de Educación establece como prioridad.

El asesor de la Subsecretaría, señor Miranda, en relación a la homologación de remuneraciones de los funcionarios, expresó que la misma alcanza sólo al sueldo base y los programas de mejoramiento de gestión, pero no al total de haberes.

En orden a los denominados municipios turísticos, explicó que SERNATUR define, año a año, qué comunas reciben población flotante con vocación turística y cada municipio se preocupa de realizar un trabajo con dicho Servicio para que se refleje correctamente dicha población. Pero, en rigor, respecto del Fondo Común, indicó que dentro del indicador de ingresos propios permanentes, los municipios que se encuentran bajo el promedio por persona, se les adiciona la población flotante por motivos turísticos. Observó que esos factores explicarían diferencias entre municipios aparentemente similares.

El Subsecretario, señor Cifuentes, expuso que se han encontrado situaciones que deben revisarse, debido a que municipios que tienen la misma población y similar situación reciben cantidades muy diferentes, a veces cuatro o cinco veces más que los que menos reciben. Agregó que se enviará un proyecto de ley sobre la materia.

El Honorable Senador señor Lagos consultó si el referido proyecto de ley se enviará el primer o el segundo semestre del próximo año.
El Subsecretario, señor Cifuentes, señaló que la iniciativa legal  está planificada para ser enviada durante el año 2015.

El Honorable Senador señor Montes se sumó a la preocupación manifestada por la situación de los municipios, la que se debe no sólo al aspecto financiero, sino que también respecto de la estructura de poder dentro de cada uno de ellos. Planteó que debiera revisarse lo que ocurre, no sólo por el Ejecutivo, sino también a nivel de parlamentarios.

El Honorable Senador señor García reiteró su solicitud de que se envíe oficio al Ministerio de Educación por la distribución, monto y uso de los recursos del Programa de Fortalecimiento de la Educación Escolar Pública. 

Asimismo, pidió que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo informe acerca de la nómina de municipios declarados como turísticos, y los recursos que reciben por ese concepto dentro del Fondo Común.

Puesto en votación en general el proyecto de ley, resultó aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos y Montes.

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 16 de septiembre de 2014, es del siguiente tenor:

“I.-    Antecedentes
El proyecto de ley establece un aporte extraordinario de $12.000.000 miles al Fondo Común Municipal durante el año 2014. Los citados recursos se adicionarán a aquellos de carácter permanente aportados conforme a la legislación vigente.
II.- Efecto del Proyecto de Ley en el Presupuesto del Gobierno Central
El proyecto que se informa implicará un mayor costo fiscal ascendente a $12.000.000 miles durante el año 2014, el cual se financiará con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público.”.
Se deja constancia del precedente informe financiero en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito del acuerdo precedentemente expuesto, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación en general del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente: 

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Facúltase al Fisco para que efectúe, a contar del mes siguiente al de la entrada en vigencia de la presente ley, por una sola vez, un aporte extraordinario al Fondo Común Municipal a que se refiere el artículo 14 de la de ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2006, del Ministerio del Interior, por un monto de $12.000.000.000 (doce mil millones de pesos), los que se distribuirán según las normas establecidas en el decreto supremo Nº 1.293, de 2007, del Ministerio del Interior, que establece el reglamento para la aplicación del artículo 38 del decreto ley Nº3.063, de 1979, sobre Rentas Municipales.
Artículo 2°.- El mayor gasto que irrogue la presente ley se financiará con cargo a reasignaciones dentro de la Partida 50 Tesoro Público.”.
- - -

Acordado en sesión celebrada el día 9 de diciembre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Lagos Weber (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot y Carlos Montes Cisternas.  

Sala de la Comisión, a 9 de diciembre de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CONSAGRA EL DERECHO A LA PROTECCIÓN DE LOS DATOS PERSONALES

(9.384-07)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentar su segundo informe sobre el proyecto señalado en el epígrafe, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Harboe, Araya, Lagos, Larraín y Tuma.

A alguna de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa asistieron, el profesor de Propiedad Intelectual de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile y asesor legal externo de Google, señor Claudio Magliona, y el asesor legislativo del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Valladares. 

Además, estuvieron presentes los asesores de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Annette Hafner y señor Juan Pablo Cavada. 

Igualmente concurrieron el asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Diego Calderón; el asesor del Honorable Senador señor Harboe, señor Sebastián Abarca; el asesor del Honorable Senador señor Araya, señor Robert Angelbeck, y el asesor del Honorable Senador señor Larraín, señor Héctor Mery.

OBJETIVO DEL PROYECTO


Consagrar constitucionalmente el derecho a la protección de los datos personales, y a la autodeterminación informativa, esto es, la facultad de las personas a controlar sus antecedentes personales. 

NORMAS DE QUÓRUM


Esta iniciativa requiere para su aprobación del voto favorable de las dos terceras partes de los Senadores en ejercicio, de conformidad a lo prescrito en el inciso segundo del artículo 127 de la Ley Fundamental, toda vez que modifica el artículo 19, que forma parte del Capítulo III de la Constitución Política de la República.
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hubo.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: No hubo.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 3, 4, 5, 6 y 7.


4.- Indicaciones rechazadas: números 1, 2 y 8.


5.- Indicaciones retiradas: no hubo.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hubo.

- - -

CONSIDERACIONES PRELIMINARES


Antes de iniciar el estudio en particular de esta iniciativa, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Felipe Harboe, explicó que el profesor de Propiedad Intelectual de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, señor Claudio Magliona, había pedido una audiencia para formular algunas observaciones en relación a este proyecto.


La Comisión accedió a esta solicitud. En consecuencia, el señor Presidente de la Comisión ofreció el uso de la palabra al profesor señor Magliona, quien inició su intervención señalando que Chile está en deuda en materia de protección de datos personales, y una reforma constitucional que consagre dicho derecho está en el camino correcto. Por lo tanto, estimó que esta iniciativa debía ser aprobada.


Sin perjuicio de lo anterior, expresó que era necesario tener en cuenta algunas consideraciones antes de adoptar una decisión en esta materia. Explicó que esta iniciativa no debía detallar qué derechos u obligaciones se le confieren al titular de datos, o la forma en que éste va otorgar su consentimiento para el tratamiento de sus antecedentes personales. Dicha labor, arguyó, debe quedar entregada a la ley, y no a la Constitución.


Seguidamente, propuso que el texto de esta reforma quedase redactado en los siguientes términos: “Se garantiza la protección de datos personales del individuo, en conformidad a la ley”. Precisó que posteriormente el legislador debería especificar los derechos y obligaciones que emanan de esta garantía constitucional. Explicó que, por ejemplo, no era conveniente que la Ley Fundamental señale que el tratamiento de datos se deba hacer siempre con el consentimiento expreso del titular de los mismos. Qué pasa, se preguntó, si después el legislador quiere autorizar algunas hipótesis en que dicho consentimiento no es necesario. Expresó que una norma como la aprobada en general podría introducir rigideces innecesarias en esta materia.

Insistió que no era conveniente que este proyecto detalle los derechos ARCO, ya que por esta vía se podría terminar restringiéndolos. Agregó que el desarrollo de su contenido es una tarea que debe realizar la ley.

Luego, manifestó que el actual Gobierno está elaborando un proyecto de ley que protegerá los derechos ARCO, por lo que el texto constitucional debiera quedar redactado en términos generales. De esta forma, explicó, el legislador podrá en el futuro incluir otros derechos que sean complementarios a los mencionados.


Asimismo, sostuvo que no era partidario que la protección de datos personales esté amparada por la acción cautelar de derechos que establece el artículo 20 de la Ley Fundamental. Manifestó que el actual Gobierno se encuentra elaborando una iniciativa que contiene una nueva institucionalidad, que contempla una Agencia de Protección de Datos Autónoma, dotada de facultades sancionatorias. Lo anterior, afirmó, no significa disminuir la protección de tales datos, sino que es concordante con lo que se realizó cuando se creó el Consejo para la Transparencia.  


Recalcó que no amparar estos derechos con la acción de protección no implica disminuir su resguardo. Insistió que acoger esta idea permitiría estar en concordancia con lo que se resolvió cuando se creó y reguló el Consejo para la Transparencia. En efecto, recordó, cuando se aprobó esa institucionalidad no se estableció la acción de protección, dado que se configuró un procedimiento especial para velar por la transparencia.


Reiteró que el proyecto que está elaborando el Gobierno contempla la creación de una Agencia de Protección de Datos Personales. Afirmó que a ella podrían acudir los afectados para presentar una acción de reclamación, que posteriormente debería ser conocida por la Corte de Apelaciones. Explicó que si se permite la acción de protección, se podría producir una duplicidad de recursos.


Luego, el Honorable Senador señor Larraín preguntó al señor Magliona, qué observaciones adicionales le merece el texto de la Moción. 


El señor Claudio Magliona manifestó que se sentía representado por las indicaciones presentadas por el Honorable Senador señor Bianchi. En una de ellas se sugiere agregar, en el número 4 del artículo 19 de la Constitución Política, el siguiente texto: “Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, en la forma establecida por la ley.” Añadió que también era partidario de otra indicación presentada por el mismo Honorable señor Senador, y que propone que este derecho no sea objeto de la acción de protección constitucional.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Felipe Harboe señaló que si se acoge el planteamiento del señor Magliona, no se reconocerían en el texto constitucional los denominados derechos “ARCO” (acceso, rectificación, cancelación y oposición a la inclusión de datos personales en bases de datos). Asimismo, quienes vieran vulnerados tales derechos no podrían utilizar el recurso de protección para resguardarlos.


Posteriormente, el señor Magliona consignó, a petición del Honorable Senador señor Harboe, que además de ser profesor de Propiedad Intelectual de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, es asesor externo de Google.   


El Honorable Senador señor Espina preguntó la opinión del profesor Magliona, por el inciso tercero que se propone agregar en el proyecto de reforma constitucional, que prescribe: “Su tratamiento (se refiere a los datos personales) solo podrá hacerse por ley o con el consentimiento expreso del titular".


El señor Magliona sostuvo que la parte final del indicado párrafo tercero debe ser modificada. Hizo presente que el término que se utiliza en el derecho comparado no es “consentimiento expreso o tácito”, sino que “consentimiento inequívoco”. Por ello, recomendó eliminar la referencia al consentimiento, porque éste es un concepto que ha ido variando en el tiempo.

El Honorable Senador señor Espina preguntó cuál sería la ventaja de utilizar la expresión “consentimiento inequívoco” en lugar de “consentimiento expreso del titular”. Asimismo, qué efecto tendría la aprobación de este proyecto con las bases de datos que actualmente tienen los organismos públicos, incluidos los parlamentarios. Cómo va a operar en la práctica una disposición de este tipo.



El señor Magliona manifestó que lo más adecuado sería eliminar la referencia al consentimiento, porque es un término cuyo alcance ha variado en el tiempo. Por eso, sostuvo, no es conveniente agregar este término en la Carta Fundamental. Añadió que lo adecuado es establecer que el tratamiento de datos quedará entregado a lo que disponga la ley.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Felipe Harboe declaró que para superar esta última observación se presentó la indicación número 6, que es del siguiente tenor: “El tratamiento y circulación de los datos personales se deberá realizar en las condiciones que la ley determine.” 


En consecuencia, explicó, será la ley la que regulará la forma y los casos en que se requerirá ese consentimiento.


El Honorable Senador señor Larraín aseveró que lo que falta en esta iniciativa es precisar, en el párrafo segundo que se agrega al N° 4 del artículo 19 de la Constitución Política, el derecho de las personas a acceder a la información sobre sus datos personales y, en el párrafo tercero, excluir la mención al consentimiento.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Felipe Harboe reiteró que el concepto “consentimiento” es evolutivo. Recordó que la técnica y la tecnología desafían al derecho permanentemente.


Finalmente, agradeció al señor Magliona sus observaciones y señaló que ellas serían ponderadas durante el estudio en particular de las indicaciones que se han presentado a esta iniciativa.

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Senado, y de los acuerdos adoptados a su respecto por la Comisión.

Artículo Único


El texto aprobado en general propone agregar en el número 4° del artículo 19 de la Constitución de la República, los siguientes párrafos nuevos:

"Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales y obtener su rectificación, complementación y cancelación, si estos fueren erróneos o afectaren sus derechos, como asimismo a manifestar su oposición, de acuerdo con las disposiciones establecidas en la ley.


Su tratamiento sólo podrá hacerse por ley o con el consentimiento expreso del titular".

En relación a esta disposición se presentaron ocho indicaciones. Las dos primeras sustituyen el texto aprobado en general. Las indicaciones números 3, 4, 5, 6 y 7 introducen enmiendas a los párrafos segundo y tercero que se agregan al número 4º del artículo 19 de la Ley Fundamental. La indicación número 8 recae, según se explicará, en el artículo 20 del texto constitucional.


La indicación número 1, del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza el texto aprobado en general por el siguiente:

“Artículo único.- Agrégase en el número 4° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, el siguiente inciso segundo nuevo:


"Toda persona tiene derecho a la protección efectiva de sus datos personales. Una ley orgánica constitucional establecerá la forma en que se pueda efectuar su tratamiento, además de obtener su rectificación, complementación y cancelación.”.”. 

La indicación número 2, del Honorable Senador señor Bianchi, sustituye la misma disposición por la siguiente:


“Artículo único.- Agrégase en el número 4° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, el siguiente inciso segundo nuevo:


“Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, en la forma establecida por la ley.”.”.
Al comenzar el estudio de este asunto, el señor Presidente de la Comisión puso en discusión la indicación número 1. Se observó que si bien ella reitera conceptos establecidos en el texto aprobado en general, determina que la regulación de los derechos a rectificar, complementar o cancelar datos quedará entregada a una ley orgánica constitucional.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Harboe, rechazó esta indicación, pues estimó que la regulación de esta materia debía ser competencia de la ley común.


Seguidamente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Felipe Harboe sometió a discusión la indicación número 2. Tal como ya se señaló, si bien ella indica que toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, no precisa cuáles serán esos derechos.


Los miembros presentes de la Comisión estimaron conveniente que el texto constitucional mencione expresamente los derechos “ARCO” (acceso, rectificación, complementación y cancelación de datos personales), con el fin de que el legislador los regule y desarrolle posteriormente.


En virtud de lo anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Harboe, rechazó esta indicación. 

Párrafo segundo, nuevo,

del N° 4 del artículo 19.

Como se indicó precedentemente, en este párrafo del texto aprobado en general se establece que "Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales y obtener su rectificación, complementación y cancelación, si estos fueren erróneos o afectaren sus derechos, como asimismo a manifestar su oposición, de acuerdo con las disposiciones establecidas en la ley.”.

En relación con este acápite se presentaron las siguientes indicaciones:


La indicación número 3, del Honorable Senador señor Horvath, para intercalar, a continuación de la voz “personales”, la frase “como asimismo poder acceder a ellos”.


La indicación número 4, del Honorable Senador señor Harboe, para agregar, a continuación de la palabra “personales”, la locución “, acceder a ellos”.


La indicación número 5, del Honorable Senador señor Ossandón, para intercalar, a continuación del vocablo “obtener”, la expresión “acceso a éstos,”.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Felipe Harboe puso en discusión conjunta las indicaciones números 3, 4 y 5.


Al iniciarse su estudio, se observó que el objeto de ellas era precisar que las personas podrán acceder a las bases de datos en que constan sus antecedentes personales.


Los miembros presentes de la Comisión estimaron adecuado incorporar en el texto aprobado en general, la idea contenida en estas tres indicaciones.


En esta parte del debate se sugirió aprobar el párrafo segundo que se agrega al N° 4 del artículo 19 de la Constitución Política, en los siguientes términos:



“Asimismo, la protección de sus datos personales, el derecho a acceder a ellos y a obtener, en la forma que determine la ley, su rectificación, complementación y cancelación, si estos fueren erróneos o afectaren su vida privada, honra o intimidad.”


Se explicó que esta redacción  agrega el derecho de acceso y mantiene los denominados derechos “ARCO”. 


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Felipe Harboe manifestó que la propuesta de redacción recoge las observaciones que se formularon durante el debate en general del presente proyecto de reforma constitucional. Agregó que ella recoge lo propuesto en las indicaciones números 3, 4 y 5.


No obstante lo anterior, observó que el numeral 4º del artículo 19 ya asegura el respeto y protección a la vida privada y la honra de la persona y su familia y, en consecuencia, reiterarlo en este nuevo párrafo segundo sería innecesario y redundante. Asimismo, aclaró que de aprobarse dicha redacción se estaría restringiendo el acceso, la rectificación, la complementación y la cancelación de los datos personales, exclusivamente a determinados derechos como son: la vida privada, la honra y la intimidad de las personas.


Precisó que en la doctrina y en la jurisprudencia constitucional internacional, el derecho a la protección de datos personales se entiende como un derecho de tercera generación, es decir, un derecho autónomo e independiente, y que abarca un ámbito más amplio que la simple protección del derecho a la vida privada, la intimidad y la honra personal o familiar.

Añadió que, por ejemplo, puede ocurrir que una persona quiera ejercer el derecho a rectificación pues ha comprobado que existe un error en un dato personal que se vincula con el acceso a un determinado trabajo. Puntualizó que la redacción propuesta no la facultaría para pedir la enmienda o corrección de dicho error.


Por lo anterior, sugirió acoger las indicaciones números 3, 4 y 5 contenidas en la propuesta de redacción, pero modificar su última parte, es decir, reemplazar la frase: “su vida privada, honra o intimidad”, por la expresión “sus derechos”.


El Honorable Senador señor Espina preguntó si la norma aprobada impedirá acceder a los prontuarios penales.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Felipe Harboe manifestó que dicha información es de carácter reservado.


El Honorable Senador señor Espina recordó que las sentencias en materia penal son públicas. Hizo presente que la expresión “derechos” podría ser muy amplia.



El Honorable Senador señor Araya destacó que con la aprobación de estas reglas se podría eventualmente producir una colisión entre distintos derechos que reconoce y ampara la Constitución. Explicó que corresponderá a las Cortes de Apelaciones o a la Corte Suprema, en su caso, resolver qué derecho debe primar.


Seguidamente, recalcó que el Servicio de Registro Civil tiene prohibición de entregar datos penales de carácter personal, regla que no se replica en el caso de los tribunales de justicia, dado que las sentencias son públicas.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Felipe Harboe recordó que en el año 1983, el Tribunal Constitucional Federal Alemán, a raíz de la Ley del Censo en Alemania de 1982, dio el primer paso para la elaboración del derecho a la autodeterminación informativa, esto es, el que tiene cada ciudadano para poder determinar el destino de sus datos personales. La legislación europea y americana y ciertos países de Sudamérica han incorporado la protección constitucional de los datos personales.


Insistió que no es conveniente circunscribir el ejercicio de los derechos “ARCO” al ámbito de la protección a la intimidad o vida privada, porque ellos ya se encuentran consagrados en el actual número 4° del artículo 19.


El Honorable Senador señor Araya connotó que la inquietud del Honorable Senador señor Espina ya se resolvió en la legislatura pasada cuando se debatió la publicidad del registro de pedófilos (ley N° 20.594, que crea inhabilidades para condenados por delitos sexuales contra menores y establece registro de dichas inhabilidades).


Concluido el análisis de las indicaciones números 4, 5 y 6, el  Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Felipe Harboe las sometió a votación, subsumidas en la siguiente redacción:


“Asimismo, la protección de sus datos personales, el derecho a acceder a ellos y a obtener, en la forma que determine la ley, su rectificación, complementación y cancelación, si estos fueren erróneos o afectaren sus derechos.”


La Comisión, por la unanimidad de los miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Harboe, aprobó la proposición del señor Presidente.

Párrafo tercero, nuevo,

Del N° 4 del artículo 19

El texto aprobado en general por el Senado dispone lo siguiente:


“Su tratamiento solo podrá hacerse por ley o con el consentimiento expreso del titular.”.


En relación con esta norma se presentaron dos indicaciones:


La indicación número 6, del Honorable Senador señor Harboe, para reemplazarla por el siguiente:


“El tratamiento y circulación de los datos personales se deberá realizar en las condiciones que la ley determine.”.


La indicación número 7, del Honorable Senador señor Ossandón, para suprimir la palabra “expreso”.

Al iniciarse el análisis de las indicaciones, el señor Presidente de la Comisión explicó que la redacción propuesta en la indicación número 6 utiliza términos que son habituales en el derecho comparado. En ella se precisa que el tratamiento y circulación de los datos personales se deberá realizar en las condiciones que la ley determine.


Agregó que la idea contenida en la indicación número 7 la estimaba adecuada. Añadió que tácitamente está recogida en la redacción de la indicación número 6.


Seguidamente, se hizo presente que, tal vez, no solo debiera considerarse el tratamiento y la circulación de los datos personales, sino que, además, su traspaso.


En virtud de lo anterior se sugirió aprobar las indicaciones números 6 y 7 en los siguientes términos:



 “El tratamiento, circulación y traspaso de esos datos deberá realizarse en la forma y condiciones que fije la ley.”  


El Honorable Senador señor Espina consultó si el texto propuesto resuelve la duda planteada durante la discusión en general por el Contralor General, señor Ramiro Mendoza.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Felipe Harboe manifestó que dicha observación fue recogida en la nueva propuesta de redacción. Recalcó que el actual Gobierno está trabajando en el proyecto de ley que regula la protección de los datos personales. Explicó que en esa iniciativa se establecerán disposiciones adicionales en que se detallará cómo las instituciones públicas y privadas podrán utilizar esos datos. Esas normas deberán, además, garantizar el adecuado funcionamiento de dichos servicios.


El Honorable Senador señor Espina preguntó qué sucede si se le pide a un medio de comunicación que elimine toda referencia o información personal que pueda afectar a un sujeto determinado.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Felipe Harboe sostuvo que aquello corresponde al derecho al olvido, que se traduce en la facultad que tiene el titular de un dato personal a borrar información personal que se considera obsoleta por el transcurso del tiempo. 


Concluido el debate, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Felipe Harboe propuso a los miembros presentes de la Comisión, aprobar las indicaciones números 6 y 7 en los términos planteados precedentemente.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Harboe, acogió dicha proposición.


Finalmente, la Comisión trató la indicación número 8, del Honorable Senador señor Bianchi, que tiene por objetivo consultar un artículo nuevo, del siguiente tenor:


 “Artículo…- Intercálase, en el inciso primero del artículo 20 de la Constitución Política de la República, a continuación de la expresión “4°”, la locución “inciso primero”.

Al iniciarse el estudio de la misma, se tuvo presente que su propósito es excluir a los derechos que establece esta reforma de la acción de protección que regula el artículo 20 de la Ley Fundamental.


Durante su análisis, se estimó que la protección de los datos personales debe quedar resguardada por la acción constitucional de protección, con el fin de garantizar su efectiva vigencia. Se consideró que esta es una vía jurídica rápida y adecuada para proteger los derechos que consagra esta reforma.


Teniendo en cuenta este antecedente, el  Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Felipe Harboe sometió a votación la indicación número 8.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina y Harboe, rechazó la indicación número 8. 

MODIFICACIONES

En conformidad a los acuerdos adoptados precedentemente, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de proponer la sustitución del proyecto aprobado en general por el Honorable Senado:

ARTÍCULO ÚNICO


Sustituirlo por el siguiente:


“ARTÍCULO ÚNICO: Agrégase en el número 4° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, los siguientes párrafos segundo y tercero, nuevos:


“Asimismo, la protección de sus datos personales, el derecho a acceder a ellos y a obtener, en la forma que determine la ley, su rectificación, complementación y cancelación, si éstos fueren erróneos o afectaren sus derechos. (Unanimidad 4x0. Indicaciones números 3, 4 y 5).

El tratamiento, circulación y traspaso de esos datos deberá realizarse en la forma y condiciones que fije la ley.” (Unanimidad 4 x 0. Indicaciones números 6 y 7).
-.-.-

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de la modificación anterior, el proyecto de reforma constitucional queda como sigue:

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL


ARTÍCULO ÚNICO: Agrégase en el número 4° del artículo 19 de la Constitución Política de la República, los siguientes párrafos segundo y tercero, nuevos:


“Asimismo, la protección de sus datos personales, el derecho a acceder a ellos y a obtener, en la forma que determine la ley, su rectificación, complementación y cancelación, si éstos fueren erróneos o afectaren sus derechos.


  
El tratamiento, circulación y traspaso de esos datos deberá realizarse en la forma y condiciones que fije la ley.”
.-.-.-.-


Acordado en sesiones celebradas los días 22 de octubre con asistencia de los Honorables Senadores señor Felipe Harboe (Presidente) y señores Araya, De Urresti, Espina y Larraín y 19 de noviembre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señor Felipe Harboe (Presidente) y señores Araya, De Urresti, y Espina.


Sala de la Comisión, a 24 de noviembre de 2014.
(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario.
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PROYECTO DE ACUERDO DEL SENADOR SEÑOR BIANCHI, CON EL QUE SOLICITA A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UN PROYECTO DE LEY QUE EXCLUYA LA ASIGNACIÓN POR ZONA DEL CONCEPTO DE RENTA BRUTA PARA EFECTOS DEL CÁLCULO DE LOS BONOS CONTEMPLADOS EN LA LEY N° 20.799

(S 1.770-12)
A fines del mes de noviembre de este año se discutió en este Congreso el proyecto de ley, boletín 9738-05, hoy, Ley 20799 que otorga reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público, concede aguinaldos que señala, y concede otros beneficios que indica, publicada el día 1° de este mes.
En la enorme discusión que generó este proyecto, lógicamente la atención estuvo entregada al porcentaje de reajuste. Como es de conocimiento general, aquel se acordó con una parte importante de los trabajadores, en un 6 % nominal. La discusión del proyecto ya finalizó su tramitación aquí en el Congreso. Sin embargo, es necesario hacer una observación respecto del concepto de "renta bruta" que emplea la ley en el artículo 19, con el propósito de que esto pudiese ser corregido.
El artículo en comento reza "Sólo tendrán derecho a los beneficios a que se refieren los artículos 2°, 8° y 13 los trabajadores cuyas remuneraciones brutas de carácter permanente, en los meses que en cada caso corresponda, sean iguales o inferiores a $2.185.574.-, excluidas las bonificaciones, asignaciones o bonos asociados al desempeño individual, colectivo o institucional. Además, a esta misma norma, se remite el artículo 25 que contempla un bono especial consistente en un pago único, por una suma de 250 mil pesos para aquellos trabajadores cuya remuneración bruta sea igual o inferior a $716.580.- al mes de noviembre del presente, y de $125.000.- para aquellos cuya remuneración bruta supere tal cantidad y no exceda de $2.185.574. La interpretación conjunta de esas normas, produce un perjuicio para todos aquellos trabajadores que reciben asignación por zona pues, no se considera esa diferencia para el cálculo de quienes reciben el bono especial, o bono por término de conflicto.
Para defender los intereses de las distintas regiones, que se verían afectadas en el caso de no realizar los ajustes necesarios, se requiere una modificación que atienda a la diferencia producida por el pago de zona.
Por las razones anteriores y en mérito de lo expuesto, es que venimos en presentar el siguiente:
PROYECTO DE ACUERDO

Solicitar a la Excelentísima Presidenta de la República, doña Michelle Bachelet, al Ministro de Hacienda don Alberto Arenas, el envío de un proyecto de ley que tenga por objeto modificar el artículo 19 de la ley 20799, para excluir del concepto de renta bruta la asignación recibida por pago de zona.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador. 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES NAVARRO, DE URRESTI, GUILLIER Y QUINTEROS, CON EL QUE PIDEN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE EL MINISTERIO DE EDUCACIÓN DISPONGA EL AUMENTO DE LAS HORAS DE EDUCACIÓN FÍSICA O DE DEPORTES EN LOS ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES DE ENSEÑANZA MEDIA Y BÁSICA RECONOCIDOS POR EL ESTADO

(S 1.771-12)

Considerando:
1.- Que Según la encuesta nacional de salud Chile 2009 - 2010, el 88,6% de la población es considerada sedentaria, un 84% de los varones y un 92,9% de las mujeres.
2- Que el año 2010 la OMS informó que Chile, junto a Venezuela presentan la tasa de sedentarismo infantil más alta de América Latina, llegando en nuestro país a un 40% en el caso de los varones y un 52% en el caso de las mujeres.
3- Que la OMS reconoce el sedentarismo como una de las cuatro principales causas de muerte en el mundo, solo después de la hipertensión arterial, el consumo de tabaco y el exceso de glucosa en la sangre.

4- Que el sedentarismo se encuentra asociado a: obesidad, hipertensión arterial, problemas articulares, problemas óseos, depresión e hiperlipidemia.
5- Que un 39,3% de la población nacional padece sobrepeso, un 25,1% obesidad y un 2,3% obesidad mórbida.
6- Que en la población entre 6 y 11 años existe una prevalencia de 24,4% de sobre peso y de 9,4% de obesidad.
7- Que en la población entre 12 y 17 años existe una prevalencia de 25,2% de sobrepeso de 9,2% de obesidad.
8- Que la obesidad se encuentra asociada como factor, de riesgo a: enfermedades cardiovasculares, hipertensión arterial (principal enfermedad asociada a defunciones en el mundo), diabetes mellitus, dislipidemias, cáncer de mama y cáncer de colon entre otras.
9- Que según la OMS "la actividad física practicada con regularidad reduce el riesgo de cardiopatías coronarias y accidentes cerebrovasculares, diabetes de tipo II, hipertensión, cáncer de colon, cáncer de mama y depresión" y que además es un factor fundamental en el consumo de energía y el control de peso.
10- Que de acuerdo a las recomendaciones internacionales los niños y jóvenes de entre 5 y 17 años deberían acumular un mínimo diario de 60 minutos de ejercicio moderado o vigoroso.
11- Que la Jornada Escolar Completa (Ley no. 19.532) implica para la población escolar una dedicación y planificación de sus actividades que fácilmente puede exceder el 60% de su día.
12- Que los establecimientos educacionales deben velar por el desarrollo sano e integral de los estudiantes de la patria y que la salud y la formación de los niños, niñas y jóvenes es un terna de interés nacional.
EL SENADO ACUERDA:

Solicitar a la Presidenta de la República y al Ministerio de Educación que todos los establecimientos educacionales de enseñanza básica y media, reconocidos por el Estado, destinen dentro del horario establecido por la Jornada Escolar Completa, las horas mínimas diarias de educación física y/o deporte para sus alumnos recomendadas por la Organización Mundial de la Salud (OMS).

(Fdo.): Alejandro Navarro Brain, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES DE URRESTI, ARAYA, MONTES, NAVARRO Y QUINTEROS, CON EL QUE SE PIDE A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE LA SUBSECRETARÍA DE DESARROLLO REGIONAL Y ADMINISTRATIVO VALORE LA IMPORTANCIA DE LA PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN LA DECISIÓN DE INVERSIÓN DE RECURSOS REGIONALES, IMPLEMENTADA POR EL GOBIERNO REGIONAL DE LOS RÍOS, Y QUE SE REPLIQUE ESA EXPERIENCIA EN OTRAS REGIONES MEDIANTE LA APLICACIÓN DE PROYECTOS PILOTO

(S 1.772-12)

1. Que el pasado 16 de Junio, el Intendente de la Región de Los Ríos, Egon Montecinos, anunció la incorporación de participación ciudadana en la priorización del 30% de los proyectos del Fondo Regional de Inversión Regional, tema resuelto por el Consejo Regional en el marco de la aprobación del nuevo reglamento del FRIL.
2. Que según agregó el Intendente de Los Ríos: "Somos la única región en Chile que se abre con tanta convicción a la participación ciudadana. La decisión de parte de los recursos regionales, en este caso estamos hablando que un 30% de los recursos FRIL, los va a priorizar la comunidad organizada, es un tema inédito en el país, la única región que abre mediante un reglamento FRIL a que las organizaciones locales prioricen".
3. Que se trata de una cartera de proyectos por una cifra aproximada a los 1.600 millones de pesos priorizados la comunidad. Es un compromiso asumido en el marco de los "Consejos Territoriales para la Región Modelo", originalmente pensado para 2015; pero a raíz de la convicción mostrada por los consejeros regionales en el tema, se decidió que era el momento en que la región marcará una diferencia sustantiva en relación a pasar del discurso al compromiso efectivo en materia de participación ciudadana.
4. Que esta es una innovación que reconoce la capacidad de la ciudadanía para participar en los procesos de toma de decisiones de la inversión pública. Es un hito a nivel nacional, que representa un paso hacia la Región Modelo, pues en ninguna otra región del país, se han desarrollado procesos de presupuestos participativos sobre parte de los recursos de inversión regional.
5. Que el intendente explicó que la propuesta aprobada por el Core involucra una modificación al Reglamento FRIL regional y establece que será obligatorio que al menos el 30% la totalidad de los recursos asignados a cada comuna se defina por el municipio mediante procesos de participación ciudadana. Los procesos participativos que realice cada comuna deberán ser certificados por el Gobierno Regional.
6. Que durante el año 2014 se implementó un programa piloto flexible en las comunas que voluntariamente se quisieron sumar a la iniciativa y desde el año 2015 entrará en vigencia un anexo específico sobre la materia que regulará los procesos de participación ciudadana, instalando en la región los presupuestos participativos para el FRIL. Para la coordinación 'técnica, apoyo metodológico a las comunas y organizaciones, y para constituirse como hito técnico validador de estos procesos, asumirá la tarea la recientemente creada Unidad de Participación Ciudadana y Presupuestos Participativos, de la División de Planificación y Desarrollo del Gobierno Regional de Los Ríos.
7. Que el nuevo instructivo regional del FRIL modifica, además, el factor de equidad territorial para la distribución de los recursos que se destinarán a cada comuna. Este factor está conformado por 9 componentes: base inicial, participación de la comuna en el Fondo Común Municipal, pobreza comunal, ruralidad, pueblos originarios, aislamiento comunal, número de habitantes, distancia a la capital comunal y eficacia del gasto.
8. Que adicionalmente, se considera un criterio de equidad consistente en que la comuna con mayor asignación de recursos no deberá superar el doble de recursos que obtuvo la comuna a quien se le asignan menos recursos En caso de no ocurrir lo anterior, es decir, que una o más comunas superen ese límite, se determina un fondo de excedentes (de aquellas comunas que superen el límite) el que se reasignará en partes iguales entre las doce comunas de la región. Además, se sumarán al FRIL los fondos provenientes por Ley de Casinos y se distribuirán por partes iguales entre las comunas, con la excepción de Valdivia, que recibe de manera directa recursos por efecto de esta ley.
9. Que por ser la primera experiencia a nivel regional de presupuestos participativos, se consignó que "su implementación debe partir por modalidades piloto, con montos presupuestarios relativamente bajos. Por ello, se optó por recurrir al FRIL, modalidad de inversión en proyectos de montos de hasta 2.000 UTM, destinados a satisfacer necesidades en materias de infraestructura menor dentro de una comuna; con recursos provenientes del FNDR destinados para este uso por el Gobierno Regional.
10. Que entre septiembre y octubre de este año, los municipios de la Región de Los Ríos convocaron a los Consejos de la Sociedad Civil o a las Uniones Comunales de JJVV, y en una comuna a ambas entidades, para que priorizaran los proyectos que se presentarán a financiamiento mediante el FRI.L. Las priorizaciones se efectuaron mediante metodologías participativas certificadas por la Unidad de Participación Ciudadana del Gobierno Regional, entre las que destacan el voto a mano alzada y voto en urna. Una vez priorizados por la ciudadanía, los proyectos deben ser ratificados por los concejos municipales y, posteriormente, aprobados por el Consejo Regional.
El Senado acuerda:

Solicitar al Sr. Ministro del Interior y Seguridad Pública, y al Sr. Subsecretario de Desarrollo Regional, pueda dimensionarse la importancia de la participación ciudadana en la decisión de inversión de recursos regionales en las comunas, evaluando el proceso implementado por el Gobierno Regional de Los Ríos para la priorización de parte importante de los recursos del FRIL, con el objeto de sistematizar y replicar esta experiencia en otras regiones, determinando su aplicación en formato piloto para el 2015 en algunos territorios del país.
(Fdo.): Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES DE URRESTI, ARAYA, MONTES Y NAVARRO, CON EL QUE SOLICITAN A LOS SEÑORES MINISTROS DE AGRICULTURA Y DEL MEDIO AMBIENTE INCORPORAR EN EL DISEÑO DE SUS POLÍTICAS PÚBLICAS LOS ASPECTOS RELEVANTES QUE FUERON MATERIA DE CONSENSO EN LA CUMBRE MUNDIAL DE PARQUES 2014, CELEBRADA EN SIDNEY, AUSTRALIA, EN PRO DE LA CONSERVACIÓN DE LA BIODIVERSIDAD Y QUE, ADEMÁS, SE RECONOZCA E INCENTIVE LA APORTACIÓN DE LAS COMUNIDADES INDÍGENAS Y DE LAS ENTIDADES PRIVADAS DE CONSERVACIÓN EN ACCIONES ORIENTADAS AL DESARROLLO SUSTENTABLE DEL PATRIMONIO TERRESTRE Y MARINO

(S 1.773-12)

1. Que más de 6.000 participantes de más de 170 países, entre ellas representantes de organismos estatales, ambientales, comunitarios e indígenas, se reunieron del 12 al 19 de noviembre pasado, en el Congreso Mundial de Parques 2014 de la Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza, en Sídney, Australia. En el caso de Chile, participaron representantes de CONAF, Ministerio del Medio Ambiente, ONGs ambientales y de derechos humanos, y representantes de pueblos indígenas y de entidades privadas de conservación.
2. Que el Congreso Mundial de Parques, se reunió bajo el lema "Parques, poblaciones y el planeta: soluciones inspiradoras", por la potente interacción que exista entre estos conceptos y que, no obstante, en muchas ocasiones se desconoce o es pasada por alto; evidenciando que los parques son fundamentales para la conservación de la naturaleza, aunque no queda tan claro para la comunidad en general lo importantes que igualmente son para la vida diaria de los seres humanos. Esto, gracias a la entrega de servicios ecosistémicos clave, que no solo contribuyen al entorno inmediato de estas áreas protegidas, sino que lo hacen a nivel planetario, tales como la regulación del clima y la provisión de agua. Recientemente, un estudio publicado en la revista Nature mostró que 33 de las ciudades más pobladas de la Tierra obtienen al menos la mitad de sus recursos hídricos desde áreas protegidas. Es decir, si ellas no existieran o sufrieran un deterioro relevante, la vida en estas urbes se vería dramáticamente afectada.
3. Que este Congreso Mundial celebró de manera entusiasta el incremento, así como la gobernanza y gestión mejoradas, de las áreas protegidas y conservadas alrededor del mundo desde que la reunión de Durban en el 2003, lo mismo que el liderazgo y las iniciativas de muchas regiones, incluyendo el primer Congreso de Parques del Asia en la historia. El Congreso recibió con beneplácito el establecimiento de nuevas áreas marinas protegidas, ya que los océanos saludables son fundamentales para la vida sobre la tierra y deben ser protegidos a mucha mayor escala. Se reconoció el creciente papel que juegan las áreas y territorios conservados por pueblos indígenas, comunidades y entidades privadas para poder alcanzar los objetivos sociales y de conservación de la biodiversidad, así como las oportunidades que presentan las nuevas tecnologías de comunicación y otras para comprender mejor y reclutar nuevos constituyentes, incluyendo a jóvenes de las ciudades en rápido crecimiento alrededor del mundo. Este evento también valoró las numerosas mejoras en prácticas corporativas, así como las variadas historias de éxito y diversas alianzas intersectoriales en pos de la conservación de la naturaleza y la sostenibilidad.
4. Que a pesar de estos avances, el evento también reconoció que las amenazas a la naturaleza, su diversidad biológica y las áreas protegidas han alcanzado su nivel más alto en la historia, debido a la convergencia a inmensa escala de los patrones de consumo humano, el crecimiento de la población y la actividad industrial. Muchas áreas protegidas y conservadas se encuentran en riesgo o son víctimas de una mala gestión, y muchos de los custodios de áreas en la primera línea de campo lo han sacrificado todo por esta causa. Es necesario enfrentar esta realidad en forma directa, veraz y colaborativa. Por ello se requiere de una visión valiente y una acción concertada si queremos alcanzar tanto los objetivos de conservación como las aspiraciones humanas de las generaciones presentes y futuras.
5. Que el documento compromiso emanado de esta reunión, denominado "Promesa de Sydney", compromete a sus participantes a desplegar mayores esfuerzos para garantizar que las áreas protegidas no retrocedan sino que avancen. A aumentar la protección de paisajes terrestres, humedales y paisajes marinos para asegurar la representación de todos los sitios esenciales para la conservación de la naturaleza, especialmente los océanos. Mejorar la diversidad, calidad y vitalidad de la gobernanza y la gestión, incluyendo un reconocimiento y apoyo apropiados a las áreas conservadas por pueblos indígenas, comunidades locales y entidades privadas. Esforzarse en promover los usos sostenibles de la tierra y eliminar las actividades y políticas que degradan, amenazan o producen la extinción o la pérdida de los ecosistemas y su biodiversidad, incluyendo el desenfrenado comercio ilegal de vida silvestre y el impacto de especies exóticas invasoras.
6. Que los firmantes de la "Promesa de Sydney" se comprometieron a inspirar a toda la gente, de todas las generaciones, geografías y culturas, para que experimenten la maravilla de la naturaleza por medio de las áreas protegidas, para seducir sus mentes y sus corazones y generar una asociación de por vida para su bienestar físico, sicológico, ecológico y espiritual. Motivar y reclutar a las nuevas generaciones de las comunidades urbanas y rurales, como una inversión en el futuro de la sostenibilidad en el planeta, y en la calidad de vida de la gente en todas partes. Reconocer la larga tradición y conocimiento, los derechos colectivos y las responsabilidades de los pueblos indígenas y las comunidades locales en relación con la tierra, el agua, los recursos naturales y la cultura, y tratar de rectificar y remediar las injusticias pasadas y presentes en cumplimiento de acuerdos internacionales.
7. Que el citado documento se compromete a invertir en las soluciones de la naturaleza, con el apoyo de políticas públicas, incentivos, herramientas y garantías que ayuden a detener la pérdida de biodiversidad, mitigar y responder al cambio climático, reducir el riesgo y el impacto de los desastres, mejorar la seguridad alimentaria y de suministro de agua, y promover la salud y dignidad humanas. Trabajar para permitir que las áreas protegidas y conservadas, así como sus custodios, puedan diseñar y controlar respuestas eficaces, basadas en la evidencia y culturalmente apropiadas para esos retos, y para presentar una defensa irresistible de la necesidad de un mayor reconocimiento, incentivos, capacidad y financiamiento directos. Estimular las redes regionales de aprendizaje y las iniciativas que apoyen estos objetivos. Colaborar con nuevos socios para promover economías sostenibles y equitativas que respetan los límites planetarios y la justicia social.
8. Que la promesa de Sídney no debiera pasar inadvertida en Chile, país signatario de la Convención sobre Diversidad Biológica y, donde de acuerdo al informe OCDE 2011, se constatan problemas ambientales que han resultado en una pérdida de biodiversidad.
El Senado acuerda:

Solicitar a los Sres. Ministros de Agricultura y de Medio Ambiente, incorporar en el diseño e implementación de sus políticas públicas, aquellos aspectos relevantes compartidos en la Cumbre Mundial de Parques 2014, sobre la necesidad de contar con áreas protegidas, por el valor que tiene para la gente y el planeta el conservar la bio diversidad, mejorando la protección de diversos ecosistemas y valorando el rol que comunidades indígenas y privados no ven reconocidas ni Incentivadas en sus formas e iniciativas de conservación. Todo lo anterior resulta de suma urgencia para un país como el nuestro, que quiere alcanzar un desarrollo sustentable en el cual nuestro patrimonio natural terrestre y marino esté resguardado para el beneficio actual y futuro de nuestra gente y nuestro planeta.

(Fdo.): Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Pedro Araya Guerrero, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES DE URRESTI, NAVARRO Y TUMA, CON EL QUE PIDEN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE INSTRUYA AL SEÑOR MINISTRO DE RELACIONES EXTERIORES PARA QUE LA REPÚBLICA DE CHILE APOYE EN FORMA DECIDIDA, ESPECIALMENTE EN EL CONSEJO DE SEGURIDAD, EL RECONOCIMIENTO DE PALESTINA COMO MIEMBRO PLENO DE LA ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS, EL TÉRMINO DE LA OCUPACIÓN DE LOS TERRITORIOS PALESTINOS Y EL ACATAMIENTO DE LAS RESOLUCIONES DE LA ASAMBLEA GENERAL SOBRE ESTA MATERIA

(S 1.774-12)

1. Que el 7 de Enero de 2011, el gobierno de Chile declaró a Palestina como un "Estado libre, independiente y soberano", sumándose al reconocimiento que antes en la región también habían realizado Brasil, Argentina, Bolivia y Ecuador. "El Estado de Chile ha apoyado en forma permanente y consistente el derecho del pueblo palestino a constituirse como un Estado independiente, coexistiendo en paz con el Estado de Israel", explicó el entonces ministro de Relaciones Exteriores Alfredo Moreno tras informar del reconocimiento en una declaración realizada en la sede de la Cancillería.
2. Que el 31 de Octubre de 2011, la Conferencia General de la Unesco aprobó por 107 votos a favor, 14 en contra y 52 abstenciones, la admisión de Palestina corno miembro de pleno derecho de esta organización de la ONU en una votación celebrada en su sede en París, constituyéndose en el miembro número 195 de la organización.
3. Que el 30 de Noviembre de 2012, la Asamblea General de Naciones Unidas aprobó, con 138 votos a favor, 9 en contra y 41 abstenciones, una resolución que reconoce a la Autoridad Nacional Palestina (ANP) como un estado observador no miembro. La resolución, que "reafirma el derecho del pueblo palestino a la autodeterminación e independencia en un Estado de Palestina a partir de las fronteras de 1967", eleva el estatus de la ANP de "entidad observadora" a "Estado observador no miembro". Además, expresa la "urgente necesidad" de reanudar y acelerar las negociaciones para alcanzar un acuerdo de paz "justo, duradero y completo" entre palestinos e israelíes basado en las resoluciones de la ONU, los principios de Madrid y la hoja de ruta del Cuarteto.
4. Que el pasado 30 de Octubre, Suecia, en un hecho que marca un hito en política exterior se convirtió en el primer país miembro de la Unión Europea que reconoce a Palestina como Estado. "El Gobierno sueco ha decidido hoy reconocer a Palestina como Estado. La razón principal es que considera que se cumplen los criterios del derecho internacional para reconocer estados. Hay un territorio, una población y un gobierno", declaró la ministra sueca de Exteriores, Margot Wallstrom. "Al tomar esta decisión queremos otorgar una nueva dinámica al estancado proceso de paz", añadió.
5. Que Aunque ningún otro gobierno comunitario ha legitimado a Palestina como Estado, el movimiento sueco es sintomático de un cambio de postura en Europa. Este mismo mes, el Parlamento británico y el Senado irlandés han aprobado sendas resoluciones para pedir a sus Ejecutivos que se sumen a la lista de países que ya reconocen oficialmente a Palestina como un Estado.
6. Que antes que Suecia, Polonia, República Checa, Hungría, Rumania, Bulgaria, Malta y Chipre ya habían reconocido al Estado Palestino, aunque lo hicieron antes de ingresar en la UE. El 18 de Noviembre de 2014, el Parlamento español aprobó casi por unanimidad (sobre 322 votos emitidos, 319 a favor, una abstención y dos en contra) una propuesta de acuerdo por la que se instaba al Gobierno a reconocer a Palestina como Estado independiente y soberano.
7. Que en la actualidad, Palestina cuenta con el reconocimiento de 125 Estados, entre los cuales, por parte de América Latina, están: Argentina (febrero 2011); Bolivia (diciembre de 2010); Brasil (diciembre de 2010); Costa Rica (febrero de 2008); Cuba (noviembre de 1988); Chile (enero de 2011); Ecuador (diciembre de 2010); El Salvador (agosto de 2011); Honduras (agosto de 2011); Nicaragua (noviembre de 1988); Paraguay (diciembre de 2010); Perú (enero de 2011); República Dominicana (julio de 2009); Uruguay (marzo de 2011) y Venezuela (abril de 2009). Palestina mantiene en la actualidad 10 representaciones diplomáticas en América Latina.

8. Que según las normas de derecho internacional, hay tres requisitos para afirmar la existencia de un Estado: una población, un territorio y el control efectivo sobre esa población dentro del territorio, la comúnmente llamada "soberanía". El pueblo palestino lo forman los 3,8 millones de residentes en Gaza y Cisjordania más los refugiados por todo el mundo. El territorio palestino está formado por Cisjordania y Gaza, tal como establecen las fronteras previas a 1967 y tiene su capital en Al Quds. El Gobierno palestino es el soberano sobre esa población dentro del territorio de Palestina. En conclusión: Palestina es un Estado.
9. Que el reconocimiento no es un requisito para la existencia de un Estado, según el derecho internacional. El reconocimiento es solo el mecanismo que garantiza el pleno ejercicio de la soberanía a nivel internacional y, sin él, Palestina no puede formar parte de los organismos internacionales en los que los países que no reconocen a Palestina tienen poder de veto.
10. Que por su parte, hay Estados que no reconocen el Estado Palestino, pero tienen una oficina en Palestina, como es el caso de España, EEUU, Francia o Reino Unido, entre otros. Además, la Comisión Europea tiene una representación permanente en Palestina, la Unión Europea tiene acuerdos comerciales con Palestina, y mantiene relaciones a través del Servicio Europeo de Acción Exterior.
11. Que incluso hay quienes sostienen que cabe el reconocimiento tácito de Estados, que se produce cuando se firman tratados de con ese Estado. Según esta postura jurídica, Israel, que ha firmado tratados con Palestina, ya habría reconocido al Estado Palestino. En todo caso, Palestina sí reconoce a Israel como Estado desde finales de los años 80's.
12. Que el Estado Palestino tiene representación en diversas instancias. Es miembro de pleno derecho de la Unión por el Mediterráneo, de la Liga Árabe, de la Conferencia Islámica Internacional, del G77, de la Organización Mundial de Propiedad Intelectual, del Comité Olímpico Internacional, del Comité Paralímpico Internacional, de las Federaciones Internacionales de Fútbol, Tenis, Balonmano y Baloncesto, de la Unión Sindical Internacional, de la Organización Internacional de Estandarización, de la Federación Internacional de la Cruz Roja y del Movimiento de los No Alineados. Además, es miembro observador de la Unión Internacional de las Telecomunicaciones, de la Unión. Postal Internacional y de la Organización Mundial de la Salud.
El Senado acuerda:

Solicitar al Sra. Presidenta de la República instruya al Sr. Ministro de RREE, para que Chile promueva y apoye decididamente, especialmente al interior del Consejo de Seguridad de la ONU, el reconocimiento de Palestina como miembro pleno de las Naciones Unidas, de acuerdo al derecho internacional, reiterando la necesidad de terminar con la ocupación, de los territorios palestinos y el acatamiento de las sucesivas resoluciones de la Asamblea General sobre esta materia.

(Fdo.): Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES DE URRESTI, NAVARRO Y TUMA, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA QUE SE REGLAMENTE MEDIANTE DECRETOS SUPREMOS EXPEDIDOS POR LOS MINISTERIOS DE RELACIONES EXTERIORES Y DE AGRICULTURA, EN SUS ÁMBITOS DE COMPETENCIAS, LOS PROCEDIMIENTOS PARA LA SUSCRIPCIÓN DE CONVENIOS O ACUERDOS DE REPARACIÓN QUE CELEBREN LOS ORGANISMOS DEL ESTADO Y LAS ENTIDADES PRIVADAS NACIONALES QUE PRESTEN SERVICIOS PÚBLICOS CON GOBIERNOS, EMBAJADAS O ENTIDADES PÚBLICAS O PRIVADAS EXTRANJEROS PARA EVITAR QUE AQUELLOS INSTRUMENTOS GENEREN EFECTOS ADVERSOS EN PARQUES NACIONALES Y EN OTRAS ÁREAS PROTEGIDAS

(S 1.775-12)

1. Que un gigantesco siniestro que se inició el 27 de diciembre de 2011 en las cercanías del Lago Grey, y que pudo ser extinguido en su totalidad recién a fines de febrero de 2012, consumió más de 17.600 hectáreas En esa oportunidad fue detenido en Puerto Natales el ciudadano israelí, Roter Singer, de 23 años, quien admitió haber hecho una fogata al interior del Parque, sin embargo, luego negó haber confesado su autoría del incendio. El Juzgado de Letras y Garantía de Puerto Natales aprobó, el 8 de febrero de 2012, el acuerdo para suspender el procedimiento judicial contra Singer, quien debía pagar una indemnización y liderar la campaña para obtener fondos para la reforestación del Parque Nacional y reponer el bosque nativo que consumió el incendio que él originó.

2. Que el acuerdo aprobado por el Juzgado de Letras y Garantía, en una audiencia de la que también participaron abogados de Conaf, del ministerio del Interior, del CCDE, y el Fiscal Regional de Magallanes, consistía en que el ciudadano israelí debía trabajar como voluntario entre uno a dos años para la ONG “Keren Kayemet LeIsrael”, especialista en reforestación, con agencia en Chile. Sínger debía asumir el rol de coordinar la campaña "Torres del Paine, de negro a verde", destinada a reunir recursos para reproducir en los viveros que la Conaf mantiene en Puerto Natales, como mínimo 50 mil plantas de especies de bosque nativo como lenga y otros, que se utilizarían en la reforestación del Parque.
3. Que en el acuerdo también se establecía que especialistas de la misma ONG viajarían a Chile durante ese año y actuaría en coordinación con Conaf y con las personas que localmente se harían cargo de este proceso. Para la implementación de la campaña, Singer debía promocionarla en distintos medios. Asimismo, estaba obligado a informar, cada tres meses, el estado de avance de ella, a Conaf. Adicionalmente, el imputado entregó al organismo forestal la suma de US$10.000, equivalentes a $4.850.000, para subsanar los inconvenientes generados con el incendio y operativizar los medios institucionales.

4. Que, a fines de diciembre de 2012, personal de Conaf sorprendió nuevamente a 5 turistas israelitas, haciendo fuego en una zona prohibida, motivo por el que fueron expulsados del Parque Nacional Torres del Paine. Poco antes, en noviembre otros 2 ciudadanos israelíes habían sido expulsados del Parqué por intentar acampar en lugar no autorizado. A inicios de diciembre de 2012, otros 4 turistas de esa nacionalidad también fueron conminados a dejar el Parque por causar problemas en un refugio. Durante 2012 ingresaron al parque 5.480 personas que declararon ser israelíes; de ellos, 11 fueron expulsados.

5. Que, en enero de 2013, en presencia del entonces Intendente de Magallanes, se firmó en Punta Arenas un convenio de reforestación entre Conaf y la ONG israelí Keren Kayemet LeIsrael. En la ceremonia también estuvieron presentes otras ex autoridades regionales como el gobernador de Última Esperanza, el seremi de Agricultura y directivos de Conaf.

6. Que el citado convenio establecía que serían responsabilidades de Conaf, además de producir las 50.000 plantas, identificar los sectores en que se reforestaría y ejecutarían las actividades de plantación, suministro y transporte, considerando los insumos necesarios. En tanto, entre las obligaciones de Keren Kayemet LeIsrael se contaban: poner a disposición de Conaf en forma oportuna el financiamiento indicado anteriormente; evaluar en conjunto con Conaf el avance de la reforestación en terreno al menos una vez al año; evaluar en conjunto con Conaf el prendimiento de las plántulas después de dos años de ejecutadas las actividades de plantación, y generar los informes necesarios para establecer el grado de éxito de las labores de reforestación realizadas bajo el presente convenio

7. Que en noviembre pasado el Ministerio de Relaciones Exteriores de Israel, en conjunto con su Embajada en Santiago, lanzó una campaña para "promover las bellezas naturales y particularidades ecológicas Chile y particularmente del Parque Torres del Paine entre los turistas israelíes". En este contexto, la Embajada de Israel llegó a un acuerdo con Conaf para que jóvenes israelíes participen como voluntarios en las tareas de guardaparques en Torres del Paine, replicando un piloto realizado durante el verano de 2014 con dos voluntarias, estimándose que para el verano de 2015, al menos cuatro voluntarios israelíes cumplirían estas mismas funciones en el parque, entre los meses de diciembre y febrero. Según explicó la cónsul de Israel en Chile, Hilly Gal-Or, el tema despertó gran interés en Israel y se recibieron más de 100 postulaciones para participar en este proyecto.

8. Que el 25 de noviembre pasado la Conaf de Magallanes emitió una declaración pública para "aclarar los términos de la colaboración de jóvenes israelíes en tareas de atención e inducción de visitantes en dicha unidad", destacando "la participación de los jóvenes que año a año participan en el Programa de Voluntariado, reactivado formalmente en el parque a fines de 2012. En este contexto, el año pasado se contó con la colaboración de 6 jóvenes chilenos, suecos y españoles que se contactaron con el parque para ofrecer su experiencia en materias de utilidad para esta unidad".

9. Que la declaración agrega: que "en febrero de 2013, el embajador de Israel visitó el parque, preocupado por las crecientes expulsiones de ciudadanos de su país por no respetar las reglas del parque. En reuniones con autoridades regionales y de la misma unidad, se comprometió a prestar su colaboración en todo lo referido a traducción de material informativo. En ese contexto, y en concordancia con el Programa de Voluntariado, surgió la iniciativa de contar con jóvenes intérpretes que apoyaran la entrega de información en porterías. Así, el año pasado se contó con dos voluntarias y para esta temporada está comprometida la colaboración de cuatro jóvenes más, que estarán en turnos de parejas por períodos de 45 días, cumpliendo tareas de intérprete y en la Portería Laguna Amarga".
10. Que la declaración pública agrega que "el costo para Conaf de la permanencia en el parque de los voluntarios israelíes es el mismo que para el resto de los jóvenes que colaboran en este programa: uniforme y alimentación. En el caso particular de los cuatro jóvenes israelíes, todos los demás gastos son asumidos por la embajada".

El Senado acuerda:

Solicitar a los Sres. Ministros de Relaciones Exteriores y de Agricultura, puedan disponer las reglamentaciones que sean pertinentes para que la eventual suscripción de acuerdos o convenios de servicios públicos y/o entidades privadas nacionales, que presten servicios públicos con entidades públicas o privadas, embajadas o gobiernos extranjeros, estén sujetas a la evaluación y supervisión del Ministerio de la Cancillería chilena, y en el marco de las políticas internacionales de Chile, buscando evitar que estos acuerdos o convenios puedan terminar generando efectos contrarios a los buscados.
(Fdo.): Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN MIXTA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE AUTORIZA EL LEVANTAMIENTO DE SECRETO BANCARIO EN INVESTIGACIONES DE LAVADO DE ACTIVOS

(4.426-07)

HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,
HONORABLE SENADO:


La Comisión Mixta, constituida en conformidad con el artículo 71 de la Constitución Política, tiene el honor de proponer la forma y modo de resolver la divergencia suscitada entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de ley señalado en el epígrafe.


El origen de esta comisión se encuentra en el hecho de que la Cámara de Diputados, en sesión celebrada el día 2 de septiembre del año en curso, rechazó, en el tercer trámite constitucional, la regla contenida en el literal a) del número 10 del artículo 1º del texto aprobado por el Senado (que reemplazó el referido literal, contenido en el número 8 del artículo 1º del texto acordado por la Cámara de Diputados). A raíz de lo anterior, se procedió a designar como integrantes de esta comisión a los Honorables Diputados señores Renzo Trisotti Martínez, Faud Chahin Valenzuela, Cristián Monckeberg Bruner, Leonardo Soto Ferrada y Guillermo Ceroni Fuentes, según se consignó en el oficio N° 11.446, que se dirigió al Senado, en la fecha indicada.


El Senado, por su parte, en sesión de fecha 9 de septiembre recién pasado, nombró para este efecto a los miembros de su Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, Honorables Senadores señores Pedro Araya Guerrero; Alfonso de Urresti Longton; Alberto Espina Otero; Felipe Harboe Bascuñán, y Hernán Larraín Fernández.
.

Previa citación de la señora Presidenta del Senado, la comisión mixta se constituyó el día 24 de septiembre 2014, eligiendo por unanimidad como su presidente al Honorable Senador señor Felipe Harboe Bascuñán. Hecho lo anterior, se abocó al cumplimiento de su cometido.


Hacemos presente que al momento de constituirse esta comisión, el Honorable Diputado señor Renzo Trisotti fue reemplazado por la Honorable Diputada señora Marisol Turres Figueroa. Asimismo, que en una de la sesiones celebradas ejerció la presidencia de esta instancia el Honorable Senador señor Alfonso De Urresti.


Dejamos constancia, además, que, a una o más de sus sesiones, fueron especialmente invitados el Subdirector Jurídico del Servicio de Impuestos Internos, señor Cristián Vargas; el Director de la Unidad de Lavado de Dinero, Delitos Económicos y Crimen Organizado del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández; el Director de la Unidad de Análisis Financiero; señor Javier Cruz; y los abogados señores Sebastián Guerrero, Juan Domingo Acosta y Gonzalo Medina.


Asimismo, estuvieron presentes el abogado señor Alejandro García; el asesor del Honorable Senador señor Araya, señor Roberto Angelbeck; el asesor del Honorable Senador señor Harboe, señor Sebastián Abarca; el asesor de la Bancada de Diputados del Partido Renovación Nacional RN, señor Pablo Celedón, y el asesor de la Bancada de Diputados del Partido Socialista, señor Enrique Aldunate.

- - - -

DISCREPANCIA SOMETIDA A LA CONSIDERACIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA


A continuación, se consigna la disposición que origina la referida discrepancia. Para ello se sigue la numeración del artículo 1° del proyecto aprobado en primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados, para luego transcribir texto aprobado por el Senado. Igualmente se deja constancia del debate que esta divergencia produjo en el seno de la comisión y de los acuerdos adoptados a su respecto.


Se formula, finalmente, la proposición mediante la cual esta comisión mixta estima que pueden solucionarse la discrepancia en estudio.

Literal a) 

 número 8 
 artículo 1° 

de la Cámara de Diputados

En primer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó un literal a) que forma parte del número 8) del artículo 1°. 

Mediante dicha disposición se modifica el artículo 27 de la ley N° 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero, con el fin de precisar los delitos que sirven de base o precedente al delito de lavado de activos. Su texto es el siguiente:


“8) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 27:


a) En el inciso primero:


a-1. Sustitúyese la letra a), por la siguiente:


“a) El que de cualquier forma oculte o disimule el origen ilícito de determinados bienes, provenientes de la perpetración de hechos constitutivos de alguno de los delitos contemplados en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas; en la ley N° 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad; en el artículo 10 de la ley N° 17.798, sobre control de armas; en el Título XI de la ley N° 18.045, sobre mercado de valores; en el Título XVII del decreto con fuerza de ley N° 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, Ley General de Bancos; en la Ordenanza de Aduanas; en las leyes de propiedad intelectual e industrial; en los artículos 59 y 64 de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central de Chile; en los párrafos 4, 5, 6 y 9 del Título V, 10 del Título VI y 8 del Título IX, todos del  Libro Segundo del Código Penal; en los artículos 141, 142, 366 quinquies, 367, 367 bis y 374 bis del mismo Código y en esta ley, o bien, oculte o disimule estos bienes.”.


a-2. En la letra b), sustitúyese el párrafo inicial hasta el punto aparte (.) por el siguiente: “El que adquiera, posea, tenga o use los referidos bienes, conociendo o no pudiendo menos que conocer su origen ilícito.”.


En segundo trámite constitucional, el Senado acordó sustituir el mencionado literal a) por otro que amplía el catálogo de delitos que pueden servir de base para el delito de lavado de activos. Su texto es el siguiente:

Literal a)

número 10

Artículo 1º

del Senado


“a) Sustitúyese la letra a) del inciso primero, por la siguiente:


“a) El que de cualquier forma oculte o disimule el origen ilícito de determinados bienes, a sabiendas de que provienen, directa o indirectamente, de la perpetración de hechos constitutivos de alguno de los delitos contemplados en la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas; en la ley Nº 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad; en el artículo 10 de la ley Nº 17.798, sobre control de armas; en el Título XI de la ley Nº 18.045, sobre mercado de valores; en el Título XVII del decreto con fuerza de ley Nº 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, Ley General de Bancos; en el artículo 168 en relación con el artículo 178, Nº 1, ambos del decreto con fuerza de ley Nº 30, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 213, del Ministerio de Hacienda, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas; en el inciso segundo del artículo 81 de la ley Nº 17.336, sobre propiedad intelectual; en los artículos 59 y 64 de la ley Nº 18.840, orgánica constitucional del Banco Central de Chile; en los Párrafos 4, 5, 6, 9 y 9 bis del Título V y 10 del Título VI, todos del Libro Segundo del Código Penal; en los artículos 141, 142, 366 quinquies, 367, 374 bis, 411 bis, 411 ter, 411 quáter, 411 quinquies, y los artículos 468 y 470, Nº 8, ambos en relación al inciso final del artículo 467 del Código Penal, o bien, a sabiendas de dicho origen, oculte o disimule estos bienes.”.

En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados rechazó la sustitución planteada por el Senado.

.-.-.-.-


Al iniciarse el estudio de esta discrepancia, se recordó que esta iniciativa modifica la ley Nº 19.913, que crea la Unidad de Análisis Financiero, la Ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques y la Ley General de Bancos. Asimismo, se hizo presente que originalmente ella tenía por objeto reponer dos disposiciones que se relacionaban con el levantamiento del secreto bancario en investigaciones por lavado de dinero, y que fueron declaradas inconstitucionales por el Tribunal Constitucional, por un defecto de forma, ya que fueron aprobadas con un quórum menor al exigido por la Constitución Política.


Esta primera idea fue complementada por el Ejecutivo, quien a comienzos del año 2007, propuso realizar diversas modificaciones a la ley N° 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero, con el fin de perfeccionar los actuales mecanismos de prevención, detección, control, investigación y juzgamiento del delito de lavado de activos, con el fin recoger la experiencia acumulada en los últimos años y acoger las directrices y principios contenidos en tratados, convenciones y otros instrumentos internacionales suscritos por Chile en esta materia.

Dichas disposiciones fueron ampliamente debatidas y estudiadas por la Cámara de Diputados, y perfeccionadas y detalladas por el Senado, en el segundo trámite constitucional.


En el tercer trámite constitucional, la Cámara de Diputados aprobó todas las enmiendas efectuadas por el Senado, con excepción de la norma que ampliaba el catálogo de delitos base o precedentes del lavado de dinero, contenido en el artículo 27 de la ley
N° 19.913.

Para adoptar esta resolución se tuvo en consideración que era necesario volver a considerar dicho catálogo con el fin de evaluar la posibilidad de incorporar al mismo uno o más de los delitos contemplados en el Código Tributario.

En consecuencia, al iniciarse el debate de este asunto, se hizo presente que esta comisión mixta debía resolver dicha discrepancia, para lo cual podía acoger alguna de las normas ya acordadas por ambas corporaciones y, si lo estimaba conveniente, adoptar los demás acuerdos que permitieran solucionar la discrepancia planteada, siempre que la proposición que se formule diga relación con las ideas matrices que inspiran a esta iniciativa.


A continuación, el señor Presidente de la Comisión, concedió el uso de la palabra al Honorable Diputado señor Faud Chahin, quien expresó que el origen de esta discrepancia se debía a que, a juicio de la Cámara de Diputados, debía ampliarse el catálogo de delitos que sirven de precedente al de lavado de activos. En consecuencia, señaló, el propósito de esta instancia era resolver la discrepancia surgida en torno a la letra a) del número 10 del texto acordado por el Senado (que corresponde al número 8 de la Cámara de Diputados), para lo cual propuso agregar a ese texto los ilícitos consignados en los párrafos primero, segundo y tercero del N° 4 del artículo 97 Código Tributario. 


En lo que interesa a este informe, los mencionados párrafos del número 4° del artículo 97 del Código Tributario, prescriben lo siguiente:

“Art. 97. Las siguientes infracciones a las disposiciones tributarias serán sancionadas en la forma que a continuación se indica:

4° Las declaraciones maliciosamente incompletas o falsas que puedan inducir a la liquidación de un impuesto inferior al que corresponda o la omisión maliciosa en los libros de contabilidad de los asientos relativos a las mercaderías adquiridas, enajenadas o permutadas o a las demás operaciones gravadas, la adulteración de balances o inventarios o la presentación de éstos dolosamente falseados, el uso de boletas, notas de débito, notas de crédito, o facturas ya utilizadas en operaciones anteriores, o el empleo de otros procedimientos dolosos encaminados a ocultar o desfigurar el verdadero monto de las operaciones realizadas o a burlar el impuesto, con multa del cincuenta por ciento al trescientos por ciento del valor del tributo eludido y con presidio menor en sus grado medio a máximo.

Los contribuyentes afectos al Impuesto a las Ventas y Servicios u otros impuestos sujetos a retención o recargo, que realicen maliciosamente cualquiera maniobra tendiente a aumentar el verdadero monto de los créditos o imputaciones que tengan derecho a hacer valer, en relación con las cantidades que deban pagar, serán sancionados con la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo y con multas del cien por ciento al trescientos por ciento de lo defraudado.

El que, simulando una operación tributaria o mediante cualquiera otra maniobra fraudulenta, obtuviere devoluciones de impuesto que no le correspondan, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado medio y con multa del cien por ciento al cuatrocientos por ciento de lo defraudado.


Al fundamentar esta proposición, expresó que resultaba conveniente incorporar tales ilícitos al catálogo de delitos base o precedentes del delito de lavado de activos, dado que Chile ha adquirido diversos compromisos internacionales mediante la suscripción de tratados, convenciones e instrumentos internacionales, que imponen a nuestro país determinadas obligaciones en materia de lavado de dinero. Ejemplos de esos instrumentos internacionales son las Convenciones de Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de drogas (Viena, 1988), contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Palermo, 2000), contra la Corrupción (Mérida, 2003), y las 40 Recomendaciones del Grupo de Acción Financiera Internacional, que a su vez ha adoptado el Grupo de Acción Financiera para Sudamérica (GAFISUD), del cual nuestro país es parte desde su creación. Añadió que las 40 Recomendaciones han sido consideradas internacionalmente como los “estándares internacionales sobre la lucha contra el lavado de activos, el financiamiento del terrorismo y la proliferación”.

Asimismo, se tuvo en cuenta que la Regla Número 3 del GAFI, junto a su nota interpretativa, dispone que los países deben considerar, como delitos determinantes del lavado de dinero, a todos los ilícitos graves que el GAFI contempla. Una de dichas categorías son los delitos fiscales.
A continuación, intervino el Honorable Senador señor Espina quien señaló que antes de entrar al fondo del asunto planteado por el Honorable Diputado señor Chain, había un problema de forma que era necesario resolver y que se vincula con el ámbito de competencia de las comisiones mixtas.

Recordó que efectivamente ellas pueden tratar otras materias que no han sido consideras en un determinado trámite constitucional. Sin perjuicio de lo anterior, explicó que en este caso, cualquier enmienda que se proponga debe decir relación con la naturaleza del delito que se está investigando. 

Puntualizó que con anterioridad a este trámite ni la Cámara de Diputados ni el Senado analizaron la posibilidad de agregar los mencionados delitos tributarios al catálogo de ilícitos base del lavado de activos. Añadió que mediante este procedimiento se podrían evitar debates previos e introducir, en el último momento, un tema nuevo que ninguna Cámara consideró previamente. Por esta vía, sostuvo, no se está resolviendo un conflicto sino que se está incorporando una materia que no ha sido considerada previamente. Expresó que este mecanismo no le parecía adecuado.

Finalmente, en cuanto al fondo del asunto planteado, expresó que era muy discutible que todas las figuras ilícitas que se establecen en los tres primeros párrafos del número 4° del artículo 97 del Código Tributario sean idóneas para configurar el delito de lavado de activos. Señaló que antes de resolver sobre este asunto se debía escuchar a especialistas en materias tributarias y penales que ayudaran a la Comisión a aclarar los alcances de la proposición que ha formulado el Honorable Diputado señor Chahin.

A continuación, el Honorable Diputado señor Chahin señaló que discrepaba de lo planteado por el Honorable Senador señor Espina, pues lo que hizo el Senado fue sustituir el texto aprobado por la Cámara de Diputados y agregar nuevos ilícitos al mencionado catálogo que no estaban considerados en el texto que originalmente aprobó hace más de siete años la Cámara de Diputados. En tercer trámite, añadió, la Cámara de Diputados rechazó el texto aprobado por el Senado, con el fin de revisar y concordar el catálogo definitivo de delitos base o precedentes del ilícito de lavado de activos. Añadió que en este último trámite se discutió la factibilidad de incorporar los mencionados delitos, razón por la que es perfectamente razonable examinar tal posibilidad en esta instancia.

En consecuencia, afirmó, lo que es objeto de la discrepancia o controversia es el catálogo de los delitos que sirven para configurar el tipo de lavado de activos.

A continuación, recordó que en diversas oportunidades las comisiones mixtas han incorporado normas que han ayudado a salvar dichas discrepancias y a mejorar el contenido de proyectos de ley o de reforma constitucional.

Respecto del fondo del asunto debatido, expresó que los únicos reparos que se plantearon en la Cámara de Diputados, cuando se consideró la posibilidad de agregar delitos tributarios al mencionado catálogo, se referían a cuestiones de oportunidad, pues no se quería retrasar la aprobación de este proyecto. Sostuvo que ninguna de esas observaciones atacaba el fondo de la idea de ampliar dicho listado.

Agregó que la proposición que formuló fue consensuada con el Ministerio Público y con la Unidad de Análisis Financiero. Precisó que se trata de aquellos ilícitos que motivan el mayor número de querellas que presenta el Servicio de Impuestos Internos y que se vinculan con la declaración maliciosamente incompleta o falsa de tributos, el aumento doloso de créditos y la figura de devolución improcedente de créditos tributarios.  


Finalmente, precisó que esas conductas eran muy graves y que, en consecuencia, resultaría incompresible no considerarlas en el referido catálogo cuando hay otros ilícitos de menor impacto que si están contemplados en la norma que aprobó el Senado. 





El Honorable Senador señor Larraín expresó que de lo planteado hasta ahora quedaba claro que no existe un real desacuerdo respecto del contenido del texto que aprobó el Senado en segundo trámite constitucional. La controversia estaría planteada, en el fondo, en cuanto a la posibilidad de agregar determinados delitos tributarios al catálogo que sirve de base o precedentes al ilícito de lavado de activos.





Añadió que para pronunciarse sobre lo planteado por el Honorable señor Diputado era indispensable realizar un estudio pormenorizado de este asunto. Sugirió oír al Servicio de Impuestos Internos, a la Unidad de Análisis Financiero, al Ministerio Público y a profesores de derecho penal y especialistas en temas tributarios para evaluar la factibilidad de incorporar las mencionadas normas a este proyecto.





Seguidamente, intervino el Honorable Diputado señor Soto quien señaló que la discrepancia entre ambas Cámaras estaba centrada en el catálogo de los ilícitos que sirven de precedente para el delito de lavado de activos. Recordó que en las últimas recomendaciones que GAFISUD propuso al Estado de Chile, se sugirió agregar delitos fiscales, condición que reúnen los mencionados ilícitos tributarios.





Puntualizó que esta era una obligación internacional del Estado de Chile, para lo cual abogó en favor de la idea de ampliar la nómina de ilícitos que considera el texto aprobado por el Senado.





A continuación, intervino la Honorable Diputada señora Turres quien señaló que compartía el objetivo planteado en la proposición del Honorable Diputado señor Chahin, pero estimaba que ella podía considerarse extemporánea. Añadió que era importante resolver esta cuestión antes de pronunciarse sobre el fondo de la proposición.





Finalmente, afirmó que resuelto lo anterior, ella estaría dispuesta a apoyar una enmienda que genere el máximo consenso entre los integrantes de la Comisión.





Seguidamente, el Presidente de la Comisión, señor Felipe Harboe indicó que la Constitución y la Ley Orgánica del Congreso Nacional permite a las Comisiones Mixtas, en el ejercicio de la facultad de proponer “la forma y modo de resolver las diferencias”, plantear enmiendas a otras disposiciones que no fueron objeto de discrepancias, si ello fuere necesario para alcanzar un acuerdo que haga posible aprobar la iniciativa.





No obstante lo anterior, explicó que compartía en parte la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Espina, en orden a que por esta vía se podía presentar, en la última etapa del debate legislativo, una proposición que debió analizarse en los trámites constitucionales previos. Recordó que el Senado, en enero de este año, despachó esta iniciativa, teniendo a la vista todas recomendaciones que había formulado GAFISUD. Finalmente, añadió que este procedimiento podía ser riesgoso desde el punto de vista de los precedentes legislativos.





El Honorable Senador señor Espina reiteró que este procedimiento no le parecía adecuado ya que se podía agregar en el trámite de comisión mixta normas que no fueron consideradas previamente. Por esta vía, arguyó, se podía saltar trámites constitucionales para plantear un determinado asunto. Precisó que él no se opone a la idea de que se agreguen nuevas figuras penales en el caso del delito de lavado de activos, sino a que se realice siguiendo este procedimiento.





El Honorable Diputado señor Monckeberg compartió la inquietud del Honorable Senador señor Espina. Añadió que siempre se podía discutir cuál debía ser el catálogo de delitos que podían servir base para el ilícito de lavado de activos, pero antes de eso se debía dilucidar la inquietud planteada en cuanto al procedimiento a seguir. 




A continuación, el Honorable Diputado señor Ceroni recordó que cuando se planteó este tema en la Cámara de Diputados, él manifestó sus dudas respecto a la conveniencia de resolver este punto en una comisión mixta. Manifestó que, conforme a lo anterior, se abstuvo en la votación que propuso traer a esta instancia la resolución de este asunto. Agregó que era muy importante aprobar prontamente esta iniciativa, pues había un conjunto de compromisos que debía cumplir el Estado de Chile en materia de persecución del delito de lavado de activos. Finalmente, señaló que la proposición de la Cámara podía ser materia de otro proyecto de ley que puede ser tramitado con la urgencia requerida, con el fin de no entorpecer la pronta aprobación de esta iniciativa. 





Seguidamente, el Honorable Diputado señor Chahin insistió en que en este caso hay una controversia respecto de una norma determinada que fue rechazada por la Cámara de Diputados en el tercer trámite constitucional. Lo que se quiere, sostuvo, es modificar una disposición que aprobó la Cámara de Diputados en un determinado sentido y que modificó completamente el Senado en el segundo trámite constitucional. Añadió que la disposición rechazada puede ser discutida en el trámite de comisión mixta y, en consecuencia, no hay ninguna razón de orden formal para no considerar su contenido, sea para restringirlo o para aumentarlo.





Por lo mismo, sugirió que antes de resolver acerca de la proposición que él presentó, se escuche al Servicio de Impuestos Internos, a la Unidad de Análisis Financiero y al Ministerio Público, con el fin de conocer su parecer sobre este asunto.

El Honorable Senador señor Larraín señaló que antes de adoptar una decisión en relación a la proposición formulada por el Honorable Diputado señor Chain era muy importante discutir sobre el fondo o mérito de ella. Recordó que en otras comisiones mixtas ha ocurrido lo que ha planteado el Honorable Senador señor Espina. En esas ocasiones, recordó, se ha aceptado agregar nuevos preceptos cuando ha existido un consenso amplio acerca de la conveniencia de añadir una disposición nueva a un proyecto de ley.

En virtud de lo anterior, sugirió escuchar a los servicios públicos indicados, pero también a expertos en materias tributarias y penales.





A esta altura del debate, se recordó que en el año 1991, en un informe de la Comisión de Constitución, Legislación Justicia y Reglamento del Senado (Boletín Nº S 64-12), se fijaron diversos criterios acerca del ámbito competencial de las comisiones mixtas. Estos criterios fueron confirmados en otro informe de la mencionada Comisión, según se consigna en el Boletín Nº S 145-10, de 17 de abril de 1995. 





En ellos se precisó, entre otras materias, que el propósito central del Constituyente, al establecer el mecanismo de comisiones mixtas contemplado en los artículos 70 y 71 de la Carta Fundamental de 1980, fue establecer un sistema que permita a las Cámaras alcanzar consensos, que cuenten con un respaldo mayoritario, para superar las discrepancias surgidas entre ellas con ocasión de la tramitación de los proyectos de ley.





Se indicó, además, que para alcanzar tal objetivo las referidas comisiones deben tener amplia libertad para proponer la forma y modo de resolver las divergencias producidas durante la tramitación de un proyecto de ley, como una manera de facilitar la negociación entre los distintos sectores representados en el Congreso Nacional y, de ese modo, hacer viable la iniciativa.





A la luz de tales consideraciones, se definió que si bien el ámbito de competencia de las comisiones mixtas, como norma general, debe entenderse circunscrito a los puntos específicos en que inciden las discrepancias surgidas entre el Senado y la Cámara de Diputados, el ejercicio de la facultad de proponer “la forma y modo de resolver las diferencias”, permite a las comisiones mixtas plantear enmiendas a otras disposiciones que no fueron objeto de discrepancias, si ello fuere necesario para alcanzar un acuerdo que haga posible aprobar la iniciativa.





Finalmente, en los referidos informes se estableció que, en todo caso, las proposiciones que formulen las referidas comisiones mixtas deben encuadrarse siempre dentro de las ideas fundamentales o matrices del proyecto.
A continuación, el Presidente de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor Harboe, señaló que parecía haber consenso en el texto del proyecto que aprobó el Senado en el segundo trámite constitucional y que la discrepancia solo estaba centrada en la conveniencia de agregar a ese catálogo nuevos ilícitos en este trámite constitucional. Agregó, que resuelto lo primero, se podría escuchar a las autoridades y especialistas que se han sugerido previamente.

En virtud de lo anterior, puso en votación el literal a) del número 10 del artículo 1°, acordado por el Senado, en segundo trámite constitucional.

La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores De Urresti, Espina, Harboe y Larraín, y Honorables Diputados señora Turres y señores Ceroni, Chahin, Monckeberg y Soto, aprobó esta proposición. 

En una sesión posterior, el Presidente accidental de la Comisión Mixta, Honorable Senador señor de Urresti, hizo presente que esta sesión estaba convocada para conocer la opinión de diversos servicios y especialista acerca de la idea de ampliar el catálogo de ilícitos que sirven de base o precedente al delito de lavado de activos.

Seguidamente, ofreció el uso de la palabra al Subdirector Jurídico del Servicio de Impuestos Internos, señor Cristián Vargas, quien agradeció en nombre de su institución la invitación cursada por la comisión, y manifestó que considera muy apropiado la incorporación de los ilícitos tributarios en el listado de los delitos bases que configuran el lavado de activos. Finalmente, añadió, que esta decisión implicaría adecuar nuestra legislación a las mejores prácticas internacionales.

A continuación, intervino el Director de la Unidad de Lavado de Dinero, Delitos Económicos y Crimen Organizado del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, quien recordó que la recomendación número 3 del Grupo de Acción Financiera señala expresamente que los delitos fiscales son ilícitos graves, y en tal calidad deben ser considerados dentro del listado de ilícitos base del lavado de activos, sobre todo los que tienen pena de crimen. Sostuvo que los productos provenientes de los delitos tributarios tienen una magnitud muy relevante y son fácilmente ocultables, lo que sumado a las nuevas reglas de la reforma tributaria sobre repatriación de capitales, también aconseja su incorporación en la nómina antes indicada. Recordó que el Ministerio Público ha logrado condenas muy relevantes por fraudes tributarios tipificados en el N° 4) del artículo 97 del Código Tributario.

Precisó que fue parte del equipo evaluador constituido por GAFISUD para examinar situación de la República Argentina. Relató que en esa oportunidad el tema de la inclusión de los delitos fiscales se discutió especialmente. Hizo presente que ese aspecto también será considerado en la próxima evaluación a la que se someterá nuestro país. En consecuencia, añadió, esta es una ocasión apropiada para incorporar al catálogo de delitos base del lavado de activos los ilícitos tributarios que tienen una pena mayor, como son los asignados en los tres primeros párrafos del número 4) del artículo 97 del Código Tributario.

Luego, hizo uso de la palabra el Director de la Unidad de Análisis Financiero, señor Javier Cruz, quien agradeció en nombre de la repartición que dirige la posibilidad de participar en esta discusión. Recordó que a contar del año 2010 el Grupo de Acción Financiera considera que los delitos fiscales son particularmente graves, por lo que los países miembros del sistema fueron llamados a considerarlos dentro de la nómina de ilícitos cuyo producto puede ser objeto del delito de lavado de activos. Añadió que el Parlamento ya ha dado un paso relevante en la discusión de este proyecto, al incorporar los delitos aduaneros dentro del listado de ilícitos base que sirven de precedente al de lavado de activos. Añadió que, a la luz de este antecedente, deberían incorporarse al mencionado catálogo los fraudes tributarios ya indicados.

A continuación, intervino el abogado tributarista señor Sebastián Guerrero, quien agradeció la invitación formulada para exponer ante esta instancia. Seguidamente, expresó que estaba en desacuerdo con las consideraciones anteriormente planteadas, pues a su juicio el tenor del primer literal del artículo 27 de la ley de lavado de activos parte de la base que ese delito tiene lugar cuando de cualquier forma se oculte o disimule el origen ilícito de determinados bienes, a sabiendas de que provienen, directa o indirectamente, de la perpetración de hechos constitutivos de delitos. Indicó que este supuesto inicial no concuerda con la descripción típica del N° 4 del artículo 97 del Código Tributario, que se refiere a las declaraciones de impuestos incompletas, a la omisión de libros contables, a la adulteración de balances, inventarios y registros, y a la utilización ilegal de documentación tributaria. Sostuvo que ninguna de estas conductas se refieren a ocultamiento de productos de otros ilícitos, por lo que no podrían considerarse como ilícitos base del lavado de activos.

A continuación, intervino el abogado penalista señor Juan Domingo Acosta, quien también agradeció la invitación a exponer ante esta comisión mixta.  Seguidamente, puntualizó que coincidía con el juicio anteriormente vertido, pues efectivamente la estructura esencial del lavado de activos es una suerte de disimulación del origen ilícito de ciertos bienes. Explicó que detrás de la idea de un listado de delitos base está el concepto de un botín delictual que obtuvo quien perpetró un delito previo, y que intenta reintroducir al mercado ocultando su fuente; de esta forma lava activos el secuestrador que hace maniobras para hacer aparecer como lícitos los recursos provenientes del rescate que previamente obtuvo, y se puede predicar el mismo fenómeno cuando el narcotraficante opera de esa forma para poder ocupar abiertamente el producto de la venta de drogas.

Observó que en la evasión tributaria, en cambio, no hay tal cosa como un botín delictual previo, pues los actos económicos que no fueron declarados en su oportunidad ante la autoridad tributaria son comúnmente negocios lícitos que no pagaron impuestos debiendo haberlo hecho. 

Señaló que la única norma que podría compatibilizarse con la idea de botín es la maniobra fraudulenta para obtener una devolución indebida de impuestos, contemplada en el párrafo tercero del número 4) del artículo 97, pues se trataría de una figura con una estructura similar al fraude de subvenciones, contemplado en el número 8) del artículo 470 del Código Penal, que fue incorporado al listado de delitos base en la formulación aprobada por el Senado en el segundo trámite constitucional. Connotó que una situación similar puede tener lugar con la figura de confección o venta ilegal de documentos tributarios, que considera el párrafo final del citado número 4), pero su aplicación práctica debería tender a desaparecer como resultado de la entrada en vigor de la reforma tributaria, que establece fuertes incentivos para ocupar documentación electrónica, respecto a la cual no se puede configurar el tipo antes señalado.

Asimismo, sostuvo que la regla procesal actual en materia de ilícitos tributarios internos es la instancia administrativa previa del Servicio de Impuestos Internos, y que de aprobarse algún tipo de inclusión de estos ilícitos en los listados de delitos base, debería considerarse que esa autoridad administrativa también debería tener la exclusividad para solicitar la persecución penal por el lavado de activos provenientes de delitos tributarios, pues de los contrario la integridad de la política fiscal puede verse gravemente afectada.

Finalmente, observó que la regulación nacional del delito de lavado de activos comprende entre las hipótesis sancionadas el autolavado, o sea, la persecución penal autónoma del lavado cometido por el mismo autor del delito base, con sanciones que se acumulan, por lo que hay que tener especial cuidado en engrosar el listado de ilícitos base.

A continuación, se concedió el uso de la palabra al abogado señor Gonzalo Medina, quien agradeció a la Comisión la invitación a participar en esta discusión. Señaló que la inclusión en otras jurisdicciones de los ilícitos tributarios en el listado de delitos base para efectos del lavado de activos se ha hecho con ciertas limitaciones, relativas al ejercicio de la acción, el monto mínimo de perjuicio fiscal involucrado, y muchas condiciones para que sea procedente el autolavado. Con todo, observó que en trámites constitucionales anteriores ya se ha aceptado que integren la referida nómina los delitos aduaneros y los fraudes de subvenciones, que cautelan el mismo bien jurídico, por tanto la exclusión de los delitos tributarios supone un problema sistemático difícil de explicar. 

Por su parte, observó que tal como antes lo destacó el profesor señor Acosta, si se decide incorporar el fraude tributario dentro de la lista de delitos base, es necesario cuidar de que exista una debida concordancia entre el ejercicio de la acción penal para perseguir el delito base, y esa actividad procesal respecto del lavado de activos subsecuente. Observó que esta precisión también cabe con el delito aduanero.

Por otro lado, recordó que el delito de fraude de subvenciones protege bienes jurídicos disponibles de carácter patrimonial, por tanto, a la luz de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 241 del Código Procesal Penal, en principio serían procedentes los acuerdos reparatorios. Explicó que esta misma disposición podría tener cabida en el caso de los delitos tributarios y de los aduaneros y, en consecuencia, es necesario regular el efecto que esos acuerdos válidamente celebrados respecto del delito base y la persecución penal ulterior por el delito de lavado de activos provenientes del ilícito previo.

Seguidamente, se refirió a la naturaleza delictual del producto proveniente del delito tributario. Al respecto, recordó que la doctrina ha discutido que la "cuota tributaria" o parte de la base imponible de un hecho gravado que debió ser integrado a arcas fiscales como impuesto tiene naturaleza delictual. Puntualizó que desde una perspectiva fenomenológica no existe, en el caso del delito tributario, un desplazamiento patrimonial típico del lavado, pues se trata simplemente de una parte del activo de una persona o empresa que no ingresa al patrimonio fiscal, pero no hay un movimiento contable que sea la base para configurar una acción típica. Por otro lado, la doctrina moderna considera que la cuota tributaria sí tiene naturaleza delictual, pues respecto a ella pesa sobre el contribuyente una obligación legal positiva de declarar y enterarlo a las arcas fiscales como tributo. Explicó que la tendencia jurisprudencial contemporánea acoge la teoría moderna, y por tanto es partidaria de que los delitos tributarios integren la nómina de ilícitos base para el lavado de activos.

A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Diputado señor Monckeberg, quien recordó que el objetivo original del proyecto era salvar una objeción constitucional planteada en una modificación legal previa, en la cual se impidió el acceso a las cuentas bancarias de los imputados por el delito de lavado de activos por no haberse reunido el quórum constitucional requerido. Subrayó que el secreto bancario tiene valor en sí mismo, porque es una expresión de la garantía constitucional de la protección a la vida privada y a la libertad de empresa. En este contexto, manifestó que es riesgoso ampliar el ámbito de las figuras que dan lugar al lavado de activos, porque implica permitir más casos de suspensión del secreto bancario. Finalmente recordó que muchas investigaciones de este tipo  que dieron lugar a sentencias condenatorias relevantes se hicieron sin la facultad de levantar el secreto bancario, lo que siembra dudas sobre la necesidad de proceder de la manera planteada.

Por su parte, el Honorable Diputado señor Chahin replicó que en el discurso público habitual algunos reclaman que se deben otorgar más atribuciones al Ministerio Público, pero cuando se trata de delitos económicos donde hay crimen organizado funcionando, como es el caso de los delitos tributarios, se produce una inexplicable disminución de esta preocupación.

Indicó que la inclusión o no de un determinado tipo penal en el listado de tipo bases que pueden originar el lavado de activos es una decisión eminentemente política, pero el Senado, en el segundo trámite constitucional, ya incorporó buena parte de los tipos que protegen el erario público, por tanto, arguyó, en este caso se deberían proceder de la misma forma, pues se trata de mismo bien jurídico prometido. Añadió que también hay un antecedente práctico en este caso, pues la pesquisa de muchos delitos económicos o de corrupción parte con una investigación tributaria, por tanto mejorar las facultades de acción del Ministerio Público en los delitos tributarios acarreará un perfeccionamiento todo el sistema de persecución penal. Igualmente, señaló que esta era la oportunidad de que el Estado de Chile evite un cuestionamiento en una futura revisión de cumplimiento de las recomendaciones internacionales sobre la materia, pues lo delitos tributarios son, sin lugar a duda, delitos graves.

Finalmente, consultó al abogado señor Medina de qué forma podría superarse las observaciones que anteriormente planteó.

A continuación, hizo uso de la palabra el Honorable Diputado señor Ceroni, quien indicó que tenía dudas acerca de que los delitos tributarios puedan enmarcarse dentro de la idea de lavado de activo, entendiendo que esta actividad delictiva supone el ocultamiento o disimulación de bienes de origen delictual. Añadió que también es muy relevante lo que se ha planteado sobre la titularidad de la acción penal para perseguir el delito base, en el caso de los fraudes aduaneros y tributarios.

Por su parte, el Honorable Diputado señor Soto observó que la pregunta que hay que responder en este caso es por qué no se quiere incluir el fraude tributario entre los delitos base. Señaló que el fraude tributario reúne las características necesarias que exige el GAFI para ser considerado delito base para el lavado, por tanto, añadió, no cabe duda que el fraude tributario que indica el N° 4 del artículo 97 del Código Tributario debe incluirse. Precisó que el único tema que debería discutirse sería la titularidad de la acción para perseguir este delito, y qué ilícitos deben excluirse.

Luego, intervino el Honorable Senador señor Espina, quien manifestó que lo que se debe analizar es la idea de incorporar en un listado los delitos que producen ganancia económica para sus autores, al punto que ellos deben idear métodos ilícitos para disimular el origen de su ganancia mal habida. Explicó que en el caso de los delitos tributarios no hay, en el origen, una ganancia ilícita, sino sólo un beneficio legítimo de la explotación de una actividad económica o del propio trabajo que no fue declarado en su momento como ingreso tributable. Teniendo en cuenta lo anterior, manifestó que debe identificarse primero cuáles son los delitos tributarios en los que efectivamente hubo un enriquecimiento ilícito previo y que, por tanto, deberían ser considerados entre los ilícitos que sirven de base al lavado de activos.

En respuesta a las inquietudes antes planteada, el abogado señor Acosta planteó que el asunto más delicado que está en juego es aumentar las hipótesis de autolavado, que naturalmente implica construir distorsiones punitivas relevantes, pues supone una doble incriminación por un mismo hecho, ya que el lavado del producto de un delito es un acto de agotamiento y no un ilícito autónomo. Añadió que también hay que considerar que la mayor parte de las ganancias que no son declaradas tributariamente provienen de actos lícitos, por tanto, el uso posterior de ese producto lícito no debería ser objeto de incriminación. 

Expresó que también debe tenerse en consideración que el proyecto contempla facultades amplias para abrir cuadernos secretos de investigación en paralelo a la persecución del delito base, que perfectamente pueden emplearse por razones meramente instrumentales, por tanto, arguyó, si se amplía el catálogo hay que tener claro que aumenta la posibilidad de hacer uso de esta forma excepcional de proseguir la persecución penal.

Finalmente, volvió a llamar la atención sobre la titularidad de la acción para perseguir el delito de lavado proveniente de un ilícito tributario o aduanero, pues en ese caso hay una instancia administrativa previa para perseguir el delito base.

Por su parte, el abogado señor Medina observó que la tipificación del lavado de activo en los encabezados de las letras a) y b) del artículo 27, que el proyecto reforma, permite considerar como tal, y aplicar las sanciones del caso, a cualquier uso o mera tenencia de bienes provenientes de un ilícito respecto del cual se conocía o se estaba en posición de conocer su origen criminal, lo que es mucho más amplio de la idea común que se tiene del lavado de activos, consistente en el empleo de técnicas financieras sofisticadas para disimular el origen ilícito de fondos cuantiosos. Observó que por esa razón es necesario ser cauteloso en la ampliación de los tipos base.

Añadió también que concuerda con el profesor Acosta en la necesidad de reflexionar más profundamente sobre la fórmula que se considera sobre penalización del autolavado, pues ello es un tema muy discutido a nivel internacional.

Finalizó su intervención manifestando que si se incorpora en este proyecto un delito tributario entre los ilícitos base, es necesario armonizar las reglas procesales, estableciendo que la acción para perseguir tanto el delito base como el de lavado de activos quedará en manos del Director de Aduanas o del Servicio de Impuestos Internos, según se trate de aranceles o impuestos, y que los acuerdos reparatorios respecto de estos delito base también suspenderán la persecución penal respecto del lavado de activos subsecuente.

A continuación, el abogado señor Guerrero recordó que en los delitos tributarios ya permite el levantamiento del secreto bancario con la autorización del juez de garantía, por tanto, sostuvo, la incorporación de esos tipos en el listado de ilícitos base no mejora la situación actual de persecución penal.

Por su parte, el Director de la Unidad de Lavado de Dinero, Delitos Económicos y Crimen Organizado del Ministerio Público, señor Fernández, explicó que el tema del secreto bancario en el caso de los delitos tributarios no está en juego, porque esa facultad ya existe en el delito base. Añadió que tampoco está en discusión el autolavado, pues la legislación chilena ya lo contempla y las Convenciones Internacionales de Viena y Palermo - ratificadas por Chile - expresamente lo requieren.

Añadió que los delitos tributarios cuya incorporación ahora se discute son los contemplados en los tres primeros párrafos del número 4) del artículo 97. Precisó que ellos no constituyen simples elusiones o evasiones tributarias sino verdaderos fraudes contra la hacienda pública, con un cariz igual de delictual que los demás tipos que integran la lista de delitos base.

Finalmente, recordó que la ley N° 19.913 no sólo establece disposiciones penales sino también todo un procedimiento de prevención e información que opera a nivel administrativo, y que tiene como principal sujeto regulado las empresas financieras. Explicó que excluir del listado de delitos base los mencionados delitos tributarios implica también excluirlo de este sistema preventivo de control.

A continuación, el Director de la Unidad de Análisis Financiero, señor Javier Cruz, explicó que para su institución la incorporación de estos delitos es una herramienta legal útil, pues defraudar al fisco y posteriormente lavar los fondos provenientes de ese ilícito son conductas distintas, que ameritan sanciones propias.

Por su parte, el Subdirector Jurídico del Servicio de Impuestos Internos, señor Vargas, manifestó que para este Servicio también es útil la incorporación al proyecto de los delitos propuestos, pues la experiencia indica que a propósito de investigaciones por devoluciones indebidas de impuestos se han detectado complejos mecanismos financieros para ocultar el origen de los fondos provenientes de ese ilícito, lo que complica la recuperación de los mismos. Afirmó que para el Servicio se está en presencia de dos ilícitos autónomos que merecen sanciones propias.

-.-.-

En una sesión posterior, la comisión mixta consideró la proposición de agregar, a la norma acordada por el Senado, el siguiente texto:

"Añádase a la letra a) del artículo 1° del texto aprobado por el Senado, a continuación de la palabra "Chile", lo siguiente: ", en el párrafo tercero del N° 4° del artículo 97 del Código Tributario".".

Para analizar la consecuencias de esta propuesta, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, concedió el uso de la palabra al Director de la Unidad de Lavado de Dinero, Delitos Económicos y Crimen Organizado del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, quien indicó que dentro de las hipótesis delictuales del Código Tributario, la contenida en el párrafo tercero del N° 4° de su artículo 97, es la figura más grave, y respecto de la cuál es más fácil construir hipótesis de lavado de dinero, por ello el Ministerio Público considera adecuado incorporar esta figura penal al listado de los delitos base o precedente del lavado de activos.

Por su parte, el Director de la Unidad de Análisis Financiero, señor Javier Cruz, explicó que los datos entregados por las fiscalía, relativos a los resultados judiciales y montos pesquisados por este ilícito tributario, muestran que su incorporación al listado de delitos base es particularmente atingente, y por ello secundó su incorporación en el texto del proyecto.

A su vez, el Honorable Diputado señor Chahin manifestó que sería más pertinente que la proposición considere todos los ilícitos consignados en los tres primeros párrafos del número 4° del artículo 97 del Código Tributario y no solo el tercero, sin perjuicio de que esta última figura es la más grave.

A su turno, el Honorable Diputado señor Soto observó que todas las figuras que contemplan los diversos numerales del artículo 97 son gravísimas, e imponen a los condenados penas corporales. Añadió que los representantes de los servicios públicos consultados han destacado la idea de la gravedad del delito tributario y han recalcado la necesidad facilitar su pesquisa. Indicó que los demás delitos señalados en los párrafos primero y segundo del mencionado número 4) son castigados con penas análogas a las que se establecen para el ilícito del párrafo tercero. Al respecto, solicitó a los funcionarios antes indicados una explicación más detallada sobre el punto.

Por su parte, el Honorable Diputado señor Ceroni recordó que durante la discusión del tercer trámite constitucional de este proyecto tanto los representantes del Servicio de Impuestos Internos como los de la Unidad de Análisis Financiero expresaron que era buena idea incorporar los delitos tributarios en el listado de delitos base, pero ello implicaba ciertos problemas de implementación que hacían más aconsejable dar este paso en un futuro proyecto. 

Con todo, observó que la propuesta formulada en esta oportunidad está apoyada por el Ministerio Público y la Unidad de Análisis Financiero, pues se considera que es una forma de solucionar el conflicto entre ambas Cámaras.
El Honorable Senador señor Espina recordó que aunque previamente observó que la incorporación de un elemento nuevo, que no fue discutido en los trámites constitucionales anteriores, podría exceder los márgenes habituales de funcionamiento de las comisiones mixtas, en este caso entiende que se ha levantado una propuesta que cuenta con el respaldo de la unanimidad de los integrantes de esta instancia. En ese entendido, respalda esta propuesta.

Agregó que en principio es discutible que el producto de los ilícitos tributarios pueda ser objeto de hipótesis de lavado de dinero, pero el caso que ahora se propone -el referido párrafo tercero del número 4) del artículo 97 del Código Tributario-, es una situación precisa, más clara, en la que sí parece haber una ganancia fraudulenta a costa del erario fiscal, pues se trata de un entrega de dineros por parte del fisco a un persona que creó un ardid para ello y, por tanto, es plausible que se pueda configurar una figura de lavado de activos, si el origen de esa ganancia se pretende disimular.

A continuación, hizo uso de la palabra el Director de la Unidad de Lavado de Dinero, Delitos Económicos y Crimen Organizado del Ministerio Público, señor Mauricio Fernández, quien manifestó que la posición del Ministerio Público no ha variado, pues siempre se ha considerado que los delitos tributarios son ilícitos graves, a efectos de su inclusión en las listas de delitos base, en estricto cumplimiento de las recomendaciones internacionales en la materia. Recordó que en el trámite constitucional anterior se tuvo en vista, para sostener lo que allí se señaló, que en la discusión estaba en riesgo todo el catálogo de delitos base construido por el Senado, y por ello se optó por una posición conservadora en la materia. En cambio, en esta oportunidad, estando ya fijado un criterio general, idealmente se deberían agregar los delitos indicados en los tres primeros párrafos del número 4) del artículo 97 del Código Tributario. En todo caso, señaló que a lo menos debía incluirse la figura del párrafo tercero de esa disposición, porque es el ilícito tributario más grave de nuestra legislación, pues considera la pena base más alta de todo el sistema.

Indicó que aunque teóricamente se podría construir una figura de lavado de activos sobre cualquier delito tributario, la figura del tantas veces mentado párrafo tercero opera no sobre la base de un ilícito de evasión tributaria de ingresos propios, sino de la obtención indebida de fondos del erario.

A continuación hizo uso de la palabra el Honorable Diputado Soto, quien señaló que entiende que el propósito específico de esta Comisión es evitar que la discusión legislativa sobre este tema produzca una ley incoherente y obsoleta, y que no cumpla con las obligaciones vigentes a nivel internacional que podrían producir una mala calificación financiera de nuestro país. Observó que todas las hipótesis del artículo 97 del Código Tributario son de igual gravedad, pues se trata siempre de maniobras dolosas, maquinaciones, fraudes y engaños, tanto para obtener créditos que no correspondían como para no pagar los impuestos que se debían enterar. Puntualizó que la víctima de todos los ilícitos tributarios es siempre la misma: el resto de la población que accede a los servicios públicos. Añadió que eso es de vital importancia, porque el esfuerzo político de esta Administración es construir una red de beneficios sociales en materia de educación y salud, y los delitos tributarios justamente afectan al financiamiento de ese esfuerzo.

Explicó que los delitos de cuello y corbata son tan graves como el resto de los que dañan la propiedad.

Con todo, observó que se sumará al acuerdo unánime que se quiere construir en esta oportunidad, pero dejando en claro que en el futuro impulsará las iniciativas necesarias para que en otros proyectos de ley se amplíe este catálogo.

A continuación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Harboe, declaró cerrado el debate y puso en votación la proposición de agregar en el catálogo de ilícitos que contempla la letra a) del artículo 27 de la ley N° 19.913, los delitos del párrafo tercero del número 4° del artículo 97 del Código Tributario.
La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Harboe y Larraín, y Honorables Diputados señora Turres y señores Ceroni, Chahin, Monckeberg y Soto, aprobó esta proposición. 

- - - - -

PROPOSICIÓN DE LA COMISIÓN MIXTA





Como forma y modo de resolver las controversias surgidas entre ambas Cámaras durante la tramitación del proyecto de reforma constitucional en análisis, vuestra Comisión Mixta os propone aprobar la siguiente proposición:

Literal a) del número 8) del artículo 1º

 de la Cámara de Diputados

Literal a) del número 10) del artículo 1º

del Senado

- Aprobar el texto acordado por el Senado, en el segundo trámite constitucional (Unanimidad. 9 x 0.), agregando en su texto, a continuación de la palabra “Chile;”, la siguiente frase: "en el párrafo tercero del número 4° del artículo 97 del Código Tributario;". (Unanimidad. 8 x 0).




En caso de aprobarse la proposición de vuestra Comisión Mixta, el texto de la iniciativa quedaría como sigue:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.913, que creó la Unidad de Análisis Financiero:


“1) Agrégase, en el inciso primero del artículo 1°, a continuación de la expresión “ley” la frase “, y en el artículo 8° de la ley N° 18.314”.


2) Modifícase el artículo 2° en el siguiente sentido:


a) En su inciso primero:


1. Suprímese, en su encabezamiento, a continuación de la expresión “Análisis Financiero”, la voz “sólo”.


2. Reemplázase, en el párrafo segundo de la letra b), el texto que señala: “el ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, que el Presidente de dicha Corte designe por sorteo en el acto de hacerse el requerimiento. El ministro resolverá, sin audiencia ni intervención de terceros.”, por lo siguiente: “un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, quien resolverá, sin audiencia ni intervención de terceros dentro del plazo de tres días contado desde la presentación de la misma. Corresponderá al Presidente de esta Corte designar, una vez al año y por sorteo, a dos de sus miembros para cumplir esta labor. Si ninguno de los ministros estuviere en funciones, corresponderá otorgar la autorización al Presidente de la Corte o a quien lo subrogue.”.


3. Sustitúyese, en la letra d), la conjunción “y”, la segunda vez que aparece, por una coma (,), e intercálase, a continuación de la palabra “datos”, los términos “y registros”.”.


b) Agrégase en el inciso final, entre la palabra “ley” y la coma (,), que la sigue, la siguiente frase: “o el artículo 8° de la ley N° 18.314”.


3) Modifícase el artículo 3° en el siguiente sentido:


a) Introdúcense las siguientes modificaciones en el inciso primero:


1. Elimínase, a continuación de la voz “sobre”, la expresión “los actos, transacciones u”.


2. Suprímese, a continuación de la expresión “inversión;”, la frase “el Comité de Inversiones Extranjeras;”.


3. Reemplázase la locución “las bolsas de comercio;”, por lo siguiente: “las bolsas de valores y las bolsas de productos, así como cualquier otra bolsa que en el futuro esté sujeta a la supervisión de la Superintendencia de Valores y Seguros;”. 


4. Sustitúyese la frase final: “, y las sociedades anónimas deportivas profesionales, regidas por la ley Nº 20.019.”, por las siguientes “; las organizaciones deportivas profesionales, regidas por la ley Nº 20.019; las cooperativas de ahorro y crédito; las representaciones de bancos extranjeros y las empresas de depósito de valores regidas por la ley Nº 18.876.”.


b) Intercálase en su inciso segundo, entre las expresiones “jurídica aparente” y la coma (,) que la sigue, las siguientes oraciones: “o pudiera constituir alguna de las conductas contempladas en el artículo 8° de la ley N° 18.314, o sea realizada por una persona natural o jurídica que figure en los listados de alguna resolución del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas”.


c) Agrégase el siguiente inciso sexto, nuevo, pasando el actual a ser séptimo:


“Las superintendencias y los demás servicios y órganos públicos señalados en el inciso segundo del artículo 1º de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado estarán obligados a informar sobre operaciones sospechosas que adviertan en el ejercicio de sus funciones. Sin perjuicio de lo anterior, estas entidades no estarán sujetas a las obligaciones contenidas en el inciso cuarto de este artículo y a lo dispuesto en el artículo 5° de esta ley, así como tampoco a las sanciones y al procedimiento establecido en el Título II de la presente ley.”.


4) Reemplázanse, en el artículo 5°, la frase “cuatrocientas cincuenta unidades de fomento o su equivalente en otras monedas”, por “diez mil dólares de los Estados Unidos de América o su equivalente en pesos chilenos, según el valor del dólar observado el día en que se realizó la operación”.


5) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 6º, la referencia al “inciso primero” por otra a los “incisos primero y sexto”.


6) Agrégase en el inciso final del artículo 13, a continuación del guarismo “28”, sustituyendo el punto final (.) por una coma (,), lo siguiente: “como también de aquellos que le sirven de base y que se señalan en la letra a) del artículo 27.”.


7) Sustitúyense en el artículo 15 las expresiones “ley N° 19.366” por las siguientes “ley N° 20.000”.


8) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 19: 


a) Reemplázase, en la letra b), la frase: “los artículos 4° y 5° de esta ley;”, por “el artículo 5°;”.


b) Sustitúyese la letra c) por la siguiente:


“c) Serán infracciones graves el no dar cumplimiento a las obligaciones contenidas en los artículos 2°, letra b), 3° y 41 de esta ley.”.


c) Agrégase el siguiente inciso final:

 “No se aplicará el procedimiento regulado en este Título a las infracciones del artículo 4°, las que serán sancionadas de conformidad con lo dispuesto en el artículo 39.”.


9) Suprímese, en el artículo 20, el párrafo segundo de la letra b) de su número 2.”.


10) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 27:


a) Sustitúyese la letra a) del inciso primero, por la siguiente:


“a) El que de cualquier forma oculte o disimule el origen ilícito de determinados bienes, a sabiendas de que provienen, directa o indirectamente, de la perpetración de hechos constitutivos de alguno de los delitos contemplados en la ley Nº 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas; en la ley Nº 18.314, que determina las conductas terroristas y fija su penalidad; en el artículo 10 de la ley Nº 17.798, sobre control de armas; en el Título XI de la ley Nº 18.045, sobre mercado de valores; en el Título XVII del decreto con fuerza de ley Nº 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, Ley General de Bancos; en el artículo 168 en relación con el artículo 178, Nº 1, ambos del decreto con fuerza de ley Nº 30, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que aprueba el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 213, del Ministerio de Hacienda, de 1953, sobre Ordenanza de Aduanas; en el inciso segundo del artículo 81 de la ley Nº 17.336, sobre propiedad intelectual; en los artículos 59 y 64 de la ley Nº 18.840, orgánica constitucional del Banco Central de Chile, en el párrafo tercero del número 4° del artículo 97 del Código Tributario; en los Párrafos 4, 5, 6, 9 y 9 bis del Título V y 10 del Título VI, todos del Libro Segundo del Código Penal; en los artículos 141, 142, 366 quinquies, 367, 374 bis, 411 bis, 411 ter, 411 quáter, 411 quinquies, y los artículos 468 y 470, Nº 8, ambos en relación al inciso final del artículo 467 del Código Penal, o bien, a sabiendas de dicho origen, oculte o disimule estos bienes.”.


b) Sustitúyese el inciso cuarto por el siguiente:

“Si el autor de alguna de las conductas descritas en las letras a) o b) no ha conocido el origen de los bienes por negligencia inexcusable, la pena privativa de libertad que corresponda de acuerdo al inciso primero o final de este artículo será rebajada en dos grados.”.


c) Agrégase el siguiente inciso final:


“En todo caso, la pena privativa de libertad aplicable en los casos de las letras a) y b) no podrá exceder de la pena mayor que la ley asigna al autor del crimen o simple delito del cual provienen los bienes objeto del delito contemplado en este artículo, sin perjuicio de las multas y penas accesorias que correspondan en conformidad a la ley.”.


11) Intercálase, en el artículo 31, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente: 


“Sólo una vez formalizada la investigación por los delitos de los artículos 27 y 28 de esta ley, el imputado podrá solicitar al juez de garantía que limite el secreto en cuanto a las piezas o actuaciones abarcadas por él.”.


12) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 33:


a.-Sustitúyese, en su encabezamiento, la expresión “Nº 19.366”, por la siguiente: “Nº 20.000”.


b.- Reemplázase la letra b) por la siguiente:


“b) Inhabilidades de abogados, sólo cuando la investigación por lavado de dinero lo sea en relación a un hecho típico y antijurídico base castigado en las leyes Nos 20.000 o 18.314, o en el artículo 10 de la ley Nº 17.798, o en los artículos 141, 142, 411 bis, 411 ter, 411 quáter y 411 quinquies del Código Penal.”.”.


13) Agréganse, a continuación del artículo 35, las siguientes disposiciones:


“Artículo 36.- Los bienes incautados o el producto de los decomisados en investigaciones por lavado de activos, podrán ser destinados, en los términos que establecen los artículos 40 y 46 de la ley N° 20.000, en todo o parte, a la persecución de dicho ilícito.


Artículo 37.- Durante la investigación de los delitos contemplados en los artículos 27 y 28 de esta ley, en aquellos casos en que como consecuencia de actos u omisiones del imputado no pudiera decretarse la incautación o alguna medida cautelar real sobre los bienes que sean objeto o producto de los mismos, el tribunal con competencia en lo penal que corresponda podrá decretar, a solicitud del fiscal y mediante resolución fundada, la incautación o alguna de las medidas cautelares reales establecidas en la ley, sobre otros bienes que sean de propiedad del imputado por un valor equivalente a aquel relacionado con los delitos, con excepción de aquellos que declara inembargables el artículo 445 del Código de Procedimiento Civil. 


Asimismo, ante una solicitud de autoridad competente extranjera, realizada en virtud de un requerimiento de asistencia penal internacional por alguno de los delitos señalados en el inciso anterior, se podrá decretar, en los mismos términos expresados en el inciso precedente, la incautación o medidas cautelares reales de bienes por un valor equivalente a aquellos relacionados con el delito investigado.


En el evento de dictarse sentencia condenatoria, y no habiéndose incautado o cautelado bienes relacionados con el delito sino sólo aquellos de un valor equivalente, el tribunal con competencia en lo penal que corresponda podrá, en la misma sentencia, decretar el comiso de aquellos bienes incautados o cautelados de conformidad a lo establecido en el inciso primero.


Artículo 38.- Las personas naturales y jurídicas señaladas en el artículo 3° de esta ley estarán obligadas a informar a la Unidad de Análisis Financiero todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que intente realizar alguna de las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas confeccionadas por el Comité establecido en las Resoluciones números 1.267, de 1999; 1.333, de 2000, y 1.390, de 2002, del Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas y sus subsecuentes resoluciones o cualquiera otra que las adicione o remplace, y que estén contenidas en decretos supremos publicados en el Diario Oficial.


Igualmente, estarán obligadas a informar de todos los actos, transacciones u operaciones realizadas o que intente realizar alguna persona natural o jurídica que haya cometido, cometa, o intente cometer, actos de terrorismo o participar en ellos o facilitar su comisión.


Dentro de las veinticuatro horas siguientes a la recepción de los antecedentes que acreditan que las personas naturales o jurídicas individualizadas en las listas a que hace referencia el inciso primero pretenden realizar un acto, transacción u operación financiera, la Unidad de Análisis Financiero deberá solicitar a un ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago, la adopción de una o más medidas necesarias para evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualquier clase de bienes, valores o dinero materia del acto, transacción u operación, sin previo aviso al afectado y por un plazo determinado. La vigencia de las medidas decretadas por el Ministro de Corte no podrá exceder de treinta días, plazo que podrá prorrogarse, por resolución fundada, por él o por el tribunal competente. La solicitud será resuelta de plano y en el más breve plazo, el que no podrá exceder de veinticuatro horas, por ese ministro, sin audiencia ni intervención de terceros. 


Para estos efectos, el Presidente de dicha Corte designará por sorteo a dos de sus miembros, por el plazo de un año, debiendo presentarse la solicitud ante cualquiera de ellos. Si ninguno de los Ministros estuviere en funciones, corresponderá otorgar la autorización al Presidente de la Corte o a quien le subrogue. 


Entre las medidas que se podrán ordenar, se entenderán incluidas la prohibición de transferencia, conversión, disposición o movimiento de fondos u otros bienes durante el plazo de vigencia de la medida. 


Presentada la solicitud a la Corte, y dentro del plazo de las veinticuatro horas siguientes, la Unidad hará entrega, reservadamente, de todos los antecedentes al Fiscal Nacional, para que el Ministerio Público se ocupe de la tramitación judicial.


Una vez expirado el plazo señalado en el inciso tercero, la medida decretada por el Ministro de la Corte de Apelaciones dejará de tener efecto de forma inmediata, sin necesidad de resolución que así lo declare. 


La Unidad de Análisis Financiero, dentro del plazo máximo de veinticuatro horas contado desde que se haya acogido la solicitud indicada en el inciso tercero, comunicará su contenido a la persona natural o jurídica que haya reportado los actos, transacciones u operaciones financieras para que adopte inmediatamente las medidas decretadas por el respectivo Ministro de la Corte de Apelaciones de Santiago. Asimismo, dentro del plazo máximo de las setenta y dos horas siguientes a que tales medidas fueron decretadas, informará a él o a los afectados por dicha resolución. Esta comunicación se dirigirá al domicilio que él o los afectados tuvieren registrados en la entidad que hubiere reportado la operación o al correo electrónico que figure en tales registros. En ella se incluirán todos los antecedentes indicados en el inciso tercero. 


Los afectados por esta medida podrán, mientras ella se encuentre vigente, apelar ante la Corte de Apelaciones de Santiago, para obtener su revocación. La Corte de Apelaciones deberá resolver el recurso en el más breve plazo, previo informe de la Unidad de Análisis Financiero, pudiendo abrir, de oficio o a petición de parte, un término probatorio especial, el que no podrá exceder de tres días.


En caso de que por resolución judicial se revoque las medidas indicadas en los incisos tercero y quinto, o haya expirado el término por el que se les decretó, la Unidad de Análisis Financiero comunicará esta situación a la persona natural o jurídica que haya reportado los actos, transacciones u operaciones realizadas, y que motivaron la respectiva investigación. 


Para los efectos de lo dispuesto en este artículo, la Unidad de Análisis Financiero periódicamente pondrá a disposición de todas las personas indicadas en el artículo 3° de esta ley, los listados confeccionados por el Comité establecido por el Consejo de Seguridad de la Organización de las Naciones Unidas, y que tienen su origen en las resoluciones mencionadas en el inciso primero de este artículo. Asimismo, la Unidad de Análisis Financiero deberá informar al Ministerio de Relaciones Exteriores de los antecedentes recopilados que digan relación con las personas naturales o jurídicas que figuran en dichos listados, para efectos que éste lo informe a la Organización de las Naciones Unidas.


Artículo 39.- La infracción a lo dispuesto en el artículo 4°  estará sujeta al control y fiscalización del Servicio Nacional de Aduanas, el cual podrá aplicar a la persona que porte o transporte moneda en efectivo o instrumentos negociables al portador y que no los hubiere declarado, una multa a beneficio fiscal de hasta un treinta por ciento de la moneda en efectivo o del valor de dichas monedas o instrumentos no declarados, y tomará en especial consideración, el monto de los valores no declarados.


Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, el Servicio Nacional de Aduanas podrá retener el treinta por ciento de la moneda en efectivo o el cien por ciento de los instrumentos negociables al portador no declarados. En caso de oposición a la retención, los funcionarios del Servicio podrán requerir directamente el auxilio de la fuerza pública, de conformidad con lo establecido en el artículo 24 y en el Título VI, ambos de la Ley Orgánica del Servicio Nacional de Aduanas.


La retención establecida en este artículo deberá ser notificada a la persona en el mismo acto, haciendo mención expresa y por escrito de los hechos que la constituyen, de las normas infringidas, la identificación de la persona a la que se ha efectuado la retención, la sanción que podría ser impuesta y los demás hechos fundantes que dieron lugar a la retención.


La imposición de la multa definitiva o la reclamación de la misma, se sujetará al procedimiento establecido en el Título II del Libro Tercero de la Ordenanza de Aduanas, salvo lo que dispone el inciso cuarto del artículo 185 del mencionado cuerpo legal.


Artículo 40.- Todas las personas naturales o jurídicas indicadas en el inciso primero del artículo 3° de esta ley, que sean o no supervisadas por alguna superintendencia, y sin perjuicio de su obligación de designar un funcionario responsable ante la Unidad de Análisis Financiero, deberán inscribirse en un registro que la Unidad mantendrá de acuerdo a lo dispuesto en la letra d) del artículo 2° de esta ley, y que deberá implementar en el plazo de 90 días hábiles contado desde la publicación de esta ley en el Diario Oficial.


Una vez inscritas, las personas indicadas en el inciso anterior deberán informar a la Unidad de Análisis Financiero, cualquier cambio relevante en su situación legal, en los términos que señalen las instrucciones generales que para estos efectos dictará la Unidad.


La Unidad de Análisis Financiero podrá hacer público el nombre y el rol único tributario de las personas naturales y las personas jurídicas señaladas en el artículo 3° de esta ley y que se registren de acuerdo al presente artículo.


Artículo 41.- El funcionario público que, en razón de su cargo, tome conocimiento de alguno de los delitos contemplados en los artículos 6°, 7°, 13 y 31 de esta ley y omita denunciarlo al Ministerio Público, a los funcionarios de Carabineros de Chile o de la Policía de Investigaciones, o ante cualquier tribunal con competencia en lo criminal, será castigado con presidio menor en sus grados medio a máximo y multa de cuarenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales.”. 


Artículo 2°.- Agrégase, en el inciso final del artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 707, de 1982, del Ministerio de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques, luego del punto aparte (.) que pasa a ser seguido (.), el siguiente párrafo:


“Asimismo, en las investigaciones seguidas por los delitos establecidos en los artículos 27 y 28 de la ley N° 19.913, el Ministerio Público, con autorización del juez de garantía, otorgada por resolución fundada dictada en conformidad con el artículo 236 del Código Procesal Penal, podrá requerir la entrega de todo antecedente relacionado con cuentas corrientes bancarias, incluidos, entre otros, sus movimientos completos, saldos, estados de situación y demás antecedentes presentados para su apertura, de personas, comunidades, entidades o asociaciones de hecho que sean objeto de la investigación y que se relacionen con aquélla.”.


Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el decreto con fuerza de ley Nº 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, que fijó el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indica: 


1) Intercálase, en el inciso final del artículo 14, a continuación del acrónimo “(RUT)”, la frase: “, la identificación del tipo de cuenta o producto y su número de registro interno”.


2) Agrégase, en el artículo 154, el siguiente inciso final:

“Con todo, en las investigaciones seguidas por los delitos establecidos en los artículos 27 y 28 de la ley Nº 19.913, los fiscales del Ministerio Público, con autorización del juez de garantía, otorgada por resolución fundada dictada en conformidad con el artículo 236 del Código Procesal Penal, podrán requerir la entrega de todos los antecedentes o copias de documentos sobre depósitos, captaciones u otras operaciones de cualquier naturaleza, de personas, comunidades, entidades o asociaciones de hecho que sean objeto de la investigación y que se relacionen con aquélla.


Artículo transitorio.- El primer sorteo para designar a los dos ministros de la Corte de Apelaciones de Santiago, para los efectos de dar cumplimiento a lo dispuesto en el párrafo segundo de la letra b) del inciso primero del artículo 2º y en el inciso cuarto del artículo 38, ambos de la ley N° 19.913, se realizará dentro de los quince días siguientes a la publicación de esta ley en el Diario Oficial.”.

.-.-.-.-





Acordado en sesiones celebradas los días 24 de septiembre, 1 y 8 de octubre, todos del 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Felipe Harboe Bascuñán (Presidente), Alfonso de Urresti Longton (Presidente accidental), Pedro Araya Guerrero, Alberto Espina Otero y Hernán Larraín Fernández, y los Honorables Diputados señora Marisol Turres Figueroa, y señores Guillermo Ceroni Fuentes, Fuad Chahin Valenzuela, Cristián Monckeberg Bruner y Leonardo Soto Ferrada.




Sala de la Comisión Mixta, a 10 de octubre de 2014.

(Fdo.): Rodrigo Pineda Garfias, Secretario de la Comisión.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES BIANCHI, ESPINA, GIRARDI, LARRAÍN, LETELIER, PIZARRO Y TUMA, CON EL QUE CONDENAN EL ASESINATO DEL MINISTRO DEL ESTADO PALESTINO ZIAD ABU EIN COMETIDO POR AGENTES DEL ESTADO ISRAELÍ

(S 1.776-12)

CONSIDERANDO;

1º Que la comunidad internacional se ha visto conmocionada por la noticia de que el Ministro del Gobierno Palestino ZIAD ABU EIN falleció fruto de la golpiza que recibió por parte de agentes del Estado de Israel, que reprimían a un grupo de manifestantes pacíficos, que trataban de sembrar en suelo palestino plantas de olivo en protesta por la continuidad de la política de asentamientos hebreos en suelo palestino.

2° Que esta situación por su violencia y significado  merece ser condenada con toda energía por todos los hombres y mujeres de buena voluntad que aman y buscan la paz, sin importar su nacional, rango o adscripción política.

3º Que este atentado al derecho a la vida de  un alto dignatario del Estado de Palestina, supone, en los hechos una grave amenaza para la estabilidad política de la Región y un daño enorme a los esfuerzos desplegados por muchos estados para acercar posiciones y obtener un estado de convivencia pacífico en Oriente Medio.

Los senadores que suscribimos venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

EL SENADO ACUERDA:

1.- Expresar su condena al asesinato del Ministro del Gobierno de Palestina, don ZIAD ABU EIN, haciendo llegar sus sentidas s condolencias al Gobierno palestino a través de su Embajada en Chile.

2.- Oficiar al señor Ministro de Relaciones Exteriores con la finalidad de que nuestro país condene de manera pública estos hechos como asimismo, ante los organismos multilaterales de rigor y demande una investigación independiente de los hechos y la sanción de los responsables. Y asimismo, promueva en el seno del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas la integración del Estado de Palestina como miembro permanente y con plenos derechos en dicho organismo, única manera de asegurar la legalidad internacional en la zona.

(Fdo.): Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Alberto Espina Otero, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA LA SUBSECRETARÍA DE EDUCACIÓN PARVULARIA, LA INTENDENCIA DE EDUCACIÓN PARVULARIA Y MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES

(9.365-04)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.


A la sesión en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Alejandro Navarro Brain.

Asimismo, concurrieron:

Del Ministerio de Educación: el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; la Coordinadora de Primera Infancia, señora María Isabel Díaz; los Asesores, señora Pamela Godoy y señores Felipe Torrealba, Hugo Arias y Exequiel Silva; y la Jefa de Comunicaciones, señora Tatiana Klima.

De la Junta Nacional de Jardines Infantiles, JUNJI: la Vicepresidenta, señora Desirée López de Maturana; el Jefe de Gabinete, señor Leandro Rojas; la Directora Regional de Valparaíso, señora Priscila Corsi; su Jefa de Gabinete, señora Carolina Morales; el Asesor, señor Gerardo Vergara; y la Periodista, señora María Elizabeth Pérez.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: los Asesores, señorita Marcia González y señor Ítalo Jaque.
De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Analista, señor Mauricio Holz.
Del Centro Latinoamericano de Periodismo, CELAP: el Asesor Legislativo, señor Juan Pablo Briones.
De la oficina de la Honorable Senadora señora Von Baer: el Asesor, señor Agustín Briceño.
De la Oficina del Honorable Senador señor Allamand: el Asesor, señor Sebastián Bozzo.
De la Oficina del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio: el Asesor, señor José Luis Batlle.

- - -


Cabe hacer presente que el proyecto debe ser considerado, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite conferido a su ingreso a esta Corporación.
- - -

Se deja constancia de que, el día 11 de septiembre del año en curso, la Asociación de Funcionarios de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, APROJUNJI, hizo llegar a la Secretaría de la Comisión un documento en el que se formulan observaciones a la normativa propuesta. Dicho documento se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

Es necesario tener en consideración que el artículo 3° de la iniciativa de ley en informe tiene el carácter de norma orgánica constitucional, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del N° 11 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, por lo que requiere para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, según lo dispone el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: 1, 2, 4, 5, 6, 8, 9 y 10 permanentes y artículos transitorios.






2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 3, 4, 7 y 9.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 2 y 8.



4.- Indicaciones rechazadas: no hay



5.- Indicaciones retiradas: números 1, 5 y 6.



6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, que se describen, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.
Artículo 3º

Establece las funciones y atribuciones que corresponderán, especialmente, a la Subsecretaría de Educación Parvularia.

Letra b)

Dispone que deberá proponer, al Ministro de Educación, normas legales y reglamentarias que regulen la educación inicial. Al respecto, consagra que, particularmente, deberá sugerirle disposiciones relativas a los requisitos para obtener el reconocimiento oficial del Estado y la autorización de funcionamiento de establecimientos de educación parvularia, cuando corresponda.

La indicación número 1), de la Honorable Senadora señora Von Baer, sugiere eliminar de las funciones de la Subsecretaría de Educación Parvularia la proposición de normas legales y reglamentarias que digan relación con los requisitos que los establecimientos de educación preescolar deberán cumplir para obtener el reconocimiento oficial y la autorización de funcionamiento.

El Ministro de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre, no compartió la indicación en estudio, ya que la proposición de normas legales y reglamentarias relativas a los requisitos para obtener el reconocimiento oficial y la autorización de funcionamiento constituye una materia esencial de la Subsecretaría que se crea en virtud de este proyecto de ley.

Por su parte, el Honorable Senador señor Rossi puso de relieve que la indicación de la Honorable Senadora señora Von Baer podría acogerse si la letra b) del artículo 3° encomendara a la Subsecretaría de Educación Parvularia la misión de otorgar la autorización de funcionamiento a los establecimientos que imparten educación inicial. Sin embargo, notó que el referido literal se limita a encargarle la función de proponer al Secretario del ramo normas legales y reglamentarias sobre el particular.

La Honorable Senadora señora Von Baer, si bien compartió la precisión realizada por el Presidente de la Comisión, dejó constancia de que el literal objeto de indicación sólo tendría sentido si el proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles
 se transforma en ley.

Sobre el particular, la Asesora del Ministerio de Educación, señora Pamela Godoy, comentó que si bien hacer referencia a una normativa que aún no se transforma en ley no es lo ideal, en la legislación educacional había antecedentes de ello. Ejemplificando su aseveración, recordó que la Ley General de Educación hizo mención a la Superintendencia de Educación y a la Agencia de Calidad, en circunstancias que la iniciativa legal que consideraba su creación, posterior ley N° 20.529, era un mero proyecto.

- En virtud de lo anterior, la Honorable Senadora señora Von Baer retiró la indicación número 1), de su autoría.
Letra e)

Establece que la nueva Subsecretaría deberá elaborar y proponer, al Ministro de Educación, las políticas y programas que fomenten el acceso de los párvulos a la educación inicial.

El Honorable Senador señor Montes formuló la indicación número 2), para agregar que dichas políticas y programas, además, deberán asegurar la continuidad del proceso educativo hacia la educación básica.

- Puesta en votación la indicación número 2), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Letra f)

Dispone que la Subsecretaría deberá otorgar, por medio del procedimiento administrativo correspondiente, el reconocimiento oficial a los establecimientos que impartan educación prebásica.

La indicación número 3), de la Honorable Senadora señora Von Baer, propone eliminar la función en análisis.

La Honorable Senadora señora Von Baer explicó que la indicación presentada se justifica toda vez que, de conformidad a lo dispuesto en la Ley General de Educación, el reconocimiento oficial es entregado por el Secretario Regional Ministerial de Educación correspondiente
. En consecuencia, advirtió que de mantenerse la redacción aprobada en general para el literal f) del artículo 3°, se presentará una colisión de competencias.

El señor Ministro de Educación compartió la observación de la legisladora y, por lo tanto, apoyó la indicación objeto de análisis.

- Puesta en votación la indicación número 3), resultó aprobada por la totalidad de los miembros de esta instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Letra g)

Dispone que la Subsecretaría otorgará a los establecimientos que impartan educación inicial autorización para funcionar, en conformidad a la ley.

La Honorable Senadora señora Von Baer presentó la indicación número 4), para suprimir dicha atribución de aquellas las que serán de competencia de la Subsecretaría objeto de creación.

Con un planteamiento similar al consignado con ocasión del análisis de la indicación número 3, la Honorable Senadora señora Von Baer subrayó que, según lo dispuesto en el proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (Boletín N° 8.859-04)
, dicha certificación es competencia del Secretario Regional Ministerial de Educación correspondiente y no de la Subsecretaría de Educación Parvularia. En consecuencia, llamó a acoger la indicación objeto de estudio, a fin de evitar colisiones entre ambas propuestas legales.
- Puesta en votación, la indicación número 4) fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Letra i)

Establece, dentro de la lista de atribuciones y funciones de la nueva Subsecretaría, el diseño de programas de apoyo técnico-pedagógico para las instituciones públicas y privadas que presten servicios educacionales en el nivel parvulario y que reciban financiamiento estatal.
Sobre esta letra recayó la indicación número 5), de la Honorable Senadora señora Von Baer, para extender los aludidos programas a todos los establecimientos públicos y privados que impartan educación preescolar.

Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Von Baer estimó que los programas de apoyo técnico-pedagógico debieran beneficiar a todos los establecimientos que imparten educación inicial y no sólo a aquellos que reciban financiamiento del Estado. Agregó que ello permitiría elevar el nivel de la educación entregada a todos los niños y niñas del país.

El Honorable Senador señor Rossi celebró la indicación de la Honorable Senadora señora Von Baer y precisó que los referidos programas serían elaborados una vez y quedarían a disposición de quienes los requieran, tal como ocurre, actualmente, con los reglamentos de convivencia en materia de educación escolar.

La Coordinadora de Primera Infancia del Ministerio de Educación, señora María Isabel Díaz, estimó que los programas de apoyo técnico-pedagógico a que se refiere el literal i) del artículo 3° debieran quedar circunscritos a aquellos establecimientos que, impartiendo educación parvularia, reciben financiamiento del Estado. Añadió que la propuesta de la Honorable Senadora señora Von Baer podría conducir a que los establecimientos particulares pagados exigieran a la nueva Subsecretaría dichos programas.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en tanto, planteó que lo central era dilucidar si el diseño de dichos programas constituía una facultad o un deber de la Subsecretaría de Educación Parvularia.

Al respecto, el Honorable Senador señor Rossi hizo ver que el literal objeto de indicación establece que será misión de la nueva Subsecretaría diseñar programas de apoyo técnico-pedagógico y no la implementación de los mismos.

La Honorable Senadora señora Von Baer insistió en que los programas diseñados por la Subsecretaría de Educación Parvularia debieran estar a disposición de todos los establecimientos de educación inicial, sin importar su naturaleza. Reiteró que ello redundaría en el mejoramiento de la calidad de dicho nivel educativo. 

El titular de Educación consignó que la Subsecretaría de Educación Parvularia diseñaría programas generales de ayuda técnica-pedagógica y, en consecuencia, desterró la posibilidad que la función encomendada en la letra i) se tradujera en programas de asistencia técnica específicos para cada institución. Con todo, consideró que el referido diseño constituía un deber y no una facultad, pudiendo, en consecuencia, los establecimientos requerirlos a esta nueva instancia.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, insistió en que si el diseño de dichos programas tenía un carácter vinculante debía quedar circunscrito a las instituciones que reciben financiamiento estatal. A mayor abundamiento y a la luz de la explicación del señor Ministro de Educación, juzgó que acoger la indicación de la Honorable Senadora señora Von Baer podría significar una imposición de los citados programas a las instituciones privadas que no reciben aportes del Estado.

En relación con este último punto y reforzando los planteamientos del señor Ministro de Educación, la Asesora del Ministerio de Educación, señora Pamela Godoy, aclaró que la intención del Ejecutivo era que el diseño de los aludidos programas constituyera una obligación para la Subsecretaría de Educación Parvularia y, en consecuencia, que cualquier establecimiento que reciba financiamiento estatal pudiera exigírselos.

El Honorable Senador señor Allamand, a partir de la explicación del señor Ministro de Educación, arguyó que la redacción de la letra i) del artículo 3° consagra como función de Subsecretaría de Educación Inicial diseñar programas de apoyo técnico-pedagógico. Añadió que sólo si la obligación consistiera en implementarlos, los establecimientos privados que no reciben aportes del Estado y que imparten dicho nivel educativo podrían verse afectados.

La Vicepresidenta de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, señora Desirée López de Maturana, notó la importancia que dichos programas estuvieran a disposición de todos los establecimientos de educación parvularia. En el mismo sentido, sentenció que el Estado tiene la obligación de ser garante de que la educación inicial proporcionada sea de calidad.

- Como consecuencia del intercambio de ideas que se ha transcrito precedentemente, la indicación número 5) fue retirada por su autora.

Artículo 7°

Agrega dos nuevos incisos al artículo 99 de la ley N° 20.529, de 2011, que establece un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización.

El primero de ellos precisa que la organización interna de la Superintendencia de Educación considerará una Intendencia de Educación Parvularia, instancia que tendrá la misión de fijar criterios técnicos para orientar el ejercicio de las funciones de dicho órgano respecto de las instituciones que impartan educación inicial y que estén reconocidas oficialmente por el Estado o que cuenten con autorización de funcionamiento, según sea el caso. 

El segundo, en tanto, puntualiza que la citada Intendencia estará a cargo de un Intendente de Educación Parvularia, directivo que estará afecto al segundo nivel jerárquico de la Superintendencia para los efectos del artículo trigésimo séptimo de la ley que regula la nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica.

Respecto de dicho precepto, la Honorable Senadora señora Von Baer propuso la indicación número 6), para suprimir, en el primero de los incisos que se propone agregar al artículo 99 de la ley N° 20.529, la referencia a los establecimientos que cuenten con autorización de funcionamiento.

- La indicación número 6) fue retirada por su autora.

Artículo 11

Dispone que la obligación de la Subsecretaría de Educación Parvularia de otorgar la autorización de funcionamiento a los establecimientos que impartan educación inicial comenzará a regir una vez que entre en vigencia la ley que crea dicha autorización
.

En relación con esta norma, la Honorable Senadora señora Von Baer formuló la indicación número 7), para eliminarla.

Al respecto, la Honorable Senadora señora Von Baer, al igual como lo precisara precedentemente, recordó que la autorización de funcionamiento es una materia de competencia de los Secretarios Regionales Ministeriales de Educación y no de la Subsecretaría de Educación Parvularia. En ese mismo orden de ideas, agregó que el literal g) del artículo 3°, que se refería a esta materia, fue suprimido como consecuencia de la aprobación de la indicación número 4), por lo que correspondía proceder de la misma manera. 

- Puesta en votación la indicación número 7), contó con la aprobación de la totalidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

- - -

En seguida, el Honorable Senador señor Montes presentó la indicación número 8), para incorporar un nuevo artículo permanente al proyecto de ley. Dicho precepto busca introducir modificaciones en el literal c) del inciso primero del artículo 89 de la Ley General de Educación. 

La referida norma se refiere a la integración del Consejo Nacional de Educación. El citado literal, en tanto, establece que cuatro de los diez integrantes de dicho órgano, que deberán ser ratificados por el Senado, previa proposición de Su Excelencia el Presidente de la República, deberán ser académicos o profesionales de reconocido prestigio. Adicionalmente, precisa que dos de ellos tendrán que contar con un reconocido prestigio en el área de la educación parvularia, básica o media. 

La indicación propone, en cambio, que, al menos, tres de las cuatro personas cuenten con dicha calificación, correspondiendo uno a cada nivel de enseñanza. 

La Coordinadora de Primera Infancia del Ministerio de Educación celebró la indicación del Honorable Senador señor Montes, toda vez que ello permitirá que, al menos, un representante del mundo de la educación parvularia integre el Consejo Nacional de Educación, lo que en la actualidad no necesariamente ocurre, ya que son sólo dos las personas que deben revestir dicha calidad, como por cuanto no se precisa que represente a cada nivel de enseñanza.

- Puesta en votación, la indicación número 8) fue aprobada, con modificaciones, por la totalidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

- - -

Finalmente, la indicación número 9) de la Honorable Senadora señora Von Baer, incorpora un nuevo artículo transitorio a la iniciativa de ley en estudio. 

La disposición apunta a que cada vez que una norma jurídica haga referencia a la Subsecretaría de Educación, respecto de materias referidas a educación inicial, dicha alusión deberá entenderse realizada a la Subsecretaría de Educación Parvularia.


La Comisión estuvo de acuerdo con esta proposición, toda vez que ella tiene por finalidad actualizar la normativa jurídica, de manera que ella sea concordante con la Subsecretaría que se crea en virtud de este proyecto de ley.
- La indicación número 9) fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

- - -
Se deja constancia de que la Comisión autorizó a la Secretaría para realizar enmiendas de carácter formal, cuya mención en tal carácter se registra en el capítulo de modificaciones.
- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo 1º

Sustituir la expresión “el desarrollo integral” por “la formación integral”.

(adecuación formal)

Artículo 2º

Inciso primero

Reemplazar la frase “Le corresponderá a la Subsecretaría colaborar con el Ministro de Educación,” por “La Subsecretaría deberá colaborar con el Ministro de Educación”.

(adecuación formal)
Inciso segundo
Sustituirlo por el siguiente:

“Asimismo, deberá coordinar los servicios públicos del sector que impartan dicho nivel educativo, así como promover y fomentar en los distintos sectores de la sociedad, en especial en el ámbito de las familias, la educación parvularia, como un inicio temprano del proceso de aprendizaje de niños y niñas.”

(adecuación formal)
Artículo 3º
Inciso primero

Encabezamiento

Sustituirlo por el siguiente: “Artículo 3°.- La Subsecretaría tendrá, especialmente, las siguientes funciones y atribuciones:”

(adecuación formal)
Letra b)

Reemplazar la expresión “Educación Parvularia” por “educación parvularia” y sustituir la expresión “en lo relativo a” por “, aquellas relativas a”.

(adecuación formal)

Letra d)

Suprimir la frase “de acuerdo a sus funciones”.

(adecuación formal)

Letra e)

Agregar, a continuación de la voz “Parvularia”, la frase: “y a garantizar la continuidad del proceso educativo hacia la educación básica”.
(Unanimidad 5x0. Indicación número 2)

Asimismo, sustituir la expresión “Educación Parvularia” por “educación parvularia”.

(adecuación formal)

Letra f)

Eliminarla.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 3)

Letra g)

Suprimirla.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 4)

Letra h)

Pasa a ser letra f), sustituyendo la expresión “Educación Parvularia” por “educación parvularia”.
(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y adecuación formal.)

Letra i)

Pasa a ser letra g), sustituyendo la expresión “el nivel parvulario”, la segunda vez que aparece, por “dicho nivel”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y adecuación formal.)

Letra j)

Pasa a ser letra h), reemplazando la expresión “Educación Parvularia” por “educación parvularia”.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y adecuación formal.)

Letra k)

Pasa a ser letra i), en los mismos términos.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado)

Letra l)

Pasa a ser letra j), sustituyendo la expresión “Educación Parvularia” por “educación parvularia”.
(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y adecuación formal.)

Letra m)

Pasa a ser letra k), en los mismos términos.

(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado)

Letra n)

Pasa a ser letra l), sustituyéndola por la siguiente: 

“l) Las demás que la ley le encomiende.”
(Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y adecuación formal.)

Artículo 5°

Eliminar la expresión “de Educación Parvularia”.

(adecuación formal)

Artículo 6°

Número 1)

Letra b)

Reemplazar el encabezamiento por el siguiente: 

“Intercálase una letra c), nueva, del siguiente tenor:”

(adecuación formal)
Letra c)

Sustituirla por la siguiente:

c) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:

“El Ministro de Educación será subrogado por el Subsecretario de Educación y en caso de ausencia o impedimento de éste, por el Subsecretario de Educación Parvularia. Lo anterior se aplicará sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.”

(adecuación formal)
Artículo 7°

Encabezamiento

Agregar, a continuación del vocablo “Sistema”, la voz “Nacional”.

(adecuación formal)
Inciso segundo propuesto

Sustituir la expresión “la Superintendencia”, la segunda vez que ella aparece, por “aquella”. 

(adecuación formal)
Artículo 9°

Reemplazarlo por el siguiente: 
“Artículo 9°.- Créase en la planta de personal de la Superintendencia de Educación, establecida en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Educación, de 2012, un cargo de “Intendente de Educación Parvularia”, directivo afecto al segundo nivel jerárquico a que se refiere el Título VI de la ley N° 19.882, grado 2.”
(adecuación formal)

Artículo 11

Eliminarlo.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 7)

- - -

Incorporar como artículo 11, nuevo, el que sigue:

“Artículo 11.- Reemplázase, en la letra c) del inciso primero del artículo 89 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370, la frase “debiendo dos de ellos contar con un reconocido prestigio en el área de la educación parvularia, básica o media”, por “debiendo, al menos, tres de ellos contar con un reconocido prestigio en el área de la educación parvularia, básica o media, correspondiendo uno a cada nivel”.”.

(Aprobada, con modificaciones, por unanimidad 5x0. Indicación número 8)

- - -

Artículos Transitorios

Artículo segundo

Número 4)

Sustituirlo por el siguiente: 

“4) Determinar el número y precisar la calidad jurídica de funcionarios que se traspasarán por estamento a la Subsecretaría de Educación Parvularia y a la Superintendencia de Educación. La individualización del personal que se encuentre en dicha situación se realizará por decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por medio del Ministerio de Educación. A contar de la fecha de la transferencia, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso del personal se transferirán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.”

(adecuación formal)

Número 5)

Eliminar el número “5)”, reemplazando su redacción por la siguiente:

“Cuando el traspaso del personal titular de planta y a contrata se produzca entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldo, éste se realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la remuneración total que estos perciben, se trate de una diferencia positiva o negativa.

La determinación de la remuneración total se realizará excluyendo las horas extraordinarias, la asignación de funciones críticas, los aguinaldos, los bonos especiales y las asignaciones familiares.”

(adecuación formal)

Número 6)

Pasa a ser número 5) en los mismos términos.
(adecuación formal)

Número 7)

Pasa a ser número 6), sustituyendo las oraciones segunda, tercera, cuarta y quinta por las siguientes:

“En especial, establecer el número de cargos para dichas plantas, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882, cuando corresponda. Además, establecer las normas de encasillamiento del personal de las plantas antes señaladas. Asimismo, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de la nueva planta que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado, conforme a lo dispuesto en el numeral 4) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar el cargo por cualquier causa. Adicionalmente, podrá dictar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en los artículos 1° de la ley N° 19.553, 5° de la ley N° 19.528 y 17 de la ley N° 18.091.”

(adecuación formal)

Número 8)

Eliminar el número “8)”.

(adecuación formal)

Número 9)

Pasa a ser número 7), sustituyendo la segunda oración por la siguiente:

“También, la fecha de entrada en vigencia de los traspasos y los encasillamientos que practique a las plantas señaladas en los numerales 1) y 2).”

(adecuación formal)
Número 10)

Pasa a ser número 8), reemplazando su redacción por la siguiente:

“8) Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Subsecretaría de Educación Parvularia y aquella en que la Superintendencia de Educación comenzará a ejercer las facultades de fiscalización que se le otorgan en la presente ley, respecto de los establecimientos que imparten educación parvularia.”

(adecuación formal)

Número 11)

Eliminar el número “11)”.

(adecuación formal)

Letra c)

Sustituirla por el siguiente inciso final:

“Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como, también, el tiempo computable para dicho reconocimiento.”

(adecuación formal)

Artículo cuarto

Eliminar la frase “A contar de la fecha de la publicación de la presente ley,” y reemplazar la expresión “Educación Parvularia” por “educación parvularia”. 

(adecuación formal)

- - -

Agregar un artículo transitorio, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo sexto.- Las referencias que las leyes, reglamentos y demás normativa vigente hagan a la Subsecretaría de Educación en materias de educación parvularia, deberán entenderse hechas a la Subsecretaría de Educación Parvularia.”.
(Unanimidad 5x0. Indicación número 9)

- - -

TEXTO DEL PROYECTO:

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Título I

De la Subsecretaría de Educación Parvularia

Artículo 1°.- Créase la Subsecretaría de Educación Parvularia, en adelante la “Subsecretaría”, que será el órgano de colaboración directa del Ministro de Educación en la promoción, desarrollo y coordinación de la educación parvularia de calidad para la formación integral de niños y niñas, desde su nacimiento hasta su ingreso a la educación básica.

Artículo 2°.- La Subsecretaría deberá colaborar con el Ministro de Educación en la elaboración, coordinación, aplicación y evaluación de políticas y programas en materias destinadas al desarrollo y promoción de la educación parvularia.

Asimismo, deberá coordinar los servicios públicos del sector que impartan dicho nivel educativo, así como promover y fomentar en los distintos sectores de la sociedad, en especial en el ámbito de las familias, la educación parvularia, como un inicio temprano del proceso de aprendizaje de niños y niñas.

Artículo 3°.- La Subsecretaría tendrá, especialmente, las siguientes funciones y atribuciones:
a) Proponer al Ministro de Educación las políticas, planes y programas en las materias relativas a la educación parvularia.
b) Proponer al Ministro de Educación las normas legales y reglamentarias que regulen la educación parvularia, en particular aquellas relativas a los requisitos para obtener el reconocimiento oficial del Estado y la autorización de funcionamiento de establecimientos de educación parvularia, cuando corresponda. 
c) Elaborar y proponer al Ministro de Educación las bases curriculares, programas de estudio, adecuaciones curriculares y modalidades educativas aplicables al nivel parvulario, los cuales deberán ser aprobados por el Consejo Nacional de Educación, de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 86 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 2010.
d) Elaborar y proponer al Ministro de Educación un Plan Nacional de Aseguramiento de la Calidad de Educación Parvularia, que contemple estándares de calidad y un sistema de acreditación para establecimientos que impartan educación en dicho nivel, que ejecutará la Agencia de Calidad de la Educación, conforme a la ley Nº 20.529.
e) Elaborar y proponer al Ministro de Educación políticas y programas destinados a fomentar el acceso de los niños y niñas a la educación parvularia y a garantizar la continuidad del proceso educativo hacia la educación básica.
f) Desarrollar estadísticas, indicadores, estudios e investigaciones relativas a la educación parvularia, en especial a la enseñanza y aprendizaje, y administrar los sistemas de información del Ministerio en el ámbito de su competencia.  
g) Diseñar programas de apoyo técnico-pedagógico en el nivel parvulario para las instituciones públicas y privadas que reciban financiamiento estatal y que presten servicios educacionales en dicho nivel. 
h) Establecer mecanismos de coordinación con distintos organismos públicos e instituciones privadas, nacionales e internacionales, con competencias en el sector de educación parvularia.
i) Establecer mecanismos de coordinación con instituciones que formen personal docente y técnico en el nivel de educación parvularia.
j) Participar y representar oficialmente al Ministerio de Educación, a nivel nacional e internacional, en el ámbito de la educación parvularia con instituciones públicas, privadas y con organismos internacionales.
k) Celebrar toda clase de actos y contratos con instituciones públicas o privadas, y
l) Las demás que la ley le encomiende.

Artículo 4°.-Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación determinará la organización interna de la Subsecretaría, de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1-19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. 

Artículo 5°.- El personal de la Subsecretaría estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria. 

Título II

Otras Normas

Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.956, que Reestructura el Ministerio de Educación: 

1) En el artículo 3°: 

a) En su letra b), a continuación de la palabra “Subsecretaría”, agrégase el vocablo: “de Educación”.

b) Intercálase una letra c), nueva, del siguiente tenor:
“c) “Subsecretaría de Educación Parvularia”.

c) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:

“El Ministro de Educación será subrogado por el Subsecretario de Educación y en caso de ausencia o impedimento de éste, por el Subsecretario de Educación Parvularia. Lo anterior se aplicará sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.”.
2) Intercálase, en su artículo 5°, a continuación de la palabra “Subsecretaría”, la frase “de Educación”. 

Artículo 7°.- Agrégase, en el artículo 99 de la ley N° 20.529, que crea un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización, los siguientes incisos segundo y tercero,  nuevos:
“La organización interna de la Superintendencia considerará una Intendencia de Educación Parvularia, encargada de fijar los criterios técnicos que permitan orientar el ejercicio de las atribuciones de aquella respecto de establecimientos educacionales que impartan educación parvularia y que cuenten con reconocimiento oficial del Estado o autorización, en su caso.
La Intendencia estará a cargo de un Intendente de Educación Parvularia, directivo afecto al segundo nivel jerárquico de la Superintendencia, para los efectos del artículo trigésimo séptimo de la ley 19.882.”.

Artículo 8°.- Introdúcense las siguientes enmiendas en la ley N° 17.301, que crea la corporación denominada Junta Nacional de Jardines Infantiles:

1) En el artículo 1º:
a) En el inciso primero, sustitúyese la expresión “promover, estimular y supervigilar” por “promover y estimular”.

b) Elimínase el inciso segundo.
2) Reemplázase en su artículo 15, la expresión “El Ministerio de Educación Pública” por “La Subsecretaría de Educación Parvularia”.
3) Elimínase el inciso final del artículo 33.

Artículo 9°.- Créase en la planta de personal de la Superintendencia de Educación, establecida en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Educación, de 2012, un cargo de “Intendente de Educación Parvularia”, directivo afecto al segundo nivel jerárquico a que se refiere el Título VI de la ley N° 19.882, grado 2.
Artículo 10.- Agrégase, en el número 1 de la letra A) del artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Educación, de 2006, que fija plantas del personal, a continuación de la palabra “Subsecretario”, la expresión: “de Educación”. 

Artículo 11.- Reemplázase, en la letra c) del inciso primero del artículo 89 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370, la frase “debiendo dos de ellos contar con un reconocido prestigio en el área de la educación parvularia, básica o media”, por “debiendo, al menos, tres de ellos contar con un reconocido prestigio en el área de la educación parvularia, básica o media, correspondiendo uno a cada nivel.

Artículos Transitorios

Artículo primero.- El cargo de Intendente de Educación Parvularia, creado en el artículo 9º, podrá ser provisto, transitoria y provisionalmente, por un funcionario que asumirá de inmediato sus funciones, en tanto se efectúe el proceso de selección pertinente de acuerdo con la ley N° 19.882.

Artículo segundo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:
1) Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Educación Parvularia. El encasillamiento de esta planta podrá incluir personal del Ministerio de Educación.
2) Modificar la planta de personal de la Superintendencia de Educación, pudiendo crear, suprimir y transformar cargos. 
3) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios titulares de planta y de funcionarios a contrata desde el Ministerio de Educación a la Subsecretaría de Educación Parvularia y desde la Junta Nacional de Jardines Infantiles a la Superintendencia de Educación.
4) Determinar el número y precisar la calidad jurídica de funcionarios que se traspasarán por estamento a la Subsecretaría de Educación Parvularia y a la Superintendencia de Educación. La individualización del personal que se encuentre en dicha situación se realizará por decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por medio del Ministerio de Educación. A contar de la fecha de la transferencia, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso de personal se transferirán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.
Cuando el traspaso del personal titular de planta y a contrata se produzca entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldo, éste se realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la remuneración total que estos perciben, se trate de una diferencia positiva o negativa.

La determinación de la remuneración total se realizará excluyendo las horas extraordinarias, la asignación de funciones críticas, los aguinaldos, los bonos especiales y las asignaciones familiares.

5) Modificar la planta de personal de la Superintendencia de Educación para encasillar en nuevos grados a los funcionarios titulares de planta de los estamentos Fiscalizador y Profesional que hayan sido traspasados desde el Ministerio de Educación, en virtud del decreto supremo N° 338, del Ministerio de Educación, de 2012, siempre que se encuentren en funciones a la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento y perciban planilla suplementaria. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República podrá crear y suprimir cargos en las plantas antes señaladas. Además, podrá fijar  los requisitos para el ingreso y promoción de los cargos nuevos y determinar la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento y supresión de cargos que determine.
El encasillamiento del personal indicado en el inciso anterior se llevará a cabo mediante resolución del Superintendente de Educación, sin sujeción a las normas del artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. El encasillamiento de dichos funcionarios también podrá realizarse en cargos que se encuentren vacantes en las plantas señaladas en el inciso anterior.
El encasillamiento a que se refiere este numeral se realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la remuneración total que éstos perciben, se trate de una diferencia positiva o negativa. Para su determinación se considerará la suma total de haberes brutos mensualizados que percibe cada funcionario, inclusive la planilla suplementaria, excluidos sólo los pagos por trabajos extraordinarios y los aguinaldos, bonos de escolaridad y bono especial establecidos en la ley de reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público. Para este efecto, podrá encasillarse en un estamento distinto al de origen y no serán exigibles los requisitos que se establecen en el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 4, de 2012, del Ministerio de Educación.
Cualquiera diferencia de remuneraciones que genere este encasillamiento deberá ser pagada por planilla suplementaria, a la que se le aplicará el porcentaje de reajuste que se fije anualmente para las remuneraciones de los funcionarios públicos, y que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que corresponda al funcionario. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.
Los cambios de grados que se produzcan como efecto del encasillamiento no serán considerados promoción o ascenso. Los funcionarios encasillados conforme a este numeral conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.
6) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas a que se refieren los numerales 1) y 2) de este artículo. En especial, establecer el número de cargos para dichas plantas, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882, cuando corresponda. Además, establecer las normas de encasillamiento del personal de las plantas antes señaladas. Asimismo, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de la nueva planta que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado, conforme a lo dispuesto en el numeral 4) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar el cargo por cualquier causa. Adicionalmente, podrá dictar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en los artículos 1° de la ley N° 19.553, 5° de la ley N° 19.528 y 17 de la ley N° 18.091.
Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la entrada en vigencia del o los decretos con fuerza de ley señalados precedentemente. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley y aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.
7) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije. También, la fecha de entrada en vigencia de los traspasos y los encasillamientos que practique a las plantas señaladas en los numerales 1) y 2). Igualmente, fijará la dotación máxima de personal de la Subsecretaría de Educación Parvularia y de la Superintendencia de Educación, las cuales no estarán afectas a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, respecto de los empleos a contrata incluidos en la dotación.
8) Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Subsecretaría de Educación Parvularia y aquella en que la Superintendencia de Educación comenzará a ejercer las facultades de fiscalización que se le otorgan en la presente ley, respecto de los establecimientos que imparten educación parvularia.
El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes limitaciones, respecto del personal al que afecte:
a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento.
b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones  ni modificaciones de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.
Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como, también, el tiempo computable para dicho reconocimiento. 

Artículo tercero.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Subsecretaría de Educación Parvularia y transferirá a ella los fondos de las entidades que traspasan personal y bienes necesarios para que cumpla sus funciones, pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, ítems, asignaciones  y glosas presupuestarias que sean pertinentes.
Asimismo, podrá modificar el presupuesto de la Superintendencia de Educación y de la Junta Nacional de Jardines Infantiles para el cumplimiento de la presente ley, pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo cuarto.- La Junta Nacional de Jardines Infantiles seguirá ejerciendo la labor de supervigilancia, establecida en la ley N° 17.301, hasta la fecha en que la Superintendencia de Educación comience a ejercer las facultades de fiscalización que se le otorgan en la presente ley. A contar de esta última fecha, la Superintendencia de Educación fiscalizará los establecimientos que imparten educación parvularia que estén empadronados o autorizados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles. Esta fiscalización la ejercerá de acuerdo a las facultades que la ley N°17.301 asigna a la Junta Nacional de Jardines Infantiles. 
Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley, durante el primer año de su aplicación, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, de la ley de Presupuestos del Sector Público.

Artículo sexto.- Las referencias que las leyes, reglamentos y demás normativa vigente hagan de la Subsecretaría de Educación en materias de educación parvularia, deberán entenderse hechas a la Subsecretaría de Educación Parvularia.”.

- - -


Tratado y acordado en sesión celebrada el día 9 de septiembre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señor Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala, Jaime Quintana Leal e Ignacio Walker Prieto.


Sala de la Comisión, a 23 de septiembre de 2014.

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA LA SUBSECRETARÍA DE EDUCACIÓN PARVULARIA, LA INTENDENCIA DE EDUCACIÓN PARVULARIA Y MODIFICA DIVERSOS CUERPOS LEGALES

(9.365-04)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “simple”.

A las sesiones en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Educación, el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; la Jefa de Comunicaciones, señorita Tatiana Klima; los asesores, señoras María José Solano, María Isabel Díaz y Pamela Godoy, y señores Exequiel Silva, Hugo Arias, Felipe Torrealba y Patricio Espinoza.

De la Dirección de Presupuestos, la abogada, señora María Soledad Torrents.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los asesores, señores Giovanni Semería y Héctor Valladares, y el Coordinador, señor Nicolás Mena.

Del Instituto Igualdad, la asesora, señorita Lía Arroyo.

El asesor del Honorable Senador señor García, señor Tomás Zamora.

El asesor del Honorable Senador Montes, señor Gabriel Galaz.

De la Asociación Nacional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles (AJUNJI), la Presidenta Nacional, señora Julia Requena; la Directora Nacional, señora Angélica Vargas; la Tesorera General, señora Magaly Lamatta, la Secretaria Nacional, señora Grimilda Bruna, y el Periodista, señor Carlos Concha.

De la Asociación Pro Funcionarios JUNJI (APROJUNJI), el Presidente Nacional, señor Christian San Martín, y el Secretario General, señor Bernabé Vilaxa.

- - -


Cabe hacer presente que el proyecto fue considerado previamente, en segundo informe, por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


Posteriormente, una vez que la Comisión de Hacienda inició su conocimiento, la Sala del Senado, en sesión de 18 de noviembre de 2014, abrió un nuevo plazo para la presentación de indicaciones, hasta el día 4 de diciembre de 2014, a las 12:00 horas, en la Secretaría de la Comisión.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


La Comisión de Hacienda se remite, al efecto, a lo consignado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe.

- - -


Para efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia que la Comisión de Hacienda realizó enmiendas respecto de las siguientes disposiciones del texto aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: artículos 1° y 7°, y artículos primero, segundo, tercero y cuarto transitorios.

Se hace presente que esta  constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la precitada Comisión, y sólo guarda relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda.

- - -

Previo a la discusión de los asuntos de competencia de la Comisión, el Ministro de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre, manifestó que el objetivo del proyecto de ley es perfeccionar la institucionalidad de la educación parvularia, sobre la base de separar y radicar en distintas instancias la función de provisión y diseño de políticas, por una parte, y la de fiscalización, por otra. Al día de hoy, indicó, la Junta Nacional de Jardines Infantiles (JUNJI) concentra las atribuciones de dictaminar políticas, proveer el servicio y fiscalizar.

Tal es la razón por la que en esta ocasión se establece, de manera clara, que la institución encargada de determinar las políticas del ramo será una Subsecretaría de Educación Parvularia, mientras que la fiscalización de que esas políticas se lleven a cabo corresponderá a la Intendencia de Educación Parvularia. A lo anterior debe añadirse el rol que cumple la Agencia de Calidad de la Educación, que ya se encuentra en funcionamiento y que cuenta, entre sus cometidos, con el de velar por el aseguramiento de la calidad de la educación en el nivel inicial. 

Sobre el rol que corresponderá desempeñar a la precitada Intendencia, en particular, observó que se ha optado por incorporarla dentro de la estructura ya existente de la Superintendencia de Educación y no por crear una nueva Superintendencia, habida cuenta que las funciones de fiscalización tienen un carácter más bien genérico y no tan específico en la edad de los niños que integran la educación parvularia.

Hizo referencia, por otra parte, a que en forma paralela a la presente iniciativa se encuentra en tramitación el proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (boletín N° 8.859-04), que tiene por objeto el aseguramiento de condiciones mínimas de funcionamiento en dichos establecimientos, cualquiera sea el prestador. Fruto del debate legislativo, señaló, se ha acordado que, para poder operar, absolutamente todos los jardines deberán obtener una autorización de funcionamiento; pero los que reciben financiamiento del Estado deberán, además, acceder a reconocimiento oficial para poder hacerlo. 

Finalmente, puso en conocimiento de la Comisión que, en un primer momento, el Ejecutivo estimó pertinente que parte de la planta de la nueva Intendencia de Educación Parvularia fuera completada, vía traspaso de personal (77 funcionarios), por los actuales fiscalizadores con que cuenta la JUNJI. Sin embargo, y teniendo en consideración los planteamientos formulados por las asociaciones gremiales de dicha institución, se ha evidenciado que dicho personal fiscalizador ha estado cumpliendo esas labores en circunstancias que, en rigor, se trata de funcionarios de apoyo técnico pedagógico. En ese escenario, el Gobierno se ha allanado a no realizar el aludido traspaso de personal y, en su lugar, generar una nueva planta de fiscalizadores en la nueva Intendencia, propiciando que los funcionarios de JUNJI que están dedicados a fiscalizar puedan volver a desempeñar las labores para las que fueron inicialmente contratados. Anunció la presentación de una indicación en tal sentido. 

El Honorable Senador señor Montes valoró, en primer lugar, que dos indicaciones de su autoría presentadas en el trámite de segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, resultaran aprobadas. La primera de ellas relativa a que las políticas y programas que fomenten el acceso de los párvulos a la educación inicial, aseguren también la continuidad del proceso educativo hacia la educación básica; y la segunda, a que tres de los integrantes del Consejo Nacional de Educación cuenten con reconocido prestigio en el área de la educación parvularia, básica y media, respectivamente.

Consultó, del mismo modo, de qué manera se espera que se conjugue en educación escolar la interrelación entre las funciones de apoyo, fiscalización y aseguramiento de la calidad. 

Manifestó, además, su inquietud acerca de la problemática que supone la expansión de las ciudades para efectos de la cobertura de los jardines infantiles, pues en la práctica la oferta del Estado llega muy tarde. Anteriormente, recordó, se permitió que las viviendas DFL 2 fueran utilizadas como jardines. Preguntó qué autoridad se encuentra a cargo y qué medidas se han pensado para afrontar esta situación.

El señor Ministro de Educación reiteró que la determinación de políticas estará radicada en la Subsecretaría y la fiscalización en la Intendencia, mientras que por la calidad se preocupará la Agencia pertinente. Respecto de este último punto, admitió que resta por desarrollar los programas respectivos, lo que conduce a una discusión más de fondo sobre qué se entiende por calidad en la educación parvularia.

En materia de provisión educacional, en tanto, reconoció que se trata de un problema que trasciende el ámbito de los jardines infantiles. Es así, graficó, como el aumento de la matrícula de los colegios particulares subvencionados en la educación básica y media se explica, en gran parte, por el hecho de que en las comunas que han experimentado un gran crecimiento poblacional, la oferta del Estado ha sido tremendamente lenta. Se hace necesario, entonces, generar políticas activas que permitan ampliar la cobertura, y que en el caso de los jardines infantiles será responsabilidad de la Subsecretaría de Educación Parvularia. En ello, resaltó, se encuentra trabajando el Ejecutivo, que contempla ampliar en aproximadamente 4.000 las salas cunas y que está ocupado en generar todos los indicadores que permitan identificar dónde está la demanda por establecimientos.

El Honorable Senador señor Montes puso de relieve que la letra g) del artículo 3° del proyecto de ley consagra, entre las funciones y atribuciones de la Subsecretaría de Educación Parvularia, el diseño de programas de apoyo técnico pedagógico en el nivel parvulario. Lo ideal, en su opinión, sería que se la facultara además para implementar y, más aún, garantizar que la implementación de esos programas se lleve a cabo.

Hizo ver, asimismo, la importancia de incorporar al sector particular subvencionado de los jardines infantiles en las iniciativas que se están elaborando, en términos similares a los del precitado proyecto de ley correspondiente al boletín N° 8.859-04. Suele ocurrir, ejemplificó, que sea una sola la educadora la que está a cargo de un grupo de 20 niños, sin que su establecimiento tenga una existencia formalmente reconocida. Velar por su adecuado desempeño, concluyó, puede resultar beneficioso para la complementariedad de la cobertura que presta el Estado. 

Al respecto, la abogada de Educación Parvularia del Ministerio de Educación, señora Pamela Godoy, explicó que en dicho sector educacional la realidad indica que entre 0 y 4 años de edad la provisión de servicios está liderada por la JUNJI, la Fundación Integra y por corporaciones y fundaciones que reciben dineros de las dos primeras instituciones, vía transferencia de fondos (VTF), para prestar servicios tercerizados. En la educación parvularia, agregó, no hay subvención (sino aportes estatales como financiamiento basal), y no hay lucro, selección ni copago.

En los rangos etarios siguientes (pre-kinder y kinder), por su parte, sí existe subvención estatal, y se opera principalmente a través de escuelas específicas de párvulos y de las otras escuelas que tienen incorporados esos niveles.

Para abordar casos como los reseñados por el Honorable Senador señor Montes, en tanto, en los que grandes grupos de niños se encuentran a cargo de pocos adultos, adquiere trascendencia el proyecto de ley correspondiente al boletín N°8.859-04. Se trate de jardines sólo autorizados para funcionar o de los que cuenten, además, con reconocimiento oficial, el personal a cargo y el grupo máximo de niños por aula va a estar igualado.      

El Honorable Senador señor García observó que el proyecto de ley autoriza al Presidente de la República para, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, fijar la planta de la nueva Subsecretaría de Educación Parvularia y modificar la de la Superintendencia de Educación. No  se incluye, empero, el detalle de la estructura de personal que se pretende establecer, por lo que solicitó se pudiera informar al respecto.

Preguntó, por otra parte, por los niveles de renta  de los funcionarios de Integra y de las corporaciones o fundaciones VTF en relación con los de la JUNJI, y si la iniciativa de ley en estudio tiene alguna incidencia sobre aquellas instituciones.

El Honorable Senador señor Zaldívar hizo presente la necesidad de conocer con mayor profundidad las funciones que desempeñará la Intendencia de Educación Parvularia, pues en el artículo 7° del proyecto de ley solamente se señala que será la encargada de fijar los criterios técnicos que permitan orientar el ejercicio de las atribuciones de la Superintendencia en el ámbito de la educación parvularia. Hace falta, consignó, un mayor desarrollo sobre el particular. 
El señor Ministro de Educación indicó que la iniciativa en estudio no innova en materia salarial o contractual de  proveedores como Integra o las corporaciones o fundaciones VTF. Ello, por cierto, sin perjuicio de las gestiones y esfuerzos paralelos del Ejecutivo por igualar sus condiciones de trabajo con las que tiene la JUNJI.

El Honorable Senador señor García refirió un comentario recibido del señor alcalde de la comuna de Temuco, quien expresara su preocupación por el hecho que JUNJI estaría instando a los municipios a poner fin a los vínculos con las corporaciones o fundaciones VTF y a hacer entrega de su administración. Si eso significara igualar las condiciones de los trabajadores de estas últimas instituciones con los de la JUNJI, ahondó el señor Senador, bienvenido sea; de lo contrario, una medida de ese tipo no tendría justificación, menos aún si el servicio que prestan es bueno.  

El señor Ministro de Educación insistió en que el presente proyecto de ley no guarda relación ni el Gobierno tiene una política oficial respecto de la estructura de los proveedores de servicios en la educación parvularia, tanto en materia de personal cuanto de su  adscripción a los municipios. No corresponde, en consecuencia, de ser efectiva la información recibida por el Honorable Senador señor García, que alguien se esté arrogando prerrogativas que el Gobierno no ha definido. 

Con todo, consignó, llegará más adelante el momento en que, con total transparencia, se discuta sobre la nueva educación pública y la eventual restructuración de los proveedores de ella, entre ellos JUNJI y las corporaciones y fundaciones VTF. Eso, concluyó, en el futuro, no ahora.

El Honorable Senador señor Montes consultó de qué manera operará la Subsecretaría de Educación Parvularia para tomar conocimiento de lo que ocurra en los jardines infantiles. ¿Lo hará por medio de los prestadores de servicios?, preguntó.

El señor Ministro de Educación expresó que la respuesta depende quién sea el proveedor. Teóricamente son todos autónomos, y el Ministerio se vale de sus estructuras regionales para relacionarse con ellos. Así continuará siendo ahora, sin perjuicio que cuando se discuta sobre la nueva educación pública pueda ser objeto de revisión.

A continuación, la Comisión escuchó los planteamientos de las asociaciones de funcionarios de la JUNJI. 

Fue el turno, en primer lugar, de la Asociación Nacional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles (AJUNJI), representada por su Presidenta, señora Julia Requena, y su Secretaria, señora Grimilda Bruna. 

La señora Requena, luego de reseñar la importancia de su organización (más de 25 años representando a más de 9.500 funcionarios, de un universo de 12 mil), expresó que en relación con el rol de fiscalización que cumple la JUNJI, tanto respecto de los jardines infantiles propios como de los de oferta privada de educación parvularia, la ley N° 17.301 debiera mantener las atribuciones de promover, estimular y supervigilar la organización y funcionamiento de dichos establecimientos. No se entiende por qué, consignó, el artículo 8° del proyecto de ley suprime este último verbo, toda vez que la labor de supervigilancia, que es distinta de la de fiscalización, es llevada a cabo mayoritariamente por directoras de establecimientos de la JUNJI que, para poder mejorar sus condiciones de remuneración, debieron acceder a ejercer también como supervisoras, tarea que implica prestar apoyo técnico y asesoría a los jardines que lo requieren. Surge la interrogante, entonces, sobre en qué situación quedarán esas supervisoras si se elimina la citada atribución, más aun considerando que se trata de funcionarias con muchos años de experiencia supervigilando los jardines, que han sido capaces de desarrollar un “saber hacer” muy ligado a desempeño propio del giro institucional

Recordó, asimismo, que hace aproximadamente dos años un instructivo interno de la institución posibilitó la contratación de 10 o 15 personas para que cumplieran el rol de fiscalizadores. En la práctica, sin embargo, el objetivo no se cumplió, pues los seleccionados nunca asumieron ese papel.     
Dio a conocer, por otra parte, su disenso con el contenido de los números 3) y 4) del artículo segundo transitorio de la iniciativa de ley, que contemplan el traspaso de personal de la JUNJI a la Superintendencia y Subsecretaria de Educación Parvularia, en lo relativo a la supresión de pleno derecho de los cargos traspasados y la correspondiente disminución de la dotación máxima de personal en la planta de la institución de origen. Tales medidas, llamó la atención, serían contradictorias con el tenor de la ley N° 20.781, publicada en el mes de octubre del presente año, que justamente aumentó el personal y los cargos de planta de la JUNJI. El hecho de que se produzca o no un traspaso de funcionarios, en consecuencia, no debe significar la supresión de los cargos. Solicitó al Ejecutivo presentar una indicación que corrija este aspecto. 

Del mismo modo, hizo referencia a que entre los antecedentes de Mensaje que dio origen al proyecto de ley se señala, como elemento de diagnóstico de las mejoras que la institucionalidad vigente en educación parvularia requiere, que la nueva Intendencia del ramo deberá verificar que los establecimientos educativos donde asisten niños y niñas desde los 0 a los 6 años cumplen con la normativa educacional. Eso, explicó, es impreciso, porque en virtud del beneficio de la ley de posnatal parental, los infantes están ingresando a los jardines infantiles a partir de los 6 meses de edad; y al menos en los establecimientos de la JUNJI, están permaneciendo hasta los 4 años. A los 6 años, en realidad, ya se están integrando a primero básico.

Puso término a su intervención manifestando que la AJUNJI valora el proyecto sobre nueva institucionalidad de la educación parvularia, sin perjuicio de lo cual se hace necesario realizar algunas correcciones y ajustes. 

Enseguida, expuso ante la Comisión el Presidente Nacional de la Asociación Pro Funcionarios JUNJI (organización vigente desde 2011, que reúne a cerca de 2.000 funcionarios), señor Christian San Martín, quien lamentó y rechazó que el proyecto de ley no haya sido discutido previamente, ni hasta ahora en la tramitación parlamentaria, por la autoridad con los trabajadores de la JUNJI en general y con los de APROJUNJI en particular, cuestión a su juicio inentendible tratándose del Gobierno que representa a la coalición política Nueva Mayoría, en gran medida portadora de los sueños y esperanzas de cambios institucionales de los trabajadores organizados.
En tal sentido, dio a conocer la demanda de que la elaboración de cualquier reglamento o decreto con fuerza de ley a que el proyecto de lugar, considere la participación (vinculante en todas aquellas materias en las que se produzca acuerdo) de la Asociación, al igual que en el momento en que deban formularse las potestades que se confieren a la Subsecretaría de Educación Parvularia.
En lo que concierne a las facultades de  superviligancia y fiscalización, señaló no ser contrario a que sean trasladadas a la Subsecretaría de Educación Parvularia. No obstante, sí se mostró en desacuerdo con que puedan ser tercerizadas o externalizadas a través de empresas privadas, incorporando el lucro en el sistema de regulación y control de la Educación Parvularia, tal como podría ocurrir con la participación de la Agencia de Calidad de Educación en la medición de los estándares de calidad, de conformidad a los artículos 11, 49 y 111 de la ley N° 20.529. Se requiere, entonces, la incorporación al proyecto de ley de una indicación que prohíba la participación de privados en las labores propias de ambos organismos.

Para la JUNJI, añadió, debiera agregar el artículo 8° del proyecto las funciones de “orientar, asesorar y supervisar”, con miras a recoger la rica y gran experiencia técnica de los funcionarios en el apoyo y asesoría a los jardines infantiles.

Respecto del artículo 2° transitorio, discrepó con que sea un decreto con fuerza de ley la modalidad escogida para establecer o modificar las plantas de personal. Más transparente y participativa, opinó, sería la ley. Solicitó, además, que el traspaso de funcionarios a la nueva institucionalidad que se contempla sea voluntario, en el mismo grado o en el grado superior al que tenían asignado en la JUNJI. De conformidad con la información con que cuenta su Asociación, son 86 los fiscalizadores a nivel nacional, de los cuales 13 están a próximos a jubilar, como se observa en el siguiente cuadro:

	REGIÓN
	N° FISCALIZ.
	TERRITORIO
	PROXIMOS A JUBILAR
	REMUNERACIÓN PROMEDIO

	
	
	CAP.REGIONAL
	PROVINCIA
	
	

	I
	2
	2
	0
	1
	1.957.250

	II
	3
	3
	0
	0
	1.384.260

	III
	2
	2
	0
	1
	1.571.399

	IV
	3
	3
	0
	1
	1.652.610

	V
	11
	11
	0
	4
	1.533.381

	VI
	6
	6
	0
	1
	1.625.155

	VII
	6
	6
	0
	0
	1.363.876

	VIII
	8
	8
	0
	0
	1.544.474

	IX
	6
	6
	0
	0
	1.278.779

	X
	5
	3
	2
	0
	1.460.401

	XI
	2
	2
	0
	0
	1.826.715

	XII
	2
	2
	0
	0
	1.715.925

	XIII
	26
	26
	0
	5
	1.333.000

	XIV
	2
	2
	0
	0
	1.323.659

	XV
	2
	2
	0
	0
	1.319.726

	PAÍS
	86
	84
	2
	13
	1.526.041


El referido traspaso, culminó, no debe significar la desaparición de los correspondientes cargos en la planta de la JUNJI, pues el actual aumento de cobertura y crecimiento exige su presencia y, más aun, la contratación de nuevos funcionarios que puedan desempeñarse como directores de jardines, supervisores, administrativos y técnicos, entre otros.

El Honorable Senador señor García hizo presente a los representantes de los funcionarios de la JUNJI que el señor Ministro de Educación ya comprometió la presentación de una indicación, en el nuevo plazo que debe abrirse al efecto, en el sentido de no traspasar desde la JUNJI a la nueva Intendencia de Educación Parvularia a los funcionarios que hoy desarrollan labores de fiscalización.

En relación con la mantención en la JUNJI de la labor de supervisión, también recordó que cuando se aprobó en la ley N° 20.781, el presente año, la asignación especial para quienes la ejercen, la señora Presidenta Nacional de la JUNJI puso de relieve que se trata de un mecanismo que permite a las directoras de establecimientos acceder a mejores remuneraciones cuando han llegado al tope de su carrera. 

La Presidenta Nacional de AJUNJI consignó que el precitado cuerpo legal contiene, entre sus disposiciones, la existencia de un plazo de 120 días tras su publicación para establecer, vía decreto con fuerza de ley, la normativa pertinente para adecuar la planta de la JUNJI y otorgar la asignación a que ha hecho referencia el Honorable Senador señor García. No habiéndose verificado avances hasta la fecha, las recientes movilizaciones realizadas por los funcionarios han permitido fijar, para el 4 de diciembre del año en curso, el inicio de las conversaciones con la autoridad. Los beneficios de esa ley, en consecuencia, aún no son percibidos por las bases, lo que ha ido generando natural inquietud.

El señor Ministro de Educación declaró la absoluta disposición del Ejecutivo para recibir y reunirse con los actores involucrados en las materias abordadas por el presente proyecto de ley.

Distinguió, finalmente, entre los conceptos de fiscalización y supervisión. Esta última es una tarea pedagógica de apoyo técnico que, ciertamente, continuará siendo desarrollada por la JUNJI.  

DISCUSIÓN 

De conformidad con su competencia, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las siguientes disposiciones del proyecto de ley: artículos 1°; 3°, letras f) y k); 5°, 7° y 9°; y primero, segundo, tercero, cuarto y quinto transitorios. Lo hizo en los términos en que fueron aprobadas por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe, como corresponde de acuerdo con lo prescrito en el artículo 41 del Reglamento de la Corporación. 

Del mismo modo, la Comisión de Hacienda se pronunció sobre las indicaciones que, en el nuevo plazo abierto por la Sala del Senado, se presentaron al proyecto de ley. Cabe señalar que todas éstas fueron formuladas por Su Excelencia la señora Presidenta de la República.


A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las precitadas disposiciones de la iniciativa legal y aquellas que fueron objeto de indicaciones:

Artículo 1°

Este artículo crea la Subsecretaría de Educación Parvularia (en adelante la “Subsecretaría”), órgano de colaboración directa del Ministro de Educación en la promoción, desarrollo y coordinación de la educación parvularia de calidad para la formación integral de niños y niñas, desde su nacimiento hasta su ingreso a la educación básica.

Fue objeto de la indicación número 1, para sustituir la expresión “la formación integral” por “el desarrollo integral”.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.





Puesto en votación el resto del artículo 1°, fue aprobado con la misma votación.

Artículo 3°

Señala las funciones y atribuciones que tendrá la Subsecretaría de Educación Parvularia. Entre ellas, las de las letras f) y k), a saber: 

Letra f)

 Desarrollar estadísticas, indicadores, estudios e investigaciones relativas a la educación parvularia, en especial a la enseñanza y aprendizaje, y administrar los sistemas de información del Ministerio en el ámbito de su competencia.  

Letra k)

 Celebrar toda clase de actos y contratos con instituciones públicas o privadas, y

Las letras f) y k) fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.





Sin perjuicio de la precedente aprobación, el Honorable Senador señor Montes observó que en la letra e) del artículo 3° se establece, como función de la Subsecretaría, el elaborar y proponer al Ministerio políticas y programas destinados a fomentar el acceso de niños y niñas a la educación parvularia, y a garantizar la continuidad del proceso educativo hacia la educación básica. Se trata, consignó, de una atribución muy relevante que debiera ser convenientemente abordada, habida cuenta de las debilidades que se aprecian en la transición desde un nivel educativo al otro.

Artículo 5°
Prescribe que el personal de la Subsecretaría estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; y en materia de remuneraciones, a lo dispuesto en el decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria. 

El artículo 5° fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.

Artículo 7°

Agrega unos incisos segundo y tercero, nuevos, en el artículo 99 de la ley N° 20.529, que crea un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización, del siguiente tenor:

“La organización interna de la Superintendencia considerará una Intendencia de Educación Parvularia, encargada de fijar los criterios técnicos que permitan orientar el ejercicio de las atribuciones de aquella respecto de establecimientos educacionales que impartan educación parvularia y que cuenten con reconocimiento oficial del Estado o autorización, en su caso.

La Intendencia estará a cargo de un Intendente de Educación Parvularia, directivo afecto al segundo nivel jerárquico de la Superintendencia, para los efectos del artículo trigésimo séptimo de la ley 19.882.”.

El artículo 7° fue objeto de la indicación número 2, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 7º.- Agrégase, en el artículo 99 de la ley N° 20.529, que crea un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización, los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto,  nuevos:

“La organización interna de la Superintendencia considerará una Intendencia de Educación Parvularia, cuya función será fijar los criterios técnicos que permitan orientar el ejercicio de las atribuciones de aquella respecto de establecimientos educacionales que impartan educación parvularia y que cuenten con reconocimiento oficial del Estado o la autorización, en su caso.

Sin perjuicio de las atribuciones de la Superintendencia señaladas en el artículo 49 de esta ley, corresponderá especialmente a la Intendencia:

1)
Fijar los criterios técnicos que orienten la función fiscalizadora de la Superintendencia respecto de los establecimientos que imparten educación parvularia.

2)
Proponer al Superintendente la interpretación administrativa de la normativa educacional aplicable a los establecimientos que imparten educación parvularia.

3)
Proponer al Superintendente instrucciones de general aplicación al sector sujeto a su competencia.

4)
Elaborar índices, estadísticas y estudios relativos al sistema de educación parvularia. 

5)
Las demás le encomienden las leyes o reglamentos.

La Intendencia estará a cargo de un Intendente de Educación Parvularia, directivo afecto al segundo nivel jerárquico de la Superintendencia, para los efectos del artículo trigésimo séptimo de la ley Nº 19.882.”.

Ante una consulta del Honorable Senador señor García, el asesor del Ministerio de Educación, señor Patricio Espinoza, manifestó que el inciso final propuesto se explica por el hecho que el nuevo cargo de Intendente se incorporará, justamente, en la planta de la Superintendencia de Educación. 

Cabe señalar que el artículo trigésimo séptimo de la ley N° 19.882 dispone que los cargos cuyo ejercicio se entregue a altos directivos públicos, deberán corresponder a jefes superiores de servicio y al segundo nivel jerárquico del respectivo organismo. Para otorgar a un cargo la calidad de segundo nivel jerárquico, sus titulares deberán pertenecer a la planta de directivos y depender en forma inmediata del jefe superior o corresponder a jefaturas de unidades organizativas que respondan directamente ante dicho jefe superior. Los subdirectores de servicio y los directores regionales, añade, serán siempre cargos del segundo nivel jerárquico.
La indicación número 2 fue aprobada, con enmiendas formales, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.

Artículo 9°
Crea, en la planta de personal de la Superintendencia de Educación (establecida en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Educación, de 2012), un cargo de “Intendente de Educación Parvularia”, directivo afecto al segundo nivel jerárquico a que se refiere el Título VI de la ley N° 19.882, grado 2.

El artículo 9° fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.

Artículos Transitorios

Artículo primero
Dispone que el cargo de Intendente de Educación Parvularia, creado en el artículo 9º de este proyecto de ley, podrá ser provisto, transitoria y provisionalmente, por un funcionario que asumirá de inmediato sus funciones, en tanto se efectúe el proceso de selección pertinente de acuerdo con la ley N° 19.882.





Fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes, que acordó realizar una enmienda de redacción en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. 

Artículo segundo

Faculta al Presidente de la República para, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la ley que se propone, establecer, mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación y también suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Educación Parvularia. El encasillamiento de esta planta podrá incluir personal del Ministerio de Educación.

2) Modificar la planta de personal de la Superintendencia de Educación, pudiendo crear, suprimir y transformar cargos. 

3) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios titulares de planta y de funcionarios a contrata desde el Ministerio de Educación a la Subsecretaría de Educación Parvularia, y desde la Junta Nacional de Jardines Infantiles a la Superintendencia de Educación.

4) Determinar el número y precisar la calidad jurídica de funcionarios que se traspasarán por estamento a la Subsecretaría de Educación Parvularia y a la Superintendencia de Educación. La individualización del personal que se encuentre en dicha situación se realizará por decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por medio del Ministerio de Educación. A contar de la fecha de la transferencia, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso de personal se transferirán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.

Cuando el traspaso del personal titular de planta y a contrata se produzca entre instituciones adscritas a diferentes escalas de sueldo, éste se realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la remuneración total que estos perciben, se trate de una diferencia positiva o negativa.

La determinación de la remuneración total se realizará excluyendo las horas extraordinarias, la asignación de funciones críticas, los aguinaldos, los bonos especiales y las asignaciones familiares.

5) Modificar la planta de personal de la Superintendencia de Educación para encasillar en nuevos grados a los funcionarios titulares de planta de los estamentos Fiscalizador y Profesional que hayan sido traspasados desde el Ministerio de Educación, en virtud del decreto supremo N° 338, del Ministerio de Educación, de 2012, siempre que se encuentren en funciones a la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento y perciban planilla suplementaria. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República podrá crear y suprimir cargos en las plantas antes señaladas. Además, podrá fijar  los requisitos para el ingreso y promoción de los cargos nuevos y determinar la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento y supresión de cargos que determine.

El encasillamiento del personal indicado en el inciso anterior se llevará a cabo mediante resolución del Superintendente de Educación, sin sujeción a las normas del artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. El encasillamiento de dichos funcionarios también podrá realizarse en cargos que se encuentren vacantes en las plantas señaladas en el inciso anterior.

El encasillamiento a que se refiere este numeral se realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la remuneración total que éstos perciben, se trate de una diferencia positiva o negativa. Para su determinación se considerará la suma total de haberes brutos mensualizados que percibe cada funcionario, inclusive la planilla suplementaria, excluidos sólo los pagos por trabajos extraordinarios y los aguinaldos, bonos de escolaridad y bono especial establecidos en la ley de reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público. Para este efecto, podrá encasillarse en un estamento distinto al de origen y no serán exigibles los requisitos que se establecen en el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 4, de 2012, del Ministerio de Educación.

Cualquiera diferencia de remuneraciones que genere este encasillamiento deberá ser pagada por planilla suplementaria, a la que se le aplicará el porcentaje de reajuste que se fije anualmente para las remuneraciones de los funcionarios públicos, y que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que corresponda al funcionario. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

Los cambios de grados que se produzcan como efecto del encasillamiento no serán considerados promoción o ascenso. Los funcionarios encasillados conforme a este numeral conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

6) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas a que se refieren los numerales 1) y 2) de este artículo. En especial, establecer el número de cargos para dichas plantas, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882, cuando corresponda. Además, establecer las normas de encasillamiento del personal de las plantas antes señaladas. Asimismo, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de la nueva planta que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado, conforme a lo dispuesto en el numeral 4) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar el cargo por cualquier causa. Adicionalmente, podrá dictar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en los artículos 1° de la ley N° 19.553, 5° de la ley N° 19.528 y 17 de la ley N° 18.091.

Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la entrada en vigencia del o los decretos con fuerza de ley señalados precedentemente. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley y aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

7) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije. También, la fecha de entrada en vigencia de los traspasos y los encasillamientos que practique a las plantas señaladas en los numerales 1) y 2). Igualmente, fijará la dotación máxima de personal de la Subsecretaría de Educación Parvularia y de la Superintendencia de Educación, las cuales no estarán afectas a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, respecto de los empleos a contrata incluidos en la dotación.

8) Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Subsecretaría de Educación Parvularia y aquella en que la Superintendencia de Educación comenzará a ejercer las facultades de fiscalización que se le otorgan en la presente ley, respecto de los establecimientos que imparten educación parvularia.

El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes limitaciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones  ni modificaciones de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como, también, el tiempo computable para dicho reconocimiento. 

Como comentario general, el Honorable Senador señor García hizo ver que el segundo artículo transitorio que se propone –con las enmiendas que se plantea introducirle-, implica dotar al Presidente de la República de amplias atribuciones en la determinación de las plantas de personal de la Subsecretaría de Educación Parvularia y de la Intendencia de Educación Parvularia. Cuestión que, señaló, resulta razonable, pero que merece ciertas advertencias. Por ejemplo, el hecho de que se le faculte para crear, suprimir y transformar cargos en la Superintendencia de Educación, porque si bien parece lógico que surja la necesidad de suprimir y transformar, no se entiende por qué podría requerirse la creación de nuevos cargos.

Recordó que en la primera sesión celebrada por la Comisión en relación con el proyecto de ley, se solicitó a los representantes del Ejecutivo información acerca de la estructura de personal que se prevé establecer en las instituciones respectivas. Sería útil, indicó, conocer al menos un bosquejo de cuántos funcionarios se proyectan.    

La abogada de Educación Parvularia del Ministerio de Educación, señora Pamela Godoy, expuso que, de acuerdo con información obtenida de la Superintendencia de Educación, la JUNJI y otras instituciones asociadas, se ha contemplado un organigrama por el que cada institución cuente con el personal necesario para las labores que debe desarrollar. Esto implicaría, en el caso de la Superintendencia, y con alcance regional, unos 170 funcionarios adicionales, la mayoría de ellos para potenciar el área de fiscalización –por el aumento del universo de establecimientos fiscalizables-, y los demás para el cumplimiento de otras tareas, tales como recepción de denuncias, levantamiento de cargos, investigaciones y, en general, reforzamiento en el ámbito judicial. 

En lo que importa a la Subsecretaría de Educación Parvularia, en tanto, se considera la creación de cargos para personal a nivel de Casa Central y de las Secretarías Regionales Ministeriales. Serían, aproximadamente, 154 funcionarios adicionales. 

El señor Ministro de Educación acotó que en el diseño de esta nueva institucionalidad el Ejecutivo ha hecho esfuerzos por velar por su eficiencia económica y financiera. En un comienzo, hizo ver, se pensó en la posibilidad de crear una nueva Superintendencia de Educación Parvularia, idea que fue desechada porque suponía la generación de una nueva estructura que, en realidad, no se justificaba. Con todo, como la necesidad de fiscalizar a una gran cantidad de jardines infantiles y atender a otra serie de requerimientos es objetiva, se precisa contar con una Intendencia robusta. Lo mismo, culminó, respecto de la Subsecretaría de Educación Parvularia.

El Honorable Senador señor Montes estuvo de acuerdo con que las atribuciones que se entregan al Ejecutivo para estructurar las plantas de las instituciones a que el presente proyecto de ley se refiere, son extensas. Sólo queda, en consecuencia, y tal como ha ocurrido en el pasado cuando otros Gobiernos han solicitado similares herramientas, confiar en el criterioso uso que de aquellas se haga. 

El Honorable Senador señor Lagos señaló que la situación expuesta por los Honorables Senadores señores García y Montes es una manifestación de la carencia de facultades que, en la materia, sufre el Congreso Nacional.  

Puestos en votación el encabezado del inciso primero y los numerales 1) y 2) de este último, fueron a aprobados por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Lagos y Montes, y una abstención, del Honorable Senador señor García.

En relación con el artículo segundo transitorio se presentaron las indicaciones números 3, 4, 5 y 6.

La indicación número 3, para eliminar en el numeral 3) la frase “y desde la Junta Nacional de Jardines Infantiles a la Superintendencia de Educación”.

Con la misma votación señalada precedentemente, se aprobó la indicación número 3 y el resto del numeral 3) del artículo segundo transitorio. 

La indicación número 4, para eliminar, en el párrafo primero del numeral 4), la frase “y a la Superintendencia de Educación”.

La indicación número 5, para eliminar, también en el numeral 4), los párrafos segundo y tercero.

Las indicaciones números 4 y 5 fueron aprobadas por dos votos a favor y una abstención. Votaron por la aprobación los Honorables Senadores señores Lagos y Montes, y se abstuvo el Honorable Senador señor García.

Del mismo modo, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes, acordó sustituir, en la tercera oración del párrafo primero del numeral 4), que pasó a ser párrafo único, las palabras “de la transferencia” por “del traspaso”. Lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado.

Finalmente, puesto en votación el resto del contenido del numeral 4), resultó aprobado por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Lagos y Montes, y una abstención, del Honorable Senador señor García.

La indicación número 6, para reemplazar el numeral 5) por el siguiente:

“5) Modificar la planta de personal de la Superintendencia de Educación, para encasillar en nuevos grados a los funcionarios titulares de planta de esa Superintendencia de los estamentos Fiscalizador y Profesional que hayan sido traspasados desde el Ministerio de Educación, en virtud del decreto supremo N° 338, de 2012, del Ministerio de Educación, siempre que se encuentren en funciones a la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento y tengan o hayan tenido derecho a planilla suplementaria en virtud del encasillamiento dispuesto por el referido decreto supremo. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República podrá crear y suprimir cargos en las plantas antes señaladas. Además, podrá fijar  los requisitos para el ingreso y promoción de los cargos nuevos y determinar la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento y supresión de cargos que determine.

Además, en el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República fijará las normas para el encasillamiento del personal indicado en el inciso anterior. El encasillamiento de dicho personal, se llevará a cabo mediante resolución del Superintendente de Educación. El encasillamiento de dichos funcionarios también podrá realizarse en cargos que se encuentren vacantes en las plantas señaladas en el inciso anterior.

El personal señalado en el inciso primero de este numeral, podrá encasillarse en un estamento distinto al de origen y no serán exigibles los requisitos que se establecen en el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 4, de 2012, del Ministerio de Educación.

Cualquiera diferencia de remuneraciones que genere este encasillamiento deberá ser pagada por planilla suplementaria, a la que se le aplicará el porcentaje de reajuste que se fije anualmente para las remuneraciones de los funcionarios públicos, y que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que corresponda al funcionario. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

Los cambios de grados que se produzcan como efecto del encasillamiento no serán considerados promoción o ascenso. Los funcionarios encasillados conforme a este numeral, conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.”.

En relación con los términos de la facultad para encasillar que contempla el párrafo tercero del numeral propuesto en esta indicación, y si su contenido se condice con el de los párrafos precedentes del mismo, el asesor del Ministerio de Educación, señor Espinoza, hizo ver que el objetivo de la disposición es permitir que exista la flexibilidad necesaria para resolver problemas que puedan afectar la situación de trabajadores traspasados en su oportunidad desde el Ministerio a la Superintendencia de Educación. En ningún caso, consignó, el sentido de la facultad que se entrega pasa por otorgar discrecionalidad a la autoridad en esta materia; en rigor, se trata de una norma de resguardo para los trabajadores. Así lo han entendido, culminó, tanto el Ministerio de Educación como la Dirección de Presupuestos. 

La indicación número 6 fue aprobada, con modificaciones, por dos votos a favor y una abstención. Votaron por la aprobación los Honorables Senadores señores Lagos y Montes, y se abstuvo el Honorable Senador señor García.





Enseguida, fueron puestos en votación los numerales 7) y 8) del inciso primero, y los incisos segundo y tercero del artículo segundo transitorio, que resultaron aprobados con dos votos favorables, de los Honorables Senadores señores Lagos y Montes, y una abstención, del Honorable Senador señor García.





Finalmente, una vez concluidas las votaciones a que dio lugar el artículo segundo transitorio, el Honorable Senador señor Coloma dejó constancia de que, de haber estado presente en el momento en que cada una de ellas se verificó, se habría abstenido, al igual como lo hiciera el Honorable Senador señor García. Esto pues, en su opinión, las preguntas y solicitudes formuladas por Su Señoría no tuvieron respuesta por parte del Ejecutivo.   


Artículo tercero

Señala que el Presidente de la República, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Subsecretaría de Educación Parvularia, y transferirá a ella los fondos de las entidades que traspasan personal y bienes necesarios para que cumpla sus funciones, pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, ítems, asignaciones  y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Asimismo, añade el inciso segundo, podrá modificar el presupuesto de la Superintendencia de Educación y de la Junta Nacional de Jardines Infantiles para el cumplimiento de la ley que el presente proyecto propone, pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Fue objeto de la indicación número 7, para eliminar, en el inciso segundo, la frase “y de la Junta Nacional de Jardines Infantiles”.

El señor Ministro de Educación expresó que como la JUNJI ha venido cumpliendo labores de fiscalización, el Ejecutivo ha optado por no introducir modificaciones en su presupuesto.

El Honorable Senador señor Montes indicó que la JUNJI cuenta con equipos de personas, como arquitectos por ejemplo, que cumplen funciones distintas a las que son propias de la institución. Tal situación, sostuvo, en algún momento deberá ser abordada.

El Honorable Senador señor García se mostró de acuerdo con el contenido del inciso primero del artículo tercero transitorio; no así, empero, con el del inciso segundo, que pareciera ser innecesario y, más bien, propio de las normas de flexibilidad presupuestaria a que puede recurrir el Ejecutivo. 

Puesto en votación el inciso primero del artículo tercero transitorio, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.

La indicación número 7 y el resto del inciso segundo, en tanto, fueron aprobados por dos votos a favor y una abstención. Votaron por la aprobación los Honorables Senadores señores Lagos y Montes, y se abstuvo el Honorable Senador señor García.

Artículo cuarto

Establece que la Junta Nacional de Jardines Infantiles seguirá ejerciendo la labor de supervigilancia, establecida en la ley N° 17.301, hasta la fecha en que la Superintendencia de Educación comience a ejercer las facultades de fiscalización que se le otorgan en la ley que el presente proyecto propone. A contar de esta última fecha, la Superintendencia de Educación fiscalizará los establecimientos que imparten educación parvularia que estén empadronados o autorizados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles. Esta fiscalización la ejercerá de acuerdo a las facultades que la ley N°17.301 asigna a la Junta Nacional de Jardines Infantiles. 


Sobre este artículo recayó la indicación número 8, para reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo cuarto.- A contar de la fecha de la publicación de la presente ley, la Junta Nacional de Jardines Infantiles continuará ejerciendo sus labores de supervigilancia establecidas en la ley N° 17.301, hasta la fecha en que la Superintendencia de Educación comience a ejercer las facultades de fiscalización que se le otorgan en la presente ley respecto de los establecimientos que imparten educación parvularia, de acuerdo a lo establecido en  el numeral 8 del artículo segundo transitorio de la presente ley. Asimismo, continuará ejerciendo las labores de empadronamiento o autorización que le confiere dicha ley, hasta 6 meses después de la entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Parvularia y la Intendencia de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación.”.

La indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.

Artículo quinto

Dispone que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la ley que se propone, durante el primer año de su aplicación, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, de la ley de Presupuestos del Sector Público.

El artículo quinto transitorio fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
- - -

INFORME FINANCIERO

El Informe Financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 22 de mayo de 2014, señala lo siguiente:

I. Antecedentes.

1. El presente Proyecto de Ley tiene como objetivo principal dotar a Chile de una institucionalidad de fomento, ejercicio y desarrollo del derecho a la Educación Parvularia.

Por lo tanto, responde a la necesidad de ordenamiento y modernización del sector, separando las funciones de diseño de política, de fiscalización, de evaluación y de provisión del servicio.

2. El Proyecto de Ley consta de once artículos permanentes, agrupados en dos títulos. Además de cinco artículos transitorios.

a) En el Título I, que incluye hasta el artículo 5°, se crea la Subsecretaría de Educación Parvularia.

b) En el Título II, que va desde el artículo 6° al artículo 11, y que se denomina "Otras Normas" se introducen modificaciones a tres cuerpos legales, de manera de establecer la creación de la Intendencia de Educación Parvularia, en la Superintendencia de Educación.

c) En los artículos transitorios se considera la dictación de uno o más decretos con fuerza de ley para la modificación de las plantas funcionarías de los órganos que se crean o modifican, incrementando cupos de ser necesario y/o regulando los traspasos funcionarios entre las instituciones que componen el Ministerio de Educación, además de establecer el procedimiento para conformar el primer presupuesto de las instituciones que se crean.

II. Efectos Financieros del Proyecto.

El mayor gasto fiscal asociado al Proyecto de Ley contiene los recursos para financiar los gastos en personal, de funcionamiento y de habilitación inicial de la Subsecretaría y de la Intendencia que se crean, tanto a nivel central como en regiones.

Dichos recursos alcanzan a los siguientes montos:

a) Para la creación de la Subsecretaría de Educación Parvularia, se estiman gastos anuales por $ 3.977.500 miles.

b) Para la creación de la Intendencia de Educación Parvularia, se estiman gastos anuales por $ 2.601.000 miles.

c) En resumen, el mayor gasto fiscal anual de este Proyecto de Ley se estima en $ 6.578.500 miles.

Posteriormente, con fecha 4 de diciembre de 2014, la Dirección de Presupuestos emitió un Informe Financiero Actualizado que se acompañó a las indicaciones presentadas ante la Secretaría de la Comisión de Hacienda. Es del siguiente tenor:

I. Antecedentes.

1. Se presenta una indicación al Proyecto de Ley que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia y la Intendencia de Educación Parvularia.

II. Efectos Financieros Actualizados del Proyecto.

El mayor gasto fiscal asociado al Proyecto de Ley contiene los recursos para financiar los gastos en personal, de funcionamiento y de habilitación inicial de la Subsecretaría y de la Intendencia que se crean, tanto a nivel central como en regiones.

Dichos recursos alcanzan a los siguientes montos:

a) Para la creación de la Subsecretaría de Educación Parvularia, se estiman gastos anuales por $ 3.977.500 miles.

b) Para la creación de la Intendencia de Educación Parvularia, se estiman gastos anuales por $ 4.514.938 miles.

c) Gastos anuales asociados a la autorización de funcionamiento de jardines infantiles por $ 904.865 miles.

d) En resumen, el mayor gasto fiscal anual de este Proyecto de Ley se estima en $ 9.397.303 miles.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 17, inciso segundo, de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley despachado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1°


Sustituir la expresión “la formación integral” por “el desarrollo integral”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 1).

Artículo 7°


Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 7º.- Agréganse, en el artículo 99 de la ley N° 20.529, que crea un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización, los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:

“La organización interna de la Superintendencia considerará una Intendencia de Educación Parvularia, cuya función será fijar los criterios técnicos que permitan orientar el ejercicio de las atribuciones de aquella respecto de establecimientos educacionales que impartan educación parvularia y que cuenten con reconocimiento oficial del Estado o la autorización, en su caso.

Sin perjuicio de las atribuciones de la Superintendencia, señaladas en el artículo 49 de esta ley, corresponderá especialmente a la Intendencia:

1)
Fijar los criterios técnicos que orienten la función fiscalizadora de la Superintendencia respecto de los establecimientos que imparten educación parvularia.

2)
Proponer al Superintendente la interpretación administrativa de la normativa educacional aplicable a los establecimientos que imparten educación parvularia.

3)
Proponer al Superintendente instrucciones de general aplicación al sector sujeto a su competencia.

4)
Elaborar índices, estadísticas y estudios relativos al sistema de educación parvularia. 

5)
Las demás que le encomienden las leyes o reglamentos.

La Intendencia estará a cargo de un Intendente de Educación Parvularia, directivo afecto al segundo nivel jerárquico de la Superintendencia, para los efectos del artículo trigésimo séptimo de la ley Nº 19.882.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 2).

Artículos transitorios

Artículo primero


Sustituir las expresiones “creado en el artículo 9°” por “que se crea en el artículo 9° de la presente ley”. (Unanimidad 3x0. Artículo 21, inciso final, del Reglamento del Senado).

Artículo segundo

Número 3)

Eliminar la frase “y desde la Junta Nacional de Jardines Infantiles a la Superintendencia de Educación”. (Mayoría de votos 2 a favor x 1 abstención. Indicación número 3).

Número 4)

Párrafo primero

- Suprimir, en la primera oración, la frase “y a la Superintendencia de Educación”. (Mayoría de votos 2 a favor x 1 abstención. Indicación número 4).

- Sustituir, en la tercera oración, las palabras “de la transferencia” por “del traspaso”. (Unanimidad 3x0. Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado).

Párrafos segundo y tercero

Suprimirlos.  (Mayoría de votos 2 a favor x 1 abstención. Indicación número 5).

Número 5)


Sustituirlo por el siguiente:

“5) Modificar la planta de personal de la Superintendencia de Educación, para encasillar en nuevos grados a los funcionarios titulares de planta de esa Superintendencia de los estamentos Fiscalizador y Profesional que hayan sido traspasados desde el Ministerio de Educación, en virtud del decreto supremo N° 338, de 2012, del Ministerio de Educación, siempre que se encuentren en funciones a la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento y tengan o hayan tenido derecho a planilla suplementaria en virtud del encasillamiento dispuesto por el referido decreto supremo. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República podrá crear y suprimir cargos en la señalada planta, en sus respectivos estamentos. Además, podrá fijar  los requisitos para el ingreso y promoción de los cargos nuevos, y determinar la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento y supresión de cargos que determine.

Del mismo modo, en el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República fijará las normas para el encasillamiento del personal indicado en el párrafo anterior, el que se llevará a cabo mediante resolución del Superintendente de Educación. El encasillamiento de dichos funcionarios también podrá realizarse en cargos que se encuentren vacantes en la planta señalada en el párrafo precedente, en sus respectivos estamentos.

El personal señalado en el párrafo primero de este numeral, podrá encasillarse en un estamento distinto al de origen y no serán exigibles los requisitos que se establecen en el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 4, de 2012, del Ministerio de Educación.

Cualquiera diferencia de remuneraciones que genere este encasillamiento deberá ser pagada por planilla suplementaria, a la que se aplicará el porcentaje de reajuste que se fije anualmente para las remuneraciones de los funcionarios públicos, y que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que corresponda al funcionario. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

Los cambios de grados que se produzcan como efecto del encasillamiento no serán considerados promoción o ascenso. Los funcionarios encasillados conforme a este numeral conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.”. (Mayoría de votos 2 a favor x 1 abstención. Indicación número 6).

Artículo tercero

Eliminar, en el inciso segundo, la frase “y de la Junta Nacional de Jardines Infantiles”. (Mayoría de votos 2 a favor x 1 abstención. Indicación número 7).

Artículo cuarto

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo cuarto.- A contar de la fecha de la publicación de la presente ley, la Junta Nacional de Jardines Infantiles continuará ejerciendo sus labores de supervigilancia establecidas en la ley N° 17.301, hasta la fecha en que la Superintendencia de Educación comience a ejercer las facultades de fiscalización que se le otorgan en la presente ley respecto de los establecimientos que imparten educación parvularia, de acuerdo a lo establecido en  el numeral 8) del artículo segundo transitorio de la presente ley. Asimismo, continuará ejerciendo las labores de empadronamiento o autorización que le confiere dicha ley, hasta 6 meses después de la entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Parvularia y la Intendencia de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación.”. (Unanimidad 3x0. Indicación número 8).

- - -

TEXTO DEL PROYECTO:


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Título I

De la Subsecretaría de Educación Parvularia

Artículo 1°.- Créase la Subsecretaría de Educación Parvularia, en adelante la “Subsecretaría”, que será el órgano de colaboración directa del Ministro de Educación en la promoción, desarrollo y coordinación de la educación parvularia de calidad para el desarrollo integral de niños y niñas, desde su nacimiento hasta su ingreso a la educación básica.

Artículo 2°.- La Subsecretaría deberá colaborar con el Ministro de Educación en la elaboración, coordinación, aplicación y evaluación de políticas y programas en materias destinadas al desarrollo y promoción de la educación parvularia.

Asimismo, deberá coordinar los servicios públicos del sector que impartan dicho nivel educativo, así como promover y fomentar en los distintos sectores de la sociedad, en especial en el ámbito de las familias, la educación parvularia, como un inicio temprano del proceso de aprendizaje de niños y niñas.

Artículo 3°.- La Subsecretaría tendrá, especialmente, las siguientes funciones y atribuciones:
a) Proponer al Ministro de Educación las políticas, planes y programas en las materias relativas a la educación parvularia.

b) Proponer al Ministro de Educación las normas legales y reglamentarias que regulen la educación parvularia, en particular aquellas relativas a los requisitos para obtener el reconocimiento oficial del Estado y la autorización de funcionamiento de establecimientos de educación parvularia, cuando corresponda. 

c) Elaborar y proponer al Ministro de Educación las bases curriculares, programas de estudio, adecuaciones curriculares y modalidades educativas aplicables al nivel parvulario, los cuales deberán ser aprobados por el Consejo Nacional de Educación, de acuerdo al procedimiento establecido en el artículo 86 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 2010.

d) Elaborar y proponer al Ministro de Educación un Plan Nacional de Aseguramiento de la Calidad de Educación Parvularia, que contemple estándares de calidad y un sistema de acreditación para establecimientos que impartan educación en dicho nivel, que ejecutará la Agencia de Calidad de la Educación, conforme a la ley Nº 20.529.

e) Elaborar y proponer al Ministro de Educación políticas y programas destinados a fomentar el acceso de los niños y niñas a la educación parvularia y a garantizar la continuidad del proceso educativo hacia la educación básica.

f) Desarrollar estadísticas, indicadores, estudios e investigaciones relativas a la educación parvularia, en especial a la enseñanza y aprendizaje, y administrar los sistemas de información del Ministerio en el ámbito de su competencia.  

g) Diseñar programas de apoyo técnico-pedagógico en el nivel parvulario para las instituciones públicas y privadas que reciban financiamiento estatal y que presten servicios educacionales en dicho nivel. 

h) Establecer mecanismos de coordinación con distintos organismos públicos e instituciones privadas, nacionales e internacionales, con competencias en el sector de educación parvularia.

i) Establecer mecanismos de coordinación con instituciones que formen personal docente y técnico en el nivel de educación parvularia.

j) Participar y representar oficialmente al Ministerio de Educación, a nivel nacional e internacional, en el ámbito de la educación parvularia con instituciones públicas, privadas y con organismos internacionales.

k) Celebrar toda clase de actos y contratos con instituciones públicas o privadas, y

l) Las demás que la ley le encomiende.

Artículo 4°.-Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación determinará la organización interna de la Subsecretaría, de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley Nº 1-19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado. 

Artículo 5°.- El personal de la Subsecretaría estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria. 

Título II

Otras Normas

Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la ley N° 18.956, que Reestructura el Ministerio de Educación: 

1) En el artículo 3°: 

a) En su letra b), a continuación de la palabra “Subsecretaría”, agrégase el vocablo: “de Educación”.

b) Intercálase una letra c), nueva, del siguiente tenor:
“c) “Subsecretaría de Educación Parvularia”.

c) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:

“El Ministro de Educación será subrogado por el Subsecretario de Educación y en caso de ausencia o impedimento de éste, por el Subsecretario de Educación Parvularia. Lo anterior se aplicará sin perjuicio de la facultad del Presidente de la República para nombrar como subrogante a otro Secretario de Estado.”.

2) Intercálase, en su artículo 5°, a continuación de la palabra “Subsecretaría”, la frase “de Educación”. 

Artículo 7º.- Agréganse, en el artículo 99 de la ley N° 20.529, que crea un Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización, los siguientes incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos:

“La organización interna de la Superintendencia considerará una Intendencia de Educación Parvularia, cuya función será fijar los criterios técnicos que permitan orientar el ejercicio de las atribuciones de aquella respecto de establecimientos educacionales que impartan educación parvularia y que cuenten con reconocimiento oficial del Estado o la autorización, en su caso.

Sin perjuicio de las atribuciones de la Superintendencia, señaladas en el artículo 49 de esta ley, corresponderá especialmente a la Intendencia:

1)
Fijar los criterios técnicos que orienten la función fiscalizadora de la Superintendencia respecto de los establecimientos que imparten educación parvularia.

2)
Proponer al Superintendente la interpretación administrativa de la normativa educacional aplicable a los establecimientos que imparten educación parvularia.

3)
Proponer al Superintendente instrucciones de general aplicación al sector sujeto a su competencia.

4)
Elaborar índices, estadísticas y estudios relativos al sistema de educación parvularia. 

5)
Las demás que le encomienden las leyes o reglamentos.

La Intendencia estará a cargo de un Intendente de Educación Parvularia, directivo afecto al segundo nivel jerárquico de la Superintendencia, para los efectos del artículo trigésimo séptimo de la ley Nº 19.882.

Artículo 8°.- Introdúcense las siguientes enmiendas en la ley N° 17.301, que crea la corporación denominada Junta Nacional de Jardines Infantiles:

1) En el artículo 1º:

a) En el inciso primero, sustitúyese la expresión “promover, estimular y supervigilar” por “promover y estimular”.

b) Elimínase el inciso segundo.

2) Reemplázase en su artículo 15, la expresión “El Ministerio de Educación Pública” por “La Subsecretaría de Educación Parvularia”.

3) Elimínase el inciso final del artículo 33.

Artículo 9°.- Créase en la planta de personal de la Superintendencia de Educación, establecida en el artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Educación, de 2012, un cargo de “Intendente de Educación Parvularia”, directivo afecto al segundo nivel jerárquico a que se refiere el Título VI de la ley N° 19.882, grado 2.

Artículo 10.- Agrégase, en el número 1 de la letra A) del artículo 1° del decreto con fuerza de ley N° 4, del Ministerio de Educación, de 2006, que fija plantas del personal, a continuación de la palabra “Subsecretario”, la expresión: “de Educación”. 

Artículo 11.- Reemplázase, en la letra c) del inciso primero del artículo 89 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370, la frase “debiendo dos de ellos contar con un reconocido prestigio en el área de la educación parvularia, básica o media”, por “debiendo, al menos, tres de ellos contar con un reconocido prestigio en el área de la educación parvularia, básica o media, correspondiendo uno a cada nivel.

Artículos Transitorios

Artículo primero.- El cargo de Intendente de Educación Parvularia, que se crea en el artículo 9° de la presente ley, podrá ser provisto, transitoria y provisionalmente, por un funcionario que asumirá de inmediato sus funciones, en tanto se efectúe el proceso de selección pertinente de acuerdo con la ley N° 19.882.

Artículo segundo.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos por el Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar la planta de personal de la Subsecretaría de Educación Parvularia. El encasillamiento de esta planta podrá incluir personal del Ministerio de Educación.

2) Modificar la planta de personal de la Superintendencia de Educación, pudiendo crear, suprimir y transformar cargos. 

3) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios titulares de planta y de funcionarios a contrata desde el Ministerio de Educación a la Subsecretaría de Educación Parvularia.

4) Determinar el número y precisar la calidad jurídica de funcionarios que se traspasarán por estamento a la Subsecretaría de Educación Parvularia. La individualización del personal que se encuentre en dicha situación se realizará por decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por medio del Ministerio de Educación. A contar de la fecha del traspaso, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen. Del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso de personal se transferirán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.

5) Modificar la planta de personal de la Superintendencia de Educación, para encasillar en nuevos grados a los funcionarios titulares de planta de esa Superintendencia de los estamentos Fiscalizador y Profesional que hayan sido traspasados desde el Ministerio de Educación, en virtud del decreto supremo N° 338, de 2012, del Ministerio de Educación, siempre que se encuentren en funciones a la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento y tengan o hayan tenido derecho a planilla suplementaria en virtud del encasillamiento dispuesto por el referido decreto supremo. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República podrá crear y suprimir cargos en la señalada planta, en sus respectivos estamentos. Además, podrá fijar  los requisitos para el ingreso y promoción de los cargos nuevos, y determinar la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento y supresión de cargos que determine.

Del mismo modo, en el ejercicio de esta facultad el Presidente de la República fijará las normas para el encasillamiento del personal indicado en el párrafo anterior, el que se llevará a cabo mediante resolución del Superintendente de Educación. El encasillamiento de dichos funcionarios también podrá realizarse en cargos que se encuentren vacantes en la planta señalada en el párrafo precedente, en sus respectivos estamentos.

El personal señalado en el párrafo primero de este numeral, podrá encasillarse en un estamento distinto al de origen y no serán exigibles los requisitos que se establecen en el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 4, de 2012, del Ministerio de Educación.

Cualquiera diferencia de remuneraciones que genere este encasillamiento deberá ser pagada por planilla suplementaria, a la que se aplicará el porcentaje de reajuste que se fije anualmente para las remuneraciones de los funcionarios públicos, y que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que corresponda al funcionario. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

Los cambios de grados que se produzcan como efecto del encasillamiento no serán considerados promoción o ascenso. Los funcionarios encasillados conforme a este numeral conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.”.

6) Dictar las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas a que se refieren los numerales 1) y 2) de este artículo. En especial, establecer el número de cargos para dichas plantas, los requisitos para el desempeño de los mismos, sus denominaciones, los cargos que tendrán la calidad de exclusiva confianza y de carrera, los niveles jerárquicos para la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882, cuando corresponda. Además, establecer las normas de encasillamiento del personal de las plantas antes señaladas. Asimismo, podrá determinar la supresión o conversión de cargos de la nueva planta que hayan sido provistos mediante el encasillamiento del personal traspasado, conforme a lo dispuesto en el numeral 4) precedente, una vez que estos funcionarios dejen de ocupar el cargo por cualquier causa. Adicionalmente, podrá dictar las normas transitorias para la aplicación de las remuneraciones variables, tales como las contempladas en los artículos 1° de la ley N° 19.553, 5° de la ley N° 19.528 y 17 de la ley N° 18.091.
Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de esta facultad no serán exigibles para efectos del encasillamiento de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la entrada en vigencia del o los decretos con fuerza de ley señalados precedentemente. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley y aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

7) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije. También, la fecha de entrada en vigencia de los traspasos y los encasillamientos que practique a las plantas señaladas en los numerales 1) y 2). Igualmente, fijará la dotación máxima de personal de la Subsecretaría de Educación Parvularia y de la Superintendencia de Educación, las cuales no estarán afectas a la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, respecto de los empleos a contrata incluidos en la dotación.

8) Fijar la fecha en que entrará en funcionamiento la Subsecretaría de Educación Parvularia y aquella en que la Superintendencia de Educación comenzará a ejercer las facultades de fiscalización que se le otorgan en la presente ley, respecto de los establecimientos que imparten educación parvularia.
El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes limitaciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de las remuneraciones  ni modificaciones de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de los reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como, también, el tiempo computable para dicho reconocimiento. 

Artículo tercero.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Subsecretaría de Educación Parvularia y transferirá a ella los fondos de las entidades que traspasan personal y bienes necesarios para que cumpla sus funciones, pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar los capítulos, programas, ítems, asignaciones  y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Asimismo, podrá modificar el presupuesto de la Superintendencia de Educación para el cumplimiento de la presente ley, pudiendo, al efecto, crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo cuarto.- A contar de la fecha de la publicación de la presente ley, la Junta Nacional de Jardines Infantiles continuará ejerciendo sus labores de supervigilancia establecidas en la ley N° 17.301, hasta la fecha en que la Superintendencia de Educación comience a ejercer las facultades de fiscalización que se le otorgan en la presente ley respecto de los establecimientos que imparten educación parvularia, de acuerdo a lo establecido en  el numeral 8) del artículo segundo transitorio de la presente ley. Asimismo, continuará ejerciendo las labores de empadronamiento o autorización que le confiere dicha ley, hasta 6 meses después de la entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Parvularia y la Intendencia de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación.”. 
Artículo quinto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley, durante el primer año de su aplicación, se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria Tesoro Público, de la ley de Presupuestos del Sector Público.

Artículo sexto.- Las referencias que las leyes, reglamentos y demás normativa vigente hagan de la Subsecretaría de Educación en materias de educación parvularia, deberán entenderse hechas a la Subsecretaría de Educación Parvularia.”.

- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 18 de noviembre y 9 de diciembre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Lagos Weber (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Carlos Montes Cisternas y Andrés Zaldívar Larraín.


Sala de la Comisión, a 10 de diciembre de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
18

INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE RENUEVA LA VIGENCIA DE LA LEY N° 19.648, DE 1999, SOBRE ACCESO A LA TITULARIDAD DE LOS DOCENTES A CONTRATA EN LOS ESTABLECIMIENTOS PÚBLICOS SUBVENCIONADOS

(8.784-04)

HONORABLE SENADO:
La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene a honra emitir su informe acerca del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señoras Cristina Girardi y Alejandra Sepúlveda y señores Lautaro Carmona, Aldo Cornejo, Marcos Espinosa, Rodrigo González, Manuel Monsalve, Alberto Robles y Germán Verdugo, y del ex Diputado señor Sergio Bobadilla, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

Cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de ley de artículo único, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, la Comisión discutió la iniciativa en general y en particular a la vez, y acordó, unánimemente, proponer la Excelentísima señora Presidenta que en la Sala sea considerado del mismo modo.
A las sesiones en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán y Alejandro Navarro Brain y los Honorables Diputados señores José Manuel Edwards, Rodrigo González y Marco Antonio Núñez.

Asimismo, concurrieron: 

-Del Ministerio de Educación: el señor Ministro, Nicolás Eyzaguirre; la señora Subsecretaria, Valentina Quiroga; y los asesores, señora Jenny Stone y señor Jaime Veas. Asimismo, de la anterior administración gubernamental, asistió el Jefe de Asesores, señor Raúl Figueroa.
-De la Asociación de Municipalidades de la región de Valparaíso: el Presidente y Alcalde, señor Jorge Castro.
-Del Colegio de Profesores de Chile: el Presidente, señor Jaime Gajardo; el Vicepresidente Nacional, señor Guido Reyes; el Dirigente Regional, señor Andrés Reyes; el Representante del Liceo Galvarino Riveros Cárdenas; el Secretario General, señor Darío Vásquez; el Tesorero Nacional, señor Juan Soto; el Docente, señor René Aucapán; el Profesor de Historia y Presidente Regional Araucanía, señor Jaime Quilaqueo y el Profesor de Música y Presidente Comunal Traiguén, señor Alejandro Cenda.

el Presidente Regional Metropolitano, señor Jorge Abedrapo; la Presidenta Comunal de Villa Alemana, señora María Cecilia Manríquez; la Secretaria General de Villa Alemana, señora Carmen Gaete; el Director Regional de la región de Valparaíso, señor Renato Rivera; el Secretario General del Directorio Regional de Valparaíso, señor Marcelo Olivares; la Presidenta del Consejo General Liceo María Luisa Bombal, señora Ivonne Araya; el Director de la comuna de Valparaíso, señor Luis González; y la Docente, señora Hitma Ibacache.

-Del Colegio de Profesores de la región de Magallanes: la Presidenta, señora Flor Oyarzo.
- Del Colegio de Profesores de la región de Valparaíso: el Presidente, señor Alfonso Godoy; el Tesorero, señor Andrés Reyes; el Dirigente Nacional, señor Guido Reyes, y la Secretaria, señora Paula Ortiz.
-De la Secretaría Ejecutiva Programa Legislativo, CIEPLAN: la Asesora, señora Macarena Lobos.
-De la Biblioteca del Congreso Nacional: el Analista, señor Luis Castro.
-Del Instituto Igualdad: el Asesor, señor Juan Pablo Castillo.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO

El proyecto de ley que aprobó en su momento la Cámara de Diputados tuvo por objetivo prolongar los efectos de la ley N° 19.648, de 1999, de manera de extender la calidad de titular a los profesionales de la educación parvularia, básica y media que, al 30 de abril de 2013, se encontraren incorporados a la dotación docente en calidad de contratados y que se hayan desempeñado como tales en la misma durante cierto tiempo.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.-Ley N° 19.648, de 1999, que otorga titularidad en el cargo a profesores contratados a plazo fijo por más de tres años.

2.-Numerales 10 y 11 del artículo 19 de la Constitución Política de la República.

3.-Decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre estatuto administrativo.

4.- Decreto con fuerza de ley N° 1, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.585, de 2001, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.

5.-Ley N° 19.933, de 2004, que otorga un mejoramiento especial a los profesionales de la educación que indica.

6.-Decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070 que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, y de las leyes que la complementan y modifican.
II.ANTECEDENTES DE HECHO

Moción de los Honorables Diputados señoras Cristina Girardi y Alejandra Sepúlveda y señores Lautaro Carmona, Aldo Cornejo, Marcos Espinosa, Rodrigo González, Manuel Monsalve, Alberto Robles y Germán Verdugo, y del ex Diputado señor Sergio Bobadilla.
La Moción que da vida a la propuesta legal en estudio hace presente que uno de los pilares esenciales del proceso de mejoramiento de la calidad de la enseñanza en nuestro país es el perfeccionamiento de las condiciones de desempeño de los docentes, tanto en relación a su cualificación profesional para ejercer sus tareas de conductores del proceso de enseñanza- aprendizaje, como también en relación a sus condiciones de trabajo y de remuneración.
Advierten sus autores que, como es sabido, en la enseñanza municipal existe una duplicidad de condiciones de contratación de los profesores. En efecto, precisan que existe, por un lado, una planta de titulares en los cargos, y, por otro, un importante segmento de docentes que están vinculados a las administraciones municipales o a las corporaciones municipales de educación por medio de la denominada contrata. Esta última, resaltan, se renueva año a año y supone una situación de menoscabo de los derechos laborales, ya que las personas que se encuentran en esa situación tienen que cumplir con los deberes de un servidor público, pero no tienen estabilidad en el empleo, beneficio esencial asociado a dicha condición.
Añaden que de conformidad a las normas del Estatuto Docente, en cada municipio o corporación municipal se puede destinar hasta un 20% de la planta para ser llenada mediante la contrata. Sin embargo, aseguran que en los hechos ella es una práctica extendida en casi todos los municipios de Chile. Así, lamentan, miles los profesores a lo largo del país pasan muchos años en esta situación, lo que supone un estancamiento en sus carreras profesionales y un creciente deterioro de su situación económica.
A la luz de la situación precedentemente descrita, ponen de manifiesto los Honorables Diputados que los profesores a contrata ni siquiera pueden ser sujetos de crédito, pues no tienen un contrato fijo, y que la renovación anual de contratos los deja a merced de toda clase de abusos por parte de la autoridad local al momento de la renovación contractual.
Recuerdan que a fines de la década de los noventa, durante el Gobierno del ex Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle, a fin de corregir la situación de muchos docentes, el Congreso Nacional dio vida a la ley Nº 19.648, de 1999, instrumento mediante el cual se dispuso, por única vez, que los profesores que hubieren prestado servicios continuos por más de tres años a contrata debían ser incorporados a las plantas municipales en calidad de titulares. 
Con todo, aseguran que transcurridos trece años de esa ley, que supuso en su hora un gran acuerdo político entre las distintas fuerzas representadas en este Congreso Nacional, parece necesario revivir la norma antes citada, de manera tal de terminar con la situación de miles de docentes que hoy en día acumulan muchos años de servicios manteniéndose en la contrata municipal. Este gesto, enfatizan, no sólo reivindicará la importancia de la función docente, sino que será un estímulo a las nuevas generaciones de jóvenes con talento y vocación que desean ejercer la noble profesión de pedagogo, en el sector donde más se necesitan, como son los establecimientos públicos subvencionados.
- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

El texto del proyecto de ley propuesto es el siguiente:

“Artículo único.- Reemplázase, en el artículo único de la ley N° 19.648, la expresión “a la fecha de esta ley” por “al 30 de abril de 2013”.”.

Dando inicio al estudio de la propuesta de ley, el a la sazón Jefe de Asesores del Ministerio de Educación del Gobierno del Presidente Sebastián Piñera, señor Raúl Figueroa, hizo presente que el Gobierno que integra compartía el objetivo perseguido por el proyecto en estudio, esto es, permitir que profesores que se desempeñan a contrata por mucho tiempo puedan adquirir la calidad de titulares. Con todo, aseveró que la forma planteada para alcanzar el fin señalado no era la adecuada. Argumentando su aseveración, sostuvo que la idea que los docentes a contrata adquieran la calidad de titulares por el mero transcurso del tiempo resulta perjudicial para el sistema, al romper el principio fundamental que la provisión de cargos docentes de planta se realiza por medio de concursos públicos de antecedentes. A la razón anteriormente esgrimida, sumó el que la iniciativa de ley implicaba establecer diferencias arbitrarias respecto de los demás funcionarios públicos presentes en el país.

A la luz de lo anterior, estimó que una manera adecuada de dar solución a la realidad imperante era fomentar la realización de concursos públicos, para lo cual se requería modificar las normas legales existentes respecto de estos últimos. Agregó que a lo anterior podía sumarse la idea que el tiempo trabajado en calidad de contratado fuera una variable importante a considerar en los referidos concursos.

El Presidente del Colegio de Profesores de Chile, señor Jaime Gajardo, por su lado, recalcó que la materia contenida en el proyecto en estudio constituía una de las principales preocupaciones del gremio que encabeza, toda vez que más del 40% de los docentes que representa se encuentran en la situación descrita. 

Apuntó que, actualmente, existe consenso nacional acerca de que uno de los pilares esenciales para el mejoramiento de la calidad y equidad de la enseñanza es el perfeccionamiento de las condiciones de desempeño docente. En consecuencia, señaló que otorgar la calidad de titulares a los profesores que se desempeñan "a contrata" y que por años han estado en esta condición, es un asunto de carácter urgente, pues, al final del día, mejorará las condiciones de enseñanza. 
Señalado lo anterior, mostró los deterioros experimentados por la educación municipal en los últimos años. En efecto, puntualizó que mientras el año 2001 existían 6.083 establecimientos educativos de esa índole, hoy sólo llegan a 5.526, que la matrícula en ellos ha descendido notablemente y que la proporción de funcionarios que se desempeña a contrata es cada día más alta. Así, continuó, mientras en el año 2004, de los 92.132 profesores municipales existentes, 69.889 eran titulares y 21.982 contratados, al año 2012, 53.000 se desempeñaban como titulares y 38.750 a contrata, superando así los límites legales. A lo anterior, comunicó, se suman los miles de despidos a los que, día a día, se ven enfrentados los profesores motivados por el cierre de colegios municipales o, simplemente, por el hecho que sus contratos no se renuevan para el año siguiente, como es el caso de 423 docentes a nivel nacional en este año 2014.

Además, aseveró que la figura en estudio ha permitido que muchos profesores se desempeñen de planta sólo por un par de horas, haciéndolo las restantes “a contrata”, cuestión esta última que conduce, año a año, a miles de docentes a la incertidumbre de saber si completarán o no la totalidad de su jornada laboral, y, en consecuencia, si podrán contar o no con la remuneración prevista.

Recordó que, según lo dispone el Estatuto de la profesión Docente (Decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Educación, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 19.070 que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, y de las leyes que la complementan y modifican.) son dos las formas de incorporarse a la dotación de un establecimiento municipal. Por una parte, en calidad de titular, cumpliendo requisitos y mediando un concurso para tal efecto, y, por otra, en calidad de "a contrata". En relación con esta última categoría, remarcó que el artículo 25 del Estatuto referido establece claramente que "tendrán calidad de contratados aquellos que desempeñan labores docentes transitorias, experimentales, optativas, especiales o de reemplazo de titulares", dejando claro que dicha condición se contempla sólo para efectos complementarios a la labor cotidiana de un docente de aula. Sin embargo, lamentó, la realidad contrasta con la norma referida, toda vez que existe un alto porcentaje de docentes que cumplen las mismas funciones que un titular, encontrándose, sin embargo, como contratados. 
En la misma línea argumental, notó que el cuerpo legal aludido señala, en su artículo 26, que "el número de horas correspondientes a docentes en calidad de contratados en una misma Municipalidad o corporación Educacional, no podrá exceder del 20% del total de horas de la dotación de las mismas". Destacó que esta norma es vulnerada sistemáticamente, y que no es poco frecuente encontrar docentes que lleven diez o más años en condiciones de contrata, mientras los municipios registran montos superiores al 20% de profesores permitido en dicha calidad, abusando así de la figura mencionada, pensada originalmente para labores transitorias.

Refiriéndose a las consecuencias que ha traído aparejada la enorme utilización de la figura en estudio, indicó que ella ha conducido, en primer lugar, al deterioro de la situación económica de los docentes, toda vez que no se les pagan asignaciones y valores legales, no pueden ser sujetos de crédito, no tienen derecho a indemnización y quedan permanentemente inestables económicamente. En segundo lugar, sostuvo que su presencia ha significado una fuerte discriminación hacia los profesores del sistema municipalizado respecto de quienes se desempeñan en el sector particular subvencionado. Al respecto, notó que cuando un maestro perteneciente a este último sector mantiene un contrato a plazo fijo por dos periodos consecutivos, éste se transforma automáticamente en contrato indefinido, con todos los derechos laborales inherentes; entre los que se encuentra la indemnización por años de servicio. El profesor municipalizado en condición de contrata, en tanto, no tiene acceso a este derecho, por lo que de ser marginado de su cargo, no tendrá derecho a indemnización alguna. En tercer lugar, hizo hincapié en que su excesivo uso afecta las condiciones necesarias para alcanzar una buena enseñanza. En efecto, reseñó, el cambio permanente de maestro dificulta la relación enseñanza-aprendizaje. Finalmente, puso de relieve que la figura del profesor "a contrata" permite abusos de las autoridades laborales, presiones indebidas, realización de trabajos no siempre contemplados en los contratos y vulneración de derechos sindicales contemplados en los convenios internacionales
Deteniéndose en las preocupaciones manifestadas por los distintos sectores respecto de este proyecto de ley, recordó que algunos Parlamentarios temen que su presencia se transforme en un precedente para eliminar los concursos públicos como forma de acceder a los cargos de planta. Sobre el particular, aseguro que si bien el Colegio de Profesores ha luchado por años para que dicho ingreso se logre por medio de concursos públicos, estos no se realizan o bien están llenos de irregularidades. 

Otro argumento para oponerse a este proyecto, continuó, es el surgido desde la Asociación de Municipios, quienes señalan que ello significaría un mayor costo económico. Al respecto, aseguró que ello no será así, y que la única diferencia se produciría al pagarse la indemnización por años de servicio, mas ello no es sino respetar los derechos de los trabajadores. 
Concluyendo su exposición, solicitó aprobar la iniciativa en discusión que, reiteró, beneficiará no sólo a los docentes sino también a miles de niños y jóvenes de nuestro país.
Se deja constancia de que el señor Gajardo acompañó su presentación con un documento en formato Word, el que fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

En seguida, el Presidente del Colegio de Profesores de la V región, señor Alfonso Godoy, en términos similares a los expresados por el señor Gajardo, fundamentó la necesidad de aprobar el proyecto en que, de conformidad a lo dispuesto en el Estatuto Docente, la figura de profesor a contrata busca hacer frente a situaciones meramente transitorias o experimentales, no de carácter permanentes, y en que la dotación docente municipal debe tener un máximo de 20% horas en dicha calidad. Sobre el particular, resaltó que ambos supuestos han sido vulnerados, toda vez que, por un lado, cerca del 40% de los maestros están contratados a plazo fijo, y, por otro, hay quienes se han desempeñado en tal calidad por más de diez años.
En otro orden de consideraciones, aseguró que la iniciativa en estudio, de transformarse en ley, no supondrá mayor gasto municipal, toda vez que las remuneraciones de los docentes en calidad de contratados son iguales a aquellas de los profesores titulares. En el mismo sentido, agregó que de ninguna manera este proyecto incorporará la necesidad de nuevas contrataciones, ya que se refiere a profesores que ya se encuentran trabajando en las dotaciones municipales. Asimismo, sentenció, contribuirá a abaratar costos a los municipios, al impedir los gastos que ocasionan los concursos, además de la retención del 3% de las subvenciones, como lo establece la ley N° 19.933.

Por último, aseguró que en la medida que el sector público ofrezca buenas condiciones de trabajo a sus docentes, mejores serán los resultados educativos que alcanzarán los educandos. En la misma línea, aseveró que para educar con integralidad, los docentes requieren innovar, crear, expresar opinión, tener autonomía en el aula y participación real, activa y permanente, actividades que un profesor a contrata no puede realizar por miedo a perder su empleo.

Se deja constancia que el señor Godoy acompañó su presentación con un documento en formato Word, el que fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, aseguró que una de las tareas centrales del Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet será el fortalecimiento de la educación pública, de manera de revertir los indicadores que dan cuenta de la disminución de  su matrícula en los últimos años. 

Establecido lo anterior, vio con preocupación la precariedad laboral en la que se encuentran los docentes municipales. En efecto, puntualizó, el 40% de ellos se desempeña a contrata, siendo cerca de 33.000 profesores los que se encuentran en dicha situación. Al respecto, apuntó que el desafío consiste en conciliar la estabilidad laboral de los docentes con la realidad de la educación pública municipal y, al mismo tiempo, conseguir su fortalecimiento.

Discrepando de los planteamientos de la propuesta legal, fue enfático en sostener que el acceso a algún cargo de planta en la administración pública debiera hacerse siempre por medio de un concurso público de antecedentes, y lamentó que la antigüedad fuera el único criterio propuesto. Con todo, compartió la petición que el número de horas correspondientes a docentes en calidad de contratados en una misma Municipalidad o Corporación Municipal no excediera del 20% del total de horas de la dotación de las mismas.

Continuando con su exposición, aseveró que esta materia deberá ser tratada en el marco de la reforma educacional estructural anunciada por la Presidenta de la República. En consecuencia, estimó trascendental escuchar la opinión del nuevo Ministro de Educación respecto del proyecto.

Por último, pidió escuchar la opinión de los Municipios del país, actuales sostenedores de la educación pública. Sobre el particular, recordó que una de las grandes tareas a impulsar durante este Gobierno será la desmunicipalización, y, por lo tanto, habrá que conciliar este último anhelo con el de incorporar a la planta a 33.000 docentes a contrata.

El Honorable Senador señor Navarro, en tanto, fue enfático en sostener que la figura de profesores a contrata sólo se justifica para el desempeño de labores transitorias o de reemplazo y no para los usos que comúnmente se le ha dado. 

Comparando esta figura con las presentes en el mundo privado, resaltó que en este último, el segundo contrato a plazo fijo transforma la relación laboral en una de carácter indefinido. Ahondando en su reflexión, lamentó las diferencias existentes, pese a que el objetivo perseguido- educación de calidad- es el mismo.

Con todo, resaltó que el problema descrito es uno más de los que deben enfrentarse en la educación pública. Agregó que son tantos los inconvenientes presentes en ella que supondrá de un cambio estructural, y que en el marco de este último deberá discutirse la propuesta legal. En el mismo sentido, añadió que será la reforma tributaria el elemento clave para alcanzar los fines perseguidos.

Por la razón anterior, solicitó recibir en audiencia al nuevo Ministro de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre.

Por su lado, el Honorable Diputado señor González, en su calidad de autor de la moción en estudio, solicitó que el estudio de este proyecto no quedara postergado en virtud de las grandes reformas a la educación que impulsará la Presidenta de la República, dado el carácter urgente que tiene para los miles de docentes del sector municipal que se desempeñan a contrata y habida consideración de lo mucho que ello repercute en la calidad de la enseñanza que reciben los educandos.

En sintonía con lo anterior, advirtió que tanto el diseño como el tiempo que demorará la tramitación de una iniciativa de ley sobre carrera docente se desconocen y, en consecuencia, no resultaría adecuado subordinar este proyecto tan importante a ella. 

La Honorable Senadora señora Von Baer, por su parte, estimó que el uso indiscriminado de la figura en estudio constituye una situación preocupante que perjudica la calidad de la educación y la estabilidad de los proyectos educativos.

Establecido lo anterior, llamó a reflexionar acerca de si la forma propuesta en este proyecto de ley era o no la adecuada. Justificó su duda en que durante el Gobierno del ex Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle se dio luz verde a un proyecto similar y hoy, 14 años después, vuelve a discutirse lo mismo. En consecuencia, estimó oportuno analizar porqué se llega a una situación tal.

Finalmente, consideró importante recabar el parecer de la Asociación Chilena de Municipalidades sobre el particular.

- - -

Posteriormente, la Comisión volvió a recibir en audiencia al Colegio de Profesores de Chile, representado por su Presidente, señor Jaime Gajardo, quien reiteró la necesidad y la importancia de aprobar la iniciativa de ley en discusión, solución que calificó como transitoria a la espera del debate y construcción de una carrera docente. Asimismo, solicitó al Ejecutivo patrocinar el proyecto, a fin de asegurar su transformación en ley.

En otro orden de consideraciones, ahondó en las consecuencias derivadas de la inestabilidad laboral en la que se encuentran los docentes que representa. En este sentido, aseguró que los maestros que tienen la calidad de contratados, habitualmente, son segregados del sistema bancario al no constituirse como sujetos crediticios para acceder a préstamos financieros que les permitan adquirir una vivienda u otros bienes. Además, agregó que la condición de funcionarios a contrata les impide tener derecho a indemnización, no les asegura la regularidad en el pago de las cotizaciones para el ahorro previsional y los deja expuestos a experimentar abusos y presiones permanentes al final de cada año lectivo producto de la inestabilidad laboral.
En la misma línea argumental, puso de relieve que existen numerosos estudios que advierten acerca del impacto de las condiciones laborales en la salud mental. Adicionalmente, apuntó que el desempeño a contrata no asegura en el tiempo la permanencia en el sistema de salud de los trabajadores y sus cargas familiares, agudiza las situaciones de estrés y permea la autoestima debido a la ausencia de una relación contractual de reconocimiento profesional en la carrera.
Continuando con el desarrollo de sus planteamientos, aseveró que la referida calificación laboral dificulta la generación de relaciones laborales de confianza y compromiso con la comunidad educativa, obstaculiza la proyección de los proyectos de mejoramiento educativo de cada establecimiento, impide la relación contextual entre el currículum y la realidad local a la cual se dirige y rompe el vínculo pedagógico fundamental para la generación de confianzas en el desarrollo del aprendizaje. Además, añadió, conlleva que los estudiantes pierdan valiosas horas de clases durante marzo y abril, mientras se busca completar la dotación docente de los establecimientos que no cuentan con contratos indefinidos, interviene en el autoestima de los alumnos que sienten la precariedad del sistema escolar público, limita el ingreso de profesionales de excelencia en el sistema educativo y promueve la fuga de profesores destacados en el ejercicio docente, producto de las paupérrimas condiciones laborales que ofrece el sistema.
Finalmente, insistió en la necesidad de aprobar la normativa en estudio, solución transitoria a la espera del debate y construcción de una carrera docente. Al respecto, advirtió que no se podría iniciar la discusión respecto de esta última materia manteniendo la incertidumbre de miles de docentes que se encuentran en esta situación, y aseguró que solucionar la situación descrita generará confianzas en pos de una mejor instalación de la reforma educacional.

Se deja constancia de que el señor Gajardo acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los señores Senadores integrantes de la Comisión, y se contiene en un anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.

La Subsecretaria de Educación, señora Valentina Quiroga, puso de manifiesto que el tema referido a la docencia constituye una materia de especial preocupación para el Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet. Hizo presente que si se observa la experiencia internacional, los sistemas educativos exitosos del mundo presentan factores comunes entre los que se encuentra la existencia de una carrera docente altamente valorada por la sociedad. En el mismo sentido, agregó que los profesores constituyen una pieza fundamental para asegurar que la educación impartida sea de calidad.

En sintonía con el punto anterior, aseguró que el programa de Gobierno anhela avanzar hacia una política nacional docente, poniendo en el centro de la reforma educativa a estos profesionales, desde su ingreso a la carrera hasta su jubilación. En este contexto, informó, se aspira a materializar una carrera de desarrollo profesional docente, mejorando así los salarios y las condiciones laborales, además de reducir el número de horas lectivas.

Por otro lado, puso de manifiesto que la voluntad del Ejecutivo por valorizar la profesión docente se refleja también en la creación de mesas de conversación y negociación con los dirigentes del Colegio de Profesores, y añadió que uno de los temas objeto de discusión con dicho gremio es el proyecto de ley en estudio. Al respecto, subrayó que el Gobierno que integra dará una respuesta a la demanda de los profesores a fines del mes en curso. Aseveró que la propuesta del Ejecutivo sobre el particular será analizada conjuntamente con los dirigentes del Colegio de Profesores antes de darse a conocer públicamente.

El Honorable Senador señor Chahuán puso de relieve que la materia en estudio constituye una de especial preocupación y respecto de la cual por largo tiempo se ha buscado una solución adecuada. Recordó que esta iniciativa de ley inició su tramitación legislativa de manera paralela con otra nacida en esta rama del Congreso Nacional originada en una moción de su autoría que fue declarada inadmisible por estimarse que la materia en ella tratada era de iniciativa exclusiva del Presidente de la República
. 

Sostuvo que, afortunadamente, el proyecto de ley en estudio corrió una suerte distinta, pese a la que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado propuso declararla inadmisible por razones señaladas.

Establecido lo anterior, aseguró que la aprobación de la normativa sugerida no representa mayor gasto fiscal, toda vez que los profesores a contrata reciben las mismas asignaciones que los docentes titulares. A mayor abundamiento, consideró que para el Fisco la aprobación de ella le permitiría evitar los costos asociados a la realización de los concursos públicos de antecedentes necesarios para ingresar a la planta.

Por otra parte, apuntó que la aprobación de la iniciativa de ley permitirá poner fin a las situaciones de angustia por la que deben atravesar los docentes a contrata al no saber si conservarán sus trabajos el año siguiente.

Por los motivos anteriores, celebró que el Presidente de la Comisión pusiera en tabla la propuesta de ley e hizo un llamado a aprobarla, así como también a acoger la demanda relativa a la deuda histórica que el Estado mantiene con los profesores.

Por su lado, el Honorable Senador señor Navarro hizo presente que un informe elaborado por la Biblioteca del Congreso Nacional advierte que 45.227 profesores tienen el carácter de titulares, 42.247 se desempeñan a contrata y que 2.987 maestros realizan funciones de reemplazo. Sobre el particular, resaltó que el número de profesores que se encuentran en las dos últimas categorías señaladas superan a quienes están de planta en la educación municipal, vulnerándose así lo dispuesto en el artículo 26 del Estatuto Docente, y afectando la situación laboral de los referidos profesionales. A la luz de los datos anteriores, puso de relieve la necesidad de aprobar el proyecto de ley en estudio, y agregó que no existen razones económicas que obsten a ello.

En sintonía con el punto anterior, consultó a la señorita Subsecretaria de Educación si el Gobierno respaldaría la iniciativa de ley en debate. Asimismo, preguntó si en caso de ser así, ello se haría antes o después de reformar el modelo educacional. Consideró que los profesores requerían una pronta solución a su situación laboral, y, en consecuencia, solicitó no dilatar más el apoyo a la propuesta de ley. Por lo demás, agregó que una decisión tal posibilitaría la participación del profesorado en las innovaciones del Ejecutivo e impediría nuevas movilizaciones por parte de este gremio.

Por otro lado, hizo un llamado al Ejecutivo a aclarar si las reformas educacionales de su agenda legislativa acarrarían el despido de docentes, tal como ocurrió en el caso de las normativas legales sobre incentivo al retiro para estos profesionales, las que, aseguró, conllevaron el término de la relación laboral para 12.474 maestros.

Continuando con la exposición de sus planteamientos, puso de manifiesto que muchas normas legales han generado las condiciones para aumentar el número de profesores, sin embargo el uso de las mismas no ha permitido mejorar la situación laboral de los mismos. Detallando su afirmación, sostuvo que la ley N° 20.248, sobre Subvención Escolar Preferencial, permitió crear nuevos puestos de trabajo a fin de mejorar la calidad de la educación. No obstante, aseveró que ello no ha sido así, debido al mal uso de los dineros por parte de los Alcaldes. Agregó que una situación similar ha quedado de manifiesto en el caso de la prueba inicia, instrumento de medición que posibilita aumentar el número de docentes, pero que sólo ha motivado incorporaciones en calidad de contratados. 

Finalmente, reiteró el llamado al Ejecutivo a respaldar la normativa propuesta y a avanzar en ella y en las reformas, sin esperar un acuerdo con la oposición.

A su vez, el Honorable Senador señor Rossi resaltó la importancia del proyecto de ley en estudio para mejorar la situación laboral de los profesores del país, y notó que él sólo busca el respeto de las normas contenidas en el Estatuto Docente. Sobre el particular, recordó que el ingreso al mundo de la educación municipal puede hacerse en calidad de titular, lo que supone la realización de un concurso público de antecedentes, o bien en calidad de contratado, condición esta última que sólo puede tener lugar para casos transitorios, experimentales, optativos, especiales o de reemplazo de funcionarios titulares, según lo dispone el inciso final del artículo 25 del estatuto referido. Además, precisó que, de conformidad al artículo 26 del aludido cuerpo legal, el número de horas correspondientes a docentes en calidad de contratados en una misma Municipalidad o Corporación Educacional, no puede exceder del 20% del total de horas de la dotación de las mismas. A la luz de la norma citada, criticó que miles de profesores se desempeñaran en esta última calidad durante largos periodos de tiempo como ocurre en la actualidad. 

En sintonía con el punto anterior, subrayó que si el porcentaje al que hace alusión el artículo 26 del Estatuto Docente es sobrepasado, se deberá sancionar al sostenedor con un 3% de la retención de la subvención mensual hasta normalizar la situación mediante llamado a concurso público. Al respecto, señaló que dicha sanción nunca ha sido aplicada.

Luego de recordar los preceptos legales existentes sobre el particular, sentenció que la iniciativa de ley no propone una aspiración inalcanzable, sino el apego a las normas legales, mejorando la situación laboral de quienes son el pilar fundamental del sistema educativo.

Coincidiendo con los planteamientos del Honorable Senador señor Navarro, apuntó que las reformas propuestas por el Ejecutivo no podrán tener lugar sin antes mejorar las condiciones de trabajo de los docentes. En consecuencia, hizo un llamado al Gobierno a acoger las demandas del gremio que contribuirán significativamente en el mejoramiento de la calidad de la educación.

En la misma línea argumental, juzgó necesario establecer reglas claras y estables para dichos profesionales, crear mecanismos que incentiven su carrera funcionaria, dar espacio a la capacitación continua, mejorar la situación previsional y establecer remuneraciones acordes a la significativa misión a la que están llamados, tal como ocurre en países con sistema educativos exitosos como Finlandia.

Finalmente, calificó como esencial y previo este proyecto de ley antes de abordar el plan nacional docente.

Enseguida, el Honorable Senador señor Larraín hizo ver que la situación en la que se encuentran miles de docentes que se han desempeñado por años en la educación municipal en calidad de contratados requiere de una solución de fondo, a fin de poner fin a los abusos, a las injusticias y a la vulnerabilidad laboral. Con todo, puso de relieve que esta situación no sólo es un problema que afecta a los profesores, sino que se replica en otros casos en el ámbito municipal y en toda la Administración Pública.

Explicó que en el caso de los municipios, la realidad descrita ha sido motivada por la falta de reglamentación del artículo 121 de la Constitución Política de la República, y aseguró que mientras la referida normativa no se dicte, esta realidad en la cual los funcionarios titulares sobrepasan a aquellos que se desempeñan a contrata no podrá superarse. Añadió, además, que la utilización de esta forma de incorporación a la educación municipal resulta conveniente a los Alcaldes quienes, con la más amplia discrecionalidad, pueden elegir los docentes que se desempeñarán en los establecimientos de su administración.

Pese a compartir la necesidad de poner fin a la realidad descrita, aseveró que la forma legislativa propuesta no era la adecuada. En efecto, precisó que no era conveniente que por medio de una iniciativa parlamentaria se fijaran las plantas de los servicios públicos, al ser ello una materia de iniciativa exclusiva de Su Excelencia la Presidenta de la República, de conformidad a lo dispuesto en el inciso cuarto N° 2 del artículo 65 de nuestra Carta Fundamental. Además, agregó que la forma legislativa sugerida genera una forma inorgánica de desarrollo del Estado.

A la luz del argumento anterior, solicitó que el Ejecutivo, por medio de un Mensaje Presidencial, ofreciera una solución a los docentes que se encuentran en calidad de contratados.

Deteniéndose en las intervenciones de los Honorables Senadores señores Rossi y Navarro, aseguró no comprender el llamado a que el Gobierno respaldara la normativa propuesta. Sobre el particular, notó que la moción parlamentaria había sido declarada admisible por la Sala del Senado, que existía mayoría parlamentaria para su aprobación y que su implementación no supondrá gastos para el Estado, según lo afirman sus autores. Con todo, en relación con este último punto, se mostró dubitativo y estimó oportuno que el Ejecutivo analizara si ello era así.
Adentrándose en el texto del proyecto, consideró que la redacción sugerida era demasiado general y no abordaba las distintas situaciones de quienes se desempeñan en calidad de contratados. Ejemplificando su afirmación, puso de relieve que es distinta la realidad de quienes han trabajado en dicha calidad sólo durante un tiempo a la de aquellos que lo han hecho por largos periodos, sobre quienes pesa, en consecuencia, la mayor injusticia. Asimismo, advirtió que la iniciativa de ley no distingue según la jornada de trabajo.

Finalmente, en otro orden de consideraciones, hizo un llamado al Ejecutivo a no olvidar la deuda histórica que el Estado mantiene con sus docentes, materia que calificó como urgente.

El Honorable Senador señor Quintana, en tanto, aseguró que el proyecto de ley en análisis no era manifestación de populismo como muchos han sostenido. A mayor abundamiento, resaltó que temas tan trascendentales como el menoscabo laboral de los profesores no pueden ser víctimas de él.

A la luz de la intervención de la señorita Subsecretaria de Educación, aseguró que el Gobierno de la Presidenta Bachelet entregaría una adecuada solución a los docentes que se han desempeñado por años en calidad de contratados, a diferencia del Gobierno anterior, el cual, pese a la recomendación de los integrantes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, no brindó ninguna respuesta.

Deteniéndose en el llamado efectuado por los Honorables Senadores señores Rossi y Navarro a que el Ejecutivo respaldara la propuesta de ley, explicó que ello era indispensable para evitar que un posible requerimiento de constitucionalidad truncara las posibilidades de la normativa en estudio de transformarse en ley. En este punto, recordó que una situación tal se temió con ocasión de la tramitación de la ley N° 19.648, motivo por el cual el ex Presidente de la República, señor Eduardo Frei Ruiz-Tagle, formuló observaciones al proyecto.

En relación con la oportunidad en que debía legislarse sobre el particular, apuntó que si bien la materia en estudio debía tratarse en el marco de la reforma educacional, ella debía solucionarse con antelación a esta última.

La Subsecretaria de Educación, abocándose a la intervención del Honorable Senador señor Navarro, fue enfática en señalar que la reforma educacional impulsada por el Ejecutivo no supondrá despidos masivos de docentes. A mayor abundamiento, sentenció que una medida tal atentaría en contra de la política nacional docente que pretenden implementar. 

En la misma línea argumental, agregó que el anhelo de disminuir las horas lectivas requerirá aumentar el número de docentes.

El Honorable Senador señor Larraín, deteniéndose en la exposición del Honorable Senador señor Quintana, desterró la posibilidad de presentar un requerimiento ante el Tribunal Constitucional, pese a estimar que la iniciativa de ley era contraria a la Carta Fundamental.

A su turno, el Honorable Senador señor Allamand resaltó la legitimidad de la demanda del Colegio de Profesores en la realidad educativa del país. En efecto, precisó que, vulnerando abiertamente las normas del Estatuto Docente, el número de profesores titulares ha sido superado por aquellos que se desempeñan a contrata. Al respecto, comentó que las demandas sobre el particular comenzaron durante el Gobierno del ex Presidente Ricardo Lagos, y añadió que ni él ni ninguno de los Presidentes que le sucedieron ofrecieron una solución a los profesores que se desempeñan en el mundo de la educación municipal.

Establecido lo anterior, puso de manifiesto que entre los integrantes de la Comisión existía consenso respecto de la necesidad de brindar una justa solución a quienes se encuentran en la situación señalada. Con todo, remarcó que para asegurar que este proyecto se transformara en ley, se requería el respaldo del Ejecutivo. En relación con la advertencia anterior y a la luz de la exposición realizada por la Subsecretaria de Educación, sugirió esperar la respuesta del Ministerio de Educación sobre el particular, y, luego de ello, continuar la tramitación de la iniciativa de ley.

Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, lamentó la situación laboral en que se encuentran los profesores que se desempeñan en la educación municipal. Precisó que, según consta en un informe realizado por la Biblioteca del Congreso Nacional, entre los años 2003 y 2014, los docentes que se desempeñan en calidad de titulares decrecieron en 14.000, mientras que aquellos que lo hacen en calidad de contratados se duplicaron.

Coincidiendo con los planteamientos del Honorable Senador señor Larraín, apuntó que la anomalía descrita no sólo es propia de los docentes que se desempeñan en el ámbito laboral sino de todos quienes lo hacen en la administración pública. Al respecto, estimó que la precariedad laboral presente en el ámbito público requería de una pronta solución que, en el caso de los profesores, debía enmarcarse en las reformas impulsadas por el Gobierno de la Nueva Mayoría y, especialmente, en las propuestas de ley relativas a la educación pública (desmunicipalización y carrera docente).

Deteniéndose en la discusión relativa a la admisibilidad del proyecto de ley, afirmó que si bien la Sala del Senado estimó por amplia mayoría que la propuesta en estudio no era contraria a nuestra Carta Fundamental, siempre existiría la posibilidad que algún sector presente un requerimiento ante el Tribunal Constitucional, razón por la cual consideró indispensable el patrocinio del Ejecutivo a la normativa propuesta.

Por último y en relación con los planteamientos expuestos recientemente, propuso esperar el transcurso del plazo anunciado por la Subsecretaria de Educación y, luego de ello, invitar a los Ministros de Educación y de Hacienda para que dieran a conocer la respuesta del Ejecutivo sobre el particular. Asimismo, consideró oportuno invitar al nuevo Presidente de la Asociación de Municipalidades para conocer su opinión respecto de esta demanda.

- - -

INDICACIÓN SUSTITUTIVA DEL EJECUTIVO

La Subsecretaria de Educación, señorita Valentina Quiroga, antes de presentar la indicación sustitutiva formulada por Su Excelencia la Presidenta de la República al proyecto de ley en estudio, enfatizó, como lo señalara con antelación, que uno de los objetivos del Gobierno era impulsar una política nacional docente para revalorar dicha profesión, reconociendo así que los profesores constituyen un pilar fundamental en el sistema educativo y en el proceso pedagógico. Acotó que dicha política considerará programas que abarcarán etapas anteriores al ingreso a la carrera de pedagogía hasta el desarrollo docente.

Establecido lo anterior, presentó la siguiente indicación sustitutiva a la iniciativa de ley en informe:

“Artículo Único.- Modifícase el artículo único de la ley N° 19.648, en el siguiente sentido:
a) Reemplázase la expresión “a la fecha de esta ley” por la expresión “al 31 de Julio de 2014”.
b) Sustitúyese la palabra “tales” por la expresión “docentes de aula”. 
c) Agrégase, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “La titularidad de las horas a contrata operará sólo respecto de aquellas contratadas en aula.”.”

Aseguró que la indicación sustitutiva expuesta recogía la demanda del Colegio de Profesores y perseguía dar regularidad y estabilidad a los docentes municipales en el ejercicio de sus funciones. Asimismo, remarcó que con el respaldo del Ejecutivo se evitarían vicios de constitucionalidad en la propuesta.

Explicando el contenido de la indicación, sostuvo que la norma propuesta permite que pasen a tener la calidad de titulares todos los docentes contratados por el Municipio que cumplan los requisitos de antigüedad establecidos. Lo anterior, puntualizó, se traduce en que se incluyen, además, a docentes que realizan funciones distintas a las de aulas, entre ellos, docentes con funciones directivas, que no son funciones permanentes e incluso docentes que trabajan en el Municipio o Corporación Educacional Municipal.

Subrayó que la normativa propuesta posibilitará que aquellos profesores que se desempeñan a contrata, con más de 20 horas en aula, y que han estado en esa situación durante tres años continuos o cuatro discontinuos adquieran la calidad de titulares. Adicionalmente, puso de relieve que el beneficio se extenderá a los docentes de aula, incluyendo a quienes se desempeñan en las aulas de recursos y los  que atienden a niños con necesidades educativas especiales. 

A mayor abundamiento, puso de manifiesto que con la indicación sustitutiva se pretende dar estabilidad a la función de aula, función permanente de los establecimientos y que, en consecuencia, debe ser resguardada como tal.

Por último, notó que de aprobarse la indicación propuesta se concedería por única vez la calidad de titulares de la dotación docente dependiente de un mismo municipio o corporación educacional municipal a los profesionales de la educación parvularia, básica o media que al 31 de julio de 2014 se encontraren incorporados a ella en calidad de contratados, y que se hayan desempeñado como docentes de aula en la misma durante a lo menos tres años continuos o cuatro años discontinuos, por un mínimo de 20 horas cronológicas de trabajo semanal. La titularidad de las horas a contrata operará respecto de las contratadas en aula.

Se deja constancia de que la Subsecretaria de Educación acompañó su presentación con un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

El Presidente Nacional del Colegio de Profesores, señor Jaime Gajardo, destacó que el tema en estudio era uno muy sentido por parte del profesorado del país, y que en múltiples ocasiones se han hecho ver las consecuencias que implica que los profesores se desempeñen a contrata, calidad creada por el legislador para posibilitar suplencias, labores esporádicas o para determinados proyectos, pero no para hacer una labor permanente. 

En relación con la indicación sustitutiva presentada por Su Excelencia la Presidenta de la República, aseguró que ella era fruto de un acuerdo logrado entre las autoridades del Gobierno y el gremio que encabeza. Apuntó que la decisión del Ejecutivo hará que al respaldo transversal de los parlamentarios a la iniciativa de ley se sume el del Gobierno. Con todo, fue enfático en sostener que se trataba de un protocolo de acuerdo que debía implementarse para dar pasos concretos en la dirección deseada.

Por otra parte, destacó que más de 30.000 docentes se verían beneficiados con la aprobación de la normativa propuesta. Precisó que en la comuna de Santiago más de 500 docentes adquirirían la titularidad, mientras que esa cifra aumentaría a 700 en el caso de Valparaíso.

Subrayó que la normativa propuesta beneficiará a los educadores diferenciales, a las educadoras de párvulos y a quienes trabajan en aula de recursos.

En sintonía con el punto anterior, hizo presente que algunos docentes no se beneficiarían con el proyecto de ley en estudio, mas aseveró que se trataba de casos excepcionales y que la ley, por muy perfecta que sea, nunca será capaz de cubrir una realidad tan heterogénea como la que tiene el sistema educativo chileno.
En otro orden de consideraciones, notó que el proyecto en estudio era similar a aquel contenido en la ley N° 19.648, y que, al igual que aquel, no acarrearía problemas económicos y financieros para los municipios, ya que no tendría costos aparejados.

Finalmente, solicitó dar pronta solución a la demanda en estudio, para despejar uno de los principales problemas existentes en el sistema educativo.

Se deja constancia de que el señor Gajardo acompañó su presentación con un documento en formato Word, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

El Honorable Senador señor Allamand solicitó recibir en audiencia a las agrupaciones de municipalidades que quieren ser escuchadas en este proyecto de ley, toda vez que estimó fundamental conocer su opinión.

Asimismo, pidió al Ejecutivo que precisara a cuántos profesores beneficiaría la normativa propuesta en cada una de las comunas. Finalmente, requirió clarificar si la iniciativa de ley irrogaría gastos adicionales para los municipios o para el Fisco.
En la misma línea argumental, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, solicitó al Ejecutivo aclarar si la propuesta legal analizada acarrearía gastos financieros directos o indirectos para los municipios.
- - -

En la última sesión que la Comisión destinó a la discusión de esta iniciativa, y conforme lo solicitó el Honorable Senador señor  Allamand, fueron invitados, con el objeto de escuchar sus planteamientos sobre la misma, los representantes de la Asociación de Municipalidades de Chile y de la Asociación Chilena de Municipalidades, quienes, sin embrago, excusaron su asistencia el día anterior, lo cual fue lamentado por el Honorable Senador señor Rossi.

En otro orden de consideraciones, el Ministro de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre, abocándose a la presentación de la indicación sustitutiva presentada por Su Excelencia la Presidenta de la República, puso de relieve que ella constituía un paso esencial, toda vez que permitía despejar las dudas de constitucionalidad observadas tanto durante el primer trámite legislativo, como durante el segundo.

Precisado lo anterior, puso de relieve que la aprobación de la indicación propuesta permitiría que el 84,5% de los docentes municipales tuvieran la calidad de contratados, dando mayor estabilidad en el desempeño a un significativo número de profesores que actualmente se encuentran a contrata.

Por otra parte, precisó que la indicación sustitutiva posibilitaría otorgar la calidad de titulares de la dotación docente dependiente de un mismo municipio o corporación educacional municipal a los profesionales de la educación parvularia, básica o media que al 31 de julio de 2014 se encontraren incorporados a ella en calidad de contratados, y que se hayan desempeñado como docentes de aula en la misma durante a lo menos tres años continuos o cuatro años discontinuos, por un mínimo de 20 horas cronológicas de trabajo semanal. Con todo, fue enfático en sostener que la titularidad de las horas a contrata operaría sólo respecto de las contratadas en aula.





Con el objeto de ilustrar los alcances anotados, y también en referencia a las inquietudes planteadas por el Senador señor Allamand, acompañó el siguiente cuadro resumen: 


Finalmente, llamó a aprobar prontamente la iniciativa de ley con la modificación propuesta para despejar uno de los principales problemas que aquejan a los docentes del país.

Enseguida, la Comisión recibió en audiencia al Presidente del Colegio de Profesores de la Región de la Araucanía señor Jaime Quilaqueo Bustos, quien observó que la indicación sustitutiva propuesta por Su Excelencia la Presidenta de la República al proyecto de ley dejaba fuera de la posibilidad de acceder a la calidad de contratados a los profesores de apoyo, a los profesores PIE y a los SEP. Los antecedentes y mayores datos que acompañó a su exposición se contienen en un documento en formato PowerPoint, el que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Parlamentarios en la Secretaría de la Comisión.

Seguidamente, la Honorable Senadora señora Von Baer, centrando su atención en la exposición realizada por el Presidente del Colegio de Profesores de la Región de la Araucanía, compartió la preocupación por la inestabilidad laboral que afecta a los docentes municipales, y notó que ella repercutía fuertemente en los procesos educativos. En atención a lo anterior, consideró fundamental hacerse cargo de la entrada, permanencia y salida de los docentes.

Por otra parte, lamentó que el tema objeto de estudio no estuviera dentro de las prioridades del Gobierno de la Nueva Mayoría, y que éste prefiriera comenzar sus reformas por poner fin al lucro, al financiamiento compartido y a la selección, en lugar de centrarse en uno de los pilares fundamentales de la educación, los profesores.

Dirigiéndose al señor Ministro de Educación, recordó que la discusión de esta iniciativa de ley, originada en una Moción parlamentaria, generó dos grandes dudas, la primera referida a su constitucionalidad y segunda relativa a la ausencia de recursos para asegurar su implementación. Al respecto, sostuvo que si bien el primer reparo quedaba solucionado con la presentación de la indicación sustitutiva objeto de análisis,
 no ocurría lo mismo en el caso del segundo.

Continuando con el desarrollo del punto anterior, fue enfática en señalar que el Gobierno, pese a las reiteradas demandas de los integrantes de esta instancia, no había aclarado si el proyecto de ley tendría o no costos aparejados. Sobre el particular, consideró probable que ello fuera así, porque de lo contrario el Ejecutivo extendería aún más la calidad de contratado.

En la misma línea argumental, estimó que era irresponsable aprobar la indicación sustitutiva sin la existencia de un informe financiero que permitiera dar la certeza de que existen los recursos necesarios para hacer realidad el anhelo objeto de estudio.

Finalmente, lamentó que el Ejecutivo hiciera presente la urgencia en calidad de discusión inmediata para la normativa propuesta sin aún tener claros sus costos, corriendo el riesgo de transformar el texto aprobado en letra muerta.

Por su parte, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, subrayó que pese a la legislación vigente, que permite que sólo el 20% de la planta pueda ser llenada por medio de contratas, el 45% de los profesores del sistema público se desempeñan en tal calidad. Consideró que la anomalía descrita requería de una solución excepcional, toda vez que la vía regular para ingresar a la planta debía seguir siendo el concurso público.

Establecido lo anterior, preguntó al señor Ministro de Educación cuál era el fundamento de la indicación sustitutiva que permitía que de los 46.000 docentes a contrata existentes en el país, 32.000 pudieran adquirir la calidad de contratados.

Asimismo, le consultó qué grado de aceptación tendría la iniciativa de ley entre el profesorado de aprobarse la indicación sustitutiva presentada por Su Excelencia la Presidenta de la República. En el mismo sentido, requirió aclarar si ella solucionaría realmente el problema o, por el contrario, daría vida a uno nuevo.

Adicionalmente, consultó al Secretario de Estado qué efectos tendría el proyecto de ley en términos de costos directos e indirectos. Al respecto, hizo presente que la Asociación de Municipalidades de Chile, compartiendo la necesidad de dar estabilidad a la función docente, ha resaltado la necesidad que los mayores costos que él trae aparejados sean asumidos directamente por el Estado. En este punto, sostuvo que dicha instancia resaltó que, el año 1999, con la aprobación de la ley N° 19.648, el Congreso Nacional estimó que no existían mayores costos asociados a su aplicación, desconociendo con ello lo dispuesto en el artículo 73 de la ley N° 19.070 que aprueba el estatuto de los profesionales de la educación, y de las leyes que la complementan y modifican.

A su vez, el Honorable Senador señor Quintana valoró la oportunidad de escuchar los planteamientos de los representantes del Colegio de Profesores en regiones y aseguró que ello no implicaba desconocer la institucionalidad vigente en dicho gremio.

En otra línea argumental, destacó que la aprobación de la iniciativa de ley, con la modificación propuesta, no sólo beneficiaría a los profesores que se desempeñan a contrata, sino que también redundaría en mejores resultados del sistema educativo, dada la importancia de la permanencia y estabilidad de los docentes en los procesos de aprendizaje.

Por otra, llamó a valorar la disposición del Ejecutivo en orden a patrocinar la normativa propuesta, y la contrastó con la labor realizada por el Gobierno anterior. Agregó que la decisión de Su Excelencia la Presidenta de la República permitiría desterrar posibles vicios de inconstitucionalidad y, en consecuencia, un fallo adverso del Tribunal Constitucional.

Siguiendo con el desarrollo de su exposición, preguntó al señor Ministro de Educación si existía disposición para acoger los planteamientos de los representantes de regiones. Asimismo, le consultó qué porcentaje de docentes quedaría fuera del beneficio analizado.

El Honorable Senador señor Allamand, en tanto, compartió la aspiración de los profesores a contrata de alcanzar mayor estabilidad en el desempeño de sus funciones, y aseguró que tal anhelo no era objeto de discusión entre los miembros de la Comisión.

En otro orden de ideas, criticó la falta de deferencia y la desprolijidad del Ejecutivo en la tramitación de este proyecto de ley. Justificando su aseveración, recordó que en sesión celebrada el día 1 de diciembre del año en curso, solicitó al Gobierno informar qué número de profesores se beneficiarían con la indicación sustitutiva, cuántos quedarían fuera y cuál era el fundamento de la decisión en uno y otro caso. Al respecto, subrayó que si bien el Ministerio de Educación ha hecho llegar información, ella no corresponde a los antecedentes solicitados. A mayor abundamiento, resaltó que los datos proporcionados habían sido entregados recientemente, vale decir, previo a la votación de la indicación, y que se había hecho presente la urgencia en calidad de discusión inmediata.

Por otra parte, remarcó que los Senadores de la Nueva Mayoría integrantes de la instancia aprobarían la indicación objeto de análisis aun cuando la Asociación de Municipalidades ha sido tajante en señalar que el proyecto de ley carece de financiamiento para poder llevarse a cabo.

Finalmente, llamó a tener en consideración que si algunos docentes quedaban fuera del beneficio, ellos no se incluirían posteriormente. 

El Honorable Diputado señor González, a su turno, recordó que la iniciativa de ley en estudio había nacido de una moción parlamentaria en la cual todas las bancadas en la Cámara de Diputados estaban presentes, y que ella había sorteado todas las barreras de constitucionalidad atravesadas hasta el momento.

Precisado lo anterior, consideró que la solución del problema debía considerar todas sus aristas. Asimismo, notó la necesidad de despejar prontamente este problema que aqueja a los docentes municipales, y estimó que ello debía ser un paso previo a la creación de una carrera nacional docente.

En el mismo orden de ideas, hizo ver que la indicación sustitutiva debía beneficiar a todos los docentes a contrata y no limitarlos a algunos. Al respecto, preguntó al señor Ministro de Educación si su cartera estaba dispuesta a dar una solución a las demandas del profesorado en los términos expuestos por el señor Quilaqueo. Aseguró que de ser así, se contaría con el respaldo total del gremio y no sólo el de su mesa. 

Finalmente, solicitó al Secretario de Estado asegurar el financiamiento de la propuesta de ley, se manera de posibilitar su implementación.

El Honorable Senador señor Rossi destacó que el interés de la Comisión descansaba en dar espacios de confianza para avanzar en la agenda corta del Ejecutivo en materia de educación, dando respuesta con ello a demandas históricas.

Subrayó que la estabilidad laboral solicitada por los docentes era fundamental para ellos, pero además, era indispensable para el éxito de la educación municipal y los procesos de enseñanza. En efecto, notó que el compromiso de los profesores sería mayor si se asegurara la estabilidad demanda. Adicionalmente, remarcó la necesidad de establecer reglas claras del juego para estos profesionales que constituyen el pilar de la educación.

Por otra parte, valoró que el Ejecutivo hiciera presente la discusión inmediata para esta propuesta de ley, ya que ello permitía abocarse a esta normativa que inició su tramitación en enero de 2013 y dar una solución a los requerimientos de los profesores. Asimismo, celebró que Su Excelencia la Presidenta de la República presentada una indicación sustitutiva, dando patrocinio a la normativa y evitando con ello su tropiezo en el Tribunal Constitucional.

Con todo, preguntó qué justificaba circunscribir el beneficio sólo a los docentes de aulas si el porcentaje de restante no era tan significativo. Acotó que en la región que representa sólo 54 docentes no se beneficiarían de la medida. En el mismo sentido, preguntó al señor Ministro de Educación si existía alguna posibilidad de acoger la propuesta del señor Quilaqueó, extendiendo así el beneficio a todos los docentes y no sólo a aquellos que se desempeñan en aulas.

Finalmente, en relación con las críticas referidas a una ausencia de financiamiento del proyecto de ley, recordó que el Honorable Senador señor Chahuán aclaró que él no irrogaría gastos, toda vez que permitiría evitar los costos asociados a la realización de los concursos públicos de antecedentes necesarios para ingresar a la planta.
El señor Ministro de Educación, en relación con las críticas formuladas por los Senadores de la Alianza, recordó que la iniciativa de ley había iniciado su tramitación en enero de 2013 y que el Gobierno de la Nueva Mayoría sólo llevaba 8 meses de ejercicio. Acotó que durante este lapso el Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet había respaldado el proyecto de ley, y dado vida a una agenda corta para solucionar otros problemas de los docentes y los había convocado para comenzar a elaborar una política nacional docente. Resaltó que las actuaciones realizadas contrastaban diametralmente con las actuaciones del Gobierno anterior.

Deteniéndose en la propuesta de recoger los planteamientos del Presidente del Colegio de Profesores de la Región de la Araucanía, hizo presente que el Gobierno había alcanzado un acuerdo sobre el particular con la mesa de dicha gremio, instancia a la cual tenía el deber de escuchar, ya que eran los representantes democráticamente elegidos por sus asociados. A mayor abundamiento, remarcó que el compromiso alcanzado debía respetarse y no podía violarse la representación del gremio.

Por último, en cuanto a las críticas referidas al financiamiento de la normativa propuesta, fue enfático en sostener que la ley vigente obliga a las municipalidades a hacer las provisiones necesarias para el pago de las posibles indemnizaciones laborales y que si ellas no la habían realizado no podían pretender que el Estado adicionara los recursos.

La Honorable Senadora señora Von Baer remarcó que el acuerdo alcanzado entre el Gobierno y la mesa del Colegio de Profesores dejaba fuera del beneficio en estudio a una cantidad importante de docentes.

Precisado lo anterior, adelantó que se abstendría a la hora de votar el proyecto en estudio. Justificando su decisión, señaló que si la ley vigente no se ha respetado debía buscarse los mecanismos para que cambiar esa realidad, ya que nada aseguraría que esta nueva ley se cumpliera realmente. En efecto, acotó que lo más probable era que los municipios no hubieren hecho las provisiones correspondientes y que, en consecuencia, no existieren los recursos necesarios para implementar la propuesta de ley.

Resaltó que si bien compartía la demanda de dar titularidad en el cargo a quienes se desempeñan a contrata en la educación, ello debía hacerse de manera responsable. Adicionalmente, coincidió en la necesidad de respetar la institucionalidad del gremio, más destacó que el paro de los profesores daba cuenta de que el acuerdo alcanzado con el Gobierno no era compartido. Añadió que para asegurar el respaldo mayor era indispensable beneficiar a todos los profesores y contar con los fondos necesarios para asegurar el éxito de la extensión de la titularidad.

En relación con el último punto, propuso establecer un fondo para hacer retiros y que se generen incentivos para que municipios provisiones los recursos necesarios

Por su lado, el Honorable Senador señor Rossi compartió la necesidad de respetar la institucionalidad de los gremios y puntualizó que en el caso concreto el Gobierno debía honrar el compromiso alcanzado con los representantes democráticamente elegidos por los asociados.

Por último, deteniéndose en los comentarios de la Honorable Senadora señora Von Baer, destacó que no sólo bastaba la buena disposición sino también actuar en consecuencia, y que la decisión adoptada por ella dejaría a 40.000 profesores sin el beneficio objeto de estudio.

El Encargado de la Política Nacional Docente del Ministerio de Educación, señor Jaime Veas, complementando la intervención del señor Ministro de Educación, indicó que la indicación sustitutiva buscaba dar titularidad a las funciones permanentes dentro del establecimiento educacional. Puntualizó que una de ellas es la función docente de aulas, razón por la cual la indicación del Ejecutivo delimita a ella la estabilidad.

En otro orden de consideraciones, llamó a tener en consideración que el último tiempo y fundamentalmente a partir del año 2011, fecha en que se modificó la ley de subvención escolar preferencial que permitió a los municipios contratar personal adicional para servir las actividades de los planes de mejoramiento educativo, ha ocurrido que los establecimientos educacionales hay muchos profesionales de la educación cumpliendo ciertas funciones de apoyo al plan de mejoramiento educativo. Aseveró que dichas tareas eran de carácter eventual y que por lo tanto no podían quedar cubiertas con la titularidad propuesta en esta iniciativa de ley, toda vez que ella sólo estaba garantizada para la función docente de aula.

Con todo, enfatizó que la indicación sustitutiva incluía a los educadores diferenciales y aquellos docentes que prestan servicios en aulas de recursos, espacios en donde se atiende a niños con necesidades educativas especiales.

- Puesto en votación en general y en particular el proyecto de ley, junto con la indicación sustitutiva, fue aprobado por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, y dos abstenciones, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand.

- - -

MODIFICACIONES 

En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología os propone aprobar, la siguiente modificación al texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, que corresponde asimismo, al proyecto de ley propuesto: 

PROYECTO DE LEY:

Reemplazarlo por el siguiente: 

“Artículo Único.- Modifícase el artículo único de la ley N° 19.648, en el siguiente sentido:
a) Reemplázase la expresión “a la fecha de esta ley” por la expresión “al 31 de Julio de 2014”.
b) Sustitúyese la palabra “tales” por la expresión “docentes de aula”. 
c) Agrégase, a continuación del punto final, que pasa a ser seguido, la siguiente frase: “La titularidad de las horas a contrata operará sólo respecto de aquellas contratadas en aula.”.”

- - -

Tratado y acordado en sesión celebrada el día 5 de marzo de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señor Jaime Quintana Leal (Presidente) señora Ena Von Baer Jahn y señores Carlos Cantero Ojeda, Alejandro Navarro Brain e Ignacio Walker Prieto; y en sesiones celebradas los días 22 de julio, 5 de agosto, 1 y 10 de diciembre de 2014  con asistencia de los Honorables Senadores señor Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn (señor Hernán Larraín Fernández) y señores Andrés Allamand Zavala, Jaime Quintana Leal e Ignacio Walker Prieto. 





Sala de la Comisión, a 10 de diciembre de 2014.

(Fdo.): Francisco Javier Vives D., Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE EDUCACIÓN, CULTURA, CIENCIA Y TECNOLOGÍA, RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE CREA LA AUTORIZACIÓN DE FUNCIONAMIENTO DE JARDINES INFANTILES

(8.859-04)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de presentaros su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique.


A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró esta iniciativa de ley asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Alejandro Navarro Brain.

Asimismo, concurrieron:

Del Ministerio de Educación: El Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; la Subsecretaria, señorita Valentina Quiroga; la Coordinadora de Primera Infancia, señora María Isabel Díaz; los Asesores señora Pamela Godoy y señores Felipe Torrealba, Hugo Arias y Exequiel Silva; la Jefa de la División Jurídica de la Superintendencia de Educación, señora Manuela Pérez; y la Jefa de Comunicaciones, señora Tatiana Klima.
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: los Asesores, señorita Marcia González y señores Luis Batallé e Ítalo Jaque.
De la Junta Nacional de Jardines Infantiles, JUNJI: la Vicepresidenta Ejecutiva, señora Desirée López de Maturana; el Jefe de Gabinete, señor Leandro Rojas; la Directora Regional de Valparaíso, señora Priscila Corsi; la Jefa de Gabinete, señora Carolina Morales; el Asesor, señor Gerardo Vergara, y la Periodista, señora María Elizabeth Pérez.

Del Centro Latinoamericano de Periodismo, CELAP: el Asesor Legislativo, señor Juan Pablo Briones.
De la Biblioteca del Congreso Nacional: los Analistas, señores Luis Castro y Mauricio Holz.
Del Instituto Igualdad: el Asesor, señor Juan Pablo Castillo.
De la Bancada DC: la Asesora Legislativa, señorita Francisca Martínez.

De la oficina de la Honorable Senadora señora Von Baer: el Asesor, señor Agustín Briceño.

De la Oficina del Honorable Senador señor Allamand: el Asesor, señor Sebastián Bozzo.

De la oficina del Honorable Senador señor Rossi: la Periodista, señorita Laura Quintana.

De la oficina del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio: los Asesores señorita Constanza González y señor José Luis Batlle.

De la oficina del Honorable Senador señor Quintana: el Asesor, señor Nicolás Santibáñez.
Del Instituto Libertad y Desarrollo: la Abogada, señorita Constanza Hube.

De Instituto Igualdad: la Directora del Programa de Asistencia Legislativa, señora Viviana Betancourt.
De la Dirección de Presupuestos, DIPRES: la Abogado, señorita María Soledad Torrents.

- - -

Es necesario tener en consideración que el proyecto debe ser considerado, en este segundo trámite reglamentario, además, por la Comisión de Hacienda, según el trámite conferido a su ingreso a esta Corporación.

- - -

Se hace presente que en esta iniciativa de ley, por acuerdo de los Comités adoptado en su oportunidad, se reabrió el plazo para presentar indicaciones directamente en la Secretaría de la Comisión, lapso en el cual se formularon las indicaciones que más adelante se consignan. Ahora bien, con el objeto de no variar la numeración que ya tenían las indicaciones contenidas en el Boletín correspondiente, se ha procedido a asignar a las nuevas indicaciones una numeración que las intercala en el orden correlativo del articulado del proyecto.

- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente: 


1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: artículo 14. 


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 1A), 4), 4 ter), 4 quater), 6), 6 bis), 8 bis), 9 bis), 9 ter), 9 quater), 9 quinquies), 10), 10 bis), 12 ter), 13), 13 bis), 14), 16), 16 bis), 17), 17 ter), 17 quinquies), 18), 18 bis), 19), 20), 20 bis), 21), 22), 23 bis), 29), 33 ter), 35 bis), 35 ter), 35 quater), 36), 37), 37 bis), 45 bis) y 46 bis). 


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: números 3), 7), 7 bis), 8 ter), 8 quater), 9), 16 ter), 20 ter), 26), 26 bis), 26 ter), 30 ter), 31 bis), 33 bis), 37 ter), 39 bis), 39 ter), 40 bis), 40 ter), 40 quater) y 44 bis).


4.- Indicaciones rechazadas: números 3 bis), 4 bis), 7 ter), 11 bis), 17 bis), 17 quater), 23 ter), 27 bis), 27 ter), 27 quater), 29 bis), 30 bis ) y 48 bis).


5.- Indicaciones retiradas: números 1), 2), 5), 8), 11), 12), 12 bis), 15), 23), 24), 25), 27), 28), 30), 31), 32), 33),  34), 35), 38), 39), 40), 41), 42), 43), 44), 45) 46), 47), 48) y 49). 


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: no hubo.

- - -
Es necesario tener presente que en virtud de la aprobación de la indicación número 1A, de Su Excelencia la Presidenta de la República, la denominación de la iniciativa de ley en estudio ha sido sustituida por la que sigue: “Proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de establecimientos de educación parvularia.”, adecuación que la Comisión solicita efectuar a la Sala.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Os hacemos presente que de conformidad a lo dispuesto en el número 11 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, el número 3) del artículo 16 del proyecto de ley en informe, tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, según lo prevé el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.

- - -

Dando inicio al estudio en particular de la iniciativa legal y antes de entrar en el análisis de las indicaciones presentadas, el Honorable Senador señor Rossi recordó que el proyecto de ley en estudio apunta a establecer requisitos mínimos de funcionamiento para los jardines infantiles, a permitir la fiscalización de los mismos por parte de la Superintendencia de Educación y a aumentar las multas por no denunciar delitos cometidos en ellos y que afecten a párvulos. 

Por otro lado, resaltó que esta iniciativa de ley se relaciona con aquella presentada por el Gobierno de la Nueva Mayoría que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, la Intendencia de Educación Parvularia y modifica otros cuerpos legales (Boletín N° 9.365-04), toda vez que ambas regulan la fiscalización a los establecimientos de educación preescolar. 

En razón de lo anterior, estimó oportuno escuchar a los representantes del Ministerio de Educación a fin de que presentaran a esta instancia la forma en que harían compatibles las referidas propuestas legales.

En relación con este último punto, el Honorable Senador señor Allamand consideró necesario buscar una fórmula legislativa que permitiera reunir en un solo texto ambos proyectos de ley. Con todo, propuso escuchar la propuesta del Ejecutivo sobre el particular y, luego de ello, adoptar una decisión.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Rossi hizo presente que, con ocasión de la discusión en general del proyecto de ley contenido en el Boletín N° 9.365-04, planteó la idea sugerida por el Honorable Senador señor Allamand, para lo cual propuso que el Ejecutivo presentará una indicación al referido proyecto, recogiendo la propuesta legal en estudio en lo que fuera compatible con aquella. No obstante, notó, la mayoría de los miembros presentes en esa sesión estimó que lo adecuado era continuar de manera separada la tramitación de ambas iniciativas legales, sin perjuicio de hacerlas compatibles.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer, deteniéndose en la intervención del señor Presidente de la Comisión, hizo ver que la idea de tramitar separadamente los proyectos de ley apuntaba a no dilatar la pronta obtención de requisitos comunes para que todos los establecimientos de educación parvularia pudieran funcionar. Añadió que, en consecuencia, esta iniciativa debiera centrarse sólo en lo relativo a la autorización de funcionamiento, dejando las demás materias a la nueva propuesta legal.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, propuso escuchar los planteamientos del Ejecutivo al respecto, y, luego de ello, tomar una decisión.

Al respecto, la Subsecretaria de Educación, señorita Valentina Quiroga, señaló que la intención del Ejecutivo era tramitar separadamente ambas iniciativas, presentando indicaciones a la propuesta legal en estudio, de manera de hacerla coherente con la presentada recientemente. A mayor abundamiento, agregó que dicha decisión busca reconocer el trabajo legislativo realizado durante el año 2013, tanto por la Cámara de Diputados como por el Senado.

En la misma línea argumental, informó que las indicaciones, que se presentarán en la Secretaría de la Comisión durante el nuevo plazo abierto para ello, apuntarán a concentrar en este proyecto de ley lo relativo a la autorización de funcionamiento, dejando a la iniciativa referida a la Subsecretaría de Educación Parvularia todo aquello que dice relación con la institucionalidad de dicho nivel educacional.

En otro orden de consideraciones y antes de abocarse al contenido de las referidas indicaciones, recordó que la asistencia a un centro de educación parvularia de calidad tiene efectos positivos en el desarrollo cognitivo y socioemocional de los niños, mientras que la asistencia a establecimientos de baja calidad puede tener efectos negativos difíciles de revertir.

Agregó que actualmente las salas cunas y jardines infantiles no requieren cumplir con requisitos mínimos para poder funcionar, existiendo sólo distintos tipos de certificaciones otorgadas por diversas entidades con exigencias y propósitos diferentes. Así, detalló, los municipios establecen ciertas exigencias referidas a emplazamiento, infraestructura y sanidad para el otorgamiento de patente comercial; la Junta Nacional de Jardines Infantiles establece otros requisitos relacionados con el proyecto educativo, personal, material didáctico y mobiliario, para otorgar un empadronamiento a salas cunas que atienden a hijos de madres trabajadoras (art. 203 Código del Trabajo) y a todos los centros que voluntariamente quieran empadronarse; y el Ministerio de Educación otorga el reconocimiento oficial a aquellos establecimientos que imparten educación parvularia que, voluntariamente, quieran contar con éste o deban tenerlo para impetrar ciertos beneficios
, exigiendo, además de lo anterior, requisitos en relación con las bases curriculares y capital mínimo, entre otros.

En relación con el reconocimiento oficial, indicó que si bien éste no es obligatorio, otorga algunos derechos y obligaciones como facultar para certificar válida y autónomamente la aprobación de cada uno de los ciclos y niveles que conforman la educación regular, facultar para impetrar subvención o aportes del Estado, exigir el cumplimiento de requisitos mínimos para asegurar el buen funcionamiento de un establecimiento educacional y exigir el cumplimiento de estándares de calidad de aprendizajes e indicativos de desempeño, entre otros. Adicionalmente, añadió, se inserta en un sistema de aseguramiento de calidad, permitiendo el acceso a apoyo técnico pedagógico y planes de mejora continua, conlleva la obligación de entregar información relevante para diversos actores del sistema y somete al establecimiento a un sistema de fiscalización por un ente autónomo y especializado.

En el mismo orden de ideas, resaltó que si bien el reconocimiento oficial no es obligatorio, lo es para aquellos establecimientos que imparten educación parvularia y que reciben subvención del Estado, vale decir, para los municipales y los particulares subvencionados.

Continuando con su exposición, hizo presente que, de acuerdo a un estudio realizado por el Ministerio que integra, de las 6.000 salas cuna y jardines infantiles existentes, 1.100 no cuentan ni siquiera con empadronamiento de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, poniendo en riesgo a cerca 36.000 alumnos. En este sentido, celebró la propuesta legal en análisis al imponer requisitos mínimos de funcionamiento para todos los establecimientos, a excepción de aquellos que cuentan con reconocimiento oficial. La exclusión de estos últimos, puntualizó, se fundamenta en que ellos han dado cumplimiento a condiciones aún más estrictas.

Deteniéndose en el contenido del proyecto en debate, reseñó que éste establece un concepto de jardín infantil que comprende salas cunas, jardines infantiles y otros establecimientos que impartan este tipo de enseñanza. En efecto, puntualizó que el artículo 1° de la propuesta legal entiende por tal aquellos que, contando con autorización para funcionar o reconocimiento 
oficial, según corresponda, imparten atención integral a los niños entre su nacimiento y la edad de ingreso a la educación básica, favoreciendo de manera sistemática, oportuna y pertinente su desarrollo integral y aprendizajes, conocimientos, 
habilidades y actitudes de acuerdo con sus niveles de desarrollo. Asimismo, remarcó que establece la obligación de contar con autorización del Ministerio de Educación para funcionar a todo establecimiento de educación parvularia, cualquiera sea la naturaleza jurídica, tipo de financiamiento o dependencia, lo que supone el cumplimiento de requisitos relativos a infraestructura, higiene y materiales, entre otros. Además, indicó, establece un procedimiento administrativo para obtener la autorización y consagra la fiscalización y la imposición de sanciones por parte de la Superintendencia de Educación.

Luego de recordar a grandes rasgos la iniciativa legal presentada por el ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, aseguró que el Gobierno de la Nueva Mayoría la compartía, toda vez que permitirá establecer condiciones de funcionamiento para todos los establecimientos que impartan educación parvularia, superando la débil regulación de aquel sector que por no recibir aportes del Estado no deberán contar con reconocimiento oficial al año 2019.

Por otra parte, sentenció que este proyecto de ley está en concordancia con el presentado recientemente a tramitación y que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, la Intendencia de Educación Parvularia y modifica otros cuerpos legales (Boletín N° 9.365-04). A mayor abundamiento, aseveró que ambas iniciativas se complementan en el objetivo de fortalecer el sector de educación parvularia, en cuanto a prestadores del servicio educativo y órganos administrativos especializados.

En la misma línea argumental, puso de relieve, además, que existe concordancia con varias de las indicaciones presentadas al proyecto de ley que dicen relación con la especificación de las exigencias asociadas a la autorización de funcionamiento, las que, en consecuencia, serán recogidas por el Ejecutivo.

Con todo, reiteró que aquellos aspectos que dicen relación con la institucionalidad de la educación parvularia serán excluidos de esta iniciativa legal e incorporados al proyecto de ley contenido en el Boletín N° 9.365-04. Tal es el caso, precisó, de las modificaciones relativas a la fiscalización de los establecimientos de educación parvularia.

Finalmente, la señora Subsecretaria presentó un cuadro que permite advertir las diferencias entre el reconocimiento oficial y la autorización de funcionamiento, el que consta en un documento en formato PowerPoint, que fue debidamente considerado por los integrantes de la Comisión, y se contiene en un Anexo único que se adjunta al original de este informe, copia del cual queda a disposición de los señores Senadores en la Secretaría de la Comisión.
El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, puso de manifiesto que si bien la figura de autorización de funcionamiento constituye un avance para el sistema de educación parvularia, el reconocimiento oficial garantiza múltiples beneficios que ella no trae aparejados. En atención a ello, preguntó por qué el Ministerio no optaba por homologar esta última figura a la primera, sugiriendo para ello que la autorización de funcionamiento fuera sólo un paso en esa dirección. 

Por su lado, la Honorable Senadora señora Von Baer, refiriéndose a la intervención del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que la referida propuesta fue analizada durante la discusión en general de esta iniciativa legal, oportunidad en la que se adujo que la naturaleza de las salas cunas y jardines infantiles era distinta a la de los establecimientos de educación escolar, razón por la cual se justificaba la presencia de dos figuras distintas. Adicionalmente, apuntó que la obtención del reconocimiento oficial impone muchas obligaciones que para los establecimientos de educación parvularia no resultan fáciles de cumplir. Además, subrayó, les exige ceñirse a las bases curriculares elaboradas por el Ministerio de Educación, impidiendo la diversidad educativa en este nivel.

A mayor abundamiento, subrayó que de la exposición de la señora Subsecretaria de Educación se advierte que el Ejecutivo comparte la propuesta en estudio que supone la creación de una figura adicional al reconocimiento oficial.

En otra línea argumental, hizo ver la importancia de dar vida prontamente a esta iniciativa de ley que permitirá asegurar a los padres que la totalidad de las salas cunas y jardines infantiles existentes a lo largo del país cumplen con condiciones mínimas para funcionar. Asimismo, recordó la especial urgencia que ello supone para los 1.100 establecimientos que ni siquiera cuentan con empadronamiento de la Junta Nacional de Jardines Infantiles y que agrupan 36.000 alumnos. 

La señora Subsecretaria de Educación, en relación con las intervenciones anteriores, estimó que lo central era avanzar hacia un sistema que asegure calidad en este nivel educativo, para lo cual, sentenció, es importante que el Estado supervigile los establecimientos que imparten educación parvularia e imponga ciertos requisitos mínimos de funcionamiento para resguardar la fe pública. 

Con todo, resaltó que el anhelo de calidad no se agota en las dos herramientas citadas. En efecto, puntualizó, es indispensable, además, la implementación del Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación para dichos establecimientos, motivo por el cual el Ministerio que representa ha constituido mesas interinstitucionales de trabajo sobre el particular.

El Honorable Senador señor Rossi, a la luz de la existencia del proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, la Intendencia de Educación Parvularia y modifica otros cuerpos legales y habida consideración de los conflictos que pudieran generarse con la tramitación paralela de ese proyecto y el analizado, estimó que, quizás, la fórmula legislativa adecuada sería presentar al primero las indicaciones necesarias para recoger la materia aquí tratada. Con todo, añadió que si se adoptaba la decisión contraria, debía tramitarse rápidamente esta propuesta legal, dado el consenso existente entre los Senadores integrantes de la Comisión.

Al respecto, el Honorable Senador señor Allamand notó que la intención del Ejecutivo era presentar a este proyecto una indicación que permitiera limitar su contenido a la autorización de funcionamiento, reservando a la otra iniciativa de ley lo relativo a la institucionalidad. Sobre el particular, se mostró dispuesto a acoger cualquiera de los posibles caminos legislativos. No obstante, enfatizó que la fórmula del Ejecutivo pudiera generar problemas durante el tercer trámite constitucional.

En el mismo punto, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, dejó de manifiesto su flexibilidad, pese a reiterar que lo ideal sería presentar una indicación al proyecto de ley contenido en el Boletín N° 9.365-04 que recogiera la materia contenida en éste.

Se deja constancia de que, finalmente, las normativas referidas se tramitaron de manera separada. En efecto, la discusión en particular del proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, la Intendencia de Educación Parvularia y modifica otros cuerpos legales fue realizada el día 9 de septiembre del año en curso, oportunidad en la cual fue despachado. La discusión en particular de esta propuesta de ley, en tanto, se inició el mismo día y se prolongó hasta la sesión realizada el día 8 de octubre.
DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, que se describen, y de los acuerdos adoptados a su respecto por vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



Cabe hacer presente, y sin perjuicio de lo que se precisa en cada caso, que la totalidad de las indicaciones presentadas por el ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera, fueron retiradas por la actual Administración al presentar sus proposiciones de enmienda del artículo aprobado en general.

Denominación del proyecto

La denominación de la iniciativa de ley objeto de análisis es el siguiente “proyecto de ley que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles.”

La indicación número 1A), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la expresión “jardines infantiles” por “establecimientos de educación parvularia”.


Sobre el particular, la Comisión concordó en que esta proposición recoge unos de los planteamientos analizados durante la discusión en general de este proyecto de ley y que fue compartido por todos los invitados e integrantes de esta instancia, en el sentido que referir su ámbito de aplicación sólo a los jardines infantiles resultaba incompleto, ya que no se consideraba otros tipos de establecimientos de educación parvularia que forman a los infantes hasta la enseñanza básica, por lo que era necesario efectuar dicha adecuación en toda la iniciativa legal.


En ese mismo orden de ideas, cabe hacer presente que el proyecto de ley en informe fue objeto de diversas indicaciones en el sentido indicado, todas las cuales, igualmente, fueron acogidas por la Comisión, de lo cual se deja constancia con ocasión del análisis de las mismas.

- La indicación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

- - -

Por su lado, el ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique, presentó la indicación número 1), para sustituir la locución “jardín infantil” por “establecimiento de educación parvularia” todas las veces que ella aparece en la normativa propuesta.

Asimismo, el ex Mandatario formuló la indicación número 2), para reemplazar la expresión “jardines infantiles” por “establecimientos de educación parvularia” todas las veces que ella aparece en el proyecto de ley en estudio, salvo en el artículo 7° y en aquellos casos en que se trate de la Junta Nacional de Jardines Infantiles.

- Como se señaló precedentemente las indicaciones descritas retiradas por Su Excelencia la Presidenta de la República, con fecha 22 de agosto del año en curso, según consta en el oficio N° 421-362.

Artículo 1°

Define qué se entenderá por jardín infantil para los efectos de esta ley. Al respecto, dispone que es tal todo establecimiento que imparta educación integral a niños y niñas entre su nacimiento y la edad de ingreso a la educación básica, fomentándoles su desarrollo integral y proporcionándoles los aprendizajes, conocimientos, habilidades y aptitudes de acuerdo a sus niveles de desarrollo, y que cuente con autorización para funcionar del Ministerio de Educación o esté reconocido oficialmente por el Estado.

En relación con este precepto se presentaron las indicaciones número 3), de los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro, y número 3 bis), del Honorable Senador señor Horvath. 

La primera de ellas (indicación número 3) propone sustituir la definición por una que señala que para efectos de esta ley, y en el marco del pleno respeto de los derechos del niño en su primera infancia, de la Convención del Niño y otros pactos internacionales suscritos por Chile, se entenderá por establecimientos de educación parvularia aquellos que, contando con autorización para funcionar o con reconocimiento oficial, según corresponda, imparten atención integral a los niños entre su nacimiento y la edad de ingreso a la educación básica, favoreciendo de manera sistemática, oportuna y pertinente su desarrollo integral y aprendizajes, conocimientos, habilidades y actitudes de acuerdo con sus niveles de desarrollo.
La Asesora del Ministerio de Educación, señora Pamela Godoy, valoró la idea planteada en la proposición en orden a dejar constancia en el texto en estudio de que en nuestro país la educación parvularia se enmarca en el pleno respeto de los derechos del niño en su primera infancia contenidos en la Convención del Niño y en otros pactos internacionales suscritos.

- La indicación número 3), con una adecuación su redacción, contó con el respaldo de la totalidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

La segunda (indicación número 3 bis), en tanto; sugiere reemplazar la definición por una que establece que por jardín infantil, para los efectos de esta ley, se entenderá todo establecimiento educacional que atiende niños desde su nacimiento hasta su ingreso a la educación básica, y que tiene por misión el fomento de su desarrollo integral, proporcionándoles aprendizajes, conocimientos, habilidades y aptitudes de acuerdo a sus niveles de desarrollo. Añade que las salas cuna quedan comprendidas dentro de la expresión jardín infantil.

- Fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de esta instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Artículo 2°

Establece el ámbito de aplicación de esta ley. Al respecto, dispone que deberán contar con autorización de funcionamiento todos los establecimientos que regularmente impartan educación integral a niños y niñas desde su nacimiento hasta su ingreso a la educación básica. Con todo, precisa que quedan exentos de dicha autorización aquellos que tengan reconocimiento oficial y los jardines infantiles comunitarios
, definidos en el inciso segundo del artículo 3° de la ley N° 17.301, cuerpo normativo que crea la corporación denominada Junta Nacional de Jardines Infantiles. 

Respecto de la totalidad de este precepto se formularon las indicaciones números 4 y 4 bis. 

La indicación número 4), de los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro, sugiere que todos los establecimientos de educación parvularia, sin excepción, deberán estar autorizados para funcionar. Adicionalmente, agrega que dichos centros de formación para recibir aportes del Estado deberán ser personas jurídicas sin fines de lucro y contar con el reconocimiento oficial a que se refiere el artículo 46 de la Ley General de Educación, en los términos previstos en el artículo quince transitorio de la ley N° 20.529.

La Subsecretaria de Educación, señorita Valentina Quiroga, aseguró que la indicación objeto de análisis estaba en sintonía con la reforma educacional que impulsa el Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet.

Centrando su atención en el inciso segundo propuesto, afirmó que en la actualidad para recibir aportes del Estado los establecimientos de educación parvularia debe ser personas jurídicas sin fines de lucro y contar con reconocimiento oficial.

El Honorable Senador señor Quintana, por su parte, puso de relieve que el inciso primero de la indicación en estudio coincidía con el compromiso asumido por el Gobierno del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique, con ocasión de la aprobación en general del proyecto de ley. 

Deteniéndose en el inciso segundo, en tanto, subrayó que su redacción era coherente con las aspiraciones del Gobierno de la Nueva Mayoría. 

Por las razones anteriores, hizo un llamado a respaldar la indicación de su coautoría.

A su vez, la Honorable Senadora señora Von Baer solicitó a la Subsecretaria de Educación explicar qué efectos acarrearía la aprobación de esta indicación. 

Por otro lado, consultó si la exigencia de ser persona jurídica sin fines de lucro y con reconocimiento oficial era de orden legal o no.

La Subsecretaria de Educación, abocándose a la última interrogante de la Honorable Senadora señora Von Baer, sostuvo que la exigencia referida no era de orden legal. En efecto, precisó que en el caso de los establecimientos de educación parvularia que reciben aportes directos, como en el caso de las salas cuna y jardines infantiles que operan vía transferencia de fondos y de aquellos pertenecientes a la Fundación Integra, existe un decreto del año 2010 que les imponen no perseguir fines de lucro.

La Honorable Senadora señora Von Baer resaltó que un decreto podía ser modificado de manera unilateral por la Administración de turno, lo que no podía ocurrir con una ley, y, en consecuencia, advirtió que la aprobación del inciso segundo propuesto constituiría un cambio sustantivo.
En línea con lo anterior, estimó fundamental que la ley otorgara la posibilidad que los privados, cualquiera que sea su constitución jurídica y que tengan interés en el ámbito, puedan participar entregando educación de calidad a lo largo del país.

Por su lado, el Honorable Senador señor Rossi, en relación con el último punto abordado por la Honorable Senadora señora Von Baer, resaltó que la indicación presentada por los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro no impide que los privados puedan impartir educación parvularia de calidad, sino que, simplemente, obsta a que aquellos que persiguen fines de lucro puedan recibir aportes del Estado.

A su turno, el Honorable Senador señor Pizarro compartió la indicación objeto de análisis por cuanto exige que todos los establecimientos de educación parvularia estén autorizados por el Ministerio de Educación para funcionar. En cuanto al inciso segundo propuesto, en tanto, consideró que su redacción era coherente con la reforma educacional impulsada por el Ejecutivo que pone fin al lucro con recursos públicos en la educación.

- Puesta en votación la indicación número 4), fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Pizarro, Quintana y Rossi, y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Prokurica.

La indicación número 4 bis), del Honorable Senador señor Horvath, por su parte, propone que todas las personas naturales y jurídicas que quieran impartir educación inicial deberán contar con autorización para funcionar por parte del Ministerio de Educación.


- Fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Pizarro, Prokurica, Quintana y Rossi.


Sin perjuicio de los acuerdos anteriores, cabe mencionar que cada uno de los incisos de este precepto fueron objeto, por separado, de otras indicaciones, las que, junto con su votación, se describen a continuación.

Inciso primero
Su tenor literal es el siguiente:

“Deberán contar con una autorización del Ministerio de Educación para funcionar como jardín infantil todos los establecimientos que regularmente impartan educación integral a niños y niñas desde su nacimiento hasta la edad de ingreso a la educación básica.”
Las indicaciones números 4 ter) y 4 quater), de Su Excelencia la Presidenta de la República, proponen, la primera de ellas, suprimir la expresión “como jardín infantil”, mientras que la segunda sugiere intercalar, a continuación de la voz “establecimientos”, las expresiones “de educación parvularia”.

- Ambas proposiciones contaron con el respaldo de la totalidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Inciso segundo

La disposición establece que estarán exentos de la autorización de funcionamiento aquellos establecimientos educacionales que se encuentren reconocidos oficialmente por el Estado y los jardines infantiles comunitarios a que se refiere el inciso segundo del artículo 3° de la ley N°17.301, que crea la corporación denominada Junta Nacional de Jardines Infantiles.
La indicación número 5), del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique, propone suprimirlo.

- Fue retirada por Su Excelencia la Presidenta de la República, según consta en el Oficio N° 421-362, de 22 de agosto de 2014.

Artículo 3°

Precisa el organismo encargado de otorgar la autorización de funcionamiento y los requisitos que deberán cumplir los establecimientos de educación parvularia para obtenerla.

Inciso primero

Dispone que el Ministerio de Educación otorgará la autorización de funcionamiento de los jardines infantiles, la que se regirá por las normas de la presente ley.

La indicación número 6), de los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro plantea sustituir la expresión “jardines infantiles” por “establecimientos de educación parvularia”.


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Pizarro, Quintana y Rossi.

La indicación número 6 bis), en tanto, de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone reemplazar la frase “de jardines infantiles” por “para establecimientos de educación parvularia”.

- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Pizarro, Quintana y Rossi.

Inciso segundo

Detalla, por medio de seis numerales, los requisitos que deberán cumplir los establecimientos que imparten educación inicial para obtener la referida autorización. Dichos requisitos dicen relación con el propietario, el representante legal y el administrador del establecimiento, con su planta física, con el mobiliario, con el proyecto educativo, con el reglamento interno y con el personal.

Numeral 1)

Detalla los requisitos que deberán cumplir el propietario, el representante legal y el administrador del establecimiento.

Su encabezamiento es del siguiente tenor:

“1) El propietario del jardín infantil que sea persona natural o el representante legal y el administrador de la entidad propietaria, según sea el caso, deberán:”

Respecto de él, los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro formularon la indicación número 7) para reemplazarlo por el siguiente:

“1) Contar con un sostenedor, responsable del funcionamiento del establecimiento de educación parvularia. Podrán ser sostenedores tanto personas naturales como jurídicas de derecho privado cuyo objeto social único sea la educación. La calidad de sostenedor no podrá transferirse ni transmitirse en caso alguno y bajo ningún título. No obstante podrán transferirse y transmitirse los bienes muebles o inmuebles que componen el establecimiento. Tanto el sostenedor que sea persona natural como el representante legal y el administrador de entidades sostenedoras deberán cumplir con los siguientes requisitos:”.

- Fue aprobada, con modificaciones, por dos votos a favor, de los Honorables Senadores señores Quintana y Rossi, y una abstención, de la Honorable Senadora señora Von Baer.

Por su parte, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 7 bis) para sustituirlo por uno similar al anteriormente consignado. Las diferencias radican en que, además de las personas naturales y jurídicas de derecho privado cuyo objeto social único sea la educación, podrán ser sostenedoras las personas jurídicas de derecho público. Asimismo, se reemplaza la expresión “objeto social único” por “giro único”.

Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Von Baer consultó a qué obedecían las modificaciones introducidas por el Ejecutivo a la redacción de la indicación número 7) de los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro.

La Subsecretaria de Educación explicó que la inclusión de las personas jurídicas de derecho público busca permitir la participación de la Junta Nacional de Jardines Infantiles en la provisión de educación parvularia, mientras que la sustitución de la expresión “objeto social único” obedece a que en la legislación educacional generalmente se utiliza la expresión “giro único”.

La Honorable Senadora señora Von Baer, en relación con la exigencia que los sostenedores privados deban tener como giro único la educación, recordó que en materia de educación general, para muchos colegios, la adopción de esta imposición no ha sido fácil. En efecto, comentó que el artículo primero transitorio de la ley N° 20.370, de 2009, otorgó dos años, contados desde la entrada en vigencia de dicho cuerpo legal, para que los sostenedores que fueran personas jurídicas de derecho privado tuvieran como objeto social único la educación, plazo que debió ampliarse mediante la ley N° 20.668, de 2012.

En la misma línea argumental, preguntó a la Subsecretaria de Educación si se conocía el número de establecimientos de educación parvularia cuyos sostenedores son personas jurídicas de derecho privado con más de un objeto social.

La Asesora del Ministerio de Educación, Pamela Godoy, indicó que la Secretaría de Estado que integra no conoce con exactitud el número de establecimientos cuyo sostenedores son personas jurídicas de derecho privado con más de un objeto social. Con todo, precisó que, de acuerdo a datos proporcionados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles, existen cerca de 2.000 establecimientos de educación parvularia particulares pagados. 

Pese a tener certeza del número de sostenedores que podrían verse afectados con la exigencia objeto de análisis, subrayó que el artículo sexto transitorio contempla un plazo de tres años, contado desde la entrada en vigencia de esta ley, para obtener la autorización de funcionamiento. Al respecto, agregó que este texto legal sólo entrará en vigencia una vez que comience a operar la Subsecretaría de Educación Parvularia y la Intendencia de Educación Parvularia. 

La Honorable Senadora señora Von Baer vio con preocupación que no se tuviera certeza respecto del número de sostenedores de establecimientos de educación parvularia constituidos como personas jurídicas de derecho privado con más de un giro. 

En otro orden de ideas, el Honorable Senador señor Rossi hizo ver que la Ley General de Educación, en el literal a) del artículo 46, utiliza la expresión “objeto social único”, por lo que sugirió aprobar la indicación en estudio sustituyendo la expresión “giro único” por la señalada precedentemente.

La Subsecretaria de Educación, deteniéndose en la preocupación de la Honorable Senadora señora Von Baer, insistió en que la ley otorgará un plazo adecuado para que los sostenedores privados puedan adaptarse a esta nueva exigencia.

Respecto de la solicitud formulada por el Honorable Senador señor Rossi, se mostró de acuerdo.

- Puesta en votación la indicación número 7 bis), con la modificación propuesta por el Honorable Senador señor Rossi, resultó aprobada por dos votos a favor, de los Honorables Senadores Quintana y Rossi, y una abstención, de la Honorable Senadora señora Von Baer.

Literal b)

Exige que el dueño, el representante legal y el administrador del centro que imparte educación preescolar no hayan sido condenados por crimen o simple delito de aquellos a que se refiere el Título VII y los párrafos 1 y 2 del Título VIII del Libro II del Código Penal, o la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes.
Al respecto, la indicación número 7 ter), del Honorable Senador señor Horvath, propuso ampliar la referida exigencia demandando que dichas personas no hayan sido condenadas por crimen o simple delito.

El Honorable Senador señor Rossi hizo presente, con ocasión de la discusión de esta indicación, que la ley N° 20.000 no sólo sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes sino que, además, a quienes simplemente portan un papelillo o fuman marihuana en una plaza. Agregó que cerca de 80.000 mil personas han sido privados de libertad en virtud de dicho texto normativo.

Precisado lo anterior, consideró que una mera detención por portar marihuana no debiera ser considerada una inhabilidad para ser sostenedor. Con todo, remarcó que prefería la redacción aprobada en general en lugar de aquella propuesta por el Honorable Senador señor Horvath, toda vez que el Gobierno de la Nueva Mayoría modificará la citada ley.

A su turno, la Subsecretaria de Educación estimó que la inhabilidad propuesta por el Honorable Senador señor Horvath era demasiado amplia y, en consecuencia, llamó a mantener la redacción aprobada en general.

- La indicación número 7 ter) fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Rossi.

- - -

La indicación número 8, de los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro, propone introducir los siguientes literales d) y e), nuevos:

“d) No haber sido sancionados con las inhabilidades para ser sostenedor por haber cometido alguna de las infracciones graves de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 76 de la ley N° 20.529.

f) Estar en posesión de un título profesional de al menos ocho semestres, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por este.”.

- La indicación número 8 fue retirada.
- - -

Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante la indicación número 8 bis), sugirió agregar otras dos inhabilidades en las que no podrá incurrir ni el sostenedor, como tampoco el representante legal y el administrador del establecimiento. Son las siguientes:

“d) No haber sido inhabilitado como sostenedor de conformidad con lo dispuesto en el artículo 73 letra e) de la ley 20.529.

e) Estar en posesión de un título profesional de al menos ocho semestres, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste.”.

Sobre el particular, la Subsecretaria de Educación explicó que la causal contemplada en la letra d) propuesta persigue evitar que aquel sostenedor, que habiendo obtenido el reconocimiento oficial, y que fue inhabilitado pueda, posteriormente, solicitar autorización de funcionamiento para un establecimiento de educación parvularia. 

El Honorable Senador señor Rossi preguntó cuáles eran las diferencias entre la redacción de la indicación número 8) y la de la 8 bis).

Al respecto, la Asesora del Ministerio de Educación, señora Pamela Godoy, sostuvo que las diferencias sólo estaban en la primera de las inhabilidades propuestas. Detalló que la indicación propuesta por los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro incluía sólo a los sostenedores sancionados por alguna infracción grave, mientras que la formulada por Su Excelencia la Presidenta de la República exige, simplemente, no haber sido inhabilitado como sostenedor.

En relación con el literal e), la Honorable Senadora señora Von Baer observó que la exigencia en él contenida implicaría que, incluso, los sostenedores de establecimientos existentes en lugares muy apartados del país debieran estar en posesión de un título profesional, limitándose así el acceso a este importante nivel educativo. A mayor abundamiento, resaltó que el requisito analizado no se aplicaría a quienes se desempeñen con los niños, sino a los sostenedores.

El Honorable Senador señor Rossi remarcó que en la Ley General de Educación el requisito de contar con un título profesional sólo opera para el representante legal y el administrador de la entidad sostenedora del establecimiento educacional.

Al respecto, la Subsecretaria de Educación apuntó que la razón para ello era que, a diferencia de lo que ocurre en materia de educación escolar, en el nivel parvulario se permite que las personas naturales puedan ser sostenedoras.

El Honorable Senador señor Quintana celebró la exigencia impuesta en el literal en estudio, toda vez que aseguraría que el sostenedor del establecimiento de educación parvularia tenga un mínimo de formación profesional. Agregó que aquello redundaría, probablemente, en la calidad de la educación impartida.

La Vice Presidenta de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, señora Desirée López de Maturana, centrándose en la preocupación expuesta por la Honorable Senadora señora Von Baer, notó que en el caso de los lugares más apartados del país, la institución que encabeza lleva a cabo programas alternativos, como los jardines infantiles comunitarios y familiares. Añadió que en ese caso, la Junta que integra les da respaldo.

Precisado lo anterior, juzgó que la exigencia de que el sostenedor, el representante legal y el administrador del establecimiento de educación parvularia contaran con un título profesional permitiría garantizar que la educación impartida sea de calidad.

La Honorable Senadora señora Von Baer consideró que la calidad de la educación impartida depende de quienes están en las aulas y no de las personas referidas.

La Subsecretaria de Educación recordó que el Gobierno de la Presidente Michelle Bachelet anhela aumentar el estándar de calidad del sistema educativo y consideró que la exigencia del literal e) va en tal sentido. 

Por otro lado, manifestó que en el caso de los lugares más apartados la provisión de educación parvularia es mayoritariamente de carácter pública, razón por la cual la situación descrita por la Honorable Senadora señora Von Baer sólo tendría lugar en un porcentaje muy reducido de los casos.

La Honorable Senadora señora Von Baer solicitó votar separadamente los literales d) y e) de la indicación objeto de análisis.

- El literal d) propuesto en la indicación número 8 bis) contó con el respaldo de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Rossi.

- Por su parte el literal e) fue aprobado por dos votos a favor, de los Honorables Senadores Quintana y Rossi, y uno en contra, de la Honorable Senadora señora Von Baer.

- - -

Asimismo, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 8 ter), para consultar un párrafo final nuevo para el número 1) del artículo 3°, que considera una excepción a lo dispuesto en el encabezamiento, disponiendo que las personas jurídicas de derecho privado para ser sostenedoras de establecimientos de educación parvularia deberán tener como objeto social único la educación. 

El párrafo propuesto por la indicación permite que en el caso de las salas cuna anexas al local de trabajo, a que se refiere el artículo 203 del Código del Trabajo, no cumplan con la exigencia de giro único. Adicionalmente, posibilita la transferencia y transmisibilidad de la calidad de sostenedor y no se exige al propietario, representante legal y administrador contar con un título profesional otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado reconocido por éste de al menos ocho semestres. Por último, puntualiza que el no haber sido sancionado con las inhabilidades a que se refiere el artículo 9° será una exigencia sólo aplicable al personal que esté a cargo de las salas cuna.

El Honorable Senador señor Rossi alabó la indicación propuesta. Con todo, sugirió reemplazar la expresión “giro único” por “objeto social único” para adecuar su redacción a la existente en el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que establece el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.

- Puesta en votación la indicación número 8 ter), con la modificación propuesta por el Honorable Senador señor Rossi, resultó aprobada por la totalidad de los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Rossi.

- - -

Numeral 2) 
Dice relación con los requisitos que deberá cumplir el local en el que funciona el establecimiento de educación parvularia, concretamente con aquellos referidos a su planta física.

Párrafo primero
Dispone que deberá acreditarse que el local en el que funciona el centro de educación inicial cumple con las normas mínimas de planta física establecidas en el reglamento de la ley.

La indicación número 8 quater), de Su Excelencia la Presidenta de la República, propone sustituirlo para efectos de precisar que deberá comprobarse que el inmueble en el que funciona el establecimiento de educación preescolar cumple con las normas mínimas de planta física, condiciones sanitarias y ambientales de general aplicación. Agrega que en cuanto a las exigencias relativas a planta física y espacio mínimo de las aulas y baños éstas se regularán de conformidad con lo dispuesto en el artículo 46 letra i) del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 y su reglamento.

Al respecto, el Honorable Senador señor Rossi solicitó a los representantes del Ejecutivo que detallaran cuáles son las normas mínimas de planta física, condiciones sanitarias y ambientales de general aplicación a que hace referencia esta indicación.

La Subsecretaria de Educación hizo presente, en primer lugar, que la remisión que la indicación hace a la letra i) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, debiera circunscribirse a su párrafo primero.

Respondiendo la interrogante del Honorable Senador señor Rossi, indicó que las aludidas normas están contenidas en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, en decretos del Ministerio de Salud respecto de las condiciones sanitarias y ambientales y, en el caso de los establecimientos que tienen reconocimiento oficial, en el reglamento de la Ley General de Educación.

Finalmente, en cuanto a los espacios mínimos de baños y aulas, explicó que la idea del Gobierno es asimilar las exigencias de la autorización de funcionamiento con las del reconocimiento oficial, razón por la cual la indicación se remite al Reglamento de la Ley General de Educación.

El Honorable Senador señor Rossi pidió que se diera a conocer el espacio mínimo que actualmente se exige por cada niño.

Sobre el particular, la Asesora del Ministerio de Educación, señora Pamela Godoy, sostuvo que, de conformidad a lo dispuesto en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, el espacio por niño en los establecimientos de educación parvularia es de 1,1 metros.

En este punto, el Honorable Senador señor Rossi resaltó la importancia de aumentar el referido espacio para mejorar la educación inicial. A mayor abundamiento, puso de relieve que cambios como el solicitado serán los que verán los niños y sus familias.

La Coordinadora de Primera Infancia del Ministerio de Educación, señora María Isabel Díaz, aseguró que la Secretaría de Estado que integra estudia el mejoramiento de estándares de calidad, como el señalado por el Honorable Senador señor Rossi y el coeficiente técnico, que permitan alcanzar un mejor nivel de educación parvularia. 

El Honorable Senador señor Rossi solicitó que la Secretaría de Educación hiciera llegar a esta instancia sus propuestas de mejoramiento.

El Honorable Senador señor Quintana, coincidiendo con los planteamientos del Honorable Senador señor Rossi, estimó fundamental mejorar, en el marco de esta propuesta de ley, estándares de calidad de la educación inicial, como el número de metros y de educadoras y técnicos de educación parvularia por niño.

En otro orden de ideas, la Subsecretaria de Educación sugirió modificar la segunda oración de la indicación en estudio en el siguiente sentido:

“El espacio mínimo de las aulas y baños se regulará de conformidad con lo dispuesto en el párrafo primero de la letra i) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 y su reglamento.”.
- Puesta en votación la indicación número 8 quater), con las modificaciones sugeridas por la Subsecretaria de Educación, resultó aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Quintana y Rossi.

En consecuencia, la redacción del párrafo primero del N° 2 del artículo 3° del proyecto de ley sería la siguiente:

“2) Acreditar que el local en que funciona el establecimiento de educación parvularia cumple con las normas mínimas de planta física, condiciones sanitarias y ambientales de general aplicación. El espacio mínimo de las aulas y baños se regulará de conformidad con lo dispuesto en el párrafo primero de la letra i) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 y su reglamento.”.
Párrafo segundo
Puntualiza que en aquellos casos en que el propietario del jardín infantil no sea el dueño del inmueble en el cual éste funciona, tendrá que acreditar su calidad de arrendatario, comodatario o titular de otro derecho sobre el bien raíz, por medio de un contrato, el que deberá tener una duración no inferior a tres años y estar inscrito en el Conservador de Bienes Raíces respectivo. Añade que dicha acreditación deberá renovarse seis meses antes de su término.
Respecto de esta parte del numeral 2) del artículo 3° se propusieron las tres indicaciones.

La indicación número 9), de los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro, sustituye las expresiones “propietario” por “sostenedor”, “jardín infantil” por “establecimiento de educación parvularia” y “tres años” por “cinco años”.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, explicó que esta proposición persigue ajustar la redacción al lenguaje utilizado en materia educacional. En relación con la sugerencia de aumentar el plazo de los contrato de tres a cinco años, en tanto, comentó ella busca dar mayor estabilidad a la situación contractual.

Sobre el particular, la Coordinadora de Primera Infancia del Ministerio de Educación, señora María Isabel Diaz, deteniéndose en el último punto de la indicación, estimó preferible mantener el plazo de tres años. Justificando su aseveración, recordó que los párvulos pasan cerca de cuatro años dentro de un centro de educación inicial y, en consecuencia, cinco años resultarían excesivos.

Por su parte, el Honorable Senador señor Allamand puso de relieve que el aumento de plazo propuesto por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, podría acarrear problemas a los establecimientos de educación parvularia públicos.

En otro orden de ideas, solicitó a los representantes de la Secretaría de Educación presentes en la sesión informar a esta instancia respecto de la realidad de la educación inicial, precisando, por ejemplo, el número de establecimientos públicos y privados, el porcentaje de los que cuentan con reconocimiento oficial y de los que están empadronados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles, entre otros aspectos.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, a la luz de la observación realizada por el Honorable Senador señor Allamand, consultó a la señora Díaz si el Estado es propietario de los establecimientos en los que funcionan las salas cuna y jardines infantiles de su dependencia.

Al respecto, la Coordinadora de Primera Infancia del Ministerio de Educación indicó que en algunos casos sí, como en los centros de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, y en otros, como en el caso de los jardines infantiles que funcionan vía transferencia de fondos, no.

Habida consideración de la respuesta anterior, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, retiró de su indicación el aumento de plazo.


Sin perjuicio de lo anterior, la unanimidad de los integrantes de la Comisión, a sugerencia del Honorable Senador señor Allamand, estuvo de acuerdo en enmendar oración final de este párrafo, con el objeto de precisar que la renovación a la cual se hace referencia, tendrá que ser del respectivo contrato.

- Puesta en votación la indicación número 9), ésta resultó aprobada, con la modificación anteriormente consignada, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Rossi y Walker, don Ignacio.
En segundo lugar, la indicación número 9 bis), de Su Excelencia la Presidenta de la República, reemplaza la expresión “el propietario del jardín infantil” por “el sostenedor del establecimiento de educación parvularia”.

- La indicación número 9 bis) contó con el respaldo de la totalidad de integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Rossi y Walker, don Ignacio.

Por último, la indicación número 9 ter), del Honorable Senador señor Horvath, intercalar a continuación de la voz “deberá”, la expresión “además”.

- Fue aprobada por todos los integrantes presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Rossi y Walker, don Ignacio.

- - -

Por otro lado, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 9 quater para incorporar un párrafo nuevo en el que se consigna que la obligación de acreditar la existencia de un contrato, en calidad de arrendatario, comodatario o titular de otro derecho sobre el bien raíz, de duración no inferior a tres años e inscrito en el Conservador de Bienes Raíces respectivo no regirá para las salas cuna anexas al lugar de trabajo, reguladas en el artículo 203 del Código del Trabajo. Tampoco regirá respecto de ellas la obligación de renovar seis meses antes de su término la aludida acreditación.

- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó la indicación número 9 quater.

- - -

Numeral 3) 

Establece los requisitos que deberán tener los bienes muebles del establecimiento de educación parvularia. Su tenor literal es el que sigue:

“3) Disponer de mobiliario y equipamiento mínimo, según las especificaciones contenidas en el reglamento de esta ley.”
Al respecto, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 9 quinquies) para sustituirlo por el que a continuación se transcribe:

“3) Disponer de mobiliario, equipamiento, elementos de enseñanza y material didáctico adecuados al o los niveles de educación parvularia que imparte, de conformidad a lo establecido en el reglamento de la ley.”.

- La indicación contó con el respaldo de la totalidad de los miembros presentes de esta instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Rossi y Walker, don Ignacio.

Asimismo, los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro formularon la indicación número 10) para agregar, a continuación de la palabra “mobiliario”, lo siguiente: “, elementos de enseñanza, material didáctico”.

- La Comisión por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Rossi y Walker, don Ignacio, respaldó la indicación número 10), toda vez que su contenido estaba también considerado en la indicación anterior.

Finalmente, el Honorable Senador señor Horvath propuso la indicación número 10 bis), para intercalar a continuación de la coma (,), la expresión “incluido material didáctico,”.

- Fue aprobada por todos los miembros presentes de esta instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Rossi y Walker, don Ignacio, por la misma razón señalada precedentemente.

Numeral 4) 

Dispone que el centro de educación inicial deberá contar con un proyecto educativo institucional, el que incluirá los antecedentes de la institución, la definición de las características del establecimiento; la finalidad educativa expresada en la misión, visión y valores sustentados y el currículum pedagógico adoptado por el establecimiento.
Sobre este numeral recayeron las siguientes cuatro indicaciones:

La indicación número 11), de Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro, para reemplazarlo por el siguiente:

“4) Contar con un proyecto educativo institucional que se ciña a las bases curriculares, en los términos previstos en el artículo 18 de decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370.”.

Al respecto, la Subsecretaria de Educación, señorita Valentina Quiroga, explicó que respecto de esta misma materia se había formulado la indicación número 12 ter), de Su Excelencia la Presidenta de la República, la que resultaba más adecuada en su redacción que la que estaba en discusión, toda vez que ésta obliga a todos los establecimientos de educación parvularia del país a ceñirse a las bases curriculares, limitando la diversidad de proyectos que existen en educación inicial.

- La indicación número 11) fue retirada por sus autores.

La indicación número 11 bis, del Honorable Senador señor Horvath, para sustituirlo por el que a continuación se transcribe:

“4) Contar con un proyecto educacional que sea consistente con el objetivo de entregar una educación de calidad que fomente el  desarrollo integral de las niñas y niños que atienda, proporcionándoles aprendizajes, conocimientos, habilidades y aptitudes de acuerdo a sus niveles de desarrollo, el cual debe incluir a lo menos los antecedentes de la institución, la definición de las características del establecimiento, la finalidad educativa expresada en la misión, visión y valores sustentados, el currículum pedagógico adoptado por el establecimiento, y la descripción de la forma como se pretende lograr los referidos objetivos.”.

- La Comisión por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, rechazó esta indicación.

La indicación número 12), del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique, propuso agregar la siguiente oración final: “Dicho proyecto deberá fomentar el desarrollo integral de los niños y niñas y promover los aprendizajes, conocimientos, habilidades y actitudes que les permitan desarrollar los objetivos generales para la educación parvularia a que se refiere el artículo 28 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.”.

- Como se ha señalado precedentemente en este informe, la indicación fue retirada el día 22 de agosto del año en curso, por medio del Oficio N° 421-362.
La indicación número 12 bis), de la Honorable Senadora señora Von Baer, sugirió eliminar la frase “, y el currículum pedagógico adoptado por el establecimiento.”

- Fue retirada por su autora.

- - -

Como se precisó con antelación, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso la indicación número 12 ter, para consultar un nuevo párrafo segundo para el numeral objeto de análisis. Dicho párrafo señala que el proyecto educativo institucional tendrá por misión fomentar el desarrollo integral de los niños y niñas y promover los aprendizajes, conocimientos, habilidades y actitudes que les permitan desarrollar los objetivos generales para la educación parvularia, establecidos en el artículo 28 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.
La Subsecretaria de Educación, señorita Valentina Quiroga, resaltó que esta indicación, como lo explicó precedentemente, no obliga a los establecimientos de educación parvularia a ceñirse a las bases curriculares, lo que si propugna la propuesta por los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro. Con todo, notó que ella adopta los resguardos necesarios para que todos los proyectos educativos del país sean de calidad, toda vez que precisa que deberán incentivar la formación integral de los niños y niñas y fomentar los aprendizajes, conocimientos, habilidades y actitudes que les permitan desarrollar los objetivos generales para la educación parvularia contenidos en la Ley General de Educación.

- La Comisión por la totalidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó esta indicación.
- - -

Numeral 5)

Precisa las exigencias que deberá tener el reglamento interno del establecimiento de educación parvularia. Al respecto, establece que dicho instrumento deberá regular las relaciones entre el jardín infantil y los distintos actores de la comunidad educativa. Agrega que deberá incorporar políticas de prevención, medidas pedagógicas y protocolos de actuación ante conductas que constituyan falta a la seguridad de los niños y a la buena convivencia, tales como abuso sexual y maltrato infantil.
Con relación a él, los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro y Su Excelencia la Presidenta de la República sugirieron, mediante las indicaciones números 13) y 13 bis), respectivamente, sustituir la locución “jardín infantil” por “establecimiento de educación parvularia”.

- Ambas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.
Adicionalmente, los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro, por medio de la indicación número 14), propusieron reemplazar la segunda oración por una que dispone que el reglamento deberá contemplar políticas de promoción de los derechos del niño y de prevención, así como orientaciones pedagógicas y protocolos de actuación ante conductas que constituyan falta a la seguridad de los niños y a la buena convivencia; tales como abusos sexuales o maltrato infantil. Además, agrega que contemplará medidas que garanticen la higiene y seguridad del establecimiento de educación parvularia.
- La Comisión por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó esta indicación.

Por otra parte, el ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique, formuló la indicación número 15), para intercalar, a continuación de la frase “deberá incorporar”, la siguiente: “medidas de higiene y seguridad,”.

- La indicación fue retirada, según consta en el Oficio N° 421-362, de 22 de agosto de 2014.

Párrafo segundo

Agrega que el Ministerio de Educación, en su página web, deberá tener siempre disponible distintos modelos de reglamentos internos, los que podrán ser utilizados por los jardines infantiles.

En relación con él, se presentaron las indicaciones números 16) y 16 bis), de los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro y de Su Excelencia la Presidenta de la República, respectivamente, para reemplazar la expresión “jardines infantiles” por “establecimientos de educación parvularia”.

- Ambas proposiciones fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.
Numeral 6)

Establece los requisitos que deberá cumplir el personal que se desempeñe en los establecimientos de educación parvularia. Concretamente, dispone que éste deberá ser idóneo y suficiente, de conformidad a lo señalado en el reglamento. Precisa que tratándose del personal docente, se entenderá que cumple la primera de las características señaladas el que cuente con título profesional de la educación o licenciatura del respectivo nivel de al menos ocho semestres de duración, de una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste.
Adicionalmente indica que las personas que se encuentren en algunas de las siguientes situaciones no podrán desempeñarse en jardines infantiles:

a) Quienes hayan sido condenadas por crimen o simple delito contra el orden de las familias, contra la moralidad pública o contra la integridad sexual o por algún crimen o simple delito de aquellos establecidos en los párrafos 1 y 2 del Título VIII (Crímenes y simples delitos contra las personas) del Libro II del Código Penal, o la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes.

b) Quienes hayan sido condenadas a inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad a que se refiere el artículo 39 bis del Código Penal.

Respecto de todo el numeral se presentó la indicación número 16 ter), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por el que se señala a continuación:

“6) Tener el personal idóneo y suficiente que les permita cumplir con las funciones que les corresponden, atendido el nivel y modalidad de educación parvularia que impartan y la cantidad de alumnos que atiendan, de conformidad con lo dispuesto el reglamento de esta ley. 

Tratándose del personal docente, se entenderá idóneo el que cuente con el título profesional de la educación o licenciatura del respectivo nivel, de al menos ocho semestres de duración, de una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o autorizado para ejercer la función docente por el Ministerio de Educación.

No podrán desempeñarse en establecimientos de educación parvularia aquellas personas que se encuentren en alguna de las siguientes situaciones:

a) Haber sido condenadas por crimen o simple delito de aquellos establecidos en el Título VII y los párrafos 1 y 2 del Título VIII del Libro II del Código Penal; en la ley N° 20.000 que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes; o en la ley Nº 20.066 que sanciona la violencia intrafamiliar.

b) Haber sido condenadas a inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad a que se refiere el artículo 39 bis del Código Penal.”.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sugirió que las exigencias relativas al número de niños y niñas en aulas y al coeficiente técnico en materia de autorización de funcionamiento se equipararan a aquellas existentes en materia de reconocimiento oficial. Para ello propuso sustituir, en el inciso primero de la indicación en estudio, la expresión “de conformidad con lo dispuesto en el reglamento de esta ley.” por “de conformidad con lo dispuesto en la letra g) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 y su reglamento.”

El Honorable Senador señor Rossi celebró la propuesta del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, por cuanto permitiría mejorar la calidad de este importante nivel educativo.

La Honorable Senadora señora Von Baer, en tanto, puso de manifiesto que los integrantes de la instancia desconocían la realidad de la educación inicial y, en consecuencia, estimó que la homologación de la autorización de funcionamiento y el reconocimiento oficial en los referidos aspectos podía generar efectos indeseados.

A mayor abundamiento, precisó que la aludida equiparación podría afectar a los establecimientos de educación parvularia presentes en lugar alejados del país y, por lo tanto, llamó a esperar los datos del Ministerio de Educación sobre el particular y luego de ello homologar los estándares referidos al número de niños por aula y coeficiente técnico.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, se inclinó por elevar los estándares de calidad objeto de análisis. Adicionalmente, recordó que en materia de espacio físico de aulas y baños, para obtener la autorización para funcionar se deben cumplir los mismos requisitos que se exigen para el reconocimiento oficial, según consta en el párrafo primero del número 2) del artículo 3°.

El Honorable Senador señor Allamand, por su lado, hizo presente que si bien todos coinciden en la necesidad de mejorar la calidad de la educación preescolar, la adopción de la sugerencia del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, sin conocer la realidad imperante en este nivel educativo, podría afectar a un alto porcentaje de establecimientos, especialmente públicos.

A la luz de lo anterior, solicitó a los representantes del Ministerio de Educación hacer llegar toda la información respecto del mundo de la educación inicial lo antes posible. 

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recordó que los establecimientos de educación parvularia de carácter público tendrán hasta el año 2019 para cumplir las exigencias que impone el reconocimiento oficial y que en el caso de la autorización de funcionamiento regirá igual plazo. En consecuencia, observó que las salas cuna y jardines infantiles tendrán cinco años para adaptarse a las nuevas exigencias, plazo que estimó razonable.

El Honorable Senador señor Quintana valoró la modificación planteada por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, toda vez que permitiría asegurar mayor calidad en la educación parvularia.

- La indicación número 16 ter), con la adecuación propuesta por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, contó con el respaldo de la totalidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Párrafo segundo

Establece Su tenor literal es el siguiente:

“No podrán desempeñarse en jardines infantiles aquellas personas que se encuentren en alguna de las siguientes situaciones:

a) Que hayan sido condenadas por crimen o simple delito de aquellos a que se refiere el Título VII y los párrafos 1 y 2 del Título VIII del Libro II del Código Penal, o la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes.

b) Que hayan sido condenadas a inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad a que se refiere el artículo 39 bis del Código Penal.”
La indicación número 17), de los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro, sugiere sustituir la expresión “jardines infantiles” por “establecimientos de educación parvularia”.

- La Comisión por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó la indicación.

Literal a)

Impide que quienes hayan sido condenados por crimen o simple delito de aquellos a que se refiere el Título VII y los párrafos 1 y 2 del Título VIII del Libro II del Código Penal o en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes puedan desempeñarse en establecimientos de educación parvularia.

La indicación número 17 bis), del Honorable Senador señor Horvath, propone ampliar dicha prohibición a quienes hayan sido condenados por crimen o simple delito.

- La indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Inciso tercero
Dispone que el reglamento determinará las especificaciones de los requisitos contenidos en el presente artículo.

La indicación número 17 ter), de Su Excelencia la Presidenta de la República, agrega a continuación del vocablo “reglamento”, la siguiente frase “, que será expedido por el Ministerio de Educación y suscrito por el Ministro de Hacienda”.

- La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó esta indicación.

Artículo 4°

Dispone que el establecimiento que desee obtener autorización para funcionar como tal deberá requerirla ante el Secretario Regional Ministerial de Educación correspondiente, para lo cual tendrá que presentar una solicitud acompañada de todos los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los requisitos a que se refiere el artículo anterior.

Agrega que si dicha solicitud no fuera resuelta dentro de los 90 días hábiles siguientes a su presentación, se entenderá por aprobada en los términos del artículo 64 de la Ley que Establece las Bases de los Procedimientos Administrativos que Rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.

Por otro lado, dispone que si la solicitud de autorización de funcionamiento fuere rechazada, dicha decisión podrá ser reclamada de manera fundada, en un plazo de 15 días hábiles, contado desde su notificación, ante el Ministro de Educación quien resolverá dentro de igual periodo.

Finalmente, precisa que la autorización se realizará al propietario del jardín infantil que la solicite, no pudiendo, en consecuencia, transferirse ni transmitirse. Con todo, en caso de fallecimiento del propietario autorizado, ella se mantendrá vigente durante un año contado desde la fecha de muerte.

La indicación número 17 quater), del Honorable Senador señor Horvath, propuso sustituir el inciso segundo de este artículo, consagrando un efecto negativo para el silencio del Secretario Regional Ministerial de Educación respecto de la solicitud de autorización de funcionamiento. En efecto, la norma precisa que si la demanda no fuera resuelta en el plazo recientemente consignado, ella se tendrá por rechazada, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa del funcionario mencionado. Con todo, agrega que en éste caso se podrá recurrir de dicho rechazo.

- La indicación, por ser opuesta a la anterior, ya aprobada, fue rechazada por todos los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

La indicación número 17 quinquies), de Su Excelencia la Presidenta de la República, sugirió eliminar, en el inciso segundo, la referencia al artículo 64 de la ley N° 19.880.

- Fue respaldada por la totalidad de los miembros de esta instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

En seguida, los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro y Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante las indicaciones números 18) y 18 bis), respectivamente, propusieron reemplazar la voz “propietario” por “sostenedor” y “jardín infantil” por “establecimiento de educación parvularia”, en el inciso que precisa que la autorización de funcionamiento se entenderá hecha al propietario del jardín infantil.

- Fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.
Artículo 5°

Señala que la autorización de funcionamiento se otorgará, por medio de resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación correspondiente, la que contendrá, al menos, el nombre y dirección del jardín infantil, la identificación del propietario o del representante legal, en su caso, y el certificado de antecedentes de dichas personas.

La indicación número 19), de los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro, sustituye la expresión “jardín infantil” por “establecimiento de educación parvularia”.

- La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó esta indicación.

La indicación número 20), en tanto, de autoría los mismos Senadores recientemente mencionados, propone reemplazar la locución “del propietario o del representante legal, en su caso,” por la siguiente: “del sostenedor y/o su representante legal, según corresponda,”.

-La indicación número 20) contó con el respaldo de todos los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Por su parte, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 20 bis) para sustituir la frase “del jardín infantil, la identificación del propietario o del representante legal, en su caso, y el certificado de antecedentes de dichas personas.” por la siguiente: “del establecimiento de educación parvularia, la identificación del sostenedor o del representante legal, en su caso, y el certificado de antecedentes de dichas personas, los niveles de educación parvularia que impartirá y la capacidad máxima autorizada de atención por jornada.”.

- La Comisión por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, respaldó esta indicación.

- - -

Asimismo, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 20 ter), a fin de incorporar un inciso segundo en el que se disponga que obtenida la autorización de funcionamiento, el establecimiento de educación parvularia no podrá impartir otros niveles o modalidades de educación inicial, distintos de los aprobados en la respectiva resolución, a menos que obtenga autorización del Ministerio de Educación, de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo anterior.

La Asesora del Ministerio de Educación, señora Pamela Godoy, solicitó eliminar de la indicación en estudio la locución “o modalidades de dicha educación,”, ya que ello no dice relación con este nivel educativo.

- Fue aprobada, con la enmienda señalada, por la unanimidad de los miembros de esta instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.
- - -
Artículo 6°
Establece, para el Ministerio de Educación, el deber de llevar un registro de propietarios y un registro público de jardines infantiles que cuenten con autorización para funcionar. Añade que ellos estarán disponibles en la página web de dicha cartera de Estado o en otros medios electrónicos.

Sobre este precepto se presentó la indicación número 21), de los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro, para sustituir la expresión “de propietarios” por “de sostenedores”. 

Asimismo, se formuló la indicación número 22), de los mismos Parlamentarios, para reemplazar la locución “jardines infantiles” por “establecimientos de educación parvularia”.

- Ambas proposiciones contaron con el respaldo de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Artículo 7°
Consagra los efectos que traerá la autorización de funcionamiento. Sobre el particular, indica que sólo podrán publicitarse como jardines infantiles los establecimientos que estén autorizados para funcionar por el Ministerio de Educación o que cuenten con reconocimiento oficial del Estado. Quienes no cumplan con dichos requisitos no podrán poner en su local carteles o avisos que contengan, en cualquier idioma, expresiones que indiquen que se trata de un jardín infantil. Asimismo, no podrán realizar publicidad por la prensa o por cualquier otro medio haciendo uso de tal expresión.

El inciso segundo señala que las infracciones señaladas precedentemente darán lugar al procedimiento regulado en el artículo 9°.

Sobre este artículo recayeron las siguientes 5 indicaciones:

La indicación número 23), de los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro, lo reemplaza por uno que establece como efecto de la falta de autorización de funcionamiento que dichas salas cuna y jardines infantiles no podrán funcionar como establecimientos de educación parvularia. Además, no podrán publicitarse como tales o con denominaciones análogas, ya sea por medio de carteles, avisos o propagandas en prensa o cualquier otro medio, induciendo a error a la población respecto a que cuentan con autorización para funcionar.

Agrega que la infracción señalada en este artículo dará lugar al procedimiento a que se refiere el artículo 9° y constituirá para todos los efectos una infracción grave en los términos del artículo 76 de la ley N° 20.529.

- Fue retirada por el Senador señor Walker, don Ignacio.
La indicación número 23 bis), de Su Excelencia la Presidenta de la República, del mismo modo, propone su sustitución por el siguiente:

“Artículo 7°.- Los establecimientos que no cuenten con la autorización a que se refiere esta ley o reconocimiento oficial, según corresponda, no podrán funcionar o publicitarse como tales o con denominaciones análogas como salas cunas o jardines infantiles, ya sea a través de carteles, avisos, ilustraciones o propaganda en prensa o cualquier otro medio.”.

- La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó esta indicación.

La indicación número 23 ter), del Honorable Senador señor Horvath, reemplaza este precepto por uno que dispone que quienes no cuenten con autorización de funcionamiento y ofrezcan servicios de jardín infantil serán sancionados con multa a beneficio fiscal de 25 a 250 UTM. Esta se aplicará conforme al procedimiento regulado en el artículo 9°.

- La indicación número 23 ter) fue rechazada por la totalidad de los integrantes de la instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Por su parte, las indicaciones número 24), del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique, sustituye la expresión “jardines infantiles” por “salas cuna, jardines infantiles y establecimientos de educación parvularia”, y la número 25), del mismo autor, elimina la frase “o reconocidos oficialmente por el Estado”. 

- Ambas indicaciones fueron retiradas, según consta en el Oficio N° 421-362, de 22 de agosto de 2014.

Artículo 8°

Preceptúa que los establecimientos educacionales que cuenten con autorización para funcionar como jardín infantil, mensualmente, deberán informar, en la página web o en otro medio que el Ministerio de Educación dispondrá para estos efectos, la matrícula y asistencia de los párvulos que atienden.

Las indicaciones números 26) y 26 bis), de los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro y de Su Excelencia la Presidenta de la República, respectivamente, sustituyen la expresión “jardín infantil” por “establecimiento de educación parvularia”.

El Honorable Senador señor Allamand si bien compartió las modificaciones propuestas en ambas indicaciones, estimó necesario revisar la redacción del artículo sobre el que ellas recayeron. Al respecto, observó que de conformidad a su tenor literal todos los establecimientos de educación parvularia que estén autorizados para funcionar tendrán que informar todos los meses la matrícula y la asistencia por medio de su página web u otro medio que la Secretaría de Educación disponga para estos efectos. Sentenció que la exigencia aludida supondría una carga administrativa adicional para los centros de educación inicial.

A reglón seguido, apuntó que la exigencia debía operar sólo en el caso de las salas cuna y jardines infantiles que reciben subvención- dado que ella se otorga en relación con la asistencia- y no en los demás.

Sobre el particular, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, puso de relieve que los datos exigidos en el artículo 8° permitirían diseñar adecuadamente las políticas públicas para este importante nivel educativo.

El Honorable Senador señor Rossi juzgó que la exigencia objeto de análisis no implicaría mayores dificultades ni cargas para los establecimientos.

Por su parte, el Honorable Senador señor Quintana, coincidiendo con los planteamientos del Presidente de la Comisión, arguyó que la información solicitada no supondría una carga adicional para las salas cuna y jardines infantiles.

Por otro lado, solicitó a los representantes del Ejecutivo presentes en la sesión que explicaran para qué serviría la información relativa al número de matrícula y asistencia.

La Honorable Senadora señora Von Baer, en tanto, en una línea argumental similar a la del Honorable Senador señor Allamand, subrayó que en el caso de los establecimientos que no reciben recursos del Estado la exigencia impuesta no se justificaría y supondría un trabajo adicional para las educadoras y técnicos en educación parvularia que las desviaría de su labor principal.

A mayor abundamiento, consignó que existen muchos establecimientos de educación parvularia en el país que no cuentan con las condiciones necesarias para entregar esta información. Ejemplificando su aseveración, puntualizó que en muchos de ellos ni siquiera existen computadores.

En atención a la realidad anterior, sugirió reducir la periodicidad con la que deberá entregarse dicha información.

El Honorable Senador señor Allamand, recogiendo los planteamientos de la Honorable Senadora señora Von Baer, hizo un llamado a tener en cuenta la realidad de los centros de educación inicial existentes en nuestro país. Hizo hincapié en que muchos de ellos, especialmente aquellos de la red pública, funcionan en condiciones tan precarias que la exigencia en análisis, con la periodicidad propuesta, parece desproporcionada.

Por otra parte, puso de relieve que de conformidad a la indicación número 31 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, no entregar la información solicitada sería calificado como una infracción grave lo que podría conducir a la revocación de la autorización de funcionamiento e incluso a la inhabilidad perpetua del sostenedor para mantener o participar en la administración de establecimientos de educación parvularia.

La Subsecretaria de Educación adujo que para lograr un adecuado diseño de las políticas públicas en materia de educación parvularia, la información indicada resulta fundamental. 

Deteniéndose en los establecimientos públicos, aseguró que la exigencia en estudio opera mes a mes y constituye un dato fundamental no sólo para la determinación de los dineros, sino también para los alimentos entregados.

Con todo, se mostró dispuesta a que en el caso de los establecimientos particulares que no reciben aportes del Estado la información sólo se exigiera trimestralmente.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, recogiendo la propuesta de la Subsecretaria de Educación, propuso que la periodicidad para la entrega de dicha información fuera trimestral.

La Subsecretaria de Educación, aunque compartió dicha propuesta, precisó que la Secretaría de Estado que integra resguardaría, administrativamente, que en el caso de los establecimientos de educación parvularia de la red pública la información se entregara mes a mes, tal como ocurre actualmente.
- En consecuencia, en mérito del debate anterior, la Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó, con la modificación recientemente transcrita, las indicaciones números 26) y 26 bis).

Artículo 9°

Se refiere a la conservación de los requisitos para obtener la autorización de funcionamiento. Sobre el particular, sostiene que la Superintendencia de Educación será el organismo encargado de fiscalizar su mantención.
Agrega que en caso de pérdida de alguno de ellos, la Dirección Regional de la Superintendencia de Educación sustanciará el procedimiento respectivo y aplicará las sanciones que procedan, de conformidad con lo establecido en el inciso quinto.

Asimismo, dispone que el referido procedimiento podrá iniciarse de oficio por la Dirección Regional respectiva de la Superintendencia de Educación o a petición del Ministerio de Educación o de otros organismos públicos relacionados con éste o dependientes de él.

Señala que la resolución que ordene instruir el proceso deberá notificarse personalmente o por carta certificada al propietario o a su representante legal, quien tendrá un plazo de diez días hábiles para presentar sus descargos, acompañando todos los medios de prueba que estime pertinentes.

El Director Regional de la Superintendencia de Educación correspondiente, en atención a la naturaleza, gravedad y reiteración de la infracción, podrá, mediante resolución fundada, aplicar las siguientes sanciones:
1) Amonestación por escrito, en cuyo caso deberá señalarse el origen de la infracción administrativa, como asimismo el plazo dentro del cual deberá ser subsanada.

2) Multa a beneficio fiscal de 1 a 250 UTM. 

3) Cancelación de la autorización para funcionar como jardín infantil.

4) Inhabilidad temporal o perpetua del propietario para mantener o participar de cualquiera forma en la administración de establecimientos educacionales que atiendan a niños y niñas desde su nacimiento hasta el ingreso a la educación básica. En el caso que el propietario sea persona jurídica, esta inhabilidad se entenderá aplicada a sus representantes legales y administradores.

Con todo, el Director Regional sólo podrá aplicar las sanciones contempladas en los números 3) y 4) en caso de incumplimiento de los requisitos establecidos en el número 1) del artículo 3°. Asimismo, podrá aplicar dichas sanciones en caso de infracciones de los requisitos contemplados en los números 2), 3), 5) y 6) del artículo 3°, siempre que éstas pongan en inminente riesgo la integridad física y psicológica de los niños, según lo determine el reglamento.

De la resolución que dicte el Director Regional de la Superintendencia de Educación podrá reclamarse ante el Superintendente de Educación, dentro del plazo de quince días hábiles, contado desde la notificación de la resolución que se impugna.

En caso que la Superintendencia de Educación disponga la sanción de cancelación de la autorización, deberá ordenar la clausura inmediata del establecimiento y enviar al Ministerio de Educación los antecedentes que correspondan para que lo excluya de los registros a que se refiere el artículo 6°. 

Sobre este precepto recayó la indicación número 26 ter), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por uno que dispone que los establecimientos de educación parvularia estarán sujetos a la fiscalización de la Superintendencia de Educación, de conformidad a lo dispuesto en los párrafos 1°, 2° y 4° del Título III de la ley N° 20.529, a fin que se ajusten a la normativa educacional que les sea aplicable, especialmente, al cumplimiento de los requisitos para obtener la autorización de funcionamiento.

Agrega que, para todos los efectos legales, se entenderán como parte de la normativa educacional las disposiciones de este cuerpo legal y sus reglamentos.

La Asesora del Ministerio de Educación, señora Pamela Godoy, explicó que el Ejecutivo modificó la redacción del proyecto de ley en los artículos 9° y siguientes con el objeto de perfeccionar el marco sancionatorio originalmente propuesto.

Agregó que el contenido del artículo 9° fue dividido en dos preceptos, artículo 9° y 9° bis, respectivamente. Apuntó que el primero de ellos determina el campo de acción de la Superintendencia de Educación y sus atribuciones, mientras que el segundo precisa qué conductas son constitutivas de infracción y detalla las sanciones aplicables.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, estimó que el inciso segundo propuesto en la indicación número 26 ter era redundante y, en consecuencia, sugirió eliminarlo.

- La indicación número 26 ter) fue aprobada, con la modificación recientemente consignada, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Incisos primero, segundo, tercero y cuarto
Como se señaló anteriormente, el tenor literal de ellos es el siguiente:

“Artículo 9°.- La Superintendencia de Educación será el organismo encargado de fiscalizar la mantención de los requisitos que dieron origen a la autorización de funcionamiento de los jardines infantiles.

La Dirección Regional de la Superintendencia de Educación sustanciará el procedimiento respectivo en caso de pérdida de alguno de los requisitos para ser autorizado y aplicará las sanciones que procedan, de conformidad con lo establecido en el inciso quinto de este artículo.

El procedimiento podrá iniciarse de oficio por la Dirección Regional respectiva de la Superintendencia de Educación o a requerimiento del Ministerio de Educación o de otros organismos públicos relacionados con éste o dependientes de él.

La resolución que ordene instruir el proceso deberá notificarse personalmente o por carta certificada al propietario o a su representante legal, quien tendrá diez días hábiles para presentar los descargos, acompañando todos los medios de prueba que estime pertinentes.”
En relación con ellos se formuló la indicación número 27), de los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro, para reemplazarlos por el que a continuación se señala:

“Artículo 9°.- Los establecimientos de educación parvularia autorizados para funcionar de conformidad a esta ley así como los reconocidos por el Estado estarán sometidos a la fiscalización de la Superintendencia de Educación de acuerdo a lo dispuesto en el título III de la ley Nº 20.529, considerándose las disposiciones de la presente ley como parte de la normativa educacional. Le corresponderá especialmente, fiscalizar la mantención de los requisitos que dieron origen a la autorización de funcionamiento o reconocimiento oficial, en su caso.”.

- La indicación número 27) fue retirada.

Inciso primero

Indica que la Superintendencia de Educación será el organismo encargado de fiscalizar la mantención de los requisitos para obtener la autorización de funcionamiento de los jardines infantiles.

La indicación número 27 bis), del Honorable Senador señor Horvath, propuso agregar, a continuación de la expresión “jardines infantiles”, la siguiente: “y el cumplimiento de las disposiciones contenidas en la presente ley y su reglamento”.

- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, rechazó esta indicación.

Inciso segundo

Su redacción es la siguiente:

“La Dirección Regional de la Superintendencia de Educación sustanciará el procedimiento respectivo en caso de pérdida de alguno de los requisitos para ser autorizado y aplicará las sanciones que procedan, de conformidad con lo establecido en el inciso quinto de este artículo.”
La indicación número 27 ter), del Honorable Senador señor Horvath, sugirió intercalar, a continuación de la voz “autorizado”, la frase “o infracción a las normas de esta ley o su reglamento,”.

- La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, rechazó la indicación transcrita.

Inciso quinto

Encabezamiento

Su redacción es la siguiente:

“El Director Regional de la Superintendencia de Educación correspondiente podrá, mediante resolución fundada, aplicar las siguientes sanciones en atención a la naturaleza, gravedad y reiteración de la infracción:

El Honorable Senador señor Horvath propuso, por medio de la indicación número 27 quater), reemplazar, en su encabezamiento, la voz “podrá” por “deberá”.

- Fue rechazada por todos los miembros de esta instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Numeral 3)

Su tenor literal es el siguiente:

“3) Cancelación de la autorización para funcionar como jardín infantil.”
La indicación número 28), de los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro, sugirió sustituir la expresión “jardín infantil” por “establecimiento de educación parvularia”.

-La indicación fue retirada.

Numeral 4)
Su redacción es la que a continuación se transcribe:

“4) Inhabilidad temporal o perpetua del propietario para mantener o participar de cualquiera forma en la administración de establecimientos educacionales que atiendan a niños y niñas desde su nacimiento hasta el ingreso a la educación básica. En el caso que el propietario sea persona jurídica, esta inhabilidad se entenderá aplicada a sus representantes legales y administradores.”
Respecto de él se presentaron las siguientes dos indicaciones:

En primer lugar, la indicación número 29), de los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro, sustituye el vocablo “propietario” por “sostenedor”, las dos veces que aparece.

- La indicación descrita contó con el respaldo de la totalidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio. Con todo, su contenido quedó subsumido en la indicación número 30 ter.

En segundo lugar, la indicación número 29 bis), del Honorable Senador señor Horvath, elimina la expresión “que atiendan a niños y niñas desde su nacimiento hasta el ingreso a la educación básica”.

- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, rechazó esta indicación.

Inciso sexto

Precisa que las sanciones contempladas en los números 3) y 4) sólo podrán aplicarse en caso de incumplimiento de los requisitos establecidos en el número 1) del artículo 3°. Adicionalmente, podrán aplicarse dichas sanciones en caso de infringirse los requisitos contemplados en los números 2), 3), 5) y 6) del artículo 3°, siempre que éstas pongan en riesgo inminente la integridad física y psicológica de los niños, según lo determine el reglamento.

Los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro propusieron la indicación número 30), para eliminarlo.

- La indicación fue retirada.
- - -

Por otro lado, el Honorable Senador señor Horvath formuló la indicación número 30 bis), que  incorpora un inciso final del siguiente tenor:

“Asimismo, en caso de cancelación de autorización, la Superintendencia deberá establecer en la misma resolución que dispone dicha sanción, las medidas concretas que se adoptarán por la autoridad con la finalidad de resguardar los derechos de los menores que eran atendidos por el respectivo establecimiento a la fecha de su cierre.”.

- La Comisión por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, rechazó la referida indicación.

- - -

Seguidamente, Su Excelencia la Presidenta de la República presentó la indicación número 30 ter) para consultar un artículo 9° bis que dispone que de verificarse una infracción a la normativa educacional por parte de un establecimiento de educación parvularia autorizado para funcionar, de conformidad al procedimiento establecido en el párrafo 5º del título III de la Ley N° 20.529, el Director Regional de la Superintendencia de Educación respectivo podrá, mediante resolución fundada y en atención a la naturaleza y gravedad de la infracción, aplicar alguna de las siguientes sanciones:

1)
Amonestación por escrito; 

2)
Multa a beneficio fiscal, de acuerdo a la siguiente graduación:

a)
Infracciones leves: de 1 a 25 UTM; 

b)
Infracciones menos graves: de 26 a 100 UTM; 

c)
Infracciones graves: de 101 a 250 UTM; 

3)
Cancelación de la autorización de funcionamiento;

4)
Inhabilidad perpetua del sostenedor para mantener o participar de cualquiera forma en la administración de establecimientos educacionales que atiendan a niños desde su nacimiento hasta el ingreso a la educación básica. En el caso que el propietario sea persona jurídica, esta inhabilidad se entenderá aplicada a sus representantes legales y administradores.

Agrega que para la determinación de la sanción de multa a beneficio fiscal, la Superintendencia deberá tomar en cuenta el beneficio económico obtenido con ocasión de la infracción, la intencionalidad de la comisión de la infracción, la concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes, conforme a los artículos 79 y 80 de la Ley N° 20.529, la matrícula total del establecimiento a la fecha de la infracción y los recursos que reciba regularmente, excluidas las donaciones.

Añade, finalmente, que la imposición de una multa no impedirá la aplicación de las sanciones de cancelación de la autorización de funcionamiento o la inhabilidad perpetua del sostenedor, si procede.
La Asesora del Ministerio de Educación, señora Pamela Godoy, informó que esta proposición fue analizada con los asesores de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, producto de lo cual la redacción de la misma experimentó las adecuaciones que se detallan seguidamente para ser analizadas en el seno de la Comisión:

1. En su inciso primero:

a.- En el número 1), agregar, a continuación de la voz “escrito”, la frase “en cuyo caso deberá señalarse el origen de la infracción administrativa y el plazo dentro del cual deberá ser subsanada”

b.- En el número 3), sustituir la palabra “Cancelación” por “Revocación”.

c.- En el número 4), incorporar, a continuación de la voz “para”, la expresión “obtener,” y reemplazar la voz “propietario” por “sostenedor”.

2.- En su inciso tercero, sustituir la palabra “cancelación” por “revocación”.

En relación con las modificaciones señaladas, el Honorable Senador señor Allamand observó que el encabezamiento del inciso primero de la indicación propuesta da a entender que el Director Regional de la Superintendencia podrá aplicar alguna de las sanciones mencionadas, en circunstancias que el inciso final deja claramente consignado que la imposición de una multa es compatible con la revocación de la autorización de funcionamiento y con la inhabilidad perpetua del sostenedor. Habida consideración de lo anterior, propuso reemplazar, en el encabezamiento del inciso primero la voz “alguna” por su plural, es decir, “algunas”.

En otro orden de ideas, notó que sólo en caso de amonestación por escrito se indica que deberá señalarse la infracción cometida. Asimismo, resaltó que sólo en el referido caso se brinda la posibilidad al sostenedor de subsanarla en un determinado plazo. Al respecto, estimó que la determinación de la infracción cometida y la posibilidad de enmendarla debieran también tener lugar en aquellos casos en que se sanciona con una multa a beneficio fiscal.

Por último, destacó que en algunos casos no será posible subsanar la infracción cometida. En este punto, especificó que la redacción del número 1) del inciso primero podría llegar a interpretarse en el sentido que sólo deberá amonestarse al sostenedor cuando la infracción cometida pueda ser subsanada.

El Honorable Senador señor Rossi compartió las reflexiones del Honorable Senador señor Allamand.

Seguidamente, el Honorable Senador señor Allamand, a fin de perfeccionar la redacción de la indicación número 30 ter, propuso sustituir los números 1) y 2) del inciso primero por los siguientes:

“1)
Amonestación por escrito; 

2)
Multa a beneficio fiscal, de acuerdo a la siguiente graduación:

a)
Infracciones leves: de 1 a 25 UTM; 

b)
Infracciones menos graves: de 26 a 100 UTM; 

c)
Infracciones graves: de 101 a 250 UTM; 

En las hipótesis previstas en los números anteriores, la autoridad referida deberá señalar el origen de la infracción. Asimismo, de ser procedente, establecerá un plazo para subsanarla.”

- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio., aprobó la indicación número 30 ter, con las modificaciones anteriormente consignadas.

- - -
Artículo 10
Dispone que dará lugar al procedimiento consignado en el artículo 9° la circunstancia que algún establecimiento de los señalados en el inciso primero del artículo 2° se encuentre operando sin contar con la autorización del Ministerio de Educación ni con el reconocimiento oficial del Estado en los niveles parvularios que imparta.

Respecto de este precepto, los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro formularon la indicación número 31 para suprimirlo.

-La indicación fue retirada.

Por su parte, Su Excelencia la Presidenta de la República, por medio de la indicación número 31 bis), propuso reemplazarlo por uno que establece que las infracciones administrativas serán graves, menos graves y leves, y precisa qué se entiende por cada una de ellas. Su tenor literal es el que sigue:

“Artículo 10.- Las infracciones administrativas a las disposiciones de esta ley serán graves, menos graves y leves.

Son infracciones graves las siguientes:


a)
Incumplir cualquiera de los requisitos contemplados en el numeral 1) del artículo tercero de la presente ley.


b)
No entregar información solicitada por el Ministerio de Educación o la Superintendencia de Educación.


c)
Impedir u obstaculizar deliberadamente la fiscalización de la Superintendencia.


d)
Vulnerar de manera negligente y grave la integridad física y/o psicológica de alguno de los niños o niñas a su cargo.


e)
Incumplir cualquiera delos requisitos establecidos en los numerales 2), 3), 4), 5) y 6) del artículo tercero de la presente ley, poniendo en riesgo la integridad física y/o psicológica de los miembros de la comunidad educativa del respectivo establecimiento, en especial, de los niños y niñas.


f)
Incumplir gravemente dos o más delos requisitos establecidos en los numerales 2), 3), 4), 5) y 6) del artículo tercero de la presente ley.


Toda otra calificada expresamente de grave por la ley.

Son infracciones menos graves:


a)
Entregar de forma incompleta o inexacta información requerida por la Superintendencia o el Ministerio de Educación.


b)
Vulnerar de manera negligente la integridad física y/o psicológica de alguno de los niños o niñas a su cargo.


c)
Infringir cualquiera de los requisitos contemplados en los números 2), 3), 4), 5) y 6) del artículo tercero de la presente ley.


d)
No subsanar oportunamente las infracciones constatadas mediante una amonestación.


e)
Toda otra calificada expresamente de menos grave por la ley.

Si un establecimiento de educación parvularia es sancionado por dos infracciones menos graves dentro de un año calendario, los hechos constitutivos de una tercera serán sancionados como infracción grave, considerándose como tal para todos los efectos legales.

Es infracción leve cualquier contravención a la normativa educacional que no tenga una sanción especial.”.

Al igual que con ocasión de la indicación número 30 ter, la Asesora del Ministerio de Educación, señora Pamela Godoy, hizo presente que, a requerimiento de los asesores de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, la redacción de esta indicación fue perfeccionada. Precisó que los cambios realizados son los siguientes:

1.-Respecto de las sanciones graves:

a.-Sustituir su literales d), e) y f) por los siguientes:

“d) Infringir cualquiera de los requisitos establecidos en os numerales 2), 3), 4), 5) y 6) del artículo 3°, siempre que concurran algunas de las siguientes circunstancias:

i) Que se trate de un hecho reiterado en el periodo de un año contado desde su constatación.

ii) Que se trate de un hecho que ponga en inminente riesgo la integridad física y/o psicológica de los miembros de la comunidad educativa del respectivo establecimiento, en especial de los niños y niñas.

iii) Que se trate de un hecho que infrinja dos o más de dichos requisitos.

e) Toda otra infraación calificada expresamente de grave por la ley.”

b.-Reemplazar el párrafo final por el siguiente:

“De concurrir una infracción en los términos del numeral ii) del literal d) del inciso segundo del artículo anterior y se produce una vulneración efectiva de los derechos de los niños y niñas a su cuidado, el establecimiento podrá ser sancionado con la revocación de la autorización de funcionamiento y/o la inhabilidad perpetua del sostenedor, en los términos del artículo 9° bis.”

2.-Respecto de las infracciones menos graves:

Sustituir los literales b), c), d) y e) por los siguientes:

“b) infringir cualquiera de los requisitos establecidos en los numerales 2), 3), 4), 5) y 6) del artículo 3° que no sean constitutivos de infracción grave.

c) Toda otra calificada expresamente de menos grave por la ley.”.”

La Honorable Senadora señora Von Baer, deteniéndose en las infracciones graves, estimó indispensable agregar en el literal b), a continuación de la voz “información”, el adjetivo calificativo “grave”, de manera de evitar que cualquier falta de información pueda ser calificada en tal carácter.

La Asesora del Ministerio de Educación, señora Pamela Godoy, aseveró que ello podía hacerse a nivel administrativo, tal como ocurre actualmente en el caso del reconocimiento oficial. Con todo, se mostró disponible para incorporarlo a la iniciativa de ley.

Por su lado, el Honorable Senador señor Allamand solicitó acoger los planteamientos de la Honorable Senadora señora Von Baer. 

En otro orden de ideas, centrando su atención en las infracciones graves, criticó la redacción sugerida en el literal a), referida a la entrega incompleta o inexacta de información.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, solicitó perfeccionar la redacción de la indicación antes de proceder a su votación, de manera de establecer un orden lógico, comenzando con la determinación de las conductas que serán sancionadas, en artículos diferentes, y luego señalar la sanción que se establece en cada caso.

Recogiendo las demandas de los miembros de la Comisión, el Ministerio de Educación, propuso sustituir la indicación número 31 bis), reemplazando el artículo 10 por los siguientes:

“Artículo….- Los hechos, actos u omisiones que constituyen infracciones administrativas serán graves, menos graves y leves.

Artículo….- Son infracciones graves las siguientes:

a) Incumplir cualquiera de los requisitos contemplados en el numeral 1) del artículo 3°.

b) No entregar información relevante solicitada por el Ministerio de Educación o la Superintendencia de Educación.

c) Impedir u obstaculizar deliberadamente la fiscalización de la Superintendencia.

d) Infringir cualquiera de los requisitos establecidos en los numerales 2), 3), 4), 5) y 6) del artículo 3°, siempre que concurran algunas de las siguientes circunstancias:

i) Que se trate de un hecho reiterado en el período de un año contado desde su constatación.

ii) Que se trate de un hecho que ponga en inminente riesgo la integridad física o psicológica de los niños y niñas o vulnere efectivamente sus derechos. 

iii) Que se trate de hechos que infrinjan copulativamente dos o más de dichos requisitos.

e) Toda otra calificada expresamente como tal por la ley.

Artículo…..- Son infracciones menos graves las siguientes:

a) Entregar de forma incompleta o inexacta información requerida por la Superintendencia o el Ministerio de Educación

b) Infringir cualquiera de los requisitos establecidos en los numerales 2), 3), 4), 5) y 6) del artículo 3°, siempre que no sea constitutivo de infracción grave.

c) Toda otra calificada expresamente como tal por la ley. 

Si un establecimiento de educación parvularia es sancionado por dos infracciones menos graves dentro de un año calendario, los hechos constitutivos de una tercera serán sancionados como infracción grave, considerándose como tal para todos los efectos legales. 

Artículo…..- Son infracciones leves aquellas en que incurran los sostenedores o establecimientos educacionales contra la normativa educacional y que no tengan señalada una sanción especial. 

Estas infracciones sólo serán sancionadas si no fueren subsanadas en el plazo que prudencialmente conceda al efecto el fiscalizador de la Superintendencia.”
- La Comisión por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó la indicación número 31 bis con las modificaciones recientemente señaladas. 

Con todo, y como se señaló precedentemente, se recogió la demanda del Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en cuanto a consignar primero las infracciones y luego las sanciones. De esta manera, el contenido de la indicación en estudio quedará antes del de la indicación número 30 ter).
Por otro lado, el ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique, propuso la indicación número 32), para reemplazar la frase “de los señalados en el inciso primero del artículo 2°” por “de educación parvularia”, y la indicación número 33), para suprimir la locución “ni con el reconocimiento oficial del Estado”.

- Las indicaciones números 32) y 33) fueron retiradas por medio del Oficio N° 421-362, de 22 de agosto de 2014.

- - -
A continuación, Su Excelencia la Presidenta de la República propuso la indicación número 33 bis) para consultar un artículo 10 bis en el cual se determina la forma en que serán sancionadas las infracciones graves, menos graves y leves. Su redacción es la que sigue:

“Artículo 10 bis.- Las infracciones graves, menos graves y leves serán sancionadas conforme a las siguientes reglas:

1)
Las infracciones graves darán lugar a cualquiera de las sanciones establecidas el artículo 9º bis dela presente ley.

2)
Las infracciones menos graves darán lugar a amonestación y/o multa a beneficio fiscal, en conformidad a dicho artículo de esta ley.

3)
Las infracciones leves sólo serán sancionadas con amonestación, la cual establecerá un plazo prudencial para subsanar las circunstancias que la motivaron.

La Superintendencia de Educación procederá a la clausura inmediata de un establecimiento cuando haya dispuesto la sanción de cancelación de la autorización de funcionamiento, enviando los antecedentes que correspondan al Ministerio de Educación para que lo excluya de los registros establecidos en el artículo 6°. También dispondrá la clausura inmediata cuando se constituya una infracción a lo establecido en el artículo 7° de la presente ley.”.

La Asesora del Ministerio de Educación, señora Pamela Godoy, recogiendo los planteamientos de los asesores de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, propuso reemplazar la indicación en estudio por la que a continuación se indica:

“Consultar los siguientes artículos nuevos:

“Artículo…..- Las infracciones graves serán sancionadas con cualquieras de las medidas establecidas en el artículo anterior. Las menos graves y leves sólo darán lugar a amonestación por escrito o multa a beneficio fiscal, según lo prevé el citado precepto.”
“Artículo…..- Sin perjuicio de la aplicación de algunas de las sanciones que enumera el artículo 14, la Superintendencia de Educación dispondrá la clausura inmediata de un establecimiento de educación parvularia en los siguientes casos:

1) cuando se infrinja lo dispuesto en el artículo 7º. 

2) cuando determine la revocación de la autorización de funcionamiento. En este último caso, enviará los antecedentes que correspondan al Ministerio de Educación para que lo excluya de los registros establecidos en el artículo 6°. 

3) cuando se revoque el reconocimiento oficial de conformidad con lo dispuesto en el literal f) del artículo 73 de la ley Nº 20.529, salvo que concurran las siguientes circunstancias:

a) Que el hecho que la ocasionó no constituya una infracción grave, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11.

b) Que el hecho no constituya una infracción a alguno de los requisitos para obtener la autorización de funcionamiento que establece el artículo 3°, y
c) Que el sostenedor presente ante el Secretario Regional Ministerial de Educación respectivo, dentro de los quince días siguientes a la notificación de la resolución que establece la revocación del reconocimiento oficial, una solicitud de autorización de funcionamiento, acompañando todos los antecedentes a que se refiere el artículo 3°.”.”.

En relación con el literal a) del segundo de los artículos propuestos, el Honorable Senador señor Allamand consultó si una infracción no grave podía conducir a la revocación del reconocimiento oficial.

Sobre el particular, la Asesora del Ministerio de Educación, señora Pamela Godoy, explicó que la clausura inmediata no operará respecto de un establecimiento de educación inicial que haya perdido el reconocimiento oficial cuando el hecho que la motivó no sea considerado una infracción grave respecto de la autorización de funcionamiento, no constituya una vulneración a alguno de los requisitos para obtener esta certificación y el sostenedor sancionado presente la solicitud de autorización de funcionamiento dentro de los quince días siguientes a la notificación de la resolución que dispone la revocación del reconocimiento oficial. Sostuvo que la excepción descrita busca proteger a los niños y niñas que asisten al centro educativo afectado con la medida.

- La indicación número 33 bis), con las enmiendas propuestas por el Ejecutivo, contó con el respaldo de la totalidad de los integrantes de esta instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

- - -
Artículo 11

Por medio de dos numerales modifica la ley N° 17.301, que crea la corporación denominada Junta Nacional de Jardines Infantiles.

El primero de ellos introduce enmiendas en su artículo 1° mediante dos literales. El literal a) señala que la referida corporación sólo deberá promover y estimular la organización y funcionamiento de jardines infantiles en lugar de promover, estimular y supervigilar su organización y funcionamiento. El literal b), por su parte, elimina el inciso segundo del aludido precepto el que dispone que la Junta Nacional de Jardines Infantiles, a solicitud del Ministerio de Educación, certificará el cumplimiento de los requisitos indicados en el artículo 21 bis de la ley N° 18.962, respecto de los establecimientos educacionales que impartan enseñanza parvularia en cualquiera de sus niveles.

El segundo, en tanto, suprime su artículo 33. Esta norma se compone de tres incisos. El primero de ellos señala que toda institución, servicio, empresa o establecimiento, sea fiscal, semifiscal, municipal o de administración autónoma, que ocupe veinte o más trabajadoras de cualquiera edad o estado civil, deberá tener salas-cunas, anexas e independientes del local de trabajo, en donde las mujeres puedan alimentar a sus hijos menores de dos años y dejarlos mientras estén laborando. El segundo agrega que las entidades a que se refiere el inciso anterior podrán celebrar convenios, entre sí, para la habilitación e instalación de Salas-Cunas de uso común previa aprobación de la Junta Nacional de Jardines Infantiles y de acuerdo con normas que para estos efectos dicte dicho organismo. El último, por su lado, indica que las salas-cunas estarán bajo la supervisión y control de la Junta Nacional de Jardines Infantiles y deberán reunir las condiciones que ésta determine.

Respecto de este precepto se presentó la indicación número 33 ter), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por uno que posibilita a la Agencia de la Calidad de la Educación realizar visitas evaluativas, de conformidad a la ley N° 20.529, siempre que los establecimientos de educación parvularia que cuenten con autorización de funcionamiento se lo soliciten formalmente.
El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, consultó por qué la Agencia aludida sólo realizará evaluaciones en la medida que los centros de educación inicial se lo soliciten.

La Subsecretaria de Educación explicó que la redacción propuesta es la misma que existe en materia de educación escolar para los establecimientos particulares pagados.
- La indicación número 33 ter) fue respaldada por todos los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Número 2)

Elimina el artículo 33 de la ley N° 17.301.

Sobre él recayeron las indicaciones números 34) y 35), del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique, y de los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro, respectivamente, para suprimir sólo el inciso final de la mencionada norma.

- Las indicaciones fueron retiradas.

Artículo 12

Introduce tres enmiendas al Código del Trabajo.

Número 1)

Modifica el artículo 203, precepto que obliga a las empresas con más de 20 trabajadoras a tener salas anexas e independientes del local de trabajo para que las mujeres puedan alimentar a sus hijos menores de dos años y dejarlos mientras están en su trabajo. 

Letra a)

Elimina el inciso segundo del artículo 203, el que precisa que las referidas salas cuna deberán cumplir con las condiciones de higiene y seguridad que determine el reglamento.

La indicación número 35 bis), de Su Excelencia la Presidenta de la República, sugirió reemplazarla por una que exige a las salas cuna señaladas en el inciso anterior contar con autorización de funcionamiento o con reconocimiento oficial del Estado.


Se precisó por los representantes del Ejecutivo que esta proposición tenía por finalidad afirmar el principio que guía a todo el proyecto de ley en informe, esto es, que todos los establecimientos de educación parvularia, cualquiera sea su nivel, cuenten o con la autorización de funcionamiento o el reconocimiento oficial de Estado para desempeñarse como tales.

- La Comisión por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó esta indicación.

Letra c)

Sustituye, en el inciso sexto del artículo 203, la locución “ de la Junta Nacional de Jardines Infantiles” por “del Ministerio de Educación”, de manera que el empleador que en lugar de tener salas anexas al lugar de trabajo para alimentar y tener a los hijos menores de edad de sus trabajadoras prefiere pagarles los gastos de sala cuna directamente al establecimientos de educación parvularia al que ellas los lleven, deberá designarla de entre aquellas que cuenten con autorización del Ministerio de Educación.

La indicación número 35 ter), de Su Excelencia la Presidenta de la República, sugirió posibilitar que el empleador pueda designar, además, cualquier sala cuna que cuente con reconocimiento oficial del Ministerio de Educación.

- La indicación contó con el respaldo de la totalidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

- - -
En seguida, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 35 quater) para consultar los siguientes numerales 2) y 3), nuevos, pasando los actuales a ser 4) y 5), respectivamente. Su redacción es la que a continuación se transcribe:

“2) Suprímese el artículo 204.

3) Reemplázase el artículo 205
 por el siguiente:

“Artículo 205.- El mantenimiento de las salas cunas será de costo exclusivo del o los empleadores, quienes deberán tener una persona competente a cargo de la atención y cuidado de los niños, en los términos establecidos en las normas de autorización de funcionamiento o reconocimiento oficial, según corresponda.”.”.

- La Comisión por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó esta indicación.

- - -
Número 2)

Elimina en el artículo 207 del Código del Trabajo la frase “a la Junta Nacional de Jardines Infantiles y”. De esta manera, correspondería sólo a la Dirección del Trabajo velar por el cumplimiento de las disposiciones del Título II del Libro II del referido cuerpo normativo, relativo a la protección a la maternidad, a la paternidad y a la vida familiar.

La indicación número 36) de Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro, propone sustituir este numeral de manera de reemplazar el inciso primero del artículo 207, para precisar que la Dirección del Trabajo será la encargada de velar por el cumplimiento de las disposiciones de este título, no obstante las atribuciones que en materia de fiscalización de establecimientos de educación parvularia competen a la Superintendencia de Educación.

- La indicación contó con el respaldo de la totalidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Número 3)

Modifica el artículo 208 del Código del Trabajo, norma referida a las sanciones que se imponen en caso infringirse las disposiciones del Título II del Libro II.

Letra b)

Elimina en el inciso final del artículo 208 la referencia a la Junta Nacional de Jardines Infantiles. Así, a diferencia de lo que ocurre en la actualidad, la fiscalización del cumplimiento de las disposiciones del título II correspondería sólo a la Dirección del Trabajo.

La indicación número 37), de los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro, propone reemplazarlo por uno que, además de encomendar a la Dirección del Trabajo la fiscalización de las normas, recuerda que en materia de fiscalización de establecimientos de educación parvularia hay atribuciones que competen a la Superintendencia de Educación.

- La Comisión por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó esta indicación número 37.

Artículo 13

Modifica el artículo 177 del Código Procesal Penal, reemplazando su inciso primero e intercalando un inciso segundo nuevo. Su redacción es la siguiente:

1) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 177.- Incumplimiento de la obligación de denunciar. Las personas indicadas en las letras a), b), c) y d) del artículo 175 que omitieren hacer la denuncia que en él se prescribe incurrirán en la pena prevista en el artículo 494 del Código Penal, o en la señalada en disposiciones especiales, en lo que correspondiere.”.

2) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual inciso segundo a ser tercero:

“En el caso que las personas indicadas en la letra e) del mismo artículo no dieran cumplimiento a dicha obligación, serán sancionadas con multa de hasta ciento veinticinco unidades tributarias mensuales.”.

Sobre él recayó la indicación número 37 bis), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por uno que establece que los reglamentos que desarrollen la presente ley deberán ser firmados conjuntamente por los Ministros de Educación y de Hacienda.

- La indicación fue apoyada por todos los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.
ARTÍCULO TRANSITORIOS

Artículo primero

Faculta al Presidente de la República para regular, por medio de diversos decretos con fuerza de ley, los traspasos de funcionarios, de recursos presupuestarios y de bienes desde la Junta Nacional de Jardines Infantiles a la Superintendencia de Educación. Asimismo, lo faculta para aumentar la dotación máxima de personal de este último órgano y para disminuir, equivalentemente, la de la corporación regulada en la ley N° 17.301.

Respecto de este precepto se presentaron las siguientes indicaciones:

La indicación número 37 ter, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por uno que precisa la entrada en vigencia de esta ley. Al respecto, dispone que ella entrará en vigencia dentro de los seis meses siguientes a la fecha de entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Parvularia y la Intendencia de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación.

El Honorable Senador señor Allamand criticó que la indicación utilizara la locución “dentro de” y sugirió modificar su redacción por la que a continuación se transcribe:

“La presente ley entrará en vigencia seis meses después de la fecha de entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Parvularia y de la Intendencia de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación, de conformidad con lo que disponga el o los decretos con fuerza de ley respectivos.”

- La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó la indicación número 37 ter) con la modificación recientemente consignada.

La indicación número 38), del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique, reemplaza en la oración final del número 2) del artículo en estudio la expresión “Directora de la Junta Nacional de Jardines Infantiles” por “el Vicepresidente Ejecutivo de la Junta Nacional de Jardines Infantiles”.

- La indicación fue retirada por medio del Oficio N° 421-362, de 22 de agosto de 2014.

- - -
La indicación número 39), del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique, introduce un número 6) del siguiente tenor:

“6) Modificar la planta de personal de la Superintendencia de Educación, para encasillar en nuevos grados a los funcionarios titulares de planta de esa Superintendencia de los estamentos Fiscalizador y Profesional que hayan sido traspasados desde el Ministerio de Educación, en virtud del Decreto Supremo N° 338 de 2012 del Ministerio de Educación, siempre que se encuentren en funciones a la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento y perciban planilla suplementaria. En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República podrá crear y suprimir cargos en las plantas antes señaladas. Además, podrá fijar  los requisitos para el ingreso y promoción de los cargos nuevos y determinar la fecha de entrada en vigencia del encasillamiento y supresión de cargos que determine.

El encasillamiento del personal indicado en el inciso anterior, se llevará a cabo mediante resolución del Superintendente de Educación, sin sujeción a las normas del artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. El encasillamiento de dichos funcionarios también podrá realizarse en cargos que se encuentren vacantes en las plantas señaladas en el inciso anterior.
El encasillamiento a que se refiere este numeral, se realizará en el grado cuya remuneración total sea la más cercana a la remuneración total que éstos perciben, se trate de una diferencia positiva o negativa. Para su determinación se considerará la suma total de haberes brutos mensualizados que percibe cada funcionario, inclusive la planilla suplementaria, excluidos sólo los pagos por trabajos extraordinarios y los aguinaldos, bonos de escolaridad y bono especial establecidos en la ley de reajuste de remuneraciones a los trabajadores del sector público. Para este efecto, podrá encasillarse en un estamento distinto al de origen y no serán exigibles los requisitos que se establecen en el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 4, de 2012, del Ministerio de Educación.

Cualquiera diferencia de remuneraciones que genere este encasillamiento deberá ser pagada por planilla suplementaria, a la que se le aplicará el porcentaje de reajuste que se fije anualmente para las remuneraciones de los funcionarios públicos, y que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que corresponda al funcionario. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

Los cambios de grados que se produzcan como efecto del encasillamiento no serán considerados promoción o ascenso. Los funcionarios encasillados conforme a este numeral, conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.”.

- La indicación número 39) fue retirada, según consta en el Oficio N° 421-362, de 22 de agosto de 2014.

- - -
Artículo segundo

Regula el traspaso de personal desde la Junta Nacional de Jardines Infantiles a la Superintendencia de Educación.

Con relación a él, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 39 bis) para reemplazarlo por uno que establece que no obstante que esta ley entrará en vigencia seis meses después de la entrada en funcionamiento de la Subsecretaría de Educación Parvularia y de la Intendencia de Educación Parvularia, el reglamento que regula los requisitos para obtener la autorización de funcionamiento podrá dictarse a partir de la fecha de publicación de esta ley y hasta seis meses después de ello.

La unanimidad de los integrantes de la Comisión coincidió en que era poco adecuado que se pudiera dictar un reglamento de la ley antes de que ésta entrara en vigencia.

La Asesora del Ministerio de Educación, señora Pamela Godoy, explicó que la finalidad de dictar el reglamento antes de que la ley entre en vigencia consiste en dar a conocer a los sostenedores y, en general, a la comunidad los requisitos que deberán cumplir los establecimientos de educación parvularia para obtener de parte del Estado la autorización para funcionar. Agregó que de esta manera tendrán el tiempo suficiente para adaptarse a las nuevas exigencias.

El Honorable Senador señor Allamand si bien comprendió el sentido de la indicación propuesta, estimó absurda la solución ofrecida. Añadió que para alcanzar la finalidad descrita, el Ministerio de Educación podía recurrir a otros medios, tales como dictar instructivos o informativos sobre el particular.

Recogiendo las críticas de los miembros de esta instancia, los representantes del Ministerio de Educación propusieron para este precepto la siguiente redacción:

“Artículo segundo.- El Ministerio de Educación dictará el reglamento a que se refiere el inciso final del artículo 3° dentro de los seis meses siguientes a la entrada en vigencia de esta ley.”

- La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó la indicación número 39 bis), con la modificación recientemente consignada.

Artículo tercero

Dispone reglas para el caso en que no se completare mediante concurso público la dotación de funcionarios que se traspasarán desde la Junta Nacional de Jardines Infantiles a la Superintendencia de Educación.

Su tenor literal es el que sigue:

“Artículo tercero.- De no alcanzarse mediante concurso la dotación definida en el número 1) del artículo primero transitorio, podrá completarse mediante el traspaso del personal que cumpla las funciones en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, hasta alcanzar el número máximo determinado en dicho decreto con fuerza de ley. La condición de no haber sido seleccionado en el proceso del concurso no excluirá al funcionario de la posibilidad de ser traspasado en esta segunda etapa, conforme a las normas propias de ésta.

El grado de encasillamiento o de asimilación, sea un funcionario de planta o a contrata, será aquel cuya remuneración total sea la más cercana a la que percibía, se trate de una diferencia positiva o negativa. Para su determinación se considerará la suma del total de haberes brutos mensualizados que percibe cada funcionario en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, excluidos sólo los pagos por trabajos extraordinarios y la asignación por funciones críticas, comparándolos con el total de haberes brutos mensualizados que le corresponderá en la Superintendencia de Educación al momento del traspaso, exceptuados los componentes remuneratorios recién señalados.

Cualquiera diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, a la que se le aplicará el porcentaje de reajuste que se fije anualmente para las remuneraciones de los funcionarios públicos en la forma dispuesta en el artículo 31 de la ley N° 20.642, y que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que corresponda al funcionario. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa.

Procederá crear un cargo en la planta de personal de la Superintendencia de Educación, cuando el funcionario traspasado en esta segunda etapa tenga la calidad exclusiva de titular en la planta de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, aplicándosele las normas del inciso segundo del presente artículo para determinar el grado que corresponda.

En tanto, el personal traspasado que tenga la calidad de la letra d) del artículo 87 del Estatuto Administrativo mantendrá el cargo del que es titular en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, en iguales condiciones a lo establecido en el inciso sexto del artículo segundo, en lo que proceda, y será traspasado con una renta equivalente a la que percibía en la calidad de contrata.

El personal a contrata mantendrá su calidad jurídica y su grado será fijado conforme a las normas de este artículo. “
Respecto de él, Su Excelencia la Presidenta de la República, presentó la indicación número 39 ter para sustituirlo por uno que exige a las personas naturales y jurídicas que se encuentran desarrollando actividades de educación parvularia en un establecimiento que no cuente con reconocimiento oficial obtener la autorización de funcionamiento, de conformidad a esta ley, dentro de los tres años siguientes a su entrada en vigencia. Con todo, dichos establecimientos no estarán obligados a cumplir las exigencias establecidas en el párrafo primero del numeral 6) ni aquellas referidas al espacio mínimo de aulas y baños aludidas en el numeral 2) del artículo 3°.

La Asesora del Ministerio de Educación, señora Pamela Godoy, recogiendo los planteamientos de los asesores de los Honorables Senadores señora Von Baer y señor Allamand, propuso reemplazar la redacción del artículo tercero transitorio por una que señala que los establecimientos de educación parvularia que se encuentren funcionando con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley y que no tengan reconocimiento oficial en los niveles de educación parvularia que imparten deberán obtener dicha certificación o la autorización de funcionamiento dentro del plazo señalado en el artículo decimoquinto transitorio de la ley N° 20.529. Además, agregó que en ella se dejaría constancia de que durante dicho periodo los aludidos centros de educación inicial podrán seguir funcionando.
El Honorable Senador señor Allamand consultó si los establecimientos de educación parvularia que se encuentren en funcionamiento y que no cuenten con reconocimiento oficial deberán obtener dicha certificación o la autorización de funcionamiento en el plazo dispuesto en la ley N° 20.529 o sólo solicitarla. Remarcó que la redacción propuesta impone a los centros de educación inicial tener el reconocimiento oficial o la autorización de funcionamiento en un determinado plazo, en circunstancias que podría ocurrir que pese a haberse cumplido todos los requisitos y ha haber hecho la solicitud correspondiente dentro de plazo no se le otorgue la certificación.

Al respecto, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, fue enfático en señalar que debía mantenerse la voz “obtener” en la redacción del artículo tercero.

- La indicación número 39 ter), con las enmiendas recientemente consignadas por la representante del Ministerio de Educación, contó con el respaldo de la totalidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Por su parte, el ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique, formuló la indicación número 40), para eliminar, en el inciso tercero, la frase “en la forma dispuesta en el artículo 31 de la ley N° 20.642,”.

- Esta indicación fue retirada por Su Excelencia la Presidenta de la República según consta en el Oficio N° 421-362, de 22 de agosto de 2014.

Artículo cuarto

Faculta al Presidente de la República para crear en la planta de la Superintendencia de Educación los cargos necesarios para traspasar al personal correspondiente a la segunda etapa del proceso, cuando ejercieren exclusivamente un cargo titular de planta, en el grado que sea el más cercano, conforme con el procedimiento definido en el artículo tercero transitorio. Agrega que por medio de este mismo decreto con fuerza de ley se suprimirá el cargo del que era titular en la Junta Nacional de Jardines Infantiles, a contar de la total tramitación del decreto supremo de individualización de traspasos.
Sobre él recayó la indicación número 40 bis, de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazarlo por uno que señala que para efectos de mantener la autorización de funcionamiento obtenida conforme a lo dispuesto en el artículo anterior, el establecimiento de educación parvularia tendrá que cumplir, dentro del plazo establecido en el artículo decimoquinto de la ley N° 20.529, con todos los requisitos contemplados en el artículo 3°.

- La Comisión, entendiendo que el contenido de la indicación número 40 bis) estaba recogido en el nuevo artículo tercero transitorio, la aprobó por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.
Artículo quinto

Permite al Presidente de la República, por intermedio del Ministerio de Hacienda y para los efectos de esta ley, modificar el presupuesto de la Superintendencia de Educación y de la Junta Nacional de Jardines Infantiles e integrar a la primera los recursos que correspondan al traspaso de personal y bienes, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes. Con todo, precisa que, para el primer año de vigencia de la presente ley, la Secretaría de Estado aludida, con cargo a la partida Tesoro Público, podrá suplementar dicho presupuesto en la parte del gasto que no se pudiera financiar con las reasignaciones destinadas para ello.
Su Excelencia la Presidenta de la República propuso la indicación número 40 ter) para sustituirlo por uno que permite a los establecimientos de educación parvularia que no cuenten con reconocimiento oficial, que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren realizando las actividades establecidas en el artículo 1° y que reciban aportes del Estado, exceptuarse de solicitar la autorización de funcionamiento.

- La Comisión, habida consideración de que el contenido de la indicación número 40 ter) estaba recogido en el nuevo artículo tercero transitorio, la respaldó por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.
Artículo sexto

Otorga un plazo de tres años, contado desde la entrada en vigencia de esta ley, a los establecimientos de educación parvularia que regularmente impartan educación integral a niños y niñas desde su nacimiento hasta su edad de ingreso a la educación básica y que no cuenten con reconocimiento oficial en los niveles que impartan para obtener la autorización de funcionamiento. Adicionalmente, permite que durante dicho lapso los aludidos centros de educación inicial puedan seguir funcionando.

Su redacción es la siguiente:

“Artículo sexto.- Los establecimientos educacionales a que se refiere el inciso primero del artículo 2°, que se encontraban funcionando con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de esta ley sin tener el reconocimiento oficial del Estado en los niveles parvularios que impartan, tendrán un plazo de tres años contado desde dicha fecha para obtener la autorización de funcionamiento otorgada por el Ministerio de Educación. Durante dicho período estos establecimientos podrán seguir funcionando.”
Con relación a esta norma, Su Excelencia la Presidenta de la República formuló la indicación número 40 quater) para reemplazarla por una que dispone que durante el plazo señalado en el artículo tercero transitorio, la Superintendencia de Educación fiscalizará, conforme a las facultades que la ley N° 17.301 otorga a la Junta Nacional de Jardines Infantiles, a los establecimientos que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren desarrollando actividades establecidas en el artículo 1º, en tanto éstos no hayan obtenido la autorización de funcionamiento.

- La indicación número 40 quater) fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de esta instancia, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Asimismo, se presentó la indicación número 41 del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique, para suprimir la frase “inciso primero del”.

- La indicación número 41) fue retirada por Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el Oficio N° 421-362, de 22 de agosto de 2014.

Por su parte, los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro, sugirieron, por medio de la indicación número 42), rebajar a dos años el plazo que tendrán los establecimientos de educación parvularia para obtener la autorización de funcionamiento.

- La indicación número 42) fue retirada por sus autores.

Adicionalmente, el ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique, presentó la indicación número 43), para introducir los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“Los establecimientos educacionales a que se refiere el artículo 2°, que se encontraban funcionando con anterioridad a la fecha de publicación de esta ley y que se encuentren reconocidos oficialmente por el Estado en los niveles parvularios que impartan, tendrán un plazo de cinco años contados desde dicha fecha para obtener la autorización de funcionamiento otorgada por el Ministerio de Educación. Durante dicho período estos establecimientos podrán seguir funcionando. Durante dicho periodo estos establecimientos podrán seguir funcionando y no les será aplicable lo dispuesto en el artículo 7°.

Los jardines infantiles comunitarios a que se refiere el inciso segundo del artículo 3° de la ley N° 17.301 y que se encontraban funcionando con anterioridad a la fecha de publicación de esta ley tendrán un plazo de cinco años contados desde dicha fecha para obtener la autorización de funcionamiento otorgada por el Ministerio de Educación. Durante dicho período estos establecimientos podrán seguir funcionando. Durante dicho periodo estos establecimientos podrán seguir funcionando y no les será aplicable lo dispuesto en el artículo 7°.”.

-La indicación número 43) fue retirada según consta en el Oficio N° 421-362, de 22 de agosto de 2014.

- - -
Finalmente, los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro formularon la indicación número 44), para incorporar dos nuevos incisos. El primero de ellos otorga a los jardines infantiles comunitarios, que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren funcionando, un plazo de cuatro años para obtener la autorización para funcionar. El segundo, en tanto, ordena al Ministerio de Educación dictar, dentro de los seis meses siguientes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, el reglamento que desarrolla los requisitos para obtener la autorización objeto de creación.

- La indicación fue retirada.

- - -
Artículo séptimo

Establece que las modificaciones que esta ley hace a la ley N° 17.301 y al Código del Trabajo entrarán en vigencia una vez que el personal respectivo de la Junta Nacional de Jardines Infantiles haya sido traspasado al Ministerio de Educación y a la Superintendencia de Educación.

Respecto de él se presentaron las siguientes dos indicaciones:

La indicación número 44 bis), de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituirlo por uno que consagra que durante el plazo establecido en el artículo tercero transitorio, los informes favorables y las autorizaciones que hayan sido otorgados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles mantendrán su validez hasta la obtención de la autorización de funcionamiento a que se refiere esta ley.

- La Comisión por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, respaldó la indicación número 44 bis). Con todo, estimó preferible que su contenido diera lugar a un inciso segundo del artículo cuarto transitorio.
La indicación número 45), del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique, limita los traspasos de funcionarios desde la Junta Nacional de Jardines Infantiles sólo a la Superintendencia de Educación.

- Fue retirada por Su Excelencia la Presidenta de la República, según consta en el Oficio N° 421-362, de 22 de agosto de 2014.

Artículo octavo

Señala que los informes favorables y las autorizaciones que hayan sido otorgadas por la Junta Nacional de Jardines Infantiles, para efectos de lo señalado en los incisos tercero y sexto, respectivamente del artículo 203 del Código del Trabajo, mantendrán su validez hasta tres años contados desde la entrada en vigencia de esta ley.
Al respecto, Su Excelencia la Presidenta de la República, por medio de la indicación número 45 bis, sugirió suprimirlo.

- La indicación fue aprobada por la totalidad de los integrantes de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

A su vez, los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro, propusieron, mediante la indicación número 46), reducir a dos el número de años durante el cual los referidos informes y autorizaciones mantendrán su validez.

· Fue retirada.

Artículo noveno

Admite que el Ministerio de Educación, durante los tres años siguientes a la publicación de esta ley, pueda encargar a otros organismos públicos la certificación de los requisitos para obtener la autorización de funcionamiento. Con todo, agrega que si dicha Secretaría de Estado y los demás organismos públicos a los que se les hubiere encomendado esta función no tuvieren la capacidad instalada para llevar a cabo la certificación referida, dicha labor podrá confiarse a organismos privados.

Su Excelencia la Presidenta de la República propuso, por medio de la indicación número 46 bis), eliminar esta norma.

- La Comisión por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio, aprobó la indicación.

Los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro, por su lado, sugirieron, a través de la indicación número 47), disminuir en uno los años durante los cuales la certificación del cumplimiento de los requisitos para obtener la autorización de funcionamiento podía traspasarse a otros organismos.

- La indicación fue retirada por sus autores.
Asimismo, los mencionados Parlamentarios y el Honorable Senador señor Horvath, formularon las indicaciones números 48) y 48 bis), respectivamente, para eliminar la posibilidad de confiar a organismos privados la certificación de los requisitos para obtener la autorización de funcionamiento.

- La indicación número 48) fue retirada por sus autores.
-La indicación número 48 bis), en tanto, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Quintana, Rossi y Walker, don Ignacio.

Por último, el ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique, presentó la indicación número 49) para acotar que en el caso de encomendar a organismos privados la labor aludida, ellos debían ser entidades sin fines de lucro.

- La indicación número 49) fue retirada mediante el Oficio N° 421-362, de 22 de agosto de 2014.

- - -
Una vez terminada la discusión y votación de las indicaciones formuladas al proyecto de ley aprobado en general, el Honorable Senador señor Allamand reiteró al Ministerio de Educación la necesidad de contar, antes de efectuar lo propio en la Sala del Senado, con un informe que dé cuenta de realidad del mundo de la educación inicial y que precise, entre otros aspectos, el número de establecimientos de educación parvularia existentes en el país, quiénes son sus sostenedores, cuántos cuentan con reconocimiento oficial y cuántos están empadronados por la Junta Nacional de Jardines Infantiles. Puso de relieve que la información solicitada permitirá ordenar el sistema de educación parvularia.


Se hace presente que el referido informe fue recibido en la Secretaría de la Comisión el día lunes 13 de octubre del en curso, el cual se agrega como anexo de este informe.

A su vez, el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, destacó la importancia de aprobar la iniciativa de ley analizada, como también aquella que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia y la Intendencia de Educación Parvularia (Boletín N° 9.365-04). Asimismo, valoró el trabajo legislativo del Ministerio de Educación y su apertura en orden a recoger algunas de las indicaciones presentadas, permitiendo así perfeccionar las normativas propuestas.

Finalmente, subrayó que las iniciativas mencionadas contaron con el respaldo de la unanimidad de los integrantes de la Comisión, y que las enmiendas que se efectuaron a ambas durante la discusión en particular también, casi en su totalidad, fueron aprobadas por el referido quórum.

Por su parte, la Honorable Senadora señora Von Baer hizo presente que gracias al trabajo realizado en conjunto por el Ministerio de Educación y los integrantes de la Comisión se logró compatibilizar este proyecto de ley, iniciado en Mensaje de ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique, con el que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia y la Intendencia de Educación Parvularia, perfeccionando este importante nivel educativo y dando la tranquilidad a los padres que cualquiera que sea el establecimiento de educación parvularia que elijan para sus hijos cumplirá exigencias mínimas que aseguren su funcionamiento y ser fiscalizado por la Superintendencia del ramo.

Por último, celebró que, al igual como ocurre en el ámbito de la educación escolar, en la educación parvularia operará una Subsecretaría del ramo, la Superintendencia de Educación y la Agencia de Calidad.

El Honorable Senador señor Rossi, en tanto, alabó la labor legislativa realizada en conjunto por los miembros de la Comisión y el Ministerio de Educación. Agregó que si bien, mediáticamente, la normativa despachada como también aquella contenida en el Boletín N° 9.365-04 han sido poco difundidas, ellas contribuirán a perfeccionar el nivel educativo más importante para el futuro de los niños y niñas de nuestro país.

Asimismo, notó que la propuesta recientemente aprobada permitirá a los padres tener la certeza de que los establecimientos de educación parvularia que funcionan cuentan con un mínimo de exigencias que aseguren la calidad de la educación impartida.

Finalmente, el Ministro de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre, agradeció el trabajo y la voluntad de los integrantes de esta instancia en orden a aprobar las iniciativas señaladas y aseguró que el espíritu que anima al Gobierno que integra es perfeccionar la educación del país, de manera de contribuir al bienestar de la población.

Se deja constancia de que la Comisión, en sesión celebrada el día 1 de octubre de 2014, autorizó a la Secretaría para realizar enmiendas de carácter formal, cuya mención en tal carácter se registra en el capítulo de modificaciones.
- - -

MODIFICACIONES

En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

DENOMINACIÓN DEL PROYECTO.-

Reemplazar la expresión “jardines infantiles” por “establecimientos de educación parvularia”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 1A.) 

ARTÍCULO 1°.-

Sustituirlo por el siguiente:

Artículo 1°.- Para efectos de esta ley, y en el marco del pleno respeto de los derechos del niño y niña en su primera infancia, establecidos en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño y en otros pactos internacionales suscritos por Chile, se entenderá que los establecimientos de educación parvularia son aquellos que, contando con autorización para funcionar o reconocimiento oficial, según corresponda, les imparten atención integral entre su nacimiento y la edad de ingreso a la educación básica, favoreciendo de manera sistemática, oportuna y pertinente su desarrollo integral, aprendizajes, conocimientos, habilidades y actitudes de acuerdo con sus niveles de desarrollo.”.
(Unanimidad 5x0. Indicación número 3.)

ARTÍCULO 2°.-

Reemplazarlo por el que sigue:
“Artículo 2°.- Todos los establecimientos de educación parvularia a que se refiere el artículo anterior deberán contar, a lo menos, con una autorización del Ministerio de Educación para funcionar como tales de acuerdo al procedimiento establecido en la presente ley.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, para recibir aportes del Estado deberán ser personas jurídicas sin fines de lucro y contar con reconocimiento oficial a que se refiere el artículo 46 del decreto con fuerza de ley N°2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370, en los términos previstos en el artículo décimoquinto transitorio de la ley N° 20.529.”.

(Mayoría 3x2, Indicación Número 4 y Unanimidad 5x0, Indicaciones 4 ter y 4 quater.)

ARTÍCULO 3°.-

Inciso primero

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 3°.- El Ministerio de Educación otorgará, de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 4° y 5°, la autorización de funcionamiento para establecimientos de educación parvularia.”.
(Unanimidad 4x0. Indicaciones números 6 y 6 bis.)

Inciso segundo

Numeral 1)

Reemplazar su encabezamiento por el que sigue:

“1) Contar con un sostenedor responsable del funcionamiento del establecimiento. Podrán ser sostenedores tanto personas naturales como jurídicas de derecho público o privado cuyo objeto social único sea la educación. La calidad de sostenedor no podrá transferirse ni transmitirse en caso alguno y bajo ningún título. No obstante, podrán transferirse y transmitirse los bienes muebles o inmuebles que componen el establecimiento. Tanto el sostenedor que sea persona natural como el representante legal y el administrador de entidades sostenedoras deberán cumplir con los siguientes requisitos:”.

(Mayoría 2x1 abstención. Indicaciones números 7 y 7 bis.)
Letra a)





Sustituirla por la siguiente:

“a) No haber incurrido en alguna de las conductas que señala el artículo 11, ni haber sido sancionado con las inhabilidades a que se refiere el artículo 14.”.
(artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)

- - - 

Agregar los siguientes literales d) y e), nuevos, del siguiente tenor:

“d) No haber sido inhabilitado como sostenedor de conformidad con lo dispuesto en la letra e) del artículo 73 de la ley 20.529.

e) Estar en posesión de un título profesional de al menos ocho semestres, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste.”.

(Literal d) propuesto: unanimidad 3x0. Literal e) propuesto: mayoría 2x1. Indicación número 8 bis.)

- - -
Incorporar un nuevo párrafo final del siguiente tenor:

“Tratándose de las salas cunas anexas del local de trabajo, reguladas en el artículo 203 del Código del Trabajo, al empleador no le serán exigibles los requisitos de objeto social único de educación, ni las limitaciones a la transferencia o transmisibilidad de la calidad de sostenedor, ni el literal e) precedente. Asimismo, los requisitos de la letra a) sólo serán exigibles al personal que esté a cargo de las salas cuna.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 8 ter.)

- - -

Numeral 2)

Párrafo primero

Sustituirlo por el siguiente:

“2) Acreditar que el local en que funciona el establecimiento de educación parvularia cumple con las normas mínimas de planta física, condiciones sanitarias y ambientales de general aplicación. El espacio mínimo de las aulas y baños se regulará de conformidad con lo dispuesto en el párrafo primero de la letra i) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 y su reglamento.”.

(Unanimidad 3x0. Indicación número 8 quater.)
Párrafo segundo





Reemplazar la frase “propietario del jardín infantil” por “sostenedor del establecimiento de educación parvularia” y la oración final “Esta acreditación deberá renovarse seis meses antes de su término.” por  “El referido contrato deberá, además, renovarse seis meses antes de su término.”.

(Unanimidad 4x0, Indicación número 9)

- - -





Agregar el siguiente párrafo final: 


“No regirá la obligación contemplada en el párrafo anterior para las salas cunas anexas al lugar de trabajo, reguladas en el artículo 203 del Código del Trabajo.”.
(Unanimidad 4x0, Indicación número 9 quáter)

- - -

Numeral 3)


Sustituirlo por el siguiente:


“3) Disponer de mobiliario, equipamiento, elementos de enseñanza y material didáctico adecuados al o los niveles de educación parvularia que imparte, de conformidad a lo establecido en el reglamento de la ley.”.
(Unanimidad 4x0, Indicaciones números 9 quinquies, 10 y 10 bis).
Numeral 4)

- - -


Agregar el siguiente párrafo segundo:


“Dicho proyecto deberá fomentar la formación integral de los niños y niñas y promover los aprendizajes, conocimientos, habilidades y actitudes que les permitan desarrollar los objetivos generales para la educación parvularia establecidos en el artículo 28 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.”.
(Unanimidad 4x0, Indicación 12 ter)

- - -

Numeral 5)

Párrafo primero


Reemplazar la expresión “jardín infantil” por “establecimiento de educación parvularia” y la segunda oración por las siguientes:


“Dicho reglamento deberá incorporar políticas de promoción de los derechos del niño y la niña, así como orientaciones pedagógicas y protocolos de prevención y actuación ante conductas que constituyan falta a la seguridad de los niños y a la buena convivencia, tales como abusos sexuales o maltrato infantil. Igualmente, contemplará medidas orientadas a garantizar la higiene y seguridad del establecimiento de educación parvularia.”
(Unanimidad 5x0, Indicaciones 13 y 14)

Párrafo segundo


Sustituir la expresión “jardines infantiles” por “establecimientos de educación parvularia.”.

(Unanimidad 5x0, Indicaciones 16 y 16 bis)

Numeral 6)


Reemplazarlo por el siguiente:


6) Tener el personal idóneo y suficiente que les permita cumplir con las funciones que les corresponden, atendido el nivel y modalidad de educación parvularia que impartan y la cantidad de alumnos que atiendan, de conformidad con lo dispuesto en la letra g) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley  N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, y en su reglamento.


Tratándose del personal docente, se entenderá idóneo el que cuente con el título profesional de la educación o licenciatura del respectivo nivel, de al menos ocho semestres de duración, de una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o autorizado para ejercer la función docente por el Ministerio de Educación. 


No podrán desempeñarse en establecimientos de educación parvularia aquellas personas que se encuentren en alguna de las siguientes situaciones:


a) Haber sido condenadas por crimen o simple delito de aquellos establecidos en el Título VII y los párrafos 1 y 2 del Título VIII del Libro II del Código Penal; en la ley N° 20.000 que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes, o en la ley Nº 20.066 que sanciona la violencia intrafamiliar.


b) Haber sido condenadas a inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad a que se refiere el artículo 39 bis del Código Penal.
(Unanimidad 5x0, Indicaciones 16 ter y 17)

Inciso final


Agregar a continuación de la palabra “reglamento” la frase “, que será dictado por el Ministerio de Educación y suscrito por el Ministro de Hacienda,”.
(Unanimidad 5x0, Indicación 17 ter)

Artículo 4°

Inciso segundo


Eliminar la oración “,en los términos contemplados en el artículo 64 de la ley N° 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la administración del Estado.”.
(Unanimidad 5x0, Indicación 17 quinquies)

Inciso cuarto


Reemplazar la frase “propietario del jardín infantil” por “sostenedor del establecimiento de educación parvularia” y la palabra “propietario” por el pronombre “aquél”.

(Unanimidad 5x0, Indicaciones 18 y 18 bis)

Artículo 5°

Inciso primero


Añadir, a continuación de la palabra “autorización” la expresión “de funcionamiento”, y reemplazar la frase final por la siguiente “del establecimiento de educación parvularia, la identificación del sostenedor o del representante legal, en su caso, y el certificado de antecedentes de dichas personas, los niveles de educación parvularia que impartirá y la capacidad máxima autorizada de atención por jornada.”.
(Unanimidad 5x0, Indicaciones 19, 20 y 20 bis)

- - -





Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:




“Una vez obtenida la autorización de funcionamiento, el establecimiento de educación parvularia solo podrá impartir otros niveles distintos de los aprobados en la respectiva resolución, previa autorización del Ministerio de Educación, de acuerdo con el procedimiento descrito en el artículo anterior.”.
(Unanimidad 5x0, Indicación 20 ter)

ARTÍCULO 6°.-

Sustituir la frase “Registro Público de propietarios y un Registro Público de jardines infantiles” por “registro público de sostenedores y uno de establecimientos de educación parvularia”.
(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 21 y 22, respectivamente)

ARTÍCULO 7°.-

Sustituirlo por el siguiente:

“Artículo 7°.- Los establecimientos que no cuenten con la autorización a que se refiere esta ley o reconocimiento oficial, según corresponda, no podrán funcionar ni publicitarse como tales o con denominaciones análogas como salas cunas o jardines infantiles, ya sea a través de carteles, avisos, ilustraciones o propaganda en prensa o cualquier otro medio.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 23 bis)

ARTÍCULO 8°.-

Sustituir la palabra “educacionales” por “de educación parvularia”,  reemplazar la expresión “jardín infantil” por la palabra “tales” y sustituir la voz “mensualmente” por “trimestralmente”.
(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 26 y 26 bis)

ARTÍCULO 9° y 10




Su contenido ha sido considerado en los artículos 9° a 16, en los términos que se señalan a continuación: 
“Artículo 9°.- Los establecimientos de educación parvularia estarán sujetos a la fiscalización de la Superintendencia de Educación conforme a lo establecido en los párrafos 1º, 2º y 4º del Título III de la ley Nº 20.529, con el objeto de que se ajusten a la normativa educacional que les resulte aplicable y, en especial, al cumplimiento de los requisitos que dieron origen a su respectiva autorización de funcionamiento.”.
(Unanimidad 5x0. Indicación número 26 ter)


“Artículo 10.- Los hechos, actos u omisiones que constituyen infracciones administrativas serán graves, menos graves y leves.”.

“Artículo 11.- Son infracciones graves las siguientes:


a) Incumplir cualquiera de los requisitos contemplados en el numeral 1) del artículo 3°.


b) No entregar información relevante solicitada por el Ministerio de Educación o la Superintendencia de Educación.


c) Impedir u obstaculizar deliberadamente la fiscalización de la Superintendencia.


d) Infringir cualquiera de los requisitos establecidos en los numerales 2), 3), 4), 5) y 6) del artículo 3°, siempre que concurran algunas de las siguientes circunstancias:


i) Que se trate de un hecho reiterado en el período de un año contado desde su constatación.


ii) Que se trate de un hecho que ponga en inminente riesgo la integridad física o psicológica de los niños y niñas o vulnere efectivamente sus derechos. 


iii) Que se trate de hechos que infrinjan copulativamente, dos o más de dichos requisitos.

e) Toda otra calificada expresamente como tal por la ley.”.

“Artículo 12.- Son infracciones menos graves las siguientes:


a) Entregar de forma incompleta o inexacta información requerida por el Ministerio de Educación o la Superintendencia  de Educación.

b) Infringir cualquiera de los requisitos establecidos en los numerales 2), 3), 4), 5) y 6) del artículo 3°, siempre que no sea constitutivo de infracción grave.


c) Toda otra calificada expresamente como tal por la ley. 


Si un establecimiento de educación parvularia es sancionado por dos infracciones menos graves dentro de un año calendario, los hechos constitutivos de una tercera serán sancionados como infracción grave, considerándose como tal para todos los efectos legales.”.

“Artículo 13.- Son infracciones leves aquellas en que incurran los sostenedores o establecimientos educacionales contra la normativa educacional y que no tengan señalada una sanción especial. 


Estas infracciones sólo serán sancionadas si no fueren subsanadas en el plazo que prudencialmente conceda al efecto el fiscalizador de la Superintendencia. “.
(Unanimidad 5x0. Indicación número 31 bis)


“Artículo 14.- De verificarse alguna de las infracciones a la normativa educacional por un establecimiento de educación parvularia descritas en los artículos anteriores, el Director Regional de la Superintendencia de Educación respectivo aplicará, conforme el procedimiento establecido en el párrafo 5º del Título III de la ley N° 20.529, mediante resolución fundada y en atención a la naturaleza y gravedad de la ellas, algunas de las siguientes sanciones: 


1) Amonestación por escrito. 


2) Multa a beneficio fiscal, de acuerdo a la siguiente graduación: 


a) Infracciones leves: de 1 a 25 UTM; 


b) Infracciones menos graves: de 26 a 100 UTM; 


c) Infracciones graves: de 101 a 250 UTM; 


En las hipótesis previstas en los números anteriores, la autoridad referida deberá señalar el origen de la infracción. Asimismo, de ser procedente, establecerá un plazo para subsanarla.


3) Revocación de la autorización de funcionamiento. En este caso, se estará a lo dispuesto en el artículo 16.


4) Inhabilidad perpetua del sostenedor para obtener, mantener o participar de cualquiera forma en la administración de establecimientos educacionales que atiendan a niños y niñas desde su nacimiento hasta su ingreso a la educación básica. En el caso que el sostenedor sea persona jurídica, esta inhabilidad se entenderá aplicada a sus representantes legales y administradores.


Para el establecimiento de la sanción de multa a beneficio fiscal la Superintendencia deberá tomar en cuenta el beneficio económico obtenido con ocasión de la infracción, la intencionalidad en la comisión de la misma, la concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes conforme lo establece los artículos 79 y 80 de la ley N° 20.529, la matrícula total del establecimiento a la fecha de su realización y los recursos que reciba regularmente, excluidas las donaciones. 


La imposición de una multa no impedirá la aplicación de las sanciones de revocación de la autorización de funcionamiento o la inhabilidad perpetua del sostenedor, si procede.”.
(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 28, 29 y 30 ter)


“Artículo 15.- Las infracciones graves serán sancionadas con cualquiera de las medidas establecidas en el artículo anterior. Las menos graves y leves sólo darán lugar a amonestación por escrito o multa a beneficio fiscal, según lo prevé el citado precepto.”.

“Artículo 16.- Sin perjuicio de la aplicación de algunas de las sanciones que enumera el artículo 14, la Superintendencia de Educación dispondrá la clausura inmediata del establecimiento de educación parvularia en los siguientes casos:


1) cuando se infrinja lo dispuesto en el artículo 7º. 


2) cuando determine la revocación de la autorización de funcionamiento. En este último caso, enviará los antecedentes que correspondan al Ministerio de Educación para que lo excluya de los registros establecidos en el artículo 6°. 


3) cuando se revoque el reconocimiento oficial de conformidad con lo dispuesto en el literal f) del artículo 73 de la ley Nº 20.529, salvo que concurran las siguientes circunstancias:


a) Que el hecho que la ocasionó no constituya una infracción grave, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11.


b) Que el hecho no constituya una infracción a alguno de los requisitos para obtener la autorización de funcionamiento que establece el artículo 3°.


c) Que el sostenedor presente ante el Secretario Regional Ministerial de Educación respectivo, dentro de los quince días siguientes a la notificación de la resolución que establece la revocación del reconocimiento oficial, una solicitud de autorización de funcionamiento acompañando todos los antecedentes a que se refiere el artículo 3°.”.
(Unanimidad 5x0. Indicación número 33 bis)

ARTÍCULO 11.-

Pasa a ser artículo 17, sustituyéndolo por el que sigue:

“Artículo 17.- La Agencia de Calidad de la Educación podrá realizar visitas evaluativas, conforme a lo establecido en el párrafo 2º del Título II de la Ley N° 20.529, cuando los establecimientos de educación parvularia autorizados en conformidad a la presente ley se lo soliciten formalmente.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 33 ter)
ARTÍCULO 12.-
Pasa a ser artículo 18 con las siguientes enmiendas:
Numeral 1)

Reemplazarlo por el que a continuación se señala:

“1) en el artículo 203:”

(adecuación formal)

Literal a)

Sustituirlo por el siguiente:

“a) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente: 

“Las salas cuna señaladas en el inciso anterior deberán contar con autorización de funcionamiento o reconocimiento oficial del Estado, ambos otorgados por el Ministerio de Educación.”.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 35 bis)

Literal b)





Cambiar la palabra “Reemplazase” por “Sustituyese”.

(adecuación formal)

Literal c)

Reemplazarlo por el siguiente:

“c) Sustitúyese en el inciso sexto la locución: “de la Junta Nacional de Jardines Infantiles” por “de funcionamiento o reconocimiento oficial del Ministerio de Educación”.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 35 ter)

- - -

Intercalar los siguientes numerales 2) y 3), nuevos, pasando los actuales a ser 4) y 5), respectivamente:

“2) Suprímese el artículo 204.

3) Reemplázase el artículo 205 por el siguiente:

“Artículo 205.- El mantenimiento de las salas cunas será de costo exclusivo del o los  empleadores, quienes deberán tener una persona competente a cargo de la atención y cuidado de los niños, en los términos establecidos en las normas de autorización de funcionamiento o reconocimiento oficial, según corresponda.”.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 35 quater)

Numeral 2)

Pasa a ser numeral 4), sustituyéndolo por el que sigue:
4) Reemplázase el inciso primero del artículo 207 por el siguiente:

“Artículo 207.- Corresponde a la Dirección del Trabajo velar por el cumplimiento de las disposiciones de este título, sin perjuicio de las atribuciones que en materia de fiscalización de establecimientos de educación parvularia le competen a la Superintendencia de Educación.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 36)

Numeral 3)

Pasa a ser numeral 5), sustituyéndolo por el que sigue:

“5) En el artículo 208:”
(adecuación formal)

Literal b)

Sustituirlo por el siguiente:
“b) Reemplázase el inciso final por el siguiente:

“La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de este artículo corresponderá a la Dirección del Trabajo, sin perjuicio de las atribuciones que en materia de fiscalización de establecimientos de educación parvularia le competen a la Superintendencia de Educación.”.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 37)

ARTÍCULO 13.-

Pasa a ser artículo 19, reemplazándolo por el siguiente:

“Artículo 19.- Los reglamentos que desarrollen la presente ley deberán ser firmados conjuntamente por los Ministros de Educación y de Hacienda.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 37 bis)

ARTÍCULO 14.-

Pasa a ser artículo 20, sin enmiendas.

(adecuación formal)

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

Artículo primero


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo primero.- La presente ley entrará vigencia a los seis meses de la fecha de inicio de funciones de la Subsecretaría de Educación Parvularia y de la Intendencia de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación, de conformidad con lo que disponga el o los decretos con fuerza de ley respectivos.”.
(Unanimidad 5x0. Indicación número 37 ter)

Artículo segundo


Reemplazarlo por el que se señala a continuación:


“Artículo segundo.- El Ministerio de Educación dictará el reglamento a que se refiere el inciso final del artículo 3° dentro del plazo de seis meses desde la entrada en vigencia de esta ley.”.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 39 bis)

Artículos tercero, cuarto y quinto.

Se eliminan

(artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado)

Artículo sexto


Pasa a ser artículo tercero, con la siguiente redacción:


“Artículo tercero.- Los establecimientos de educación parvularia que, con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, se encuentren funcionando sin tener el reconocimiento oficial del Estado en los niveles parvularios que impartan, deberán obtener dicho reconocimiento o la autorización de funcionamiento, según corresponda, al vencimiento  del plazo establecido en el artículo décimoquinto transitorio de la ley Nº 20.529. Durante dicho período estos establecimientos podrán seguir funcionando.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones números 39 ter, 40 bis y 40 ter)

Artículos séptimo y octavo.


Pasan a ser artículo cuarto, en los términos que se señalan a continuación:


“Artículo cuarto.- Durante el transcurso del plazo dispuesto en el artículo anterior, la Superintendencia de Educación fiscalizará, en los mismos términos en que lo hace actualmente la Junta Nacional de Jardines Infantiles, a los establecimientos de educación parvularia que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren desarrollando las actividades señaladas en el artículo 1º.

Durante el mismo lapso, las certificaciones otorgadas por la Junta Nacional de Jardines Infantiles mantendrán su validez.”.

(Unanimidad 5x0. Indicaciones números  40 quáter, 44 bis y 45 bis)

Artículo noveno


Eliminarlo.

(Unanimidad 5x0. Indicación número 46 bis )

- - -

TEXTO DEL PROYECTO:

En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Para efectos de esta ley, y en el marco del pleno respeto de los derechos del niño y la niña en su primera infancia, establecidos en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño y en otros pactos internacionales suscritos por Chile, se entenderá que los establecimientos de educación parvularia son aquellos que, contando con autorización para funcionar o reconocimiento oficial, según corresponda, les imparten atención integral entre su nacimiento y la edad de ingreso a la educación básica, favoreciendo de manera sistemática, oportuna y pertinente su formación integral, aprendizajes, conocimientos, habilidades y actitudes de acuerdo con sus niveles de desarrollo.
Artículo 2°.- Todos los establecimientos de educación parvularia a que se refiere el artículo anterior deberán contar, a lo menos, con una autorización del Ministerio de Educación para funcionar como tales, de acuerdo al procedimiento establecido en la presente ley.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, para recibir aportes del Estado deberán ser personas jurídicas sin fines de lucro y contar con el reconocimiento oficial a que se refiere el artículo 46 del decreto con fuerza de ley N°2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370, en los términos previstos en el artículo décimoquinto transitorio de la ley N° 20.529.

Artículo 3°.- El Ministerio de Educación otorgará, de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 4° y 5°, la autorización de funcionamiento para establecimientos de educación parvularia. 

La autorización señalada en el inciso precedente se otorgará previo cumplimiento de los siguientes requisitos:

1) Contar con un sostenedor responsable del funcionamiento del establecimiento. Podrán ser sostenedores tanto personas naturales como jurídicas de derecho público o privado cuyo objeto social único sea la educación. La calidad de sostenedor no podrá transferirse ni transmitirse en caso alguno y bajo ningún título. No obstante, podrán transferirse y transmitirse los bienes muebles o inmuebles que componen el establecimiento. Tanto el sostenedor que sea persona natural como el representante legal y el administrador de entidades sostenedoras deberán cumplir con los siguientes requisitos:

a) No haber incurrido en alguna de las conductas que señala el artículo 11, ni haber sido sancionado con las inhabilidades a que se refiere el artículo 14. 
b) No haber sido condenados por crimen o simple delito de aquellos a que se refiere el Título VII y los párrafos 1 y 2 del Título VIII del Libro II del Código Penal, o la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes.

c) No haber sido condenados con la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad a que se refiere el artículo 39 bis del Código Penal.

d) No haber sido inhabilitado como sostenedor de conformidad con lo dispuesto en la letra e) del artículo 73 de la ley N° 20.529.

e) Estar en posesión de un título profesional de al menos ocho semestres, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste.

Tratándose de las salas cunas anexas al local de trabajo, reguladas en el artículo 203 del Código del Trabajo, al empleador no le serán exigibles los requisitos de objeto social único de educación, ni las limitaciones a la transferencia o transmisibilidad de la calidad de sostenedor ni el literal e) precedente. Asimismo, los requisitos de la letra a) sólo serán exigibles al personal que esté a cargo de las salas cuna.
2) Acreditar que el local en que funciona el establecimiento de educación parvularia cumple con las normas mínimas de planta física, condiciones sanitarias y ambientales de general aplicación. El espacio mínimo de las aulas y baños se regulará de conformidad con lo dispuesto en el párrafo primero de la letra i) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 y su reglamento.
En el evento que el sostenedor del establecimiento de educación parvularia no sea dueño del local donde funciona, deberá acreditar la existencia de un contrato, en calidad de arrendatario, comodatario o titular de otro derecho sobre el inmueble, de duración no inferior a tres años e inscrito en el Conservador de Bienes Raíces respectivo. El referido contrato deberá, además, renovarse seis meses antes de su término.

No regirá la obligación contemplada en el párrafo anterior para las salas cunas anexas al lugar de trabajo, reguladas en el artículo 203 del Código del Trabajo.

3) Disponer de mobiliario, equipamiento, elementos de enseñanza y material didáctico adecuados al o los niveles de educación parvularia que imparte, de conformidad a lo establecido en el reglamento de la ley.


4) Contar con un proyecto educativo institucional que incluya los antecedentes de la institución, la definición de las características del establecimiento; la finalidad educativa expresada en la misión, visión y valores sustentados, y el currículum pedagógico adoptado por el establecimiento.

Dicho proyecto deberá fomentar la formación integral de los niños y las niñas y promover los aprendizajes, conocimientos, habilidades y actitudes que les permitan desarrollar los objetivos generales para la educación parvularia establecidos en el artículo 28 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.


5) Contar con un reglamento interno que regule las relaciones entre el establecimiento de educación parvularia y los distintos actores de la comunidad educativa y aplicarlo. Dicho reglamento deberá incorporar políticas de promoción de los derechos del niño y la niña, así como orientaciones pedagógicas y protocolos de prevención y actuación ante conductas que constituyan falta a su seguridad y a la buena convivencia, tales como abusos sexuales o maltrato infantil. Igualmente, contemplará medidas orientadas a garantizar la higiene y seguridad del establecimiento de educación parvularia.

El Ministerio de Educación deberá tener siempre disponible en su página web distintos modelos de reglamentos internos, los cuales podrán ser utilizados por los establecimientos de educación parvularia.

6) Tener el personal idóneo y suficiente que les permita cumplir con las funciones que les corresponden, atendido el nivel y modalidad de educación parvularia que impartan y la cantidad de alumnos que atiendan, de conformidad con lo dispuesto en la letra g) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, y en su reglamento. 


Tratándose del personal docente, se entenderá idóneo el que cuente con el título profesional de la educación o licenciatura del respectivo nivel, de al menos ocho semestres de duración, de una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o autorizado para ejercer la función docente por el Ministerio de Educación. 

No podrán desempeñarse en establecimientos de educación parvularia aquellas personas que se encuentren en alguna de las siguientes situaciones:

a) Haber sido condenadas por crimen o simple delito de aquellos establecidos en el Título VII o en los párrafos 1 y 2 del Título VIII del Libro II del Código Penal; en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes, o en la ley Nº 20.066, que sanciona la violencia intrafamiliar. 


b) Haber sido condenadas a inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad a que se refiere el artículo 39 bis del Código Penal. 


El reglamento, que será dictado por el Ministerio de Educación y suscrito por el Ministro de Hacienda, determinará las especificaciones de los requisitos contenidos en el presente artículo.

Artículo 4°.- El establecimiento educacional que solicite la autorización de funcionamiento deberá presentar, ante el Secretario Regional Ministerial de Educación correspondiente, una solicitud acompañada de todos los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los requisitos a que se refiere el artículo anterior. 


Si dicha solicitud no se resolviera dentro de los noventa días hábiles posteriores a su entrega, se tendrá por aprobada. 


Si la solicitud fuere rechazada, se podrá reclamar de manera fundada ante el Ministro de Educación, en un plazo de quince días hábiles contado desde la notificación del rechazo, quien resolverá dentro de los quince días hábiles siguientes. 

La autorización se entenderá hecha al sostenedor del establecimiento de educación parvularia que la solicite y no podrá transferirse ni transmitirse a otra persona. En caso de fallecimiento de aquél, la autorización se mantendrá vigente durante un año contado desde la fecha de su muerte.

Artículo 5°.- La autorización de funcionamiento se otorgará mediante resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación que corresponda, en la que se indicará, a lo menos, el nombre y dirección del establecimiento de educación parvularia, la identificación del sostenedor o del representante legal, en su caso, y el certificado de antecedentes de dichas personas, los niveles de educación parvularia que impartirá y la capacidad máxima autorizada de atención por jornada. 


Una vez obtenida la autorización de funcionamiento, el establecimiento de educación parvularia solo podrá impartir otros niveles distintos de los aprobados en la respectiva resolución, previa autorización del Ministerio de Educación, de acuerdo con el procedimiento descrito en el artículo anterior. 


Artículo 6°.- El Ministerio de Educación llevará un registro público de sostenedores y uno de establecimientos de educación parvularia que cuenten con esta autorización, los que se encontrarán disponibles en la página web del Ministerio de Educación o en otros medios electrónicos. 


Artículo 7°.- Los establecimientos que no cuenten con la autorización a que se refiere esta ley, o con el reconocimiento oficial, según corresponda, no podrán funcionar ni publicitarse como tales o con denominaciones análogas como salas cunas o jardines infantiles, ya sea a través de carteles, avisos, ilustraciones o propaganda en prensa o cualquier otro medio. 


Artículo 8°.- Los establecimientos de educación parvularia que cuenten con la autorización para funcionar como tales deberán informar, trimestralmente, la matrícula y la asistencia de los niños que atiendan, a través de la página web u otro medio que el Ministerio de Educación dispondrá para esos efectos. 

Artículo 9°.- Los establecimientos de educación parvularia estarán sujetos a la fiscalización de la Superintendencia de Educación conforme a lo establecido en los párrafos 1º, 2º y 4º del Título III de la ley Nº 20.529, con el objeto de que se ajusten a la normativa educacional que les resulte aplicable y, en especial, al cumplimiento de los requisitos que dieron origen a su respectiva autorización de funcionamiento. 


Artículo 10.- Los hechos, actos u omisiones que constituyen infracciones administrativas serán graves, menos graves y leves. 


Artículo 11.- Son infracciones graves las siguientes: 


a) Incumplir cualquiera de los requisitos contemplados en el numeral 1) del artículo 3°. 


b) No entregar información relevante solicitada por el Ministerio de Educación o la Superintendencia de Educación. 


c) Impedir u obstaculizar deliberadamente la fiscalización de la Superintendencia. 


d) Infringir cualquiera de los requisitos establecidos en los numerales 2), 3), 4), 5) y 6) del artículo 3°, siempre que concurran algunas de las siguientes circunstancias: 


i) Que se trate de un hecho reiterado en el período de un año contado desde su constatación. 


ii) Que se trate de un hecho que ponga en inminente riesgo la integridad física o psicológica de los niños y niñas o vulnere efectivamente sus derechos. 

iii) Que se trate de hechos que infrinjan copulativamente, dos o más de dichos requisitos.

e) Toda otra calificada expresamente como tal por la ley. 


Artículo 12.- Son infracciones menos graves las siguientes: 


a) Entregar de forma incompleta o inexacta información requerida por el Ministerio de Educación o la Superintendencia de Educación. 


b) Infringir cualquiera de los requisitos establecidos en los numerales 2), 3), 4), 5) y 6) del artículo 3°, siempre que no sea constitutivo de infracción grave. 


c) Toda otra calificada expresamente como tal por la ley.  


Si un establecimiento de educación parvularia es sancionado por dos infracciones menos graves dentro de un año calendario, los hechos constitutivos de una tercera serán sancionados como infracción grave, considerándose como tal para todos los efectos legales. 

Artículo 13.- Son infracciones leves aquellas en que incurran los sostenedores o establecimientos educacionales contra la normativa educacional y que no tengan señalada una sanción especial.  


Estas infracciones sólo serán sancionadas si no fueren subsanadas en el plazo que prudencialmente conceda al efecto el fiscalizador de la Superintendencia.  


Artículo 14.- De verificarse alguna de las infracciones a la normativa educacional por un establecimiento de educación parvularia descritas en los artículos anteriores, el Director Regional de la Superintendencia de Educación respectivo aplicará, conforme el procedimiento establecido en el párrafo 5º del Título III de la ley N° 20.529, mediante resolución fundada y en atención a la naturaleza y gravedad de la ellas, algunas de las siguientes sanciones:  


1) Amonestación por escrito.  


2) Multa a beneficio fiscal, de acuerdo a la siguiente graduación: 

a) Infracciones leves: de 1 a 25 UTM. 

b) Infracciones menos graves: de 26 a 100 UTM.


c) Infracciones graves: de 101 a 250 UTM. 


En las hipótesis previstas en los números anteriores, la autoridad referida deberá señalar el origen de la infracción. Asimismo, de ser procedente, establecerá un plazo para subsanarla. 


3) Revocación de la autorización de funcionamiento. En este caso, se estará a lo dispuesto en el artículo 16. 


4) Inhabilidad perpetua del sostenedor para obtener, mantener o participar de cualquiera forma en la administración de establecimientos educacionales que atiendan a niños y niñas desde su nacimiento hasta su ingreso a la educación básica. En el caso que el sostenedor sea persona jurídica, esta inhabilidad se entenderá aplicada a sus representantes legales y administradores. 


Para el establecimiento de la sanción de multa a beneficio fiscal la Superintendencia deberá tomar en cuenta el beneficio económico obtenido con ocasión de la infracción, la intencionalidad en la comisión de la misma, la concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes conforme lo establece los artículos 79 y 80 de la ley N° 20.529, la matrícula total del establecimiento a la fecha de su realización y los recursos que reciba regularmente, excluidas las donaciones.  


La imposición de una multa no impedirá la aplicación de las sanciones de revocación de la autorización de funcionamiento o la inhabilidad perpetua del sostenedor, si procede. 


Artículo 15.- Las infracciones graves serán sancionadas con cualquiera de las medidas establecidas en el artículo anterior. Las menos graves y leves sólo darán lugar a amonestación por escrito o multa a beneficio fiscal, según lo prevé el citado precepto.

Artículo 16.- Sin perjuicio de la aplicación de algunas de las sanciones que enumera el artículo 14, la Superintendencia de Educación dispondrá la clausura inmediata del establecimiento de educación parvularia en los siguientes casos:

1) cuando se infrinja lo dispuesto en el artículo 7º. 

2) cuando determine la revocación de la autorización de funcionamiento. En este último caso, enviará los antecedentes que correspondan al Ministerio de Educación para que lo excluya de los registros establecidos en el artículo 6°. 

3) cuando se revoque el reconocimiento oficial de conformidad con lo dispuesto en el literal f) del artículo 73 de la ley Nº 20.529, salvo que concurran las siguientes circunstancias: 


a) Que el hecho que la ocasionó no constituya una infracción grave, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11. 


b) Que el hecho no constituya una infracción a alguno de los requisitos para obtener la autorización de funcionamiento que establece el artículo 3°. 


c) Que el sostenedor presente ante el Secretario Regional Ministerial de Educación respectivo, dentro de los quince días siguientes a la notificación de la resolución que establece la revocación del reconocimiento oficial, una solicitud de autorización de funcionamiento acompañando todos los antecedentes a que se refiere el artículo 3°. 


Artículo 17.- La Agencia de Calidad de la Educación podrá realizar visitas evaluativas, conforme a lo establecido en el párrafo 2º del Título II de la ley N° 20.529, cuando los establecimientos de educación parvularia autorizados en conformidad a la presente ley se lo soliciten formalmente.


Artículo 18.- Modifícase el Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de la siguiente forma:




1) En el artículo 203: 


a) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente: 



“Las salas cuna señaladas en el inciso anterior deberán contar con autorización de funcionamiento o reconocimiento oficial del Estado, ambos otorgados por el Ministerio de Educación.”. 



b) Sustitúyese, en el inciso tercero, la frase “previo informe favorable de la Junta Nacional de Jardines Infantiles” por “previa autorización del Ministerio de Educación”. 



c) Reemplázase en el inciso sexto la locución: “de la Junta Nacional de Jardines Infantiles” por “de funcionamiento o reconocimiento oficial del Ministerio de Educación”.”. 



2) Suprímese el artículo 204. 



3) Reemplázase el artículo 205 por el siguiente:


“Artículo 205.- El mantenimiento de las salas cunas será de costo exclusivo del o los  empleadores, quienes deberán tener una persona competente a cargo de la atención y cuidado de los niños, en los términos establecidos en las normas de autorización de funcionamiento o reconocimiento oficial, según corresponda.”.


4) Reemplázase el inciso primero del artículo 207 por el siguiente:


“Artículo 207.- Corresponde a la Dirección del Trabajo velar por el cumplimiento de las disposiciones de este título, sin perjuicio de las atribuciones que en materia de fiscalización de establecimientos de educación parvularia le competen a la Superintendencia de Educación.”.


5) En el artículo 208:


a) Elimínase el inciso penúltimo.

b) Reemplázase el inciso final por el siguiente:


“La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de este artículo corresponderá a la Dirección del Trabajo, sin perjuicio de las atribuciones que en materia de fiscalización de establecimientos de educación parvularia le competen a la Superintendencia de Educación.”.


Artículo 19.- Los reglamentos que ejecuten la presente ley deberán ser firmados conjuntamente por los Ministros de Educación y de Hacienda.

Artículo 20.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia a los seis meses de la fecha de inicio de funciones de la Subsecretaría de Educación Parvularia y de la Intendencia de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación, de conformidad con lo que disponga el o los decretos con fuerza de ley respectivos. 

Artículo segundo.- El Ministerio de Educación dictará el reglamento a que se refiere el inciso final del artículo 3° dentro del plazo de seis meses desde la entrada en vigencia de esta ley. 

Artículo tercero.- Los establecimientos de educación parvularia que, con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, se encuentren funcionando sin tener el reconocimiento oficial del Estado en los niveles parvularios que impartan, deberán obtener dicho reconocimiento o la autorización de funcionamiento, según corresponda, al vencimiento  del plazo establecido en el artículo décimoquinto transitorio de la ley Nº 20.529. Durante dicho período estos establecimientos podrán seguir funcionando.


Artículo cuarto.- Durante el transcurso del plazo dispuesto en el artículo anterior, la Superintendencia de Educación fiscalizará, en los mismos términos en que lo hace actualmente la Junta Nacional de Jardines Infantiles, a los establecimientos de educación parvularia que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren desarrollando las actividades señaladas en el artículo 1º.


Durante el mismo lapso, las certificaciones otorgadas por la Junta Nacional de Jardines Infantiles mantendrán su validez.

- - -


Tratado y acordado en sesiones celebradas los días 10 de junio, 9 y 24 de septiembre y 1 y 8 de octubre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señor Fulvio Rossi Ciocca (Presidente), señora Ena Von Baer Jahn y señores Andrés Allamand Zavala (Baldo Prokurica Prokurica), Jaime Quintana Leal e Ignacio Walker Prieto (Jorge Pizarro Soto).



Sala de la Comisión, a 13 de Octubre de 2014.

(Fdo.): Francisco Javier Vives Dibarrart, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO QUE CREA LA AUTORIZACIÓN DE FUNCIONAMIENTO DE JARDINES INFANTILES

(8.859-04)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje del ex Presidente de la República, señor Sebastián Piñera Echeñique, con urgencia calificada de “discusión inmediata”. 

A las sesiones en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Educación: el Ministro, señor Nicolás Eyzaguirre; la Jefa de Comunicaciones, señorita Tatiana Klima; los asesores, señoras María José Solano, María Isabel Díaz, y Pamela Godoy, y señores Exequiel Silva, Hugo Arias, Felipe Torrealba y Patricio Espinoza.

De la Dirección de Presupuestos: la abogada, señora María Soledad Torrents.
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: los asesores, señores Giovanni Semería y Héctor Valladares, y el Coordinador, señor Nicolás Mena.
Del Instituto Igualdad, la asesora, señorita Lía Arroyo.
El asesor del Honorable Senador García, señor Tomás Zamora.
El asesor del Honorable Senador Montes, señor Gabriel Galaz.
De la Asociación Nacional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, AJUNJI: la Presidenta Nacional, señora Julia Requena; la Directora Nacional, señora Angélica Vargas; la Tesorera General, señora Magaly Lamatta, la Secretaria Nacional, señora Grimilda Bruna, y el Periodista, señor Carlos Concha.

De la Asociación Pro Funcionarios JUNJI: el Presidente Nacional, señor Christian San Martín, y el Secretario General, señor Bernabé Vilaxa.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


En lo relativo a las normas de quórum especial, la Comisión de Hacienda se remite a lo consignado en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 1°; 2°; 3°, numerales 1) y 6) del inciso segundo; 6°; 14; 15 y 20, permanentes, y  del artículo primero transitorio, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, como reglamentariamente corresponde.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO DE LEY


Crear la autorización de funcionamiento para establecimientos de educación parvularia, de manera de asegurar que todos los centros de educación inicial existentes en el país cumplirán con exigencias mínimas para impartir este nivel educativo.

- - -

Se hace presente que habiendo iniciado la Comisión de Hacienda su conocimiento de la iniciativa en informe, la Sala del Senado, en sesión de 18 de noviembre de 2014, acordó la apertura de un nuevo plazo de indicaciones, para ser presentadas en la Secretaría de vuestra Comisión hasta las 12:00 horas del día 4 de diciembre del corriente.
Las indicaciones que en esa oportunidad se formularon, fueron signadas con los números 1 bis a), 2 bis a), 3 bis a), 4 bis a) y 5 bis a).
- - -

Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, cabe dejar constancia de que la Comisión de Hacienda introdujo modificaciones respecto del texto que propone la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, en las siguientes disposiciones:

- En su artículo 1°, mediante la aprobación, con enmiendas, de la indicación número 1 bis a).

- En su artículo 2°, inciso segundo, mediante la aprobación de la indicación número 2 bis a).

- En su artículo 3°, inciso segundo, numerales 1) y 6) mediante la aprobación de las indicaciones números 3 bis a) y 4 bis a), respectivamente.

- En su artículo 20, mediante la aprobación de la indicación número 5 bis a).

Se hace presente que esta constancia es complementaria del cuadro reglamentario contenido en el segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, y sólo guarda relación con el trámite cumplido ante la Comisión de Hacienda. 

- - -

DISCUSIÓN


Previo a la consideración de los asuntos de competencia de la Comisión de Hacienda, el Ministro de Educación, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó en conjunto los dos proyectos en tabla de la Comisión, por lo que también se refirió al proyecto de ley que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, la Intendencia de Educación Parvularia y modifica diversos cuerpos legales, boletín N° 9.365-04.

Respecto de la iniciativa en informe, señaló que se trata de un proyecto de ley presentado por el Gobierno anterior que busca asegurar a los padres el debido resguardo de los niños, asegurando condiciones mínimas de funcionamiento en los jardines infantiles cualquiera sea el prestador.

Agregó que, tras largas discusiones acerca de si los requisitos para el funcionamiento debían ser los mismos para los establecimientos a cargo del Estado y los jardines privados, se llegó a un consenso de que todos los establecimientos deben cumplir un mínimo que es el dado por la autorización de funcionamiento. Además, aquellos que reciben fondos públicos deben cumplir con un estándar superior que se denomina reconocimiento oficial.

Observó que, como el presente proyecto es de anterior data, debió compatibilizarse con la precitada iniciativa legal que crea una Subsecretaría y una Intendencia del ramo, boletín N° 9.365-04.

El Honorable Senador señor Montes consultó cómo se piensa afrontar el problema de la expansión de las ciudades y la necesidad de nuevos jardines infantiles en esas áreas de expansión, en vista a que el Estado normalmente ha llegado tarde a cubrir esas nuevas necesidades.
El señor Ministro señaló que, en cuanto a la provisión del servicio educacional, el Estado ha sido lento para otorgar oferta, y espera que eso cambie porque se ampliarán fuertemente las salas cuna. Agregó que esta tarea, en el futuro, será responsabilidad de la Subsecretaría de Educación Parvularia, la que deberá estar atenta a los lugares donde surge nueva demanda.

El Honorable Senador señor Montes inquirió cómo se piensa abordar la situación, bastante extendida, de educadoras que asumen, individualmente, la tarea de hacerse cargo de un grupo de 20 niños, asumiendo la tarea de educación parvularia sin que exista una formalización de la actividad. Recordó que en el pasado se han aprobado leyes que tenían por objetivo formalizar la actividad, y las mismas fracasaron en su intento.

La asesora en materia de educación parvularia del Ministerio, señora Pamela Godoy, señaló que la provisión de educación, en el tramo de 0 a 4 años de edad, está liderada por JUNJI, por INTEGRA y por corporaciones y fundaciones que reciben aportes de las primera instituciones vía transferencias de fondos (VTF). Agregó que en este sector no existen subvenciones sino aportes estatales que actúan como financiamiento basal, sin lucro, sin selección y sin copago.

Explicó que se busca nivelar las condiciones de funcionamiento mediante el reconocimiento oficial y la autorización de funcionamiento que regula el proyecto de ley. Agregó que el personal, el coeficiente técnico y el grupo máximo de niños por aula estarán igualados en ambos sistemas, lo que representa un gran logro debido a su incidencia en la calidad de la educación que se entrega en este tramo etario.

Respecto de la tramitación del proyecto de ley, explicó que en la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado se perfeccionó la iniciativa tratando de homologar, en su mayor parte, los requisitos de la autorización de funcionamiento respecto de los requisitos del reconocimiento oficial. Por ejemplo, señaló, se aumentan los requisitos para que una persona pueda ser sostenedor de un establecimiento de educación parvularia. Lo mismo ocurre, agregó, con los requisitos de la infraestructura donde funciona el establecimiento, lo que se dimensiona en la relación de metraje de aulas y baños respecto del número de niños. Misma situación que se repite respecto del número de niños en relación al número de adultos, indicó.

Manifestó que las diferencias de la autorización de funcionamiento respecto del reconocimiento oficial se dan en cuanto al proyecto educativo –que en la autorización no se sujeta a las bases curriculares-, a la no exigencia de un capital mínimo pagado, y que –en cuanto al local del establecimiento- la duración del contrato de arrendamiento o comodato es sólo de 3 años, en atención a la duración del proceso educativo en el sistema parvulario.

El Honorable Senador señor Coloma expresó que en la discusión ante la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología del Senado, se debatió y votó en forma dividida la indicación número 4, de origen parlamentario, que modificó el artículo 2°. Sobre ello, consultó la opinión del Ejecutivo sobre la exigencia que para recibir aportes del Estado deberá tratarse de personas jurídicas sin fines de lucro con reconocimiento oficial.

Agregó saber que actualmente existe la misma exigencia por decreto, pero elevar el requisito al rango de ley puede tener implicancias relevantes.

El Honorable Senador señor García planteó que la mencionada indicación de origen parlamentario le parece inadmisible, porque se establecen requisitos para acceder a recursos públicos lo que cae en la figura de la administración financiera o presupuestaria del Estado, que corresponde a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.
Además, consultó cuál es el concepto de lucro que se maneja para estos establecimientos de educación.

El Honorable Senador señor Lagos preguntó si los establecimientos que funcionan informalmente reciben alguna forma de aporte estatal actualmente.
El señor Ministro manifestó que en este sector educacional no existe subvención estatal sino transferencias de fondos que son aportes del Estado para financiar el funcionamiento.

Observó que en virtud de un decreto, en la actualidad las personas jurídicas con fines de lucro no pueden recibir aportes del Estado, y lo único que se está haciendo ahora es elevar esa exigencia a rango de ley.

El Honorable Senador señor Montes consultó, respecto del proceso de formalización de los jardines infantiles, cómo se operará respecto del gran número de establecimientos que cuentan con autorización operacional del Servicio de Impuestos Internos, pero no cuentan con autorización educacional aunque cumplen la función educativa.
El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó  su opinión positiva respecto de que se formalice la actividad educativa parvularia.

Respecto de la necesidad de constituirse como personas jurídicas sin fines de lucro para poder recibir aportes del Estado, planteó que deben ser cuidadosos al momento de distinguir la remuneración o la justa retribución del sostenedor de lo que se entenderá como lucro.

El Honorable Senador señor Coloma consultó cómo ha operado hasta ahora, en la práctica, la exigencia que impone el decreto para recibir aportes del Estado.

El señor Ministro manifestó que el lucro y la remuneración del trabajo son completamente distintos, considerándose el lucro como una remuneración al capital y no al trabajo.

La asesora del Ministerio, señora Godoy, explicó que debe diferenciarse entre los tramos etarios de 0 a 4 años y los 5-6 años. Observó que, en el segundo de ellos –denominado primer nivel de transición- entre 5 y 6 años, sí existe un sistema de financiamiento de subvención.

Sobre la regularización de los jardines infantiles que funcionan sin cumplir requisitos para la autorización de funcionamiento, expuso que en el nivel de 0 a 4 años existen tres grandes prestadores, que son JUNJI como organismo estatal, INTEGRA que es una fundación de derecho privado –sin fines de lucro y que recibe financiamiento estatal en su mayor parte-, y terceros que reciben aportes y transferencias desde las dos instituciones anteriores.

Agregó que la normativa que rige a JUNJI la autoriza a transferir fondos a municipios y entidades privadas sin fines de lucro. Acotó que el Ministerio de Educación, mediante el decreto N° 67, regula cómo la JUNJI puede realizar traspasos a estos terceros, siendo requisito que se trate de personas jurídicas de derecho público o privado, sin fines de lucro. 

Añadió que la educadora que, como persona natural, quiere abrir un jardín infantil, lo puede hacer obteniendo su patente en el municipio, y si quiere recibir fondos del Estado pasamos al ámbito de la ley de subvenciones, que aplica a los niveles de transición 1 y 2 (NT1 y NT2) –pero no rige para los niveles medios y sala cuna-.

Respecto de INTEGRA, planteó que obtiene financiamiento estatal vía Ministerio en las transferencias a privados.

Sobre la regularización del funcionamiento de algunos establecimientos, señaló que el proyecto de ley aborda dicha situación, disponiendo que el Ministerio, a través del respectivo Secretario Regional Ministerial de Educación, otorgará la autorización de funcionamiento de la actividad educativa, y nadie podrá desarrollar la actividad sin esa autorización. 

Agregó que la Superintendencia de Educación tendrá la facultad de decretar la clausura inmediata de un establecimiento que está funcionando fuera del marco legal, mediante la aplicación del artículo decimoquinto transitorio de la ley Nº 20.529, dentro del marco del proyecto de ley.

Asimismo, manifestó que la entrada en vigencia de la ley será gradual, dependiendo, a su vez, de la aprobación como ley y entrada en vigencia de la iniciativa legal que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, la Intendencia de Educación Parvularia y modifica diversos cuerpos legales. Observó que la ley N° 20.529, establece que para recibir fondos del Estado los establecimientos deberán tener reconocimiento oficial para el año 2019.
El Honorable Senador señor Zaldívar consultó  si el Ministerio cuenta con alguna estadística de cuántos son los establecimientos que operan en la informalidad, que debieran regularizar su situación a partir de la aprobación del presente proyecto, y el número de personas que atienden.

Reiteró que debe aclararse lo que se entiende por lucro, debido a que en los últimos años ha cambiado la concepción de lo que por él se entiende, y concordó en que es algo muy distinto a la retribución del trabajo. Asimismo, debe definirse bien cuál es la justa retribución por el servicio educativo y cuál es la justa retribución por la inversión efectuada.

Agregó que es bueno que quede constancia de lo afirmado por el señor Ministro, en orden a que la retribución por el trabajo de una educadora que mantiene operando un establecimiento parvulario no puede ser considerado como lucro. Misma cosa que ocurre respecto de la inversión que efectúe la misma educadora que es dueña del establecimiento.

El señor Ministro señaló que, en finanzas corporativas, se distingue lo que es un costo de operación de un excedente, y en los costos de operación se incluyen las remuneraciones y los arrendamientos que se deban pagar.

El Honorable Senador señor Montes manifestó que debe verse en detalle la situación de los jardines infantiles que operan en la informalidad, respecto de la transición que los hará pasar a la formalidad de la autorización de funcionamiento, porque en el pasado leyes sobre la materia han fracasado, principalmente por cuestiones como la normativa para construcciones denominadas DFL 2 y los coeficientes técnicos de activos físicos.
Destacó que dichos establecimientos cumplen una función social relevante, que es positivo que se formalice su actividad, lo que debe hacerse con un proceso de transición con apoyo, que evite generar un conflicto que termine evitando la formalización.

Observó que en materia de lucro, la definición fundamental pasará por la regulación de los excedentes, porque si los mismos se reinvierten, eso no debiera considerarse lucro. 

El Honorable Senador señor García planteó el caso de jardines infantiles privados, constituidos jurídicamente como sociedades de personas o por personas naturales, que reciben pagos del Estado debido a que atienden niños en edad de sala cuna que son hijos de funcionarios públicos. Respecto de ello, consultó si podría entenderse que reciben aportes del Estado y si deberán constituirse como personas jurídicas sin fines de lucro.

El señor Ministro sostuvo que si, producto de una ley el Fisco debe otorgar sala cuna a los hijos de los funcionarios, esa es una situación que cae en el ámbito de la normativa laboral, por lo que perfectamente puede pagar a un establecimiento privado no constituido como persona jurídica sin fines de lucro. Observó que no se debe confundir con una autorización de funcionamiento de carácter administrativo.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó que un aspecto que se está discutiendo, es la necesidad de regularizar la actividad de todos los establecimientos de educación parvularia, en lo que todos han estado de acuerdo que se debe concretar, con el cuidado de que la regulación sea efectiva y no provoque un problema mayor.

Asimismo, indicó que se está adelantando una discusión acerca del lucro debido a la aprobación -en el trámite precedente- de la indicación número 4 de los Honorables Senadores Walker, don Ignacio, Quintana y Navarro, que exige, para recibir aportes del Estado, estar constituido como persona jurídica sin fines de lucro. Adicionalmente, expresó, no tendría efecto práctico porque la misma exigencia ya existe al nivel de decreto, pero sí podría estarse generando un efecto secundario no deseado que se debería evitar.

El Honorable Senador señor Zaldívar observó  que el proyecto de ley ya distingue la situación de las salas cunas anexas al local de trabajo y, del mismo modo, podría aclararse la situación de los pagos que hace el Fisco como empleador en cumplimiento de la obligación que le impone la ley laboral de proveer sala cuna respecto de sus funcionarios.

El señor Ministro manifestó que fijarán de manera clara que, cuando el Fisco cumple una obligación impuesta por la ley laboral que implica un pago a un establecimiento de educación parvularia, eso no constituye un aporte del Estado en los términos que se entiende en materia de normativa propia de educación, como es la presente iniciativa legal.

- - -

A continuación se describen o reproducen, según el caso, en el orden del articulado del proyecto, las citadas disposiciones de competencia de vuestra Comisión:

Artículo 1°

Establece que para efectos de esta ley, y en el marco del pleno respeto de los derechos del niño y la niña en su primera infancia, establecidos en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño y en otros pactos internacionales suscritos por Chile, se entenderá que los establecimientos de educación parvularia son aquellos que, contando con autorización para funcionar o reconocimiento oficial, según corresponda, les imparten atención integral entre su nacimiento y la edad de ingreso a la educación básica, favoreciendo de manera sistemática, oportuna y pertinente su formación integral, aprendizajes, conocimientos, habilidades y actitudes de acuerdo con sus niveles de desarrollo.
En este artículo recayó la indicación número 1 bis a) de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir la expresión “formación integral” por “desarrollo integral”.

La asesora del Ministerio, señora Godoy, explicó que en el tramo etario al que se refiere el proyecto de ley el concepto que se utiliza es desarrollo integral y no formación integral. Agregó que lo que se quería evitar era la repetición de la palabra “desarrollo” en la misma parte de la oración, pero no correspondía cambiar “desarrollo” por “formación”, porque en esa edad las personas de están desarrollando y no formando.

El Honorable Senador señor García planteó que es innecesaria la parte final del artículo debido a que del resto de la disposición se entiende que todo se hace de acuerdo al nivel de desarrollo del niño o niña.
En votación la indicación fue aprobada, con modificaciones, según se consignará en su oportunidad, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 2°

Dispone que todos los establecimientos de educación parvularia a que se refiere el artículo 1° deberán contar, a lo menos, con una autorización del Ministerio de Educación para funcionar como tales, de acuerdo al procedimiento establecido en la presente ley. 

Sin perjuicio de lo anterior, el inciso segundo establece que para recibir aportes del Estado deberán ser personas jurídicas sin fines de lucro y contar con el reconocimiento oficial a que se refiere el artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, en los términos previstos en el artículo decimoquinto transitorio de la ley N° 20.529.
En este artículo recayó la indicación número 2 bis a) de Su Excelencia la Presidenta de la República, para reemplazar, en el inciso segundo, la frase “para recibir aportes del Estado”, por la siguiente “para recibir aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento”.

El señor Ministro de Educación señaló que en el caso de la educación parvularia el sistema de financiamiento no es el mismo que en la educación básica y media, y lo que se está disponiendo es que deban ser sin fines de lucro los establecimientos que reciban financiamiento estatal a la oferta institucional, basal y regular para su funcionamiento.

Agregó que la indicación busca aclarar que el Fisco puede pagar la sala cuna respecto de los hijos de sus funcionarios en establecimientos con fines de lucro.

El Honorable Senador señor Coloma expresó que la actual redacción del inciso segundo tiene su origen en una indicación de señores senadores, que cambia estructuralmente el sistema exigiendo que no exista lucro para obtener financiamiento fiscal en la educación parvularia.

Agregó que se trata de una innovación relevante que excluye a los privados con fines de lucro de la provisión de educación parvularia financiada por el Estado, lo que en su concepto constituye un grave error, por lo que votará en contra del inciso segundo propuesto.

El señor Ministro señaló que no debe replicarse la discusión que existe sobre fin al lucro en la educación básica y media en el caso de la educación parvularia. Indicó que la situación es distinta, porque lo que se hace es decir que cuando existe un financiamiento basal de la actividad por parte del Estado deberán ser personas jurídicas sin fines de lucro.

El Honorable Senador señor Lagos observó que rechazar la indicación implica dejar el texto de la disposición con una restricción más amplia al lucro.
El Honorable Senador señor Montes acotó que en la historia de la República la regla ha sido que los establecimientos con fines de lucro no han recibido dinero del Estado, incluso en las Comisiones Legislativas de la Dictadura se rechazó dicha posibilidad, lo que posteriormente fue cambiado por el Consejo de Estado.
No obstante, concordó con el Honorable Senador señor Coloma en que si el Estado paga la sala cuna de los hijos de sus funcionarios, eso constituye un aporte regular y no eventual o esporádico, pero consideró que es un tema que debe debatirse a propósito de los cambios para universalizar el derecho a la sala cuna de los hijos de los trabajadores.

El Honorable Senador señor García manifestó que asesores del Ministerio dicen que en la actualidad no existen establecimientos de educación parvularia con fines de lucro que reciban financiamiento del Estado.
El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó  que se están confundiendo las materias, dado que en educación parvularia no existe el sistema de subvenciones como en el resto de la educación escolar. Existen establecimientos privados que son pagados y establecimientos sustentados por el Estado que son gratuitos.

Agregó que la indicación del Ejecutivo flexibiliza y aclara la situación actual, al permitir que los servicios públicos cumplan su obligación de pagar la sala cuna de los hijos de sus trabajadores en establecimientos con fines de lucro.

El Honorable Senador señor García expresó entender que de aprobarse la indicación se impediría que en el futuro el Estado efectúe aportes regulares o permanentes a establecimientos con fines de lucro, más allá de que la redacción de la indicación mejora lo que viene propuesto como texto de la disposición.
El señor Ministro señaló que la discusión que se sostiene es pre ideológica, y a futuro deberán discutir, ideológicamente, si se opta porque el Estado en vez de financiar la oferta mediante sus propios jardines infantiles, como hasta ahora, financie la demanda entregando un voucher a la persona para que lleve a su niño a un jardín privado.

A su turno, el Honorable Senador señor García solicitó votación separada del inciso segundo del artículo en discusión, de conformidad al artículo 164 del Reglamento del Senado.
El Honorable Senador señor Coloma fundamentó su voto en contra del inciso segundo y de la indicación número 2 bis a), en que le parece relevante que la ley no prohíba que los privados, cualquiera sea su forma de organización jurídica, colaboren para tener una educación de calidad, particularmente en la educación parvularia.

Agregó que la prohibición de tener fines de lucro no estaba considerada en el proyecto original del Ejecutivo.

Añadió estar consciente de que la indicación del Ejecutivo intenta mejorar el texto propuesto por la anterior Comisión, pero no subsana el problema de fondo descrito precedentemente. Además, no queda claro qué son aportes regulares, por lo que tampoco se adquiere la seguridad de que los pagos que haga el Estado puedan hacerse a establecimientos con fines de lucro.

Agregó que uno de los senadores que votó a favor de la indicación que dio origen al texto actual del proyecto de ley, planteó que la redacción de la misma es coherente con la reforma educacional impulsada por el Ejecutivo que pone fin al lucro con recursos públicos en la educación (Boletín N° 9.366-04), por lo que mal debieran esperar a ese proyecto para discutir lo que ahora se encuentran debatiendo.

El Honorable Senador señor García indicó que votará en contra de la indicación número 2 bis a), y también lo hará en contra del inciso segundo, en razón de considerar inadmisible una indicación de origen parlamentario que establezca las condiciones en que el Estado hace sus aportes, siendo esa facultad de iniciativa exclusiva del Presidente de la República.
Además, señaló que no considera deseable que se limite la posibilidad de que un privado que entrega educación de calidad pueda recibir aportes del Estado, sólo por tener fines de lucro.

El Honorable Senador señor Montes manifestó que votará a favor tanto del inciso segundo como de la indicación del Ejecutivo.
El Honorable Senador señor Zaldívar sostuvo  que votará a favor de la indicación del Ejecutivo y del inciso respecto del cual se ha pedido votación separada. Insistió en que se está confundiendo el sistema de aportes con el de subvenciones, siendo que este último requeriría de una ley nueva para implantarse, por lo que, en definitiva, la indicación está ampliando el ámbito de lo que actualmente puede hacerse, permitiendo recibir aportes extraordinarios por concepto de pago de sala cuna a hijos de funcionarios públicos u otros similares.

El Honorable Senador señor Lagos expuso que votará favorablemente la indicación número 2 bis a) porque permitirá que jardines infantiles y salas cunas privadas puedan recibir el aporte esporádico que se origina en el pago del Estado respecto de los hijos de sus funcionarios.
En votación, la indicación número 2 bis a) fue aprobada con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Coloma y García.
Puesto en votación el inciso segundo del artículo, respecto del cual se solicitó votación separada, resultó aprobado por la misma votación anterior, esto es,  tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Lagos, Montes y Zaldívar, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Coloma y García.

Puesto en votación el resto del artículo, esto es, el inciso primero, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
El señor Ministro lamentó que se haya producido una votación dividida, porque la indicación aprobada sólo buscaba aclarar una situación específica, y agregó que en ningún país el Estado financia la oferta de educación parvularia privada, sino que los esquemas existentes de financiamiento a los privados implican una contraprestación a la demanda.

El Honorable Senador señor Coloma señaló que la disposición habla de una condición para recibir aportes regulares del Estado, sin especificar más qué se entiende por ellos.
El señor Ministro expresó que la indicación, al tratar de “aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento”, se refiere al financiamiento a la oferta institucional, y no a un esquema de contraprestación como ocurre con todos los sistemas de cooperación público-privado.

El Honorable Senador señor García valoró la explicación del señor Ministro, y señaló que si la disposición va en la dirección indicada puede existir un cambio de las decisiones adoptadas en la discusión en la Sala del Senado.
El Honorable Senador señor Coloma reiteró que en las páginas 12 y 13 del segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, se reproduce la opinión en cuanto a que el inciso segundo propuesto es “coherente con la reforma educacional impulsada por el Ejecutivo que pone fin al lucro con recursos públicos en la educación”, por lo que no puede plantearse que se trata de un cambio inocuo.
Artículo 3°
Inciso segundo
Dispone que la autorización de funcionamiento para establecimientos de educación parvularia se otorgará previo cumplimiento de requisitos contenidos en seis numerales.
Numeral 1)
Es del siguiente tenor:

“1) Contar con un sostenedor responsable del funcionamiento del establecimiento. Podrán ser sostenedores tanto personas naturales como jurídicas de derecho público o privado cuyo objeto social único sea la educación. La calidad de sostenedor no podrá transferirse ni transmitirse en caso alguno y bajo ningún título. No obstante, podrán transferirse y transmitirse los bienes muebles o inmuebles que componen el establecimiento. Tanto el sostenedor que sea persona natural como el representante legal y el administrador de entidades sostenedoras deberán cumplir con los siguientes requisitos:

a) No haber incurrido en alguna de las conductas que señala el artículo 11, ni haber sido sancionado con las inhabilidades a que se refiere el artículo 14. 

b) No haber sido condenados por crimen o simple delito de aquellos a que se refiere el Título VII y los párrafos 1 y 2 del Título VIII del Libro II del Código Penal, o la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes.

c) No haber sido condenados con la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad a que se refiere el artículo 39 bis del Código Penal.

d) No haber sido inhabilitado como sostenedor de conformidad con lo dispuesto en la letra e) del artículo 73 de la ley N° 20.529.

e) Estar en posesión de un título profesional de al menos ocho semestres, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste.

Tratándose de las salas cunas anexas al local de trabajo, reguladas en el artículo 203 del Código del Trabajo, al empleador no le serán exigibles los requisitos de objeto social único de educación, ni las limitaciones a la transferencia o transmisibilidad de la calidad de sostenedor ni el literal e) precedente. Asimismo, los requisitos de la letra a) sólo serán exigibles al personal que esté a cargo de las salas cuna.”.

En este numeral recayó la indicación número 3 bis a) de Su Excelencia la Presidenta de la República, para eliminar del literal a) del numeral 1) la frase “incurrido en alguna de las conductas que señala el artículo 11, ni haber”.

La asesora del Ministerio, señora Godoy, explicó que la indicación busca adecuar la disposición a los cambios que ha experimentado el proyecto de ley, dado que, anteriormente, en un solo artículo se contemplaba todo el marco sancionatorio, incluyendo infracciones y sanciones, pero ahora se dividieron las infracciones y las sanciones en varios artículos. En virtud de ello, planteó que la referencia de la letra a) debe hacerse sólo al artículo 14.
En votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Numeral 6)
Su texto es el siguiente:

“6) Tener el personal idóneo y suficiente que les permita cumplir con las funciones que les corresponden, atendido el nivel y modalidad de educación parvularia que impartan y la cantidad de alumnos que atiendan, de conformidad con lo dispuesto en la letra g) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, y en su reglamento. 

Tratándose del personal docente, se entenderá idóneo el que cuente con el título profesional de la educación o licenciatura del respectivo nivel, de al menos ocho semestres de duración, de una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o autorizado para ejercer la función docente por el Ministerio de Educación. 

No podrán desempeñarse en establecimientos de educación parvularia aquellas personas que se encuentren en alguna de las siguientes situaciones:

a) Haber sido condenadas por crimen o simple delito de aquellos establecidos en el Título VII o en los párrafos 1 y 2 del Título VIII del Libro II del Código Penal; en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes, o en la ley Nº 20.066, que sanciona la violencia intrafamiliar. 

b) Haber sido condenadas a inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad a que se refiere el artículo 39 bis del Código Penal.”.

En este numeral recayó la indicación número 4 bis a) de Su Excelencia la Presidenta de la República, para agregar en el primer párrafo del numeral 6) a continuación del vocablo “reglamento”, la siguiente frase “, el que para estos efectos deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda”.
El Honorable Senador señor García observó que la potestad reglamentaria la ejerce el Presidente de la República y le parece innecesario que la ley disponga qué ministros deben suscribir los reglamentos, por lo que no comparte el contenido de la indicación.
El Honorable Senador señor Zaldívar manifestó  que en el manejo de las finanzas públicas la participación del Ministerio de Hacienda es obligatoria. Agregó que, en la práctica, ningún decreto sobre la materia pasa a la firma del Presidente de la República si previamente no ha sido suscrito por el Ministro de Hacienda. Consideró preferible que dicha exigencia quede establecida en la ley.

El Honorable Senador señor García llamó la atención respecto de que la indicación modifica un numeral que se inserta en un artículo referido a que la autorización de funcionamiento será otorgada por el Ministerio de Educación previo cumplimiento de requisitos que se describen en seis numerales. Destacó que el sexto de los requisitos trata sobre contar con el personal idóneo y suficiente de conformidad con una norma del texto sistematizado de la ley N° 20.370 y su reglamento, por lo que parece inadecuado agregar en esta sede, además, el requisito de que dicho reglamento sea suscrito por el Ministerio de Hacienda.

El Honorable Senador señor Coloma consultó si, en caso de no aprobarse la indicación, el Ministerio de Hacienda no podría visar y aprobar el referido reglamento. Señaló que, de ser así, entiende que la aprobación de la indicación es positiva.

En votación, la indicación número 4 bis a) fue aprobada con tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Coloma, Lagos y Zaldívar, y dos votos en contra de los Honorables Senadores señores García y Montes.
Artículo 6°


Establece que el Ministerio de Educación llevará un registro público de sostenedores y uno de establecimientos de educación parvularia que cuenten con esta autorización, los que se encontrarán disponibles en la página web del Ministerio de Educación o en otros medios electrónicos.
El Honorable Senador señor García consultó cuál es la necesidad de mantener registros separados de sostenedores y establecimientos. Observó que en un solo registro podrían incluirse ambas categorías.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 14


Su texto es el siguiente:

“Artículo 14.- De verificarse alguna de las infracciones a la normativa educacional por un establecimiento de educación parvularia descritas en los artículos anteriores, el Director Regional de la Superintendencia de Educación respectivo aplicará, conforme el procedimiento establecido en el párrafo 5º del Título III de la ley N° 20.529, mediante resolución fundada y en atención a la naturaleza y gravedad de ellas, algunas de las siguientes sanciones:  


1) Amonestación por escrito.  


2) Multa a beneficio fiscal, de acuerdo a la siguiente graduación: 


a) Infracciones leves: de 1 a 25 UTM. 


b) Infracciones menos graves: de 26 a 100 UTM.


c) Infracciones graves: de 101 a 250 UTM. 


En las hipótesis previstas en los números anteriores, la autoridad referida deberá señalar el origen de la infracción. Asimismo, de ser procedente, establecerá un plazo para subsanarla. 


3) Revocación de la autorización de funcionamiento. En este caso, se estará a lo dispuesto en el artículo 16. 


4) Inhabilidad perpetua del sostenedor para obtener, mantener o participar de cualquiera forma en la administración de establecimientos educacionales que atiendan a niños y niñas desde su nacimiento hasta su ingreso a la educación básica. En el caso que el sostenedor sea persona jurídica, esta inhabilidad se entenderá aplicada a sus representantes legales y administradores. 


Para el establecimiento de la sanción de multa a beneficio fiscal la Superintendencia deberá tomar en cuenta el beneficio económico obtenido con ocasión de la infracción, la intencionalidad en la comisión de la misma, la concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes conforme lo establece los artículos 79 y 80 de la ley N° 20.529, la matrícula total del establecimiento a la fecha de su realización y los recursos que reciba regularmente, excluidas las donaciones.  


La imposición de una multa no impedirá la aplicación de las sanciones de revocación de la autorización de funcionamiento o la inhabilidad perpetua del sostenedor, si procede.”.

El Honorable Senador señor Zaldívar consultó  qué posibilidades de reclamación o apelación existen en la materia.

El asesor del Ministerio, señor Espinoza, indicó que se aplican las reglas de la ley N° 20.529, referida al aseguramiento de la calidad en la educación, que contempla recursos contra las sanciones que se impongan.

Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 15


Dispone que las infracciones graves serán sancionadas con cualquiera de las medidas establecidas en el artículo 14. Las menos graves y leves sólo darán lugar a amonestación por escrito o multa a beneficio fiscal, según lo prevé el citado precepto.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículo 20


Establece que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año presupuestario de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.
En este artículo recayó la indicación número 5 bis a) de Su Excelencia la Presidenta de la República, para sustituir la expresión “el primer año presupuestario” por “su primer año”.
El Honorable Senador señor Coloma acotó que el nuevo informe financiero indica que el proyecto de ley no significa un mayor gasto fiscal, por lo que parece un poco contradictorio disponer que, en lo que no alcance el financiamiento del Ministerio de Educación, se recurrirá al Tesoro Público.

El asesor del Ministerio, señor Espinoza, expresó que, al ingresarse el proyecto de ley que crea la Subsecretaría del ramo, se traspasaron la mayoría de las disposiciones que generaban gasto fiscal a dicha iniciativa legal, y es por eso del cambio verificado entre el primer y el segundo informe financiero.

Agregó que, como se mantienen disposiciones que pueden generar algún gasto fiscal, por ejemplo, la creación de los registros de sostenedores y de establecimientos de educación parvularia, es necesario y preferible mantener el artículo en discusión.
En votación, la indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
Artículos transitorios

Artículo primero

Dispone que la presente ley entrará en vigencia seis meses después de la fecha de inicio de funciones de la Subsecretaría de Educación Parvularia y de la Intendencia de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación, de conformidad con lo que disponga el o los decretos con fuerza de ley respectivos.
Puesto en votación el artículo, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Zaldívar.
- - -

FINANCIAMIENTO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 12 de marzo de 2013, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

Actualmente existen diversas instituciones que otorgan distintos tipos de certificaciones, con exigencias y propósitos diferentes para la atención de los niños en salas cuna y jardines infantiles. Es así como los municipios establecen requerimientos de infraestructura y sanidad, la Junta Nacional de Jardines Infantiles (JUNJI) establece los requisitos relacionados con el personal, material didáctico y mobiliario, además de supervigilar los Jardines, pero sin la correspondiente facultad para sancionar cuando se pone en riesgo la seguridad de los niños, y el Ministerio de Educación otorga el reconocimiento oficial a los establecimientos que prestan el servicio de educación parvularia y, además, fija los requisitos que deben cumplir los sostenedores sobre capital mínimo y bases curriculares.

En este contexto y consecuentemente con lo dispuesto en la Ley N° 20.529 que crea el Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su fiscalización, el Gobierno plantea en este Proyecto de Ley fortalecer y modernizar el proceso de reconocimiento y fiscalización de los jardines infantiles que prestan educación parvularia. Para ello, se determinan los requisitos para prestar el servicio de educación parvularia, se empoderan a las instituciones del Estado, independientes de las que proveen el servicio educativo, esto es, al Ministerio de Educación en los procesos de autorización para prestar el servicio educacional parvulario, a la Superintendencia de Educación en la fiscalización del cumplimiento de los requisitos y los procedimientos para determinar y aplicar las sanciones cuando no se da cumplimiento a los requisitos y dejando a la JUNJI con la provisión del servicio de la atención de la educación parvularia, en lo que a ella corresponde.

Cabe destacar los siguientes artículos del proyecto de Ley:

1) El artículo 1o define lo que se entiende por jardín infantil: es aquel establecimiento que imparte educación integral a los niños entre su nacimiento y la edad de ingreso a la educación básica y que cuenta con autorización del Ministerio de Educación para funcionar o está reconocido oficialmente por el Estado.

2) El artículo 3° establece los requisitos que deben cumplir los establecimientos para ser autorizados como jardines infantiles, lo que se resume en:

a) Condiciones que deben cumplir los administradores o encargados.

b) Condiciones en infraestructura.

c) Disponer de equipamiento y mobiliario.

d) Contar con proyecto educativo.

e) Reglamento Interno que reglamente la relación de la comunidad educativa.

f) Personal idóneo y suficiente.

Las especificaciones de estos requisitos serán determinados mediante el reglamento de esta ley.

3) El artículo 6o establece que el Ministerio de Educación llevará un registro de los propietarios y de los jardines infantiles que cuenten con autorización.

4) Artículo 9o, determina que la Superintendencia de Educación es el organismo encargado de fiscalizar el mantenimiento de los requisitos que permitieron autorizar el funcionamiento como jardín infantil, sustanciar los procedimientos en caso de pérdida de algunos de los requisitos y aplicar las sanciones que procedan de acuerdo a la ley.

Las sanciones a aplicar podrán ser: amonestación, multa a beneficio fiscal, cancelación de la autorización para funcionar y inhabilidad temporal o perpetua del propietario del jardín infantil.

5) El artículo 11 elimina de la Junta Nacional de Jardines Infantiles la función de supervigilar a los jardines infantiles, determinadas en la Ley N° 17.301.

6) En los artículos transitorios se establecen las normas que regularán el traspaso de la función de supervigilar los jardines infantiles desde JUNJI a la fiscalización que ejercerá la Superintendencia de Educación, considerando el traspaso de los recursos presupuestarios, bienes y en especial los funcionarios de la JUNJI.

II. Efectos del Proyecto sobre el Gasto Fiscal.

El gasto anual total para la Superintendencia es de $2.373.077 miles al asumir las funciones de fiscalización de la mantención de los requisitos que dieron origen a la autorización de funcionamiento de los jardines infantiles, cursar los procedimientos en caso de pérdida de alguno de los requisitos y determinar y aplicar las sanciones que procedan. No obstante, existe por otra parte un ahorro de $1.240.147 al dejar Junji esta tarea y traspasar recursos a la Superintendencia. Así, el gasto marginal de este proyecto es de $1.132.930, según el siguiente detalle:

- Mayor gasto fiscal por traspaso de 64 funcionarios desde la JUNJI
239.849

- Nuevo personal de apoyo: 23 funcionarios



389.456

- Otros gastos de operación






320.655

- Equipamiento y vehículos (por una vez)




182.970

  Total Mayor Gasto Fiscal





         1.132.930

Finalmente cabe precisar que conforme lo establece el presente Proyecto de Ley, el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el primer año de vigencia se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio de Educación y en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.
Posteriormente, se presentó un informe financiero actualizado elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 4 de diciembre de 2014, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I.- Antecedentes.

Mediante la presente indicación se hacen diversos ajustes a la redacción de los artículos 1o, 2o, 3° y 20° del Proyecto de Ley que crea la Autorización de Funcionamiento de Jardines Infantiles (Boletín N° 8.859-04)

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

En atención a los cambios que ha sufrido este Proyecto de Ley desde su ingreso al Congreso Nacional, especialmente a las adecuaciones que han sido necesario introducirle para hacerlo compatible con el Proyecto de Ley que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, la Intendencia de Educación Parvularia y Modifica Otros Cuerpos Legales (Boletín N° 9365-04), se puede señalar que en su actual texto, no significa un mayor gasto fiscal.”.
Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
- - -

MODIFICACIONES




En virtud de los acuerdos precedentemente consignados, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer las siguientes enmiendas al proyecto aprobado por la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología en su segundo informe:
Artículo 1°

Sustituir la expresión “formación integral” por “desarrollo integral”, y suprimir la frase “de acuerdo con sus niveles de desarrollo”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 1 bis a).
Artículo 2°
Inciso segundo

Reemplazar la frase “para recibir aportes del Estado” por las expresiones “para recibir aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento”. (Mayoría de votos 3x2 en contra. Indicación número 2 bis a).
Artículo 3°
Inciso segundo

Numeral 1)

Suprimir, en su letra a), la frase “incurrido en alguna de las conductas que señala el artículo 11, ni haber”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 3 bis a).
Numeral 6)

Incorporar, en su párrafo primero, a continuación del vocablo “reglamento”, la siguiente frase “, el que para estos efectos deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda”. (Mayoría de votos 3x2 en contra. Indicación número 4 bis a).
Artículo 20

Sustituir la expresión “el primer año presupuestario” por “su primer año”. (Unanimidad 5x0. Indicación número 5 bis a).
- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Para efectos de esta ley, y en el marco del pleno respeto de los derechos del niño y la niña en su primera infancia, establecidos en la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño y en otros pactos internacionales suscritos por Chile, se entenderá que los establecimientos de educación parvularia son aquellos que, contando con autorización para funcionar o reconocimiento oficial, según corresponda, les imparten atención integral entre su nacimiento y la edad de ingreso a la educación básica, favoreciendo de manera sistemática, oportuna y pertinente su desarrollo integral, aprendizajes, conocimientos, habilidades y actitudes.
Artículo 2°.- Todos los establecimientos de educación parvularia a que se refiere el artículo anterior deberán contar, a lo menos, con una autorización del Ministerio de Educación para funcionar como tales, de acuerdo al procedimiento establecido en la presente ley.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, para recibir aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento deberán ser personas jurídicas sin fines de lucro y contar con el reconocimiento oficial a que se refiere el artículo 46 del decreto con fuerza de ley N°2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370, en los términos previstos en el artículo decimoquinto transitorio de la ley N° 20.529.

Artículo 3°.- El Ministerio de Educación otorgará, de acuerdo al procedimiento establecido en los artículos 4° y 5°, la autorización de funcionamiento para establecimientos de educación parvularia. 

La autorización señalada en el inciso precedente se otorgará previo cumplimiento de los siguientes requisitos:

1) Contar con un sostenedor responsable del funcionamiento del establecimiento. Podrán ser sostenedores tanto personas naturales como jurídicas de derecho público o privado cuyo objeto social único sea la educación. La calidad de sostenedor no podrá transferirse ni transmitirse en caso alguno y bajo ningún título. No obstante, podrán transferirse y transmitirse los bienes muebles o inmuebles que componen el establecimiento. Tanto el sostenedor que sea persona natural como el representante legal y el administrador de entidades sostenedoras deberán cumplir con los siguientes requisitos:

a) No haber sido sancionado con las inhabilidades a que se refiere el artículo 14. 
b) No haber sido condenados por crimen o simple delito de aquellos a que se refiere el Título VII y los párrafos 1 y 2 del Título VIII del Libro II del Código Penal, o la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes.

c) No haber sido condenados con la pena de inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad a que se refiere el artículo 39 bis del Código Penal.

d) No haber sido inhabilitado como sostenedor de conformidad con lo dispuesto en la letra e) del artículo 73 de la ley N° 20.529.

e) Estar en posesión de un título profesional de al menos ocho semestres, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste.

Tratándose de las salas cunas anexas al local de trabajo, reguladas en el artículo 203 del Código del Trabajo, al empleador no le serán exigibles los requisitos de objeto social único de educación, ni las limitaciones a la transferencia o transmisibilidad de la calidad de sostenedor ni el literal e) precedente. Asimismo, los requisitos de la letra a) sólo serán exigibles al personal que esté a cargo de las salas cuna.
2) Acreditar que el local en que funciona el establecimiento de educación parvularia cumple con las normas mínimas de planta física, condiciones sanitarias y ambientales de general aplicación. El espacio mínimo de las aulas y baños se regulará de conformidad con lo dispuesto en el párrafo primero de la letra i) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 y su reglamento.
En el evento que el sostenedor del establecimiento de educación parvularia no sea dueño del local donde funciona, deberá acreditar la existencia de un contrato, en calidad de arrendatario, comodatario o titular de otro derecho sobre el inmueble, de duración no inferior a tres años e inscrito en el Conservador de Bienes Raíces respectivo. El referido contrato deberá, además, renovarse seis meses antes de su término.

No regirá la obligación contemplada en el párrafo anterior para las salas cunas anexas al lugar de trabajo, reguladas en el artículo 203 del Código del Trabajo.

3) Disponer de mobiliario, equipamiento, elementos de enseñanza y material didáctico adecuados al o los niveles de educación parvularia que imparte, de conformidad a lo establecido en el reglamento de la ley.


4) Contar con un proyecto educativo institucional que incluya los antecedentes de la institución, la definición de las características del establecimiento; la finalidad educativa expresada en la misión, visión y valores sustentados, y el currículum pedagógico adoptado por el establecimiento.

Dicho proyecto deberá fomentar la formación integral de los niños y las niñas y promover los aprendizajes, conocimientos, habilidades y actitudes que les permitan desarrollar los objetivos generales para la educación parvularia establecidos en el artículo 28 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.


5) Contar con un reglamento interno que regule las relaciones entre el establecimiento de educación parvularia y los distintos actores de la comunidad educativa y aplicarlo. Dicho reglamento deberá incorporar políticas de promoción de los derechos del niño y la niña, así como orientaciones pedagógicas y protocolos de prevención y actuación ante conductas que constituyan falta a su seguridad y a la buena convivencia, tales como abusos sexuales o maltrato infantil. Igualmente, contemplará medidas orientadas a garantizar la higiene y seguridad del establecimiento de educación parvularia.

El Ministerio de Educación deberá tener siempre disponible en su página web distintos modelos de reglamentos internos, los cuales podrán ser utilizados por los establecimientos de educación parvularia.

6) Tener el personal idóneo y suficiente que les permita cumplir con las funciones que les corresponden, atendido el nivel y modalidad de educación parvularia que impartan y la cantidad de alumnos que atiendan, de conformidad con lo dispuesto en la letra g) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, y en su reglamento, el que para estos efectos deberá ser suscrito además por el Ministro de Hacienda. 


Tratándose del personal docente, se entenderá idóneo el que cuente con el título profesional de la educación o licenciatura del respectivo nivel, de al menos ocho semestres de duración, de una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o autorizado para ejercer la función docente por el Ministerio de Educación. 

No podrán desempeñarse en establecimientos de educación parvularia aquellas personas que se encuentren en alguna de las siguientes situaciones:

a) Haber sido condenadas por crimen o simple delito de aquellos establecidos en el Título VII o en los párrafos 1 y 2 del Título VIII del Libro II del Código Penal; en la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes, o en la ley Nº 20.066, que sanciona la violencia intrafamiliar. 


b) Haber sido condenadas a inhabilitación absoluta perpetua para cargos, empleos, oficios o profesiones ejercidos en ámbitos educacionales o que involucren una relación directa y habitual con personas menores de edad a que se refiere el artículo 39 bis del Código Penal. 


El reglamento, que será dictado por el Ministerio de Educación y suscrito por el Ministro de Hacienda, determinará las especificaciones de los requisitos contenidos en el presente artículo.

Artículo 4°.- El establecimiento educacional que solicite la autorización de funcionamiento deberá presentar, ante el Secretario Regional Ministerial de Educación correspondiente, una solicitud acompañada de todos los antecedentes que acrediten el cumplimiento de los requisitos a que se refiere el artículo anterior. 


Si dicha solicitud no se resolviera dentro de los noventa días hábiles posteriores a su entrega, se tendrá por aprobada. 


Si la solicitud fuere rechazada, se podrá reclamar de manera fundada ante el Ministro de Educación, en un plazo de quince días hábiles contado desde la notificación del rechazo, quien resolverá dentro de los quince días hábiles siguientes. 

La autorización se entenderá hecha al sostenedor del establecimiento de educación parvularia que la solicite y no podrá transferirse ni transmitirse a otra persona. En caso de fallecimiento de aquél, la autorización se mantendrá vigente durante un año contado desde la fecha de su muerte.

Artículo 5°.- La autorización de funcionamiento se otorgará mediante resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación que corresponda, en la que se indicará, a lo menos, el nombre y dirección del establecimiento de educación parvularia, la identificación del sostenedor o del representante legal, en su caso, y el certificado de antecedentes de dichas personas, los niveles de educación parvularia que impartirá y la capacidad máxima autorizada de atención por jornada. 


Una vez obtenida la autorización de funcionamiento, el establecimiento de educación parvularia solo podrá impartir otros niveles distintos de los aprobados en la respectiva resolución, previa autorización del Ministerio de Educación, de acuerdo con el procedimiento descrito en el artículo anterior. 


Artículo 6°.- El Ministerio de Educación llevará un registro público de sostenedores y uno de establecimientos de educación parvularia que cuenten con esta autorización, los que se encontrarán disponibles en la página web del Ministerio de Educación o en otros medios electrónicos. 


Artículo 7°.- Los establecimientos que no cuenten con la autorización a que se refiere esta ley, o con el reconocimiento oficial, según corresponda, no podrán funcionar ni publicitarse como tales o con denominaciones análogas como salas cunas o jardines infantiles, ya sea a través de carteles, avisos, ilustraciones o propaganda en prensa o cualquier otro medio. 


Artículo 8°.- Los establecimientos de educación parvularia que cuenten con la autorización para funcionar como tales deberán informar, trimestralmente, la matrícula y la asistencia de los niños que atiendan, a través de la página web u otro medio que el Ministerio de Educación dispondrá para esos efectos. 

Artículo 9°.- Los establecimientos de educación parvularia estarán sujetos a la fiscalización de la Superintendencia de Educación conforme a lo establecido en los párrafos 1º, 2º y 4º del Título III de la ley Nº 20.529, con el objeto de que se ajusten a la normativa educacional que les resulte aplicable y, en especial, al cumplimiento de los requisitos que dieron origen a su respectiva autorización de funcionamiento. 


Artículo 10.- Los hechos, actos u omisiones que constituyen infracciones administrativas serán graves, menos graves y leves. 


Artículo 11.- Son infracciones graves las siguientes: 


a) Incumplir cualquiera de los requisitos contemplados en el numeral 1) del artículo 3°. 


b) No entregar información relevante solicitada por el Ministerio de Educación o la Superintendencia de Educación. 


c) Impedir u obstaculizar deliberadamente la fiscalización de la Superintendencia. 


d) Infringir cualquiera de los requisitos establecidos en los numerales 2), 3), 4), 5) y 6) del artículo 3°, siempre que concurran algunas de las siguientes circunstancias: 


i) Que se trate de un hecho reiterado en el período de un año contado desde su constatación. 


ii) Que se trate de un hecho que ponga en inminente riesgo la integridad física o psicológica de los niños y niñas o vulnere efectivamente sus derechos. 

iii) Que se trate de hechos que infrinjan copulativamente, dos o más de dichos requisitos.

e) Toda otra calificada expresamente como tal por la ley. 


Artículo 12.- Son infracciones menos graves las siguientes: 


a) Entregar de forma incompleta o inexacta información requerida por el Ministerio de Educación o la Superintendencia de Educación. 


b) Infringir cualquiera de los requisitos establecidos en los numerales 2), 3), 4), 5) y 6) del artículo 3°, siempre que no sea constitutivo de infracción grave. 


c) Toda otra calificada expresamente como tal por la ley.  


Si un establecimiento de educación parvularia es sancionado por dos infracciones menos graves dentro de un año calendario, los hechos constitutivos de una tercera serán sancionados como infracción grave, considerándose como tal para todos los efectos legales. 

Artículo 13.- Son infracciones leves aquellas en que incurran los sostenedores o establecimientos educacionales contra la normativa educacional y que no tengan señalada una sanción especial.  


Estas infracciones sólo serán sancionadas si no fueren subsanadas en el plazo que prudencialmente conceda al efecto el fiscalizador de la Superintendencia.  


Artículo 14.- De verificarse alguna de las infracciones a la normativa educacional por un establecimiento de educación parvularia descritas en los artículos anteriores, el Director Regional de la Superintendencia de Educación respectivo aplicará, conforme el procedimiento establecido en el párrafo 5º del Título III de la ley N° 20.529, mediante resolución fundada y en atención a la naturaleza y gravedad de la ellas, algunas de las siguientes sanciones:  


1) Amonestación por escrito.  


2) Multa a beneficio fiscal, de acuerdo a la siguiente graduación: 

a) Infracciones leves: de 1 a 25 UTM. 

b) Infracciones menos graves: de 26 a 100 UTM.


c) Infracciones graves: de 101 a 250 UTM. 


En las hipótesis previstas en los números anteriores, la autoridad referida deberá señalar el origen de la infracción. Asimismo, de ser procedente, establecerá un plazo para subsanarla. 


3) Revocación de la autorización de funcionamiento. En este caso, se estará a lo dispuesto en el artículo 16. 


4) Inhabilidad perpetua del sostenedor para obtener, mantener o participar de cualquiera forma en la administración de establecimientos educacionales que atiendan a niños y niñas desde su nacimiento hasta su ingreso a la educación básica. En el caso que el sostenedor sea persona jurídica, esta inhabilidad se entenderá aplicada a sus representantes legales y administradores. 


Para el establecimiento de la sanción de multa a beneficio fiscal la Superintendencia deberá tomar en cuenta el beneficio económico obtenido con ocasión de la infracción, la intencionalidad en la comisión de la misma, la concurrencia de circunstancias atenuantes o agravantes conforme lo establecen los artículos 79 y 80 de la ley N° 20.529, la matrícula total del establecimiento a la fecha de su realización y los recursos que reciba regularmente, excluidas las donaciones.  


La imposición de una multa no impedirá la aplicación de las sanciones de revocación de la autorización de funcionamiento o la inhabilidad perpetua del sostenedor, si procede. 


Artículo 15.- Las infracciones graves serán sancionadas con cualquiera de las medidas establecidas en el artículo anterior. Las menos graves y leves sólo darán lugar a amonestación por escrito o multa a beneficio fiscal, según lo prevé el citado precepto.

Artículo 16.- Sin perjuicio de la aplicación de algunas de las sanciones que enumera el artículo 14, la Superintendencia de Educación dispondrá la clausura inmediata del establecimiento de educación parvularia en los siguientes casos:

1) cuando se infrinja lo dispuesto en el artículo 7º. 

2) cuando determine la revocación de la autorización de funcionamiento. En este último caso, enviará los antecedentes que correspondan al Ministerio de Educación para que lo excluya de los registros establecidos en el artículo 6°. 

3) cuando se revoque el reconocimiento oficial de conformidad con lo dispuesto en el literal f) del artículo 73 de la ley Nº 20.529, salvo que concurran las siguientes circunstancias: 


a) Que el hecho que la ocasionó no constituya una infracción grave, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 11. 


b) Que el hecho no constituya una infracción a alguno de los requisitos para obtener la autorización de funcionamiento que establece el artículo 3°. 


c) Que el sostenedor presente ante el Secretario Regional Ministerial de Educación respectivo, dentro de los quince días siguientes a la notificación de la resolución que establece la revocación del reconocimiento oficial, una solicitud de autorización de funcionamiento acompañando todos los antecedentes a que se refiere el artículo 3°. 


Artículo 17.- La Agencia de Calidad de la Educación podrá realizar visitas evaluativas, conforme a lo establecido en el párrafo 2º del Título II de la ley N° 20.529, cuando los establecimientos de educación parvularia autorizados en conformidad a la presente ley se lo soliciten formalmente.


Artículo 18.- Modifícase el Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2003, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de la siguiente forma:




1) En el artículo 203: 


a) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente: 


“Las salas cuna señaladas en el inciso anterior deberán contar con autorización de funcionamiento o reconocimiento oficial del Estado, ambos otorgados por el Ministerio de Educación.”. 


b) Sustitúyese, en el inciso tercero, la frase “previo informe favorable de la Junta Nacional de Jardines Infantiles” por “previa autorización del Ministerio de Educación”. 


c) Reemplázase en el inciso sexto la locución: “de la Junta Nacional de Jardines Infantiles” por “de funcionamiento o reconocimiento oficial del Ministerio de Educación”.”. 


2) Suprímese el artículo 204. 


3) Reemplázase el artículo 205 por el siguiente:

“Artículo 205.- El mantenimiento de las salas cunas será de costo exclusivo del o los  empleadores, quienes deberán tener una persona competente a cargo de la atención y cuidado de los niños, en los términos establecidos en las normas de autorización de funcionamiento o reconocimiento oficial, según corresponda.”.


4) Reemplázase el inciso primero del artículo 207 por el siguiente:


“Artículo 207.- Corresponde a la Dirección del Trabajo velar por el cumplimiento de las disposiciones de este título, sin perjuicio de las atribuciones que en materia de fiscalización de establecimientos de educación parvularia le competen a la Superintendencia de Educación.”.


5) En el artículo 208:


a) Elimínase el inciso penúltimo.

b) Reemplázase el inciso final por el siguiente:


“La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones de este artículo corresponderá a la Dirección del Trabajo, sin perjuicio de las atribuciones que en materia de fiscalización de establecimientos de educación parvularia le competen a la Superintendencia de Educación.”.


Artículo 19.- Los reglamentos que ejecuten la presente ley deberán ser firmados conjuntamente por los Ministros de Educación y de Hacienda.

Artículo 20.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo al presupuesto del Ministerio de Educación y, en lo que faltare, con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS


Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia a los seis meses de la fecha de inicio de funciones de la Subsecretaría de Educación Parvularia y de la Intendencia de Educación Parvularia de la Superintendencia de Educación, de conformidad con lo que disponga el o los decretos con fuerza de ley respectivos. 

Artículo segundo.- El Ministerio de Educación dictará el reglamento a que se refiere el inciso final del artículo 3° dentro del plazo de seis meses desde la entrada en vigencia de esta ley. 

Artículo tercero.- Los establecimientos de educación parvularia que, con anterioridad a la entrada en vigencia de esta ley, se encuentren funcionando sin tener el reconocimiento oficial del Estado en los niveles parvularios que impartan, deberán obtener dicho reconocimiento o la autorización de funcionamiento, según corresponda, al vencimiento  del plazo establecido en el artículo décimoquinto transitorio de la ley Nº 20.529. Durante dicho período estos establecimientos podrán seguir funcionando.


Artículo cuarto.- Durante el transcurso del plazo dispuesto en el artículo anterior, la Superintendencia de Educación fiscalizará, en los mismos términos en que lo hace actualmente la Junta Nacional de Jardines Infantiles, a los establecimientos de educación parvularia que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren desarrollando las actividades señaladas en el artículo 1º.


Durante el mismo lapso, las certificaciones otorgadas por la Junta Nacional de Jardines Infantiles mantendrán su validez.”.
---

Acordado en sesiones celebradas los días 18 de noviembre y 9 de diciembre de 2014, con asistencia de los Honorables Senadores señores Ricardo Lagos Weber (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Carlos Montes Cisternas y Andrés Zaldívar Larraín.


Sala de la Comisión, a 10 de diciembre de 2014.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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MECANISMO DE ESTABILIZACIÓN:


Las municipalidades que ven reducidos sus ingresos respecto a los percibidos en el año anterior, son compensadas en la diferencia con cargo al mismo Fondo. 














� Se refiere al proyecto contenido en el Boletín N° 8.859-04, que se encuentra en segundo trámite constitucional y reglamentario en esta Comisión y que, de conformidad a un acuerdo adoptado por ésta, sus normas deberán ser concordantes con las que se consideren para la iniciativa de ley en informe.


� El artículo 48 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2005, dispone que “el reconocimiento oficial se hará por resolución del Secretario Regional Ministerial de Educación que corresponda, en la que se indicará, a lo menos, el nombre y dirección del establecimiento, la identificación del sostenedor o del representante legal, en su caso, y el nivel y modalidad de enseñanza que imparta.”.


� Artículo 5° del proyecto de ley aprobado en general.


� Boletín N° 8.859-04.


� Hay que hacer mención que, durante la tramitación en el Senado de esta iniciativa, el Ejecutivo presentó una indicación sustitutiva, como se consigna más adelante en este informe, con la finalidad de adecuar los alcances de este proyecto, actualizando la fecha de referencia que contempla la norma y el hecho de hacer aplicable sus efectos a los docentes de aula.


� Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Chahuán y Pizarro, que modifica el artículo único de la ley N° 19.648, sobre incorporación de los profesores contratados en las condiciones que señala en las plantas docentes de los municipios. Dicha iniciativa de ley fue declarada inadmisible en virtud de lo dispuesto en el inciso cuarto N° 2 del artículo 65 de la Constitución Política de la República, en sesión celebrada el día 23 de noviembre de 2012.


� Sin perjuicio de lo anterior, es necesario tener presente que aunque la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, por la unanimidad de quienes eran sus miembros a esa fecha, 2013, Honorables Senadores señores Espina; Larraín, don Hernán y Larraín, don Carlos y dos en contra, de los Honorables Senadores señora Alvear y señor Walker, don Patricio, consideró esta iniciativa era inadmisible pues, mientras no se apruebe la ley que, de acuerdo al inciso segundo del artículo 121 de la Constitución Política de la República, regulará las atribuciones de los municipios para crear empleos municipales y fijar sus remuneraciones, corresponde al Presidente de la República la iniciativa exclusiva para proponer proyectos de ley que impliquen la creación de cargos públicos o la concesión de beneficios a dicho personal, y que por lo mismo, acordó solicitar al Ejecutivo que elabore y presente una iniciativa que enfrente la materia tratada en el proyecto de ley en discusión, de manera de abordar el problema de fondo que afecta a los profesores, sea mediante un proyecto de ley específico o utilizando el mecanismo que establece el artículo 121 de la Carta Fundamental, la Sala del Senado, en sesión celebrada el día 3 de septiembre de 2013 rechazó por 27 votos contra 4 el referido informe, estableciéndose la admisibilidad del proyecto.





� En este punto, puso de manifiesto que está en curso la implementación de la obligación de contar con reconocimiento oficial. En efecto, recordó que, de acuerdo al artículo décimoquinto transitorio de la ley N° 20.529, el año 2019 todos los establecimientos de educación parvularia que reciben aportes del Estado, tendrán la obligación de contar con reconocimiento oficial. Luego de dicho plazo, quienes no cuenten con reconocimiento oficial no podrán recibir recursos del Estado para la prestación del servicio educativo.





� De conformidad al cuerpo legal citado, son jardines infantiles comunitarios aquellos establecimientos que atienden a un grupo reducido de párvulos, de modo heterogéneo u homogéneo, producto de una iniciativa comunitaria. La referida ley agrega que dichos jardines podrán estar a cargo de un técnico en educación parvularia y, en caso excepcional que calificará el Reglamento, podrán estar a cargo de un agente educativo que no cuente con título profesional, pero que cumpla con las exigencias de idoneidad y supervisión que contemple especialmente dicho Reglamento.


� Proyecto de ley, en primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados, que regula la admisión de los y las estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado (Boletín N° 9.366-04). 


� De conformidad al artículo tercero transitorio que, en definitiva, aprobó la Comisión, el plazo dispuesto para tal efecto fue el mismo señalado el artículo décimoquinto transitorio de la ley N° 20.529, esto es, hasta el año 2019.


� Se hace nuevamente esta transcripción ya que los incisos mencionados fueron objeto, además, de otras indicaciones, en los términos que se señalan.


� Dispone que “Cuando se trate de construir o transformar salas cuna, los propietarios de los establecimientos respectivos deberán someter previamente los planos a la aprobación de la comisión técnica del plan nacional de edificaciones escolares del Ministerio de Educación.”


� El tenor literal de este precepto señala que “El mantenimiento de las salas cunas será de costo exclusivo del empleador, quien deberá tener una persona competente a cargo de la atención y cuidado de los niños, la que deberá estar, preferentemente, en posesión del certificado de auxiliar de enfermería otorgado por la autoridad competente.”
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				INDICADORES POR SERIE DE AÑOS										INDICADORES POR SERIE DE AÑOS

				CODIGO		MUNICIPIO		Ingresos Totales, descontado los Ingresos por Transferencias (M$ )		Participación del FCM en el Ingreso Total (descontadas las transferencias) (% )				CODIGO		MUNICIPIO		Dependencia del Fondo Común Municipal sobre los Ingresos Propios (% )

								Año 2009		Año 2009								Año 2009

				1101		IQUIQUE		21,513,543		9.23				1101		IQUIQUE		9.92				114,522,916

				1107		ALTO HOSPICIO		5,594,101		60.13				1107		ALTO HOSPICIO		75.14

				1401		POZO ALMONTE		2,606,493		36.11				1401		POZO ALMONTE		29.97				188,398

				1402		CAMIÑA		1,014,057		97.87				1402		CAMIÑA		97.84

				1403		COLCHANE		No Recepcionado		No Recepcionado				1403		COLCHANE		No Recepcionado

				1404		HUARA		1,088,834		64.33				1404		HUARA		57.63

				1405		PICA		932,798		14.11				1405		PICA		29.5

				2101		ANTOFAGASTA		37,314,063		12.1				2101		ANTOFAGASTA		17.48

				2102		MEJILLONES		3,224,027		21.13				2102		MEJILLONES		22.26

				2103		SIERRA GORDA		2,856,786		29.91				2103		SIERRA GORDA		22.69

				2104		TALTAL		1,500,235		59.48				2104		TALTAL		37.89

				2201		CALAMA		11,403,918		19.1				2201		CALAMA		22.29

				2202		OLLAGUE		941,753		80.97				2202		OLLAGUE		89.59

				2203		SAN PEDRO DE ATACAMA		2,087,888		36.86				2203		SAN PEDRO DE ATACAMA		34.62

				2301		TOCOPILLA		2,049,935		40.06				2301		TOCOPILLA		37.63

				2302		MARÍA ELENA		1,195,434		36.78				2302		MARÍA ELENA		27.2

				3101		COPIAPÓ		11,002,211		39.82				3101		COPIAPÓ		40.56

				3102		CALDERA		2,754,754		61.55				3102		CALDERA		69.5

				3103		TIERRA AMARILLA		2,336,463		31.46				3103		TIERRA AMARILLA		25.92

				3201		CHAÑARAL		1,879,173		54.95				3201		CHAÑARAL		51.27

				3202		DIEGO DE ALMAGRO		2,678,425		32.18				3202		DIEGO DE ALMAGRO		37.3

				3301		VALLENAR		4,641,995		45.31				3301		VALLENAR		51.07

				3302		ALTO DEL CARMEN		1,207,645		79.35				3302		ALTO DEL CARMEN		69.62

				3303		FREIRINA		932,119		79.96				3303		FREIRINA		74.19

				3304		HUASCO		1,672,389		36.67				3304		HUASCO		39.6

				4101		LA SERENA		16,017,423		32.83				4101		LA SERENA		37.5

				4102		COQUIMBO		19,002,980		40.66				4102		COQUIMBO		43.66

				4103		ANDACOLLO		No Recepcionado		No Recepcionado				4103		ANDACOLLO		No Recepcionado

				4104		LA HIGUERA		1,141,185		53.3				4104		LA HIGUERA		55.72

				4105		PAIHUANO		No Recepcionado		No Recepcionado				4105		PAIHUANO		No Recepcionado

				4106		VICUÑA		2,351,890		66.41				4106		VICUÑA		64.34

				4201		ILLAPEL		2,325,623		68.55				4201		ILLAPEL		72.31

				4202		CANELA		1,304,398		76.47				4202		CANELA		75.26

				4203		LOS VILOS		2,424,696		67.98				4203		LOS VILOS		69.67

				4204		SALAMANCA		2,488,191		52.29				4204		SALAMANCA		51.22

				4301		OVALLE		8,803,358		58.84				4301		OVALLE		71.47

				4302		COMBARBALÁ		1,687,132		74.33				4302		COMBARBALÁ		83.39

				4303		MONTE PATRIA		2,522,911		83.81				4303		MONTE PATRIA		82.56

				4304		PUNITAQUI		1,331,661		78.4				4304		PUNITAQUI		86.25

				4305		RÍO HURTADO		984,228		76.32				4305		RÍO HURTADO		81.39

				5101		VALPARAÍSO		21,352,218		19.83				5101		VALPARAÍSO		23.72

				5102		CASABLANCA		2,676,308		28.07				5102		CASABLANCA		31.1

				5103		CONCÓN		5,361,886		15.85				5103		CONCÓN		19.08

				5104		JUAN FERNÁNDEZ		No Recepcionado		No Recepcionado				5104		JUAN FERNÁNDEZ		No Recepcionado

				5105		PUCHUNCAVÍ		2,660,432		28.24				5105		PUCHUNCAVÍ		32.35

				5107		QUINTERO		3,888,425		54.35				5107		QUINTERO		57.8

				5109		VIÑA DEL MAR		48,244,723		6.96				5109		VIÑA DEL MAR		7.56

				5201		ISLA DE PASCUA		1,879,695		94.61				5201		ISLA DE PASCUA		95.43

				5301		LOS ANDES		5,881,310		39.61				5301		LOS ANDES		47.77

				5302		CALLE LARGA		1,189,181		65.48				5302		CALLE LARGA		74.16

				5303		RINCONADA		892,418		55.13				5303		RINCONADA		66.61

				5304		SAN ESTEBAN		No Recepcionado		No Recepcionado				5304		SAN ESTEBAN		No Recepcionado

				5401		LA LIGUA		3,155,904		47.12				5401		LA LIGUA		57.74

				5402		CABILDO		1,894,792		67.17				5402		CABILDO		71.06

				5403		PAPUDO		1,163,543		42.97				5403		PAPUDO		48.39

				5404		PETORCA		1,213,183		69.49				5404		PETORCA		74.71

				5405		ZAPALLAR		5,196,538		9.02				5405		ZAPALLAR		12.47

				5501		QUILLOTA		6,466,241		51.31				5501		QUILLOTA		56.2

				5502		LA CALERA		No Recepcionado		No Recepcionado				5502		LA CALERA		No Recepcionado

				5503		HIJUELAS		1,823,292		55.65				5503		HIJUELAS		65.51

				5504		LA CRUZ		1,529,440		57.94				5504		LA CRUZ		69.36

				5506		NOGALES		2,215,129		50.75				5506		NOGALES		57.99

				5601		SAN ANTONIO		8,108,751		46.91				5601		SAN ANTONIO		54.69

				5602		ALGARROBO		3,009,788		17.68				5602		ALGARROBO		20.56

				5603		CARTAGENA		2,748,850		63.28				5603		CARTAGENA		71.76

				5604		EL QUISCO		2,331,220		43.88				5604		EL QUISCO		47.79

				5605		EL TABO		2,172,458		58.25				5605		EL TABO		63.52

				5606		SANTO DOMINGO		4,460,369		11.07				5606		SANTO DOMINGO		12.28

				5701		SAN FELIPE		5,554,007		43.07				5701		SAN FELIPE		49.06

				5702		CATEMU		1,358,430		71.89				5702		CATEMU		77.47

				5703		LLAY LLAY		No Recepcionado		No Recepcionado				5703		LLAY LLAY		No Recepcionado

				5704		PANQUEHUE		955,192		68.66				5704		PANQUEHUE		75.86

				5705		PUTAENDO		1,608,461		76.8				5705		PUTAENDO		84.53

				5706		SANTA MARÍA		1,321,561		71.38				5706		SANTA MARÍA		77.98

				5801		QUILPUÉ		10,235,195		47.48				5801		QUILPUÉ		55.67

				5802		LIMACHE		3,258,309		48.59				5802		LIMACHE		53.18

				5803		OLMUÉ		1,908,664		56.22				5803		OLMUÉ		66.18

				5804		VILLA ALEMANA		7,675,888		64.42				5804		VILLA ALEMANA		74.91

				6101		RANCAGUA		16,565,614		23.1				6101		RANCAGUA		27.28

				6102		CODEGUA		1,385,170		51.98				6102		CODEGUA		62.07

				6103		COINCO		1,119,599		76.11				6103		COINCO		78.25

				6104		COLTAUCO		1,614,033		74.95				6104		COLTAUCO		80.31

				6105		DOÑIHUE		1,908,900		69.27				6105		DOÑIHUE		75.42

				6106		GRANEROS		2,449,865		53.83				6106		GRANEROS		60.88

				6107		LAS CABRAS		2,580,116		37.36				6107		LAS CABRAS		42.47

				6108		MACHALÍ		3,193,913		28.88				6108		MACHALÍ		30.48

				6109		MALLOA		No Recepcionado		No Recepcionado				6109		MALLOA		No Recepcionado

				6110		MOSTAZAL		2,260,951		47.59				6110		MOSTAZAL		21.83

				6111		OLIVAR		1,502,273		44.45				6111		OLIVAR		52.2

				6112		PEUMO		1,370,085		71.05				6112		PEUMO		77.51

				6113		PICHIDEGUA		1,659,865		72.91				6113		PICHIDEGUA		78.45

				6114		QUINTA DE TILCOCO		1,189,979		67.63				6114		QUINTA DE TILCOCO		73.13

				6115		RENGO		4,201,282		50.05				6115		RENGO		53.89

				6116		REQUINOA		2,322,073		31.19				6116		REQUINOA		38.31

				6117		SAN VICENTE		3,351,988		53.6				6117		SAN VICENTE		58.67

				6201		PICHILEMU		1,930,232		61.98				6201		PICHILEMU		67.26

				6202		LA ESTRELLA		857,159		59.07				6202		LA ESTRELLA		69.66

				6203		LITUECHE		1,049,214		54.03				6203		LITUECHE		67.34

				6204		MARCHIGUE		No Recepcionado		No Recepcionado				6204		MARCHIGUE		No Recepcionado

				6205		NAVIDAD		1,378,155		84.26				6205		NAVIDAD		89.2

				6206		PAREDONES		1,364,662		60.99				6206		PAREDONES		90.37

				6301		SAN FERNANDO		5,359,817		32.22				6301		SAN FERNANDO		35.12

				6302		CHÉPICA		1,518,486		66.6				6302		CHÉPICA		79.04

				6303		CHIMBARONGO		188,398		43.51				6303		CHIMBARONGO		44.14

				6304		LOLOL		888,617		72.73				6304		LOLOL		80.14

				6305		NANCAGUA		2,118,093		41.87				6305		NANCAGUA		58.9

				6306		PALMILLA		1,268,025		61.16				6306		PALMILLA		70.06

				6307		PERALILLO		1,152,007		60.8				6307		PERALILLO		66.43

				6308		PLACILLA		1,034,548		69.91				6308		PLACILLA		76.7

				6309		PUMANQUE		733,820		80.79				6309		PUMANQUE		87.28

				6310		SANTA CRUZ		2,793,223		51.25				6310		SANTA CRUZ		57

				7101		TALCA		16,509,149		35.79				7101		TALCA		42.66

				7102		CONSTITUCIÓN		5,265,001		62.71				7102		CONSTITUCIÓN		68.36

				7103		CUREPTO		1,505,138		79.62				7103		CUREPTO		89.35

				7104		EMPEDRADO		1,143,722		79.17				7104		EMPEDRADO		88.77

				7105		MAULE		1,959,180		62.84				7105		MAULE		70.86

				7106		PELARCO		1,515,315		41.32				7106		PELARCO		58.05

				7107		PENCAHUE		No Recepcionado		No Recepcionado				7107		PENCAHUE		No Recepcionado

				7108		RÍO CLARO		1,526,979		55.79				7108		RÍO CLARO		70.28

				7109		SAN CLEMENTE		3,591,879		65.95				7109		SAN CLEMENTE		70.89

				7110		SAN RAFAEL		1,238,408		60.32				7110		SAN RAFAEL		67.14

				7201		CAUQUENES		3,821,869		67.08				7201		CAUQUENES		72.91

				7202		CHANCO		1,282,543		81.04				7202		CHANCO		86.84

				7203		PELLUHUE		1,822,447		82.48				7203		PELLUHUE		88.03

				7301		CURICÓ		9,931,438		37.5				7301		CURICÓ		42.31

				7302		HUALAÑÉ		1,277,542		72.93				7302		HUALAÑÉ		82.26

				7303		LICANTÉN		1,188,634		68.8				7303		LICANTÉN		75.05

				7304		MOLINA		3,504,923		63.46				7304		MOLINA		69.11

				7305		RAUCO		1,394,696		56.33				7305		RAUCO		74.36

				7306		ROMERAL		1,854,923		30.56				7306		ROMERAL		40.94

				7307		SAGRADA FAMILIA		2,014,850		55.73				7307		SAGRADA FAMILIA		62.96

				7308		TENO		2,363,056		49.3				7308		TENO		57.68

				7309		VICHUQUÉN		1,371,904		39.72				7309		VICHUQUÉN		52.93

				7401		LINARES		6,923,987		47.93				7401		LINARES		55.1

				7402		COLBÚN		2,074,453		70.92				7402		COLBÚN		74.27

				7403		LONGAVÍ		2,221,618		77.29				7403		LONGAVÍ		81.8

				7404		PARRAL		3,490,490		55.72				7404		PARRAL		64.56

				7405		RETIRO		1,726,545		71.59				7405		RETIRO		78.57

				7406		SAN JAVIER		4,060,533		57.5				7406		SAN JAVIER		74.17

				7407		VILLA ALEGRE		1,491,675		72.6				7407		VILLA ALEGRE		78.6

				7408		YERBAS BUENAS		1,744,416		65.79				7408		YERBAS BUENAS		71.12

				8101		CONCEPCIÓN		18,961,070		12.49				8101		CONCEPCIÓN		14.52

				8102		CORONEL		No Recepcionado		No Recepcionado				8102		CORONEL		No Recepcionado

				8103		CHIGUAYANTE		6,340,635		61.27				8103		CHIGUAYANTE		67.66

				8104		FLORIDA		1,320,599		80.24				8104		FLORIDA		85.07

				8105		HUALQUI		1,989,548		77.29				8105		HUALQUI		88.52

				8106		LOTA		No Recepcionado		No Recepcionado				8106		LOTA		No Recepcionado

				8107		PENCO		3,509,288		61.13				8107		PENCO		65.21

				8108		SAN PEDRO DE LA PAZ		7,247,875		30.89				8108		SAN PEDRO DE LA PAZ		37.52

				8109		SANTA JUANA		1,883,777		75.41				8109		SANTA JUANA		87.6

				8110		TALCAHUANO		14,331,098		26.57				8110		TALCAHUANO		29.47

				8111		TOMÉ		No Recepcionado		No Recepcionado				8111		TOMÉ		No Recepcionado

				8112		HUALPÉN		8,397,058		33.5				8112		HUALPÉN		45.93

				8201		LEBU		2,238,384		80.46				8201		LEBU		89.01

				8202		ARAUCO		3,141,473		59.72				8202		ARAUCO		68.16

				8203		CAÑETE		2,951,308		63.43				8203		CAÑETE		80.21

				8204		CONTULMO		1,052,059		89.13				8204		CONTULMO		95.21

				8205		CURANILAHUE		2,648,712		69.3				8205		CURANILAHUE		78.21

				8206		LOS ALAMOS		1,728,090		86.92				8206		LOS ALAMOS		90.92

				8207		TIRUA		No Recepcionado		No Recepcionado				8207		TIRUA		No Recepcionado

				8301		LOS ANGELES		15,717,410		39.05				8301		LOS ANGELES		52.55

				8302		ANTUCO		968,804		85.03				8302		ANTUCO		90.18

				8303		CABRERO		2,757,294		51.54				8303		CABRERO		59.96

				8304		LAJA		2,624,555		55.82				8304		LAJA		75.22

				8305		MULCHÉN		2,373,010		63.76				8305		MULCHÉN		70.98

				8306		NACIMIENTO		2,558,503		47.49				8306		NACIMIENTO		56.24

				8307		NEGRETE		No Recepcionado		No Recepcionado				8307		NEGRETE		No Recepcionado

				8308		QUILACO		746,671		82.21				8308		QUILACO		86.66

				8309		QUILLECO		1,241,094		75.36				8309		QUILLECO		82.98

				8310		SAN ROSENDO		836,154		83.58				8310		SAN ROSENDO		94.39

				8311		SANTA BÁRBARA		1,510,551		66.77				8311		SANTA BÁRBARA		78.73

				8312		TUCAPEL		1,489,944		75.24				8312		TUCAPEL		79.39

				8313		YUMBEL		3,392,013		72.97				8313		YUMBEL		90

				8314		ALTO BIOBÍO		1,009,024		73.59				8314		ALTO BIOBÍO		77.55

				8401		CHILLÁN		12,934,644		41.75				8401		CHILLÁN		47.69

				8402		BULNES		1,866,591		72.47				8402		BULNES		77.68

				8403		COBQUECURA		1,115,938		88.57				8403		COBQUECURA		93.54

				8404		COELEMU		1,806,107		71.04				8404		COELEMU		82.2

				8405		COIHUECO		2,187,617		76.17				8405		COIHUECO		83.25

				8406		CHILLÁN VIEJO		2,558,840		52.5				8406		CHILLÁN VIEJO		68.15

				8407		EL CARMEN		1,379,534		84.76				8407		EL CARMEN		88.78

				8408		NINHUE		1,016,649		93.66				8408		NINHUE		95.3

				8409		ÑIQUÉN		1,377,488		82.52				8409		ÑIQUÉN		86.11

				8410		PEMUCO		1,563,780		54.27				8410		PEMUCO		66.49

				8411		PINTO		1,575,760		65.53				8411		PINTO		75.17

				8412		PORTEZUELO		924,871		87.5				8412		PORTEZUELO		94.6

				8413		QUILLÓN		2,443,726		66.66				8413		QUILLÓN		86.15

				8414		QUIRIHUE		1,403,707		84.37				8414		QUIRIHUE		89.95

				8415		RANQUIL		1,809,582		50.44				8415		RANQUIL		68.33

				8416		SAN CARLOS		4,383,801		60.03				8416		SAN CARLOS		71.72

				8417		SAN FABIÁN		798,269		87.39				8417		SAN FABIÁN		91.53

				8418		SAN IGNACIO		1,614,390		86.8				8418		SAN IGNACIO		90.37

				8419		SAN NICOLÁS		1,201,741		72.89				8419		SAN NICOLÁS		77.39

				8420		TREHUACO		1,025,046		81.83				8420		TREHUACO		90.89

				8421		YUNGAY		1,640,863		63.59				8421		YUNGAY		70.39

				9101		TEMUCO		23,097,137		25.86				9101		TEMUCO		35.13

				9102		CARAHUE		2,301,743		88.02				9102		CARAHUE		91.61

				9103		CUNCO		No Recepcionado		No Recepcionado				9103		CUNCO		No Recepcionado

				9104		CURARREHUE		971,829		91.43				9104		CURARREHUE		93.73

				9105		FREIRE		2,629,989		69.65				9105		FREIRE		83.03

				9106		GALVARINO		No Recepcionado		No Recepcionado				9106		GALVARINO		No Recepcionado

				9107		GORBEA		1,606,043		76.38				9107		GORBEA		81.69

				9108		LAUTARO		2,869,412		68.37				9108		LAUTARO		73.23

				9109		LONCOCHE		2,218,185		65.4				9109		LONCOCHE		78.76

				9110		MELIPEUCO		No Recepcionado		No Recepcionado				9110		MELIPEUCO		No Recepcionado

				9111		NUEVA IMPERIAL		2,920,529		80.19				9111		NUEVA IMPERIAL		88.88

				9112		PADRE LAS CASAS		6,417,137		60.45				9112		PADRE LAS CASAS		82.06

				9113		PERQUENCO		1,076,618		83.92				9113		PERQUENCO		88.58

				9114		PITRUFQUÉN		2,038,918		73.65				9114		PITRUFQUÉN		79.72

				9115		PUCÓN		3,918,379		21.6				9115		PUCÓN		22.99

				9116		SAAVEDRA		1,623,217		87.95				9116		SAAVEDRA		96.28

				9117		TEODORO SCHMIDT		1,794,347		80.07				9117		TEODORO SCHMIDT		92.68

				9118		TOLTÉN		1,272,611		87.73				9118		TOLTÉN		92.21

				9119		VILCÚN		2,176,917		69.65				9119		VILCÚN		77.61

				9120		VILLARRICA		3,998,792		49.68				9120		VILLARRICA		57.13

				9121		CHOLCHOL		No Recepcionado		No Recepcionado				9121		CHOLCHOL		No Recepcionado

				9201		ANGOL		4,762,087		65.88				9201		ANGOL		74.8

				9202		COLLIPULLI		2,144,462		62.17				9202		COLLIPULLI		67.12

				9203		CURACAUTÍN		1,642,259		80.66				9203		CURACAUTÍN		85.27

				9204		ERCILLA		1,212,374		74.51				9204		ERCILLA		86.03

				9205		LONQUIMAY		1,406,548		80.27				9205		LONQUIMAY		90.54

				9206		LOS SAUCES		1,129,306		81.68				9206		LOS SAUCES		90.7

				9207		LUMACO		No Recepcionado		No Recepcionado				9207		LUMACO		No Recepcionado

				9208		PURÉN		1,379,048		89.01				9208		PURÉN		92.91

				9209		RENAICO		1,202,261		66.65				9209		RENAICO		85.85

				9210		TRAIGUÉN		1,785,545		76.37				9210		TRAIGUÉN		80.64

				9211		VICTORIA		2,764,668		63.68				9211		VICTORIA		69.44

				10101		PUERTO MONTT		19,160,072		16.15				10101		PUERTO MONTT		21.39

				10102		CALBUCO		2,646,001		61.41				10102		CALBUCO		63.28

				10103		COCHAMÓ		No Recepcionado		No Recepcionado				10103		COCHAMÓ		No Recepcionado

				10104		FRESIA		1,377,328		64.15				10104		FRESIA		79.51

				10105		FRUTILLAR		1,817,472		46.15				10105		FRUTILLAR		63.38

				10106		LOS MUERMOS		1,544,550		67.37				10106		LOS MUERMOS		79.58

				10107		LLANQUIHUE		No Recepcionado		No Recepcionado				10107		LLANQUIHUE		No Recepcionado

				10108		MAULLÍN		No Recepcionado		No Recepcionado				10108		MAULLÍN		No Recepcionado

				10109		PUERTO VARAS		4,735,400		17.98				10109		PUERTO VARAS		21.65

				10201		CASTRO		4,195,983		50.24				10201		CASTRO		58.28

				10202		ANCUD		4,661,670		51.66				10202		ANCUD		71.43

				10203		CHONCHI		2,006,533		58.06				10203		CHONCHI		74.42

				10204		CURACO DE VÉLEZ		1,024,029		82.02				10204		CURACO DE VÉLEZ		92.39

				10205		DALCAHUE		1,584,472		67.44				10205		DALCAHUE		79.76

				10206		PUQUELDÓN		1,153,585		85.4				10206		PUQUELDÓN		95.07

				10207		QUEILÉN		1,201,943		74.75				10207		QUEILÉN		92.49

				10208		QUELLÓN		2,235,292		72.74				10208		QUELLÓN		76.52

				10209		QUEMCHI		1,656,134		71.05				10209		QUEMCHI		84.14

				10210		QUINCHAO		1,400,353		82.81				10210		QUINCHAO		89.43

				10301		OSORNO		12,592,487		26.33				10301		OSORNO		31.44

				10302		PUERTO OCTAY		1,284,649		49.63				10302		PUERTO OCTAY		63.54

				10303		PURRANQUE		1,818,399		57.24				10303		PURRANQUE		65.44

				10304		PUYEHUE		1,374,754		45.1				10304		PUYEHUE		55.7

				10305		RÍO NEGRO		1,429,182		60.77				10305		RÍO NEGRO		69.65

				10306		SAN JUAN DE LA COSTA		1,443,850		88.06				10306		SAN JUAN DE LA COSTA		90.57

				10307		SAN PABLO		1,160,209		68.16				10307		SAN PABLO		73.77

				10401		CHAITÉN		1,198,717		79.47				10401		CHAITÉN		82.88

				10402		FUTALEUFÚ		839,761		81.3				10402		FUTALEUFÚ		94.07

				10403		HUALAIHUE		981,345		83.39				10403		HUALAIHUE		83.83

				10404		PALENA		727,439		78.5				10404		PALENA		90.56

				11101		COIHAIQUE		5,475,005		46.88				11101		COIHAIQUE		55

				11102		LAGO VERDE		No Recepcionado		No Recepcionado				11102		LAGO VERDE		No Recepcionado

				11201		AISÉN		2,400,035		57.09				11201		AISÉN		60.75

				11202		CISNES		1,458,702		62.12				11202		CISNES		78.78

				11203		GUAITECAS		No Recepcionado		No Recepcionado				11203		GUAITECAS		No Recepcionado

				11301		COCHRANE		706,395		81.93				11301		COCHRANE		81.59

				11302		OHIGGINS		No Recepcionado		No Recepcionado				11302		OHIGGINS		No Recepcionado

				11303		TORTEL		No Recepcionado		No Recepcionado				11303		TORTEL		No Recepcionado

				11401		CHILE CHICO		836,301		71.4				11401		CHILE CHICO		68.12

				11402		RÍO IBÁÑEZ		712,823		90.61				11402		RÍO IBÁÑEZ		93.21

				12101		PUNTA ARENAS		10,078,513		23.86				12101		PUNTA ARENAS		25.18

				12102		LAGUNA BLANCA		624,289		88.11				12102		LAGUNA BLANCA		91.95

				12103		RÍO VERDE		561,111		76.22				12103		RÍO VERDE		78.04

				12104		SAN GREGORIO		699,255		64.12				12104		SAN GREGORIO		64.85

				12201		CABO DE HORNOS		1,148,164		93.11				12201		CABO DE HORNOS		93.38

				12301		PORVENIR		1,470,148		52.54				12301		PORVENIR		60.42

				12302		PRIMAVERA		759,959		60.59				12302		PRIMAVERA		85.78

				12303		TIMAUKEL		No Recepcionado		No Recepcionado				12303		TIMAUKEL		No Recepcionado

				12401		NATALES		2,587,516		46.01				12401		NATALES		52.77

				12402		TORRES DEL PAYNE		690,840		78.02				12402		TORRES DEL PAYNE		80.94

				13101		SANTIAGO		91,798,706		2.16				13101		SANTIAGO		3.18

				13102		CERRILLOS		9,783,464		15.78				13102		CERRILLOS		19.27

				13103		CERRO NAVIA		9,393,017		79.81				13103		CERRO NAVIA		87.17

				13104		CONCHALÍ		10,894,449		39.77				13104		CONCHALÍ		49.4

				13105		EL BOSQUE		11,836,968		75.67				13105		EL BOSQUE		81.88

				13106		ESTACIÓN CENTRAL		13,096,947		17.53				13106		ESTACIÓN CENTRAL		21.1

				13107		HUECHURABA		15,698,148		8.75				13107		HUECHURABA		10.3				1.35

				13108		INDEPENDENCIA		6,707,752		18.3				13108		INDEPENDENCIA		22.01

				13109		LA CISTERNA		7,370,220		15.66				13109		LA CISTERNA		18.05

				13110		LA FLORIDA		26,542,602		53.56				13110		LA FLORIDA		60.25

				13111		LA GRANJA		9,402,339		68.67				13111		LA GRANJA		81.22

				13112		LA PINTANA		13,136,564		81.32				13112		LA PINTANA		86.91

				13113		LA REINA		12,195,529		7.73				13113		LA REINA		9.53

				13114		LAS CONDES		114,522,916		1.38				13114		LAS CONDES		2.33

				13115		LO BARNECHEA		26,512,724		3.59				13115		LO BARNECHEA		4.56

				13116		LO ESPEJO		8,266,208		63.74				13116		LO ESPEJO		73.2

				13117		LO PRADO		8,600,451		58.44				13117		LO PRADO		76.25

				13118		MACUL		11,015,811		16.85				13118		MACUL		19.84

				13119		MAIPÚ		56,473,335		36.14				13119		MAIPÚ		62.08

				13120		ÑUÑOA		19,108,849		8.45				13120		ÑUÑOA		9.96

				13121		PEDRO AGUIRRE CERDA		8,654,601		55.86				13121		PEDRO AGUIRRE CERDA		67.73

				13122		PEÑALOLÉN		16,944,642		40.58				13122		PEÑALOLÉN		49.45

				13123		PROVIDENCIA		65,535,126		1.35				13123		PROVIDENCIA		2.36

				13124		PUDAHUEL		19,309,843		37.71				13124		PUDAHUEL		46.58

				13125		QUILICURA		18,734,393		17.52				13125		QUILICURA		19.65

				13126		QUINTA NORMAL		8,593,191		21.19				13126		QUINTA NORMAL		28.52

				13127		RECOLETA		14,187,199		16.68				13127		RECOLETA		22.03

				13128		RENCA		11,943,343		31.47				13128		RENCA		34.74

				13129		SAN JOAQUÍN		8,010,087		23.93				13129		SAN JOAQUÍN		27.18

				13130		SAN MIGUEL		10,038,194		8.45				13130		SAN MIGUEL		10.14

				13131		SAN RAMÓN		7,510,449		64.95				13131		SAN RAMÓN		81.65

				13132		VITACURA		37,767,998		1.92				13132		VITACURA		3

				13201		PUENTE ALTO		38,620,141		73.37				13201		PUENTE ALTO		79.88

				13202		PIRQUE		4,071,959		15.54				13202		PIRQUE		22.44

				13203		SAN JOSÉ DE MAIPO		2,135,970		38.99				13203		SAN JOSÉ DE MAIPO		46.95

				13301		COLINA		13,771,528		13.56				13301		COLINA		17.61

				13302		LAMPA		7,104,542		16.17				13302		LAMPA		17.74

				13303		TIL TIL		1,820,343		34.81				13303		TIL TIL		40.71

				13401		SAN BERNARDO		23,373,696		36.59				13401		SAN BERNARDO		45.79

				13402		BUIN		5,581,095		27.53				13402		BUIN		32.93

				13403		CALERA DE TANGO		2,503,148		21.49				13403		CALERA DE TANGO		30.82

				13404		PAINE		4,255,274		33.59				13404		PAINE		40.14

				13501		MELIPILLA		6,899,663		53				13501		MELIPILLA		57.49

				13502		ALHUÉ		1,005,191		58.46				13502		ALHUÉ		59.96

				13503		CURACAVÍ		2,502,204		47.4				13503		CURACAVÍ		53.79

				13504		MARÍA PINTO		1,643,499		44.85				13504		MARÍA PINTO		58.77

				13505		SAN PEDRO		1,181,218		66.5				13505		SAN PEDRO		80.2

				13601		TALAGANTE		4,825,190		49.4				13601		TALAGANTE		60.13

				13602		EL MONTE		2,510,846		53.9				13602		EL MONTE		61.29

				13603		ISLA DE MAIPO		2,878,703		53.06				13603		ISLA DE MAIPO		64.85

				13604		PADRE HURTADO		3,848,396		48.91				13604		PADRE HURTADO		56.37

				13605		PEÑAFLOR		5,317,696		59.19				13605		PEÑAFLOR		65.68

				14101		VALDIVIA		12,978,917		37.3				14101		VALDIVIA		42.81

				14102		CORRAL		1,097,799		87.76				14102		CORRAL		93.38

				14103		LANCO		1,564,481		74.89				14103		LANCO		81.9

				14104		LOS LAGOS		1,775,825		53.73				14104		LOS LAGOS		58.33

				14105		MÁFIL		863,316		81.38				14105		MÁFIL		84.22

				14106		MARIQUINA		1,952,040		55.21				14106		MARIQUINA		69.74

				14107		PAILLACO		1,768,620		61.82				14107		PAILLACO		72.98

				14108		PANGUIPULLI		3,786,855		54.67				14108		PANGUIPULLI		61.9

				14201		LA UNIÓN		3,063,309		57.85				14201		LA UNIÓN		62.47

				14202		FUTRONO		1,628,095		59.38				14202		FUTRONO		66.32

				14203		LAGO RANCO		1,239,840		78.58				14203		LAGO RANCO		84.73

				14204		RÍO BUENO		2,526,325		60.34				14204		RÍO BUENO		66.88

				15101		ARICA		17,364,623		44.83				15101		ARICA		49.61

				15102		CAMARONES		794,858		86.77				15102		CAMARONES		88.93

				15201		PUTRE		1,282,234		77.97				15201		PUTRE		88.38

				15202		GENERAL LAGOS		754,178		78.24				15202		GENERAL LAGOS		92.34

						TOTALES/PROMEDIOS		1.775.627.644  		56,40  						TOTALES/PROMEDIOS		63,02  
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Hoja2

						INGRESOS CON FCM

						RIO VERDE;   561.111				561,111

						LAS CONDES:  114.522.916				114,522,916		204.1





						INGRESOS SIN FCM

						CAMIÑA;   11.189				11,189

						LAS CONDES:  162,753.573				162,753,573		14,545.9

										615,885,493

										138,457,859		445%





Hoja3



								IMPUESTO TERRITORIAL		Santiago, Providencia, Vitacura y Las Condes: 65%  

										Restantes Comunas: 60%

								PATENTES COMERCIALES		Santiago 55%; Providencia, Vitacura y Las Condes 65%

										Restantes Comunas: 60%

								PERMISOS DE CIRCULACIÓN		Todas las comunas 62,5%

								TRANSFERENCIA DE VEHICULOS		50% del impuesto

								MULTAS EQUIPOS ELECTRÓNICOS		50%

								APORTE FISCAL		218.000 UTM anuales

										Recaudación IT de 100 inmuebles fiscales





								INDICADOR		PORCENTAJE

								PARTES IGUALES		25%

								POBREZA		10%

								PREDIOS EXENTOS		30%

								ING. PROPIOS PERMANENTES		35%

								TOTAL		100%
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